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Presentación

Vínculos: apostamos por lo que nos une

Juan Sisinio Pérez Garzón 
Director de Vínculos de Historia
Universidad de Castilla-La Mancha
	

En el Departamento de Historia de la Universidad de Castilla-La Mancha estamos   
juntos desde los prehistoriadores hasta los contemporaneístas. Es una forma de organización 
académica bastante excepcional que nos impulsa constantemente a pensar sin los 
compartimentos estancos habituales en nuestra profesión. De esta experiencia ha surgido 
la necesidad de lanzar una revista en la que se aborden los temas desde la transversalidad 
en el tiempo y, por supuesto, sin cerrarnos en espacios, épocas o fronteras. Pretendemos 
contribuir a plantear análisis históricos con perspectivas que trasciendan las lindes entre 
áreas de especialización y ofrecer, por tanto, una plataforma para debates historiográficos 
que aborden los procesos históricos sin limitaciones ni cronológicas ni temáticas. 

Por eso hemos definido la revista con el nombre de Vínculos, porque pensamos 
que todos los procesos sociales desarrollados en el planeta, sean económicos, políticos 
o culturales, se encuentran interconectados de tal forma que la mejor comprensión del 
pasado solo puede realizarse desde ese punto de partida metodológico. Un desafío que, por 
tanto, nos vincula a quienes compartimos, por oficio, el afán de construir un conocimiento     
científico-humanista del pasado que permita contextualizar el presente y orientar el futuro.  
La razón histórica, en efecto, puede suministrar a los diferentes grupos sociales y a 
cada uno de nosotros tanto la comprensión del legado cultural recibido y las herencias 
socioeconómicas que configuran sus respectivos presentes, como también la existencia 
de límites críticos a la credulidad o a la fantasía mítica sobre el pasado. Son tareas de 
pedagogía, ilustración y filtro crítico que deben sustentar la construcción de nuevas metas 
de convivencia humana, asentada sobre el progreso de la justicia.

En este sentido, desde las nuevas realidades del siglo XXI al historiador le concierne 
la tarea urgente de superar el eurocentrismo dominante en investigaciones y en planes de 
enseñanza para sustituirlo por nuevos referentes de identidad crítica con el pasado. Puede 
ser nuestra contribución al despliegue de una memoria social abierta a otras solidaridades 
que no sean las que nos han marcado desde ámbitos nacionales o culturas encapsuladas 
de modo atemporal. Para cumplir ese objetivo, la revista Vínculos nace abierta al examen 
de cuantas preocupaciones circulan hoy en nuestra comunidad historiográfica, con la única 
e incuestionable norma del rigor empírico y metodológico. Sólo así podremos explorar 
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críticamente las prácticas y enfrentamientos de los distintos actores sociales en cada época 
y en toda encrucijada, en cada sucesión de fenómenos y hechos y en todo pensamiento 
y acción. Sabemos que a veces avanza el conocimiento mucho más con preguntas 
inteligentes que con miles de respuestas convencionales. Conjeturar dudas sobre temas 
tradicionales sirve, por tanto, para romper las tendencias a la fosilización que acechan a 
cualquier oficio. La controversia es imprescindible para enriquecer el pensamiento y para 
renovar los saberes. 

Con este propósito nace la revista Vínculos. Lógicamente está abierta a autores y 
temas sin exclusiones de ningún tipo. Sale con una periodicidad anual y se estructura en 
tres partes: una central, el dossier, dedicado a ese asunto o cuestión transversal que definirá 
cada número, otra parte de miscelánea, con artículos distintos no sujetos a un tema, y la 
tercera dedicada a las recensiones y notas críticas de libros, incluyendo, a ser posible, 
un artículo de balance historiográfico. Por supuesto, están invitados a participar con sus 
estudios e investigaciones cuantos historiadores y científicos sociales se dignen honrarnos 
con sus aportaciones. Garantizamos el compromiso de cumplir las máximas garantías de 
calidad, tal y como se exige en las agencias de evaluación al respecto, porque compartimos 
la obsesión por la solidez metodológica y por la argumentación rigurosa y contrastada. 
En definitiva, la historia es un saber cuya utilidad social reclama su constante innovación 
científica.
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DOSSIER

El agua en la historia: usos, técnicas y debates

Conscientes de la necesidad de abordar el estudio y la comprensión de nuestra 
historia desde la transversalidad en el tiempo, siempre con la norma del rigor metodológico, 
y sabedores igualmente de la responsabilidad social que corresponde al historiador, 
hemos decidido dedicar el dossier del primer número de Vínculos al análisis de El agua 
en la Historia: usos técnicas y debates. No cabe duda de que se trata de un asunto de la 
mayor envergadura historiográfica por el interés intrínseco que para toda sociedad tiene 
dicho asunto y porque expresa el  objetivo que define nuestro oficio de historiadores, el de 
implicarnos en la reflexión sobre los problemas del presente, tal y como nos recuerda el 
profesor Fontana en este dossier. 

Con estas premisas, los responsables editoriales de la revista Vínculos hemos tenido 
la suerte de poder contar con los mejores expertos para componer el conjunto de este 
primer dossier, que se convierte así en el acta de nacimiento de la propia revista. Se trata 
de siete especialistas que han convertido el estudio de la cuestión hídrica en una disciplina 
y en un área de especialización imprescindible para conocer y comprender los procesos de 
cambio en toda sociedad. En este sentido, el balance final del profesor Fontana justamente 
nos sitúa ante las implicaciones económicas, sociales y medioambientales de los distintos 
usos del agua, casi siempre irracionales y con frecuencia insostenibles, porque su análisis 
sobre el presente y sobre las exigencias de otro futuro sirven de colofón para enfatizar el 
común denominador de todas las aportaciones que se reúnen en este dossier.  

El análisis de los profesores Sánchez López y Gozalbes Cravioto desglosa los usos 
del agua en la Antigüedad, con el estudio concreto de tales cuestiones en la Hispania 
Romana. Atienden de modo especial el mundo urbano, allí donde más visibilidad tuvieron 
las grandes obras públicas que perseguían un más correcto y completo aprovechamiento 
del agua. Fue también donde, por otra parte, mayor impacto tuvo la política propagandística 
romana que hizo del agua y de la construcción de infraestructuras relacionadas con su 
uso la prueba fehaciente del éxito de la romanización. En este sentido, el profesor Malpica 
Cuello, sin obviar el mundo urbano, “referencia esencial” en Al-Andalus, centra su atención 
en los usos agrícolas del agua en la sociedad andalusí, en sus repercusiones económicas y 
en los conflictos generados en torno al control de la misma. Sin duda, el ejercicio del poder 
resultaría incomprensible sin dicho factor de control del agua, aunque este profesor nos 
recuerda que no toda la agricultura rural se reduce a la “agricultura irrigada”. 

En definitiva, todo proceso de investigación exige análisis empíricos que confronten 
en realidades concretas los problemas generales y esto es lo que también nos aporta el 
estudio de la  profesora Rey Castelao cuando desglosa la conflictividad generada en torno 
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a los aprovechamientos del agua nada menos que en el denominado “país de la lluvia”. Su 
detallada disección de las causas por las que los gallegos de la Edad Moderna pleitearon 
por el agua demuestra, tal como indica la citada profesora, que esta línea de investigación 
no sólo cuenta con importantes aportaciones sino que reclama nuevas perspectivas para 
comprender con precisión las exigencias y conflictos anudados en torno a los distintos 
aprovechamientos del líquido elemento, así como el peso de los distintos actores sociales 
en cada caso.  

El artículo del profesor Ortega Santos también aborda la cuestión de los regadíos y la 
obsesión por las políticas hidráulicas en la más reciente historia de nuestro país, momento 
en el que se constata un notable cambio por la diversificación de aprovechamientos del 
agua al introducirse la variable industrial. Cambiaron así los agentes históricos, tanto los 
individuales como los colectivos, y también irrumpieron en el escenario nuevos intereses 
públicos junto a los privados. En concreto, el recorrido histórico de los usos del agua desde 
el siglo XIX hasta el último tercio del siglo XX permite al citado profesor profundizar en los 
factores de cambio social que han marcado la época contemporánea, en este caso en 
España que es la sociedad que analiza como ejemplo al respecto. Son justo los cambios que 
el profesor González de Molina enfatiza para profundizar en la situación del mundo agrario 
español en la segunda mitad del pasado siglo XX, momento en el que, según sus palabras, 
nuestro país perdió “su tradicional carácter agrario”. Por eso mismo plantea la necesidad de 
someter a una profunda y sosegada revisión los parámetros con los que debe investigarse 
la realidad agraria española para incluir como factor de análisis imprescindible la dimensión 
ecológica. Al tiempo, el trabajo supone una reflexión metodológica que el propio profesor 
González de Molina, pionero y autoridad indiscutible en la materia, integra como parte de 
una ampliación de nuevas perspectivas de conocimiento del pasado que superan ciertas 
inercias interpretativas sobre el papel de las tecnologías en la historia. Sin duda, dicho autor 
comparte la exigencia de conectar al historiador con los procesos de transformación del 
presente, reto que da paso al análisis del profesor Fontana, tan expresamente implicado 
con la sociedad actual y con los retos de los usos del agua para un futuro más justo en 
nuestro planeta. 

Por lo demás, todos los autores citados han colaborado desinteresadamente, con 
impagable generosidad y eficaz prontitud. A ellos, y al resto de los que colaboran en este 
primer número de Vínculos, les debemos que haya sido posible el parto de la revista que 
el Departamento de Historia de la Universidad de Castilla-La Mancha saca a la luz en 
nuestra comunidad historiográfica. El agua nos vincula. El agua nos permite reflexionar no 
sólo sobre el pasado sino también sobre el futuro; el agua, por tanto, ha sido el tema con 
el que desde Castilla-La Mancha hemos querido expresar el compromiso con una historia 
construida desde las inquietudes de nuestra sociedad.

Francisco J. Moreno Díaz del Campo
Universidad de Castilla-La Mancha
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Los usos del agua en la Hispania romana
The uses of water in Roman Hispania

Elena Sánchez López / Enrique Gozalbes Cravioto
Universidad de Granada /Universidad de Castilla-La Mancha

Fecha de recepción: 06.12.2011 
Fecha de aceptación: 24.01.2012

RESUMEN
En la presente aportación se analizan los distintos usos del agua en la Hispania romana, 

destacando especialmente las grandes obras de fábrica (acueductos) de la Bética y de la Hispania 
Citerior. De igual forma, se analiza la relación entre la provisión del agua a las ciudades (el agua 
domesticada) y la propaganda de poder de Roma.

PALABRAS CLAVE: acueductos, romanización, Baetica, Hispania Citerior, ciudades. 

ABSTRACT
In the present contribution we analyze the different uses of the water in Roman Hispania, with 

emphasis on the large engineering structures (aqueducts) of the Baetica and the Citerior Hispania. 
In the same way, we research the relationship between the provision of water to the cities (tame 
water) and the propaganda power of Rome.

KEY WORDS: aqueducts, romanization, Baetica, Citerior Hispania, cities.
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Introducción

En la presentación de un reciente libro dedicado al agua en la Hispania romana, en 
el que se recogen las ponencias presentadas a una reunión celebrada en Tiermes (Soria) 
sobre “El agua en las ciudades romanas”, los editores destacaban la necesidad que en 
la antigüedad existió de disponer de agua suficiente para el desarrollo de la vida en las 
ciudades, lo que obligó a la construcción de importantes dispositivos de aprovisionamiento 
de la misma (Mangas y Martínez Caballero, 2007: 7). De hecho, los distintos usos del 
agua forman una de las características básicas de la civilización romana; aunque nunca 
pueda ser completa la recopilación, esta realidad se documenta muy bien en la amplísima 
bibliografía, centrada en cuestiones puntuales, referentes al uso y disfrute de las aguas en 
la Hispania romana, desde los aprovisionamientos urbanos, el fenómeno del termalismo, o 
incluso el transporte y la comunicación realizada por los ríos (Sanz Palomera, 2007), pero 
también el uso para la producción (irrigación de campos, uso industrial y minero). Es obvio 
que las Hispanias presentaron realidades diversas, y que el conjunto de conocimientos 
requiere la suma de los casos particulares, pero sin duda puede tener virtualidad el intentar, 
como pretendemos hacer en esta aportación, plantear una visión de síntesis, que pretende 
ser representativa, aunque en estas dimensiones resulta imposible la exhaustividad.

Las propias y grandes obras de aprovisionamiento de agua a las ciudades romanas 
de Hispania todavía hoy despiertan la admiración, y lo han hecho en momentos muy 
diversos. Los ejemplos al respecto pueden multiplicarse, y comienzan con los escritores 
árabes medievales que hablan de esos dispositivos en ciudades como Mérida (Emerita 
Augusta), Tarragona (Tarraco), Almuñécar (Sexi) o Cádiz (Gades), e incluso en Sevilla, 
donde las autoridades almohades en el siglo XII decidieron una mejor dotación de agua a 
la ciudad; para ello exploraron el dispositivo romano de Hispalis, y realizaron el conocido 
como “Caños de Carmona”, que no es otra cosa que la directa reconstrucción del antiguo 
sistema romano, asumiendo tal cual el primer tramo subterráneo en Alcalá de Guadaira, 
readaptando el segundo tramo como acequia abierta (en el que llegaron a instalar molinos), 
y el tercer tramo con un acueducto, visualmente la reconstrucción del viejo acueducto 
romano (que seguía el mismo trazado). 

Las referencias a los acueductos romanos de España y Portugal se multiplicarán 
en los escritores a partir del siglo XVI, hasta llegar a una primera y modesta lista de los 
acueductos en el libro de Cean-Bermúdez, y sobre todo más modernamente a la obra 
clásica del ingeniero Carlos Fernández-Casado (1972), hoy ya muy superada, y completada 
por las múltiples aportaciones publicadas, entre otras ocasiones, en los Congresos sobre 
Obras Públicas Romanas, así como una puesta a punto general en un reciente trabajo de 
Blázquez (2010).

Agua y poder: la romanización

	 La existencia de aprovisionamiento de agua constituía una de las condiciones 
para que existiera la ciudad romana, no sólo como elemento de vida sino también de 
representación de las elites sociales. Como característica principal, se trataba de un 
suministro de agua domesticada, que marcaba por su dominio y provisión de una muestra 
del dominio de la Civitas sobre la rusticitas, por tanto las transformaciones de la romanización 
sobre la barbarie (Gozalbes y González Ballesteros, 2010). Y de igual manera que el foro 
monumental marcaba la propaganda de la grandeza de Roma, completada con la auto-
representación de la elite, más allá de los elementos de rusticidad en otras zonas de la urbs, 
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los componentes del dispositivo de abastecimiento de agua, y en especial los acueductos 
bien visibles, constituían un elemento más de esa propaganda. Si la gran obra de fábrica 
para disponer de agua estaba financiada por unos particulares concretos, el fenómeno 
bien conocido del evergetismo, se cerraba el círculo de la propaganda del poder. El mismo 
justificaba su eficacia como elemento de no discusión y de legitimación social.

A pesar del desigual grado de estudio y del lógico mal estado de conservación de 
muchos de ellos, nuestro conocimiento es suficiente para apreciar la complejidad de estas 
ingentes obras de ingeniería construidas por los romanos, en las que se combinan una gran 
variedad de soluciones técnicas que estaban destinadas garantizar que el agua llegase a 
su destino en las mejores condiciones de salubridad y de presión; y es que la revisión de los 
acueductos conservados en Andalucía, y en otros territorios peninsulares, evidencia que, 
pese a encontrarnos en el extremo occidental del Imperio, se pusieron en práctica en esta 
zona prácticamente todos los recursos técnicos que eran conocidos, incluidas arcuationes, 
substructiones, sifones inversos, columnariae o pozos de resalto (Sánchez López, 2008). De 
hecho, si comparamos estos recursos utilizados en las Hispanias con los de otras muchas 
zonas del Imperio, desde Asia (Turquía) y el África Proconsular hasta la Galia Narbonense, 
podemos detectar con facilidad la similitud de los mismos. 

	 Es cierto que en la propia Hispania la Historia no comenzó precisamente con Roma, 
aunque ésta intentara plasmar ese mensaje, y las culturas prerromanas del espacio peninsular 
tenían también incorporada su propia cultura del agua; de hecho, varias aportaciones 
del volumen mencionado al principio reflejan precisamente ese papel importante, que se 
relaciona por ejemplo en el uso ceremonial en el mundo celtibérico. Pero no lo es menos 
que siempre Roma tuvo en el uso y provisión de agua no sólo el cumplimiento de unas 
necesidades, sino un elemento de su propaganda. Así Trogo Pompeyo (en Justino, Hist. 
Philip. XLIV, 2, 6), destacaría entre las aportaciones de Roma al espacio peninsular que sus 
habitantes, que hasta su presencia se bañaban con agua fría, desde entonces utilizaban el 
agua caliente para sus baños, como importante elemento de transformación. Más allá de la 
existencia de “saunas”, en algunos contextos concretos, parece una realidad, si bien lo que 
más interesa es observar el hecho usado como elemento de propaganda. 

	 El agua domesticada como elemento de propaganda de la transformación efectuada 
por Roma y, por tanto justificativo de su poder, es un elemento bien presente en Frontino 
quien en su De aquaeductu urbis Romae (XVI) presumía que los mismos eran mucho más 
útiles que las pirámides de Egipto, o las grandes y famosas construcciones griegas; en 
Plinio (NH. XXXVI, 123) que afirmaba que lo más extraordinario del mundo se encontraba 
en la abundancia de agua que Roma procuraba, o en Dionisio de Halicarnaso (AR. III, 67) 
que incluía los acueductos (y las cloacas urbanas) entre las grandezas de Roma. Y en 
el propio terreno de la expresión de la propaganda, Tácito (Agr. 21,2) comentaba el caso 
de Britania, quien en un debatido pasaje (por cuanto supone una política deliberada de 
romanización) señalaba que Roma impuso como una civilización la fascinación por la toga, 
por los baños, y por los banquetes, que sometían a los autóctonos a la esclavitud.

Así pues, el agua en la Hispania romana, más allá de los propios y diversos usos que 
conllevaba, tenía uno más: el de la propaganda del poder. No es casualidad que en realidad 
sus principales obras, más allá de las propias ciudades como escenario de la teatralización 
de su poder, se concentraran en dos elementos que se relacionaban con la propia vida 
urbana. Uno de ellos es precisamente el de las vías de comunicación, con las magníficas 
calzadas principales, incluso caminos secundarios, y las obras de fábrica ligados a ellas 
tales como los puentes, y hablando de agua, también las fuentes en los caminos (muy 
pocas conservadas). Pero el segundo son los grandes dispositivos de aprovisionamiento de 
agua, que por su naturaleza son más numerosos los que se relacionan con las principales 
ciudades de Hispania. 
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De los mismos conocemos sobre todo puntos de su recorrido, destacando sobre todo 
las arcadas en pasos elevados, si bien por desgracia, la parte final de la propia escenografía 
del agua, dentro de la propia ciudad, es bastante menos conocida. Ello es así sobre todo por 
las transformaciones de las ciudades importantes que han tenido continuidad (las capitales, 
Emerita, Corduba, Tarraco, etc.), pero en las referencias de autores árabes (en especial 
al-Idrisi sobre Almuñécar o Mérida), o en algunos restos de otras urbes secundarias, como 
Valeria o Termancia, son suficientes para hacer una idea de esa teatralización escénica del 
agua. 

	 Esa provisión de agua, para la ciudad, al igual que para el regadío o para el termalismo 
en el medio rural, se realizaba como elemento de civilización en la medida en que la captación 
de la misma se realizaba en un lugar algo alejado del de consumo. En este sentido, la época 
romana se verá beneficiada por una situación de humedad algo mejor que la actual, puesto 
que todos los estudios realizados (a partir de los depósitos lacustres, estudios polínicos 
en España, o de estudios en los lagos del Jura, o en los hielos de los Alpes, últimamente 
a partir de los anillos de los árboles) reflejan la existencia de un “optimo climático”del que 
se beneficiaron los romanos, extendido desde el 250 a. C. (aprox.) al 200. Este mayor 
grado de humedad, que permitía el no agotamiento de los acuiferos, y la extensión bastante 
mayor de la cubierta boscosa en equilibrio con los cultivos, no sólo se deduce de múltiples 
investigaciones sobre la evolución histórica del clima en la Península (Riera et al. 2009), 
sino que también se ha confirmado en fechas recientes en trabajos puntuales sobre zonas 
concretas, como en el caso del proyecto Ager Tarraconensis (Prevosti y Guitart, 2010). 

Finalmente, el termalismo se constituye también, en su importante faceta sanitaria 
y religiosa, en otro de los elementos integrantes del modo de vida romano en Hispania. 
En este caso era el aprovechamiento, mediante la transformación y la acomodación del 
espacio, de un lugar de nacimiento de aguas. Quizás el mayor debate al respecto pueda 
y deba plantearse respecto a la relación de estos lugares con los espacios de culto de las 
religiones autóctonas (puesto que en su mayor parte no son prerromanas), cuya presencia 
en muchas ocasiones resulta indiscutible. En cualquier caso, los balnearios, las Aquae, 
eran unos espacios principales hacia los que se viajaba, en busca de la hidroterapia y 
de componentes religiosos (interrelacionados), como podemos observar en la proporción 
fuerte de su propio icono identificador en un documento como la Tabula Peutingeriana, que 
señala que los balnearios eran lugares de atracción y que debían ser identificados en la 
información de los viajeros. 

Los usos del agua en la provincia Baetica

En el mundo romano en general, y en la provincia de la Baetica en particular, son 
diversos los sistemas de suministro de agua que han podido ser constatados, algunos 
de ellos ya conocidos en la región antes de la llegada de Roma, como son los pozos y 
las cisternas, y otros introducidos por los romanos, como fueron los acueductos, que 
constituyeron las obras más emblemáticas. 

Al igual que sucedió en la Urbs durante más de cuatro siglos, fue frecuente que las 
ciudades béticas solamente se abastecieran mediante sistemas tradicionales, entre ellas 
Carmo (Carmona) donde se ha documentado un importante número de pozos para la 
explotación del nivel freático, Acinipo (Ronda), cuya localización geográfica hizo imposible 
el suministro mediante un acueducto, circunstancia que fue suplida principalmente mediante 
la excavación de pozos para acceder a un subsuelo bastante rico en el recurso hídrico, o 
la ciudad romana, de nombre aún desconocido, bajo la actual Monturque, con una de las 
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cisternas públicas más grandes de la Península Ibérica. El depósito, situado en origen bajo 
el foro, y actualmente bajo el cementerio municipal, está formado por tres naves paralelas 
recubiertas con bóvedas de medio punto, dando lugar a una planta rectangular. 

En otros muchos casos se recurrió a un sistema mixto para el aprovisionamiento de 
tan importante recurso, que junto a estos métodos más tradicionales, generalmente pozos 
y cisternas en ámbitos domésticos, incluía la construcción de una o varias conducciones 
de agua o acueductos. En los territorios de la antigua provincia de la Baetica ha sido 
documentada hasta la actualidad la existencia de un número importante de acueductos de 
cronología romana, conocidos ya sea a través de sus restos materiales, ya por referencias 
epigráficas. Por falta de espacio tendremos, sin embargo, que limitarnos a destacar aquí 
exclusivamente algunos de ellos. 

En Onuba (Huelva), se ha documentado un tramo de 125 m de longitud perteneciente 
al sistema de captación de aguas subterráneas en Fuente Vieja, con algunos pozos de 
registro y un depósito (García y Rufete 1996), además de un tramo de specus en la Plaza 
Ivone Cazanave. También han sido identificados muchos de los elementos que conformaron 
el acueducto que abasteció a la colonia de Ucubi (Espejo), entre ellos un complejo sistema 
de canales para la captación de aguas subterráneas, varias arcuationes de un solo arco y 
el depósito terminal (Lacort 1992). En Mellaria (Fuente Obejuna) se localizó el caput aquae 
en la conocida como Fuente de la Quicla, diferentes tramos de specus y el posible depósito 
terminal en torno al embalse de San Pedro (Lacort 1991). Y en Aurgi, en el actual barrio 
de La Magdalena de Jaén, debieron existir dos acueductos diferentes, uno de ellos con un 
tramo sobre arcada que se conservó hasta no hace demasiado tiempo en la Senda de los 
Huertos (Jiménez 2002).

Por su parte, la antigua Sexi (Almuñécar) contó con uno de los acueductos actualmente 
mejor conservados, en buena parte gracias a que algunos de sus tramos han seguido 
en funcionamiento para el riego agrícola hasta nuestros días, y por lo tanto resultan hoy 
aún visibles y fácilmente accesibles. Esta canalización, construida presumiblemente en la 
primera mitad del siglo I d.C. y de al menos siete kilómetros de recorrido, parte de una 
galería de infiltración bajo el lecho de río Verde en el paraje de Las Angosturas, aunque 
es posible que este sea sólo uno de los puntos de captación. Contó además con al menos 
dos tramos de túnel y como mínimo nueve construcciones arcadas, una de ella venter del 
sifón inverso que permitía, gracias al principio de los vasos comunicantes, que el agua 
alcanzase el promontorio sobre el que se ubicó la ciudad. Es en el contexto del sifón en el 
que habría que situar la alta torre descrita por al-Udri (s. XI), al-Idrisi (s. XII),  al-Himyari (s. 
XIII-XIV) e Ibn al-Jatib (s. XIV); interpretada actualmente en la línea marcada por Vitrubio 
en su explicación en torno a la columnaria, un dispositivo destinado a eliminar el aire de las 
tuberías a presión (Sánchez 2011).

En el caso de Gades (Cádiz), uno de los elementos más destacados es la conducción 
a presión mediante los tubos de piedra, que permitía que el agua circulase a la presión 
adecuada incluso en las zonas de una pendiente excesivamente baja, principalmente en 
la zona de la playa, sector que condiciona el funcionamiento del sistema (Pérez y Bestué 
2010, 195). Su trazado, hoy en muchos casos difícil de seguir, ha podido ser reconstruido 
gracias al informe realizado por el Conde O’Reilly en el siglo XVIII. La existencia de los 
depósitos terminales tampoco ha sido constatada arqueológicamente, y sólo se conoce a 
través de textos de los siglos XVI y XVII. Especialmente controvertida resulta la cuestión 
de la localización de su caput aquae, para muchos autores en los manantiales del Tempul, 
aunque otros vinculan las estructuras documentadas en Sierra Aznar, concretamente un 
área de captación, una piscina limaria y una cisterna de almacenaje, con el sistema de 
abastecimiento a Cádiz (Lagóstena y Zuleta 2009).
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Otras ciudades, sin embargo, contaron con un sistema de suministro más complejo, 
debido a la construcción de varios acueductos, caso por ejemplo de Baelo Claudia (Bolonia, 
Tarifa), cuya más antigua conducción, la del Realillo, fue construida para garantizar el 
abastecimiento íntegro de la ciudad, pues su castellum se encuentra en la parte más elevada 
de la misma. Posteriormente se construiría la de Punta Paloma, que tras salvar mediante 
arcuationes varios arroyos, parece desembocar en la zona al norte de los templos, donde 
posiblemente se situaron las termas mayores. El tercer y último acueducto, el del Molino, 
estuvo destinado al abastecimiento del área más baja de la ciudad (Alarcón 2002).

En Italica (Santiponce) se constata la existencia de dos acueductos que comparten 
en parte un trazado común (Canto 1979). El primero de ellos, del siglo I d.C., tiene el caput 
aquae en las fuentes del Guadiamar y cuenta con dos arcuationes, para salvar los arroyos 
de Pájaro Blanco y del Judío, antes de llegar a la zona de la Cañada de Conti; en este punto 
se le une en el siglo II la nueva conducción, proveniente de las Fuentes de Tejada. Antes 
de llegar a la ciudad y tras salvar mediante arcos varios riachuelos, el canal se bifurca: el 
trazado primitivo continua hasta la ciudad antigua y el nuevo hacia la ampliación Adrianea, 
desembocando en la gran cisterna excavada por Pellicer a principios de los años ochenta 
tras las termas de la Reina Mora.

Especialmente destacado es el conocimiento que se posee actualmente del complejo 
sistema de abastecimiento hídrico a la capital provincial, Corduba, donde han sido 
identificados un total de tres acueductos, además de una inscripción en la que se pudo leer: 
Aqua  Nova  [Domitiana]  Aug(usta) (CIL II²/7 220), y que dio la pista sobre la existencia de 
otra traída de aguas anterior (Ventura 1993 y 1996). La primera Aqua Augusta, de época 
augústea, actualmente conocida como Acueducto de Valdepuentes, destaca especialmente 
por la variedad de elementos a los que recurrieron los ingenieros encargados de su 
construcción para salvar las dificultades impuestas por el terreno: un túnel para cambiar 
de la cuenca del Guadiato a la del Guadalquivir y dos arcuationes, pero principalmente el 
encadenamiento de pozos de resalto destinados a frenar la fuerza del agua provocada por 
la enorme pendiente del terreno. 

Por su parte, la particularidad principal del Aqua Domitiana es que contaba con cuatro 
ramales diferentes que se unían para entrar en la ciudad. Pero esta contó con un tercer 
acueducto, construido probablemente a finales del siglo II d.C. cuyo nombre latino pudo ser 
Fontis Aurea Aquaeductus, que en época árabe se transformó en Ayn Funt Awrya, que era 
como se conocía durante el reinado de Al-Hakam II una fuente de posible origen romano 
situada en los arrabales occidentales y que pudo ser abastecida por este acueducto; al que 
por otro lado se asocia un elemento muy destacado, un castellum divisorium revestido con 
placas de plomo que funcionó al mismo tiempo de desarenador y cabeza de sifón para la 
distribución urbana del agua  por presión. 

Una cuestión importante en relación a la construcción de este tipo de obras de ingeniería 
es la de su financiación, pues como se puede suponer se trataba de infraestructuras 
especialmente onerosas, no sólo por los materiales necesarios, sino también por la 
contratación de la mano de obra especializada (en muchas ocasiones militares), a lo que 
se sumaba la propia adquisición de los terrenos.

Durante mucho tiempo se atribuyó directamente a la iniciativa imperial todos aquellos 
acueductos que incluían en su denominación el término Augusta, pero con posterioridad 
se observó que tal deducción podía resultar errónea. Uno de los más destacados ejemplos 
es el Aqua Nova Domitiana Augusta, cuya denominación puede deberse tanto a que fue el 
propio emperador Domiciano quien lo mandó construir o lo financió, o simplemente puede 
indicar que entró en funcionamiento durante su reinado; circunstancia que se constata en 
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los acueductos de Mellaria (CIL II²/7,789) e Igabrum (Cabra) (CIL II²/5,316), que a pesar de 
recibir la denominación de Aqua Augusta, fueron construidos gracias a la iniciativa privada. 

En la mayoría de los casos el papel de la institución imperial en la construcción de 
este tipo de obras fue prácticamente inexistente. Generalmente las ciudades trataban de 
recurrir a los fondos municipales, provenientes de impuestos y contribuciones municipales, 
donaciones o alquileres, entre otros; la solicitud al emperador para la imposición de algún 
tipo de tasa o impuesto extraordinario; o la exigencia de prestaciones personales a los 
vecinos, regulada por ejemplo en el capítulo XCVIII de la Lex Coloniae Genetivae Iuliae, 
que establece que la obligatoriedad de este servicio afecta tanto a colonos como incolae. 
Aunque fueron muchos los casos en los que este tipo de obras fueron posibles gracias a la 
intervención de evergetas locales, caso de los ya citados ejemplos de Mellaria e Igabrum, 
pero también de otros como Aurgi (CIL II²/5,30).

En cualquier caso, la construcción, funcionamiento y mantenimiento de estas ingentes 
obras hidráulicas, estuvo sujeta a una amplia legislación en parte bien conocida en la 
actualidad. En relación a la ciudad de Roma, nuestra principal fuente de información al 
respecto es Frontino, que fue nombrado curator aquae por Nerva en el en el 97 d.C. En 
la Baetica, la falta de fuentes literarias es suplida por la extraordinaria conservación de 
diversos bronces legislativos, sobre todo de varias leyes municipales y coloniales. En 
concreto la ya citada Lex de la Colonia Genetiua Iulia, establece en el artículo XCIV que 
el duumvir debe elevar la propuesta acerca del trayecto del acueducto y de las tierras a 
expropiar a los decuriones, estando presentes dos tercios de ellos; al tiempo que es también 
el ordo decurionum el encargado de establecer las cantidades a gastar en la construcción y 
reparación de las obras de ingeniería y de nombrar a las personas encargadas de dirigirlas 
(Lex municipii Flavii Irnitanii LXXXIII; Lex Colonia Genetiua Iulia XCVIII).

Existieron así mismo leyes estrictas en relación al uso que se hacía del agua traída 
por los acueductos, el definido por Frontino como ius ducendae aquae. Estaba prohibido 
el encauzamiento por personas privadas de todas aquellas aguas que no rebosasen de 
los depósitos, la denominada aqua caduca; potestad generalmente reservada en el caso 
de Roma a las termas y lavanderías, previa consulta a los censores, o en su ausencia 
a los ediles (Frontino XCIV). En el caso bético también el aprovechamiento de estos 
excedentes estuvo bien regulado. La Lex Colonia Genetiua Iulia (C) especifica que para 
que un particular obtenga este derecho, debe presentar su solicitud ante el duumvir, que a 
su vez la elevaría a los decuriones, cuando estuviesen reunidos al menos cuarenta de ellos, 
debiendo ser aprobada la decisión por mayoría. Un derecho que, como en Roma, debió 
estar acompañado del pago de un impuesto para el que se podía obtener una exención, 
como la que disfrutó el Ipolcobulculense Cayo Annio Prasio (CIL II 1643).

La explicación a este exhaustivo control en el uso de las aguas sobrantes lo encontramos 
en el De Aquaeductus Urbis Romae de Frontino, que reproduce la orden imperial en la 
que se especificaba la necesidad de que parte del “agua se desborde de los depósitos, 
porque no sólo conviene a la salubridad de nuestra Ciudad sino también para limpiar las 
alcantarillas”(Frontino CXI); y es que una de las utilidades del agua transportada a las 
ciudades por los acueductos, más allá del abastecimiento a la población y a determinadas 
actividades e instalaciones para cuyo funcionamiento resultaba indispensable, era la 
limpieza de los espacios públicos, por los que corría arrastrando consigo la suciedad hacia 
las cloacas. Y es que las ciudades romanas, como ha podido ser constatado en aquellas 
mejor conservadas debido a la inexistencia de un poblamiento posterior sobre su mismo 
solar, caso por ejemplo de Italica o Baelo Claudia, presentan una amplia red de alcantarillado 
bajo las calles, circunstancia que en ocasiones ha permitido emplear el hallazgo de algún 
tramo para reconstruir el trazado urbano en ciudades como Córdoba.
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Como ya se ha podido entrever, en las ciudades, el agua proporcionada por pozos, 
cisternas o acueductos, no sólo sirvió para el mantenimiento de la higiene, pues como 
ya indicara Vitrubio en relación a la distribución del agua desde el castellum aquae, esta 
debía repartirse entre las fuentes públicas, los baños y los particulares (Vitrubio VIII, VI). 
En este sentido, el agua proveniente de los sistemas públicos debía abastecer de manera 
primordial a la población a través de las fuentes a las que el grueso de la misma acudía 
para aprovisionarse del indispensable líquido, fuentes bien constatadas arqueológica y 
epigráficamente en ciudades como Corduba; pero también garantizar el funcionamiento de 
las que probablemente sean las instalaciones más características de la urbe romana, las 
termas. 

En el caso bético ha sido documentado un amplio número de instalaciones termales, 
tanto públicas (basten los ejemplos de las termas de la Reina Mora de Italica o de la Carrera 
en Almuñécar) como privadas, debiendo remarcar que estas últimas no solamente han sido 
documentadas en ambientes urbanos, sino también asociadas a villae rurales o periurbanas, 
como se está observando por ejemplo en las villae del territorium de Florentia Iiberritana 
(Granada).

El resto del preciado líquido se destinaría a dotar de agua corriente a las domus 
de algunos personajes principales, aunque hay que destacar que estas construcciones 
domésticas contaban con estructuras privadas, cisternas abastecidas gracias al impluvium 
y pozos. Esta distribución urbana se llevaría a cabo mediante tuberías a presión de cerámica 
o plomo (fistulae plumbeae), como las localizadas en Italica en las que se hace referencia 
tanto al nombre de la ciudad C(oloniae) A(eliae) A(ugustae) I(talicensis) (CIL A II 579) como 
a la implicación imperial en la ampliación de la misma: Imp(eratoris) C(aesaris) H(adriani) 
A(ugusti) (CIL A II 366).

Lógicamente, en época romana, el abastecimiento de agua tenía otras finalidades 
fundamentales, tanto dentro como fuera de las ciudades. En el caso concreto de la Baetica 
resulta especialmente interesante su uso industrial en las factorías de salazones que 
jalonan el amplio sector costero de la provincia; una actividad a la que tradicionalmente 
se han asociado unas ingentes necesidades hídricas principalmente para la realización 
de labores de limpieza del pescado y de las instalaciones, además de aquella necesaria 
en la elaboración de los productos. Sin embargo, esta cuestión empieza a ser matizada 
en función de la capacidad de las cisternas documentadas en aquellas instalaciones que 
solamente contaron con este sistema de abastecimiento (Sánchez et al. 2010, 205). 

La realidad es que en estas instalaciones se emplearon los mismos sistemas de 
abastecimiento ya citados, y en la mayoría de los casos combinaron al menos dos de ellos. 
En el solar de la actual ciudad de Cádiz han sido hallados varios complejos dedicados a 
esta actividad, entre ellos el localizado bajo el antiguo Teatro Andalucía, con un pozo y una 
cisterna de unos 20 m3 de capacidad. 

En Baelo Claudia, el acueducto de El Molino se construyó para abastecer el barrio 
meridional, dedicado en buena parte a estas actividades salazoneras pues es donde se 
localizan todas las factorías identificadas; pero además, el complejo industrial IV cuenta con 
una pequeña cisterna de 40 m³. 

El Majuelo, el gran sector industrial excavado en Almuñécar, tiene además de dos 
pequeñas cisternas, varios pozos y lo que parece ser un ramal del acueducto que llega 
hasta el área noroccidental del sector excavado.

Tampoco puede obviarse la utilización del agua en las labores mineras, y especialmente 
en la explotación aurífera mediante el sistema de ruinae montium. La utilización de este 
método, basado en la conducción de agua mediante galerías y pozos excavados en los 
frentes de explotación, y en su posterior liberación repentina para desgajar paños de ladera, 
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está en el origen de impresionantes paisajes como el que hoy se vislumbra en el Hoya de la 
Campana (Granada). En este caso concreto los estudios realizados en los últimos años por 
García-Pulido (2008), han permitido identificar los restos una piscina o stagnum completa, y 
de otras dos seccionadas debido la propia actividad minera; además se ha podido reconstruir 
parte de la red de canales, tanto en el caso del canal de abastecimiento, como en el de 
los canales de explotación, las galerías y los pozos de minado. A esta explotación hay que 
añadir el amplio conjunto que las investigaciones recientes están sacando a la luz en el 
sureste peninsular, y concretamente en el territorium de la antigua Basti, donde parecen 
multiplicarse los vestigios. Entre ellos merecen ser destacados, por su envergadura los 
Hoyos de Muñoz, las Hoyas de Tullido o los Hoyos del Escaramuz (García-Pulido 2009), 
aunque en ningún caso se acerquen siquiera a la superficie de explotación de Las Médulas. 

Este tipo de explotaciones no eran las únicas en las que el agua contaba con un papel 
fundamental, y en este sentido destaca el hallazgo en la mina de Sotiel-Coronada (Huelva) 
de una Bomba de Ctesibio de bronce en perfecto estado de conservación. Una bomba de 
pistones que permitía expulsar agua a presión, que en este caso parece fue utilizada como 
“bomba de incendios”en operaciones que requerían la aplicación alterna de fuego y agua 
(Matías 2004, 169).

Uno de los elementos que más se está analizando en los últimos años en torno al tema 
del agua en época romana es su uso rural, ya en relación al suministro de los asentamientos 
extraurbanos, ya vinculado a las necesidades hídricas del ganado o a su utilización en la 
agricultura. El gaditano Columela, en su De re rustica, hacía mención en el siglo I d.C. a 
la importancia del agua en la elección del lugar más idóneo para el establecimiento de un 
asentamiento de estas características, haciendo hincapié en la necesidad de que existiera 
un pozo o una fuente en las cercanías, recomendado en caso contrario que el agua fuese 
conducida hacía el lugar (I, V). 

A pesar de ello, y de otras referencias sobre el riego en los viñedos poco antes de 
la vendimia o sobre el cultivo de frutas y hortalizas como las coles, los espárragos, las 
ciruelas o las lechugas, especies en general relacionadas con una agricultura de regadío, 
tradicionalmente se ha vinculado la introducción de este sistema en el sur de la Península 
Ibérica con la llegada de los árabes. Frente a ello, cada vez es más frecuente la identificación 
y documentación de elementos relacionados con el uso del agua en los ámbitos rurales, 
en muchas ocasiones cisternas para el almacenamiento del agua de lluvia, como los 
numerosos ejemplos descritos en la campiña cordobesa. 

En este sentido destacan especialmente los hallazgos realizados en Marroquíes Bajos 
(Jaén), una zona destinada al uso agrícola desde la época prerromana. En un primer momento, 
el sector estuvo jalonado por grandes balsas que recogían el agua del Arroyo de la Magdalena para 
distribuirla mediante canales a los campos de cultivo. A partir del cambio de Era se produjo una 
novedad importante, derivada de la aparición de varias villae periurbanas, que supuso la 
reordenación del espacio; entre estos cambios cabe citar el acondicionamiento de un pozo 
y la construcción de varias cisternas, un castellum aquae y una amplia red de canales de 
distribución (Barba Colmenero 2007).

En esta misma línea, es cada vez más frecuente la constatación del uso rural de los 
acueductos. En ocasiones debió tratarse de conducciones construidas con este fin, como 
parece ser el caso de los conocidos en las Ramblas de Carcauz y Julbena, aunque su fechación 
romana resulte aún bastante controvertida (Gil 1983). Caso similar debió ser el del Pantano 
de Cubillas, cuyo trazado y cotas coinciden con la existencia de varios asentamientos tipo 
villa, aunque hasta el momento la ausencia de excavaciones sistemáticas impide confirmar la 
existencia de una conexión física entre dichos elementos (Orfila et al. 1996). 
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En el caso de Almuñécar, los estudios más recientes parecen demostrar que parte 
del caudal hídrico transportado por el canal no podría ser asumido por el sifón inverso que 
constituía el último tramo de la conducción antes de su entrada en la ciudad de Sexi. Esto, 
junto a la documentación de un canal de derivación que se dirige hacia el lugar donde 
tradicionalmente se habían ubicado los restos de una villa, ha llevado a plantear que ese 
excedente de agua debió destinarse a un uso extraurbano y rural (Sánchez 2011). Un 
doble uso para un acueducto esencialmente considerado urbano que ha sido documentado 
también en otros ejemplos galos y norteafricanos.

En época romana, el agua presentaba otro uso fundamental, como era el de constituir 
el medio de transporte más rápido, seguro y barato. En una región con una tan amplia 
franja costera como la Baetica la comunicación y el transporte marítimos era fundamental, 
pero ¿existía algún tipo transporte fluvial en una zona en la que la mayor parte de los ríos 
presentan un curso especialmente abrupto y corto, además de poco caudaloso? La realidad 
es que el único río navegable era aquel del que derivaba el nombre de la provincia, el Baetis, 
además de al menos dos de sus afluentes, el Singilis (Genil) y el Maenuba (Guadiamar) 
(Plinio, N.H. III, 3, 12); siendo fundamentalmente empleados todos ellos para el transporte 
del aceite elaborado en el interior de la actual Andalucía. 

Desde los centros de producción, este oro líquido producido en la Bética era transportado 
seguramente en pellejos y a lomos de animales hasta las inmediaciones del río o de sus 
dos caudalosos afluentes, donde se realizaría el trasvase a las ánforas fabricadas en la 
multitud de alfares que jalonan sus orillas, que serían cargadas entonces en pequeñas 
embarcaciones para su traslado a algún puerto fluvial importante; sería en esos puntos en 
los que las ánforas se embarcarían en cargueros capaces de hacer el viaje por mar hacia 
cualquier puerto del Imperio. Cada una de estas fases del viaje quedaría plasmada en las 
ánforas a modo de tituli picti.

Más complejo resulta determinar el punto hasta el cual el río era navegable en la 
antigüedad, debido por una parte a los cambios en su curso y a las diferentes características 
de las embarcaciones en aquella época; pero el recurso a las fuentes literarias y epigráficas 
resulta de gran utilidad. En este sentido, el autor que más información proporciona es 
Estrabón (III, 2, 3) al afirmar que hasta Sevilla podían llegar los barcos de gran calado, hasta 
Alcalá del Río los de pequeño tamaño, y hasta Córdoba las barcas de ribera; pero el párrafo 
acaba con una referencia algo oscura a Castulo que ha planteado la posibilidad de que 
algún tipo de navegación fuera posible hasta la actual Linares. Posibilidad esta que podría 
sustentarse gracias un epígrafe hallado en Porcuna (CIL II 2129) en el que hace mención 
a un procurator o curator Baetis, es decir, un funcionario provincial o municipal encargado 
de los asuntos relacionados con la navegabilidad del Guadalquivir. Y es que, como también 
refleja la legislación romana, y especialmente el Digesto, garantizar el mantenimiento de las 
riberas y evitar cualquier elemento o circunstancia que imposibilite el transporte resultaba 
fundamental (Fornell 1997). 

Los usos del agua en la Hispania Citerior

	  Por la cercanía geográfica los usos y las captaciones del agua en la Hispania 
Citerior no podían ser diferentes a los de las restantes provincias hispanas. La visión del 
geógrafo Estrabon, formulada desde desde la geografía de la percepción, establecía una 
división peninsular en tres partes, no estrictamente basada en las precipitaciones (España 
húmeda y España seca), sino por el contrario, en el equilibrio climático y de asunción de las 
características del mundo romano: Noroeste húmedo, pero muy frío, alejado y de difíciles 
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comunicaciones, el interior (básicamente es referencia a la Meseta) diverso, áspero (con 
montañas) y llanuras con dificultades de irrigación, y la zona costera mediterránea (desde 
el Algarve hasta el Pirineo) bastante fértil gracias a los ríos. La percepción desde la lógica 
asunción de la antropología “climática”helenística no es alejada de una cierta realidad 
subjetiva, en la que se mezclan rasgos geográficos, climáticos y “sociales”(asunción de la 
romanización como característica de civilitas). Porque al final de cuentas, esa civilitas era la 
que permitía la domesticación del agua. 

	 A partir de ponerse en práctica el dominio romano las comunidades cívicas previas, 
desde muy pronto, debieron de adaptar sus condiciones al nuevo orden romano. El mismo 
facilitaba sin duda las condiciones de colaboración con unos fines pacíficos, lo cual fue 
especialmente perceptible en lo que se relaciona con el movimiento de los ganados 
(pastos de invierno y pastos de verano), pero también en lo referente al suministro de 
agua para consumo humano y animal, así como en lo que se relacionaba con el regadío, 
que era necesario en muchos casos. Documento significativo de la primera época de la 
romanización, hallado en 1979, es el Bronce II de Contrebia Belaisca (Cabezo de las Minas, 
cerca de Botorrita, Zaragoza), datado en el 87 a. C., y que ha sido objeto de una numerosa 
bibliografía (Blázquez, 1991: 308 ss.), especialmente centrada en las cuestiones jurídicas 
que suscita. En todo caso, otros aspectos referidos a la colaboración entre comunidades 
por el uso del agua incorporan elementos importantes al conocimiento de esta temática 
(Beltrán Lloris, 2010). 

En el Bronce II de Contrebia aparece reflejado cómo una comunidad cívica (la de 
los Sallvienses) compró a otra (la de los Sosinestanos) el terreno con el fin de construir 
un acueducto, pero hubo una tercera comunidad (la de los Alavonenses) que se opuso a 
esta operación y a su resultado. En su política municipal, la administración romana había 
dado la competencia jurídica a la civitas de Contrebia, por lo que el Senatvs Contrebiensis 
fue el que dictaminó en el litigio. Otros bronces, en celtibérico y no en latín, aparecidos 
más adelante reflejan que Contrebia Belaisca fue utilizada como cabecera judicial en la 
época, de las comunidades cívicas que rebasaban el ámbito de los celtíberos Belos. Es 
significativo, no obstante, que este documento manifieste que los pleitos por las captaciones 
de agua y su conducción (emervnt rivi faciendi aquaive dvcendae cavssa) debieron ser 
relativamente numerosos entre las comunidades hispanas, aunque en este caso es más 
probable que el agua estuviera destinada al regadío que al aprovisionamiento urbano. 
Relaciones conflictivas por el uso del agua que han sido analizadas de forma específica en 
alguna ocasión (Prieto, 2008).

En la Hispania Citerior, como en muchas regiones con un tejido urbano muy inferior al 
de la Ulterior y después la Bética, las civitates desarrollaron su espacio urbano en ocasiones 
en el mismo lugar anterior, en otras ocasiones con un desplazamiento del centro urbano 
a un lugar más o menos próximo. En unos casos las nuevas construcciones adaptaron 
las anteriores, por ejemplo en la construcción de nuevas y más grandes cisternas para 
almacenar el agua. En otros se incorporaba la posibilidad de construcción de algunos 
canales en las ciudades principales. La falta de documentación impide tener conocimiento 
de estas primeras obras.

Una prueba de que existía esta provisión anterior, que las transformaciones romanas 
mantuvieron, la encontramos en las leyes municipales hispanas, en concreto fuera de esta 
provincia en la antes mencionada Lex Ursonensis (de redacción muy arcaica), en cuyo 
capítulo 79 manifiesta esa continuidad una vez que se establecieron los colonos: qui fluvi, 
fontes, lacus, aquae stagna, paludes sunt in agro, qui colon(is) h[u]ius colov(iae) divisus erit… 
Más adelante, la Lex Flavia Municipalis, aplicada al conjunto de municipios de la Citerior con la 
concesión del ius latii por parte de Vespasiano, consignará la competencia de los duumviros 
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en la reforma y reparación de los ríos, canales, caminos, etc. (Blázquez, 1991: 316). Este 
hecho se confirma con una inscripción de Archena (Murcia) en la que los dos duumviros 
aparecen como los encargados de la reparación y captación de las aguas (CIL II, 3541), en 
este caso en relación con un balneario. 

Es cierto que durante mucho tiempo las ciudades continuaran utilizando las cisternas 
que acumulaban agua de lluvia, que completaron el aprovisionamiento del exterior, y 
que siempre en algunas ciudades se mantuvieran pozos, pero las principales obras de 
abastecimiento de agua a las ciudades en realidad estaban en consonancia con la propia 
municipalización. Y la misma comienza a tener ciertos contenidos en la provincia Citerior 
a partir del periodo augusteo. La conversión de la comunidad cívica en civitas, a través 
de la promoción jurídica, significa que la monumentalización de las urbes debía estar en 
consonancia con ese estatus municipal. Ello implicaba, naturalmente, la construcción de los 
foros, de acuerdo con las normas recogidas por Vitrubio, pero también de otras estructuras 
que se requerían en la ciudad, y entre ellas se encontraban los acueductos. 

En la Hispania Citerior, a partir de las cifras recogidas por Plinio (NH. III, 18), a 
comienzos del Principado de Augusto, el 75% de los oppida eran estipendiarios, frente al 
68% de la Bética (NH. III, 7) y el 82% de la Lusitania (NH. IV, 117). Los datos reflejan que 
más allá del avance de los reconocimientos ciudadanos en el siglo I, acaecidos por ejemplo 
bajo Claudio, sin embargo la mayor parte de las promociones municipales fueron tardías, 
y ello debe ser tenido en cuenta a la hora de valorar la cronología de las grandes obras de 
abastecimiento de agua, como requisito de un municipio adecuado. 

Los casos bien documentados de Aquae en la Citerior son menores en número a los 
ejemplos anteriormente expuestos de la Baetica. Sus formas y soluciones de ingenieria son 
similares, por lo que no vamos a entrar en reiteraciones, salvo en algún caso concreto. Es 
cierto que para definir el grado de progreso de las ciudades de Hispania nos interesa entrar 
en la discutida cronología de cada uno de los acueductos documentados, pero también 
resulta necesario reflejar que las nuevas urbanizaciones romanas con estatus colonial o 
municipal, en su gran mayoría desde el principio debieron tener dotación de agua desde el 
exterior, más allá que la propia modestia de esta canalización exigiera también la existencia 
de cisternas de almacenamiento de agua de lluvia, o pozos. 

La construcción de los primeros acueductos se realizó en época augustea en las 
capitales conventuales de la provincia Hispania Citerior, tales como la propia Tarraco, y 
las secundarias de Carthago Nova, de la fundación de Caesaraugusta, o de Asturica entre 
otras. Debe tenerse en cuenta que el propio asentamiento de personas venidas del exterior, 
en muchos casos los veteranos del ejército con sus familias, exigía un esfuerzo por parte 
de la administración imperial, que sería la que regalaría a la colonia esta primera obra que 
marcaba un estilo de vida romano. 

Sin embargo, la investigación arqueológica ofrece una cronología posterior, más allá 
de las simples especulaciones, sobre los dispositivos conocidos hasta el momento. No 
obstante, debe tenerse en cuenta que muchas obras ampliaron y reformaron, o restauraron, 
la primera construcción, en muchos casos prácticamente eliminada con posterioridad. Por el 
contrario, un indicio evidente de esta relación directa entre la municipalización jurídica y las 
obras urbanas, y de obras de dotación de agua desde el inicio de la misma, lo encontramos 
en algunas acuñaciones locales; en este sentido, una moneda emitida por Cartago Nova, 
que aludiría a la primera construcción de un acueducto desde la fuente de Cubas (Llorens 
Forcada, 1994: 57-58 a. C.), con una cronología discutida (entre el 25 y el 18 a. C., o bien en 
el 7 a. C.), pero en todo caso anterior al cambio de Era; otra moneda de Emerita, la capital 
de la Lusitania, muestra desde la propia época fundacional de la colonia la importancia de 
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la provisión de agua. Así pues, más allá de la cronología documentada, en muy contados 
casos, sin duda las ciudades con estatus privilegiado (el 32% en la Bética, el 25% en la 
Citerior, o el 28% en la Lusitania), en buena parte desde la época augustea contaron con 
acueductos.

Las ciudades fueron creciendo, el nivel y las condiciones de vida mejorando, y sin duda 
también con el desarrollo económico, mejoraron tanto las haciendas municipales como 
las posibilidades de los evergetas, existentes al igual que en la Baetica, y que también 
aparecen documentados por la epigrafía (Blázquez, 1991; Melchor Gil, 1994). Este hecho 
condujo sobre todo a la sustancial mejora de las obras (garantizando menores pérdidas y 
salubridad de las aguas), y con una mayor monumentalización de las mismas. Ello significó 
el que se completaran realmente en las ciudades en las que o no se habían hecho, o el 
dispositivo de provisión de agua era modesto y rudimentario. 

Es muy probable que precisamente el símbolo de esta fase, entre Tiberio y Nerón, fuera 
la gran construcción de los principales tramos de uno de los tres acueductos de Tarraco, 
el de Les Farreres, emblemático puesto que su monumentalidad es destacada desde la 
Edad Media. Todos los estudiosos del mismo han destacado, más allá de las principales 
restauraciones efectuadas (a finales del siglo XVIII y en 1856), su gran antigüedad, de tal 
forma que incluso de ha apuntado a la “época augustea”como la de su construcción (Arrayás 
Morales, 2005: 181).

Sin descartar del todo esta posibilidad, la influencia en el mismo de algunas de las 
obras de Roma, de finales de la época augustea, y también el posible influjo directo, o 
paralelismo en la construcción, de alguno de los principales acueductos de la Narbonense 
(Pont du Gard), apuntan como más verosímil a una construcción inmediatamente posterior 
a esa época. De hecho, es el primero, o de los primeros, que superpone las arcadas, es 
decir, que levanta el acueducto sobre un puente; en cualquier caso, como en los posteriores 
de Emerita, debe tenerse en cuenta que nos encontramos ante una capital provincial, reflejo 
directo de la urbs Roma, lo que sugiere una llegada rápida de las innovaciones de Roma, y 
un paralelismo con la Narbonense. Todo ello hace más verosímil una construcción en torno 
al 25-28 d. C., como apuntó Fernández-Casado (1972), en todo caso, en la etapa de Tiberio 
que marcamos como inicio de esta segunda etapa. 

Ejemplo de las construcciones de este segundo periodo sería el de las obras hidraúlicas 
de Valeria (Cuenca), entidad con estatus municipal desde el siglo I a. C., cuyo Ninfeo (fuente 
pública monumental) constituye uno de los monumentos más emblemáticos de la Hispania 
romana. Una de las derivaciones bajo bóveda del acueducto, que siempre ha estado al 
descubierto pues es descrita ya desde el siglo XVI, finalizaba en este Ninfeo ubicado junto a 
las tabernas adosadas al criptopórtico del foro. El canal hacia el exterior, por encima de las 
tabernas, tenía nichos rectangulares y semicirculares, los cuales con su decoración que está 
perdida (sin duda formada por estatuas) mostraba bun conseguido efecto escenográfico del 
conjunto del foro que se levantaba por encima. Este efecto escénico es muy similar al de 
otra ciudad celtibérica, la de Termes (Tiermes). 

En la parte superior, en el foro, existen tres grandes cisternas de agua de 22 metros de 
longitud (por 3 de anchura y 4 de altura cada uno de ellos), que probablemente sucedieron 
a otras anteriores que habrían estado en el mismo lugar, en cuyo caso podrían datar de 
la primera construcción del foro, que según las últimas investigaciones de Ángel Fuentes 
es de época de César. No obstante, la obra conocida de opus caementicium, que eliminó 
absolutamente la anterior, tiene una cronología bien definida, debido a la aparición como 
depósito votivo de una moneda de Claudio en el suelo de hormigón (colocada antes de 
haber fraguado), por lo que la construcción debió realizarse poco antes del año 50. La 
inmediata remodelación del foro, con su ampliación, supuso que las cisternas quedaran 
bajo el enlosado del mismo. 
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El acueducto, conocido por las referencias de los siglos XVIII y XIX, pero hasta el 
momento no estudiado, tenía un recorrido de varios kilómetros, y surtía a la ciudad y a 
las cisternas, y su derivación al Ninfeo, cuya construcción coincidiría con el final de la 
monumentalización del foro, al final de la época de Claudio o inicios de la de Nerón. Los 
vestigios diseminados de su trayecto según se acercaba a la ciudad muestran la diversidad 
de soluciones de ingenieria aportadas y que no son del caso ahora reflejar. Unas obras 
similares en la misma zona, desde la captación subterránea, se detectan en el caso del 
Aqua de Segobiga.

La tercera etapa de construcción de acueductos se inició a partir del año 74 cuando 
el emperador Vespasiano concedió a todos los hispanos la ciudadanía latina (Plinio, NH. 
III, 30). Dada la cantidad de comunidades que accedió al estatus municipal, es congruente 
considerar que los años siguientes fueron en los que se multiplicaron las obras para la 
dotación de agua a las ciudades. Y también en este periodo, de los Flavios y los primeros 
Antoninos, se producirían ampliaciones y mejoras de acueductos ya existentes. 

Un ejemplo al respecto de éste último fenómeno lo encontramos en Caesaraugusta, 
cuyas cañerías de metal recuperadas en el siglo XVIII, y conocidas por un manuscrito 
de esa época, permiten indicar una construcción inicial en época de Augusto, pero una 
importante reparación y renovación a comienzos del siglo II. Y un caso emblemático de 
nueva construcción lo encontramos en el acueducto de Segovia, el más famoso de los 
romanos de España, para el que Fernández Casado consideró una fábrica en época de 
Claudio; las investigaciones más recientes apuntan a que quizás, como señaló Alföldy, se 
iniciara en época de Domiciano, pero su construcción definitiva se terminó bajo Trajano. 

Si los dispositivos de provisión de agua, tales como los acueductos, por su propia y 
monumental naturaleza han sido relativamente bien estudiados, por el contrario mucho 
menos conocidas son otros dispositivos de evacuación de las aguas, e incluso de 
saneamiento. Las cloacas por sí mismas, en su estructura sencilla debajo del recorrido de 
calles principales, bien con el curso cavado en el suelo como en el caso mejor estudiado 
de Asturica, o bien con canal de obra debajo del enlosado, como en el caso descubierto 
más recientemente de Segobriga. Todavía menos conocidas son las letrinas públicas, que 
necesariamente debieron ser abundantes, pero tan sólo conocidas de forma expresa en un 
puñado de casos, como son los de Caesaraugusta, Iluro (Mataró) o Ercavica. Tampoco en 
la Bética son precisamente numerosas las letrinas públicas urbanas localizadas, como la 
de Itálica. 

La provisión de agua potable a las ciudades constituía una de las grandes señas de 
identidad del orden romano, otros dos aspectos ya indicados en el análisis de la Bética, 
completan el panorama de estudio. Nos referimos a las obras de regadío, por un lado, y 
al uso del agua termal en los balnearios, del otro. Las obras de regadío de época romana 
han sido siempre menos conocidas y estudiadas, primero por su menor monumentalidad y 
percepción en el paisaje, y segundo por su transformación y reutilización intensas en otras 
épocas de la Historia. De hecho, las presas romanas de Hispania, también estudiadas 
en su día por Carlos Fernández Casado (1983), reflejan un uso común o indiferente para 
provisión a ciudades o para regadío. Y en relación con la ubicación de una fuerte proporción 
de las mismas, vemos el predominio en relación con las cuencas del Ebro (en torno a las 
urbes del área de Zaragoza), del Alto Tajo (en torno a Toledo) y del Guadiana (en torno a 
Mérida). 

Es cierto que el agua en época romana también tuvo un uso industrial, puesto que 
era necesaria en la zona en las importantes fabricaciones de colorantes (recordemos las 
menciones clásicas al espectacular uso de la cochinilla), a la ya aludida provisión necesaria 
en las costas en las numerosísimas industrias de salazón de pescado, pero el agua 
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formaba componente básico en muchos casos  en el proceso de explotación de las minas 
(con el ejemplo máximo de la explotación del oro de los astures en Las Médulas. Este 
sistema de explotación por lavado se efectuó en las provincias hispanas, y lo tenemos 
atestiguado desde la zona de Granada, y también según el estudio de Marta Sierra (2009) 
se extiende claramente a la zona de Barchín del Hoyo, al Sur de Cuenca, con orígenes 
incluso prerromanos. 

En cualquier caso, Las Médulas constituyen el máximo ejemplo del uso del agua en 
una minería hispana que, como vemos reflejado en las fuentes literarias (Diodoro V, 37) 
hasta unos momentos determinados se basaba exclusivamente en lo contrario, en extraer 
el agua del fondo mediante dispositivos cuyo invento se atribuía a Arquímedes. Como 
indicamos, por el contrario la obtención del famoso oro de los Astures en la región minera 
de Las Médulas se efectuaba por lavado a gran escala, suponía la realización de unas 
infraestructuras formidables, con una serie de canales de abatescimiento (entre los que 
destaca el canal de Peña Escribida) y de depósitos de almacenamiento del agua (entre 
ellos el depósito de la Horta). Finalmente los emisaria o galerías horadadas, como la del 
Mirador de Orellán, que las más de las veces se efectuaban para producir la ruina montium 
que, a gran escala, ha dejado el paisaje peculiar de Las Médulas.

Es indudable que el agua para regadío de los campos ocupó una posición importante 
en el entorno de muchas ciudades romanas. En la actualidad es poco dudoso que, como 
estudió en su día López Gómez (1974), el origen de los regadíos valencianos haya que 
buscarlo en las obras de época romana, luego ampliadas y perfeccionadas por los árabes. 
Regadío romano se ha localizado desde Jaén, como antes señalamos, en la región murciana 
en Lorca (en Béjar y en Nogalte), entre Jumilla y Abarán (rambla del Moro, rambla de 
Garruchel), Huerta de Valencia, Bajo Palancia, Plana de Castellón, campo de Liria, Chella, 
y por supuesto en el ager Tarraconensis. 

El hallazgo reciente de la lex rivi Hiberiensis, que establece un acuerdo entre los 
campesinos de Cascantum (Cascante) y los de Caesaraugusta, muestra la existencia de 
tensiones por el uso de las aguas para riego entre usuarios de municipios cercanos en la 
época de Adriano. Ahora bien, la intervención del gobernador provincial permitió la solución 
del conflicto, dictaminando al respecto, si bien la fragmentariedad del texto no permite 
concluir cual fue el arreglo (Beltrán Lloris, 2005). 

El último aspecto importante al que hemos hecho referencia es el del termalismo. No 
referimos con ello los baños en las ciudades, en las que siempre las termas se cuentan 
entre los monumentos públicos principales, sino al fenómeno de los balnearios, que ha 
sido bien estudiado por Díez de Velasco (1987). Después de su trabajo de síntesis, varios 
Congresos se han dedicado al termalismo y al uso médico de las aguas en la Hispania 
romana, señalando las Actas de los mismos el fuerte desarrollo que en época romana 
adquirió la hidroterapia, en especial en la Hispania Citerior. En parte, dicho desarrollo se 
produjo a partir de la curación con este tipo de métodos en Tarraco por parte de Augusto, 
a partir de los cuidados dispensados por el médico Antonio Musa. Pero en la mentalidad 
romana, no podía ser de otra forma, el agua para la curación tenía al mismo tiempo un uso 
ritual, que arranca desde época prerromana (como muestras las numerosas divinidades de 
las aguas, incluidos la proliferación de fuentes y pozos dedicados al Deo Aironis). 

Como señalamos anteriormente, la importancia de la representación de las Aquae en 
la Tabula Peutingeriana refleja que la atracción de los balnearios, de la curación con unas 
determinadas aguas en el lugar donde brotaban, constituyó uno de los motivos principales 
para los viajes y desplazamientos a todo lo largo de la época romana. Un repaso al reparto 
de los documentados, a partir del mencionado trabajo de Díez de Velasco, muestra su 
importancia en la zona meridional de la provincia (Baños de Alicún, Alhama de Murcia, 
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Archena, Fortuna entre otros), en la zona catalana (Les Arties, Caldas de Malavella, Caldas 
de Mombuy), en el interior peninsular en el área conquense (Sacedón), la zona gallega 
(Guitiriz, Baños de Molgas, Caldelas, Orense, etc.), así como el  centro emblemático por 
sus restos de Alanje en la Lusitania (junto a S. Pedro do Sul o Baños de Montemayor). 

Conclusiones

Este rápido repaso de los ejemplos constructivos de época romana nos conduce a 
una serie de conclusiones principales:

1.	 La íntima relación entre las obras de ingenieria romanas de las provincias de 
Hispania con las del conjunto del Imperio Romano. Esa cercanía es sobre todo 
evidente con la Galia Narbonense y con el África Proconsular, a fin de cuentas 
derivados en todos los casos de las innovaciones representadas por los acueductos 
y las cloacas de Roma, que sirvieron de modelo para los que se construyeron en 
las provincias.

2.	 El análisis arqueológico de las construcciones muestra la gran variedad de las 
soluciones técnicas adoptadas, mucho más allá de su propio impacto visual, por 
cuanto se aplicaron prácticamente todos los recursos técnicos que eran conocidos 
en la época, incluidas arcuationes, substructiones, sifones inversos, columnariae 
o pozos de resalto. 

3.	 Dichas obras  manifiestan la realidad de aquello que está presente en la literatura 
romana, la provisión, uso y disfrute del agua “domesticada”, como uno de los 
fundamentos de la civilitas, es decir, de la romanización. En este sentido, esa 
domesticación y provisión de agua se manifestaba como un elemento sustancial 
de la propaganda del poder, que a través de los resultados legitimaba su eficacia. 

4.	 La cronología de las principales obras urbanas muestra un inicio en la época de 
Augusto, pero un evidente apogeo de las grandes construcciones a lo largo del 
siglo I. En el siglo II las principales actuaciones se centrarían en las reparaciones. 

5.	 Los usos urbanos del agua se completaban con otros también documentados de 
forma profusa en las provincias hispanas: para el transporte, de un lado, para el 
regadío de los campos y uso del ganado, del otro, pero también en el proceso 
industrial (tintorerías, salazón del pescado en las costas), y en el minero. Junto a 
ello, no puede olvidarse el importante uso termal en los numerosos balnearios de 
época romana.
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RESUMEN 
La irrigación de los campos en el mundo rural andalusí es muy importante. Crea una agricultura, 

en realidad un “agroecosistema”, de alta productividad. Pero convive con otro agroecosistema 
anterior, surgido del ecosistema mediterráneo, en donde se insertan los dos. El peso del agua 
en la agricultura de al-Andalus no debe considerarse de forma absoluta, ya que hay otras líneas 
económicas propias del agroecosistema mediterráneo y del ecosistema propio. Las relaciones entre 
todas esas estructuras es fundamental. 

PALABRAS CLAVE: medio físico, paisaje, economía rural, agricultura irrigada, al-Andalus.

ABSTRACT 
The irrigation of fields in the rural andalusi world is very important. It creates an agriculture, in 

reality an “agroecosystem,” of high productivity. But it coexists with another previous agroecosystem, 
arising from the Mediterranean ecosystem, wherein both are inserted. The weight of water in the 
agriculture of the al-Andalus must not be regarded absolutely since there are other economical 
lines characteristic of the Mediterranean agroecosystem and of the ecosystem itself. The relations 
between all these structures are fundamental.

KEY WORDS: physical environment, landscape, rural economy, irrigated agriculture, al-
Andalus.
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Introducción

La investigación que se ha llevado a cabo en los últimos decenios sobre al-Andalus 
ha tenido como un objetivo principal el análisis de los sistemas hidráulicos. En un primer 
momento se hizo buscando el artefacto en sí mismo, según los principios de una arqueología 
que se puede considerar esencialmente tradicional (Barceló, 1983). Lo que importaba sobre 
todo era identificar el conjunto que forma el artefacto hidráulico. Eso suponía  –en realidad 
era obligado– asignarle una cronología. Puesto que la arqueología en su función más 
elemental, sea más o menos tradicional, debe ofrecer cronologías de los artefactos para 
documentar la presencia humana. Sin ellas se convierte en un elemento significante sobre 
todo desde la perspectiva antropológica, pero insignificante desde la histórica, por muy laxo 
que consideremos el tiempo histórico. No es suficiente con decir que la dimensión temporal 
es muy dilatada y los cambios no parecen tener presencia en la dinámica que se crea a partir 
de la historia, siempre que consideremos que esta se halla marcada habitualmente por la 
acción del poder político.

Es cierto que la introducción de los sistemas hidráulicos de forma generalizada supuso, 
como veremos, una transformación que se puede calificar de cultural, pero que indudablemente 
es social y económica. Así pues, la expresión del cambio, al menos inicialmente, tiene 
aseguradas unas fechas, que, sin embargo, no se suelen precisar. A veces se acude a 
la toponimia para relacionar la creación del sistema hidráulico, destinado, claro está, a la 
generación de un área de cultivo irrigada, con un asentamiento concreto, que se prefiere, 
por lo demás, que tenga una referencia clánico-tribal. La asociación asentamiento/sistema 
hidráulico no puede ser, sin embargo, una derivación puramente mecánica que los una sin 
más.

Una práctica arqueológica como la que se ha ido proponiendo a lo largo de un ejercicio 
constante (Barceló, 1989; Kirchner y Navarro, 1994), ha ido dando a la luz ejemplos y 
argumentos más que interesantes, importantes. Lo ha sido hasta el extremo de que podemos 
decir que se la ha denominado “estratégica” (Ramos, 2003: 70-71) para el conocimiento del 
mundo rural andalusí normalmente apartado de las líneas generales de la investigación hasta 
entonces, porque las fuentes escritas no reparaban por lo común en él. Se ha considerado tal, 
pese a que pudiera dar lugar a una peligrosa atomización del  conocimiento (Ramos, 2003).

El acierto principal ha estado en poner de manifiesto la importancia de la irrigación en la 
agricultura andalusí. Es evidente que de esa realidad innegable se derivan otras cuestiones 
que plantean problemas de gran calado.

Consideramos que la significación de la agricultura irrigada va mucho más allá de lo que 
hasta ahora se ha planteado. Es lógico porque el desarrollo de la investigación ha mostrado 
su complejidad y que era necesario examinar de forma más detenida sus fundamentos, 
que, desde luego, no son las condiciones técnicas, como siempre se ha dicho. En verdad 
el problema está, como intentaremos demostrar, en la relación que establece una sociedad 
humana determinada con el medio físico. Esa relación significa una transformación del mismo 
de manera parcial, pues se mantiene este en sus líneas esenciales. Significa que conviven 
sistemas diferentes, como veremos, lo que supone un riesgo y una fragilidad importantes. De 
todo eso queremos hablar en adelante.

La agricultura irrigada en al-Andalus, su origen y desarrollo

Hay muchas y variadas temas que necesariamente tenemos que plantear para dar 
una verdadera  y real dimensión al problema, que, si bien han sido advertidas (Barceló, 
1995), creemos que no se han discutido a fondo y no se ha proseguido su análisis.

EL AGUA EN LA AGRICULTURA. AGROECOSISTEMAS Y ECOSISTEMA...
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Estando de acuerdo, como es nuestro caso, con la importancia de la creación de 
sistemas hidráulicos para la generación de asentamientos y que ponen de manifiesto que 
las áreas de cultivo irrigadas son fundamentales en la economía agrícola de al-Andalus, se 
deben plantear otras muchas cuestiones enlazadas y/o derivadas de ellos. Tenemos que 
hacerlo, en nuestra opinión, desde el inicio, porque, de otra manera, quedan subsumidas en 
generalidades o se dan sencillamente, sin tener por qué serlo, por sabidas.

En principio cabe  pensar que la creación de esas tierras irrigadas pudieran serlo no 
solo por obra de comunidades rurales, que es la concepción que se ha ido imponiendo, 
sino por iniciativas de grupos insertos en el poder y por una aristocracia que no ha habido 
problema en catalogarla como tribal, pues ella misma esta interesada en llamarse así. En 
todo caso, hoy sabemos que, si bien las que podemos llamar comunidades campesinas, 
tuvieron al principio un papel importante en la generación de la agricultura irrigada, en esos 
tiempos iniciales parece que asimismo hubo intervenciones de grupos dominantes en el 
mundo campesino, si damos por buenas –y no hay motivos en contra para hacerlo– los 
estudios que ha hecho M. Jiménez (Jiménez, 2007; Jiménez, 2009) sobre los Banu Jalid 
de Ilbira, siguiendo planteamientos de H. Kennedy (Kennedy, 1992: 291-292) para el caso 
de Siria. Sin embargo, Ch. Wickham (Wickham, 2008: 213-214) ha expresado dudas y 
reservas a los argumentos de Kennedy.

Si los orígenes no están bien precisados, al menos son evidentes dos cosas. La 
primera es que fue la formación social existente en al-Andalus la que generó y desarrolló la 
agricultura irrigada en cuanto que conjunto o, por expresarlo con un concepto más preciso, 
agroecosistema. La segunda es que este se fue expandiendo a lo largo de la historia 
andalusí.

En el siglo X, la irrigación y, en consecuencia, el agroecosistema que resulta de ella, es 
una realidad que se recoge con toda claridad en las fuentes escritas. Las descripciones, por 
ejemplo, de las estructuras urbanas, base fundamental para la gestación y mantenimiento 
del Estado omeya, no dejan lugar a dudas. Veamos algunas que hemos espigado, como 
ejemplos, de las muchas referencias que aparecen, de la obra del gran al-Razi, autor del 
siglo X. 

Recogemos las tres versiones que son editadas y que se encuentran en tres bibliotecas 
distintas: Santa Catalina (Ca), Rodríguez Moñino (Mo) y Escorial (Es). Al tratarse de una 
versión romanceada del original árabe, qué duda cabe que hay diferencias en la traducción, 
pero no dificultan el examen que ahora proponemos.
De Córdoba escribe:

Ca   “Córdoua es çercada de muy fermosas huertas, e los arboles dan fermoso fruto 
e de comer, e son arboles muy altos, e son arboles de munchas naturas”.

Mo  “Córdoua es çercada de muy fermosas huertas, e los arboles dan muy fermosos 
frutos e de comer, e son arboles muy altos, e son arboles de muchas naturas”.

 Es  “Córdoua es çercada de muy fermosas huertas, e los arboles dan fermosos frutos 
e de comer, e son arboles muy altos, e son arboles de muchas naturas. (Catalán & 
de Andrés, 1974: 20)”.
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Se refiere a Jaén en estos términos:

Ca  “E Jaen ayunta a sy munchas bondades, e ay muchos arboles e munchos 
rregantios e fuentes muchas e muy buenas”.     

Mo  “E Jahen ayunta en si muchas bondades, ay muchos arboles e muchos rregantios 
e fuentes muchas e muy buenas”.

Es  “E Jahen ayunta a sy muchas bondades, e ay muchos arboles e muchos 
rregantios e fuentes muchas e muy buenas”. (Catalán & de Andrés, 1974: 31).

Por lo que respecta a Tudmir señala:

Ca  “E Tudemir es muy preçiado lugar e de muy buenos arboles, e toda su tierra 
rriegan de rrios”.

Mo  “E Tudemir es muy preçiado lugar e de muy buenos arboles, e toda su tierra 
rriegan de rrios”.

Es  “E Tudemir es muy preçiado lugar e de muy buenos arboles, e toda su tierra 
rriegan de rrios”. (Catalán & de Andrés, 1974: 34).

En cuanto a la zona de Valencia he aquí lo que leemos:

Ca  “Parte el termino de Moviedro con el de Buriana, e es tierra muy abondada e es 
toda rregantia; a y muchas naturas de buenas frutas e de buenas naturas”.

Mo “Parte el termino de Muruiedro con el de Burriana, es tierra muy abondada e es 
toda rregantia;  e a y muchos arboles  e de muchas naturas e de buenas frutas”.  

Es  “Parte el termino de Monuiedro con el de Buriana, e es tierra muy abondada e 
es toda rregantia; e ay muchos arboles e es de muchas naturas de buenas frutas”. 
(Catalán & de Andrés, 1974: 38).

Está muy claro que al-Razi, que conoce bien el territorio controlado por los omeyas 
en el siglo X, nos ofrece una imagen plenamente configurada. La ciudad es el punto de 
referencia esencial, pero indudablemente los distritos van mucho más allá, aunque no 
aparezcan las estructuras rurales en cuanto tales.

De acuerdo con esa imagen, sin introducir un análisis más amplio, podríamos pensar 
que fue la ciudad la que generó ese sistema irrigado. Pero en realidad es la descripción de 
un proceso en su fase de consolidación.

Creemos que el surgimiento de la ciudad en al-Andalus fue posterior a la organización 
del mundo rural (Malpica, 2010). Ya sea a partir de un asentamiento fortificado tipo hisn, o 
de un conjunto de alquerías, la madina andalusí surge de una conjunción de intereses entre 
el poder estatal, interesado en organizar el territorio y controlarlo fiscalmente, y un mundo 
campesino ordenado jerárquicamente, en cuya cúspide hay una familia capaz de ordenar 
socialmente el conjunto en su beneficio. Determinar si esa jerarquización es anterior a 
la llegada de los contingentes árabes a la Península, o se fue gestando al instalarse en 
ella, no es especialmente relevante ahora, aunque es más que probable que ya existiesen 
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claras diferencias iniciales que se fueron acentuando. En todo caso, se fundamentaba 
la desigualdad manifiesta de una u otra forma en un excedente productivo regular que 
se basaba en una producción surgida de la agricultura irrigada. Esa estructura social 
jerarquizada se basaba en una organización en la que el peso de la comunidad campesina 
existe y se mantiene, aunque el excedente se realiza en el juego de un mercado simple, que 
exige la presencia de la ciudad como elemento sustancial para su valorización.

Estas y otras cuestiones han de ser tratadas en este trabajo, con vistas a situar en la 
medida en que nos sea posible el debate sobre la agricultura irrigada en unos parámetros 
que permitan dilucidad el funcionamiento de la sociedad que la implantó en la Península 
Ibérica, la andalusí. 

Destacar la existencia de este tipo de agricultura, como han hecho autores ya citados 
(Barceló, 1989; Kirchner & Navarro, 1994), hay que entenderlo a partir del deseo, en realidad, 
necesidad, de configurar con una entidad material las teorías formuladas por P. Guichard 
(Guichard, 1976) sobre la sociedad andalusí. Así, explicando los sistemas hidráulicos y, 
por la propia dimensión que adquieren, la agricultura irrigada, es posible dotar de una 
configuración económica a las comunidades rurales, determinadas como clánico-tribales, 
yendo, pues, más allá de la perspectiva antropológica que se les había dado. Se explicaba 
que las áreas de cultivo irrigadas habían sido creadas y se mantenían por ser fruto de 
grupos campesinos sin señores, fuertemente cohesionados, y a los que esa organización 
de su vida agrícola les permite mantener tales estructuras sociales.

Esta cuestión es esencial, hasta el punto que Th. F. Glick ha llegado a señalar que 
los territorios se estructuraban atendiendo a la existencia de alquerías organizadas por un 
área de cultivo irrigada, siendo fundamental el uso de un recurso tan básico como el agua 
(Glick, 2007).   

El agroecosistema de regadío en el ecosistema mediterráneo 

Llegados a este punto, no queda más opción que entrar a fondo a discutir cuestiones 
que no suelen ser formuladas de una manera precisa y que han de ser planteadas. Destaca 
en primer lugar la necesidad de señalar sin ambages que la agricultura irrigada, que, sin 
duda, es muy importante, no puede ser considerada la única existente y menos aún la única 
línea productiva. Ya hemos señalado en otro lugar  (Malpica, en prensa a) que  la ganadería 
y la agricultura de secano, hay que tenerlas en cuenta. Hay otra cuestión importante, 
aunque en las formulaciones iniciales que se han hecho de la arqueología hidráulica no se 
planteara. Se viene documentando un desarrollo creciente de la agricultura de irrigación  a 
lo largo de la historia de al-Andalus. De manera simple podría ser explicado atendiendo a la 
riqueza que surge de la agricultura de regadío y, sobre todo, por la realización de la misma 
a partir  del comercio que surge de ella.

Antes de entrar en los argumentos necesarios para su comprensión, habría que 
determinar con cierta claridad lo que significa la agricultura de regadío en el conjunto de la 
vida económica. Y ello desde dos perspectivas diferentes, pero complementarias. En primer 
lugar atenderemos a la explicación de su configuración a niveles “ecológicos”, que tienen 
indudablemente una dimensión social; en segundo lugar, habrá que analizar su papel en el 
conjunto de la economía andalusí. Son dimensiones de un mismo conjunto de problemas, 
que no se pueden diferenciar en la realidad, pero que es necesario tratarlas de manera 
separada en un análisis como el que ahora proponemos.

Si empezamos a señalar la creación de una agricultura irrigada es porque la dimensión 
ecológica es importante y viene determinada por una estructura social. Y la revela de manera 
clara.
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Consideramos que la agricultura irrigada conforma lo que se denomina un 
“agroecosistema”, que es una determinación a partir de unas opciones tomadas de un 
ecosistema natural. Hasta aquí, todo es normal. El problema surge desde el momento en 
que el ecosistema de partida no es el propio en el que se instala el agroecosistema, como 
ocurre, según iremos viendo, en el presente caso.

De entrada, hay que advertir que este agroecosistema se establece en al-Andalus tras 
un  proceso largo de maduración y experimentación que va a confluir en la primera época 
islámica, como demostró A. M. Watson (Watson, 1998). 

La realidad material de este agroecosistema se basa en el binomio suelo/agua, 
necesario no solo para la agricultura, sino para la simple existencia de la vida vegetal. 
La dimensión de cada uno de los dos elementos es importante para entender el conjunto 
resultante. Sin suelo no es posible que prosperen las plantas; sin agua, o mejor dicho, en 
caso extremo, sin humedad, tampoco. Depende de la demanda de cada vegetal para que su 
crecimiento sea posible. En la agricultura irrigada hay plantas que no pueden progresar sin 
una cantidad apreciable de agua, en tanto que otras podrían crecer, y de hecho crecen, con 
una proporción mucho menor. Hay en ella determinados cultivos importados de otras áreas 
geográficas, según demostró el ya citado A. M. Watson (Watson, 1998), que tuvieron que 
integrarse en un espacio agrícola creado ex profeso para ellos, en el que el suministro de 
agua, por mano del hombre, era necesario para salvar los grandes déficits de un clima como 
el mediterráneo. En él   existen periodos en los que no hay agua por lluvias, especialmente 
en los largos y cálidos veranos. Por eso, en esas etapas se detiene el crecimiento de los 
vegetales, pero es en el caso de que estén adaptados a tales condiciones. Ahora bien, 
siempre que sea el hombre quien les suministre agua de forma regular, se da un cambio 
ecológico, reducido, eso sí, al campo irrigado y cultivado. 

El resultado es un tipo de agricultura en que no existe el monocultivo, sino un policultivo. 
Puede tomarse como un indicio claro de que está gestionada por un campesinado que 
busca, al menos en sus inicios, su autoabastecimiento. Ahora bien, hay que tener en cuenta 
que se ve sobrepasado por la capacidad productiva de ella.

Advertiremos, llegados a este punto, que no es necesario que los campos de cultivo 
que son regados estén plantados de vegetales importados de otros medios físicos. Sufren 
estos una restricción, ya que hay unas condiciones ecológicas necesarias para que puedan 
sobrevivir. Hay ejemplos que pueden ser muy ilustrativos, como el de la caña de azúcar, 
cultivo que está muy limitado a tierras en las que se dan condiciones, si no óptimas, al 
menos mínimas, en las que entran temperaturas suaves en invierno, sin heladas, y con 
un aporte de agua en determinados momentos (Malpica, en prensa b).  O sea, aunque 
se busquen soluciones, que no pueden ser globales ni siquiera son fáciles de conseguir, 
dadas las limitaciones naturales, es una opción bastante limitada. Se suministra agua a los 
campos dentro de estrategias agrícolas más complejas, en las que la intención era obtener 
“varios objetivos productivos” (Horden & Purcell, 2000: 262; Glick, 2007: p. 45). 

En definitiva, cuando se riegan los campos, aparece una agricultura nueva, muy 
intensiva, mucho más que la hasta entonces era conocida en el conjunto del mundo 
mediterráneo. Hasta ese momento la extensividad era su característica principal. Se 
precisaban grandes extensiones de tierras para considerarlas medianamente productivas 
y rentables. 

Hay que poner de manifiesto que el regadío está limitado a unos espacios agrícolas 
a los que se les suministra el agua, aunque es necesario tener en cuenta las relaciones 
que se generan con el medio físico en que se instalan. El agua y la tierra necesarios para 
la agricultura irrigada están dentro de un ecosistema distinto al de procedencia de algunos 
de los vegetales que se cultivan. Inevitablemente hay dos agroecosistemas conviviendo 
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en un ecosistema dominante. Uno procedente de otro ecosistema y el otro del ecosistema 
autóctono que es el que envuelve a los dos.

Así pues, tenemos un agroecosistema, el de regadío, que se implantó en un 
ecosistema en el que ya había surgido antes otro agroecosistema propio de él y que 
siguió manteniéndose. Aquel vive por la irrigación de los campos; se originó en un medio 
monzónico y/o subtropical, si nos referimos a las plantas y al aporte natural del agua. El 
segundo procede de la vida vegetal del medio natural mediterráneo; en él los vegetales 
están adaptados a déficits hídricos estacionales y su crecimiento es lento.

La siguiente cuestión es determinar cómo se suministra agua a la tierra. Puede ser  
a partir de dos opciones experimentadas anteriormente en medios semiáridos o áridos, 
en donde precisamente se fueron aclimatando las plantas venidas en gran parte de la 
India. Tenemos, por un lado, la gestión de cursos de agua, que no solo suministran agua, 
sino que también aportan limos y hacen que los suelos sean muy fértiles; de otro, existe 
la creación de suelos y el suministro de agua que se dieron en los oasis (Malpica, 2008). 
Watson ha señalado cómo el territorio de Omán (Watson, 1998: 168) fue punto de llegada 
de las plantas y de salida de las mismas, una vez aclimatadas, hacia tierras poco húmedas. 
Teniendo en cuenta la existencia allí de agroecosistemas de oasis, ya que estos no son 
ecosistemas, sino creaciones humanas desde fechas muy tempranas a partir de la palmera 
datilera documentados en esas áreas, nos hace suponer  que ese agroecosistema de oasis 
fue el elegido en una primera instancia para la expansión de la agricultura irrigada y, en 
consecuencia, el que impulsó el más complejo sin duda de regadío. No se ha insistido 
en ese tema, puesto que la investigación no ha sido transversal ni se han realizado las 
comparaciones necesarias para documentar correctamente tanto el surgimiento de los 
oasis en el neolítico, o el mantenimiento de relictos de vegetación. Los oasis no se pueden 
considerar, sin embargo, andando el tiempo, como conjuntos simples. Fueron ganando 
en complejidad. Conocemos algunos de ellos que desarrollaron unos cultivos, nunca 
monocultivos, que estaban asociados unos con otros y que se asemejan a los policultivos 
irrigados.

De lo que no cabe dudar es de que, cuando se creó la agricultura de regadío como un 
agroecosistema, tuvo que producirse un cambio de importancia tanto en el conjunto de los 
espacios del ecosistema como en los cultivados y no irrigados.

Eso significa, en nuestra opinión, que existe una relación, como parece evidente, 
entre el medio natural, que es el propio del ecosistema del monte mediterráneo, y el nuevo 
agroecosistema, y, además, que esa relación a veces viene mediada por el agroecosistema 
que procede del ecosistema, que es anterior al otro.

Las cuestiones que venimos planteando son, sin embargo, bastante más complejas 
de lo que pudiera parecer en un principio. No es fácil el mantenimiento, menos aún su 
desarrollo, de campos de cultivo que son irrigados de manera regular.  

Empezaremos por señalar que son frágiles, a veces muy frágiles, como lo son los 
propios oasis, al menos en el sentido de que su punto de mayor debilidad está en la necesidad 
imperiosa de mantener un flujo de agua constante a disposición de las necesidades de los 
campos. Por eso, se busca normalmente la seguridad de un flujo de agua más o menos 
regular. Eso explica que las fuentes se prefieran a cursos de agua sometidos a unas 
variaciones a veces impredecibles, que destruyen por su exceso tanto como por su defecto. 

La tarea de asegurar el agua a los campos  tiene una dimensión, por supuesto, técnica, 
pero no se puede desechar la económica y social que precisa, puesto que, sin ser única, la 
agricultura irrigada es la principal. Los productos que se obtienen se consumen por la propia 
unidad campesina, pero al ser muy rica en número y variedad, más intensiva, que requiere un 
trabajo constante, la valorización principal es su capacidad para ser objeto de intercambios. 
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Creemos que estos productos, algunos de ellos elaborados, pero normalmente como salen 
del campo, permiten a los campesinos entrar en un circuito esencial en una sociedad como 
la tributario-mercantil que es la de al-Andalus. De ese modo hay una tendencia doble, 
pues, de un lado, el agroecosistema se ve regulado por su inserción en el ecosistema 
mediterráneo y su coexistencia con el agroecosistema surgido de él; en tanto que de otro, 
la capacidad productiva y la creciente demanda urbana, que se puede medir en al-Andalus 
sin muchos problemas, incitan a un desarrollo de la irrigación. 

La práctica de una agricultura irrigada no se limita a un estado inicial. Por una parte, 
es posible, de acuerdo con el derecho islámico de vivificación, cultivar nuevas tierras, 
tanto de secano, como de regadío. Por otra parte, hay campos a los que se les suministra 
agua de manera ocasional, lo que supone una mayor productividad en ellos. En algunos 
casos sirvieron esos riegos ocasionales para plantas que no tenían por qué recibirlos e 
incluso podrían vivir sin ellos, como ocurre con el sorgo y el trigo duro, capaces de aguantar 
períodos de sequía, pero al mismo tiempo susceptibles de mejorar sus rendimientos con un 
suministro ocasional de agua

Con mucha razón ha escrito A. M. Watson estas frases que resumen acertadamente 
todas las complejas formas de esa agricultura:

Pero la revolución agrícola  no se limitó en absoluto a las zonas muy irrigadas y muy fértiles 
donde se introdujo la alternancia de cultivos a semejanza del modelo hindú. Por el contrario, 
aunque el impacto de la revolución fue mayor en dichas áreas y aunque éstas pueden 
considerarse como puntas de lanza del progreso agrícola, la nueva agricultura tocó a todo el 
espectro de tierras labradas por los primeros campesinos islámicos, las de mejor calidad y las 
peores, y prácticamente todas ellas empezaron a ser explotadas de manera más intensiva 
(Watson, 1998: 263).

Todo nos indica que la expansión de esta agricultura se relaciona con la capacidad 
de entrar en los mercados, lo cuales se fueron haciendo cada vez más permanentes y 
generales. Este tema merecería ser tratado más a fondo, pues toca directamente a la 
creación de las ciudades, pero como ya lo hemos tratado en otro lugar, por lo que remitimos 
a él (Malpica, 2010). 

La dimensión social del agroecosistema de regadío

De todas formas, parece obligado plantear algunas cuestiones sobre este tema que 
permitan continuar con los argumentos que venimos señalando.

Por lo que sabemos hasta ahora estamos autorizados a pensar que las ciudades 
permiten, incluso diríamos que incitan, a que se “realice” el surplus y en parte sea convertido 
en moneda. Así es como el campesinado entra en el comercio. Se debe a un proceso anterior 
que, como muy bien ha destacado M. Barceló, fue “posible contando con una estabilización 
de los órdenes campesinos locales, mercados rurales incluidos” (Barceló, 2004: 143). No 
obstante, nos confiesa asimismo que “se desconoce el mecanismo por el cual fracciones de 
campesinos se urbanizaron” (Barceló, 2004: 143).

En el caso de que argumentáramos que es el Estado el impulsor último de la vida 
urbana, entraríamos en una explicación que, si bien no se puede considerar en rigor externa 
al propio sistema productivo y su organización social, quizás roce sus límites.

En efecto, por muy alejado que el Estado se halle de la sociedad y por muy poca 
presencia que tenga en ella, cabe pensar que el resultado de cualquier determinación 

EL AGUA EN LA AGRICULTURA. AGROECOSISTEMAS Y ECOSISTEMA...



Vínculos de Historia, núm. 1 (2012) | 39

política de esa entidad, tiene que surgir si no de un arraigo, por lo menos de un cierto 
consenso social. Dicho de otro modo, el mundo campesino, o, si se prefiere, las comunidades 
campesinas, estaba o estaban suficientemente jerarquizadas. De ahí la conjunción de 
los intereses del uno y de las otras en que apareciesen núcleos en los que de manera 
permanente, que no ocasional, se “realizase” el excedente productivo y se convirtiese en 
moneda, o sea, las ciudades. Para ello el impulso estatal, que recogen las fuentes con 
cierto detalle, fue decisivo y ayudaron determinadas situaciones políticas, diferentes en 
cada caso. El problema estriba en poder determinar por qué tal proceso no llevó aparejado 
una descomposición del mundo rural. 

Es posible que la propia organización productiva basada en la irrigación lo impidiese, 
por muchos motivos. Por supuesto por el hecho de que la creación de los espacios irrigados 
imponía límites a la expansión. Es cierto, sin embargo, que esta se dio en períodos concretos 
del mundo andalusí, como ha demostrado M. Jiménez para el caso de la ciudad de Granada 
(Jiménez, en prensa), como también lo es que hubo un crecimiento de los espacios irrigados. 
Pero no lo es menos que al elemento dinamizador de la actividad comercial, se le enfrenta 
un pervivencia de estructuras sociales de base en las que el peso de la familia extensa 
y sus mecanismos de protección y salvaguarda eran fuertes, por muy corrompidas que 
estuviesen. En tal sentido, la existencia de tierras de manos muertas, como las de los 
bienes habices, son una prueba de la importancia de esa tendencia. Con ese fondo de 
tierras que no se podían enajenar se estaba congelando, o al menos retrasando, los efectos 
disolventes de la vida comercial en el mundo rural. Sin embargo, hay un factor limitativo 
que no se ha tenido frecuentemente en cuenta y que, llegados a este punto, merece la 
pena señalar. Nos referimos al hecho de que la intensividad en la agricultura es un factor 
limitante, porque se precisa una mano de obra abundante y dedicada de manera completa 
a las labores agrícolas y a las que se derivan de ellas. 

Ese juego de acción/reacción nos lleva a una situación que significa una transformación 
del sistema en lo económico y en lo social, pero de manera lenta. La expansión agrícola 
es posible porque las unidades familiares, en su sentido amplio y extenso, hacen posible 
compatibilizar el cultivo en las propias parcelas, muchas veces pequeñas y, desde luego, 
dispersas, con el arrendamiento de tierras de manos muertas. De esa forma si en una 
el policutivo era dominante y se explica por las necesidades del grupo, en otras era 
posible, sin llegar al monocultivo, prestar una mayor atención a los productos que tenían 
una mejor y mayor comercialización en mercados cada vez más controlados por el propio 
Estado y sus agentes. A mayor abundamiento, sabemos que había otros que tenían una 
fácil salida comercial, no exigían una actividad agrícola muy intensa. Tenemos, pues, que 
hay estrategias productivas que van más allá del sometimiento a la entrada en la relación 
comercial y que aseguran formas de vida más allá de la agricultura irrigada.  Y eso nos 
lleva a la cuestión que señalamos en primer término antes: la agricultura de regadío no es 
la única línea presente en las economías campesinas. 

Con ser importante, que lo es, la agricultura de regadío, no se puede olvidar que hay 
estrategias productivas en las estructuras de poblamiento campesinas que van más allá de 
la capacidad productiva de aquella. Dicho de otra manera, es insostenible afirmar que la vida 
agrícola reposara de manera única y exclusiva en el agroecosistema de regadío. Aun cuando 
es posible diferenciar ese agroecosistema del ecosistema mediterráneo en el que estaba 
inserto y del agroecosistema propio de él, creemos que no se debe de hacer, sino que hay 
tratarlos en conjuntos determinados. En ellos habrá una mayor o menor preponderancia del 
agoecosistema de regadío, pero la existencia de los otros demás componentes señalados, 
que tienen una capacidad productiva innegable, no se ha de olvidar.

Antonio Malpica Cuello
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Tengamos en cuenta que la vida agrícola no se compone de extensos espacios 
irrigados, sino que más bien se esparcen por los conjuntos territoriales ocupados. Se 
pueden definir más bien como manchas de tipo oasis en un medio que no siempre es el 
más favorable. En algunos casos se puede pensar que la irrigación es por la necesidad 
de cultivar la tierra por el déficit hídrico que padece, pero no es un argumento totalmente 
lógico. Puede ser que la capacidad productiva sea escasa, pero hay otras actividades que 
se ponen en práctica y permiten la vida de una población. La dimensión de la misma, desde 
luego, está relacionada con la riqueza que se puede generar y en ese sentido el cálculo de 
carga es importante para el desarrollo de las capacidades productivas. En cualquier caso, 
no es posible pensar en una extensión muy grande de las áreas de cultivo irrigado, toda vez 
que un agroecosistema tiene unos límites que no son fáciles de traspasar, a no ser que se 
ponga en peligro su supervivencia y la del propio ecosistema en el que se inserta. Por otra 
parte, la población necesaria para el mantenimiento de las áreas de cultivo implica siempre 
una relación entre el trabajo humano que habría de desarrollar y la capacidad productiva 
de las mismas. 

Sea como fuere, la irrigación tiene límites significativos que, en cada caso concreto, 
habría que calcular dentro de la racionalidad del sistema socio-económico. Lo son de todo 
tipo, ecológicos, sociales, económicos, técnicos, etc., pero todos ellos forman un conjunto 
de relaciones que no se suelen plantear en la mayor parte de los análisis que se hacen.  

Inmediatamente hay una aparente paradoja que está siempre flotando en el ambiente 
académico sin que tome cuerpo. Sabemos que los grandes espacios agrícolas irrigados, 
las huertas y vegas de sur y sureste peninsular, son fruto de una acumulación a lo largo de 
la historia, con unos máximos en la etapa final de la Edad Media y en la Edad Moderna. 
Volvemos a recodar que la vida agrícola no está configurada por grandes espacios 
irrigados, sino que esmaltan el paisaje como manchas. Por tanto, aun dando por supuesto, 
lo que no está demostrado, que los hubiese generado un poder aristocrático o estatal, 
su gestión necesariamente tuvieron que hacerla los grupos campesinos de cada espacio. 
Es lo que parece desprenderse, por ejemplo, del estudio sobre los regadíos de la zona 
lojeña que ha llevado a cabo M. Jiménez (Jiménez, 2007; Jiménez, 2009). Dicho de una 
forma sencilla y perfectamente comprensible habría que pensar que, en el caso de que 
los Banu Jalid hubiese puesto en valor tierras hasta entonces no irrigadas por medio de 
un sistema hidráulico generado por ellos, lo hicieron porque había campesinos capaces 
de sostenerlas. Efectivamente con ello no queremos decir que el mundo campesino no 
gozase de autonomía con respecto al poder o a los miembros de una aristocracia, sino 
que simplemente estaba en disposición de participar en actividades agrícolas bastante 
productivas. Por eso mismo, cabe pensar que los propios campesinos estuviesen dispuestos 
a crear ese tipo de agricultura. 

Por consiguiente, una cuestión a dilucidar es si los grupos dominantes, centrados o 
no en el poder estatal, fueron los que impulsaron esa agricultura de regadío, o lo fueron 
los propios campesinos. En realidad no es de extrema importancia resolver esta cuestión 
concreta, ya que en el conjunto de la economía agrícola, el agroecosistema irrigado era 
mantenido por los campesinos, quienes gozaban de autonomía suficiente para poderlo 
desarrollar ellos mismos. Sí parece pertinente señalar que la instalación del mismo no fue 
ni homogénea ni mucho menos total en el conjunto de al-Andalus y que, además, estuvo 
sometido a un impulso continuado que promovió su desarrollo, siempre dentro de unos 
límites fácilmente comprensibles. Fue así por la imposibilidad de extender el agroecosistema 
de manera total: y esa imposibilidad viene dada por las características del medio físico y por 
el componente socioeconómico de las estructuras poblaciones andalusíes.  
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Es perfectamente comprensible que los campesinos acudiesen a otros líneas 
económicas, lo que supone que hay que analizar la relación de estos campos irrigados 
con el medio circundante también desde esa perspectiva. Así entendemos una serie de 
respuestas de tipo económico y social que nos hacen ver la capacidad de los grupos 
campesinos para beneficiarse de un ecosistema que en principio no parece favorable. 

Podemos señalar solo dos temas de otros que habría que desgranar. Lo haremos 
resumidamente, primero sobre las zonas húmedas, que se han considerado marginales 
normalmente, y, más tarde, daremos algunas referencias sobre las tierras de secano; 
finalmente nos referiremos a los espacios que conforman el medio natural.

Por lo que respecta a las primeras, las zonas húmedas queda claro que fueron 
utilizadas de manera eventual y complementaria, para pescar, cazar y criar ganado. En ese 
sentido, se aprovecharon, sin que por ello se integraran en la economía agraria (Gutiérrez, 
1995 y 1996). Por tanto, no hay que pensar que se pusieran en cultivo, pues precisaban un 
proceso de saneamiento de gran envergadura, que, según se está desvelando, empezó, al 
menos en la zona valenciana, tras la conquista feudal (Torró, 2009 y 2010).

Son, en efecto, espacios marginales, pero no inútiles. Ahora bien, el tema dista mucho 
de estar cerrado. Pensamos que tuvieron en cierto modo un uso agrícola. Eso significaría 
entrar en un tema completamente nuevo, el cultivo de plantas agrícolas en tierras inundables. 
Y eso es tanto como hablar del arroz, sobre cuya presencia en la agricultura hay algunos 
trabajos (Lagardère, 1996), aunque incipientes.

La implantación del arroz en áreas inundables no es una tarea fácil. Se trata de la 
gestión de los deltas, ya que las lagunas interiores no siempre reúnen condiciones suficientes 
para que se cultive. Son áreas demasiado salinas, en tanto que los deltas reciben agua 
dulce de una manera permanente. Cómo controlar ese flujo y sacar beneficio del mismo fue 
un trabajo continuo y acumulativo. No podemos precisar si surgió en un punto u otro, pero 
seguramente en Asia. El paso del arroz de secano al cultivado por inundación supuso un 
cambio radical en la capacidad productiva de esta gramínea y, consecuentemente, en la 
alimentación de las poblaciones. 

En ciertos deltas, seguro que en el de Guadalfeo, en la costa de Granada, algunas 
tierras inundables se dedicaron al cultivo del arroz. Es más, cabe señalar la posibilidad de 
un control del flujo de agua dulce por medio de las dos acequias, la de Salobreña, que va 
por la margen derecha, y la de Motril, que lo hace por la izquierda, que salen del río y lo 
drenan poco antes de salir de la garganta de los Vados. Aguas abajo de ese punto el río se 
abre en diferentes brazos hasta alcanzar el mar. Esa organización, sujeta a problemas por 
el cambio del caudal, que es a veces importante, teniendo en cuenta que se trata de un río 
mediterráneo, está por estudiar, ya que hasta ahora sólo disponemos de algunas noticias 
espigadas en las fuentes, pero no de un análisis de cierta profundidad.

Ahora bien, el hecho de que la planta fuese cultivada por inundación en al-Andalus, no 
quiere decir que fuese cultivada en una proporción significativa, al menos por los indicios 
de que disponemos.

En las zonas húmedas, o sus alrededores, en donde el agua subía y bajaba, quedando 
unos espacios inundados ocasionalmente y, con frecuencia, sin que el agua los cubriese, 
no había capacidad para conseguir una productividad agrícola, porque su puesta en valor 
y su gestión eran muy costosas. Se optó frecuentemente por criar un ganado que tenía 
vedada la entrada en los campos de cultivo irrigados, como ha estudiado A. Virgili para 
Tortosa (Virgili, 2010). Tanto en este caso como en los examinados en otras partes se 
observa un cambio de orientación económica para su gestión, pues la entrada del ganado 
no se podía realizar de manera ilimitada y, además, la conversión en tiempos feudales en 
tierras de cultivo deshizo la composición del conjunto agrícola y la relación de las áreas de 
cultivo con los espacios no cultivados, pero usados.
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Es más lo que podemos decir de las tierras que no se regaban permanentemente. 
Algunas lo eran de forma ocasional, con suministros de agua suplementarios en determinados 
momentos. Es cierto que muchos de los cultivos eran cereales, aunque no todos, porque 
había vides y árboles que crecían sin excesiva dificultad en climas poco húmedos, como la 
higuera y el almendro, o propios del mundo mediterráneo, como el olivo.

Hasta el presente no se han estudiado esos cultivos, sus sistemas y las extensiones 
que podrían ocupar y su relación con el regadío. Solo podemos poner un ejemplo, aunque 
ya muy tardío, pero, con todas las reservas, ilustrativo. En la alquería de Turillas, en la parte 
norte del distrito de Almuñécar, cuando los vecinos huyen al Norte de África, se apea su 
tierra, pues fue comprada en su totalidad por el tesorero Alonso de Morales. Es entonces 
cuando se contabilizan 90 marjales de regadío; mientras que se cuentan más de 230 
fanegas de secano. Eso quiere decir que 47.000 m2 se irrigaban y algo más de 108 Ha eran 
de secano. A todo ello habría que añadir las viñas  (233 peonadas), porque los majuelos, o 
viñas jóvenes (33 peonadas), se plantaron seguramente tras la conquista (Malpica, 1984: 
25, 27 y 28). De todas maneras, hay que anotar una clara expansión de las tierras de 
secano con vistas a una creciente comercialización de los frutos secos (López de Coca, 
2001). El trabajo de C. Trillo sobre el Repartimiento de Almuñécar parece conformar ese 
planteamiento (Trillo, 2002).

En otras partes, como se ve en el Zenete en el período nazarí, había tierras llamadas 
“campos”, sembradas de cereales y se regaban cuando había sobrantes de agua. Era 
normal hasta cierto punto, porque había sobrantes de aguas en esta área por estar situada 
en las proximidades de Sierra Nevada, en su cara norte. En sus rastrojeras podía entrar el 
ganado. Era su cultivo principal el cereal. Tal vez fuesen granos, puede incluso que trigo 
duro,  que, sin embargo, resisten a la sequía y soportan temperaturas rígidas.

Sabemos también que hay espacios en los que, buscando tierras con determinadas 
edáficas y climatológicas, como los fondos de los barrancos y las cañadas, se cultivaban 
plantas. La verdad es que no podemos precisar si era para la alimentación humana o para 
el ganado, pero no es especialmente relevante.  

La existencia de espacios dedicados a la cría de ganado puede ser establecida en 
algunos casos, aunque se alimentase en campos de cultivo no irrigados en el medio físico. 
Hay pastos naturales, pero existen en algunas áreas montañosas prados irrigados. Es un 
tema por investigar y desarrollar, lo que hasta el presente no se ha hecho. La organización 
de las acequias que surgen de algunas sierras en el reino de Granada, que captan el agua 
en zonas de nieves, lo sugieren. Es lo que sabemos que ocurre en la Alpujarra (Fernández, 
García & Villarroya, 2006) y en el Zenete (Martín, 2010), en las caras sur y norte de Sierra 
Nevada, respectivamente. Claro está que no es una práctica exclusiva de estas áreas 
peninsulares ni siquiera sólo de los andalusíes. 

Así, por ejemplo, en Inglaterra en el siglo XVII se llevaba a cabo una “una irrigación de 
prados de montaña para producir heno más abundante” (Davis, 1991). Pero es un incremento 
de una práctica muy acrisolada, porque también conocemos que es una modalidad muy 
usada en la Península (España y Portugal) e incluso en zonas de América (Santos, De 
Juan, Picornell y Tarjuelo, 2010).

Se habrá observado que la llamada agricultura de regadío es, en realidad, un 
agroecosistema más complejo de lo que en principio pudiera parecer. Su análisis se 
ha de hacer en el marco de un ecosistema y el agroecosistema resultante de este. Por 
tanto, definir la economía rural solo a partir de la agricultura irrigada no es posible. Hay 
otras líneas productivas que siempre deben considerarse y aquilatarse. Para conseguirlo 
adecuadamente es preciso avanzar en el estudio concreto de casos, sin olvidar la teorización 
siempre necesaria.
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RESUMEN 
En este artículo se estudia la intensa conflictividad por el agua que se vivió en la Galicia de 

la Edad Moderna debido al déficit de aguas de riego durante el verano, y a los complejos sistemas 
de  usufructo del agua para uso doméstico y agrícola. Para conocer las causas de los conflictos, 
su cronología, su distribución territorial y  los grupos sociales que los protagonizaron, se utilizan 
escrituras notariales –sobre todo, poderes y concordias–, y los pleitos por aguas .atendidos por la 
Real Audiencia de Galicia.

PALABRAS CLAVE: agua, conflictos, agricultura, campesinos.

ABSTRACT 
This article studies the intense conflicts for water that happened in Galicia during the Early 

Modern Period due to the deficit of irrigation water over summer, and the complex systems of 
usufruct of water or domestic and agricultural use.  In order to know the causes of the conflicts, their 
chronology, their territorial distribution and the social groups that were involved, notarial documents 
are used –above all, letters of authorizations and concords– as well as  the water lawsuits attended 
by la Real Audiencia de Galicia.    

KEY WORDS:  water, conflicts, agriculture, peasants. 
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Los usos agrícolas del agua en la Galicia del período moderno son bien conocidos 
porque es esta una cuestión relevante a la que se han dedicado importantes esfuerzos en las 
tesis de historia rural que desde 1973 se ocuparon de diferentes territorios gallegos. Desde 
un planteamiento diferente, la obra del geógrafo Abel Bouhier aportó una visión de conjunto 
y la identificación de las áreas de regadío1. Con posterioridad, numerosas publicaciones 
se han referido a esto al estudiar los regímenes agrarios, la introducción de cultivos, los 
rendimientos agrícolas o la propiedad y usufructo de la tierra, pero pocas veces ha sido 
objeto de estudios monográficos2. A día de hoy, no se conocen apenas los regímenes de uso 
del agua y no se ha atendido a la importancia de los molinos en las economías campesinas, 
aunque las cuestiones técnicas y tipológicas y sus variantes locales han interesado a 
eruditos, arquitectos y etnógrafos3; el suministro urbano cuenta solo con publicaciones 
locales4 y los cursos fluviales están empezando a estudiarse, aunque algunos aspectos no 
son desconocidos –barcajes, pesqueras, etc.5 En lo mucho que queda por hacer no puede 
alegarse falta de documentación, pero sí alguna dificultad en su interpretación. 

Ese es el caso de la faceta que hemos elegido en esta ocasión, la conflictividad generada 
por el uso y el aprovechamiento del agua, de la que ya en los años noventa del siglo XX se 
planteó la necesidad de abordarla por ser un tema constante en la documentación notarial y 
judicial gallega6. En esa línea destacan un artículo de X. Candal sobre los conflictos atendidos 
por la Real Audiencia de Galicia en el siglo XVIII, y otros de J.M. Pérez García poniendo 
en relación la conflictividad con la creciente necesidad de agua en el sistema agrario en 
suroeste gallego7. En ambos casos se utilizó documentación judicial y se establecieron las 
posibles vías de análisis, pero su ejemplo no se siguió, quizá porque la reiteración temática 
de los pleitos y su difícil interpretación, retrajeron a los investigadores. 

1. La conflictividad por aguas

En 1849, decía el vigués Martínez de Padín que las aguas de riego eran una de las 
causas más comunes de la conflictividad rural en Galicia. Dado que los caracteres físicos 
de este territorio –”la desigualdad del suelo, el poco fondo que se halla en las pendientes...y 

1   A. Bouhier, Galicia: ensaio xeográfico de análise e interpretación dun vello complexo agrario, Santiago, 
Xunta-Caixanova, 2001 (1ª, en francés, 1967). 
2   Es el caso del excente artículo de P. Saavedra, “El agua en el sistema agropecuario gallego”, en A. Marcos 
Martín (ed.), Agua y sociedad en la Epoca Moderna, Valladolid, Universidad, 2009, pp. 49-72.
3   O. Rey Castelao y R. Falcón, “Los molinos de agua en Galicia a fines del Antiguo Régimen”, Marc Bloch et 
l’histoire du moulin à eau, Site Marc Bloch, nov. (2007), 3. 
4   F. Cabanas López, Historia de la antigua traída de aguas de San Pedro de Visma (La Coruña, s. XVIII), 
Noia, Toxosoutos, 1997.
5   R. Falcón Galiñanes, “Los hombres y el agua. Usos y conflictos en el Ulla a fines del Antiguo Régimen”,  
Santiago, 2003, trabajo inédito sobre el curso del río Ulla. J. Eloy Gelabert, “Dos indicadores de la coyuntura 
económica en la Galicia del s. XVIII: los ‘barcages’ de Ulla y Sarandón”, Compostellanum, 17 (1972), pp. 289-
295. O. Gallego, “Barcas y barcajes de los monasterios cistercienses en la provincia de Orense”, Congreso 
Int. sobre San Bernardo e o Císter en Galicia e Portugal, Santiago, Xunta, 1992, pp. 337-367. A. Meijide 
Pardo, “Contribución ao estudio das pesqueiras nos séculos XVIII e XIX”, Grial, 97 (1987), pp. 317-329.
6   O. Rey Castelao, Montes y política  forestal en la Galicia del Antiguo Régimen, Santiago, Universidad, 
1995. 
7   X. M. Candal González, “Pleitos de Aguas en la Audiencia Coruñesa (1700-1799)”, Obradoiro de Historia 
Moderna, 2 (1993), pp. 85-103. J. M. Pérez García, “Irriguer ou ne pas irriguer? La guerre de l’eau en Galice 
(1600-1850)”, Hitoire&sociétés rurales, 20 (2003), pp. 37-52, y “Entre regar y no regar: la intensa disputa por 
unos recursos hídricos colectivos escasos en Galicia Meridional (1600-1850)”, en F. J. Aranda Pérez (ed.), El 
mundo rural en la España moderna, Cuenca, Universidad de Castilla-La Mancha-FEHM, 2, 2004, pp. 555-572.
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la calidad del subsuelo”– hacían necesario regar, el agua se conseguía de riachuelos y 
fuentes, mientras se perdían muchos manantiales y no había medio de utilizar los ríos. 
Y “asi sucede que aunque el uso de aguas tiene sus leyes particulares, es un semillero 
de pleitos y ocasión de muchas riñas”, subrayando la frecuencia de que en verano los 
propietarios se disputasen “las aguas hasta a mano armada”. Esa tensión derivaba también 
de la organización de las propiedades en minúsculas explotaciones y en parcelas que 
complicaban el aprovechamiento de las aguas y las servidumbres consiguientes8. No era el 
primero en decirlo, pero revela la permanencia del problema y lo explica bien. 

Antes, en 1802, el canónigo ilustrado Pedro A. Sánchez de Vaamonde, había denunciado 
que buena parte de los conflictos provenía del desmesurado número de molinos –8.278 en 
1800–, por la divergencia de intereses entre el riego y la fuerza motriz que necesitaban 
esas pequeñas industrias. Según el canónigo, la mayoría solo molía tres o cuatro meses de 
invierno e impedían racionalizar el disfrute de los derechos del agua y su uso: 

Así sucede que queriendo un propietario aprovecharse del agua que nace en su terreno, hacer 
un riego, una pequeña pradera, se le denuncia la obra con el pretexto de un molino que está a 
poca o mucha distancia, adonde va a parar aquella agua. Aquí se alega el especioso pretexto 
del bien común, como si no lo fuese mayor la multiplicación de alimentos... Juzgo pues que 
sería muy útil el que S.M. se dignase mandar que cualquiera que quisiese aprovechar el agua 
que nace en su terreno o corre por él por madre natural, no fuese impedido por nadie bajo el 
pretexto de que esta agua sirve a algún molino. Asimismo que aquel que quiera conducirla 
por terreno de otro no se le ponga embarazo, con tal que a juicio de peritos le indemnice 
del perjuicio… No se me diga que se vulnerará con esto esl derecho de propiedad…pero es 
constante que esta debe ceder al bien público bien conocido9.

Esa proliferación obedecía a una economía de minifundio y autoabastecimiento en la 
que cada explotación agraria y cada familia necesitaban hacer harina con su propio cereal. 
Sin embargo, la conflictividad que generaban derivaba en gran medida de su régimen de 
propiedad y de problemas de herencia y gestión, y solo una parte se debía al uso del agua y 
esta nos interesa en la medida en que formaba parte de la conflictividad general por aguas.

Dando la razón a Padín y a Sánchez de Vaamonde, no hay duda de que la conflictividad 
refererida al agua fue constante y generalizada, y aunque dio lugar a casos de violencia, era 
de baja intensidad –porque no afectaba a grandes intereses económicos– y se inscribía en 
las quiebras cotidianas del mundo rural. Sin embargo, no se puede conocer su verdadera 
magnitud, ya que por su frecuencia y su naturaleza intra-vecinal, una parte de los conflictos 
imposible de calcular se resolvía mediante acuerdos verbales, con o sin testigos, cuya 
existencia aflora en la documentación notarial y judicial, o bien a través de escrituras privadas 
que solo dejan pistas si se llevaban ante notario10. Puede decirse que la conflictividad por 
aguas dibuja una pirámide con una base amplia y una cima estrecha, ya que pocas veces 
se llegaba a las instancias judiciales más altas. 

8   L. Martínez de Padín, Historia política, religiosa y descriptiva de Galicia, Madrid, Tipografía A. Vicente, 
1849, 1, p. 73, 158 y 206.
9   Reproducido en La economía gallega en los escritos de Pedro Antonio Sánchez, Vigo, Galaxia, 1973, p. 
144.
10   Es el caso de un “papel simple de ajuste” hecho en setiembre de 1685 entre Gregorio de Lodeiros y 
Domingo Pereiro sobre el uso y aprovechamiento de unos robles y un agua que “viene de la Chousa de Val 
y otras partes para el lugar de Andeade y pasaba por el salido de la Aira de Domingo”; el acuerdo se elevó 
a concordia notarial en 6-2-1686, Fondo de la familia Porras (FFP), “Índice o compendio de los papeles de 
este archivo de Raindo”, propiedad de Baudilio Barreiro, quien nos ha facilitado la documentación; las citas 
pertenecen al libro VI, f. 124.
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En cierto modo, la enorme importancia que en este tema tenían los arreglos verbales 
y los procedimientos para-judiciales se relaciona con la ausencia de leyes precisas que 
recomendaran acudir a los jueces para la resolución de los conflictos. Galicia estaba 
sometida a la legislación de aguas de la Corona de Castilla, que apenas cambió desde las 
Partidas de Alfonso X hasta el Código Civil de 1889, lo que no deja de ser sorprendente 
en una monarquía que interfirió permanentemente en los usos y derechos de la propiedad 
colectiva. La idea central de la ley castellana es que el agua está ligada a la tierra y que 
ambas son propiedades conjuntas, pero de las Partidas se deduce el agua se consideraba 
apropiable y objeto de comercio y patrimonialización como la tierra y que por lo mismo, 
podía negociarase con esta o de forma separada, en cuyo caso, lo que se cedía gratis o por 
precio era la servidumbre de sacar y conducir el agua nacida en un predio11. Algunas zonas 
de Galicia se regían mediante ordenanzas, pero en el resto imperaba la costumbre y esta 
afectaba tanto al agua de propiedad colectiva como a la de propiedad particular. Respecto 
a esta, la costumbre permitía el trasvase de agua entre fincas de un mismo propietario y 
contemplaba la venta del agua separada de la tierra. En cuanto a la de uso comunitario –sin 
duda, predominante–, la ley castellana establecía que las aguas corrientes se consideraban 
públicas  e integradas en los bienes comunales de los concejos y otorgaba la condición 
concejil a las aguas que nacían y corrían en sus jurisdicciones, aunque no estaba claro si era 
derecho de propiedad o de uso y aprovechamiento12. En Galicia había regímenes diferentes 
que son mal conocidos, pero se sabe que los sistemas de acceso, reparto y control del 
agua de riego se basaban en una regulación –no necesariamente escrita– emanada de los 
“lugares”13, aldeas y parroquias que la compartían14. La servidumbre de agua se basaba a 
su vez en el reparto hecho según la tradición por unos vecinos en los que se confiaba por 
su ascendiente social o por su cualificación, y que para hacerlo atendían a los derechos 
adquiridos por herencia, compraventa o trueque. Ahora bien, la Real Audiencia de Galicia, 
como organismo representante de la monarquía, se encargaba de que costumbres y usos no 
se contradijeran con la ley, por poco precisa que esta fuera, y de asimilarlos al ordenamiento 
jurídico castellano, ya que si por sus atribuciones de gobierno, la Audiencia era responsable 
de mantener los equilibrios sociales, como órgano judicial tenía que atender todo tipo de 
conflictos15.

En cualquier caso, la Audiencia y los tribunales estaban para resolver pleitos y no 
para la vida normal y para la adopción de decisiones privadas, de modo que la falta de 
normas generaba inseguridad. Por eso en las escrituras notariales es frecuente hallar 
muchas en las que se testifican, se establecen o se reconocen usos y aprovechamientos 
del agua, asegurándolos ante escribanos y testigos para evitar futuros pleitos o para prever 
ulteriores cesiones, partijas, repartos, etc. Como ejemplo de lo primero vale la solicitud que 
en 1525, Gonzalo de Montaos, vecino de Santiago, hizo a un notario para que levantase 

11   E. Torijano, “El agua como bien privativo (de las Partidas al Código Civil)”, en A. Marcos Martín (ed.), Agua 
y sociedad…, p. 73.
12   C. de la Fuente Baños, “El conflicto que no cesa. El agua y los concejos castellanos en la Epoca Moderna”, 
en A. Marcos Martín (ed.), Agua y sociedad…, p. 87.
13   El lugar es un tipo de organización del espacio que se asemeja a una aldea en tanto que vincula casas 
y tierras –y como aldea hay que interpretarlo muchas veces–, pero se añade la vinculación a un foro o a un 
coto jurisdiccional.
14   A. Sánchez Rodríguez, “Dominio, uso y conflictos de aguas en la agricultura gallega contemporánea”, 
1998; archivo en red: http://www.unizar.es/red_agua/sanchezr.htm. 
15   O. Rey Castelao, “La justicia del Rey en la Galicia del Antiguo Régimen”, en ¿Quen manda aquí? O Poder 
na Historia de Galicia, Santiago, Asociación Galega de Historiadores, 1999, pp. 167-191. 
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y firmase un testimonio de cómo el agua de la fuente del Cardenal pasaba por el lugar 
de Vite que le pertenecía. Del permiso de uso, nos sirven dos concedidos mutuamente 
en 1575 por Juan Osorio de Goyanes, de Compostela, y Alberte Douteiro (Bugallido16), el 
primero para que este pudiera sacar agua del regato que iba hacia el lugar de O Barreiro, 
que era de Juan Osorio, y el segundo para que este llevase el conducto y corriente de 
agua desde O Barreiro y conducirla por diferentes sitios. En aquel año, el escribano Juan 
Lozano (Quembre), consintió al tesorero de Santiago, Vasco da Fraga, que aprovechase el 
agua que pasaba por unos agros, y en 1591, Juan González, párroco de Logrosa, permitió 
a Gregorio de Negreira (Negreira) que llevara agua del riego de un lugar. La existencia de 
acuerdos escritos también sale a relucir en pleitos, como se ve en el requerimiento hecho 
en 1590 por Bastián do Souto al notario Juan Rodríguez de Moíño, de un traslado de una 
escritura que habían hecho él, Juan Míguez y Pedro Castelao sobre un agua, motivo del 
litigio que trataba con estos17. La ley castellana reconocía que cuando un agua pasaba 
por una propiedad, el dueño solo podía servirse de ella en lo que le correspondía si la 
corriente pasaba entre dos fundos18, de ahí la monotonía de estos acuerdos en que se 
reconocía servidumbres de paso y de riego de agua entre particulares. Con frecuencia, el 
que otorgaba residía en sitio diferente de quien se beneficiaba del acuerdo y por lo tanto no 
disfrutaría de forma directa el agua que cedía.

Muchas concordias notariales en realidad no se hacían para resolver conflictos, sino 
que han de entenderse como convenios, compromisos o acuerdos sobre el uso del agua. 
Esto era posible porque la ley permitía que el propietario de una tierra cediese gratis o por 
precio la servidumbre de sacar y conducir el agua nacida en esa tierra19. De ahí que no 
consten problemas en la concordia entre Pedro da Canle, clérigo, y Juan López (de Cesar), 
por el agua que salía debajo de la casa de Alonso López, comprometiéndose el primero a 
llevarla por un prado de Juan López. Tampoco en la que firman en 1568 Pedro de Cantona 
(Luou) y Juan Sánchez (Calo), con Juan y Bartolomé de Bustelo (Luou), sobre el reparto 
del agua de un arroyo, acordando que un molino de los Bustelo debería tener siempre agua 
para moler, y que cuando no les hiciera falta, permitirían a los otros desviar el cauce para que 
pudieran regar. Ni en la de 1569 entre Pedro Pexín (Lucí) y Gregorio da Iglesia (Calo), en 
razón del aprovechamiento de un agua en una tercera localidad. O en la que medió en 1582 
entre Alonso de Vite y Andrés Douteiro, de extramuros de Santiago, consintiendo el primero 
en aprovechar parte del agua de un río, a cambio de poder emplearla si la necesitaba para 
regar sus heredades. En 1643 Pedro Bermúdez, escribano real afincado en Compostela, 
hizo otra con Pedro y Juan de Rendo, de Ponte Ulla, sobre el aprovechamiento del agua de 
dos lugares en esa feligresía20. En estos acuerdos, como en los anterirores, los intervinientes 
no vivían en las mismas parroquias, aunque son casi todos rurales, y por lo tanto era más 
necesario regular aquello que no se compartía a diario y podía ser objeto de problemas con 
terceras personas. Rara vez la concesión de permisos se hacía por parte de instituciones21.

16   Pondremos siempre las parroquias de vecindad de los litigantes para subrayar su dispersión.
17   Archivo de la Catedral de Santiago (ACS), Protocolos, legs. 004, 30-1-1525; 060, 5-02-1575 y 064, 12-02-
1575; 076/3, 18-02-1575; 107, 6-02-1591y 105, 24-1-1590.
18   E. Torijano, “El agua como bien privativo…”, p. 84.
19   Ibidem, p. 73.
20   ACS, Protocolos, legs. 014/2, 13-03-1532; 042, 2-09-1568; 46/1, 22-05-1569; 084, 8-04-1582 y 181, 20-
12-1643
21   Es el caso de dos otorgados en 1582 por los Clérigos del Coro de la catedral compostelana, quienes 
dieron poder a Fructuoso da Fonte y a otros consiliarios de esa cofradía, para firmar un acuerdo con Lope 
Osorio de Mercado y Nuño Álvarez de Sevil, sobre la traída de agua que querían llevar de un puerto en la 
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La existencia de condiciones no era rara, como tampoco las compensaciones 
económicas. Así, en 1578 Juan de San Martiño y Juan Crespo (Figueiras), hicieron una 
concordia permitiendo el primero que, a cambio de cinco ducados, el otro aprovechese el 
agua de la fuente de Fontecova –situada en el lugar donde este vivía y que tenía arrendado 
por veintinueve años–, con el objeto de que cultivara una tierra. En 1581, se escrituró otra 
entre Juan Vázquez, labrador de Buscás, y Diego López de Castro, señor del coto de 
Faramilláns, y su mujer, por la que aquel les dejaba el agua de una fuente situada junto 
al coto, entregándole Diego veinte ducados22. Estas operaciones permiten sospechar otro 
tipo de relaciones económicas entre las partes en las que el agua, o bien era objeto de una 
venta encubierta, o se empleaba para pagar una deuda.

En otras ocasiones, las concordias se hacían para escriturar repartos de aguas. En 
1586, Andrés de Caneda y Jácome da Ponte, labradores, vecinos de Solovio, extramuros 
de Santiago, hicieron una ante notario sobre el reparto del agua para regar sus respectivos 
agros, y en 1627, Gregorio de Ferradas y consortes, en nombre de los vecinos de una 
aldea del coto de Bon, otra con Bastián Martínez, labrador, en torno al reparto de un agua 
de riego en Pumadelo. No obstante, los repartos y prorrateos de aguas aparecen con esa 
denominación notarial más que como concordias, cuando se optaba por llevar los repartos 
ante notario, que sería lo menos frecuente. Por supuesto, también el agua era objeto de 
división en las partijas de herencias –incontables–, o en los apeos de bienes. Un ejemplo de 
esto último es el apeo de los lugares de Castro de Bama y Belbís y de la distribución entre 
ambos del agua de una fuente, hecho en 1503 a petición de Gabriel Núñez y su mujer y de 
Juan Mariño y la suya, vecinos de Santiago, en virtud de comisión del juez de la audiencia 
arzobispal por la que se citó ante notario a cuatro testigos; el resultado fue que, teniendo 
esa fuente dos chorros del mismo calibre, cada uno iría para cada aldea y puesto que cada 
uno estaba dividido en tercios, la misma división tocaría al agua23. 

2. Dar y concordar: las soluciones parajudiciales

Por muchas seguridades que se adoptaran, el uso y aprovechamiento del agua 
se hacía a diario y los conflictos podían surgir en cualquier momento, especialmente en 
verano. Ahora bien, en su mayoría no llegaron a los tribunales y no deben buscarse en los 
archivos judiciales, porque al ser una conflictividad de bajo tono y producirse entre personas 
y grupos que convivían en una misma comunidad o en comunidades limítrofes, se prefería 
restaurar la convivencia y evitar costes, llegando ante notario a acuerdos previos a acudir a 
la justicia. En un escalón superior, son incontables los poderes para pleito y los convenios 
y concordias hechos una vez iniciado un conflicto; aparecen también sentencias arbitrales 
emitidas por personas consensuadas por las partes. Más arriba, los pleitos entendidos por 
las justicias señoriales y subiendo otro peldaño, las demandas puestas ante la Audiencia 
de Galicia y las resoluciones adoptadas por esta. Y así sucesivamente, en cada nivel la 
pirámide dibujada por la conflictividad es más estrecha y es raro encontrar pleitos que 
hubieran llegado a las máximas instancias judiciales, y apenas hemos encontrado alguno 

localidad de Boqueixón, a dos lugares que eran de propiedad de los cofrades. Luego hicieron concordia con 
los mismos sobre el desvío del agua naciente en una gruta en la aldea de Linares, que estos pretendían y 
a los que se concedió cierto espacio para que pudieran llevarla, aunque imponiéndoles condiciones (ACS, 
Protocolos, leg. 67, 2-03-1582).
22   ACS, Protocolos, legs. 072/1, 20-12-1578 y 083, 28-11-1581.
23   ACS, Protocolos, legs. 094, 15-01-1586 y 177/1, 2-06-1627. FFP, “Índice o compendio…”, libro VIII, f. 20.
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en la Chancillería de Valladolid. Vayamos paso a paso, olvidándonos de los problemas 
surgidos y resueltos en el nivel puramente verbal y empezando por el siguiente, en donde 
hay rastros escritos.

En ese nivel hay que situar los acuerdos que arreglaban disensiones que no habían 
llegado todavía a pleito. Raras veces se ha medido la importancia de las concordias y 
arreglos, pero en la segunda mitad del siglo XVIII, en la comarca de A Ulla, próxima a 
Santiago, el 4.6% de las escrituradas ante notario tenían que ver con el agua, de lo que 
se deduce que no eran pocos los litigios que morían antes de llegar a los tribunales24. 
Pero los encontramos siempre y en todas partes. Es el caso de la concordia de 1581 entre 
Jácome García, mercader compostelano, en nombre de su madre, y Bartolomé González, 
un labrador de Luou, en la que liquidaban las diferencias existentes entre ellos con el 
permiso que este daba a los otros para que cerrasen eras en el lugar de Regoufe, a cambio 
de aprovechar para sí el agua de una traída cercana. O la que en 1629 hicieron Pedro de 
Costoya y otros en nombre de los demás vecinos de Viduido, con María de Regueiro y los 
vecinos de tres aldeas de la misma parroquia, sobre diferencias por el agua que iba del río 
del Arzobispo al de Condumiña. En ese año, otra concordia de Antonio Fernández y Pedro 
Preto, arreglaba una discordia por la presa de agua que surtía la aldea de Callobre, y por la 
que iban a ir a pleito. Y en 1645, los hermanos Bastián y Alberte de Garabal, se arreglaron 
con Miguel Díaz, todos labradores de Figueiras, sobre el riego de agua de un lugar el que 
vivían los tres25. 

Incluso pueden encontrarse poderes notariales destinados a proponer un arreglo 
antes de entrar en acciones judiciales, nombrando mediadores para cerrarlo: así lo hicieron 
en 1572, Vasco de Cuns y otros, y Alonso da Barreira, todos vecinos de la misma parroquia 
(Cando), a favor de su convecino Martiño de Cernadas y a Alberte de Cernadas, de una 
parroquia cercana, para que arreglasen las diferencias que matenían sobre el agua de la 
Cortiña dos Lagos. De modo similar, en 1584, Pedro de Texo, en nombre de su madre, María 
de Texo, y Juan Vidal, labrador, de San Fiz de Solobio, extramuros de Santiago, acordaron 
dar poder a terceros para resolver sobre la pretensión del último de aprovecharse de un 
regato de agua que iba a una aldea26.

Subiendo en la pirámide de la conflictividad, nos hallamos ante el alto valor disuasorio 
de los poderes para pleito. En realidad, el hecho de que alguien diera un poder a procuradores 
para poner un pleito, era una declaración de intenciones que muchas veces no tenía más 
recorrido, por eso no es raro que la narración de motivos tuviera un tono amenazante27. 
Obviamente, los poderes también se daban para responder a una demanda o a una 
querella28. Unos y otros son abundantísimos en los protocolos gallegos y se han empleado 
para estudiar las fases previas o preliminares de la litigiosidad. Cuando especifican el motivo 
de los pleitos, los de aguas son frecuentes: en el corregimiento de Baiona, el 12.1% eran 

24   C. Alegre Maceira, Dar y concordar na Ulla do século XVIII, A Coruña, Diputación Provincial, 2009, pp. 
64 y 88.
25   ACS, Protocolos¸ legs. 082, 17-06-1581; 163, 17-04-1629; 163, 11-10-1629 y 187, 31-03-1645.
26   ACS, Protocolos¸ legs. 57, 1572-03-18 y 090, 24-10-1584.
27   Es el caso del otorgado en 1607 por don Antonio Ozores de Sotomayor, como mayordomo del Hospital 
Real de Santiago, a Gregorio Francisco, dándole orden de querellarse contra Elvira González, viuda, Juan 
González y otros vecinos de Sta. Baia de Vigo, que quitaban el agua de los molinos que allí tenía el hospital 
(ACS, Protocolos, leg. 169/2, 13-10-1607).
28   Como el dado en 1635 por Gregorio Neto y otros labradores, vecinos de Conxo, a Juan Vidal, labrador, 
su convecino, y a Andrés Villar, procurador en la Real Audiencia, para que salieran a pleito que se les había 
abierto por el agua fluyente de la laguna de Lamas de Abade (ACS, Protocolos¸ leg. 187/2, 17-10-1635).
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por servidumbres –especialmente de aguas– y en la comarca de A Ulla, el 3,5% eran por 
aguas en la segunda mitad del XVIII29. 

Si en esos planos la conflictividad por aguas se resolvía en el ámbito pre-judicial o 
parajudicial, es más interesante constatar que la judialización tenía vuelta atrás, recurriendo 
a mediadores que deberían actuar como “jueces árbitros” cuando los pleitos ya estaban 
iniciados –sustrayéndolos a los tribunales– y cuyas decisiones serían asumidas por los 
contendientes, retirándose del pleito en instancias judiciales. Este tipo de poderes son 
muy frecuentes a fines del siglo XVI y en el primer tercio del XVII. Es el caso del acuerdo 
adoptado en 1568 entre Fernando Freire y Tomé de Pedrouzos (de Ames), sobre el pleito 
que sostenían por el riego del agua de Riamonte, otorgando ambos su poder a jueces 
árbitros para que lo resolviesen. O en el que dieron en 1572 Aparicio Balcaide y Juan y 
Gonzalo de Fixó, vecinos de Calo, a Bieito de Biduído y Juan Sánchez, para liquidar el que 
mantenían por el paso del agua que llegaba del lugar de Socastro en aquella feligresía. 
En ese año, Juan de Carracedo y Tomé de Nario, de Buxán, llegaban a un compromiso 
nombrando a Pedro de Currás y a Juan do Casal, sus convecinos, como jueces árbitros un 
conflicto por un agua de regadío. Y en 1583, Fernando Freire y Pedro de Roán con Juan 
de Ozón y sus consortes, todos de Ames, que pleiteaban por idéntica razón, nombraron a 
terceros para llegar a una solución30. 

Más raro es encontrar las sentencias arbitrales dictadas por los mediadores, pero entre 
los protocolos hemos encontrado una de 1566 dada por Pedro de Goldriz, nombrado por 
Juan do Casal, vecino de Recesende, y por Jácome Carneiro, nombrado por Álvaro López 
da Somoza, mercader compostelano, en conflicto que tenían sobre unas heredades en 
las que Casal había sacado el agua sin licencia del otro; los dos apoderados eran vecinos 
de una tercera localidad, Ons. Y otra de 1590, en la que Bartolomé de Erviña, párroco de 
Biduído, y Marcos Díaz, párroco de Calo, fueron los árbitros escogidos para un pleito que 
sobre agua y riego trataban Sebastián do Souto y consortes, de Biduído, con Lorenzo 
Míguez y consortes, de Calo31. En fin, en estos y otros casos la confianza se depositaba 
en mediadores cualificados, como esos párrocos, o en individuos que contaban con la 
confianza de ambas partes o al menos con cierta capacidad para hacerse respetar, y sin 
duda, con un buen conocimiento del medio en el que se movían, que era el suyo propio, ya 
que eran siempre de la misma vecindad o de localidades limítrofes.

3. Los conflictos en los tribunales señoriales

El nivel inmediatamente superior era el de los pleitos ante las justicias señoriales, 
donde se iniciaban las acciones cuando no había una solución pacífica. En Galicia, en 
1760, solo un 2.1% de los vecinos carecían de señor y el 8,3% era de realengo, pero 
los demás eran vasallos de señorío secular (48.9%), eclesiástico (38.9%) o de órdenes 
militares (1.7%)32. Más de 3.500 parroquias se encuadraban en 665 jurisdicciones y cotos 
que además de ser pequeños, eran muy dispersos, de modo que dos vecinos de parroquias 
limítrofes –incluso de la misma– podían pertenecer a señoríos distintos y por lo tanto el juez 
de uno no tenía competencia sobre el otro y a la inversa. Además, los innumerables jueces 
de señorío tenían una formación escasa o nula y una notable propensión a las corruptelas, 

29   C. Alegre Maceira, Dar y concordar..., p. 135.
30   ACS, Protocolos, legs. 042, 13-01-1568; 57, 27-02-1572; 089, 12-05-1584 y 086, 17-01-1583
31   ACS, Protocolos¸ legs. 040, 29-05-1566 y 105, 25-05-1590.
32   A. Eiras Roel, “El Señorío gallego en cifras”, Cuadernos de estudios gallegos, 103 (1989), pp. 113-135.
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de modo que sus veredictos generaban bastante desconfianza33: precisamente por eso, los 
vecinos acudieron asiduamente a la Real Audiencia, que era un tribunal supraterritorial que 
podía acoger pleitos en primera instancia, y “profesional”, lo que, como veremos, permitía 
pensar que los jueces eran más neutrales.

Obviamente, las justicias señoriales, por su proximidad, acapararon una gran parte de 
los conflictos por aguas, pero la documentación de esos tribunales se ha perdido o forma 
parte de archivos privados. En los casos que han podido estudiarse, los pleitos por aguas 
aparecen en buen número. Así lo comprobó J.M. González Fernández al tratar el juzgado 
de Bouzas, villa limítrofe a la villa de Vigo, donde entre 1740 y 1819 se registraron 49 pleitos 
entre 745 causas civiles, el 6,6%. También ese autor constató que los jueces o sus asesores 
lo consideraban un tema menor –no mediaban causas de alto valor económico– y que los 
acuerdos alcanzaban cifras muy importantes. Sin embargo, la falta de agua perjudicaba a 
la producción agraria o al funcionamiento de molinos, o estos interferían en los otros usos 
del agua, y por eso eran frecuentes las riñas y pendencias: nada menos que el 37.8% de 
las causas criminales de ese juzgado respondía a agresiones físicas o verbales derivadas 
de servidumbres de aguas o de paso34.  

La proximidad de la justicia señorial explica que se acudiera a ella en primera instancia, 
pero el coste y las incomodidades generadas por los pleitos en la convivencia comunitaria, 
no recomendaban seguir hasta el final y por eso aparecen numerosos apartamientos entre 
las escrituras notariales, dado que, puesta en marcha una causa civil, una de las partes 
podía desistir de su seguimiento en cualquier momento procesal. Así por ejemplo, en 1596, 
Domingo de Rubio y María da Granxa (Sta. Baia de Vigo), se apartaron de una querella que 
se habían puesto a causa de una discusión sobre el uso del agua de un monte. En 1632, 
Bartolomé da Iglesia y Gregorio da Iglesia, su tío, de Oín, lo hicieron de querella interpuesta 
por aquel contra este por impedirle el uso de una presa de agua. Y en ese año, Juan de 
Bustelo “el Mozo” y Juan Rodríguez, ambos de Herboso, se apartaron de la querella de 
fuerza que había presentado el primero porque el otro le impedía usar un agua para su agro 
de Medial. En 1635, Bartolomé de Outeiro y Domingo Cousiño (Valga), se allanaban ante 
notario de un pleito con Juan Fariña, escribano y procurador de la audiencia Arzobispal de 
Santiago, por un regato perteneciente a Juan y que ellos llevaban para su huerta. A veces 
era el demandante quien se apartaba, como lo hizo en 1608 el compostelano Fernando 
Muñiz, de la querella que había interpuesto a Fructuoso Fernández, de Conxo, porque 
este le quitaba el agua que iba por un camino a un agro, o en 1647 Pedro Mariño, labrador, 
de Luaña, de querella presentada contra Juan González y Alonso Vázquez, de la misma 
vecindad, en razón de una presa de agua, que había pretendido quitar y llevar para su molino. 
En estos casos, cabe pensar en una retirada a tiempo más que en un reconocimiento de la 
razón del otro, o en una rectificación por parte del demandado, o incluso en una coacción35.

33   Por ejemplo, en un poder notarial de 10-5-1815, Jacinto Alvarez, de Valeixe, dice que en febrero, “con 
motivo de hallarse en la quieta y pacifica posesión de llevar en todos tiempos del año el agua que corre por 
el riego que ba a la presa nombrada del Coto de Perdices, para la fertilización de los terrenos que tiene dho 
lugar”, junto con otros vecinos del lugar de Breavi, “se propasó a cortarla y llevarla indebidamente Francisco 
Vieites y Pedro Sánchez, vecinos de Los Pereiros”, jurisdicción de Petán, para un terreno que tenían en 
arriendo del licenciado don Mauricio Vidal, de A Coruña, y se querellaron contra ellos en la jurisdicción, pero 
el juez les suprimió el socorro necesario y tuvieron que a acudir a la Audiencia; Archivo Histórico Provincial de 
Pontevedra (AHPP), Protocolos, leg. 4028, f. 69.
34   J. M. González Fernández, La conflictividad judicial ordinaria en la Galicia atlántica (1670-1820), Vigo, 
Instituto de Estudios Vigueses, 1997, p. 104.
35   ACS, Protocolos¸ legs. 118/3, 12-07-1596; 177/7, 31-10-1631; 178/1, 5-01-1632; 182/2 10-9-1635; 13/1, 
21-11-1608 y 189, 17-12-1647.

Ofelia Rey Castelao



54 | Vínculos de Historia, núm. 1 (2012)

En definitiva, la fuerza disuasoria de una demanda era indudable y siempre era mejor 
llegar a acuerdo. Las concordias y convenios en el transcurso de un pleito son incontables 
y de una casuística variadísima que ilustra sobre los usos posibles del agua, por lo que 
daremos algunos ejemplos de la Tierra de Santiago. Un reparto de aguas de un lugar era 
el motivo del litigio que sostenían Alonso Franco con Pedro Díaz y consortes (Calo) y en 
1568 deciden llegar a arreglo ante notario; es más o menos lo mismo que arregla una 
concordia entre Pedro Mariño de Beiro, clérigo capellán del Hospital Real de Santiago, 
y sus hermanos, con Marcos de Roxos, labrador (Villestro), apartándose del pleito por el 
agua que iba para el lugar de Roxos, y repartiendo el agua la mitad de cada semana para 
cada lugar. El sitio por donde debía correr el agua destinada al riego de unos agros, motivó 
un pleito entre Gregorio de Vilanova y Alonso Viéitez (Recesende), llegando a acuerdo 
en 1569. El paso de aguas entre las casas de dos familias provocó otro entre Rodrigo 
Zapatero, de Meavía, en nombre de Gregorio Couceiro y Marquesa de Seoane, mujer de 
Alonso Ribela, y Álvaro de Somoza, de la misma vecindad, por sí y por su mujer y su hijo. 
El abastecimiento de aguas de la casa rectoral de San Simón de Ons se sustanció en una 
concordia entre Francisco de Fontenlo, racionero del colegio de Sancti Spiritus de Santiago, 
rector de aquella parroquia, con Gonzalo do Sixto y los demás vecinos de una aldea de esa 
feligresía. El uso de una presa de agua en una aldea de Ribasar fue objeto de un “contrato” 
de 1620 entre Pedro Mariño de Angueira, vecino de Rebasar, y Juan López de Boado, de 
Santiago, en una querella interpuesta por este. En 1632 una concordia de Francisco de 
Romille, labrador, de Carcacía, con la cofradía de los Clérigos del Coro, obligaba al primero 
a restablecer el cauce original del agua que pasaba por donde vivía y que había desviado 
perjudicando a los colonos de la cofradía36.

A veces se producía una compensación económica para resolver el asunto. Así fue 
en el concierto firmado en 1589 por Lope de Bendaña, de Santiago, como tutor de los hijos 
del difunto Álvaro de Bendaña, y Juan Paxaro, vecino de Foxás, entre los que había pleito 
por la levada o curso de agua que este aprovechaba para regar sus heredades en un lugar, 
consintiendo el primero que ese uso se mantuviera a cambio de una renta anual de cuatro 
ferrados de trigo. También con una compensación se firma en 1629 una concordia entre 
Bartolomé López de Neira, de Santiago, como sucesor en un vínculo, con Andrés de Vilas 
(Sar), que trataban pleito sobre una presa de agua y un molino, obligándose este a pagar al 
otro un ferrado de trigo de renta anual por el uso del agua. En casos extremos, se buscaban 
soluciones eficaces –dinero por medio– para resolver los problemas, como hizo el titular de 
la Casa de Raindo, el regidor compostelano don Juan Porras: en una concordia de 1672 
entre Pedro de Quintela (Donbodán), y Andres y Pedro do Seixo (Branza), como colonos 
a medias del regidor en su lugar y molino de Piñeiro, se había llegado a un acuerdo sobre 
el agua que iba hasta allí desde el lugar de Trasbar y otros, estableciendo que de mayo a 
setiembre el agua fuese al molino y luego siguiese hacia el que tenía más abajo Pedro do 
Seixo, sin que pudiera ir a regar ningún prado ni territorio, a cuyo fin se dejaba la sobrante 
del molino y toda en los otros siete meses; el conflicto retoñaba cada poco y el regidor 
acabó comprando el molino37. Obviamente, esta solución no estaba al alcance de todos, 
sino de sectores acomodados que tenían un interés especial de tipo económico o social en 
los bienes sobre los que se litigaba. 

36   ACS, Protocolos¸ legs. 046/1, 9-12-1568; 120/2, 10-05-1602; 046/1 20-3-1569; 055, 17-4-1572; 055, 31-
07-1572; 160, 14-2-1620 y 167, 14-10-1632.
37   ACS, Protocolos¸ legs. 102, 7-01-1589 y 163, 15-11-1629. FFP, “Indice o compendio...”, lib. VI, fs. 201 y 
202
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Cuando habían sucedido actos violentos, agresiones personales o destrozos 
materiales, también se llegaba a concordia aunque en esos casos, la justicia podía actuar 
de oficio si el acto violento había sido grave. En su mayoría eran casos entre particulares 
y los acuerdos restañaban los problemas, de ahí la tendencia al arreglo, como sucede en 
una concordia de 1765 entre don Jacinto Antonio de Mosquera y Domingo Domínguez (de 
Valeixe), después de que el primero presentase querella ante la justicia ordinaria contra 
el otro “sobre averle arrasado y destruido dos presas”; el demandado se comprometió a 
reedificar la presa y a no repetir tal cosa “ni menos perturbarle el corriente de agua desde 
que se fenecen las riegas de los maises hasta que se buelven a principiar”, además de 
pagar las costas, en tanto que el otro se comprometía a respetar las riegas38. En 1797, 
Antonio de Carbia, labrador (de Vedra), puso querella criminal ante la justicia de Ximonde 
contra Domingo Nodar (de Sarandón), por una paliza que este le había dado a causa de 
un agua de riega de unos herbales, y en ese mismo año, María de Pazos (Sales), mujer de 
un emigrante, y su hijo, contra Antonio Villar (Vedra) quien había disolacado un brazo a la 
mujer en una pelea a causa de un agua, habiendo ella puesto una querella criminal ante el 
juez39. En ambos casos optaron por hacer concordia ante notario. 

En los tribunales señoriales encontramos todo tipo de problemas de aguas de riega y 
todo tipo de clientes, no solo gente del común. Hallamos instituciones o individuos del clero 
en conflictos que les atañían como terratenienes o como titulares de parroquias y, por lo 
tanto, usufructuarios de la casa rectoral y de sus tierras. En 1531, los alcaldes mayores de 
Santiago, dictaron ejecutoria en pleito y querella criminal del monasterio de Pinario contra 
Gonzalo de Montaos y otros que con violencia y acompañados de gente armada, en plena 
noche mudaron de su curso natural las corrientes de una fuente sita en una heredad y monte 
que el monasterio tenía en el lugar de Vite; el monasterio había hecho la fuente y tenía 
derecho a que las aguas siguiesen su curso, por lo que sus criados fueron a rehacerla, y 
de nuevo Gonzalo y sus consortes obligaron al cambio40. En Compostela había otro tribunal 
más importante, el justicia mayor del arzobispo, que atendió pleitos como el nacido de 
una demanda puesta en 1591 por Mateo de Mondragón, abad de Coiro, contra Francisco 
González y otros vecinos, porque “teniendo una presa antigua de agua que sacava del 
río de Casierra… para el servicio del lugar y heredades de dho. su beneficio, que llaman 
iglesario, y estando en posesión inmemorial”, desde hacía cinco meses “de noche secreta 
y escondidamente se fueron a la dha. presa y la deshicieron toda ella procurando sacar el 
agua della”; el juez les ordenó no perturbar al demandante41. 

Los hidalgos con patrimonio rural acudían por sí mismos a las justicias señoriales 
de donde lo tenían o de donde residían, o bien lo hacían sus colonos. Tomemos como 
ejemplo la familia Porras, radicada en Compostela, pero cuyas tierras estaban esparcidas 
en la comarca compostelana42. En un pleito de 1594, el juez ordinario de Santiago dio 
información a pedimento de Juan de Piñeiro (Illobre), como casero o colono del regidor 
Juan Porras en el lugar de Asperela y Viñó, en contradicción de querella de fuerza contra 
él dada por Pedro de Castro, también de Illobre, sobre uso y aprovechamiento de un salido 
o espacio junto a las casas de ese lugar y por donde había de ir el agua que salía de la 

38   AHPP, Protocolos, leg. 4004, f. 19
39   Archivo Histórico de la Universidad de Santiago, Protocolos, legs. 6438, f. 72 y 6439, f. 105.
40   Archivo Histórico Diocesano de Santiago, San Martín, lib. 34.
41   AHPP, Protocolos, leg. 4777, s.f.
42   FFP “Índice o compendio...”, lib. VIII, f. 50 y 280 y VI, f. 16-17 y 202. Para ver la importania de esta casa: 
B. Barreiro Mallón, “El dominio de la familia de los Porras y la evolución de las rentas agrarias en la tierra de 
Santiago”, Obradoiro de Historia Moderna (1990), p. 25.
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fuente de Viñó para sus huertas o cortiñas; consta que una serie de bienes de Juan de 
Piñeiro y de Pedro de Castro eran anejos al lugar de Juan de Porras “y que el agua de dicha 
fuente siempre corrió por la congostra que va a la aldea para las casas del referido Pedro 
de Castro hasta llegar a la huerta y de alli la pasaban adelante para las cortiñas del citado 
lugar”. Aunque ignoramos cómo terminó, lo importante es que se optara por el juez de 
Santiago, donde residía el regidor, que este se viera implicado en un conflicto entre colonos 
suyos, que estos compartieran un agua destinada a regar huertas además de surtir a las 
casas, y que litigaran por lo que no era suyo de derecho sino solo en usufructo, saliendo el 
propietario a favor de uno de ellos. En 1719, Jerónimo Alonso, casero de la misma familia 
Porras en el lugar de Calvos –más en concreto, lo era de don Gonzalo Porras–, se querelló 
de fuerza ante la justicia de Bendaña contra Lucas y Francisco de Montaña sobre uso 
y aprovechamiento del agua que nacía en la fuente de aquel lugar para los territorios y 
prados de “dcho. señor intentando los acusados llevarla por otra parte”, lo que remite a un 
problema semejante pero en el que se acude a la justicia más próxima al demandante. La  
justicia de Bendaña atendió otros conflictos relacionados con esta familia y con su Casa de 
Raindo, como sucedió en la querella de Antonio da Cruz contra Domingo Pereiro, ambos de 
Andeade, en la que se dio parte al licenciado Gregorio Pereiro, presbítero, “sobre una balsa 
y paredón que hacía quitando el agua de la corriente y conducto por donde acostumbraba 
ir para los molinos y otras partes llevandola para sus territorios por los ajenos partes y 
Camino Francés en perjuicio de Antonio da Cruz y más vecinos, en 168943. De esos casos 
no consta que se hubieran seguido luego en instancias más altas.

Es imposible hacer un recorrido por los pleitos entre gentes del común, que eran los 
mayoritarios. Es de suponer que los referidos al riego serían los más comunes, al estilo del 
que pusieron en 1776 María Gil, viuda, y otros dos vecinos de Cristiñade, ante el juez de la 
Jurisdicción de Sobroso contra María Raxo “sobre ympedirles la posesión y libre uso que 
han tenido y tienen de aprovecharse del agua de la fuente del monte de Pedra de Agua 
propio de la sobredicha”, o el que se arregló en 1819 entre Francisco Estevez y José Benito 
Outerelo, de Barcia de Mera, por cuanto el primero se había querellado ante la justicia 
contra el otro, “por haverle abierto de su propia autoridad y poder absoluto un riego en su 
propiedad… para regar la suia… sin por alli serle devido”, aunque luego acordaron que 
José no llevaría el riego por allí “sino que lo hará por el antiguo de su cabecera”44.

Además de esos casos “corrientes”, pondremos varios ejemplos de conflictos 
relacionados con los manantiales abiertos o espontáneos y con los empozamientos de 
agua, que solían convertirse en problemas de mayor calado debido a que se trataba, en el 
primer caso, de gestionar un agua de nacimiento reciente, y en el otro de acaparar agua 
fluyente hurtándola a otros posibles usuarios. Debe tenerse en cuenta que la ley castellana 
establecía que el propietario de una tierra podía abrir una fuente o un pozo, pero solo podía 
si era necesario y no perjudicaba a terceros que tuvieran derecho adquirido al agua –por 
título o prescripción– para su consumo e incluso si la llevaban por cauce, acequia, canal 
o conducto para sus tierras e industrias45. Como puede deducirse, la interpretación de lo 
que era o no perjudicial a terceros, generaba muchos conflictos. Lo primero consta en un 
poder de 1772 para procuradores dado por Francisco Alonso, vecino de la Jurisdicción de 
Albeos, para ir a pleito; Francisco se manifiesta dueño de un pedazo de campo que en su 
cabecera tenía un lameiro o fangal que por su humedad no producía y por eso y a efecto 

43   FFP, “Índice o compendio…”,  libros VII, f. 202, y VI,  fs. 125 y 171.
44   AHPP, Protocolos, legs. 4499, 26-8-1776 y 4028, 25-8-1819.
45   E. Torijano, “El agua como bien privativo…”, p. 73.
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de regar “por no tener otra agua en el subpuesto de fluir la de dho lameiro por secretas 
venas a un caño que dista de el bastante espacio, hicieron los dueños de otros bienes para 
enjugarlos y desecarlos y desde él a la dha poza de Boullosa” sin habérselo pedido y sin 
servidumbre alguna, en respuesta a lo cual, para su comodidad, hizo una poza y estanque 
en el lameiro que los otros, “llevados por la dura envidia” le arruinaron46. En ese mismo año, 
don Luis Troncoso Sotomayor y Diego Ricón (Valeixe) acuerdan que habiendo el primero 
“reedificado la poza y su manantial sita en el que se llama Carvalleira, cuya agua en tiempo 
de verano es divisible entre los otorgantes y otros más y en el de invierno propia del mismo 
don Luis, como tal debe fluir sin embarazo a la puerta de su casa de vivienda”; pero el otro 
“se propasó a echar en dha poza un poco de lino de que sabedor dicho don Luis pasó a 
echarlo fuera”; Diego lo insultó y don Luis le puso pleito, pero ambos acaban firmando un 
convenio por el que Diego no impediría a Troncoso el disfrute del agua de la poza47.

También en 1772 varios vecinos de San Lorenzo de Villar actuaron contra Gabriel 
Alonso, de esa feligresía, quien les puso querella maliciosa “subponiendo tener derecho a 
un cierto conducto de agua que por el mes de agosto… havía salido encima del manantial 
principal que viene para la fuente y poza nombrada de presa… del que intentava aprovecharse 
para su heredad… sin hazerse la devida reflexión de que dicho corto conducto de agua 
corresponde privativamente al manantial principal por haverse comprado este con alguna 
tierra, piedras y raízes de un roble”; la fuente era abundante y la usaban todos para sus 
casas, sobre todo en verano, de ahí la importancia del pleito. En 1776 don Francisco A. 
Freaza, presbítero, y Pascual Valado y otros vecinos de Gargamala se vieron en litigio 
porque el primero era capellán de una capellanía que tenía una parcela con “un manantial 
de agua que sale en su cavecera… con que ynsolidum se regaba y fertilizaba en todos los 
meses del año” hasta que en febrero “subcedió haverse rompido dho campo y abierto un 
cabañón a modo de regato hasta la matriz de dho manantial… y sacandolo para la parte 
ynferior de avaxo donde tienen sus terrenos y heredades los dichos Pascual y consortes”, 
que se querellaron ante el juez de Sobroso; sin embargo, optaron por convenir en que 
habría de permanecer la zanja para la heredad de Pascual sin que el capellán lo impidiera 
y que cada uno “todos los sabados de quinze en quinze días por parte de día, ha de llevar 
para la riega de dho campo una hora enteramente”; además, el capellán pagaría a cada uno 
cien reales por los daños48.

Ni que decir tiene que los acuerdos posteriores a pleitos aparecen a borbotones entre 
las escrituras notariales. En el tribunal de Bouzas, los ajustes y convenios en las causas 
civiles eran del 70.7% en los referidos a servidumbres de aguas y de paso, muy por encima 
de la media (41,6%) y solo superados por los pleitos por retracto de compraventa. Es el 
caso del que firman en 1589, Bartolomé de Caxade, en nombre de su mujer, y Alberte 
García, como marido de Dominga Freire, de Laraño, después de un pleito por una traída 
de aguas49, u otro más complejo hecho en 13-1-1780 entre Pedro y Francisco Vázquez, 
de Sta. Mª de Covelo, que habían tenido pleito “sobre la posesión, modo y forma de cómo 
se rregavan y fertilizaban los terrenos nombrados de Cavodeixido con el agua que viene 
del sitio de Feixo…”; ante notario se ajustaron en que los lunes, Pedro aprovecharía ¼ del 
agua; otro ¼ del mismo lunes, otras siete personas emparentadas entre sí –seis mujeres y 
el mencionado Francisco–; y los otros dos cuartos del día las llevarían los herederos de los 

46   AHPP, Protocolos, leg. 4004, 1-12-1772.
47   AHPP, Protocolos, leg. 4004, 31-5-1772.
48   AHPP, Protocolos, legs. 4499, 5-11-1772 y  4499, 6-3-1776.
49   ACS, Protocolos, leg. 102, 18-3-1589.
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terrenos, aprovechándose de la noche cuando les tocara50. Si nos fijamos, en este último 
caso se había pleiteado por solo un día de riego y el resultado fue un verdadero encaje 
de bolillos, lo que da idea de la importancia que el agua tenía y de la pulverización de su 
aprovechamiento debido a las particiones de herencia.

4. Los pleitos de aguas en la Real Audiencia de Galicia

El escalón superior de la conflictividad está constituido por los miles de conflictos 
sobre aguas que atendió la Real Audiencia desde su instauración en 1480 y sobre todo 
desde su fijación en A Coruña en 1563. Como máximo órgano gubernativo y judicial de 
Galicia51 y para resolver el problema de su lejanía respecto a la Corte, la Audiencia tenía 
competencias judiciales exclusivas y procedimientos específicos para agilizar trámites y 
facilitar el acceso de los vecinos a la justicia real, como el auto ordinario o decreto gallego 
y la posibilidad de que cualquier ministro de la Audiencia pudiera admitir los casos de corte 
allí donde estuvieran. Gracias a esos mecanismos, en la práctica, la Audiencia actuaba 
como tribunal de primera instancia en todo el Reino –esto permitía a los vasallos eludir 
las justicias señoriales– y podía juzgar conflictos de todo tipo sin casi limitaciones. Por su 
condición de tribunal superior y por el respeto que imponía, la mayor parte de los conflictos 
terminaba cuando, a petición del demandante, la Audiencia dictaba un auto ordinario. Esto 
es capital en los conflictos que nos ocupan, porque según X. Candal, el 11,5% de las causas 
por aguas atendidas por la Audiencia en 1750-59 llegaron como apelaciones de sentencias 
de las justicias inferiores y el 13% en 1780-89, de modo que la mayoría lo había hecho 
en primera instancia; a mayor abundamiento, se trataba de peticiones de autos ordinarios 
destinados a denunciar un problema y solucionar por vía de urgencia una situación. Una 
vez que la Audiencia dictaba un auto, solía producirse una concordia, ante el riesgo de 
afrontar las elevadas e inevitables costas de un pleito. 

En realidad, los pleitos que hacían todo el recorrido eran relativamente escasos y 
solían corresponderse con la importancia que al menos uno de los litigantes concediese 
al problema de fondo o con su disponibilidad de medios, razón por la cual la evolución 
de la conflictividad tiene cierta relación con la coyuntura económica. En dos tercios de 
los pleitos, X. Candal constató que no consta su final –quizá porque no lo hubo–, pero 
cuando se conoce, el 31% había terminado con un “allanamiento” o reconocimiento de 
que el demandante estaba en lo cierto y se asumía el resarcimiento de los daños; pero en 
uno de cada diez, se allanaban los demandantes, lo que equivalía a reconocer un error de 
planteamiento o una retirada a tiempo; un 9% concluyó con una concordia entre las partes 
y en el resto hubo sentencia. Es muy significativo el hecho de que la Audiencia revocase el 
36% de las apelaciones de tribunales inferiores, y que en un tercio de estos casos diese por 
nulos los peritajes realizados en los pleitos de primera instancia por parte de “peritos” cuya 
incompetencia o malicia habían perjudicado a los demandantes52.

Para la inmensa mayoría de los conflictos, la Audiencia era el final. Sus resoluciones 
podían apelarse ante la Real Chancillería de Valladolid, pero cabe pensar que solo lo 
harían los referidos a grandes intereses, como el que hubo en 1787-1790 entre Joaquín 
de Sotomayor Cisneros y Sarmiento, de la villa de Noia, y Benito Agar y Leis, de Alóns (A 
Coruña) con el presbítero don Pedro Lasanta, de esa localidad, sobre posesión del coto de 

50   AHPP, Protocolos, leg. 4499, 13-1-1780.
51   Desde 1726, el Departamento Marítimo de Ferrol y la Intendencia le restaron funciones, pero no en 
nuestro tema.
52   X. Candal, “Pleitos de aguas...”, pp. 99-101.
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Alóns y su río sobre el que Joaquín de Sotomayor, poseedor del mayorazgo de Nebia, había 
construido una presa para dar agua a sus molinos, dificultando la pesca y el aprovechamiento 
del agua. O aquellos en los que primó la contumacia de los litigantes, como el sostenido 
entre 1748 y 1766 por Pedro Santiso y Ulloa, vecino de la jurisdicción de Neira (Lugo), 
con Ana Santiso Montenegro y consortes, vecinos de Quintela, sobre el aprovechamiento 
del agua que bajaba de El Barrancal y de otras fuentes que se incorporaban a un curso 
hasta un zanja antigua que servía para regar un prado53. En fin, los casos atendidos por la 
Audiencia constituyen un nivel fundamental en el que se confrontaron intereses relevantes 
–aunque su tipología fuera semejante a la de las instancias inferiores–. Por eso no fue 
determinante que este tribunal tuviera su sede en un extremo del Reino de Galicia, ya que 
desde cualquier rincón llegaron demandas a sus oidores.

4.1. Una evolución territorialmente diferenciada

El archivo de la Audiencia tiene una sección específica de “aguas y riegos”, en la que 
hay  2.940 causas posteriores a 1563, un fondo excelente, en el que nos centraremos, 
aunque algunos pleitos por aguas están en las secciones de “particulares” –donde suponen 
el 3.4% y se refieren a usos colectivos alterados por un individuo– y unos doscientos en 
la de “vecinos”54 –el 3,8%–. De los conflictos de la sección de “aguas y riegos”, podemos 
afirmar que surgieron sobre todo por cuestiones de hecho en los que el derecho se discutía 
de forma marginal: en realidad, lo que comanda la evolución de la conflictividad era el 
grado de utilización del agua y los objetivos a los que se destinara, y por eso hay que 
ponerla en relación con las estructuras económico-sociales y con sus cambios. Influían 
también el sistema de transmisión hereditaria, que afectaba a la conflictividad de tipo 
privado, y las fórmulas de disfrute y aprovechamiento del patrimonio colectivo, de ahí que 
la conflictividad por aguas tenga conexiones con la de montes y comunales. No se advierte 
que lo hiciera el sistema de cesión de la tierra, ya que la fórmula mayoritaria, el foro, por 
su larguísima duración, daba a los foreros un notable margen de acción y los propietarios 
rentistas parecen haber eludido los problemas por usufructo del agua, dejándolos a cuenta 
de sus colonos, como verdaderos usuarios que eran de ese bien. En cualquier caso, la 
interacción de elementos derivó en una gran diversidad territorial y en amplias oscilaciones 
de la conflictividad.

La evolución global de los pleitos por aguas –tabla 1 y gráfico 1 del apéndice– tuvo un 
crecimiento importante desde fines del XVI a 1630 y no dejó de subir hasta sus máximos 
absolutos entre 1780 y 1810. La concordancia con la serie de montes hasta 1630 indica el 
recurso general a la Audiencia para solventar antiguos problemas, una vez que el tribunal se 
asentó de modo definitivo, pero sobre todo revela una fuerte presión sobre la disponibilidad 
de tierras y de agua para regarlas, coincidente con la crisis de fines del XVI y el inicio de la 
recuperación. Después, las series se separan y no vuelven a parecerse hasta fines del siglo 
XVIII, cuando se combinaron una mayor demanda de tierra e intensificación de cultivos. En 
líneas generales, la conflictividad por los espacios comunes sugiere demanda de tierra y 
ampliación del terreno de cultivo, en tanto que la de aguas indica intensificación del cultivo 
y mayor necesidad de riego. Pero no sucedió lo mismo en todas partes, ya que Galicia 
es un territorio amplio –29.575 km2– y muy diverso en sus condiciones naturales y en la 
distribución de la población –tablas 2 y 3 del apéndice y mapa 1–. 

53   Real Chancillería de Valladolid, Pleitos civiles, Pérez Alonso (F), 0697. Ib, id. Alonso Rodríguez (F), caja 
2554, 1.
54   G. Quiroga (dir.), Real Audiencia de Galicia: catálogo de preitos e expedientes de particulares, Santiago, 
Xunta, 2007, y Catálogo de expedientes de veciños, Santiago, Xunta, 2002.
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La mayor parte de los pleitos por aguas que entraron en la Audiencia entre 1610 y 
1730, en especial entre 1640 y 1700, procedía de la Galicia occidental –antiguas provincias 
de Santiago y Tui–, con una extensa fachada marítima y ríos importantes. Esta zona, que 
ocupaba el 29,3% de la superficie de Galicia, generaba a fines del XVI más litigios por 
aguas y montes de los que le tocaban en relación con su población, lo que indica una fuerte 
demanda de tierras y riegos. Por el contrario, en el XVIII está por debajo, lo que prueba 
una menor presión como consecuencia del estancamiento demográfico después de un XVII 
de crecimiento espectacular. La explicación radica en las alteraciones provocadas por la 
temprana y masiva implatanción del maíz, una especie que necesitaba más riego que las 
dominantes hasta entonces; una vez que el maíz se generalizó, el número de conflictos 
descendió por comparación con las otras zonas. No se quedó al margen del aumento general 
de los conflictos por aguas, pero el ritmo de sus series fue distinto: incremento constante 
y acusado a lo largo del XVII, con tope entre 1660 y 1690; reducción lenta hasta que en 
los años cuarenta del XVIII se restauraron los niveles anteriores; ritmo alcista de 1780 a 
1810, aunque sin superar las cifras de 1660/70. Así pues, esta serie refleja el proceso de 
intensificación del cultivo provocado por el maíz a lo largo del XVII, la conversión de ese 
cereal en la clave del sistema agrario y la estabilización de este bajo su dominio, lo que 
unido a la ralentización del crecimiento demográfico de esta zona en el XVIII, reduciría la 
conflictividad; a fines del setecientos, su aumento vendría de los cambios causados por la 
introducción, lenta y localizada de la patata, y por la ampliación de las praderías, aunque la 
moderación de ese aumento revela que esos cambios también fueron modestos. Los pleitos 
por montes aumentaron en esta zona hasta 1630, cayeron hasta 1680 y se estabilizaron 
después, creciendo de nuevo en 1790/1810, pero son menos numerorosos que en la Galicia 
interior debido a que solo en zonas altas e interiores se practicaba el cultivo del monte 
mediante rozas y a que la ganadería era menos importante. 

En comparación con las otras zonas, la franja costera septentrional –antiguas 
provincias de A Coruña, Mondoñedo y Betanzos–, que ocupaba el 17,7% de la superficie 
de Galicia, generó pocos pleitos por aguas, y aunque hubo un aumento aparatoso o largo 
del XVIII, su apogeo en 1780/1810 fue mucho menos intenso que en la Galicia interior. Por 
el contrario, desde el XVII al XIX aportó en torno a un tercio de los referidos a montes y 
comunales, muy por encima de su importancia demográfica. La población de esta zona se 
duplicó ampliamente desde fines del XVI a 1753 y esto se dejó notar menos en los pleitos 
por aguas que en los de montes. El efecto combinado de una temprana introducción del 
maíz y, más tarde, en Mondoñedo, de la patata, y la permanencia del cultivo por rozas, 
explican la moderación en los movimientos y proporciones de sus conflictos.

Las dos provincias interiores –Lugo y Ourense– ocupaban el 53% de la superficie pero 
su peso demográfico fue descendente al crecer menos que el resto. Dado que la densidad 
de población creció de forma moderada, descendió la proporción de pleitos por montes y 
comunales generados por esta zona. Sin embargo, la implantación de cultivos exigentes 
de agua y la paulatina conversión de tierras de labor y de monte en praderías, hizo que 
mantuviese e incluso incrementase el número de litigios por aguas, de modo que allí se 
originó la mitad de los litigios por esta causa durante casi todo el tiempo. La trayectoria no 
deja dudas: el número permanece estable y en niveles bajos hasta 1710 e inicia entonces 
un despegue que alcanza su máximo entre 1790 y 1810, lo que puede explicarse por la 
tardía implantación del maíz y, a fines del XVIII, de la patata, junto con la expansión de los 
prados. Las series de Lugo y Ourense son similares, pero los conflictos parecen haber sido 
menos relevantes en Ourense antes de 1750; los conflictos por el monte fueron menos 
frecuentes en esta provincia porque apenas se practicaba su cultivo periódico del monte, 
fuente permanente de problemas.
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En definitiva, las series revelan ritmos diferentes en la Galicia interior o en la costera 
según cuando se produjeron los cambios agrarios y sobre qué se sustentaron estos. El 
tránsito del siglo XVI al XVII fue la gran etapa de conflictos por montes y comunales y 
el tránsito del XVIII al XIX, la de conflictos por aguas, y las causas generales que los 
provocaron son diferentes entre sí. Los pleitos por aguas siguieron una especie de 
movimiento sustitutorio de los conflictos de montes lo que traduce el paso de la extensión 
a la intensificación de cultivos –tabla 4–. Pero es preciso seguir indagando e ir a las bases 
sociales de la conflictividad.

4.2. Los litigantes y sus motivaciones

Es difícil abordar este aspecto tan importante, pero el análisis realizado por Xosé 
Candal sobre dos momentos del siglo XVIII revela una amplia presencia del clero y de la 
hidalguía entre los litigantes: en 1750-59 los clérigos suponen el 12,4% y el 7,8% en 1780-
89, y los hidalgos, el 22,3% y el 17,4% en esas fechas; una parte pequeña –5% y 8,7%– 
eran individuos con cargos públicos, que con frecuencia aparecen en causas relacionadas 
de modo indirecto con el agua55, o en apelaciones de pleitos –cuando se trataba de jueces 
de señorío–. Solo el 60,3% a mediados del XVIII y el 66,3% a finales eran labradores, 
de modo que la sociedad rural no aparece reflejada en sus medidas exactas, sino que 
los sectores privilegiados están sobre-representados –el clero era el 1% de la población 
y la hidalguía el 3,2%–, lo que se explica por la amplitud del patrimonio rural de ambos 
sectores. No obstante, una parte de los pleitos afectaba a colectivos vecinales –el 16% a 
mediados del XVIII y el 21% a finales–, compuestos casi en exclusiva por labradores que 
con frecuencia eran representados por párrocos, hidalgos o personas destacadas de las 
comunidades litigantes. No hay duda de que se trataba de una conflictividad de proximidad: 
en el 63% de las causas, demandados y demandantes eran de la misma feligresía y en el 
18% de la misma jurisdicción; el resto eran de diferentes jurisdicciones, correspondiendo 
casi todos estos a problemas con los dueños de las propiedades –que residían en las 
ciudades o donde tuvieran sus raíces– y no con colonos56. 

En cuanto a los motivos de los conflictos, nada es sorprendente: X. Candal constató 
que en la segunda mitad del XVIII, en la mitad de los casos eran problemas por el riego 
–49% en 1750-59 y 51% en los ochenta–; los cierres o cercamientos de tierras que impedían 
el acceso a un agua fueron el 5.5% y el 12% en esas fechas –en su mayoría procedían de 
la Galicia interior y en especial, de la provincia de Lugo–; los relativos a daños en tierras 
de regadío, 18% y 9%; la conversión de terrenos en prados, 4.5% y 3%. Un 8,5% en 1750-
59 y el 10% en 1780-89 estaban relacionados con los molinos, pero no necesariamente 
con el agua, como ya se dijo. Dado que no podemos abordar todos los problemas, nos 
centraremos en dos tipos.

4.2.1. Los colectivos vecinales

Los pleitos intravecinales o entre comunidades fueron constantes y variados, en parte 
por la ya señalada ambigüedad de la ley castellana y por la consiguiente diversidad de 
situaciones reales, y en parte porque las comunidades se arrogaban el control del agua de 
sus términos, de modo que intervenían cuando grupos o individuos de esas comunidades 

55   Como el incidente denunciado en 1780 por el procurador general de la jurisdicción de Sobroso en un 
poder a procuradores de la Audiencia para un pleito contra el juez ordinario de aquella jurisdicción, pues 
habiéndole injuriado Antonio Nogueira, miliciano, en una reyerta “sobre un agua que procuró introducir por 
dentro del lugar del que otorga procurando al mismo tiempo adquirir posesión que nunca tuvo y dadole de 
bofetadas en la cara”, resultó que el encarcelado fue el procurador, AHPP, Protocolos, leg. 4499 f.
56   X. Candal, “Pleitos de aguas...”, pp. 93-95.
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rompían la situación existente o cuando una comunidad limítrofe pretendía participar en su 
aprovechamiento57. Dado que en Galicia no había propiamente una organización concejil 
–salvo en algunas zonas, especialmente del sureste–, esta conflitividad dependió en gran 
medida de la capacidad que tuvieran los vecinos para organizarse; en general se trataba de 
colectivos vecinales –raras veces eran grupos profesionales– que litigaban entre sí o con 
sus limítrofes por el disfrute de espacios o de derechos.

El 3.8% de los pleitos de “vecinos” atendidos por la Audiencia tenía que ver con el 
aprovechamiento de fuentes o cursos de agua, reparaciones de presas, puentes y canales, 
pesca fluvial, etc., y sumando todos los desarreglos de la convivencia comunitaria por 
uso del espacio o de bienes como el agua, alcanzan el 11.7%. Ahora bien, eran mucho 
más numerosos los referidos a montes y comunales (25.5%) sin duda porque afectaban a 
intereses a los que se daba un mayor valor de uso58. Por otro lado, la conflitividad vecinal 
general tuvo su máximo en el siglo XVII, la relacionada con el agua lo tuvo en el último 
tramo del XVIII –tabla 5–.

La mayoría de los casos localizados son autos ordinarios pedidos a la Audiencia por 
grupos vecinales sin organización aparente59, aunque seguramente tendrían bienes o casas 
cercanos o intereses comunes60; o eran consortazgos familiares61; o bien se trataba de 
lugares, por cuanto, como se dijo, eran esenciales en la organización del espacio rural, 
o grupos de foreros; también aparecen parroquias, encabezadas por curas, escribanos 
o mayordomos y en algún caso por monasterios; pequeñas jurisdicciones o cotos; los 
concejos por sí mismos son escasos, como lo eran en general en Galicia: 

57   C. de la Fuente Baños, “El conflicto que no cesa…”
58   Pueden verse en el Catálogo de expedientes de veciños, ya citado.
59   Desde el punto de vista procesal, predominan los autos ordinarios (59,7%) y rara vez aparecen fuerzas 
eclesiásticas por intromisión de jueces clericales.
60   Como en la demanda interpuesta en 1772 por José Ribeiro y otros vecinos de Barcia –24 personas– 
quejándose de que Domingo Ribeiro, difunto, había pedido prorrateo del agua que salía del río de Piñeiro y 
“pasaba por la levada de Pena para bañar las heredades de aquellos, para lo que se diligenció a varios sujetos 
poseedores que lo entraron consintiendo por ser útil a todos” y varios de los vecinos se habían opuesto, por 
lo que se interpuso demanda (AHPP, Protocolos, leg. 4499, s.f.).
61   Como el que figura en un querella de fuerza interpuesta en 1719 por María Vendaña, viuda de Nicolás 
Rodeiro, Dominga y Gregorio Rodeiro, vecinos de Loxo, y Diego Midón, marido de Antonia de Rodeiro, y 
Alonso de Otero, marido de Maria Rodeiro, vecinos de Loureda, y en nombre de Amaro Rodeiro, de Piloño, 
contra don Roque Cereijo y Andrés Cereijo sobre uso y aprovechamiento del agua y presa de Lavandeira 
con la que regaban un prado en Loxo y les hizo contradicción don Roque y estando para verse en 21-5-
1719, los demandantes dieron poder a Miguel Rodeiro para que se ajustase con don Roque (FFP, “Índice o 
compendio…”, libro VI, f. 59).
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Los demandados eran otros vecinos próximos o de comunidades limítrofes, sin 
organización –raras veces eran lugares completos– y en un tercio de los casos, individuos y 
no grupos. La inmensa mayor parte enfrentó a gente del común; los clérigos e hidalgos que 
aparecen, son demandados por actuaciones como dueños pero sobre todo como usuarios 
de aguas; en el caso de los curas, con frecuencia eran denunciados por actuaciones con 
respecto al agua de suministro para sus casas rectorales o para las tierras de sus iglesarios. 
Los profesionales de la tabla son abogados, médicos, militares, etc. con residencia rural, y 
sus problemas también se refieren al agua doméstica o de riego. Pocos son los conflictos 
con señores de vasallos –aparecen los marqueses de Bendaña y de Atalaya, un par de 
hidalgos señores de cotos– y menos con instituciones rentistas –monasterios de Armenteira 
y Celanova–, o con sus justicias –sobre todo en apelaciones de sus sentencias–. Nada es 
sorprendente y todo encaja con lo visto en los niveles anteriores de la conflictividad. 

La causalidad de los pleitos de colectivos entre 1563 y 1830 es esta:

El riego es la causa común y general y se hacía más conflictivo cuando se trataba del 
uso de riachuelos o de ríos, habida cuenta de que estaban libres de cualquier privatización. A 
este grupo pertenece uno de 1728, cuando los vecinos de Insua (jurisdicción de Soutomaior), 
pidieron un auto ordinario contra Pedro Pérez y Benito de Muíño sobre el aprovechamiento 
de las aguas del río de Ponte Caldelas para regar sus prados, o el que surgió en 1791 entre 
los vecinos de Lamas de Outeiro (Ourense) con un convecino por el prorrateo del arroyo 
de Vales y de una fuente con la que regaban sus tierras y molía un molino. Y es que los 
prorrateos con frecuencia daban problemas, como el de 1800 entre los vecinos de la Rúa de 
Valdeorras (Ourense), con vecinos de su mismo lugar, por el reparto de las aguas bajantes 
de los montes de ese lugar; o los de Merens en 1802, con Baltasar de Puga por prorrateo 
de varios raudales de agua. Los excesos cometidos por el escribano Jacinto M. Pereira en 
su comisión para repartir un agua, motivaron que los vecinos de la jurisdicción de Refoxos 
lo denunciaran a la Audiencia en 1780, y en 1801 hicieron lo mismo los del coto de Sobrado 
de Picato contra el escribano Ramón Rivera y otros sobre exceso en la ejecución del uso y 
distribución de las aguas de un arroyo del que se62proveían63. Estos ejemplos explican que 
la Audiencia revocase tantos peritajes y sentencias de las justicias señoriales.

En “otros” hay un par de casos sobre “obra nueva”, que podía tratarse de obras 
realizadas sobre aguas nacientes, como en el auto dictado por la Audiencia en 1675 a 

62  La levada es en principio la conducción del agua hacia un molino, aunque en algunos sitios, como el 
suroeste de Galicia, puede significar un modo específico de gestión del agua (A. Vázquez Martínez, “Las 
“levadas” de Arbo”, El Museo de Pontevedra, 4 (1946-1947), pp. 172-185.
63  Archivo del Reino de Galicia (ARG), Real Audiencia (RA); legs. 9349/35; 2085/21; 12105/43; 12333/36; 
16300/14 y 24248/54.

Ofelia Rey Castelao



64 | Vínculos de Historia, núm. 1 (2012)

petición de los vecinos de un lugar de Armenteira contra otros que las habían hecho sobre 
las aguas nacidas en varios lugares, y en el de 1780, cuando el mismo lugar denunció a otro 
vecino por interrumpir el uso de esas mismas aguas64.

En los conflictos de colectivos suelen aparecer daños a bienes y no eran raros los 
casos de destrucción de obras, como en el pleito que pusieron los vecinos de la villa de Laza 
contra Bernardo de Andino, tras haberles destruido este una presa de agua del río de Porto 
Malfeito en 175365. La ley castellana impedía al dueño de un predio superior hacer obras 
que agraviesen a terceros o cambiar el curso del agua y al inferior, salvo para defender sus 
tierras de inundaciones66, de ahí que las reacciones fueran contundentes.

También se constatan agresiones verbales o físicas a personas y pendencias colectivas 
que podían acompañar a la destrucción de bienes. Por ejemplo, en 1775, don Pedro Telmo 
de Avalle y Mosquera, capitán de granaderos de Tui, y don Juan y don José Fernández, 
presbíteros, vecinos de Canedo, y José Domínguez, de Arcos, como arrendatario de don 
José Catalán, capitán de granaderos de Santiago, habilitaron a procuradores de la Audiencia 
para denuciar que en el sitio de Barxiela, en Canedo, “ay una presa del mismo nombre 
donde se enbalsa agua para bañar y fertilizar los terrenos y frutos de los otorgantes”, y 
otros “terratenientes” (sic) vecinos de la jurisdicción de Sobroso, “deviendo llevar su 
legitima porcion tanto en verano como en invierno en los días y oras que por arreglo o 
tanda pertenece a cada uno según el terreno que poseen… lo hacen a lo contrario de algun 
tiempo a esta parte que con motivo de seren distintos y de distintos pueblos se bienen en 
algazara y amotinados de día y de noche, cortan y desperdician el agua al dueño que le 
corersponde quedan sus frutos a la inclemencia y orixinanse dello riñas y pendencias”; 
al parecer, lo mismo sucedía en otra presa67. Mucho más violento fue el enfrentamiento 
posterior al ataque cometido en 1786 por los vecinos de Nespereira, que se amotinaron 
e incendiaron una Real Dehesa, destruyendo las conducciones de agua de los vecinos 
del lugar de Reboreda, hecho que la justicia de la villa de Redondela denunció ante las 
autoridades de Marina, lo que nos pone en guardia al respecto de que algunos conflictos 
podían derivarse hacia las numerosas jurisdicciones especiales68. 

En el tramo final del siglo XVIII, cuando el incremento de las praderías era un fenómeno 
general y relevante, surgió con fuerza un tipo de pleito “mixto” al que responde la demanda 
presentada en 1807 ante la Audiencia por Juan Alonso y los vecinos de un lugar de Folgosa 
contra María Ribeira y otro grupo de la misma localidad, porque, estando en posesión de 
usar “de las leñas y pastos que produce una porción de terreno en el que nacen cuatro o 
cinco manantiales de aguas perennes, muy útiles para los ganados quando van y vienen al 
pasto, sobre todo en verano, por no haber otras” y aprovechando luego las aguas sobrantes 
“para la riega y fertilización de la sierra da Chouza”, los demandados habían cercado una 
parcela de monte común, impidiendo el uso de este y en especial de los manantiales; la 
Audiencia dictaminó en favor de los demandantes porque se aplicó a este caso la legislación 
de montes, pero no hay duda de que en el pleito se mezclaban cosas distintas y de mayor 
complejidad69.

64   ARG, RA, legs. 18310/68 y 4271/7.
65   ARG, RA, leg. 8986/5.
66   E. Torijano, “El agua como bien privativo…”, p. 73.
67   AHPP, Protocolos, leg. 4499, f. 50.
68   La justicia denunció que los de Nespereira habían atacado a los de Reboreda “con mezcla de ombres y 
mujeres, de distintas edades, armados de yntento y amotinados con hozes, hazadones, galladas y palos y no 
solo sacaron las hoces a los de Reboreda sino que los maltrataron y golpearon, llegando a tanto sus agravios 
que hicieron un incendio espantoso y escandaloso ...y propasándose a arruinar las presas de agua que allí 
tenían los de Reboreda...”, Archivo Histórico de la Diputación de Pontevedra, Montes, leg. 63/15.
69   ARG, RA, leg. 5710/13.
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En fin, no podemos ir desgranando toda la casuística de conflictos colectivos, pero 
queda clara su diversidad dentro del marco del uso de aguas nacientes y sobre todo, de 
las fluyentes por espacios comunes o de colectivos –lugares, aldeas, familias–, que se 
consideraban con derecho a usarlas. Queda claro también que no vacilaban en actuar 
judicialmente contra sus convecinos para restaurar la situación previa a una agresión, un 
cambio de uso, un daño en una fuente o un manantial, etc. Al organizarse en grupos, los 
costes de justicia se repartían y eso añadía audacia a los demandantes. Finalmente, cabe 
decir que, dentro de la provisionalidad de nuestro estudio, todo indica que los pleitos de 
colectivos vecinales procedían en su mayor parte de zonas atravesadas por cursos de 
agua importantes –ríos Miño, Ulla, Tambre y sus afluentes– y no tanto de donde había una 
organización en concejos o entidades regidas por una norma común; la coincidencia con 
las áreas de regadío establecidas por A. Bouhier es casi total70. 

4.2. Los grupos privilegiados

Antes decíamos que en los pleitos del XVIII atendidos por la Audiencia, clero e hidalguía 
estaban representados por encima de su número real. Pero no porque los problemas por 
aguas fueran acuciantes en su caso, sino porque tenían más tierras y porque al disponer 
de medios, esos sectores llegaron a este escalón judicial en mayor proporción que los 
labradores, más obligados al arreglo. Por otra parte, ignoramos en qué medida estos grupos 
utilizaban las justicias señoriales o las jurisdicciones especiales que pudieran serles más 
favorables. La situación jurídica de los pleiteantes era importante, de modo que si había 
clérigos de por medio, primero era preciso dilucidar cuál era la justicia competente; así 
sucedió en 1793 cuando los vecinos de San Vicente de Paradela y su párroco denunciaron a 
los de Tronceda sobre el uso de un arroyo, ya que la Audiencia tuvo que dar un auto ordinario 
para establecer que le correspondía su conocimiento y no a la justicia eclesiástica71. Fue 
esa también la motivación de una fuerza eclesiástica de 1776 interpuesta por los vecinos de 
Ardán contra el provisor diocesano de Santiago en pleito con Benito Enriquez de Valladares, 
sobre uso de agua para riego y montes comunes, y otra de 1802 de los vecinos de Callobre 
contra el juez eclesiástico de la misma diócesis por intromisión en plieto con el presbítero 
Juan do Porto sobre posesión y uso de un agua72. 

Hecha esas salvedades, no hay duda de que las grandes abadías cistercienses y 
benedictinas, cuya economía se basaba en un enorme patrimonio rural, mantuvieron una 
conflictividad intensa ante la Audiencia para defenderlo, pero al cultivar ese patrimonio a 
través de colonos en régimen de foro, no se metieron en problemas de uso de aguas 
para riego, sino sus foreros; sí lo hicieron por el uso de molinos y otras instalaciones, 
por derechos de pesca, presas y empozamientos, o por el suministro de monasterios y 
sus prioratos, porque afectaban a intereses directos suyos. No obstante, en ocasiones se 
unieron a sus colonos, como hizo el monasterio de Armenteira en 1701 al asociarse con 
el cura de Baión y otros vecinos para pedir un auto ordinario contra don Manuel Isla y 
consortes sobre el uso de aguas de Fuentes de Río de Lobo y Monte de Cruces, que se 
dirigían a regar tierras; o en 1793 al unirse a los vecinos de Trasmañó para demandar a 
José González Oubiña y otros por el aprovechamiento de las aguas del río do Fondón para 
regar tierras del monasterio. Hubo monasterios muy litigantes, como el de Sobrado, que 
tuvo pleitos por aguas de riega en 1585, 1586, 1703, 1742, 1831, además de incontables 

70   A. Bouhier, Galicia: ensaio xeográfico de análise…, p. 629.
71   ARG, RA, leg.3170/16
72   ARG, RA, legs. 27082/45 y 12331/25.
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causas por uso y propiedad de molinos, o el de Oia, que mantuvo una conflictividad intensa 
por cuestiones referidas a molinos y uso de cursos de agua –como los referidos a los ríos 
Vilsasuso y Tamuxe en 1588, 1715, 1716, etc. Por supuesto, estas instituciones no siempre 
eran demandantes: el monasterio benedictino de San Vicente de Monforte fue denunciado 
ante la Audiencia en 1785 por los procuradores de esa villa lucense por una acequia y 
alameda que afectaban a un puente; en 1634 y en 1636, la justicia y regimiento de la villa 
de Noia actua contra el priorato cisterciense de Toxosoutos, por impedir pescar en un pozo 
en el río Tambre y en general por el uso y aprovechamiento de ese río; y el monasterio de 
Poio fue llevado a pleito en 1791 por los vecinos y el cura de Simes a causa del prorrateo 
del agua, etc.73

En muchos casos se trataba de problemas por el uso de aguas para molinos, pero 
también para otras instalaciones industriales. Así por ejemplo, un batán en el río de San Xusto 
provocó pleito entre el monasterio de Sobrado y su priorato de Toxosoutos con el conde de 
Taboada y sus consortes en 1660. En 1756, el monasterio de Samos solicitó a la Audiencia 
un auto contra Francisco Rodríguez Losada y sus socios para impedirles hacer una presa 
en el río de Quiroga que podría dificultar el funcionamiento de su herrería en Rodela; el 
problema persistió y en 1826 el monasterio denunció Francisco Losada porque no obedecía 
el auto de la Audiencia. La reivindicación de una aceña causó litigio entre el monasterio de 
Melón y Juan Salgado y consortes en 1599; el uso de otra que suministraba agua a unos 
pelambres en Rivadavia y el de cuatro canales para la captura de lampreas, lo fue de un 
auto pedido por ese monasterio en 1704 contra Domingo González Seedor; y en 1720 la 
misma aceña generó otro pleito contra Isabel de Ulloa y Bartolomé Pardo (Rivadavia), por 
parecidas razones74. En fin, son ejemplos suficientes de un tipo de conflictos que para los 
monasterios –ya no digamos para los conventos– era de orden menor, salvo si les afectaba 
de modo directo y no como propietarios de tierras aforadas o titulares de señoríos75.

Es raro encontrar a obispos o cabildos porque no eran grandes propietarios territoriales 
y tenían todo su patriomio cedido en foro. O bien hospitales, cofradías, la Universidad de 
Santiago y otras instituciones rentistas, por cuanto si tenían patrimonio, lo cedían a terceros 
como los anteriores. Más raros aún fueron los pleitos de las encomiendas de órdenes 
militares, cuya importancia en Galicia era mínima76.

La nobleza salía con frecuencia en defensa de derechos señoriales relativos a pesca, 
aguas, etc., pero en general sucede como en el caso anterior y fueron sus foreros o colonos 
los que se envolvieron en problemas por el agua de riego. No obstante, hay casos de 
intervención directa: en 1764, el conde de Monterrey ganó un auto ordinario contra un 
vecino del común a causa de una fuente y en 1770, el marqués de Santa Cruz de Rivadulla 
otro contra el párroco de Berres por un canal sobre el río Ulla. Y como hemos visto en 
el clero, no siempre les fue bien, de modo que en 1703, los vecinos de Caldas de Reis 
obtuvieron un auto contra el marqués de Bendaña sobre el agua de una fuente, y en 1723, 
varios lugares de la jurisdicción de Celanova, otro contra el señor del coto y jurisdicción de 
Fruime, sobre servidumbre del agua del río de la Barreda y de varios arroyos77.

73  ARG, RA, legs. 1327/70, 197/60 y 80/22; 1409/36, 83/5 y 18/22 –estudiados por J.M. Pérez García, art. 
cit.; 12324/14; 15107/13 y 124/72; 141/3.
74   ARG, RA, legs. 141/3; 190/3 y 1389/5; 287/59/2, 94/61 y 318/24.
75   Más casos en G. Quiroga (dir.), Real Audiencia de Galicia. Catálogo de preitos e expedientes de mosteiros, 
Santiago, Xunta de Galicia, 2007.
76   En 1800 hay un conflicto entre los vecinos del coto de Saa (encomienda de Beade) y Juan Bentín, 
procurador de esa encomienda, contra Juan Antonio Vázquez y otros sobre el uso de las aguas del coto (ARG 
RA, 5340/37).
77   Catálogo de expedientes de Nobleza. ARG, RA, legs, en sala, y ARG, RA, legs 22446/70 y 9919/40.
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Otra cosa eran los hidalgos, cuyo patrimonio rural en muchos casos gestionaban ellos 
mismos. Tomemos como ejemplo la casa de Raíndo, cuyo registro documental recoge varios 
casos sobre aguas. El más temprano es una ejecutoria de 1523 dictada por la Audiencia 
en apelación de una sentencia del alcalde mayor del Arzobispo de Santiago, en pleito entre 
Juan Porra y Gómez Xoto –en el que el cabildo catedralicio había salido en tercería–, sobre 
el agua que nacía y pasaba por las heredades de un casal al puerto de Carreirís para un 
molino en Ancorados que era del demandante: la Audiencia ordenó que el agua debía ir 
libremente por el albeo y curso antiguo hasta el molino salvo en los años y tiempos que 
un agro propiedad del demandado “estuviese sembrado y tuviese necesidad de alguna 
parte de dha agua para su riega que en este caso llevase la que dijesen dos personas de 
la comarca; en tal manera que ni el dho molino deje de moler, ni el referido agro da Torre 
reciba detrimento y daño”. En 1691 el titular de la casa, el regidor compostelano don Juan 
Porras, fue objeto de una querella de fuerza interpuesta ante la Audiencia por el capitán don 
Gabriel de Novoa, el licenciado don Bartolomé Pacheco y otros, sobre el agua que iba de 
varias fuentes hasta juntarse en el puerto de Trasbar y servía para la molienda de un molino 
y el riego de prados y heredades de un lugar, todo lo cual era del regidor; en respuesta, 
don Juan presentó otra querella contra aquellos. En 1716 don Gonzalo de Porras elevó 
una querella de fuerza a la Audiencia contra Jacinto Tacón y otros vecinos de Novefontes 
sobre la fábrica de dos molinos y pesqueras que querían hacer junto a un puente y en el 
fondo de una cerradura en que don Gonzalo tenía su parte, en perjuicio de los dos canales y 
pesqueras que él tenía más abajo en el río Ulla78. La documentación de la casa dice que no 
había noticia de cómo habían terminado estos conflictos, como tantas veces hemos visto, 
quizá porque se arreglaron o porque se agotaron en su tramitación.

En otras ocasiones, la casa de Raíndo se veía implicada en litigios que no le atañían 
de modo directo pero sí a sus intereses. Así se ve en una concordia de 1623 entre el 
bachiller Jácome de Mato, cura de Donbodan, y Pedro Pereira, su feligrés, sobre la riega 
y aprovechamiento del agua de la fuente de Parez, junto a un camino que iba a la iglesia 
de Donbodan por la parte superior de un prado del cura, acordando partir el agua entre 
los dos, llevando el cura dos tercios y el otro tercio. O en la demanda que en 1709 puso 
en la Audiencia don Jerónimo Francisco de Parga, como cura de San Miguel de Pereira, 
contra doña María de Briñas, viuda de don Antonio Rodríguez de Otero, sobre bienes del 
iglesario y entre ellos un prado y la mitad del agua que bajaba a la casa y lugar de Pereira, 
pertenecientes al dominio de Raindo; el cura obtuvo sentencias y ejecutoria a su favor, 
pero al hacerlas efectivas en marzo de 1710, don Juan de Porras, como poseedor y dueño 
del dominio de los bienes, protestó al cura “no se entrometiese a ejecutoriar dicho prado 
y agua” por no estar sustanciada la causa; a lo que el clérigo respondió que “sin perjuicio 
de su derecho y de su Iglesia protestava dividir y separar dicho prado de su iglesario del 
agregado del dicho regidor”79. Es decir, la casa de Raindo controlaba el patronato de varias 
iglesias y en función de eso se implicó en los conflictos sobre ese patrimonio, entre los 
cuales, como ya se ha dicho, eran importantes y significativos los referidos al suministro 
de las casas y bienes rectorales, porque en ellos se enfrentaban intereses contrapuestos o 
cruzados.

78   FFP, “Índice o compendio…” VIII, f. 50 y 280 y VI, f. 16-17 y 202. 
79   FFP, “Índice o compendio...”, VI, f. 215.
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5. Conclusiones

La alta pluviosidad, la densa red de ríos y arroyos y un relieve con fuertes desniveles, 
permitirían pensar que el agua sobraba y que corría sin ayuda mecánica, pero Galicia sufría 
las consecuencias del estiaje y de la profundidad de las aguas subterráneas. El predominio 
de una economía agraria tradicional basada en el cereal, la pequeñez de las explotaciones 
agrarias, la dispersión de las parcelas de cultivo y la diversidad de dedicaciones de este, 
la alta densidad demográfica y la dispersión del hábitat así como la ocupación casi total 
del suelo cultivable, e incluso las condiciones sociales del campesinado y los sistemas 
de transmisión hereditaria que pulverizaban las explotaciones generación tras generación, 
añadían elementos que podían potenciar la lucha por el agua cuando esta faltaba –en el 
verano– o era de difícil acceso. 

Para estudiar qué problemas generó el uso y aprovechamiento del agua no basta 
con establecer su evolución y su distribución territorial, o la extracción social de los 
antagonistas, y sus intereses y motivaciones, sino que, como en otros tipos de conflictividad, 
es fundamental establecer el contexto institucional en el que se enmarcaban. Debe tenerse 
en cuenta que habiendo motivos para un pleito, en la mayor parte de los casos no se 
desarrollaba porque si se trataba de colectivos era preciso organizarse y si eran particulares, 
se necesitaban recursos para costearlo. Por otra parte, la legislación castellana, vigente en 
Galicia, era tan poco precisa que los tribunales de justicia eran menos útiles que en otros 
conflictos. Así pues, hubo una amplia conflictividad que no llegó a los tribunales y de la que 
se sabe por medio de concordias y convenios. Los recursos extrajudiciales sirvieron para 
mantener a raya los conflictos en beneficio de las comunidades ya que, como vimos, con 
frecuencia se acompañaban con brotes de violencia y siempre con roces entre vecinos de 
una misma localidad. Cuando los conflictos llegaron a manos de los jueces de señorío, sus 
resoluciones denotaron incompetencia o falta de neutralidad, de ahí la frecuencia de los 
acuerdos o el recurso al arbitraje por personas reconocidas por comunidades y vecinos. 
Si los pleitos llegaban a la Real Audiencia –lo que implicaba gastos costes superiores a lo 
que realmente suponía el agua–, la ley general castellana orientaba las decisiones de los 
oidores, por encima del uso y la costumbre dominantes, lo que no siempre era práctico; lo 
que buscaban agricultores y colectivos vecinales –rara vez los rentistas y señores– era la 
resolución contundente y rápida –mediante un auto ordinario– de una situación sobrevenida 
o reincidente, que quebraba la vida cotidiana en un punto estratégico en lo social –la 
convivencia– y en lo económico –el riego de las tierras, el consumo casero, la fuerza de 
un molino–. Salvo los brotes de violencia, es una conflictividad monótona en sus temas y 
repetitiva en sus expresiones, pero su evolución es oscilante y territorialmente diferenciada, 
sensible a los cambios estacionales en el tiempo corto, y a los grandes cambios agrícolas, 
en la larga duración: la entrada del maíz en el siglo XVII y la de la patata en el último 
tramo del XVIII o la potenciación y creación de praderías, la aceleraron y agravaron en 
determinados momentos. 
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Gráfico 1: Evolución de los pleitos por aguas
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Mapa 1: Pleitos de colectivos vecinales en la Audiencia de Galicia

1 La levada es en principio la conducción del agua hacia un molino, aunque en algunos sitios, 
como el suroeste de Galicia, puede significar un modo específico de gestión del agua (A. Vázquez 

Martínez, “Las “levadas” de Arbo”, El Museo de Pontevedra, 4 (1946-1947), pp. 172-185.
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Si el hombre es un sueño,
el agua es un rumbo.

Si el hombre es un pueblo,
el agua es el mundo.

Si el hombre esta vivo,
el agua es la vida.

J.M. Serrat, 1992

RESUMEN
El estudio del agua en el mundo contemporáneo ha seguido diversos caminos historiográficos 

en el contexto español, con especial atención desde el campo de la historia agraria, y en menor 
medida, de la historia urbana. Nuestra propuesta atiende a realizar un recorrido por la relevancia 
de este recurso común para la historiografía más reciente, la extensión de los regadíos como 
obsesión de las políticas hidráulica, en aras a la mejora de la productividad del sistema agrario. Pero 
durante el siglo XX, el uso social del agua se fue transformando. Desde usos locales orientados a la 
extensión micro del regadío, se transitó hacia planes de gran hidráulica que introdujeron el regadío 
sin considerar los límites ambientales de los ecosistemas mediterráneos o atlánticos. Se produjo 
así un cambio hacia una multiplicidad de orientaciones en el uso del agua: agrario, industrial y de 
abastecimiento urbano. Un elemento esencial es considerar al agua como common pool resource 
(CPR`s), origen de conflictos hacia el futuro. Nuestra metodología ha sido la compilación de fuentes 
secundarias y bibliográficas sometidas a revisión y actualización crítica, para poder generar una 
visión del agua como recurso de enorme importancia para la sustentabilidad socioambiental.

1   Los errores de este artículo son sólo imputables al autor que quiere agradecer a los revisores anónimos las 
sugerencias realizadas durante el proceso de elaboración de este texto.
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PALABRAS CLAVE: Agua, Historia Contemporánea, Historia Agraria, Regadíos, Bienes 
Comunes.

ABSTRACT
Studying water as historical object has been driven by different historiographical approaches in 

the spanish contexts, paying special attention from Agrarian History and in a not developed context, 
Urban History. Our proposal propose to realize an overview for the relevance of this common resource 
for the most recently historiography, extending the irrigated area as main idea for the hydraulic 
policies, in order to increase the productivity of agrarian system. During the XXth century, social use 
of water was transformed. From local uses oriented to the micro-development of irrigated extension, 
was moved to mega-hydraulic projects not considering the environmental limits of Mediterranean 
ecosystem or Atlantic Ecosystems. Changes were produce in the context of a diverse orientation in 
the use of water: agrarian, industry and urban sanitation. Water must be conceived as common pool 
resource (CPR`s), origin of conflicts from the past towards the future. Our methodology has been 
compiling secondary and bibliography sources, under a critique and updated review, to be able to 
generate a vision of water with an enormous importance for the socio-environmental sustainability.

KEY WORDS: Water, Contemporary History, Agrarian History, Irrigated Area, Common Pool 
Resources.

1. Introducción. Sobre el recurso “Agua”

El agua es uno de los recursos naturales que mayor importancia tienen para la 
sociedad contemporánea, en cuanto que elemento necesario para el funcionamiento de 
los ecosistemas, la supervivencia de la población, la producción industrial, agropecuaria y 
forestal. En este contexto, los grupos humanos imprimen una dinámica relacional con los 
recursos naturales mediante procesos sociales e institucionales (formas de organización 
social, gobernanza de recursos, instituciones comunitarias, sistemas legislativos), 
económicos (actividades productivas), políticos, demográficos (tendencias poblacionales e 
impacto de desastres de origen hídrico), culturales (cosmovisión, valores, simbologías, etc.) 
y tecnológicos (conocimientos e instrumentos técnicos). Estas aproximaciones determinan 
los nexos entre sociedad y agua que se vehiculan mediante formas de apropiación y acceso 
del recurso –generando relaciones desiguales e inequitativas de poder y sociabilidad–, 
manejos, usos culturales y tecnológicos junto a la calidad y cantidad de aprovechamiento 
que del recurso se realice (Ávila García, 1996: 29).

De igual modo, esta mediación socio-institucional tiene como consecuencia que 
la relación entre grupos sociales por la disponibilidad de recursos pueda dar inicio a un 
ciclo de conflictividad por del control, acceso y gestión del capital natural (Shiva, 2004, 
2007) que es un trasunto o referencia de cómo son tomadas las decisiones individuales, 
comunitarias o estatales sobre como manejar el agua en cada sociedad histórica. Son 
diversas las aproximaciones que desde la historia se realizan al agua como valor social. 
Pero junto al énfasis en los enfoques productivistas del agua como input del sistema 
agroindustrial, queda la agenda futura en la que el agua sea concebida como elemento 
central de los balances energéticos y metabólicos de las sociedades contemporáneas. 
Los trabajos sobre metabolismo social (Toledo y González de Molina, 2011) aportan una 
nueva visión energética de los agroecosistemas, en los que cada metabolismo social 
histórico impondrá condicionantes para la gestión social y sustentable del bien agua. En 
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la perspectiva de hidrólogos y geólogos alrededor del funcionamiento de ecosistemas, es 
necesaria la confluencia de conceptos sobre la “sanidad” del agua residual. Llegados a 
este punto historiográfico, tiene validez un instante de reflexión sobre el rol del agua en 
las sociedades contemporáneas. Pero para ello es obligado realizar una “complejización” 
al respecto del agua como objeto de estudio histórico, desde una perspectiva holística, 
integrando variables antes indicadas (biofísicas, sociales, institucionales, ambientales, etc.) 
en cuanto que son factores claves del reequilibrio, readaptación y reformulación de las 
condiciones de acceso, manejo y gestión al bien. Los recursos hídricos están distribuidos 
de forma irregular en espacio y tiempo sometidos a las pautas de cambio demográfico 
y socioambiental (López Bermúdez y Sánchez Fuster, 2011). Si los principales procesos 
que componen el ciclo hidrológico son: precipitación, infiltración, escorrentía, evaporación, 
interceptación y transpiración; la acción consuntiva que las estrategias productivas del 
ser humano imponen sobre el factor agua (urbanismo, industria, agricultura, ganadería, 
infraestructuras y vertidos) son factores que alteran los componentes del ciclo natural del 
agua, generando desviaciones del uso y gestión hacia mayores o menores niveles de 
sustentabilidad histórica del recurso. En perspectiva global, la atmósfera terrestre contiene 
aproximadamente 13000 km3 de agua, representando 10% de los recursos de agua dulce 
del mundo, “envoltura dinámica global” con un volumen recurrente entre 113500 km3 y 
120000 km3 (FAO-AQUASTAT, 2003, 2005).

En este sentido el concepto desarrollado por Falkenmark y Rockström (2004) al respecto 
de los conceptos de “agua azul” y “agua verde” permite aclarar las formas de gobernanza 
sobre un bien limitado que requiere de normas comunitarias –o supracomunitarias– de 
acceso y distribución a escala local-global. Muchos países se convierten en importadores 
netos de agua (“agua virtual”) en forma de productos que requieren agua para su producción, 
solución más factible para países altamente azotados en sus biotas por el stress hídrico, 
pero que es el caso contario a la realidad histórica del agro español. Pero la singularidad del 
modelo agrario, en el caso de la Península Ibérica, radica en que más allá del concepto antes 
citado, nos obliga a repensar cómo la accesibilidad del agua ha convertido a la agricultura 
del mediterráneo español en exportadora neta de agua en formato producto agrario, sin 
atender a la limitada disponibilidad del citado recurso. Se ha producido hacia un mercado, 
sin atender a las condiciones biofísicas de esa producción agraria, atentando y alterando 
en su perdurabilidad histórica las formas productivas del sistema en su conjunto. Esto nos 
puede permitir dirigir la atención hacia las normas que han regido el consumo y gestión 
del recurso agua para el desarrollo de actividades diversas como agricultura de secano, 
pastoreo, praderas, bosque, humedales de ecosistemas terrestres y paisaje (WWAP, 2007; 
Campos et al, 2008; Cazcarro et al, 2009; Montesinos Barrios et al, 2009). 

Avanzando en la necesidad de crear una agenda de trabajo para el futuro, la 
reconsideración del agua como bien común global (CPR`S, common pool resources), está 
vinculada a la necesidad de formas de gobernanza global y local, dada su importancia 
para el mantenimiento de las formas de vida, aunque con graves rupturas en la definición 
en sus estrategias de acceso y distribución dentro de las comunidades. En este sentido 
fue altamente rentable, epistemológicamente hablando, la aportación de E. Ostrom (1990, 
2003), aplicada a los regadíos del sudeste peninsular como ejemplo de la perdurabilidad de 
las instituciones de apropiación colectiva –tomando como antecedentes a Mass y Anderson 
(1978) y Glick (1970). Su contribución teórica, superadora del concepto de Hardin (1968), 
describe un panorama en el que pervivieron mecanismos de toma de decisión participativa, 
adaptada en tiempo y espacio a las condiciones ambientales, hecho que fue no aceptado 
por autores españoles (Pérez Picazo, 2001). El paradigma Hardin ya evidenció que las 
formas de tenencia de los bienes comunes implicaban, si se partía de la conceptualización 
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histórica de libre acceso, una precisión dado que la presión compulsiva de los usuarios, no 
limitados por regulación alguna en el acceso a la apropiación de los comunes, conduciría 
hacia su extinción. El fracaso del modelo Hardin se ha puesto de manifiesto en numerosas 
ocasiones, dada la existencia de formas consuetudinarios, orales y no normativizadas, de 
gestión de los bienes comunes a lo largo de la historia. E. Ostrom supone la contraposición 
al modelo Hardin, poniendo de relieve la existencia de normas, instituciones, regulaciones 
y constricciones que impiden a los individuos el consumo “free rider” de los bienes tenidos 
en común, que nunca de libre acceso. La regulación, la gobernanza de estos bienes ha sido 
y es un muy complejo proceso en el que se han tejido formas de gestión desde lo local –el 
papel de los ayuntamientos a lo largo de la historia en la creación de normas o instituciones 
para gestionar el capital natural de cada comunidad–, y de los poderes estatales, “armados” 
con la legislación forestal y agraria como herramientas para la imposición de formas de 
propiedad estatal-gestión privada de bosques, aguas y tierras a lo largo del mundo durante 
el siglo XIX. En este contexto, el agua es otro episodio más de la historia de los bienes 
comunes, al que debemos atender en una amplia perspectiva: formas de propiedad-
posesión del bien, discontinuidades históricas en la legislación de aguas e impacto de los 
citados cambios sobre la gestión social del mismo atendiendo a su perdurabilidad histórica 
y potencialidad como factor de la sustentabilidad de los sistemas agrarios y comunitarios.

Existen una serie de constantes históricas en la gestión de los regadíos por las 
comunidades rurales: el indisoluble vínculo entre posesión de tierra y acceso a bien agua 
–desestructurada por todo el modelo legislativo estatal contemporáneo que expondré con 
posterioridad–, la existencia de una normativización comunitaria adaptada a condiciones 
socioambientales, la opción transformadora sobre posesión y gestión del agua impuesta 
por el Estado durante el tiempo contemporáneo, y la constante tensión social provocada 
por los propietarios-oligarcas del agua para la ampliación del regadío, junto a la cada vez 
mayor artificialización energética de la hidráulica, basada en recursos no renovables. Esta 
descripción nos conduce a la reflexión sobre los costes del modelo de gestión del agua: 
los problemas de reposición derivados del mantenimiento de la estructura, los problemas 
de apropiación, en aras a evitar la pérdida, o el mal uso del recurso (Garrido, 2011). Con el 
transcurso del tiempo contemporáneo se mutó la prestación de trabajo comunitario (Ostrom, 
1990: 86 y 228) para el mantenimiento de la infraestructura hidráulica por la salarización 
de los trabajos de reparación, acompañado de mecanismos de vigilancia comunitaria                   
–guarderías de vega y monte–, o las propias denuncias de los usuarios del recurso sobre 
la distribución del bien en el seno de las comunidades rurales. Este elemento de gestión-
control coercitivo sobre el acceso al bien nos muestra como el estudio del agua sirve 
como herramienta adicional para entender la mercantilización de todos y cada uno de los 
factores de producción que imprimió el capitalismo en el medio rural, desinsertando a las 
comunidades de la relación simbiótica con el medio y concibiendo a la naturaleza como 
una fuente de materias primas y rentas para las comunidades, con lo que se eludió la hasta 
entonces importante función metabólica que el agua ofrece a las lógicas reproductivas de 
los grupos humanos. 
	

2. Agua como objeto de cambio político-institucional en la Historia de España 
Contemporánea

Prestamos nuestra atención al mundo contemporáneo, dado que en los siglos XIX y 
XX se produjo el salto cuantitativo –extensión superficial– y cualitativo –introducción de gran 
hidráulica, regulación aguas superficiales, etc– en la explotación del agua como recurso 
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natural (Pérez Picazo, 2000). Es un punto referencial para una adecuada comprensión del 
impacto que la Revolución Liberal supuso, en cuanto que cambió la reglamentación local 
y estatal de agua, pero sobre todo promocionó una mercantilización de los factores de 
producción –tierra, agua, bosques, etc.– que sembraron el germen de la desarticulación de 
las economías de base energética orgánica. Conviven realidades bien diferentes y complejas. 
Desde regadíos ocasionales, eventuales, atentos a las necesidades de las estrategias de 
subsistencia de las comunidades campesinas y a las fluctuaciones del stock de agua, propia 
de climas mediterráneos, a las huertas periurbanas con mayor disponibilidad del bien por la 
existencia de cursos fluviales y manantiales diversos (Pérez Picazo, 2011: 217). 

El mundo campesino generó habilidades espaciales para optimizar y gestionar, bajo 
formas comunitarias, los limitados recursos hídricos; adaptando los tipos, rotaciones y 
formas de cultivo a la disponibilidad de recurso y no a la inversa –reserva de humedad del 
suelo, labores de preparación, barbecho– Pero junto a formas comunitarias-campesinas 
de gestión del agua, durante la edad contemporánea se extendieron sistemas de cultivo 
en regadío con un uso intensivo de agua que no interiorizaron la limitada disponibilidad 
del recurso, basado en el optimismo tecnológico que la política hidráulica ofrecía como 
panacea. Junto a ello, la titularidad del agua, unida y ligada a la posesión de tierra en 
muchas zonas del sudeste peninsular o desligada entre sí en otras áreas, estuvo mediatizada 
por referentes históricos, o por el rango de unos poderes locales, que en muchas zonas                 
–vinculando parcela de tierra y derecho al agua– ejercieron un férreo control del acceso a 
las tandas de riego o a la tenencia del agua. 

Si necesitamos apostar por una periodización de la historia del agua como bien de 
potencialidad socioambiental, la reciente publicación de la profesora M.T. Pérez Picazo 
(2011) aportó y completó elementos de renovada discusión historiográfica en los últimos 
años. 

En este sentido, el salto en la productividad por unidad de superficie agraria, implicaba 
eludir algunos de los condicionantes ambientales del modelo agrario español. El aumento 
de rendimientos y la diversificación agraria del período 1890-1935 se sustentó en los 
fertilizantes y el aumento de la irrigación de tierras El segundo de los elementos citados 
facilitó la inserción del primero, en un momento que el agua fue considerada un factor 
determinante del debate político sobre el crecimiento agrario. Una política regeneracionista 
que pretendía conjugar el papel del Estado y la iniciativa privada, se conformó en el Plan de 
Obras Hidráulicas de 1902. Pero los resultados fueron limitados, tanto por las deficiencias 
del modelo propuesto, la escasez de apuesta inversora del Estado como por las reticencias 
del sector privado a ser parte integrante de una “modernización productiva sustentada en 
el agua” (González de Molina, 2001: 84). El informe sobre regadíos de la Junta Consultiva 
Agronómica (1918), evaluó como la superficie irrigada sólo se incrementó en un 11%, con 
casos como el andaluz en el que el 13% se focalizó en Andalucía Oriental (Sánchez Picón, 
1997) –aunque de las 187300 hectáreas previstas, sólo se implementaron 16000 has–. El 
caso de Navarra muestra un recorrido similar, una vez diseñados los canales de Losada, 
Bárdenas y embalses reguladores en Ebro y Yesa (Lana Berasain, 1999).

Agua, rotaciones y fertilización permitieron abrir el ciclo de ruptura de las economías 
agrarias de base energética orgánica, optimizando la apuesta productiva de una agricultura 
que rompía con los limitantes ambientales, para caminar hacia una mayor eficiencia 
por unidad de tierra, rotaciones de cultivo y productividad del trabajo. Este elemento se 
correlacionaba con la necesaria reducción de las tierras alimentadas por regadío superficial 
y aguas superficiales, junto a un incremento espectacular de las tierras regadas con aguas 
elevadas. Pero todo ello fue posible con un incremento elevado de los costes energéticos 
visibles y ocultos en el proceso de producción agraria, con un fuerte desequilibrio en el 
balance del metabolismo del sector agrario. 
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Fueron las mejoras en la disponibilidad de agua adaptada a los nuevos ciclos de cultivo, 
con mejores innovaciones técnicas en los sistemas de regadío y en la dotación de agua 
las que facilitaron la intensificación en producción de cítricos, plantas industriales, frutales 
y hortalizas con captación de aguas subterráneas, sistemas mecanizados y motorizados 
(Calatayud y Martínez Carrión, 1999). Pero este proceso sólo fue posible con la inserción 
de máquinas –y por extensión de nuevos consumos energéticos y encarecimiento de la 
producción–, aun dada la limitada disponibilidad de recursos energéticos (petróleo, carbón, 
electricidad). De hecho a la altura de 1916, sólo el 3% de regadío disponía de máquinas 
para elevar aguas (37000 has con menos de 6000 artefactos). Aunque a la altura de 1932, 
se disponen de más de 29400 artefactos –alimentados por energía eléctrica en más de 
un tercio– el dominio de los regadíos alimentados por gravedad, facilitó el dominio de los 
cereales y la todavía limitada presencia de cultivos intensivos (González de Molina, 2001:87). 
Estos elementos nos permiten entender que la transición del modelo agrario articulaba 
la disponibilidad limitada junto a un rango de mayor intensividad en la explotación del 
recurso, obviando el impacto sobre acuíferos, suelos y continuidad de un modelo climático 
caracterizado por el enorme stress hídrico como principal factor limitante.

En un contexto amplio, como bien indican diversos autores (Melgarejo Moreno, 2000: 
276 y ss, Calatayud, 2008), el Estado Liberal supuso una ampliación de competencias 
sobre el recurso y sobre la infraestructura que habilitó un aprovechamiento más intensivo. El 
primero de los casos, se verificó con la progresiva declaración de aguas corrientes como de 
dominio público, culminado en la Ley de agosto de 1866. Ello no impidió que tras el período 
del Sexenio Revolucionario, se acrecentaran las políticas abstencionistas y de respeto a 
iniciativas individuales (Decretos de 14 de noviembre de 1868 y de 29 de noviembre de 1868 
sobre Minas) completadas con la Ley de Canales y Pantanos de 20 de febrero de 1870, el 
que si fijaba la perpetuidad de concesiones y la libertad de empresas para modificar canon 
o renta. De enorme relevancia, y a veces poco indicada por la historiografía, es la distinción 
que el texto ofrecía entre usos comunales de agua, de limitado impacto y por tanto ni 
siquiera sujetos a necesaria autorización administrativa, frente a los altamente consuntivos 
usos industriales del agua, que requerían de permisos y autorizaciones previas. De igual 
manera, el impacto de las extracciones-alumbramiento necesitaba ser sancionado con 
autorización administrativa previa, sin ser obligados a evaluación sobre su incidencia en los 
recursos subterráneos, dados los avances tecnológicos ya disponibles.

El impacto “estatalizante” sobre la gestión del recurso agua, no era considerado como 
definitivo, dado que la propia Exposición de Motivos de la Ley de 1879, indicaba con precisión 
que la acción estatal era de mera orientación sobre la puesta en uso del recurso agua. La 
Ley Gamazo y la Ley de Grandes Regadíos de 1883, supusieron un impulso al papel activo 
del Estado en la construcción de infraestructuras hidráulicas: más allá del fundamental rol 
financiero otorgado al Estado, trasladando la importancia a las comunidades de regantes 
frente a la escasa respuesta de la iniciativa empresarial.

Hasta entrado el siglo XX, se asistió a un desmantelamiento de las economías 
orgánicas promovido –como herramienta legislativa– por las Leyes de Aguas de 1866 y 
1879 que convirtieron en dominio público las aguas superficiales, que no las subterráneas 
respetadas como forma de propiedad individualizada, con lo que la titularidad del bien 
no era obstáculo para un creciente uso mercantilizado del recurso. El debate sobre los 
derechos de propiedad del agua ha sido un campo amplio y controvertido en la historia 
agraria más reciente. La llegada de la Monarquía Ilustrada, y su aplicación a las políticas 
sobre agua, colisionó con una tradición de orden medieval en la que el Estado poseía el 
derecho eminente sobre tierra y agua, en colisión con las oligarquías municipales (Pérez 
Picazo, 1990: 33) aunque el panorama de los territorios de la península ofrece amplias 
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diferencias regionales. Frente a la laxitud en la zona manchega se contrapuso la titularidad 
del Bien del Real Patrimonio en el caso catalán y valenciano. Como en otros aspectos 
de la Revolución Liberal, la respuesta fue adaptada a condiciones sociales, políticas y 
ambientales concretas y específicas, evidenciando la potencialidad del cambio de modelo 
agrario pero sujeto a las fuertes constricciones medioambientales. Pero la Revolución 
Liberal necesitaba e imprimía un rango nuevo: la mercantilización-propietarización de los 
factores de producción, limitando o “reprimiendo la continuidad de las formas colectivas de 
tenencia y uso de los bienes ambientales”, junto al reforzamiento de la campesinización del 
acceso a la propiedad de la tierra –y por extensión del agua–.

El agua fue el sujeto de acciones legislativas –Leyes de Aguas de 1866 y 1879 ya 
citadas– que limitaron el acceso particular al elemento agua: distinguiendo entre recursos 
hídricos privados y públicos –combinando el usufructo de los segundos con la plena posesión 
de los primeros–, pero reforzando el rol del Estado en razón a la función de titularidad pública. 
Esta apuesta se reforzaría en la segunda de las leyes citadas, al insertar una distinción entre 
aguas de dominio público y las pertenecientes al Estado, precarizando –en apariencia– la 
situación de los titulares de aguas privadas cuando no se unía el derecho de riego al de 
tierra. Este proceso, como en el conjunto de recursos naturales del ámbito español, requirió 
de una “institucionalización de la gestión” de estos recursos –Juntas de Aguas, Sindicatos, 
etc.–. Pero existió un paso más por recorrer: la gestión y uso de agua obtenida como agua 
pluvial o agua subterránea, accesible gracias a la disponibilidad de una tecnología nueva, 
basada en el consumo de recursos energéticos de origen hidráulico-eléctrico o fósil. Este 
proceso nuevo fue sancionado por el Código Civil de 1888, al implementar la legalidad 
sobre la extracción de acuíferos, con lo que se generó un fuerte impacto sobre los niveles 
de agua disponible.

Esta mercantilización de los factores de producción que se extendió durante el siglo 
XIX y primera parte del XX, reorientó el uso eficiente en lo social del agua, desatendiendo las 
necesidades de autobastecimiento y subsistencia campesina para orientarse a la búsqueda 
de la maximización del beneficio con la extensión de cultivos hortofrutícolas, y convirtiendo 
la relación agua-tierra en el eje del tránsito del modelo de desarrollo de las economías de 
base energética orgánica hacia inorgánicas. 

En este sentido, los trabajos de A. M. Bernal y Jordi Maluquer (1990) gestaron un 
modelo inicial de interpretación sobre la importancia del agua en el desarrollo del modelo 
capitalista. En el primero de los casos con especial atención a la gran propiedad 

… los regadíos…)(… como fórmula que sirviese al unísono tanto a la finalidad económica 
de una mejora de la producción como de pretexto a un reformismo no revolucionario de ahí 
que ligase proyectos tradicionales y conservadores de colonización, repoblación y economía 
familiar campesina…)(… se generó en el campo andaluz la estructura básica de una nueva 
forma de agricultura: los latifundios de regadíos… (Bernal, 1990:277)

posicionando una muy siempre discutible funcionalidad y complementariedad entre 
pequeña y gran propiedad en cuanto al suministro de inputs y fuerza de trabajo. Se 
argumentaba una pretendida reforma social, que no fue más que una subordinación de la 
estrategia de reproducción campesina frente a los requerimientos de la gran propiedad, 
lejos de los objetivos inicialmente considerados. Todo ello dispone de un panorama de 
fondo, la pervivencia adaptativa del mundo campesino en el contexto del camino hacia la 
modernización.

Junto a estos factores de la esfera de la producción, apareció un elemento nuevo 
como el pensamiento regeneracionista, para el que la política hidráulica era la necesaria 
respuesta al “atraso” español, concepto ampliamente debatido en los últimos tiempos (Pujol, 
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J et al., 2001). Especialización productiva orientada al mercado que requería de soluciones 
para corregir el desequilibrio hidrológico, y una fuerte apuesta por la estatalización de las 
inversiones en hidráulica como herramienta con la que implementar una política de interés 
general aplicada al conjunto del territorio nacional. Proyecto ambiguo (Ortí Belloch, 1995, 
Pérez Picazo, 2004) en el que la presencia del Estado aminoró costes de transacción y 
que, auspiciado por sectores conservadores y liberales, veían en esta política hidráulica 
de rango estatal una “subvención” a un nuevo modelo de agricultura más competitiva en 
mercados internacionales. Ya A. M. Bernal (1990) indicó que el pensamiento de Costa, 
desde el discurso en el paraninfo de la Universidad Central en mayo de 1880, situó en la 
agenda de debate la necesidad de una política hidráulica a escala nacional. La justificación 
del regadío se sustentaba en dos argumentaciones básicas: de índole económica y 
agronómica por ser factor necesario en el incremento de la productividad y diversificación 
de la producción agraria; y de índole social, al ser un pretendido factor de generación de 
empleo, unido a un elemento menos considerado habitualmente, el agua como factor de 
cohesión y restructuración de desequilibrios regionales. 

Del concurso convocado en 1903 desde el Instituto de Reformas Sociales para 
resolver problemas del mediodía andaluz, la memoria ganadora redactada por C. 
Rodrigañez, proponía que, si bien parecía obvio el vínculo entre aumento de regadío y de 
producción, el objetivo central debía ser la correcta utilización del recurso agua, con mano 
de obra cualificada, uso adecuado de sistemas de abonado y diseño de mercados agrarios 
integrados. 

Pero era un asunto histórico que tenía enormes referentes previos. Desde 1858, con 
el primer programa nacional para estudio hidrológico de cuencas de ríos –plasmado de 
forma ejemplar por único en el embalse de Níjar– hasta el Tratado de Agua y Riegos de A. 
Llauradó de 1878. Sólo la cuenca del Guadalete con 800 hectáreas estaba en producción, 
con proyecciones que nunca se plasmaron, ni siquiera con los postulados de los planes 
de aprovechamiento de aguas, ríos y canales de 1895-1895 y el proyecto de B. Quiroga 
de 1893-4, o con el plan de Canales y Pantanos de 1900, con una fuerte inversión en el 
Mediterráneo y Andalucía interior (Córdoba, Jaén y Granada), dotando de regadío a los 
terrenos propios del latifundismo. De hecho, a la altura de 1908, bajo la propuesta básica de 
redistribuir tierra de secano, convertida al regadío mediante procesos de cesión –aunque 
bajo figuras revocables–, la realidad era bien diferente: 61% de la tierra de regadío del 
Guadalquivir pertenecía a 93 propietarios, aupados desde la gran burguesía agraria. En 
cualquier caso, en un argumento muy reiterado, A. M. Bernal ya hace tiempo consideró 
que el agua aglutinó la funcionalidad de la pequeña-gran propiedad de tierra durante todo 
el siglo XX.

Pero el agua también fue un input industrial, se convirtió en recurso energético para 
el sector textil, aplicado en el caso español de forma temprana para el ámbito catalán 
con las primeras máquinas diseñadas por Bernard Young para los fabricantes de tejidos 
Pallerola y Flotats, como mecanismo de apoyo al trabajo doméstico de carda e hilado de 
algodón. En el primer tercio del siglo XIX, las máquinas movidas por la fuerza del agua se 
aplicaron a industrias situadas en comarcas interiores, erigiéndose en una opción viable y 
energéticamente rentable en localidades alejadas del abastecimiento del carbón mineral 
(Maluquer, 1990: 333). Fue una época de primacía energética basada en el factor agua 
hasta mediados del siglo XIX, tanto en la manufactura tradicional como en molturación de 
granos, y por supuesto, en la industria algodonera. 

Pero a la altura de 1860, el algodón acumulaba una parte importante de la fuerza 
motriz basada en máquinas de vapor en Cataluña y España –hacia 1878 en la provincia 
de Barcelona se calculan 1480 HP de fuerza motriz aplicada a industria lanera, distribuidos 
entre 830 HP generados por 32 máquinas de vapor y 650 correspondientes a 26 saltos de 
agua–. Fue el momento en que los conflictos por usos del agua emergían, dado el carácter 
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exhaustivo de su explotación. Analizando las formas de empleo del agua, a partir de 1915, 
solo la energía de origen hidroeléctrico pudo sostener el protagonismo en la producción 
catalana, mientras que la energía hidromecánica no crecerá desde 1910. Este techo 
energético implica que el proceso de industrialización –y por extensión de modernización 
agraria– siempre se ha sustentado en un fuerte déficit energético.

Todo este proceso se asentaba, según Maluquer (1990), tanto en la disponibilidad de 
recursos hídricos, que fomentó la especialización de la economía catalana, como también 
en una necesaria política de gestión eficaz a largo plazo, optimizando su empleo y con 
una definición precisa de los derechos de propiedad, en disputa frente a otras opciones 
subsistentes de gestión comunitaria. 

Esta competencia por usos se puso de manifiesto en una creciente primacía de la 
capitalización-privatización del agua como recurso productivo y generación de rentas 
socioambientales. Macías Hernández (1990) nos explicó para el caso de Canarias cómo, 
durante el siglo XIX, se introdujo el agua como herramienta de intensificación productiva 
en policultivos, antes de secano, sustituidos por los cultivos industriales –nopales– desde 
mediados de 1870. Nuevos cultivos orientados al mercado –tabaco, caña de azúcar, 
platanales, tomates, etc. –. Concesiones de derechos de aguas, siguiendo la Real Orden 
de 20 de junio de 1839 culminado en el Real Decreto de 20 de abril de 1860, repartían los 
sobrantes de manantiales públicos a cambio de canalización y mejora en abastecimiento a 
poblaciones.

El último de los vectores que alentó el consumo de agua fue la escasez del bien en 
superficie y el incremento de la explotación del subsuelo hídrico. El proceso de desarticulación 
de la comunalidad descrito desde la historia forestal, pero conceptualmente útil para el 
conjunto de los bienes comunes (Ortega Santos, 2000), fue la herramienta eficaz a la hora 
de transferir la posesión del recurso agua del ámbito público al privado, tanto por la vía 
desamortizadora, por el impacto de los repartimientos de lotes y tierras, pero sobre todo por 
la desposesión del control que ejercían sobre los mismos las comunidades rurales desde 
fechas tempranas. Esta explotación del suelo y del subsuelo generó desviaciones de las 
aguas superficiales de su curso natural y la desecación de fuentes y manantiales, al mover 
las fuentes subterráneas, dando lugar a un ciclo de protestas por los daños generados a 
terceros (Garrido, 2011). 

Si la Ley de 1866, y la siguiente de Bases Mineras de 1868, habían avanzado en el 
dominio público del subsuelo, el derecho del propietario a perforar, sólo estaba limitado por 
la imposibilidad de la expropiación. Se reforzaron sus propiedades por la Ley de Aguas de 
1879 al certificar “el derecho exclusivo del dueño a la perforación del subsuelo” hídrico. El 
siguiente paso fue la explotación mediante concesión de aguas que nacían en terrenos de 
índole pública diversa con el fin de evitar extracciones de veneros en cuencas hidráulicas 
próximas. Apropiación y privatización del agua, en el contexto de la colonización del espacio 
peninsular e insular, con el fuerte control de los beneficiarios del poder político y desarrollo 
de fuerzas productivas determinaron la apropiación de aguas realengas, comunales y de 
propios, rasgo central del primer proceso complejo de acumulación originaria del modelo 
capitalista.

Esta optimización estuvo acompañada de una localización productiva que, en el caso 
ejemplar de la región de Murcia, significó la concentración de los cultivos hortofrutícolas 
en la vega alta del Segura por su más alta dotación hídrica, tierras bien drenadas y con 
una tradición de este sector productiva ya existente, Una inercia histórica que implicó la 
desaparición o marginalidad de los cultivos de subsistencia, caminando hacia el definitivo 
asentamiento de una agricultura “moderna” y la generación de grandes beneficios monetarios 
a largo plazo en la segunda mitad del siglo XX. 

Ello no puede hacer obscurecer las grandes diferencias espaciales y temporales en este 
proceso de uso-gestión extractiva del agua para usos agrícolas. Fue una “fiebre” hidráulica 
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que afectó también a los sistemas tradicionales con diversas estrategias: acondicionamiento 
de fuentes, construcción de balsas y canalizaciones, uso de agua de lluvia mediante boqueras 
y cuencas de recepción para aljibes, captación de aguas subálveas… Una creciente presión 
sobre el suelo, una extensión del regadío, aunque fuera con cantidades ínfimas, a costa 
de tierras de monte y erial, aumentando el rendimiento de cereales e incrementado los 
aprovechamientos más comerciales –viñedo y arboricultura– (Pérez Picazo, 1990b: 173). 
Un incremento del regadío que requirió de inversión por parte de pequeños y medianos 
propietarios, articulado en muchas ocasiones, mediante asociaciones por acciones, dando 
pasos en el modelo capitalista.

Todo este panorama fue regularizado, normativizado y conceptualmente aplicado a 
“otra hidráulica”, con el Plan Gasset de 1902. Englobaba 205 propuestas de actuación –110 
canales y 222 pantanos– con un coste total de 412 millones de pesetas y una superficie 
regable de 1183420 hectáreas, apostando por el dominio del bien común, amparado 
por una acción intervencionista del Estado, en aquellas áreas preferentes a dotar de 
infraestructura básica. Un proyecto de limitado impacto (Ortega, 1979, 1995) dadas las 
dificultades financieras del Estado y el rango de amenaza que la presencia del Estado 
alentaba en sectores estratégicos. La Ley de Grandes Regadíos de 1911, ampliando la 
política hidráulica de 1902, contemplaba además la ejecución de obras por el Estado, en 
exclusividad, sin ser necesario el apoyo de entidades locales o empresas de auxilio. La 
gran novedad del proyecto radicaba en la integralidad agronómica del modelo, solicitando 
estudios de repoblación forestal, prácticas agrícolas reconocidas en cada zona de regadío, 
incluso centros de crédito y enseñanza-experimentación para dar continuidad al proceso de 
colonización hidráulica.

Pero el agua fue adquiriendo otras potencialidades productivas con la llegada del siglo 
XX. Aplicaciones tecnológicas e industriales como el caso de la Ley de 7 de julio de 1911 
que estableció ayudas para asociaciones y empresas, completada con el Decreto Cambó 
de noviembre de 1918, en cuanto que reconocían como empresa estratégica la producción 
de energía eléctrica, junto al Decreto de julio 1921 que dejaba en suspensión la cesión a 
perpetuidad de aprovechamiento para generar fuerza motriz y nuevos usos industriales, 
incluida en la Ley de Aguas de 1879, por un periodo estipulado de 65 años (Melgarejo, 
2000: 288).

Desde el primer tercio del siglo XX, el salto tecnológico requirió de inversiones en gran 
hidráulica, cuyo mejor ejemplo fueron los cursos altos de ríos en el espacio mediterráneo. 
El resultado fue una creciente privatización de los usos, vinculando las nuevas formas 
de institucionalización-oligarquización a la toma de decisiones sobre la asignación del 
recurso agua. Fuera del control de las comunidades, despojado el poder local de la 
omnímoda toda de decisiones sobre la asignación comunitaria de recursos, la aparición de 
Hermandades, Sindicatos de Regantes y Juntas de Aguas fue la más eficaz herramienta 
para el uso oligarquizado del bien por parte de grandes propietarios. Para ello se articularon 
Nuevas Ordenanzas, plenas de nuevos conceptos y marcadas por una visión localista y 
de enorme individualismo, claves para entender las nuevas querellas interinstitucionales e 
intercomunales por un recurso en disputa y de disponibilidad limitada (Garrido, 2011).

De forma resumida, se puede concretar que el agua pasó a estar gestionada mediante 
pequeña y mediana a gran hidráulica, intensiva la primera en trabajo y la segunda en capital 
mediante unas naciente asociaciones de regantes, liberadas de trabas feudales, que 
implementaron un proceso de oligarquización en el uso del recurso hídrico, hilo conductor 
de la privatización del bien agua como constante histórica del tiempo contemporáneo.

De este modo, el siglo XX inaugura una segunda fase en las políticas del agua en 
el Estado Español. Junto a la incapacidad financiera para el salto hacia la modernización 
de infraestructuras, se asistió a una apuesta hacia cultivos de alta elasticidad-renta                            
–hortofrutícolas–, y un progreso del sistema de transportes que imprimió un nuevo rango 
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a la especialización productiva del agro español. Fue el momento para la creación de 
Confederaciones Sindicales Hidrográficas. Aunque en mucho casos, la Confederación fue 
la mejor herramienta para que los grandes propietarios de tierras también lo fueran de las 
aguas, nada que ver con la imagen sobre el dominio de la pequeña propiedad en el levante 
español. La intensificación y especificación de los cultivos, aumentando la producción por 
unidad de superficie, permitió reducir el tamaño mínimo de la empresa familiar campesina. 
Complementariedad regadío secular-novísimo regadío (Pérez Picazo, 1990b: 185) como 
nueva constante histórica para el siglo XX.

Cambio de siglo, cambio de estrategias de gestión marcadas por la agenda del 
pensamiento de J. Costa como camino para modificar una agricultura amenazada por la 
creciente implantación de la industrialización como lógica productiva. Una agricultura con 
fuertes factores limitantes en lo socioambiental para dar el salto a la modernización, anclada 
en limitaciones medievales, pero que estaba más necesitada de extensión superficial, de 
profundización productiva. Una preocupación siempre presente en las políticas agrarias, 
pero nunca abordaba como prioridad de futuro, como ya indicaba Costa en sus discursos 
de Política Hidráulica.

No era una mera continuidad adaptativa de los intereses de propietarios de tierras, sino 
que se optaba por una agricultura intensiva, de alto nivel de competitividad y productividad 
por unidad de territorio, sosteniendo la producción local con agricultura de huertas junto a 
forrajes, cereales, piscicultura y plantas industriales para exportación. 

La apuesta se definía como estrategia productiva que desde el marco de una política 
hidráulica asentada en la nacionalización del agua para riego mediante alumbramiento o 
embalses financiados por el Estado; apostaba por los abonos químicos, cultivos intensivos 
de prado y huerta, combinados con el pastoreo (Costa, 1893). Política de Estado que debía 
servir como palanca para transformar el mundo agrario en el contexto de la aceleración 
industrializadora del capitalismo nacional.

Tabla 1. Número y Capacidad de los embalses existentes entre 1902 y 1989

Cuencas 1902 1989

Número Volumen 
Embalse (HM3)

Número Volumen 
embalse (HM3)

Galicia Costa
Norte
Duero
Tajo
Guadiana
Guadalquivir
Sur
Segura
Júcar
Ebro
Pirineo Oriental
Baleares
Canarias

-
1
1
27
142

-
3
3
5
6
-
-
-

-
0,1
1,5
35,6
2,7
-

1,2
26,7

8
13,4

-
-
-

15
128
72
201
98
102
25
25
45
173
16
2

113

698
3704
7680
11111
9060
8149
1130
1173
2873
6599
700
11

102

Total 60 109,2 1015 52934

Fuente: Inventario de Presas Españolas de 1986, DGOH (MOPU), 1989 y Documentación 
Básica del Plan Hidrológico, MOPU, 1989
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Pero esta apuesta era altamente intervencionista en las lógicas de puesta en valor 
del agua como input del desarrollo nacional tiene una trayectoria histórica reseñable, con 
especial aplicación a la sostenibilidad de las políticas de apoyo a la inversión hidráulica. 
Ya desde la Ley de 1849 que eximía de contribución por 10 años a capitales invertidos 
en nuevos riegos, la Ley de Aguas de 1869 que lo ampliaba indefinidamente, o la Ley de 
Aguas de 1879 que otorgaba por 10 años, o las subvenciones de hasta 40% a compañías 
por la Ley de Canales y Pantanos de 1883, se aupaba un programa de modernización de 
infraestructuras y colonización de espacios2. Fue una política reformista, desde la óptica de 
los pequeños y medianos propietarios, apostando por una transformación de la agricultura 
que aumentara la potencia productiva del trabajo y el valor económico del suelo, con lo que 
poder atender las necesidades (re)-productivas de la población. Pero existían limitaciones 
climáticas y ambientales, dado que esta política hidráulica poco podía hacer para aumentar 
la productividad y competitividad del cereal, sumido en limitantes de índole institucional, 
política, productiva y ambiental.

Pero las leyes de 1866 y 1879 acentuaron la posesión estatal del bien, describiendo 
a los propietarios como meros usuarios, una tendencia a reforzar el dominio público que se 
extendió hasta la ley de 1985, un siglo más tarde. Se traza así un vector histórico inmanente 
al devenir de los tiempos, que culminó en el franquismo, pasando por el Plan de 1902, 
la creación de las Confederaciones en 1926 y el Plan Nacional de Obras Hidráulicas de 
1933 que reubicaron a los fondos estatales en la palanca del cambio hacia la extensión del 
regadío.

Este vínculo indeleble, productividad agrícola-política de riegos, impregnó desde el 
regeneracionismo hasta la política hidráulica que culminó en los años 60, promocionando 
una diversificación de la producción agraria y una estabilidad de la balanza comercial. Con 
el paso de los decenios, el objetivo de la política estatal mudó desde la extensión de la 
política de riegos hacia objetivos de ahorro, calidad del bien y sustentabilidad del mismo a 
fines del siglo XX. Este obligado giro es el más evidente resultado de la insustentabilidad 
ambiental de un modelo de gestión del agua, asentado en la opción agraria, no tomando en 
consideración la disponibilidad del stock a escala global y de cuencas hidrográficas. Volveré 
a posteriori sobre este cambio histórico.

Con la creación de las Confederaciones Hidrográficas, mediante Decreto de 5 de 
marzo de 1926, se respaldó todo el modelo regeneracionista, pretendiendo sustentar 
una política hidráulica eficaz, metódica y global, desde cuatro ángulos: unidad de gestión 
del agua, cuenca hidrográfica como ámbito de actuación natural para planificar uso de 
recursos hidráulicos, participación de usuarios en gestión autónoma de aprovechamientos 
y ser receptora de delegación de funciones por parte del Estado. Más allá del impacto 
internacional de este modelo –Tennessee Valley Authority, Autoridades Regionales del Agua 
en Gran Bretaña, Agencias Francesas Financieras de Cuenca y Ley Federal de Aguas 
Mexicanas, 1974– sufrieron una pérdida de carácter corporativo y autoadministración en 
el contexto ampliado de la Dirección General de Obras Hidráulicas. Se inició un proceso 
de des-naturalización de los principios rectores, sustituyendo principios democráticos en la 
toma de decisiones, por un fuerte control público y un alto nivel de tecnocracia. 

2   “… todos los canales y pantanos posibles en España, con millón y medio de hectáreas de regadío aumentadas 
al otro millón y medio existente en la actualidad; 250.000 kilómetros de caminos antiguos convertidos en 
vías perfeccionadas para carros y 10.000 km para carreteras, una colonización interior representada por mil 
poblaciones nuevas, con un aumento de 4 a 5 millones de habitantes, adquisiciones territoriales en Africa para 
nuestra industria, para nuestra marina, parra nuestra emigración, en una superficie doble que la península…” 
(Martín Retortillo, 1981: 11)
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El análisis de ciclo a lo largo del siglo XX (Pérez Picazo, 2011: 226 y ss) marca que 
la tendencia en la toma de decisiones sobre la gestión del agua, recayó en el Estado y los 
Ingenieros del Ramo. Manejo científico orientado al óptimo mercantil del modelo agrario, 
viable en un contexto de institucionalización-coerción sobre la toma de decisiones respecto 
al recurso agua, sobre todo en la segunda mitad del siglo XX. Ahí recayó la emergencia de 
una apropiación privada del agua subterránea con incremento de artefactos para extraerla, 
pudiendo penetrar el regadío en el secano, con porcentajes que, en las provincias del sudeste 
peninsular, suponían entre el 31% y el 57%. Pero esta apuesta implicaba un ciclo-inercia 
“irracional” en el consumo de agua: creación de expectativas-acondicionamiento de aguas-
inadecuación de caudales extraídos para regadíos en curso, suponiendo la frustración de 
las expectativas de ampliación del área irrigada en áreas de difícil aplicabilidad.

Esta herencia quedó reflejada en el no funcional Plan Nacional de Obras Hidráulicas 
(1933). Un eje central del Plan se colocaba en la asunción de volúmenes de disponibilidad 
del recurso entre vertientes, con mayor y menor nivel de vulnerabilidad de abastecimiento, 
concebido como compensación entre cuencas –trasvase Tajo-Segura como ejemplo–. Un 
plan vigente hasta 1940, resultó en la construcción de 14 presas, con un destino mayoritario 
hacia el aprovechamiento hidroeléctrico, elevando el total de capacidad de embalse a 3989 
Hm3 dentro de un total de 205 embalses. Ello no puede hacernos obviar que mucha de 
la gran hidráulica prevista se destinó al aprovechamiento de poblaciones o actividades 
industriales. Una aparente continuación del mismo devino del Plan Peña, mera recopilación 
de estado de obras y de estudios, confirmado por Ley 11 abril de 1939 y Ley 18 abril 1941, 
con addendas como las Obras Públicas, los Planes Badajoz, Jaén y Tierra de Campos, 
incardinados dentro del Plan General de Obras Públicas.

3. De otras forma de intervención estatal en la gestión y política del agua en la segunda 
mitad del siglo XX

Durante el Franquismo, el proceso de gestión estatalizada del agua pretendió 
corregir los desequilibrios intercuencas, así como acentuar una planificación hidrológica 
que incrementó el rol del agua como input del modelo productivo, retomando muchas de 
las preocupaciones del período regeneracionista, pero insertas ahora en un proyecto de 
construcción a escala nacional y al servicio del Nuevo Estado. Con la llegada de los años 
40-50 se introdujeron mayores máquinas para tracción en los regadíos, se alteró el territorio 
y las cuencas para construir embalses de regulación. El resultado fue la aparente superación 
de las limitaciones ambientales, rigideces que fueron obviadas con nuevas técnicas de riego 
a presión, abaratado el alto coste que suponía la construcción de infraestructura necesaria 
para ampliar los regadíos a pie. Consolidar el regadío fue la forma más sencilla de asegurar 
la industrialización de la agricultura española. Entre 1950-80 se pusieron en riego más de 
un millón de hectáreas, regulando las aguas superficiales, siendo líder mundial en superficie 
territorial ocupada por embalses – multiplicado por 10 en cuanto a capacidad– , alcanzando 
al final del período más de 3.5 millones de has., siendo el 19% del total de tierras cultivadas 
(Naredo, 1999: 69). 

En el período 1940-63 se completaron 322 presas, incrementando un 157% las 
existentes antes del Plan, elevando la capacidad embalsada a 25000 Hm3. Implementaba 
una fuerte concentración en las cuencas del Duero, Júcar, Guadalquivir y Ebro, siendo ésta 
última en la que se extendía mayor número de hectáreas de nuevos regadíos (396575 has) y 
verificándose el mayor desajuste histórico en la cuenca del Duero, sólo 52000 hectáreas de 
las 198600 has previstas. En cualquier caso, y más allá de los fuertes desajustes inversores 
y de fijación de objetivos entre Dirección General de Obras Hidráulicas del Ministerio de 
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Obras Públicas y el Instituto Nacional de Colonización, la política de gestión del agua se 
orientó a su instrumentalización dentro de la política agrarista de abastecimiento nacional.

Durante el franquismo, el discurso hidráulico tuvo continuidad con todo lo acontecido 
en el primer tercio del siglo XX (Bernal, 1990: 282 y ss.). Si bien el agua seguía siendo el 
motor del proceso de incremento de productividad de tierra, el objetivo –que se desprendía 
de la Ley de 26 de diciembre de 1939– era también la colonización del territorio, fijando 
y estabilizando las condiciones de vida de los campesinos. Ejemplo de ello el Plan Jaén 
establecido con la Comisión Técnica Mixta –Orden Presidencial 27 de febrero 1952– 
explicitaba que el uso del agua aglutinaba objetivos agrarios, industriales e hidroeléctricos 
resolviendo el problema del paro estable –luego retomado en la Ley de 17 de julio de 1953, 
asumiendo intereses ya presente en el Decreto de 15 de junio de 1951–.

Un ejemplo bien descriptivo es el que nos aportan los regadíos murcianos (Pérez 
Picazo, 1990b: 175). La iniciativa privada invirtió en regadíos existentes, con beneficio a 
corto plazo, ampliando los límites de las huertas tradicionales, acondicionando vertientes 
montañosas, aplicando sistemas modernos de perforación de pozos hasta nivel de acuíferos 
y aplicando el recurso a zonas de secano tradicional. Este proceso a lo largo del siglo XX, 
requirió de inversiones, implantación de motores, acondicionando perímetros con fuerte 
inversión de capital social en forma de sociedades anónimas. La principal consecuencia fue 
una degradación ambiental de los agroecosistemas, modificando equilibrios hidrológicos, 
salinización de aguas o desaparición de fuentes destinadas a uso de regadío en tierras de 
montaña. 

Desde el campo de la sociología (Baños Páez et al, 2011: 422 y ss.) nos ofrece un 
panorama del uso social del agua durante el franquismo convertido en “cuestión nacional”. 
La extensión en las zonas de mayor rango desértico pretendió demostrar el potencial del 
regadío como apuesta para la creación de “cultivos sociales”. Pero esto no fue así. En los 
últimos decenios del franquismo, se fueron introduciendo más elementos de planificación 
en el diseño de la política económica y por extensión en la política hidráulica. Junto a 
la concepción de herramienta de la política agraria, se aplicaron más esfuerzos en su 
conversión hacia una mayor diversificación de la producción agraria y mejora en la balanza 
comercial. 

Tabla 2. Embalses Terminados 1964-77

Objetivo Principal Nº Embalses Capacidad (HM3) Capacidad Media (HM3)

Pequeños Regadíos
Otros Regadíos
Abastecimientos
Hidroelectricidad
Turístico-Recreativo

58
38
88
60
7

88,7
6312,0
1410,7
10988,9
183,0

1,5
166,1
16,0
183,1
26,1

Total 251 19083,3 76,0

Fuente: Inventario de presas españolas de 1986, DGOH, MOPU, 1998.

A la altura de 1964, junto al más de millón de hectáreas puestas en gestión por la acción 
de la DGOH, el volumen de tierra fijaba marcaba elementos de transición con la política 
de riego que protagonizó el Instituto Nacional de Colonización. Planificación y Planes de 
Desarrollo con objetivos de escaso o difícil cumplimiento y de un alto nivel de insatisfacción 
social3. Procesos de planificación indicativa que se tradujeron en un incremento de área de 

3   Si en el Primer Plan, la inversión del 81% de gasto previsto sólo permitió la puesta en riego del 48% de los 
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regadío a 540630 hectáreas de las que un 67.5% correspondió a la ejecución de planes 
coordinados, 21.6% resultado de planes independientes de DGOH y 10.9% de planes 
independientes de INC-IRYDA. Se transmutó el objetivo central del agua: su destino no era 
el regadío. 

Tabla 3. Planes de Regadío (Regadíos Sistematizados). 
Superficies puestas en riego en los Planes de Desarrollo (1964-75, en Has.)

Cuencas Coordinados DGOH IRYDA TOTAL %

Norte España
Duero
Tajo
Guadiana
Guadalquivir
Sur de España
Segura
Júcar
Pirineo Orient
Ebro
Baleares

13184
49379
41485
67690
57131
19412
3511
3974
8097

100876
-

2656
58815
13509

-
17445

-
4491
13605

-
5893

-

1241
5921
2131
4633
11916
5818
6437
14891

-
5849
50

17711
114115
57485
72323
86492
25230
14939
31570
8097

112618
50

3,3
21,1
10,6
13,4
16,0
4,7
2,8
5,8
1,5
20,8

-

Total 364829 116914 59887 540630 100

% 67,5 21,6 10,9 100 100

Vertiente Atl
Guadalquivir
Vertiente Medt
Ebro

47,4
16,0
14,8
20,8

Total 100

Fuente. Análisis de la Evolución histórica de la planificación hidrológica española. DGOH, MOPU, 1994.

De los embalses construidos entre 1964-77, sólo 38,2% (6400 hm3) estaban orientados 
en su concepción para facilitar la ampliación del regadío, frente al 57,6% para la producción 
hidroeléctrica; incrementándose con 29 realizaciones nuevas que supusieron dar por 
confirmados los objetivos del Plan Peña. 

En el campo de la política de colonización (Barciela et al, 2000: 323 y ss.) se asentó 
la orientación técnica al problema social agrario junto a la bonifica integrale del fascismo. 
Junto al precedente del Servio Nacional de Reforma Económica y Social de la Tierra, el 
Instituto Nacional de Colonización reincidió en el eje de la colonización agraria como nodo 
del modelo económico, ambicioso en sus objetivos pero limitado en sus potencialidades 
de transformación real de la vida rural. Su despliegue legislativo está en la Ley de Bases 
para la Colonización de Grandes Zonas (diciembre 1939) y Ley de 21 de abril de 1949 
sobre Colonización y Distribución de la Propiedad en las Zonas Regables, sumando ambas, 
aunque con contradicciones, tanto la experiencia de la bonifica como de la legislación 
norteamericana de Estados del Oeste. El INC pretendía ejercer de fuerza estimulante a la 
inversión privada mediante la colonización directa en fincas adquiridas por el Estado. Pero 
los fracasos en la estimulación de la inversión, promovieron que el Estado actuara como 
gran propietario de tierra para proceder al asentamiento y la puesta en regadío y cultivo 

objetivos programados. En el II Plan, la relación mejoró con una ejecución del 79% del regadío traducido en 
la consecución del 82% de las hectáreas de nuevos regadíos programados. En el II Plan, la inversión del 86% 
de lo presupuestado obtuvo una realización del 57% de lo previsto (Melgarejo, 2000:  305). 
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de muchas propiedades. Su emergencia como comprador de fincas, colapsó el proceso 
que devino en la Ley de 25 de noviembre de 1944, autorizando la emisión de deuda para 
financiar el proceso de adquisición. 

La Ley de Colonización y Distribución de Propiedad en Zonas Regables de 1949 
concentraba la actividad en zonas regables, con el fin de incrementar la paz social y el 
desarrollo agrario. En el período hasta 1950, la actividad desarrollada por el INC se aplicó 
sobre 26 zonas regables de interés nacional, con un total de 576891 has. Pero la realidad 
se plasmó en la compra de no más de 148000 hectáreas, en zonas de escaso futuro para 
el regadío, propiciando la creación de un patrimonio territorial disperso en posesión del 
Estado (Barciela et al, 2000: 341) aunque imprimió en el espacio agrario la extensión de 
pequeñas propiedades individuales con, en muchos casos, problemas de continuidad en la 
viabilidad a largo plazo. 

Tabla 4. Actividad Anual del Instituto de Colonización, 1939-50

Año Nº Fincas Superficie (has.) Inversión 
(ptas.)

Colonos 
AsentadosTotal Regadío Secano

Hasta 1944
1945
1946-7
1948
1949
1950

100
45
69
21
26
37

79651
26905
44465
8601
13781
15023

5005
5181
2189
652
1104
1261

74646
21724
42276
7949
12677
13672

105165623
77205598
127713546
30259910
54173965
67013170

11965
3117
5088
1407
1168
597

Fuente: Barciela, 2000:345

El impacto limitado del proyecto de colonización se asentó en una adecuada 
comprensión de los ciclos agrarios y del funcionamiento de los agroecosistemas. La mera 
introducción del agua no llevaba aparejada la “revolución productiva” de las tierras, ausentes 
como estaban los criterios agronómicos: semillas adaptadas, mantenimiento de niveles 
de fertilización, pérdida de suelos por inserción de prácticas de riego intensivo, ausencia 
de servicios de extensión agraria, etc. Pero en buena medida, el fracaso devino de la 
imposición up-down de una estructura agraria apoyada por la introducción masiva de agua, 
sin difusiones tecnológicas y con la pervivencia de sistemas tradicionales de abastecimiento 
“más eficientes en lo socioambiental”. El agua aparece convertida en un input más, no de 
la redistribución de la tierra, sino del incremento de productividad por unidad de un modelo 
global con fuertes disfunciones con la realidad más inmediata de muchos productores.

Este recorrido nos permite afirmar que, tras el lento proceso de construcción en el 
período de posguerra, en los años 60 se inició un período expansivo, culminado en la crisis 
de los años 70 y reactivado a posteriori, orientado con una nueva política del agua en la 
que los objetivos se centraban en corregir los desequilibrios hidrográficos, acrecentando 
la existencia de un importante patrimonio material e inmaterial hidráulico (Melgarejo, 
2000: 312). Todo este patrimonio se ponía al servicio de un modelo económico más rico 
en matices, como indica C. Barciela (2000: 351) “… ya no bastaba con regar y colonizar, 
aunque seguía siendo lo más importante, también había que industrializar y electrificar…”. 
Ya en el I Plan de Desarrollo Económico y Social (1964-7) se denunciaba el inadecuado 
tamaño de las explotaciones, en aras a la mejora de la productividad, acentuando el olvido 
de la dimensión social en el siguiente Plan. Fracaso, inacción y olvido histórico marcaron 
la historia de la gestión del agua y los regadíos en los años 60-70. De las 46000 has como 
máximo histórico en 1970-1 o la previsión de 500000 hectáreas de los años 1973-80 se 
redujo a mera acción coyuntural, y sobreseída su utilidad con la liquidación del INC-IRYDA 
en el Real Decreto de Junio 1977. 
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También al final de ciclo, con el Trasvase Tajo-Segura, se rompió con la inercia nacida 
desde el regeneracionismo, para entrar en una política de planificación a escala nacional, 
con un incremento de expectativas hidráulicas, nunca satisfechas –de los 1000 hm3 fijados 
por la Ley de 1971 se habilitaron transferencias inferiores a los 120 m3–, resultando de ahí 
una intensiva extracción de acuíferos y un aumento de los regadíos deficitarios. 

4. Tras la Acción Planificadora, nuevos caminos y nuevos usos del agua en la transición

Con la llegada de la democracia, la gestión del recurso agua se impregnó de una 
racionalización que afectó de forma conjunta y unitaria a todo el territorio nacional: la 
cuenca hidrográfica no era unidad de acción política, no primó el volumen de recurso 
sino su calidad e inserción en la política medioambiental global. Esta apuesta de 
comprensión de la importancia del recurso implicaba una constante y reiterada revisión 
y adecuación de sus objetivos de manejo, resultante de la complejidad legislativa que 
devino tanto del estado autonómico como de la construcción europea. Con el R.D. de 7 
de diciembre de 1979 se regulaba la normativa de estudio de planificación en las cuencas 
hidrológicas, racionalización evidenciada en los Documentos Avances 80, antecedente del 
Documentación Básica para el Plan Hidrológico. El resultado fue la Ley de 2 de agosto 
de 1985 que puso en discusión los conceptos de unidad de gestión, economía del agua, 
descentralización, eficacia y participación de usuarios, junto a la adecuada comprensión 
de los ciclos hidráulicos, integrando la gestión con el ordenamiento del territorio y con 
profundas competencias estatales asentadas desde la propia Constitución de 1978 
(artículo 149). Esta opción implicaba la dicotomía entre planes hidrológicos nacionales y 
de cuenca, aunque armonizados en enfoques integradores de carácter regional y sectorial. 
Esta apuesta legislativa se complementó con el Reglamento de Administración Pública del 
Agua, Planificación Hidrológica de 29 Julio 1988, que se vería inserto en el Anteproyecto de 
Ley del Plan Hidrológico Nacional de 1993.

Como bien indicaba páginas atrás (Baños y Páez, 2011: 422 y ss), se ha verificado 
una historia de tránsito del regadío desde cultivo social a la “crisis social” en la agricultura 
de regadío (envejecimiento de población, perdida de vínculo del trabajo femenino, des-
agrarización, individualización–“salarización” del trabajo). Se combinan en el tiempo más 
inmediato, fenómenos de agricultura a tiempo parcial y pluriactividad familiar, con una 
invisibilización simbólica del trabajo femenino. En este contexto, el proceso de especialización 
productiva es resultado del cambio en los parámetros de consumo alimentario, “consumo 
postfordista” que exige responder a nuevas demandas de calidad y atención a la salud con lo 
resultando de la nueva agricultura de regadío. En este sentido, la orientación hortofrutícola 
del uso del agua como input productivo suponía respecto a la Producción Vegetal Final 
(PVF) más del 70% de la Producción Final Agraria (PFA). Esta intensificación productiva, 
basada en una opción productivista del territorio y del agua, originó procesos de producción 
social del espacio con tres dimensiones fundamentales: territorial (densificación de cultivo 
e intensificación del uso de recursos naturales), espacial (localización de cultivos según 
disponibilidad de agua) y temporal (implantación de cultivos monoespecíficos o rotaciones 
que des-estacionalizan la producción, y sobre todo, el consumo). Este fenómeno ha tenido 
una especial incidencia en el patrón de cultivos y uso del agua de los agroecosistemas 
mediterráneos, liquidando sus potencialidades socioambientales y la sustentabilidad de 
estos espacios productivos.

 Un “despojamiento de tierras”, propio de territorios de la Península Ibérica pero con 
especial incidencia en la vertiente mediterránea y sur-atlántica, transformó las relaciones de 
consumo del agua, dentro de un creciente y extendido modelo de desarrollo de actividades 
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terciarias. Conviven de forma conflictiva fuertes contradicciones, entre la rentabilidad 
comercial del agua, sujeta a agriculturas de enclave, y la in-sustentabilidad socioambiental 
del modelo de desarrollo agrario en sí. Pero se fracturaban las lógicas de organización y 
construcción social alrededor del recurso 

… dado que cada cuenca cuenta con unos recursos hídricos acotados y a ellos ha de tender 
a adaptarse el desarrollo socioeconómico…)(… contra cierto optimismo tecnológico, no 
cabe pensar que los recursos hídricos renovables sean siempre sustituibles a través de una 
nueva intensificación tecnológica…)(… esto se ha evidenciado para el caso del transporte de 
agua a largas distancias –trasvases inter-cuencas- y el bombeo de agua subterránea desde 
profundidades crecientes, e igualmente válido para la desalación marina …)(… no pueden 
sostener localmente, durante un cierto tiempo, economías que han crecido más allá de sus 
límites, pero ninguna de estas estrategias es de aplicación global, y ni siquiera a nivel local 
pueden serlo de forma indefinida…). (Martínez y Esteve, 2006: 114).

5. Conclusión. Mirando a los recursos desde la escasez y hacia la sustentabilidad 
histórica

Estamos ante un nuevo siglo, con graves problemas de agotamiento de recursos, 
cambio climático, vulnerabilidad socioambiental de comunidades para las que el agua es 
un vivo ejemplo de las tensiones a las que el acceso por los recursos, las guerras por agua 
nos están mostrando (Shiva, 2004, 2007) como resultado de la in-sustentabilidad de las 
formas de extracción, apropiación y distribución de los recursos. Durante el siglo XX, el 
consumo de agua se ha multiplicado por 1000, obviando la dimensión metabólica que el 
agua tiene para con las formas de vida humana, y dado el creciente proceso de destrucción 
del stock de capital natural disponible para la asignación intergeneracional que el modelo 
capitalista imprime por la extensión de usos terciarios vinculados al turismo, industria u 
otros sectores, que afectan negativamente la disponibilidad futura de capital natural. En los 
últimos tiempos la aprobación de sucesivos Planes Hidrológicos (Anteproyecto Ley PHN; 
1993 y aprobación del PHN que proyectaba Trasvase del Ebro, 2000) supuso primar obras 
hidráulicas de amplio espectro, sustentadas en los supuestos excedentes de cuencas, junto 
a un cálculo coste-beneficio de difícil asunción conceptual desde el campo de la economía 
ecológica. La no viabilidad del proyecto –por mandato UE– no impidió la continuación del 
acondicionamiento de nuevos regadíos, la extensión de la agricultura bajo plástico y un 
desarrollo mal articulado de territorio y servicios terciarios, con una doble consecuencia: 
crisis de agricultura de regadío –sustitución de huertas tradicionales por “nuevos regadíos” 
con problemas de abastecimiento hídrico en cantidad y calidad– y, en segundo lugar, la 
reasignación del recurso agua hacia prácticas de construcción y turismo.

Como bien indicó J. M. Naredo (1997) han existido dos formas de aproximación al 
ciclo histórico del agua: la planificación de obras hidráulicas que atendía a disponibilidad 
de caudales para abastecimiento de demandas sociales, con un límite territorial evidente 
para su crecimiento, y la mayor preocupación en los últimos tiempos por el ciclo de 
gestión. La planificación de gran hidráulica atendía a conceptos de conservación (flujo de 
entrada-flujo salida-disponibilidad de stock, mera ecuación poco aceptable para un país 
de clima mediterráneo dominante), cuando ahora debemos atender más a la segunda Ley 
de la Termodinámica que afronta el trasfondo físico de la escasez económica del bien. 
Una visión desde la termodinámica y del metabolismo social que nos empuja a repensar 
el ciclo hidrológico como ciclo abierto y desequilibrado en el que debemos combinar el 
estudio sobre la disponibilidad y flujo del recurso junto a la calidad del mismo. Este eje 
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básico no debe oscurecer que la sustentabilidad del recurso está sujeta a la imposición 
un modelo-prácticas de gestión social del agua que dé prioridad al recurso como input 
industrial-agrario-ocio más que como bien común. Existe una escasez física derivada de 
condicionantes geo-climáticos, pero también existe escasez económica derivada de la 
presión poblacional, patrones de vida apegados a manejo libre, abundante y “gratuito” del 
bien agua, la localización preferentemente urbana de usuarios y las pérdidas en las redes 
de distribución.

Queda pendiente el abandono de políticas estructuralistas, arrinconando la planificación 
para atender más a las demandas, caminando hacia políticas de reasignación de caudales 
desde estrategias múltiples de abastecimiento, “poner orden en casa” (Naredo, 2006).

En España la agricultura consume cerca de 25 km3 de agua /año, lo que supone 80% 
de la demanda total de agua, excluyendo las demandas no consuntivas: hidroeléctrica, 
piscifactorías, etc. Este volumen se debe al incremento de agricultura de regadío de forma 
vertiginosa. Si a finales del siglo XIX el regadío comprendía a 1.2 millones de hectáreas, 
a mediados del siglo XX suponían mas de 1.5 millones de has., a inicios del siglo XXI se 
encuentra en 3.4 millones de hectáreas de regadíos permanentes (Estevan, 2006: 33-34), 
resultado de la imposición de expectativas desde el “Estado regante”. 

Es necesaria una reevaluación de la demanda efectiva, con el fin de rediseñar 
instalaciones y planificación territorial, evaluando la real dimensión económica de la 
necesidad del recurso, rechazando la idea de escasez absoluta de agua, recalculando 
costes físicos y monetarios, dado que la recirculación del agua de calidad podría llegar a 
nutrirse del sumidero último que es el mar (Naredo, 1997: 19).

Agua como forma de vida o agua como materia prima para la industria, agua como 
bien común o agua como capital natural “almacenable” y aprehensible mediante la gran 
hidráulica…..dialécticas que la historia contemporánea de España nos permite tejer de forma 
compleja y diversa. A lo largo de los últimos decenios, el agua como objeto histórico ha sido 
reconceptualizado, asumiendo el despojo perpetrado a los grupos humanos del control y 
gestión del mismo, para ser transferida la gobernanza del agua hacia esferas de poder local 
o nacional. Este primer eslabón formó una amplia cadena en la que el recurso agua fue 
desalojado de su valor reproductivo para ser apropiado, “normativizado” e “institucionalizado” 
como primera herramienta hacia su paralela o posterior privatización en su gestión. Este 
salto cuantitativo se inscribió en la ruptura de las economías de base energética orgánica 
desde fines del siglo XIX. Transitando hacia una agricultura sustentada en el consumo 
creciente de los factores de acceso más limitado en ecosistemas mediterráneos: agua y 
fertilizantes. La primera y más necesaria apuesta era la intensificación del uso del recurso 
agua, poniéndolo al servicio de una agricultura ampliada en dotaciones territoriales. Agua 
como recurso vital para las formas de vida comunitaria, fue transformada en materia 
prima de un modelo de desarrollo con graves inequidades socioambientales a largo plazo, 
culminadas en un modelo altamente consuntivo del recurso para usos vinculados al ocio, 
lejos de los requerimiento sociales vinculados al valor del agua como bien común. Se 
extendió el regadío a terrenos poco adecuados para su uso agrario, forzando los ciclos de 
tierra y agua en aras el incremento del output agrario, sin asumir que la sustentabilidad a 
largo plazo era muy cuestionable. 

Ahora sólo nos queda la asunción de las desigualdades del modelo de desarrollo 
–turístico/urbanístico–, la relocalización de las pautas de producción y consumo, 
redimensionar el impacto del modelo de desarrollo capitalista sobre la disponibilidad de 
stock agua, generar pautas institucionales más equitativas en la asignación del bien con 
nuevas reglas de gobernanza… reconsiderar que el agua en un global common (CPR`s), 
no susceptible de explotación mercantil con el fin de no poner en cuestión la vida de las 
formas de vida humanas y animales.
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RESUMEN
La Historia Agraria, tal y como se ha practicado en España, atraviesa por una crisis que 

debe calificarse como una crisis estructural en la medida en que afecta no sólo a sus contenidos y 
principales teorías, sino también a los valores axiológicos que la han sustentado hasta ahora y a la 
función social del discurso que produce. En este artículo se pasa revista a los principales hechos 
sucedidos en el sector agrario desde la segunda mitad del siglo XX para significar la distancia 
existente entre el empeño por solventar la vieja “cuestión agraria” de los regeneracionistas y la 
cruda realidad de un crecimiento agrario desigual, desequilibrado, que ha deteriorado la base de los 
recursos naturales sobre los que se asienta sin por ello elevar la renta de los agricultores o evitar el 
despoblamiento de nuestro campos. Como alternativa se reivindica la construcción de un discurso 
que tome como base los enfoques integradores que proporciona la Agroecología y que dé un nuevo 
“sentido”, un sentido más contemporáneo, al quehacer historiográfico, poniendo en el centro del 
mismo la búsqueda de la sustentabilidad. En coherencia con ello, el texto finaliza con dos ejemplos 
de historia agraria aplicada en los que el conocimiento histórico se convierte en un conocimiento 
útil para el diseño de sistemas agrarios sustentables o se beneficia de los conocimientos que 
proporciona la Agroecología.

PALABRAS CLAVE: Historia Agraria, Agroecología, Sustentabilidad, Historia Ambiental

ABSTRACT
Agrarian History, as it has been practiced in Spain, goes through a crisis that ought be described 

as a structural crisis insofar as it affects not only its contents and main theories, but also the axiological 
values that have maintained it until now and the social function of the discourse that it produces. This 
article examines the principle facts in the agrarian sector from the second half of the 20th century in 
order to express the existing distance between the determination to solve the old “agrarian question” 
of the regenerationists and the harsh reality of an unbalanced, unequal agrarian growth that has 
deteriorated the natural resources over what it is laid down without increasing the farmers rent or 
avoiding the depopulation of our countryside. As an alternative, it demands the construction of a 
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discourse that takes as its basis the integrator approach that provides the Agroecology and that 
gives a new “sense,” a more contemporary sense, to the historiographic work, putting in the centre 
of itself the search for sustainability. Correspondingly, the text ends with two examples of applied 
agrarian history in which the historical knowledge becomes  useful knowledge for the design of 
sustainable agrarian systems or profits from the knowledge that Agroecology provides.       

KEY WORDS: Agrarian History, Agroecology, sustainability, Environmental History. 

Introducción

La Historia Agraria, tal y como se ha practicado en la Península Ibérica atraviesa 
un profunda crisis de identidad. Adquirió bastante protagonismo en la segunda mitad del 
siglo XX, cuando la agricultura comenzaba a industrializarse y parecían evidentes los 
obstáculos que las “estructuras agrarias tradicionales” oponían al crecimiento económico y 
a la modernización. La misión de los historiadores agrarios consistió en medir el crecimiento 
agrario y valorar si el sector había o no cumplido con el papel que las teorías económicas 
en boga le habían asignado. A la vista del desfase con otras agriculturas occidentales, 
las estructuras agrarias y el “atraso del mundo rural” se convirtieron en el eje central del 
quehacer de los historiadores agrarios y la distribución de la propiedad de la tierra uno de 
sus factores con mayor fuerza explicativa. La llamada “cuestión agraria” ocupó así un lugar 
central en los relatos sobre el pasado de la agricultura española y del mundo rural.

Pero las últimas décadas han traído tan profundas transformaciones que el “campo” 
se ha convertido en un recurso nostálgico para los mayores y un anacronismo para los 
jóvenes, cuyas identidades carecen ya de referentes rurales. El peso abrumador que en 
otro tiempo tuvo el sector agrario en la economía y en la sociedad española se ha reducido 
considerablemente. Apenas supera ya el 2,7% del PIB (2010) español y proporciona poco 
más del 4,4 % del empleo; cifras que contrastan con las de hace cuarenta años, cuando 
daba ocupación directa a casi la tercera parte de la población. Éste ha sido el resultado de 
la “industrialización” de la agricultura, proceso que se ha completado en muy poco tiempo 
y que ha propiciado la convergencia con las agriculturas más avanzadas de Europa, hasta 
situarse incluso en la vanguardia de determinadas producciones y medios tecnológicos. 
La inserción de la agricultura española en el sistema agroalimentario europeo se ha 
realizado mediante una marcada especialización en los sectores hortofrutícola y olivarero, 
aprovechando sus ventajas comparativas.

España se ha hecho definitivamente urbana, ha perdido su tradicional carácter agrario, 
incluso en el medio rural, donde la agricultura no constituye ya ni la única ni muchas veces 
la principal actividad. La importancia de la propiedad de la tierra como condicionante de 
la distribución de la renta se ha “diluido”. La vieja cuestión agraria, aquella que puso en 
el centro de las reivindicaciones sociales la reforma agraria, lejos de resolverse se ha 
metamorfoseado en una nueva cuestión agraria en la que han aparecido nuevos problemas 
y retos que afrontar (nuevas formas de expresión de la desigualdad en la agricultura, 
diversas maneras de privatización de la renta agraria, la propia redefinición del papel de la 
agricultura en el desarrollo económico de cada país, etc.).

Todos estos cambios han propiciado que los relatos tradicionales hayan perdido el 
“sentido” que tenían hace unas décadas y obligan a una revisión a fondo de la Historia 
Agraria como campo disciplinar. Dos aspectos hacen de esta renovación una tarea urgente: 
la necesidad imperiosa de integrar en su discurso los aspectos ambientales y de entender 
la actividad agraria como algo más que una actividad económica que produce alimentos 
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y materias primas, valorándola también como aquellas que ofrece servicios ambientales 
imprescindibles para el sostenimiento de las actividad humana. Este nuevo enfoque de lo 
agrario, que se está imponiendo en otros ámbitos de la ciencia, constituye  un elemento 
imprescindible para la construcción de un nuevo relato más contemporáneo, más adaptado 
a las condiciones propias de una sociedad que ya no es la del siglo XX. 

Su necesidad se ve reforzada, además, por la aguda crisis de identidad que atraviesa el 
conjunto de la historiografía moderna, motivada tanto por la obsolescencia de los supuestos 
epistemológicos, axiológicos y de las propias metateorías en las que ha basado su quehacer, 
como por el cambio en la función social del discurso histórico y del sujeto que lo elabora. Es 
una crisis sistémica que refleja estos tiempos de crisis civilizatoria y de mudanza histórica. 
Las grandes certezas de la modernidad han dado paso a las incertidumbres del presente, 
dejando los relatos sobre el pasado que las legitimaban sin la necesaria conexión con el 
presente.

Sin duda, la actual crisis económica va a desembocar en una nueva configuración 
civilizatoria de nuestra sociedad que exigirá nuevas interpretaciones del pasado. Sólo 
podemos intuir algunos de sus rasgos y descartar aquellos que los últimos acontecimientos 
han arrojado al basurero de la historia. En este tiempo de dudas, es sumamente difícil y 
aún inconveniente, plantear alternativas cerradas al discurso histórico dominante; pero sí 
que podemos avanzar en la tarea de expurgar de lo viejo lo imprescindible y recoger de lo 
nuevo aquello que puede cimentar el camino hacia otros contenidos, otros lenguajes y otras 
funciones sociales que el discurso sobre nuestro pasado puede y debe cumplir.

Por ello, este texto defiende la necesidad de que la Historia Agraria se dote de 
otro paradigma interpretativo que dé sentido al relato que elabora, que sustituya al viejo 
paradigma económico del crecimiento y del bienestar material por otro más contemporáneo 
que enfoque los fenómenos agrarios desde una perspectiva más integral, que tenga en 
cuenta no sólo las magnitudes monetarias o agronómicas por separado, sino que articule 
unas y otras con las sociales, políticas y ambientales en una perspectiva holística. Tal 
paradigma se puede encontrar en el paradigma ecológico y en las disciplinas híbridas a 
que ha dado lugar, entre ellas la Agroecología. 

1. Crisis del modelo agroalimentario

El grueso de la narrativa producida por la Historia Agraria se ha concentrado en 
historiar los “logros” del crecimiento agrario o en averiguar el por qué algunos países no 
han podido, o lo han hecho tarde, acceder a sus beneficios. Pero el crecimiento agrario 
como modelo de desarrollo, del que por cierto España se ha convertido en uno de sus 
principales practicantes, da signos de agotamiento, ha resultado ineficaz en su tarea de 
alimentar al mundo y, además, ha fallado en su empeño por proporcionar a los agricultores 
una renta digna. Es más, tiende a destruir la base de los recursos sobre los que se asienta, 
planteando la pregunta de si este modelo de agricultura se puede mantener indefinidamente. 
Esta cuestión ha estado ausente en el relato y en la axiología de la historia agraria, más 
preocupada por las magnitudes del crecimiento. Los datos de la realidad hacen evidente la 
obsolescencia de su discurso.

Entre 1950 y 1984, la producción mundial de cereales se multiplicó por 2,6, superando 
la tasa de crecimiento de la población mundial y elevando en un 40% las disponibilidades 
de cereales per capita (FAO, 1993). Estos datos contribuyeron a fomentar la idea de que la 
pobreza rural y la desnutrición e incluso el hambre desaparecerían definitivamente con la 
generalización de las tecnologías propias de la llamada “revolución verde” y el fomento del 
crecimiento económico en la agricultura.
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Sin embargo, y tras cinco décadas de crecimiento ininterrumpido, la pobreza, el 
hambre y la desnutrición endémicas siguen existiendo (Guzmán et al., 2000). El entramado 
institucional que sostiene al sistema agroalimentario mundial es hoy incapaz (Dixon et al., 
2001: 2), pese que hay materia prima para ello, de alimentar a la humanidad en su conjunto 
y ha realizado progresos muy modestos en la erradicación de la pobreza rural. Por otro lado, 
la agricultura sigue proporcionando la energía endosomática que alimenta y reproduce a 
la especie humana, pero se han producido cambios muy importantes en el desempeño 
de esa función (Francis et al., 2003). Entre la producción y el consumo han aparecido 
nuevas actividades: de transformación agroalimentaria y distribución, que ahora tienen un 
protagonismo inédito. Los procesos de transformación y distribución agroalimentaria han 
adquirido una importancia inusitada. 

La agricultura ha pasado de constituir una fuente de energía imprescindible a ser 
demandante de ella. Sin el subsidio de energía externa no podría funcionar (Leach, 1976; 
Pimentel y Pimentel, 1979; Gliessman, 1998 [2002]). Es la responsable de la multiplicación 
de los rendimientos por unidad de superficie y, sobre todo, de incrementos muy importantes 
de la productividad. Según Smil (2001, 256), la extensión de suelo cultivado en el mundo 
durante el siglo XX ha crecido en una tercera parte, pero como la productividad se ha 
multiplicado por cuatro, las cosechas se han multiplicado por seis en ese periodo. Esta 
ganancia se ha debido principalmente a que la cantidad de energía empleada en el cultivo 
se ha multiplicado por ocho. La actividad agraria ha pasado a ocupar un lugar subsidiario en 
el conjunto de las economías industriales, siendo valorado principalmente como proveedor 
de alimentos y materias primas y en mucha menor medida de otros bienes y servicios, por 
ejemplo los ambientales. La biomasa constituye un insumo más del metabolismo de los 
materiales cuyo peso ha disminuido (Fischer-Kowalski y Hüttler, 1999: 119; Krausmann y 
Haberl, 2002: 184).

El mercado alimentario se ha vuelto global, favoreciendo que los productos agrícolas 
recorran distancias muy largas hasta llegar la mesa del consumidor, incluso si son 
consumidas en fresco y requieren el desarrollo de una vasta infraestructura logística. La 
comida procesada ha desbancado a la que se consume en fresco y cada vez se consumen 
más alimentos fuera del hogar. En la alimentación humana intervienen ahora nuevos y 
más sofisticados “artefactos” movidos por gas o electricidad que han incrementado el coste 
energético de la alimentación (González de Molina e Infante, 2010). Al mismo tiempo, se 
ha producido en cambio significativo en la dieta de los países desarrollados, donde se 
consume cada vez más carne y productos ganaderos, haciendo aumentar el número de 
cabezas hasta niveles insospechados. Para su manutención se han retirado tierras para 
la alimentación humana o se han dedicado parte de ellas al cultivo de piensos para su 
engorde. Según Krausmann et al. (2008: 471), la apropiación global de biomasa terrestre 
alcanzó en el año 2000 los 18.700 millones de t de materia seca por año, un 16% de la 
producción primaria neta terrestre. De esta cantidad, sólo un 12% de la biomasa vegetal fue 
a parar directamente a la alimentación humana; un 58% se utilizó para alimentar al ganado, 
otro 20% sirvió de materia prima para la industria y el 10% restante siguió usándose como 
combustible.

El resultado de todo ello ha sido el agravamiento del reparto desigual de los alimentos: 
mientras que una franja muy importante de la población mundial no alcanza las calorías 
mínimas, convirtiendo el hambre y la desnutrición en un fenómeno estructural, la población 
de los países ricos está sobrealiemetada, sufriendo por ello graves problemas de salud y un 
extraordinario gasto a los sistemas sanitarios nacionales. La Organización de las Naciones 
Unidas para la Alimentación y la Agricultura (www.fao.org) estima que más de 900 millones 
de personas en el mundo sufren de hambre y desnutrición. Diariamente mueran alrededor 
de 24.000 personas de hambre o de causas relacionadas con ella1. 

1   Datos de Proyecto Hambre de las Naciones Unidas (http://proyectohambre.org/).
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Un modelo que ha deteriorado la renta de los agricultores

La agricultura moderna, pese a su impresionante desarrollo tecnológico, tampoco ha 
tenido éxito en la tarea de elevar la renta de los agricultores, lográndolo sólo de manera  
parcial y en algunas regiones del planeta. La manera en que vienen funcionando los 
mercados nacionales e internacionales y el propio papel subordinado que se le ha dado a 
la actividad agrícola en el crecimiento económico, han determinado una continuada pérdida 
de rentabilidad de la producción que compromete su configuración actual. En los países 
ricos, las subvenciones públicas han sido ideadas para compensar parcialmente la caída. 
El valor de la producción mundial de alimentos, piensos y fibras fue de 1,5 billones de 
dólares en 2007 (FAO, SOFA, 2007). Tal volumen ha supuesto el crecimiento en un 16% 
de la oferta alimentaria por persona desde 1983. Sin embargo, no puede decirse lo mismo 
respecto a los precios percibidos por los agricultores: según FAO, los precios reales han 
disminuido desde entonces en un 50% (FAO, SOFA, 2007).

Un porcentaje cada vez menor del precio final de los productos agrícolas va a parar 
a manos de los productores. Ello es debido a la creciente concentración empresarial en 
el sector de la distribución, pero también a la participación en el producto final de varios 
procesos transformación, distribución y preparación que consumen energía, materiales y 
producen residuos, lo que según los economistas convencionales genera valor añadido 
pero fuera del alcance de los productores. La pérdida de rentabilidad de la actividad agraria 
refleja, de ese modo, el continuo deterioro de la relación de intercambio que sufren las 
actividades agrarias en todo el mundo, causa de abandono en los países desarrollados y 
de hambre, emigración a las ciudades y pobreza en los países en desarrollo. 

Esta tendencia al deterioro de los precios agrarios se ha detenido en los últimos años 
e incluso ha invertido su tendencia, pero sin que ello haya mejorado la renta agraria. El 
coste de los alimentos ha subido un 83% en los últimos tres años, según el Banco Mundial y 
la FAO. Los alimentos básicos, que constituyen el soporte alimentario especialmente de los 
países pobres, son los que más han subido. El coste del trigo ha crecido un 130%, la soja un 
87% y el arroz un 74% (Vivas, 2008). Algunas razones de ese incremento, cuyo valor no ha 
ido a parar a los bolsillos de los agricultores en buena medida, son coyunturales, pero otras 
son síntomas inequívocas de tensiones estructurales. El aumento de las importaciones de 
cereales por parte de los países hasta hace poco autosuficientes o la pérdida de cosechas, 
provocadas por perturbaciones climáticas, responde a la coyuntura. Pero, el aumento 
sostenido del consumo de grano, que ha excedido en los últimos ocho años del volumen 
de la producción y ha reducido los stocks existentes, el aumento del consumo de carne 
en países de Latinoamérica y Asia, el aumento del precio del petróleo y la escasez de 
tierra que se ha puesto de manifiesto con la expansión del cultivo de agrocombustibles, 
son fenómenos que ponen de manifiesto la crisis estructural del modelo predominante de 
desarrollo alimentario. Sobre las previsiones de escasez futura se ha tejido, además, una 
tupida red especulativa que ha agudizado aún más la tensión inflacionaria.

Un modelo que deteriora los recursos naturales

La pretensión de producir enormes volúmenes de alimentos, agua, madera, fibras, 
combustibles y materiales diversos está generando impactos muy considerables en los 
agroecosistemas y en los ecosistemas en general: la transformación de los hábitats 
naturales debidos a la expansión de los sistemas agrícolas, ganaderos y forestales 
especializados. Hoy, la mitad de la superficie terrestre, libre de hielo, ha sido transformada 
en áreas para la producción agropecuaria y forestal. Entre 1700 y 1990, las zonas agrícolas 
se multiplicaron por cinco al pasar de las 300-400 millones de hectáreas a 1500-1800 
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millones de hectáreas, y las dedicadas a la ganadería crecieron seis veces: de alrededor 
de 500 millones de hectáreas a 3300 millones (Hibbard, et al., 2007). El proceso anterior 
ha sido la primera causa de la intensa deforestación en las regiones tropicales, incluyendo 
selvas y manglares. A ello se ha de añadir la sobre-explotación de los mantos acuíferos 
para la producción agrícola, pecuaria y forestal y la sobre-explotación de las poblaciones 
de peces y otros organismos marinos a manos de una pesca industrial depredadora o no 
sustentable, que ha hecho que en casi todos los océanos las poblaciones se encuentren ya 
sobre-explotadas o cercanas a ese punto (FAO, 2000).

Efectivamente, la caída sostenida de la renta del sector agrario ha favorecido un uso 
más intensivo de los recursos naturales (suelo, agua, biodiversidad, etc.). La erosión, la 
mineralización y pérdida de nutrientes del suelo, la deforestación, el pastoreo excesivo 
y las prácticas agrícolas inadecuadas son las principales consecuencias de unos modos 
de manejo que provocan la degradación de muchas tierras de cultivo. Según cálculos 
realizados por expertos regionales y recogidos en la Evaluación Mundial de la Degradación 
del Suelo (GLASOD) de 1990 (PNUMA, 1991), entre mediados de la década de los años 
cuarenta y 1990 se habían degradado 1970 millones las hectáreas, el 15% de la superficie 
terrestre sin contar Groenlandia y la Antártida, que están siempre nevadas.

Los recursos hídricos se han visto también severamente afectados. Una parte muy 
importante del crecimiento de la producción alcanzada en los últimos cincuenta años se 
debe al empleo de agua en las labores agrícolas mediante la irrigación, tanto que se destina 
anualmente a riego el 70% del agua dulce que se obtiene de las aguas superficiales y 
subterráneas (WRI, 2002: 66). La superficie irrigada en el mundo pasó de los 94 millones 
de hectáreas de 1950 a los 271 millones de 2000 (FAO, 2000), el 17% del total de tierras 
de cultivo, de ellas procede más del 40% de la producción mundial de alimentos (Postel, 
1989). Sin embargo, desde ese año el crecimiento se ha vuelto más lento, incrementándose 
hasta 2003 en sólo 6 millones de ha. Ello ha significado la realización de grandes obras 
de desviación, encauzamiento, almacenaje y regulación de las aguas superficiales y la 
extracción de grandes cantidades de agua de los acuíferos subterráneos. Al margen de las 
modificaciones generadas en los cursos de agua, que están en el origen de muchos de los 
actuales desastres naturales y del empobrecimiento de muchos ecosistemas, la agricultura 
está produciendo una disminución apreciable de la disponibilidad de agua dulce para 
consumo humano y para la propia actividad agrícola (PNUMA, 1994). El PNUMA (1984) 
estimó en 1984 que 40 millones de hectáreas en las zonas irrigadas estaban dañadas por 
salinización, siendo muy difícil y costosa su recuperación. Seis años más tarde eran ya 100 
millones las hectáreas afectadas por los procesos degradativos de salinización, sodización 
e hidromorfismo.

Lo preocupante de la situación es que todos estos daños están disminuyendo –y lo 
harán de manera más grave en el futuro– la capacidad de los agroecosistemas de producir 
alimentos y materias primas y de ofrecer servicios ambientales. Por ejemplo, se ha evaluado 
que los agricultores dejan de ingresar anualmente 11.000 millones de dólares por la pérdida 
de producción que ocasiona  a sus tierras la salinización (WRI, 1999: 92). Basándose en las 
cifras de GLASOD citadas anteriormente, se ha calculado que la pérdida acumulada en los 
rendimientos durante los últimos cincuenta años como consecuencia de la degradación de 
los suelos ha sido del 13% en las tierras de cultivo y del 4% en las de pasto (WRI, 2002: 64).

Un modelo que se agota

Este sistema da además síntomas de agotamiento, sobre todo en el ámbito de la 
producción agraria, corazón del sistema agroalimentario mundial. En los últimos años 
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asistimos a cierta ralentización de crecimiento en la producción de alimentos. Entre 1950 y 
1990 la producción por hectárea creció a un ritmo anual del 2,1%, en tanto que entre 1992 
y 2005 lo ha hecho sólo al 1,3% (FAO, SOFA, 2007). Las disponibilidades de cereales han 
pasado de los 360 kg por persona y año de 1996 a los 340 de 2006, experimentando una 
disminución del 5%. Una producción que sólo en parte se destina al consumo directo (152 
kg/persona en 2007), dedicándose el resto a otros usos, especialmente a la elaboración de 
piensos animales (FAOSTAT, 2008).

La desaceleración de crecimiento agrario es producto de muchos factores, pero dos 
cobran un especial protagonismo en su explicación: por un lado, el fuerte ritmo que ha 
seguido el crecimiento de la población mundial y el consumo alimentario; por otro, los daños 
ambientales que genera la propia actividad agraria y que disminuyen la capacidad productiva 
de los agroecosistemas. Al margen de los trastornos en las condiciones agroclimáticas que 
pudiera producir el calentamiento global de la atmósfera2, la producción mundial de cereales 
depende en gran medida de las disponibilidades de tierra y de agua. En este ámbito parece 
que las expectativas de un crecimiento de las tierras dedicadas al cultivo de cereales son 
limitadas. Desde 1981 la superficie cerealista mundial ha descendido de 732 millones de ha 
a 699 millones de 2007 (FAOSTAT, 2008). Ello ha sido producto de la progresión de la soja 
–que tiende a cubrir la demanda de aceite para cocinar en los países pobres y de piensos 
para los ricos– y de la degradación de una porción importante de suelo ya no apto para el 
cultivo. Las previsiones hablan de que la tendencia a la regresión de la superficie cerealista 
se mantendrá por las mismas razones y la creciente competencia que los usos urbanos 
establecen con las tierras más fértiles y con posibilidades de irrigación.

La superficie de tierra dedicada al cultivo de cereales per capita ha disminuido, pasando 
de 0,23 ha a 0,10. La previsión es que esa cifra se reduzca hasta  0,07 ha en el año 2050, 
si se mantienen las tendencias actuales. Las disponibilidades de tierra cultivada per capita 
están disminuyendo a medida que crece la población. Ha descendido aproximadamente un 
25% a lo largo de las dos últimas décadas, pasando de las 0,32 ha de 1975 a las 0,24 de 
2003 (FAOSTAT, 2003). A ese fenómeno contribuirá la degradación que muchas de ellas 
experimentan y van a seguir experimentando de proseguir las mismas prácticas agrícolas. 
Desde 1978, el crecimiento de las tierras irrigadas –la vía más eficaz de elevación de los 
rendimientos por unidad de superficie– ha ido bastante por debajo del crecimiento de la 
población, de tal manera que la superficie irrigada per capita pasó de las 0,047 ha de ese año a 
0,043 de 2003 (Brown, 1999: 234; FAOSTAT, 2008). Dadas las limitadas disponibilidades de 
tierra, es lógico pensar que se intente incrementar la producción con una nueva expansión 
–o con la correspondiente consolidación hídrica– de las tierras irrigadas. Pero la creciente 
escasez de recursos hídricos que experimentan muchas zonas del planeta va a limitar 
también esta opción. 

Las perspectivas refuerzan la idea de que la competencia por la tierra se va a 
incrementar en los próximos años. La demanda global de carne se espera que crezca en un 

2   “Tanto la agricultura como la seguridad alimentaria se verán afectadas por el cambio climático. Entre 
los impactos que se predicen están la disminución del rendimiento potencial de los cultivos en la mayoría 
de las regiones tropicales  y subtropicales. Se prevé, además, que la disponibilidad de recursos hídricos 
también disminuirá de manera paralela al aumento generalizado del riesgo de inundación que se dará como 
consecuencia del aumento del nivel de los océanos y de un incremento en la intensidad de las precipitaciones. 
También se prevé un aumento dramático en la frecuencia de eventos climáticos catastróficos como huracanes, 
tifones y sequías ya que el cambio climático tiene como consecuencia una mayor variabilidad de las condiciones 
climáticas” (Dixon, Gulliver y Gibbon, 2001: 5). En Asia, los científicos que estudian el comportamiento de 
las plantas han descubierto que el aumento de la temperatura en los próximos 50 años puede reducir la 
producción de cereales en trópicos hasta en un 30% (Nieremberg y Halweil, 2005: 127).
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50% al menos hasta 2030 (FAO, 2008), con la consecuente presión sobre la producción de 
cereales. En la actualidad se destinan unos 14 millones de ha, en torno al 1% de las tierras 
de labor, a agrocombustibles. Se estima que esa cifra alcanzará los 35 millones de ha 
también en el año 2030. La presión combinada de estas demandas, sobre un stock limitado 
de tierras y en franco descenso por la degradación del suelo y la salinización, amenaza con 
elevar aún más la presión sobre los agroecosistemas del planeta sin por ello mejorar las 
condiciones de vida de los agricultores ni lograr grandes aumentos en el volumen global de 
alimentos disponibles. 

Los dos retos más importantes que afronta, pues, el sistema agroalimentario mundial 
son: por un lado, erradicar el hambre, la desnutrición y elevar la renta de los agricultores 
principalmente en los países pobres, y reducir y, en su caso, eliminar los daños ambientales 
que a medio plazo disminuirán la capacidad productiva de todos los ecosistemas del 
planeta. La agricultura sustentable constituye la única manera de optimizar la conservación 
y prestación de estos servicios y al mismo tiempo abrir un espacio considerable para el 
aumento de la producción de alimentos sin degradar la base de los recursos naturales. 
Existe un cierto consenso, entre los agrónomos y entre los organismos internacionales 
dedicados al tema, en que una agricultura sustentable es la única capaz de incrementar 
sensiblemente la producción y los rendimientos sobre la base de la combinación entre las 
nuevas tecnologías y desarrollos de la Agronomía y el conocimiento y los recursos locales, 
cosas estas últimas de las que precisamente no carecen los campesinos más pobres y 
marginados del mercado (Altieri y Uphoff, 1999; Guzmán et al., 2000). Pero esto no será 
posible sin cambios significativos en el actual modelo agroalimentario. 

2. Una renovación necesaria del discurso

A la vista de la situación descrita, no es extraño que la Historia Agraria haya entrado 
también en crisis. En Europa son muchos los historiadores que han dejado este campo 
para ocupar otros más confortables, al resguardo de la postmodernidad y en concreto 
del giro culturalista que nos invade. Especialmente intensa está siendo la crisis entre los 
historiadores económicos, muchos de los cuales han abandonado el estudio del sector 
agrario, quizá influidos por la ortodoxia neoclásica que le otorga un papel ya casi residual 
en el crecimiento económico postindustrial, en una economía globalizada en la que los 
“servicios” han pasado a ser el motor preferente del desarrollo.      

Pese a ello, la Historia Agraria se basa aún en un relato del pasado que ya no es capaz 
de dar cuenta de los problemas que hemos descrito. Su crisis refleja la crisis del sistema 
agroalimentario en su conjunto. Incluso se ha fragmentado en historias aparentemente 
diferentes: rural, agraria, de la agricultura, etc… que no tienen más fundamento que su 
incapacidad para construir un relato unificado de los fenómenos más significativos ocurridos 
en el sector agrario y de su relación con los urbanos. Pese a los intentos realizados, no se 
ha producido una renovación suficientemente amplia como para que vuelva a conectarse 
con el presente, necesidad imprescindible de cualquier discurso histórico. Ello significa 
renovar su axiomática, buena parte de sus contenidos, redefinir su función social y el perfil 
de los historiadores para que cooperen con otros científicos en el estudio transdisciplinar 
del sector agrario.

En esa tarea, se debe buscar un soporte teórico y metodológico que suponga una 
alternativa real a la historia agraria tradicional, demasiado vinculada a los relatos de la 
modernidad industrialista. Un esfuerzo de renovación teórica, epistemológica y metodológica 
resulta ineludible, una renovación que le dé un nuevo sentido al relato y al que lo construye. En 
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el panorama de la ciencia existen alternativas capaces de analizar de manera integral todos 
los fenómenos agrarios y sus interrelaciones, ofreciendo así explicaciones que reduzcan 
la complejidad hasta hacer de ellos algo comprensible y su conocimiento socialmente útil 
(Fantowicz y Ravetz, 2000). Quizá el más esperanzador por su capacidad explicativa, su 
vinculación con el presente y su invitación permanente a la acción sea la Agroecología.  

La Agroecología surgió a finales de los años setenta como respuesta a las primeras 
manifestaciones de la crisis ecológica en el campo. Supuso un rechazo a la limitada 
capacidad de las disciplinas convencionales para entender la cada vez más compleja realidad 
agroalimentaria (Toledo, 1999). Se trataba de superar la parcelación del conocimiento 
característico de la ciencia tradicional, donde “ni las ciencias del hombre tienen conciencia 
del carácter físico y biológico de los fenómenos humanos, ni las ciencias de la naturaleza 
tienen conciencia de su inscripción en una cultura, una sociedad, una historia, ni de los 
principios ocultos que orientan sus elaboraciones” (Morin, 1984: 43). Surgió, pues, como 
una reacción particular al proceso general de parcelación y especialización excesiva del 
conocimiento y con la pretensión de explícita de ofrecer soluciones prácticas a la crisis 
socioambiental (Toledo, 1999). 

De una manera concisa, la Agroecología podría definirse como aquella parte de la 
Ecología que estudia los sistemas agrarios3. Esta consideración ecológica de la actividad 
agraria significa un giro copernicano respecto a la ciencia tradicional ya que proporciona 
una visión integral de la estructura, funcionamiento y dinámica de los sistemas agrarios. 
Éstos no sólo son el objeto de una actividad económica llamada agricultura que “produce” 
alimentos, fibras, sustancias medicinales y combustibles y también beneficios monetarios. 
La Agroecología los considera una forma particular de ecosistemas que desempeñan 
también funciones sociales y ambientales. Procede estudiando todos los componentes del 
sistema agrario, pero sobre todo de las relaciones que existen entre ellos. En lugar de 
centrar su atención en algún componente particular, tal y como han hecho las distintas 
ciencias agrarias, la Agroecología enfatiza las interrelaciones entre sus componentes y la 
dinámica compleja de los procesos ecológicos (Vandermeer, 1989).

La Agroecología tiene, además, la dimensión tiempo, esto es la historia, en el núcleo 
central de su epistemología. Se asienta sobre el principio de coevolución entre los sistemas 
sociales y ecológicos. El hecho de que la agricultura consista en la manipulación por parte 
de la sociedad de los ecosistemas naturales con objeto de convertirlos en agroecosistemas, 
supone una alteración del equilibrio y la elasticidad original de aquellos a través de una 
combinación de factores ecológicos y socioeconómicos. En este sentido, la artificialización 
de los ecosistemas es el resultado de una coevolución, en el sentido de evolución integrada, 
entre cultura y medio ambiente (Norgaard, 1987). Por tanto, el estudio de las distintas 
sociedades agrarias y las experiencias que dentro de ellas han ido desarrollando los seres 
humanos en el manejo de los agroecosistemas resultan relevantes para la Agroecología.

Ésta se sirve de los agroecosistemas como unidad de análisis o espacio de 
observación, donde los seres humanos se articulan con los recursos naturales: agua, suelo, 
energía solar, especies vegetales y el resto de las especies animales. En este sentido, la 
estructura, dinámica y arquitectura de los agroecosistemas resulta ser una construcción 
social (Redclift y Woodgate, 1993). Son producto de la manipulación socialmente organizada 
de un ecosistema para la producción de biomasa útil y, como tal, reflejo de relaciones de 
naturaleza socioecológicas. Todos los agroecosistemas tienen historia, son un producto 
histórico que es necesario estudiar también desde una perspectiva temporal. 

3   Es muy numerosa la bibliografía disponible sobre Agroecología. No obstante es imprescindible consultar 
Altieri, 1995, Gliessman,[1988] 2002; Guzmán et al., 2000 y Caporal, 2009. Una introducción a la Agroecología 
con una bibliografía básica puede verse en González de Molina, 2011.
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En definitiva, frente al enfoque científico convencional aplicado a la agricultura que 
ha propiciado el aislamiento de la explotación agraria de los demás factores circundantes, 
la Agroecología reivindica la necesaria unidad entre las distintas ciencias naturales entre 
sí y con las ciencias sociales para comprender las interacciones existentes entre procesos 
agronómicos, económicos y sociales. En nuestro caso, la Ecología y la Historia como 
disciplinas cooperan y orquestan a las demás para producir un conocimiento relevante 
en términos de sustentabilidad. Esta hibridación debe producir nuevos relatos basados en 
otros valores axiológicos distintos de la historia agraria tradicional y más en concreto en la 
sustentabilidad.

En vez del crecimiento económico, la sustentabilidad, esto es, el tiempo en que 
puede ser mantenido y los costes sociales, ambientales y económicos que una forma de 
manejo de los recursos produce. En esto también se distancia de la historiografía agraria 
tradicional. El proyecto historiográfico de la modernidad, en el que ésta última se inscribe, 
se fundamentó en una lectura laica del “sentido de la historia” propio del cristianismo y 
encarnado en la progresiva realización de la razón (Moradiellos, 1994; Aróstegui, 1995; 
Hernández Sandoica, 2004). El devenir histórico seguía una trayectoria única, diseñada por 
la ciencia y sus aplicaciones y, por tanto, trazada por la razón. La misión de hombre moderno 
consistía en acelerar el mecanismo de la evolución sirviéndose de la propia Naturaleza 
para conseguir el máximo bienestar. El progreso se materializaba, pues, en el logro de la 
abundancia material mediante la utilización de la ciencia y de la tecnología. 

La hegemonía historiográfica de que disfrutó la Historia Económica se explica desde 
esa perspectiva, no sólo porque se ocupaba de narrar los avances materiales que hacían 
posible el progreso humano, encarnado en el desarrollo tecnológico, sino porque era –con 
su aparato matemático– la disciplina que más se acercaba a las ciencias naturales. La 
Historia Social, que seguía en importancia a la Historia Económica, encontraba el sentido 
en la constatación de un proceso evolutivo hacia modelo sociales cada vez más complejos, 
expresión de la progresiva división social del trabajo que traía consigo el crecimiento 
económico y el bienestar material. El principal criterio de análisis de los movimientos sociales 
y de la acción colectiva era si su práctica acercaba o aceleraba el tiempo histórico hacia la 
modernidad. La Historia Política quedaba relegada a un papel secundario. Su tarea consistía 
en medir el grado de modernización en el ámbito político a partir de la comparación con un 
modelo abstracto, confeccionado a partir de las experiencias habidas en las sociedades 
occidentales más prósperas, donde la democracia, en su vertiente más formal y el Estado-
nación se habían instalado como formas de organización política eficientes. 

Todos aquellos comportamientos económicos, sociales, políticos o ideológicos que 
no encajaban en esta gran teoría de la modernidad eran condenados a una alteridad en la 
que se mezclaban la consideración premoderna de quienes así actuaban, con el rechazo 
moral, la curiosidad o la calificación de exotismo. Los campesinos, los indígenas, los países 
pobres, las culturas no occidentales… formaron parte del repertorio premoderno de unas 
sociedades que más tarde o temprano alcanzarían la senda del progreso.

Frente a ello, esta nueva historia agraria, surgida de la hibridación con la Agroecología, 
encuentra su “sentido” en la elaboración de un discurso en cuyo centro se sitúa la 
preocupación por la sustentabilidad. Ello no quiere decir que se ocupe solamente del mundo 
físico y biológico o de las limitaciones ambientales a la acción humana. El propio concepto 
de sustentabilidad, tal y como es manejado en buena parte de la literatura ambiental 
ayuda a comprender la mutua determinación entre sociedad y naturaleza en la este nuevo 
relato pretende situarse. Al hacerlo, se vuelve también una ciencia comprometida con los 
innumerables movimientos sociales y políticos que a lo largo y ancho del mundo luchan por 
construir una nueva “sociedad sustentable” (Toledo, 2005).
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3. Una nueva función social

Pero, la hibridación entre Historia y Agroecología no es un asunto que concierna 
únicamente a la academia, tiene una dimensión práctica o aplicada inédita que otorga al 
discurso una nueva función social. Por ejemplo, el estudio del pasado puede ocupar un 
lugar muy importante en el correcto enfoque de los problemas ambientales e incluso en 
el diseño de alternativas sustentables. Esta nueva función del discursos histórico rompe 
la idea de que la historia es un saber humanístico que contribuye a fortalecer la identidad 
de un país o de un colectivo social o simplemente a ensanchar su cultura, pero nunca a 
solucionar problemas concretos. El conocimiento histórico, que es un conocimiento que 
pone su acento en la dimensión tiempo y por tanto en el cambio, puede cooperar con 
otras disciplinas en la búsqueda de soluciones inmediatas al presente. Como se ha dicho, 
la dinámica de los ecosistemas sociales no puede entenderse al margen de su evolución 
histórica. Su reconstrucción resulta una herramienta útil para diagnosticar correctamente 
su estado: la fijación en el tiempo de los cambios más decisivos y la búsqueda de factores 
de diversa índole que los expliquen, puede contribuir a un diagnóstico correcto de las 
patologías socioambientales y a la búsqueda de soluciones eficientes. Esta idea de un 
conocimiento aplicado aboca necesariamente a la rotura de la parcelación del conocimiento 
y a la transdisciplinariedad. 

La fundamentación de esta dimensión aplicada de la historia es sencilla: el 
estudio histórico de los sistemas agrarios proporciona información sobre su estructura, 
funcionamiento y sus diferencias espacio-temporales. Puede mostrar, por ejemplo, las 
diferencias entre las agriculturas de base orgánica –ya sean tradicionales o actuales como 
la agricultura orgánica– y agriculturas industrializadas. Pero no sólo eso, proporciona 
también información acerca de cómo se produjo la  industrialización de la agricultura y, en 
consecuencias, cómo ha de producirse una nueva transición hacia una agricultura más 
sustentable. 

Pero el análisis histórico se puede convertir también en un instrumento agroecológico 
que rescate conocimientos sobre el manejo de los sistemas agrarios que sean útiles y 
que puedan servir de base para el diseño de manejos sustentables. Un instrumento 
imprescindible cuando analizamos agroecosistemas fuertemente antropizados, en los que 
se han producido graves y profundas transformaciones y las formas de manejo tradicionales 
han desaparecido prácticamente, como es el caso de los agroecosistemas europeos. 
Cuando el conocimiento tradicional y la racionalidad que lo guía han desaparecido, la 
Historia Agraria como disciplina científica se convierte en un instrumento necesario para 
recuperar y recrear, sobre nuevas bases tecnológicas y culturales, formas de manejo que 
en otro tiempo fueron sustentables y aprender de los errores cometidos a lo largo del tiempo. 

4. Un ejemplo de conocimiento aplicado: el coste territorial de la sustentabilidad

En este apartado vamos a ver un caso práctico surgido del estudio de los sistemas 
agrarios preindustriales en el sur de España y que ha dado lugar a la proposición de un 
nuevo método de valoración del funcionamiento sostenible de la agricultura orgánica a 
través de su coste territorial. Método que puede ayudar tanto a evaluar el grado de 
sostenibilidad alcanzado por los sistemas como a diseñar incentivos monetarios para 
fomentar la adopción por parte de los agricultores orgánicos y convencionales de manejos 
que mejoren la sustentabilidad de sus explotaciones.
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Los agricultores orgánicos españoles no pueden competir con los convencionales  
porque incurren en sobrecostes para mantener el  mismo nivel productivo sin disminuir sus 
niveles de sustentabilidad. Ello es debido a que la agricultura orgánica procura el cierre de 
los ciclos biogeoquímicos principalmente a través del reciclaje de la materia orgánica y la 
siembra de leguminosas. La agricultura orgánica también promueve la biodiversidad (por 
ejemplo mediante el uso de variedades locales y razas autóctonas, presencia de setos, 
rotaciones…) para mantener niveles bajos de plagas y enfermedades. En otros términos, el 
agroecosistema mantiene la máxima diversidad posible al tiempo que los flujos de energía y 
materiales provienen en mayor medida de la extracción doméstica. Esta estrategia permite 
la prestación de servicios ambientales de mayor calidad debido a la mayor eficiencia de la 
energía fósil (Dalgaard et al., 2001, Grönroos et al., 2006, Guzmán & Alonso, 2008, Alonso 
& Guzmán, 2010), al mantenimiento de mayor biodiversidad (Hole et al., 2005; Bengtsson et 
al., 2005; Norton et al., 2009), y a otros (Stolze et al., 2000; Wood et al., 2006). Pero conlleva 
también un mayor coste territorial. Esto es, la agricultura orgánica necesita mayor cantidad 
de tierra para producir la misma cantidad de alimentos que la agricultura convencional. 

Este mayor coste de la agricultura orgánica es compensado principalmente a través del 
precio-premio que los consumidores están dispuestos a pagar por los alimentos orgánicos. 
Éstos basan su renta en unos precios percibidos que con frecuencia son insuficientes para 
compensar los costes. Sobrecostes y sobreprecios a menudo no coinciden y no siempre 
el sobreprecio va a parar a sus bolsillos (Pascual & Perrings, 2007). Ello limita la viabilidad 
económica de numerosas explotaciones orgánicas y las empuja a reducir al máximo el 
coste territorial de su producción, reproduciendo las estructuras productivas de la agricultura 
convencional hasta donde la normativa lo permite. La consecuencia es que los niveles de 
sustentabilidad se resienten y la prestación de servicios ambientales básicos se deteriora.

Para que la agricultura orgánica sea una auténtica alternativa a la agricultura 
convencional, el sobrecoste debiera ser compensado por el Estado ya que el mercado no lo 
hace. Quizá en enfoque de los Pagos por Servicios Ambientales (PSA) sea un buen método 
para compensar estos gastos. Su valoración monetaria ha generado un amplio debate en 
el seno de la economía ecológica sobre si es posible valorar tales servicios y cómo hacerlo. 
Un ejemplo de la utilidad del coste territorial de la sustentabilidad es su uso como método de 
valoración, ya que dicho coste está relacionado no con los costes absolutos de producción, 
sino con el coste diferencial entre producción ecológica y convencional.

De dónde surge el concepto de coste territorial y para qué sirve

La producción de biomasa ha requerido siempre la apropiación de una cantidad de 
territorio para realizar la fotosíntesis. Un territorio más o menos extenso, en función de 
las específicas condiciones de suelo y clima de cada agroecosistema, de la capacidad 
de fijar energía solar de las plantas utilizadas y del manejo aplicado (Guzmán Casado y 
González de Molina, 2009). Esa cantidad ha sido mayor cuando los flujos de energía y 
materiales proceden de la propia extracción doméstica de biomasa, cosa que ocurría en 
la agricultura tradicional y ocurre hoy parcialmente con la agricultura orgánica. Conforme 
los flujos domésticos de energía y materiales de la agricultura tradicional han ido siendo 
sustituidos por flujos importados (combustibles fósiles y fertilizantes químicos por ejemplo), 
el coste territorial de la agricultura actual ha podido reducirse. 

Pero, cada arreglo metabólico configura también una particular estructura paisajística 
que condiciona los procesos ecológicos (flujos de energía y materiales, regulación natural 
de poblaciones…) en el agroecosistema. Los ecólogos del paisaje han empleado el término 
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de paisaje funcional para resumir los efectos de la estructura del paisaje (en su configuración 
espacial y temporal) sobre los procesos ecológicos (Poiani et al., 2000; Adriaensen et al., 
2003; Murphy & Lovett-Doust, 2004). De acuerdo con ello, se puede considerar como 
territorio funcional de (o parte de) un agroecosistema como aquel que posee la estructura 
necesaria para sostener los procesos ecológicos (flujos de energía y materiales, y regulación 
natural de plagas y enfermedades) dentro de rangos de variabilidad adecuados, dotando 
al conjunto de un alto nivel de resiliencia y un nivel aceptable de productividad. Esto es, 
dotándolo de sustentabilidad.

No basta, pues, con una cantidad de territorio para producir un cultivo, es imprescindible 
dotarlo de una estructura, organizando los distintos componentes para que desempeñe 
sus tareas. El concepto del coste territorial de la sustentabilidad tiene, por tanto, dos 
dimensiones: una cuantitativa y otra cualitativa. La dimensión cuantitativa informa acerca 
de la tierra necesaria para producir una cantidad determinada de biomasa, según las 
condiciones edafoclimáticas y tecnológicas de cada momento (land requirement). En tanto 
que la dimensión cualitativa (land functionality) se refiere a la manera en que esa cantidad 
de tierra debe ser organizada. 

La relación entre ambas dimensiones no es necesariamente directa. La asunción 
de funciones ecológicas por el territorio no lleva aparejada siempre un incremento del 
coste territorial. En ocasiones la sociedad puede manejar los agroecosistemas de manera 
poco eficiente, empleando más territorio que el estrictamente necesario para sostener los 
procesos ecológicos que garantizan el funcionamiento del conjunto. En estos casos, una 
mejora de la eficiencia en el manejo de los agroecosistemas puede permitir asumir las 
mismas o mayores funciones sin incrementar el coste territorial. Esto lo hemos aprendido 
estudiando la agricultura tradicional (González de Molina y Guzmán, 2006; Guzmán y 
González de Molina, 2009). 

Efectivamente, la agricultura que se practicaba antes de la aparición de los fertilizantes 
químicos de síntesis es un buen ejemplo de las exigencias territoriales de la producción 
agraria y de la importancia de su organización funcional. El input de energía adicional 
que hacía funcionar la agricultura preindustrial provenía necesariamente de fuentes 
biológicas: trabajo humano y trabajo animal, que a su vez dependían de la capacidad del 
agroecosistema de producir biomasa (Gliessman, 2002) y por tanto del territorio disponible. 
Mantenía, pues, una dependencia muy estricta de su dotación territorial y de las condiciones 
edafoclimáticas (Sieferle, 2001). El grueso de la energía y de los materiales procedía de la 
extracción doméstica y en muy escasa medida de la importación, dado el escaso desarrollo 
de los medios de transporte. Los agroecosistemas debían mantener por ello equilibrios 
muy estrictos entre los distintos usos del territorio. En el mundo mediterráneo por ejemplo, 
con  precipitaciones escasas y temperaturas altas, las tierras de cultivo se dedicaban a la 
alimentación humana o la producción de fibras y otras materias primas. Los terrenos de pasto 
se destinaban a la alimentación animal y, finalmente, los terrenos forestales a la producción 
de combustible y materiales de construcción, madera y leña. Cuando alguno de los usos era 
insuficiente para satisfacer las demandas, se procuraba que los otros lo compensaran. Por 
ejemplo, cuando el crecimiento del ganado de labor superaba la capacidad de alimentarlo 
en las zonas de pasto, las zonas agrícolas debían destinar una parte de la producción a 
cereales y leguminosas para pienso o de la biomasa sobrante de los cultivos.

En contraste con esta manera de funcionar, la agricultura industrializada ha ido 
ahorrando territorio gracias a la inyección de cantidades crecientes de energía y nutrientes 
de fuentes fósiles o minerales, predominantemente externos a los agroecosistemas. La 
integración entre los terrenos de bosque, pastos y los diversos usos agrícolas que aseguraba 
en el pasado la diversidad necesaria para la estabilidad de los agroecosistemas, se ha 
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perdido e incluso muchos de los usos del territorio han sido sacrificados para expandir 
monocultivos agrícolas o aprovechamientos exclusivamente pecuarios. La diversidad 
agraria se ha deteriorado de manera significativa. El resultado de todo ello ha sido una 
considerable pérdida de sustentabilidad.

Hemos demostrado la utilidad de esta herramienta (coste territorial de las 
sustentabilidad) a partir de un estudio de caso que compara la producción orgánica con 
la convencional. Por su importancia para la producción final agraria española y su amplia 
difusión por el territorio nacional, el estudio se ha centrado en la producción olivarera, en 
la que la producción orgánica también ocupa un lugar destacado. El estudio se centra en 
Andalucía, donde se ubica el 15% de la superficie mundial de olivar y el 61% de la superficie 
española (MAPA, 2005). La descripción de las fuentes utilizadas y el método seguido para 
los cálculos, así como una descripción más amplia de los resultados pueden verse en 
Guzmán, González de Molina y Alonso (2011). Aquí sólo vamos a destacar algunos de los 
más significativos.

Tabla 1. Coste territorial (ha) del olivar convencional, orgánico y orgánico-plus

Fuente: Guzmán et al., 2011

El cálculo del territorio extra que necesita la agricultura orgánica para producir la 
misma cantidad de aceite que la agricultura convencional ha considerado dos escenarios. 
El primero evalúa el consumo diferencial de territorio en manejo ecológico y convencional 
que realizan los agricultores. El segundo escenario, hipotético, supone la mejora de las 
tecnologías y prácticas de manejo de la agricultura orgánica, con el fin de alcanzar una 
mayor sustentabilidad, esto es incrementando la funcionalidad territorial. Contempla, pues, 
un mayor incremento de la biodiversidad, la sustitución de los combustibles fósiles por 
bioetanol, la mayor integración con la ganadería y el aprovechamiento del residuo del 
procesado de la aceituna (alperujo). Su traducción en valores monetarios dinero puede 
verse en la tabla 2.

Durante el período 2003-2007 (RD 708/2002) el olivar ecológico en Andalucía 
mantuvo una ayuda agroambiental de 266,85 €, muy inferior al valor económico otorgado 
al coste territorial mediante esta metodología. La ayuda sólo compensó la conversión en 
producción orgánica de olivares de muy baja producción, caso de Los Pedroches. También 
compensó, aunque de manera muy ajustada, la conversión de olivares de secano de mayor 
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productividad (Mágina-Secano) manejados con programas de fertilización orgánica muy 
ajustados. En el resto de la áreas de estudio, la ayuda agroambiental no compensó la 
reconversión a manejo orgánico porque los costes territoriales en que debían incurrir los 
agricultores era más elevado que las ayudas e incentivos que iban a recibir por ello. La baja 
cuantía de la ayuda agroambiental –que se aplicaba de manera general al olivar ecológico– 
no podía incentivar al sector olivarero a reconvertirse a la producción orgánica. La superficie 
de olivar ecológico andaluz ha permanecido estancada (MARM, 2003-2009) durante el 
periodo de aplicación del RD 708/2002 y ha sido el olivar de secano de alta pendiente, 
ubicado en comarcas muy montañosas (CAP, 2003) –es el caso de los Pedroches– el que 
mayoritariamente se ha convertido. En consecuencia, si se quiere aumentar la superficie 
de olivar ecológico resulta imprescindible incrementar la cuantía de la ayuda agroambiental 
–o discriminarla según condiciones edafoclimáticas– para interesar  en la reconversión a 
otro tipo de olivares más productivos (por ejemplo, el olivar de secano de media a baja 
pendiente u olivar de regadío). 

Tabla 2. Valor económico (€) del coste territorial

Fuente: Guzmán et al., 2011

Pero de esta investigación no sólo extrae esta conclusión. También que un incremento 
de las ayudas directas a los productores ecológicos (medidas agroambientales) puede 
conseguir incrementar la superficie orgánica certificada (escenario 1), pero no tiene por 
qué estimular el paso a un escenario de mayor sustentabilidad (escenario 2). Para dar este 
paso hay que instrumentar políticas públicas en esa dirección, entre las que hemos citado 
el pago por servicios ambientales, posibles en el marco de la nueva política agraria común 
para el periodo 2013-2020. El coste territorial de la sustentabilidad puede constituir una 
herramienta muy útil para facilitar la toma de decisiones en ese sentido y para cuantificar y 
modular la cuantía de dichos pagos. Ha sido la comprensión profunda del funcionamiento 
de la agricultura orgánica tradicional la que ha permitido construir el concepto de coste 
territorial y su aplicación metodológica. La historia ha aportado un conocimiento muy valioso 
que ha podido ser aplicado al presente. 

5. Un ejemplo de Historia Experimental

Pero del mismo modo que la historia puede aportar conocimientos útiles, la Agroecología 
puede ayudar a mejorar sustancialmente nuestro conocimiento sobre los sistemas agrarios 
tradicionales. En otros términos, la Agroecología puede proporcionar no sólo las construcciones 
teóricas y metodológicas de un nuevo relato, sino que puede ayudar con sus investigaciones 
sobre el presente a arrojar luz sobre el pasado. A esta manera de hacer historia agraria 
hemos llamado en otro lugar (González de Molina et al., 2010) historia experimental. 
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Un ejemplo podemos encontrarlo en el estudio de la reposición de la fertilidad de la 
tierra en los sistemas agrarios antes de que aparecieran los abonos químicos de síntesis. 
En investigaciones previas (González de Molina y Pouliquen, 1994; González de Molina 
y Guzmán Casado, 2006), demostramos la importancia que el estudio del manejo de la 
fertilidad el suelo tenía para comprender la evolución del sector agrario en las dos últimas 
centurias. Entre otras cosas porque los abonos, tanto químicos como orgánicos, han sido 
los principales responsables de las mejoras en la productividad de la tierra. Ello es de 
especial aplicación a agriculturas como la europea o la asiática en las que la reposición de 
los nutrientes exportados con la cosecha constituyó una práctica cultural imprescindible 
para evitar la degradación de unos suelos cultivados por siglos y asegurar la viabilidad de 
las cosechas futuras. De hecho, la reposición de la fertilidad se convirtió en el factor clave 
de la sustentabilidad de la agricultura preindustrial y en el inicio de la transición hacia su 
completa industrialización (Fischer-Kowalski and Haberl, 2007). 

Lo hemos comprobado en el estudio de las técnicas de reposición de la fertilidad 
utilizadas en la agricultura árida y semiárida española antes de la llegada de los fertilizantes 
químicos de síntesis. Estudio llevado a cabo mediante la técnica del balance de nutrientes, 
que permite detectar problemas agronómicos y en general ambientales asociados a la 
implementación de dichas técnicas. Riesgos de contaminación por lixiviación de nitrógeno, 
eutrofización de aguas continentales, degradación química del suelo, pérdida de su capacidad 
potencial de producción se suelen detectar usando esta metodología en las condiciones 
de la agricultura actual, caracterizada por la abundancia relativa de macronutrientes. 
Pero también sirve para la situación contraria, característica de las agriculturas orgánicas 
tradicionales, esto la de escasez estructural de nutrientes y los fenómenos asociados a 
ella como los de suficiencia o insuficiencia de la fertilización, deficiencias nutricionales, la 
minería de las reservas del suelo.

En colaboración con investigadores de otras disciplinas (ecología y agronomía) hemos 
diseñado un modelo de balance de nutrientes especialmente ideado para su aplicación al 
pasado (González de Molina et al., 20104). En sus distintos apartados se afrontan problemas 
como los derivados de la falta de información cuando se trata de estudiar el pasado y la 
incertidumbre respecto a los datos proporcionados por las fuentes. No obstante, aquella 
información que no hemos podido obtener y contrastar mediante fuentes documentales u 
orales hemos tratado de reconstruirla mediante una doble estrategia. Por un lado, mediante 
la construcción de modelos para la recreación de valores que no pueden ser medidos en 
campo o se carece de información suficiente. Estos modelos simulan las condiciones que 
debieron existir en el pasado. Por ejemplo, ante la imposibilidad de medir el contenido de 
materia orgánica en los suelos, se puede elaborar un modelo que en función del manejo de la 
fertilidad, del destino de los residuos vegetales, del pastoreo, etc. y de las características del 
suelo, permita una aproximación razonable al contenido en materia orgánica de un terreno 
sometido a un cultivo o a una rotación concretas. Por otro lado, mediante la realización de 
ensayos “de campo” que permiten reproducir las condiciones de manejo de la agricultura 
tradicional. Dado su alto coste, no siempre es posible realizarlos. Una opción alternativa 
consiste en usar información proveniente de investigaciones en agricultura orgánica, habida 
cuenta su semejanza con los sistemas agrarios tradicionales. Los estudios de caso que hemos 
realizado se han beneficiado de varios ensayos de este tipo que han proporcionado, con 
mayor precisión y exactitud valores a algunas de las variables empleadas en los balances. 

4   Documento de Trabajo disponible en http://www.historiambiental.org/publicaciones. También puede consultarse 
en los Documentos de Trabajo de la Sociedad Española de Historia Agraria (http://ideas.repec.org/s/seh/wpaper.
html).
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Uno de esos ensayos (García Ruiz et al., 2011) ha tratado de medir el incremento de 
nitrógeno disponible en el suelo como consecuencia de la presencia de cubiertas vegetales 
en algunos cultivos orgánicos. Los resultados han mostrado que aquellos olivares con 
cubiertas vegetales fijan mucho más nitrógeno que aquellos que no lo tienen. Así hemos 
podido contabilizar el aporte de nitrógeno que proporcionaban las cubiertas naturales, 
mediante fijación simbiótica, en los olivares y los cultivos de cereales al tercio y tenerlo en 
cuenta en los balances correspondientes a los siglos XVIII y XIX. Gracias a estos datos 
hemos podido equilibrar unos balances que ofrecían déficits considerables de nitrógeno, 
debido a que las extracciones originadas por la cosecha eran compensadas casi en 
exclusiva por las entradas procedentes de la deposición atmosférica. La presencia durante 
siglos de olivares, que hasta finales del XIX no solían fertilizarse con abonos orgánicos, 
y del manejo al tercio de las fincas de labor demandaba la búsqueda de una causa que 
compensara dichos déficits con otros aportes de nitrógeno no contabilizados, explicando 
su continuidad en el tiempo. Las cubiertas naturales, especialmente las leguminosas que 
formaban parte de ellas, constituyeron seguramente un elemento clave en la reposición 
del nitrógeno extraído con la cosecha y las podas del olivar. Sólo cuando el cultivo del 
olivar se hizo mucho más intenso a finales del siglo XIX, comenzaron a aparecer carencias 
significativas de nitrógeno.

Especialmente útil ha sido el trabajo experimental llevado a cabo en colaboración con 
biotecnólogos de la Universidad de Granada y dedicado a evaluar determinadas cualidades 
de las variedades de semillas tradicionales (Guzmán et al., 2010). El ensayo se ha realizado 
con variedades de trigo tradicionales y modernas, simulando las condiciones de manejo 
propias de la agricultura tradicional frente a las actuales. Los resultados muestran que el 
estilo de manejo y el tipo de variedad tienen una importante influencia en la composición 
mineral de la cosecha. Esta conclusión resulta decisiva cuando se trata de realizar balances 
de nutrientes comparativos entre distintos escenarios históricos. Ello obliga, por un lado, a 
considerar la distinta productividad de la tierra, cosa que resulta fácil de conocer a través 
de las fuentes históricas, pero también la composición elemental de la cosecha, esto es 
los kilos de N, P y K que extrae. Dado que esta última variable no puede ser medida 
directamente para el pasado, es necesario atribuirle valores que sean coherentes con las 
circunstancias en que se realizaba la producción, esto es bajo condiciones propias de una 
agricultura orgánica tradicional. Los resultados muestran que las variedades antiguas con 
manejo tradicional extraían menos macronutrientes que las variedades modernas con 
manejo convencional, pudiéndose interpretar estas características como una respuesta 
adaptativa de las plantas ante la escasez de estos minerales. Los datos de extracción 
han permitido dotar de un rigor mucho mayor a los balances, evitando así la utilización de 
valores calculados para variedades y manejos actuales, distorsionando los resultados. 

Los resultados de estos experimentos muestran la fertilidad de este método de 
historia experimental aplicado a la historia agraria y en general la utilidad mutua que para 
historiadores y agrónomos tiene la cooperación y la hibridación de las correspondientes 
disciplinas. La hibridación entre Agroecología e Historia pone las bases de la construcción 
de un nuevo discurso historiográfico sobre el mundo rural. Un nuevo discurso que tiene 
en estos métodos transdiciplinarios y en esta nueva función social que se otorga a su que 
hacer, una punta de lanza de su necesaria renovación.
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RESUMEN
Las páginas que siguen pretenden ser una propuesta, como ejemplo, de alguna de las muchas 

formas en que el historiador puede aplicar su trabajo a fines socialmente útiles y con plena conciencia 
de que lo fundamental es combatir el modelo historiográfico que sirve de base y legitimación a las 
políticas neoliberales que estamos sufriendo.

Ante una población mundial en crecimiento, el miedo al hambre y el estímulo de los 
altos precios de los alimentos se han conjugado para llevar a gobiernos y grandes empresas 
especuladoras a lanzarse al control de la tierra planteando el desplazamiento sistemático de los 
pequeños campesinos para dedicar esa tierra a grandes explotaciones. El agua, se convierte, así, 
en un recurso imprescindible para regar campos, mantener los niveles de producción deseados y 
garantizar la viabilidad de las grandes explotaciones. En realidad, el control del agua es el elemento 
clave de un análisis que parece haberse centrado más en la apropiación de la tierra.  El vaciado de 
los acuíferos está provocando grandes daños ecológicos y sociales, a los que hay que sumar los 
efectos derivados del uso energético del agua con sus desalojos masivos. 

Detrás de estos conflictos hay todo un programa neoliberal que se asienta en una visión 
histórica que lo legitima sobre el modelo rostowniano del crecimiento. Pero en el texto también 
se subrayan las alternativas defendidas por agroecologistas, con base científica y completamente 
alejadas de presupuestos románticos o utópicos. En este sentido, la historia agraria europea puede 
cuestionar explicaciones asentadas sobre el supuesto beneficio de la privatización de tierras y usos 
del agua, aunque los estudios sobre estos últimos sigan resultando necesarios. Es la demostración 
del papel socialmente útil que el historiador puede, y debe, seguir jugando. 

PALABRAS CLAVE: Historia ecológica, usos del agua, agroecología, neoliberalismo, 
historia útil

ABSTRACT
 The next pages attempt to be a proposal, as an example, of some of the many ways in 

which the historians can apply their work toward socially useful goals with consciousness of what 
is fundamental to combat the historiographical model that serves as basis and legitimation for the 
neoliberal policies that we are suffering.
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Considering a growing world population, the fear of starvation and the stimulus of high food 
prices have combined to compel governments and big speculator companies to embark upon 
the control of land, creating systematic displacement of small peasants to devote that land to big 
exploitations. Water therefore becomes an indispensable resource to irrigate fields, maintain the 
level of the wanted production and guarantee the viability of the big exploitations. Actually, the control 
of water is the key element of an analysis which seems to have focused more on the appropriation 
of land. The emptying of aquifers causes large ecological and social damage, as well as derivative 
effects of the energy use of water with its massive evictions. 

Beyond those conflicts there is a whole neoliberal program that establishes a historic view and 
legitimizes the Rostownian model of growth. However, the text emphasizes the alternatives defended 
by ecologists, with scientific basis and completely apart from romantic or utopic assumptions. In this 
sense, the agrarian European history may question the established explanations over the supposed 
benefit of the privatization of lands and the uses of water, although the studies about them are still 
necessary. It is the demonstration of the socially useful role that the historians can and have to 
continue playing. 

KEY WORDS:  ecological history, uses of water, agroecology, neoliberalism, useful history

Los estudios de historia parecen tener un negro futuro en un tiempo de recortes 
indiscriminados en el campo de la educación superior. Esto es lo que afirman los dirigentes 
de la mayor de las organizaciones académicas que agrupan a historiadores, la American 
Historical Association (AHA), que se califica a sí misma como “la asociación profesional para 
todos los historiadores”1. Es posible, en efecto, que una forma de concebir la producción 
de erudición académica en el campo de la historia, encerrada en sí misma y destinada al 
consumo de los propios miembros de la tribu, esté llegando a un punto de agotamiento. No 
es algo que debamos lamentar. Sí, en cambio, que haya quienes piensen que la producción 
de tesis doctorales sobre minucias que no importan más que a un puñado de especialistas 
sea el uso propio y natural del trabajo del historiador. La historia “es algo por lo que merece la 
pena pelear”, ha contestado a los dirigentes de la AHA Jesse Lemisch, profesor emérito del 
City University of New York, quien sostiene que “la historia, con su comprensión razonada 
de la realidad, es más importante que nunca en un tiempo en que la irracionalidad domina 
en la sociedad  y en sus dirigentes”2.

Lo que he intentado en estas páginas no es más que una propuesta, a modo de 
ejemplo, de alguna de las muchas formas en que el historiador puede aplicar su trabajo a 
fines socialmente útiles, tomando como pretexto en este caso el problema del agua; pero 
con plena conciencia de que lo fundamental es combatir el modelo historiográfico que sirve 
de base y legitimación a las políticas neoliberales que estamos sufriendo.

Acaba de anunciarse que la población humana del planeta ha llegado a los 7.000 
millones de habitantes y los últimos cálculos de las Naciones Unidas apuntan a que esta 
cifra se habrá elevado a 9.300 millones en 2050. El problema, en un futuro inmediato, será 
cómo alimentar a estos 2.300 millones adicionales de hombres y mujeres, cuando los cuatro 
alimentos que nos proporcionan la mayor parte de la calorías que necesitamos –trigo, arroz, 
maíz y soja– parecen haber llegado a topes de producción, y cuando nos enfrentamos a 
una previsión de escasez y precios altos a largo plazo, que ha llevado a anticipar que sus 

1   A. T. Grafton y J. Grossman, “No more Plan B. A very modest proposal for graduate programs in history”, 
en Perspectives on History (octubre-2011).
2   J. Lemisch, “Occupy the American Historical Association: Demand a WPA Federal Writers’ Project”, en 
History News Network (28-noviembre-2011).
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consecuencias serán “motines de subsistencias, tensiones geopolíticas, inflación global y 
aumento del hambre entre los habitantes más pobres del planeta”3. 

El miedo al hambre y el estímulo de los altos precios de los alimentos se han conjugado 
para llevar a gobiernos y grandes empresas especuladoras a lanzarse al arrendamiento a 
largo plazo, de 40 a 99 años, de tierras de cultivo en otros países, en especial en África, 
en el proceso de lo que se ha dado en llamar “landgrabbing”, con la esperanza de que 
la solución de los problemas alimentarios del planeta resida en la transformación de la 
agricultura africana tradicional en otra de producción comercializada en gran escala. “El 
continente que se ha nutrido con la ayuda alimentaria mundial debe ahora contribuir a 
alimentar el mundo”, ha escrito Roger Thurow4. 

Tan sólo en el año 2009 las operaciones de compra y arriendo se extendieron en el 
mundo entero a unos 45 millones de hectáreas, el 75 por ciento de las cuales en África, 
aunque proyectos semejantes de explotación se están desarrollando en Camboya o en 
América Latina, con menos publicidad y con la tolerancia de los gobiernos, pero con graves 
consecuencias humanas: en Brasil, fondos de pensiones norteamericanos y grandes 
empresas internacionales de negocios agrarios han estado invirtiendo en la compra de 
tierras; en Perú, el gobierno subastó 235.500 hectáreas de la región costera en los últimos 
quince años; en Argentina, una empresa china proyecta una colonización de 320.000 has. 
en la provincia de Río Negro…5

Una de las características más graves de este proceso, desde un punto de vista social, 
es que en unas comunidades con una definición imprecisa de los derechos de propiedad, 
como suelen ser las del África al sur del Sahara, se tiende a interpretar que la tierra pertenece 
al estado y que los derechos del campesino se reducen a los de acceso y uso, lo que facilita 
su despojo cuando se decide cederlas a un inversor extranjero. Las consecuencias sociales 
de este acaparamiento de tierras han sido denunciadas por la organización internacional 
Vía Campesina en una reunión celebrada en noviembre de 2011 en Nyeleni (Malí), donde 
se afirmó que: 

El acaparamiento de tierras está teniendo lugar en todas partes, haciendo que la lucha diaria 
por la supervivencia de las comunidades rurales se vuelva cada día más difícil. Los derechos 
de campesinos y campesinas, así como de pastores trashumantes, pescadores artesanales 
y comunidades indígenas, están siendo violados constantemente y sus territorios están cada 
vez más militarizados. La producción de alimentos a pequeña escala está siendo sustituida 
por grandes plantaciones de monocultivo para la exportación, y los productores locales se 
quedan sin tierra, sin trabajo y sin comida. 

Unas afirmaciones que se completan con esta denuncia: 

En Malí, el gobierno se ha comprometido a entregar 800 mil hectáreas de tierra a 
inversionistas empresariales. Se trata de tierras que han pertenecido a las comunidades 
durante generaciones, incluso siglos, mientras que el Estado de Malí existe sólo desde los 
años 19606. 

3   J. Gillis, “A warming planet struggles to feed itself”, en New York Times (4-junio-2011); S. O’Grady, “The 
coming hunger: Record food prices put world ‘in danger’, says UN”, en The Independent,  (6-enero-2011).
4   R. Thurow, “The fertile continent. Africa, agriculture’s final frontier”, en Foreign Affairs, 89 (2010), nº 6, 
Special issue: “The world ahead”, pp. 102-110.
5   Hay ya una literatura extensa sobre el landgrabbing, comenzando por el informe del Banco Mundial, Rising 
Global Interest in Farmland. Can It Yield Sustainable and Equitable Benefits? (7-septiembre- 2010). Véanse, 
sobre todo, las noticias ofrecidas regularmente por una web dedicada especialmente a este fenómeno: Food 
Crisis and the Global Land Grab (en http://farmlandgrab.org/), creada por el Oakland Institute.
6   L. Cotula, “«Land grabbing» in the shadow of the law in Africa”, en la web de IIED, International Institute for 
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Menospreciando estos costes sociales, lo que la ortodoxia neoliberal está planteando 
es el desplazamiento sistemático de los pequeños campesinos para destinar la tierra a 
grandes explotaciones comerciales. Paul Collier, un profesor de Economía de Oxford 
que trabajó para el Banco Mundial, sostiene que la solución a la falta de alimentos y a la 
pobreza africana reside en el desarrollo de una agricultura en gran escala que haga uso de 
la ingeniería genética, desplazando una producción campesina gestionada por pequeños 
productores, que es ineficaz porque los campesinos no actúan ni como empresarios, ni 
como innovadores, puesto que están demasiado preocupados por asegurar su propia 
alimentación7.

La cuestión se complica cuando a la cesión de las tierras en que deben crearse estas 
nuevas explotaciones comerciales se le añade el problema de la disponibilidad de agua 
“azul”8, sin la cual no serían productivas. Como ha dicho un alto dirigente de Nestlé, Peter 
Brabeck-Letmathe, la carrera por obtener tierras es en realidad un intento de apoderarse 
del agua: “Con la tierra, ha dicho, viene el derecho a obtener el agua ligada a ella, lo 
que en la mayor parte de los países es en realidad una propina que gradualmente puede 
convertirse en la parte más valiosa del trato”. La atención prestada a la tierra facilita que se 
pase por alto esta otra apropiación, que presenta el problema crucial de no saberse si el 
agua está realmente disponible para los nuevos cultivos o va a ser desviada del consumo 
de otros usuarios9.

El problema principal, en efecto, no es la tierra. Mientras duraron las ilusiones 
engendradas por la llamada “revolución verde” se mantuvo la esperanza de que la 
producción de alimentos podía crecer ilimitadamente. No se tomó inicialmente en cuenta 
que las nuevas “variedades milagro” requerían mucha más agua para su cultivo, lo que vino 
a poner las cosas en su punto en cuanto empezaron a agotarse los acuíferos, sometidos a 
una demanda mayor para regar los nuevos cultivos, como sucedió en la India. El ejemplo 
más ilustrativo es seguramente el de Arabia saudí, que puso en marcha en los años ochenta 
un programa de incentivos para independizarse en el aprovisionamiento de alimentos, con 
un éxito inicial extraordinario –la producción de trigo se multiplicó por 29 entre 1980 y 1992–, 
hasta que topó con el problema del agotamiento de los caudales de agua del subsuelo, 
en cuyo uso se había basado esta expansión agraria, y empezó a hacer marcha atrás. Se 
recortaron los subsidios, la producción de trigo cayó de nuevo a la mitad, y se calcula que 
en 2016 el país dependerá por completo de la importación de cereales10.

Environment and Development (13-octubre-2011). I. Delforge, Vía Campasina, 17 de noviembre y declaración 
final de la conferencia (19-noviembre-2011).
7   P. Collier, The Bottom Billion. Why the Poorest Countries Are Failing and What Can Be Done About It, Nueva 
York, Oxford University Press, 2007; estos argumentos han sido criticados en “Four myths about smallholders”, 
en Growing a Better Future. Food Justice in a Resource-Constrained World, Oxfam (junio-1911), pp. 54-55.
8   Agua “azul” es la que procede de ríos, lagos, etc., en contraste con el agua “verde”, que es la obtenida 
directamente de la lluvia.
9   Veáse el estudio de dos investigadores de la Universidad de Manchester,  P. Woodhouse y A. S. Ganho, 
Is Water the Hidden Agenda  of Agricultural Land Acquisition in sub-Saharan Africa?, reproducido por TNI 
(Transnational Institute) y “Africa’s great «water grab»”, en The Guardian (24-noviembre-2011). La revista 
Water alternatives anuncia un número dedicado a “Water grabbing?”, o sea a “la (re)apropiación de los 
recursos de agua”, que aparecerá en julio de 2012.
10   Sobre la “revolución verde”, E. Holt-Giménez y R. Patel, Food Rebellions! Crisis and the Hunger for 
Justice, Oxford, Pambazuka Press, 2009; “Green Revolution turned soil infertile”, en The Hindu, Charnai 
(26-septiembre-2009); R. Patel, E. Holt-Giménez y A. Shattuck, “Ending Africa’s hunger”, en The Nation 
(21-septiembre-2009). Sobre el caso de Arabia Saudí, D. Lidstone y D. George-Cosh, “Saudi food adventure 
needs rethink” en The National, Abu-Dhabi (12-diciembre-2009). Es propio de la miopía del Banco Mundial 
publicar estudios en que se asegura que lo que hizo fracasar la “revolución verde” en Asia fue el coste para los 
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	 Otra de las consecuencias de esta opción por nuevas variedades de semillas ha 
sido la renuncia a seguir cultivando variedades locales que, aunque proporcionan menos 
rendimientos en las condiciones de la agricultura comercializada, tienen la ventaja de estar 
mejor adaptadas a las condiciones locales y, por lo general, de necesitar mucha menos 
agua para su maduración. Variedades que en muchos casos pueden haberse perdido para 
el futuro, como lo muestra el impresionante balance que encontramos en los volúmenes 
de Lost Crops of Africa11, donde se nos habla de la diversidad de cereales autóctonos 
que los europeos encontraron en estas tierras, menospreciados por ellos como alimento 
para el ganado, ante los mayores rendimientos que, en condiciones óptimas, producían las 
variedades europeas. El resultado ha sido que los africanos se alimenten en la actualidad 
de trigo, arroz y maíz importados, por lo menos cuando pueden pagar los precios crecientes 
que los granos alcanzan en el mercado internacional12. 

La demanda fundamental de agua es precisamente la que procede de su empleo en 
la agricultura, que representa de un 70 a un 85 por ciento del consumo global (se necesitan 
3 metros cúbicos para producir un kg. de cereales y 15 metros cúbicos para producir 1 kg. 
de carne de ternera). La extracción de agua se ha triplicado en los últimos cincuenta años, 
lo que ha implicado que mengüen las capas freáticas, al no restablecerse suficientemente 
sus caudales. Se calcula además que la demanda para uso agrícola se duplicará antes del 
205013, a lo que hay que agregar el consumo industrial (se emplean 40 metros cúbicos para 
fabricar un automóvil), las grandes cantidades que se usan para bombearla en los pozos de 
petróleo con el fin de aumentar la presión y, sobre todo, para la obtención de gas natural por 
el procedimiento de “fractura hidráulica” o “fracking”, que está contaminando los acuíferos 
de donde se obtiene el agua potable14.

Ni siquiera el agua para el consumo humano está asegurada. Según cálculos de la 
ONU, mil millones de seres humanos no tienen hoy acceso a agua limpia, y es difícil que lo 
consigan en el futuro, dado que el vaciado de los acuíferos está provocando problemas de 
abastecimiento incluso en los países desarrollados: William deBuys pronostica que en el 
Oeste norteamericano se aproxima “la mayor crisis del agua de la historia de la civilización”15, 
al tiempo que diez grandes ciudades de los Estados Unidos, entre las que figuran Los Ángeles, 
Las Vegas, Houston y Atlanta, se están quedando ya sin abastecimiento suficiente16. La falta 
de agua limpia en los países pobres es una de las máximas preocupaciones que se reflejan 
en la actualidad en el Informe sobre el Desarrollo Humano de la Naciones Unidas, donde 
se afirma que es una de las diez causas más graves del desarrollo de enfermedades en el 

gobiernos de subsidiar los precios de los fertilizantes, lo que condujo además a un mal uso y a la degradación 
del suelo (J. J. Dethier y A. Effenberger, Agriculture and Development. A Brief Review of the Literature, Banco 
Mundial, Policy Research Working Paper 5553, enero-2011, p. 13).
11   Publicados por Board on Science and Technology for International Development, Office of International 
Affairs y National Research Council.
12   E. Vallianatos, “Why is Africa falling apart?”, en Truthout (9-noviembre-2011).
13   Utilizo los datos del Informe sobre Desarrollo Humano 2011 del Programa de las Naciones Unidas para 
el desarrollo.
14   “Shale gas in Europe and America: Fracking here, fracking there”, en The Economist (26-noviembre- 
2011), pp. 75-76.
15   W. deBuys, A Great Aridness: Climate Change and the Future of the American Southwest, Nueva York, 
Oxford Unviersity Press, 2011.
16   Más grave es aún el caso de Bangladesh, cuyos habitantes se vieron obligados a recurrir a los pozos para 
no depender para su consumo de las aguas contaminadas de los ríos Brahmaputra y Ganges; la construcción 
de pozos cada vez más hondos ha acabado provocando el mayor envenenamiento por arsénico de la historia, 
que se considera que puede afectar a cerca de la mitad de sus habitantes (77 de los 158 millones en total).
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mundo entero. Maudhe Barlow, una experta canadiense, nos dice que en 2050, tomando 
en cuenta el aumento previsto de la población, se necesitará un 80 por ciento más de agua 
para el consumo humano: “nadie sabe de dónde saldrá”17.

Pero los problemas que suscitan una mayor preocupación política y que tienen más 
presencia en los medios de comunicación no son los de la agricultura o de las necesidades 
del consumo, sino los que derivan de los conflictos que plantea su uso para la producción 
de energía, que se traduce en la construcción de grandes presas.

	 Una construcción que tiene como primera consecuencia el desalojo de los campesinos 
que cultivaban las tierras anegadas. Arundathi Roy denunciaba en 1999 el caso de la India, 
que construyó 3.300 grandes presas desde la independencia, sin ninguna preocupación 
por los 40 millones de campesinos desalojados, generalmente miembros de las castas más 
pobres: “La gente más pobre de la India paga los niveles de vida de la más rica”, concluye. 

Lo mismo sucede en África, según los estudios de Thayer Scudder, profesor emérito 
del Caltech, que fue comisionado de la World Commission on Dams, antes de convertirse 
en uno de sus más documentados críticos. Siguiendo los impulsos del Banco Mundial, nos 
dice, se construyen grandes presas, sin tomar en cuenta las graves consecuencias que 
tienen para millones de africanos que dependen de los ríos para su sostén, en especial por 
la pérdida de tierras arables, que ha dejado en la marginalidad a más de un 80 por ciento 
de los desplazados. 

La gran presa Gibe III con la que el gobierno de Etiopía espera regar 150.000 hectáreas, 
que ha arrendado ya de antemano, se calcula que puede provocar que el nivel de agua 
del lago Turkana, en Kenia, que asegura la subsistencia de medio millón de habitantes, 
descienda ocho metros para el año 2024, aumentando su salinidad hasta convertirla en 
no potable. Por otra parte, la energía producida por estas grandes instalaciones se destina 
más a su exportación que al consumo local, como sucede con la de Cabora Bassa, en 
Mozambique, y como ocurrirá con la de Grand Inga, que se proyecta construir en el río 
Congo –será la mayor del mundo; el doble que la gigantesca de las Tres Gargantas, en 
China– y que producirá electricidad para África del Sur y Egipto, incluso tal vez para exportar 
a Europa; pero no para los congoleños18. 

La competencia entre los estados por asegurarse el riego y la producción de energía 
se ha convertido en una fuente de conflictos. En Asia del sur la lucha por controlar el 
agua con nuevas presas está llevando a situaciones que pueden acabar degenerando 
en enfrentamientos armados. La pugna entre India y Pakistán por el control de las aguas 
de Cachemira ha dado lugar a que un periódico pakistaní escriba que se debe hacer ver 
a la India que es posible una guerra por el agua, “y que esta guerra será nuclear”. Los 
mismos problemas se plantean entre la India y China por el control de las aguas que fluyen 
desde el Tíbet, como las del Brahmaputra. El hambre de energía de la economía china está 
trasladando además el problema a otros países: según informaciones de International Rivers, 
fechadas en noviembre de 2011, la iniciativa china está relacionada con 289 proyectos de 
presas en 70 países distintos, muy especialmente en el sudeste asiático, donde se proyecta 

17   “Groundwater depletion rate accelerating worldwide”, American Geophysyical Union, release nº 10-30 
(septiembre-2010); M. Khor “The global crisis of water shortage”, en South Bulletin, 50 (27- septiembre-2010).
18   A. Roy, The Cost of Living, Londres, Flamingo, 1999; K. Sharife, “Damnation for Africa’s big dams?”, en 
Pambazuka News, nº 444 (30-julio-2009); “China’s biggest bank to support Africa’s most destructive dam”, en 
International Rivers (13-mayo-2010), y muy en especial T. Scudder, “A Comparative Survey of Dam-induced 
Resettlement in 50 cases”, manuscrito no publicado que puede consultarse en la web del autor (http://www.
hss.caltech.edu). “Africa’s great ‘watergrab’”, en The Guardian (24-noviembre-2011). M. McDermott, “World’s 
largest hydropower project will produce one-third of Africa’s electricity, but who will get it?”, en  Treehugger 
(15-noviembre-2011).
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construir 19 presas a lo largo de los 5.000 kms. del curso del Mekong, lo cual va a privar a 
los campesinos del limo que arrastraban tradicionalmente sus aguas y de buena parte de 
las especies migratorias de peces que proporcionan el 70 por ciento de las proteínas que 
consume la población de Camboya19.

Uno de los casos en que este potencial conflictivo aparece con más claridad es el 
de Israel. Se ha dicho que la coexistencia de dos estados, uno israelí y otro palestino, 
es inviable por razones estrictamente físicas, que tienen que ver con el agua. Israelíes y 
palestinos dependen del Jordán, un río que utilizan Israel, Jordania, Siria, Líbano y la zona 
de la Cisjordania palestina que se suele llamar la orilla occidental. 

La propia fundación de Israel se basó en la apropiación del agua. Los conflictos 
comenzaron en 1948, cuando Israel realizó un trasvase del Jordán para regar los desiertos 
del Negev, lo que llevó a una disputa con Siria: el primer ministro Levy Eshkol dijo en 
1962 que “el agua es la sangre de nuestras venas”, de modo que cualquier intento de 
disputársela sería un motivo de guerra. El problema fundamental lo definió Ben Gurión con 
estas palabras: “Es necesario que las fuentes de agua sobre las que depende el futuro de 
esta tierra no estén fuera de las fronteras de la futura patria judía”. 

	 La guerra de 1967 le dio a Israel acceso a los recursos de agua de los altos del 
Golán, del mar de Galilea, de la cabecera del Jordán y de la orilla occidental, a las que no 
iba a renunciar. La agricultura industrial de Israel necesita no sólo el agua del Jordán, sino 
la subterránea de la orilla occidental. Como ha dicho Ewan Anderson: “la orilla occidental se 
ha convertido en una fuente indispensable de agua para Israel, y se puede decir que esta 
consideración es mucho más importante que los demás factores políticos y estratégicos”. 
De 1967 a 1982 sus aguas estuvieron controladas directamente por los militares; ahora 
lo están por la compañía israelí Mekorot y se encuentran integradas en la red de agua de 
Israel20.	

Parece lógico concluir que la confusa situación presente es el fruto de un modelo de 
crecimiento neoliberal que, pretendiendo presentarse como una fórmula segura para el 
progreso, ha acabado convirtiéndose en la causa de la carestía actual de los alimentos y 
de la incertidumbre acerca de la disponibilidad de agua potable en el futuro. Pero tal vez 
resulta aún más importante señalar que este modelo de crecimiento se asienta en una visión 
histórica que lo legitima: la de la validez universal de una visión simplista de la revolución 
industrial británica que Rostow definió en 1960 en Las etapas del crecimiento económico. 

Nadie está tan preparado como el historiador para denunciar los errores y limitaciones 
de este modelo, y para proponer, basándose en las investigaciones de las últimas décadas, 
visiones alternativas que permitan diseñar programas de desarrollo más eficaces, y que no 
tengan los graves costos sociales del actual.  En cuanto se refiere en concreto al desarrollo 
agrario, que es el punto a que quisiera limitarme ahora, el modelo “rostowiano” ha sido el 
directo inspirador de las recetas neoliberales de fomento de una agricultura comercializada, 
que no sólo no están resolviendo los problemas, sino que están agravando su dimensión 
social con el despojo de unos campesinos a los que, una vez expulsados de la tierra, no se 
les ofrece otro porvenir que el de la marginación, condenados a una difícil supervivencia en 
las “villas miseria” de las grandes ciudades21.

19   “Unquenchable thirst”, en The Economist (19-noviembre-2011), pp. 24-26; sobre las presas del Mekong, 
Banyan, “One dam thing after another”, en The Economist, (12-noviembre-2011), p. 57.
20   V. Shiva, Water wars, pp. 72-74; E. Weizman, Hollow Land: Israel’s Architecture of Occupation, Londres, 
Verso, 2007.
21   Una visión alternativa en R. C. Allen, Revolución en los campos: la reinterpretación de la revolución 
agrícola inglesa, Zaragoza/Salamanca, Prensas Universitarias, 2004.
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¿Existe una alternativa a este modelo? La defensa de la viabilidad de una agricultura 
campesina más humana y, a la vez, más eficaz, no es sólo, como sostienen los neoliberales, 
“una ilusión romántica”, sino que ha sido reivindicada por agroecologistas como Miguel Altieri 
o Eric Holt-Giménez, que han destacado la importancia del papel que han desempeñado 
los millones de pequeños cultivadores que producen la mayoría de las cosechas básicas 
para alimentar a las poblaciones rural y urbana del planeta.

 	Según Miguel Altieri, “mientras el 91 por ciento de los 1.500 millones de hectáreas de 
tierra agrícola se dedican a cosechas de exportación, biocombustibles y soja transgénica 
para alimentar al ganado, millones de pequeños campesinos en el Sur global producen 
todavía la mayor parte de las cosechas necesarias para alimentar a las poblaciones rurales 
y urbanas del planeta”. En América Latina, por ejemplo, 17 millones de explotaciones 
campesinas, que sólo ocupan en total un 34’5 por ciento de la superficie cultivada, producen 
el 51 por ciento del maíz, el 77 por ciento de las judías y el 61 por ciento de las patatas 
para consumo doméstico. Un pequeño aumento de los rendimientos de estas explotaciones 
tendría efectos mucho más importantes para su entorno local y regional que los dudosos 
progresos futuros que prometen las grandes explotaciones comerciales22.

 Estos argumentos se desarrollan con amplia información y una mayor amplitud en los 
trabajos de Eric Holt-Giménez o de Marc Dufumier, quien sostiene que la resolución de los 
problemas de la agricultura africana requiere, aparte de la adopción de métodos de cultivo 
agroecológicos, medidas de orden político y social, como “una redistribución igualitaria de 
las tierras que permita la creación de explotaciones agrícolas de talla media en que los 
campesinos trabajarían directamente sus tierras, con el interés de movilizar del mejor modo 
posible la fuerza de trabajo familiar para aumentar la producción”23.

 En diciembre de 2010, el informe de Olivier De Schutter a las Naciones Unidas sobre 
el “derecho a la alimentación” concluía que: 

Basándome en una extensa revisión de la literatura científica publicada en los últimos cinco 
años, el Informador Especial identifica la agroecología como un método de desarrollo agrícola 
que no sólo muestra sólidas conexiones conceptuales con el derecho a la alimentación, sino 
que muestra resultados verificables de un rápido progreso en la concreción de este derecho 
humano para muchos países y entornos24. 

Está claro, pues, que frente a las opciones neocoloniales de los Collier y compañía, 
contamos con alternativas que se apoyan en una sólida base científica y que no tienen nada 
que ver con utopías románticas o primitivistas. 

Vivimos en un tiempo en que el Nobel de Economía consagró la obra de Elinor Ostrom, 
que, como se ha dicho, ha transformado la visión pesimista de la “tragedia de los comunes” 
de Herrin en la optimista de “la oportunidad de los comunes”, contradiciendo la lógica de 
la ortodoxia neoliberal25. La historia agraria europea ha abandonado los planteamientos 

22   M. A. Altieri, “Small farms as a planetary ecological asset: Five key reasons why we should support the 
revitalization of small farms in the Global South”, en Food First, (9-mayo-2008).
23   En especial en el libro de E. Holt-Giménez y R. Patel, Food Rebellions! Crisis and the Hunger for Justice, 
Oxford, Pambazuka Press, 2009 o en su publicación, en colaboración con A. Shattuck, Smallholder solutions 
to hunger, poverty amd climate change, Oakland, Food First, 2009. En el caso de M. Dufumier se puede 
encontrar en la Red su trabajo Agriculturas africanas y mercado mundial, traducido por la Universidad 
Politécnica de Valencia. 
24   O. De Schutter, Report submitted by the Special Rapporteur on the right to food, Naciones Unidas, 20 de 
diciembre de 2010. 
25   E. Ostrom, Governing the commons. The evolution of institutions for collective action, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1990. A la vez que se ha demostrado que las afirmaciones de Herrin carecían de 
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esquemáticos que mostraban la destrucción de “los comunes”, según el modelo británico, 
como una fórmula de progreso universalmente válida, y le ha añadido, además, la 
consideración de los diferentes resultados que la “revolución agrícola” produjo en contextos 
diversos, de acuerdo con los principios de la “path dependence”. Mientras, por poner un 
ejemplo, favoreció en Gran Bretaña el auge de una economía agrícola comercializada, 
desarrollada en grandes explotaciones, en Francia consolidó la pequeña explotación 
campesina. Una diferencia que corresponde al éxito en Gran Bretaña de lo que Allen ha 
llamado la revolución agrícola de los terratenientes y, por el contrario, en Francia, al peso 
político que la revolución dio a los campesinos, que consiguieron evitar que triunfara allí 
otra revolución de los terratenientes, que se estaba incubando en el siglo XVIII.

La divergencia más importante entre estos dos modelos, el británico y el francés, es 
la que se refleja en la diferencia de los niveles de vida de los campesinos y de las capas 
populares de ambos países. Mientras en Gran Bretaña la disminución de la estatura media 
en la primera mitad del siglo XIX delata que hubo un empeoramiento de los niveles de vida 
que condujo a la miseria de los trabajadores urbanos –durante los “hungry forties” que 
Engels conoció en Manchester–, en Francia el reparto más equitativo de la propiedad está 
asociado al mantenimiento de los niveles de vida que se refleja en los valores estables de 
la estatura26. 

En el caso del agua los planteamientos privatizadores que nos ofrece en la actualidad 
el recetario neoliberal resultan especialmente alarmantes. Sólo la ignorancia de lo que en el 
pasado reciente ha significado la privatización permite entender que se aborde el problema 
con tanta despreocupación. Como dice Vandana Shiva, la pérdida gradual de los derechos 
comunitarios sobre el agua en las última décadas ha provocado el empobrecimiento de 
una gran parte del mundo, donde muchos conflictos que se nos presentan como de origen 
étnico o religioso tienen en realidad en su trasfondo la lucha por el agua27.

El intento de controlar el agua para hacer negocio no es nuevo. Maude Barlow y Tony 
Clarke denunciaron hace pocos años los proyectos especulativos que fraguaron empresas 
como Suez, Vivendi (llamada después Veolia), Saur (del grupo Bouygues) o Enron, y 
llamaron la atención ante la perspectiva de que en un futuro próximo se pudiera formar un 
cártel en que empresas e instituciones públicas colaborasen en la explotación de este gran 
negocio28. 

Los primeros intentos realizados en África, aprovechando que las medidas de ajuste 
impuestas por el Fondo Monetario Internacional habían forzado a los gobiernos a abandonar 
el gasto en el mantenimiento del agua pública, tuvieron un éxito limitado29. Pero lo que se 
anunciaba entonces como una amenaza a medio plazo está en camino de convertirse en 
realidad en el presente ante la iniciativa del Banco Mundial, a través de su filial International 

base histórica, como lo demuestra el hecho de que formas de explotación sujetas a reglas comunes pudieron 
desarrollarse con éxito en el pasado. Véase, por ejemplo, T. de Moor, “Avoiding tragedies: a Flemish common 
and its commoners under the pressure of social and economic change during the eighteenth century”, en 
Economic History Review, 62 (2009), nº 1, pp. 1-22.
26   R. C. Allen y otros (eds.), Living Standards in the Past. New Perspectives on Well-being in Asia and 
Europe, Oxford, Oxford University Press, 2005; R. Floud y otros, The Changing Body. Health, Nutrition, and 
Human Development in the Western World since 1700, Cambridge, Cambridge University Press, 2011. 
27   V. Shiva, Water wars. Privatization, pollution and profit, Londres, Pluto Press, 2002, pp. 107-108 y 114-
115.
28   M. Barlow y T. Clark, Oro Azul. Las multinacionales y el robo organizado de agua en el mundo, Barcelona, 
Paidós, 2004.
29   J. Cambon, “Africa, access to water and privatisation. Why proclame access to water a fundamental 
human right”, en Pambazuka News, nº 553 (7-junio-2011).
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Finance Corporation, de asociarse a empresas como Coca-Cola, Nestlé, Barilla o Veolia 
en el 2030 Water Resources Group, con un proyecto que ha sido  denunciado como un 
intento de potenciar el crecimiento de un negocio que proporciona ya beneficios anuales de 
465.000 millones de dólares30. 

Sorprende, por otra parte, que iniciativas de este tipo se tomen sin parar atención 
en el hecho de que están en abierta contradicción con la declaración formulada el 28 de 
julio de 2010 por la Asamblea general de las Naciones Unidas que estableció el Derecho 
humano al agua y al saneamiento, donde se proclama “el acceso al agua potable como un 
derecho humano básico” y se urge a “garantizar que los casi 900 millones de personas que 
carecen del líquido vital puedan ejercer ese derecho”. En contradicción además, y sobre 
todo, con los planteamientos del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, que 
recomienda el apoyo a “la gestión comunitaria de los recursos naturales como alternativa 
al control centralizado, especialmente en lugares donde las comunidades dependen de los 
ecosistemas y recursos locales para subsistir”31. 

Parece como si las instituciones internacionales se dedicasen por una parte a producir 
retórica humanitaria para tranquilizar al público, mientras, por otra, utilizan sus recursos 
para financiar proyectos que la contradicen.

Si en lo referente a la agricultura hemos visto que las soluciones del modelo económico 
liberal resultan discutibles, en lo que toca al agua, un tema que ha suscitado mucha 
menos atención que la apropiación de tierra cultivable, el problema es posiblemente la 
falta de estudios históricos que permitan formular alternativas. La historia agraria europea, 
desarrollada a partir de modelos de estudio realizados en Gran Bretaña, Francia y Holanda, 
se ha ocupado poco del agua, que no era un tema acuciante en climas húmedos, salvo 
en lo que se refiere a su uso para mover los molinos32. Basta con ver el primer volumen, 
y hasta ahora único publicado, de una ambiciosa historia agraria del noroeste de Europa 
“entre el año 500 y el 2000”33 para comprobar que el agua apenas aparece en los estudios 
que reúne.

En abierto contraste con esta tradición del norte, la investigación histórica española 
sobre las cuencas mediterráneas, en las que se han planteado secularmente problemas 
y conflictos acerca de la administración de un recurso escaso y falible, ha permitido 
desarrollar un rico campo de estudios encaminados a “situar el agua dentro del conjunto de 
las relaciones sociales”34. 

El conocimiento de la compleja evolución de las reglas que han asegurado el control del 
agua en las huertas de Valencia, Murcia y Granada, que fueron estudiadas en el pasado por 
ingenieros y agrónomos que buscaban soluciones para la India o Argelia, puede ofrecernos, 
sin duda, perspectivas para evaluar las posibilidades de métodos de control comunitario 
en otros lugares del mundo. Contamos para ello con los viejos estudios sobre el derecho 
consuetudinario de Joaquín Costa, de Rafael Altamira o de Victorino Santamaría, y con las 

30   2030 Water Resources Group, Charting Our Water Future, 2009; World Economic Forum, “The water 
resources groupe phase 2”.
31   Informe sobre Desarrollo Humano 2011, p. 96.
32   M. Bloch, “Avènement et conquêtes du moulin à eau”, en Mélanges historiques, París, CNRS, 2011, pp. 
800-821.
33   Rural Economy and Society in North-Westerm Europe, 500-200,  J. P. van Babel y R. W. Hoyle (eds.), 
Social Relations, Property and Power, Turnhout, Brepols, 2010.
34   Utilizo esta frase de la introducción al volumen Agua y modo de producción, Barcelona, Crítica, 1990, 
para rendir homenaje a María Teresa Pérez Picazo y Guy Lemeunier, que coordinaron este volumen y fueron 
pioneros en este campo de estudio.
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investigaciones más recientes de Samuel Garrido, Armando Alberola, Guy Lemeunier, Carlos 
Barciela, Joaquín Melgarejo o Guillermo Pérez Sarrión, entre otros. Mientras los problemas 
que ha planteado la privatización del agua han sido estudiados por Jordi Maluquer respecto 
de Cataluña y por Antonio Macías, en relación con el complejo caso de Canarias, donde ha 
dado lugar a un fenómeno social tan característico como es el de los “aguatenientes”.

Partiendo de la experiencia de unas sociedades que vivieron los problemas que 
generaba la lucha por la disponibilidad del agua, los historiadores del sur podemos ofrecer 
perspectivas más útiles para enfrentar las necesidades actuales de un mundo sediento que 
las que proceden de los modelos simplificadores de la revolución agrícola británica, que 
sirven de base y legitimación a los grandes programas de despojo de la tierra y del agua de 
los campesinos: unos modelos que hasta ahora han conducido a la marginación social de 
los desplazados y a una especulación con los precios de los alimentos que está agravando 
el problema del hambre en el mundo.

El papel que el historiador puede desempeñar ayudando a clarificar cuestiones como 
éstas es una prueba no sólo de la vigencia de su oficio, sino de la necesidad de mantenerse 
plenamente activo en un tiempo en que, para decirlo con las palabras de Jesse Lemisch 
que he citado al comienzo, “la irracionalidad domina en la sociedad  y en sus dirigentes”.

Josep Fontana Lázaro
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Resumen
José Ramón Mélida debe ser considerado como el arqueólogo español más representativo 

del más de medio siglo que transcurre en la etapa comprendida entre 1875 y 1936. Heredero de la 
tradición anticuaria precedente, Mélida supo imprimirle a la Arqueología nuevos aires en sintonía con 
los principios positivistas y científicos. Consiguió reducir la distancia existente entre la arqueología 
española y la europea, gracias, en parte, a sus contactos con los hispanistas franceses. Trató 
de europeizar y despolitizar la ciencia española con el fin de conseguir su autonomía científica. 
Participó también en las excavaciones de Numancia y Augusta Emerita, además de alcanzar la 
dirección del Museo de Reproducciones Artísticas y del Museo Arqueológico Nacional. Pero antes 
de dedicarse plenamente a la Arqueología, José Ramón Mélida realizó incursiones literarias que 
evidencian la vocación universalista de la que hacían gala los humanistas y eruditos de entonces.

Palabras clave: historiografía arqueológica en España. Literatura, novela. Antigüedad. 
Museo

Abstract
José Ramón Mélida is known to be considered one of the most important archaeologist of 

the time period between 1875 and 1936. Being a heir of the preceding antiquarian tradition, he 
skillfully conformed traditional Archaeology to modern Positivist and Scientific ideas. He achieved 
bridging the gap between European and Spanish Archaeology of his time, mainly thanks to his 
tie to French hispanists. Moreover, he strove after a more European and less politicised Spanish 
Archaeology in order to, aiming to achieve its scientific autonomy. In addition, he took an active part 
in the excavations of Numantia and Augusta Emerita and was appointed to the post of director of 
both, the Museo de Reproducciones Artísticas and the Museo Arqueologico Nacional. However, 
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before dedicating himself entirely to Archaeology, José Ramón Mélida had been applying himself to 
the field of literature, which, once again, proves that very same universalist vocation displayed by 
most of the humanists and renowned experts of his time.

Key words: Archaeological Historiography in Spain. Literature, novel. Antiquity. Museum

La multidisciplinariedad fue una constante en algunos de los más destacados 
humanistas del siglo XIX. El autodidactismo, la ausencia de especialidades científicas en el 
ámbito universitario y la vocación universalista poblaron el panorama nacional de polígrafos 
y hombres de letras que cultivaban diferentes géneros dentro de las humanidades. Es el 
caso de José Ramón Mélida Alinari, cuya relevancia científica y académica trasciende su 
biografía de arqueólogo (Mélida Alinari, 2006b). No solo representa una época de transición 
en la arqueología española del último cuarto del siglo XIX y el primer tercio del siglo XX, sino 
que personifica la asimilación de las corrientes y tendencias histórico-culturales gestadas 
en Europa. Su figura emerge entre el elenco de arqueólogos que adaptaron la disciplina 
arqueológica a los nuevos tiempos, después de formarse en un entorno artístico y literario 
donde forjó esa vocación humanista que tanto se estiló en el siglo XIX. Su principal mérito 
radica en haber tendido un puente entre dos perfiles de arqueólogos: el de corte anticuario, 
erudito y procedente de una formación artística; y el que desarrolló un nuevo concepto 
más apegado a las ciencias naturales. Mélida representa la transición entre el arqueólogo-
historiador decimonónico y el geólogo-prehistoriador, más próximo a las nuevas técnicas 
arqueológicas y al trabajo de campo. Pero para comprender lo que llegó a ser –uno de los 
arqueólogos más laureados de finales del XIX y principios del XX– es fundamental hurgar 
en ese Mélida “primerizo” que trató de abrirse camino como novelista antes de decantarse 
por la Arqueología. 

José Ramón Mélida nació en un entorno de burguesía madrileña, educado y formado, 
en sus inicios, por  miembros del clero, cuando casi las dos terceras partes de los alumnos 
de enseñanza media estaban en manos de órdenes religiosas. El legado familiar dejó en 
él un poso que habría de marcar su trayectoria y que estimularía su temprana vocación 
humanista (Mélida, 2006a: 21-27). De su hermano Enrique heredó una afición pictórica 
presente a lo largo de toda su vida. Arturo, por su parte, le transmitió conocimientos técnicos 
–arquitectónicos, escultóricos y de artes menores– que le facilitaron su familiaridad con 
la terminología científica desde joven. Además, fue Arturo el que le abrió las puertas del 
entorno artístico madrileño, tanto a nivel institucional, Real Academia de Bellas Artes de 
San Fernando y Ateneo de Madrid, como a nivel personal. Aunque formados en campos 
diferentes, Arturo y José Ramón compartieron un talante ecléctico y versátil. Uno desde el Arte 
y otro desde la Arqueología. También heredó de él su legado humanista en la aspiración de 
abarcar muchas áreas de conocimiento. Si Arturo1 fue escultor, pintor, arquitecto, decorador, 
ilustrador y restaurador, José Ramón fue novelista, historiador, crítico y arqueólogo. Ambos 
reflejan una época en la que no existía la especialización y todavía se estilaba la figura del 
sabio o erudito con vocación universalista.

Tras una infancia y adolescencia rodeada por un ambiente familiar proclive al cultivo 
de las Artes, José Ramón Mélida comenzó su etapa de formación, repartida entre la Escuela 
Superior de Diplomática, el Ateneo, el Museo Arqueológico Nacional y la Institución Libre de 
Enseñanza (Jiménez García, 1986). En la Escuela Superior de Diplomática (Sotelo Martín, 

1   Daniel Ortiz Pradas defendió en el 2010 la tesis doctoral “Arturo Mélida Alinari. Un ejemplo de restauración 
del patrimonio artístico de la Edad Media”.
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1998; Peiró Martín & Pasamar Alzuria, 1996) ingresó con diecisiete años. Se adivina en esta 
decisión una vocación ligada al estudio y conservación del Patrimonio Nacional, acorde con 
el verdadero cometido de la Escuela: formar técnicos profesionalizados que administraran 
el extenso legado histórico-artístico incautado a la Iglesia desde 1835. En sus tres años de 
formación, de 1873 a 1875, cursó asignaturas más próximas al Arte que a la Historia, y en 
las que la Arqueología era concebida bajo una óptica de tradición anticuaria (Mélida, 2006a: 
28-37). Documentación inédita rescatada de la Escuela Superior de Diplomática da fe de la 
inercia artística que tenía entonces la enseñanza de la arqueología (Romero Recio, 2006: 
581-601), una disciplina apenas abordada en cátedras de Ateneos y  Reales Academias 
(Mederos Martín, 2010: 170-175). Los conocimientos adquiridos por Mélida en esta etapa 
se inscriben en el plano teórico y representan el bagaje cultural sobre el que se asentaría 
su posterior formación práctica. Se convertía así en futuro depositario, organizador e 
investigador de todo el saber y cultura contenidos en archivos, bibliotecas, monasterios, etc., 
ante la necesidad de una gestión más intensiva y una independencia frente al poder político, 
participando en la “construcción del método de investigación histórica”. De esta manera, 
se produjo su ingreso en 1881 en el “Cuerpo Facultativo de Archiveros, Bibliotecarios y 
Arqueólogos”, cuyo principal órgano de expresión fue la “Revista de Archivos, Bibliotecas 
y Museos”. La labor pedagógica de la Escuela representaba, además, la penetración del 
talante positivista francés, que tanta huella dejó en Mélida y que favoreció su decisión de 
ingresar en este centro. 

Como hombre de letras que fue en el siglo XIX, Mélida cultivó el género de la novela, 
sin apartar su mirada de la Arqueología y el mundo de los museos. Durante veinte años 
de su vida –entre 1880 y 1901– llegó a publicar ocho novelas, que quedaron repartidas 
entre obras de inspiración histórica, drama, e incluso novelas con tintes de comedia. Es 
sintomático el hecho de que en el archivo del Museo Arqueológico Nacional se conserven 
recortes de periódico que el propio Mélida coleccionaba. Entre éstos encontramos breves 
pasajes en castellano o francés, indistintamente, como la serie firmada por un tal Pierre 
Loti, bajo el título “Fleurs d’Ennui” –en 1882– u otros recortes titulados “Idyles revées”, 
“Suite”, etc. En algunas de estas novelas, José Ramón se valió de las ilustraciones de 
sus hermanos. En un borrador que se conserva en el expediente de Mélida del Museo 
Arqueológico Nacional habla de que 

al exigir mis hermanos la devolución de sus originales no hacen más que seguir las 
costumbres establecidas por los artistas, y seguida de buen grado por los editores tanto de 
Madrid como de Barcelona (...) comprenda usted bien la razón por la cual no pueden aceptar 
mis hermanos la ilustración de la novela en las condiciones que usted propone. 

No está fechada, pero cabe suponer que la colaboración de sus hermanos Arturo y 
Enrique como colaboradores debió de ser una constante en la publicación de las novelas 
de José Ramón.

La primera experiencia literaria de José Ramón Mélida se remonta a 1870, cuando 
apenas contaba con catorce años de edad. Se aventuró entonces como director de una 
publicación titulada “El Clown”, que incluía números literarios escritos por él. La redacción 
de “El Clown” se encontraba en Madrid, en la calle Prim. Gracias a un borrador rescatado 
de entre el expediente de Mélida en el Museo Arqueológico Nacional, sabemos que los 
puntos de suscripción de la revista se encontraban en la redacción del periódico y en las 
principales librerías. Contaba para ello con la ayuda de varios redactores: R. Holgado, L. 
Nieto y M. Moreno. La principal característica de “El Clown” fue la de no tener ninguna 
opinión política (una de las constantes que caracterizan su obra y su vida), pues sólo trataba 
de algunas novelas y de anuncios. Curiosamente, este mismo desdén por las cuestiones de 
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índole político-ideológica se mantendría prácticamente como una constante durante toda su 
vida.  En comunicación oral, su descendiente Victoria Mélida Ardura suscribió en entrevista 
personal (agosto 2007) el carácter rabiosamente apolítico de José Ramón Mélida, tal como 
le había transmitido su padre (nieto de José Ramón Mélida Alinari) Rafael Mélida Poch. 
También a principios de la década de los 1870, llegó a colaborar Mélida en “La Religión 
Católica”, publicada todos los sábados del año.

Cronológicamente, la primera novela publicada por Mélida llevó por título El Sortilegio 
de Karnak. Fue escrita en colaboración con Isidoro López Lapuya (Almela Boix, 2004: 262). 
Una doble motivación confluye en esta obra. Por un lado, el interés del autor por adentrarse 
en el Egipto faraónico (le sirvió de inspiración un ostracon formado de un guijarro con cinco 
líneas de escritura hierática, localizado en la colección de manuscritos egipcios del Museo 
del Louvre); y por otro, el deseo de cultivar un género estilado por entonces, la novela 
histórica. Las características de la novela histórica quedaron asentadas con W. Scott en las 
dos primeras décadas del siglo XIX. En este género el autor se permitía el libre juego de la 
imaginación en torno a épocas pretéritas, intentando conciliar la descripción pintoresca y el 
análisis histórico-social. Para ello, apoyaba las narraciones en una documentación más o 
menos sólida. En el ámbito nacional, se ha celebrado recientemente (septiembre de 2011, 
por iniciativa del Instituto de Historiografía Julio Caro Baroja) el “IV Encuentro de Jóvenes 
Investigadores de Historiografía en torno a la novela histórica” en el que se han analizado 
asuntos relacionados con el mito, la historia, las ideologías y los abusos historiográficos en 
la novela histórica.  El citado género literario estuvo claramente influenciado por la corriente 
historicista, que hizo su aparición en el último cuarto del siglo XIX. El Sortilegio de Karnak 
mereció que Rada y Delgado se refiriera a ella como “su bien escrita novela “El Sortilegio 
de Karnak”2.

El contexto en el que Mélida hubo de desenvolverse estaba dominado por la eclosión de 
los nacionalismos, hecho que fomentaba el interés por la Historia y la búsqueda de las raíces 
en el pasado. Esa evocación histórica, que llevaba implícita interpretaciones al servicio de 
la historia patria, garantizaba el éxito del género en esta época de exaltación nacionalista. 
Desde el punto de vista historiográfico, la figura del historiador Modesto Lafuente había sido 
clave en la segunda mitad del XIX. Con él se inició esa búsqueda de la nación española 
en el carácter heroico de los asedios de Sagunto y Numancia. Sin embargo, Mélida no 
hará de la novela histórica un arma de doble filo político, sino que redactará su obra desde 
una óptica meramente histórica, tratando de desvelar aspectos desconocidos del Antiguo 
Egipto. El Mélida novelista pretendía una observación rígida de la realidad, semejante a la 
del científico experimental. Recurría con frecuencia a detalladas descripciones y “paseos 
narrativos” por la vida cotidiana, tratando de desarrollar la “epopeya diaria” en Egipto: 

Las paredes de aquel sagrado recinto estaban decoradas con preciosos bajorrelieves (...) 
en el centro del templo alzábase sobre un pedestal la Tríada Tebana: Ammon, el dios de los 
dioses y creador del mundo, esculpido en basalto y sentado en rica silla (...) se levantaba 
entre Maut y Khons (...).se movían mesurados aquellos severos sacerdotes, vestidos con 
blancos calisiris y calzados con tabtebs de hojas de papiro (Mélida Alinari, 1880: 7-12). 

Atendiendo a su estilo literario podría encuadrarse dentro de la corriente realista de 
la segunda mitad del siglo XIX, caracterizada por la fidelidad descriptiva y la atención al 
detalle. En cierta manera, era una época de colaboración entre Literatura y Arqueología. Una 
evasión en el tiempo, característica típicamente romántica, era la que acercaba al escritor 

2   Palabras de Rada y Delgado, recogidas en un documento del Archivo General de la Administración Civil de 
Alcalá de Henares con la siguiente referencia: EC-Ca 19, signatura topográfica 31-49.
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a los sugerentes paisajes arqueológicos, desde los que, no conforme con contemplar, trató 
de reconstruir el pasado. Ese afán reconstructivo es, según Ricardo Olmos, “el verdadero 
germen de la literatura arqueológica” (Olmos Romera, 1992: 54), que en Mélida incorporó 
un componente didáctico, como corresponde a alguien que compartió inquietudes con 
los hombres de la Institución Libre de Enseñanza. Sus obras debieron de ir dirigidas a 
un público con perfil de burguesía culta, ávida de nuevos horizontes temáticos y de un 
espíritu que le permitiera alejarse de la monotonía urbana e industrial que había dominado 
y dominaba el siglo XIX. En el siglo XIX, la clase burguesa había tomado el testigo de 
los aristócratas coleccionistas del XVIII, incorporándose así al interés por estos dominios 
culturales. Y ya en el cambio de siglo este papel desempeñado en gran parte por la clase 
burguesa, comenzaría a ser sustituido por la incipiente creación de Museos de Estado y 
colecciones de universidades. 

De alguna manera, Mélida se vio arrastrado por la popularización de temas relacionados 
con las culturas de la Antigüedad, que canalizó en novelas como el Sortilegio de Karnak. 
Sucumbió así a lo que Théophile Gautier definió como “el placer más refinado, la corrupción 
más suprema: el exotismo a través del tiempo” (Gautier, 1881: 124). Mélida recurrió a 
audacias imaginativas para recrearse en lo raro y en lo pintoresco, sin dejar nunca de 
lado su pulcra descripción de las culturas remotas y sus ambientes, tal como haría Blasco 
Ibáñez en su novela Sónnica de 1901 (Litvak, 1985: 188). Sus evocadores paisajes destilan 
la intención erudita de un autor como Mélida, que trató de acercar costumbres extrañas a 
la vida cotidiana de su época. Durante estos años la “moda arqueológica” se extendió al 
campo de las artes, como muestra la Exposición de Bellas Artes de Madrid, celebrada en 
1881, meses después de la publicación del Sortilegio de Karnak. En la citada exposición, 
el público pudo contemplar in situ el cuadro Las termas de Caracalla, del sevillano Mattoni, 
la Cleopatra de Juan de Lemus y la escultura El enigma de Tebas, de Francisco Font. 
Dentro del ámbito arqueólogico existió una destacada fascinación por la cultura egipcia, 
extendida también en las modas arquitectónicas, como el estilo neogipcio, del que fueron 
fieles seguidores los catalanes Josep Fontseré y Josep Vilaseca.

   Fig. 5. Borrador de la portada de A orillas del Guadarza y portada de El Sortilegio de Karnak.
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La producción literaria de Mélida tuvo continuidad dos años después de publicarse El 
Sortilegio de Karnak (1880), con la novela Diamantes Americanos (1882), que fue vendida a 
un precio de dos pesetas. La obra era una concesión del autor al amor y al sentimentalismo, 
más propio de un novelista romántico que de un escritor de corte realista. Recurría a menudo 
a la vehemencia sentimental y expresiva de la literatura romántica, a la exaltación retórica y 
a la sobreabundancia de exclamaciones. Entre sus preferencias estilísticas se encontraba 
la de interponer galicismos y expresiones como comme il faut, merveilleuse, ton incroyable, 
dame espagnole, boulevard, mademoiselle, n’ai pas, etc, que no son sino una muestra más 
de la francofilia del autor como una constante a lo largo de su vida. El afrancesamiento 
se generalizó por, entre otros motivos: la monarquía borbónica (procedente de Francia); 
presencia de Napoleón a principios del XIX y con él la penetración de los principios gestados 
durante la Revolución de 1789; ó el matrimonio de una española –Eugenia de Montijo– con 
Napoleón III. El hilo argumental de Diamantes americanos transcurría de una manera lenta 
y el autor aprovechaba para recrearse en retoricismos y giros metafóricos. Buen ejemplo de 
ello fue la dedicatoria del autor:

 
Apenas era larva en mi cabeza este librejo, querido Isidoro, cuando ya pensé dedicártele. La larva 
se convirtió en gusano (...) Pero ya ha roto el capullo (...). Cuando menos te lo esperes se posará 
en tus manos la mariposa, bajo forma de mujer. Sé con ella amable, compasivo; escúchale, el 
lío feroz que constituye su historia (mucho ojo con faltarle al respeto, no te encalabrines al verla 
joven y bonita); mira por ella; defiéndela si alguien le echa en cara su debilidad. Sé para ella un 
padre y un amigo, y cuenta, en cambio, con cien cuarentenas de agradecimiento y cariño de tu 
colega. Madrid, 7 de septiembre de 1882 (Mélida Alinari, 1882: 5). 

Cuando menciona a Isidoro, se refiere a Isidoro López, quien colaboró con Mélida 
en la primera novela publicada por éste: El Sortilegio de Karnak, de 1880. Nótese que 
Mélida incurría en un error muy común en Madrid, como es el leísmo, cuando dice “pensé 
dedicártele”.

En 1884 Mélida publicó su tercera novela, titulada El demonio con faldas (memorias 
de un gato), al precio de una peseta. En el archivo del Museo Arqueológico Nacional se 
conservan dos cartas-borradores, dirigidas al Señor Cordero donde Mélida pacta con él 
el precio de los dibujos de la novela y de las transacciones económicas a llevar a cabo. 
Están fechadas en el 25 de marzo y el 7 de noviembre de 1884. Igualmente, se conserva 
una carta-borrador del 19 de octubre de 1883 en la que se tratan asuntos relacionados con 
transacciones y giros; una carta con el membrete del editor Eduardo Mengíbar, fechada 
el 24 de abril de 1883; y dos cartas firmadas por Federico Díaz Palafox (con membrete 
del editor Urbano Manini, para quien puede consultarse (Botrel, 2001: 136). Ambas cartas 
están fechadas los días 13 y 23 de mayo de 1883.  Se trata de un ingenioso relato en el que 
el autor se autodeclara como “médium escribiente” del gato de una familia madrileña. En 
ningún momento abandonó Mélida el tono desenfadado y distendido para reflejar aspectos 
y curiosidades de la vida gatuna en esta novela de estilo costumbrista. El autor dedicó la 
obra “al ingenioso, correcto y galano escritor Don Alonso Pérez-Gómez de Nieva” (Mélida 
Alinari, 1884:5) y en la misma dedicatoria sufrió ya la “transformación” de humano a gato:

Yo, señor, el más humilde felino de toda mi raza y último, pero nobilísimo y hondo vástago de 
los verdaderos y netos gatos madrileños, acerté a escuchar, inesperadamente, mi nombre 
nativo, el cual me declaraba como actor, aunque en papel secundario, ó sea de barba, en 
la historia de “El traje de boda” (...). Con las garras de mi diestra escribo mi nombre. Tarfe. 
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Los distintos capítulos en torno a los cuales el autor organizó la novela representan el 
acontecer de la vida diaria de un gato: Ostracismo, Nueva casa, Costumbres domésticas, 
El Correo del amor, Decepciones del corazón, De picos pardos, Reclusión perpetua, etc.

Luisa Minerva es el título de la novela de Mélida publicada en el año 1886. Costaba 
tres pesetas y estaba estructurada en 49 capítulos. En una carta rescatada del archivo del 
Museo Arqueológico Nacional, puede deducirse la transacción literaria que Mélida trató con 
el editor Eduardo Mengíbar. Está fechada en 11 de mayo de 1885 y en ella afirmaba el editor 
que había examinado la obra y no encontraba ningún problema a su publicación, cuyos 
dividendos serían repartidos al cincuenta por ciento. En los meses previos a su publicación, 
Mélida mantuvo correspondencia desde San Juan de Luz, donde residía algunos días 
durante los veranos en el número 16 de Rue Mazarin, con el editor barcelonés Daniel 
Cortezo (Rueda Laffond, 2001: 109-110). Una carta firmada por éste el 5 de agosto de 1885 
se hacía eco de los consejos que Cortezo le dio a Mélida en el ámbito editorial: “dada la 
índole de la obra que ud. nos ofreció no creemos poder recomendar a ud. otros editores que 
los señores Montaner y Simón o los señores Espasa y Cª harto conocidos y reputados para 
que debamos añadir unas palabras más”3. Otras misivas4, firmadas en Barcelona el 28 de 
noviembre y el 3 de diciembre de 1885 por el editor Espasa, hacían igualmente referencia a 
trámites editoriales entre Mélida y el referido editor. Uno de los temas a tratar fue la solicitud 
de publicación por parte de Mélida de la traducción al castellano de Gothic Architecture in 
Spain de Street. Finalmente, el editor Espasa resolvió no emprender la publicación “por 
considerar muy limitado el número de personas a quienes puede interesar”. La misma 
negativa obtuvo Mélida de la editorial barcelonesa Montaner y Simón, en carta del 7 de 
noviembre de 18855. Hay que tener en cuenta que desde la segunda mitad del siglo XIX 
el libro pasó de ser un objeto reservado a unos pocos, de difícil acceso y elevado precio, 
a integrarse lentamente en el tejido social. Se trataba de un proceso de socialización que 
poco a poco se abrió camino ante una gran variedad de posibilidades técnicas y sociales. 
De esta manera, dejó de ser un objeto de lujo para convertirse en un elemento cotidiano, 
favorecido por las innovaciones técnicas que facilitaron su difusión: ejemplares divididos 
en entregas, creación de colecciones y series, suscripción a bibliotecas, expansión de la 
variedad tipográfica, etc (Sánchez García, 2001).

En la novela Luisa Minerva el autor trató de hacer un retrato social de la época, 
utilizando comparaciones mitológicas, referencias clásicas y muchas expresiones francesas 
(por ejemplo, atelier, en vez de estudio) al igual que en otras novelas suyas. Enlazó con 
esa corriente novelística decimonónica –en cierto modo, heredera del Romanticismo– que 
buscaba experiencias oníricas y fantásticas para asomarse al pasado y saltar en el tiempo 
a través de la palabra y la experiencia arqueológica. Fue el psiquiatra austríaco Sigmund 
Freud, nacido el mismo año que Mélida y fundador del psicoanálisis, quien impregnó la 
sociedad europea de principios del siglo XX con sus teorías sobre los sueños, la hipnosis, 
la psique, el subconsciente, etc. Pero habían sido dos insignes médicos y maestros de 
Freud (J. M. Charcot y Bernheim) los que iniciaron interesantes y prometedores estudios 
en el campo del psicoanálisis poco antes de ser publicada la novela Luisa Minerva. 
Mélida convirtió a la protagonista de la historia –Luisa– en el vehículo o portavoz de los 

3   Conservada en el archivo del Museo Arqueológico Nacional, dentro del expediente de Mélida con el número 
2001/101/4.
4   Conservadas en el archivo del Museo Arqueológico Nacional, dentro del expediente de Mélida con el 
número 2001/101/4.
5   Conservada en el archivo del Museo Arqueológico Nacional, dentro del expediente de Mélida con el número 
2001/101/4.
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acercamientos que Mélida llevó a cabo sobre la Arqueología, un recurso utilizado en otras 
novelas de inspiración arqueológica de la época, como Arria Marcella de Gautier (Olmos 
Romera 1993a: 50-57). Ricardo Olmos analiza la historia de amor entre un francés del XIX 
y una joven que sucumbió a la erupción del Vesubio en Pompeya, escenario arqueológico 
preferido por los novelistas. Entre la realidad y el sueño se debate este relato de Gautier, en 
el que el autor abrió la inagotable vena de lo fantástico y en él puede encontrarse uno de los 
antecedentes literarios de Luisa Minerva. Theóphile Gautier contribuyó a la recuperación 
del pasado histórico de España, como expresión de un cierto carácter exótico. Otra novela 
de inspiración arqueológica es La Gradiva de Wilhelm Jensen (Olmos Romera, 1997: 44-
51). Explica aquí Olmos la Arqueología desde la perspectiva psicoanalista freudiana. En 
esta novela, el protagonista es un arqueólogo que confunde la realidad con las cenizas 
y moldes del pasado en Pompeya, lo que le lleva a indagar en los sueños de la ficción 
literaria. Y es que Freud comparaba la memoria de las cosas guardadas por la tierra 
(Arqueología) con las huellas que desde la infancia quedan grabadas en los estratos de 
la psique humana. Al protagonista de esta historia (Hanold) le aburre la realidad cotidiana, 
tan alejada de su ideal, le desespera, le irrita. Responde Hanold al tópico del visitante 
furtivo y solitario entre las ruinas, evadido de la masa, lo que podría considerarse como 
un eco literario del romanticismo. También de inspiración arqueológica son las Leyendas 
del Antiguo Oriente de Juan Valera (Almela Boix, 1991: 66). Juan Valera había intentado 
inaugurar en España un género de narración que había dado muy buenos frutos en Europa, 
y comenzó a publicar en 1870 unas Leyendas del Antiguo Oriente, dentro de la “Revista de 
España”. Son numerosas las fuentes que utilizó para este relato que puede considerarse 
como el primer intento de novela arqueológica en España, en el que Valera no se limitó a 
escribir una “historia de los tiempos de...” sino a crear para los personajes una historia y una 
memoria cultural. Un hecho que hizo que Valera contribuyera con sus narraciones a acercar 
la Arqueología a amplios sectores de la sociedad, haciendo que la disciplina trascendiera el 
ámbito académico.Mélida bien pudo tomar el modelo de las Leyendas del Antiguo Oriente 
para inspirarse en su Luisa Minerva. La novela de Mélida representaba la añoranza de 
retorno al tiempo pretérito, y para ello el autor utilizaba los paseos de la protagonista por el 
Museo Arqueológico Nacional, que en este caso es un escenario real, como intermediario 
temporal entre el pasado y el presente: 

En primavera á la calle, á visitar Museos, á comunicarse con el mundo (...) Una tarde de 
marzo, en el atelier, Luisa tomaba apuntaciones de unos libros, teniendo delante y en correcta 
formación una serie de idolillos egipcios de bronce (...) Luisa fue señalando a Mercedes los 
objetos menudos, la lámpara de la Mezquita de la Alhambra, delicada filigrana de bronce, 
los modelos de monumentos árabes y mudéjares, los platos de esmalte con reflejo metálico 
(...) Ofreciéronse a la curiosidad de nuestros visitantes relucientes porcelanas de Sevres, 
de Sajonia, de Moustier y de la Moncloa, ornamentados con flores y dorados filetes (...) 
Allí admiraron primorosas joyas visigodas, árabes y mudéjares; marfiles preciosos de la 
Edad Media, esmaltes de Limoges y españoles, del siglo XVI, bronces, repujados (...)¿Viene 
ahora lo romano? Preguntó Mercedes. Sí: lo egipcio, lo griego, lo romano (...) Lacrimatorios 
romanos (...) Figurillas griegas de barro (...) Vasos de Chipre (...) Saludaron a los empleados 
que había en la sala (...). Un ánfora panatenaica (...) los idolillos egipcios (...) Esta es la 
mejor pieza que hay aquí, dijo el Marqués señalando a un gran vaso blanco, con figuras 
polícromas. No hay en el Museo del Louvre ninguno tan alto (...) Figuras del Cerro de los 
Santos (...) (Mélida Alinari, 1886).
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A base de retazos (como los anteriormente enumerados) con referencias arqueológicas 
repartidas entre capítulos como El Templo de Minerva (pp. 43-51) o “Milagro del Arte” 
(pp. 209-218) Mélida buscaba ese efectismo literario de añoranza del pasado. El Museo 
Arqueológico Nacional se convertía así en el lugar elegido por Mélida para desarrollar un 
pasaje de la novela. Mélida introdujo descripciones de los objetos expuestos y aprovechó 
para adentrarse en el mundo de la Arqueología. Lo hizo de una manera indirecta, sutilmente, 
pero evidenciando una intención de conectar con el pasado. A lo largo del relato realidad 
e idealidad se entrecruzaban y contraponían. El resultado fue una mezcla de estilos, en 
la que se perciben resabios románticos, como el interés por lo lejano, lo desconocido, la 
exaltación del sentimiento, la nostalgia o el encantamiento; y en el otro lado, componentes 
típicos del realismo, como la observación rigurosa de la realidad, la sobriedad prosaica o la 
fidelidad descriptiva (Ena Bordonada, 1989: 163-180). De estilo típicamente realista pueden 
considerarse los retratos que Mélida trazó de la alta sociedad madrileña de la época: 

Todos fueron llegando al hipódromo y tomando puesto conveniente en el óvalo central ó en 
las tribunas, amén de algunos de las últimas clases indicadas (...) La sombrilla de Luisa era 
japonesa (...) El desfile de los trenes que aquella tarde concurrieron al hipódromo, fue muy 
lucido en la Castellana y Recoletos. Materialmente no cabían tantos carruajes en lo ancho 
del paseo. La riada de coches se repartió por las arterias de Madrid (Mélida Alinari, 1886: 
5-25; Núñez Florencio, 2004: 31).

Fue recurso habitual del autor evadirse de la trama principal para retomar narraciones 
mitológicas de otros capítulos: “La Minerva helénica era también doncella recatada, y ningún 
Dios del Olimpo se atrevió a seducirla. Hércules, con ser el más temible de los inmortales 
por su fuerza sin igual, sólo se permitió amar a Minerva platónicamente” (Mélida Alinari, 
1886: 35). Así fue configurando el hilo argumental, en el que los amores de la protagonista 
Luisa y Miguel presidieron una novela donde Mélida decidió alternar situaciones mundanas, 
encarnadas en Luisa, con mitológicas, encarnadas en Minerva, produciendo en el lector 
una sensación efectista de fugacidad y cambios continuos de escenarios. Arte, Arqueología 
o Escultura Clásica. Cualquier tema era excusa para enlazar el transcurrir natural del relato 
con acercamientos a estas disciplinas, de manera que Mélida iba recuperando el pasado en 
las remembranzas del presente y en la pervivencia transformada de las cosas. 

En 1886 Mélida redactó lo que pudo ser el germen de una nueva novela, que nunca 
vió la luz. Es lo que se deduce tras leer unos apuntes literarios (apuntes manuscritos que 
forman parte de la documentación personal de Mélida en el archivo del Museo Arqueológico 
Nacional, comprada el 18 de septiembre de 1987 a Mariano García Díaz) de carácter informal 
bajo el título Idilio de Pepita. Llevan la fecha de 7 de abril y no son sino un pasaje literario 
de estilo retórico y grandilocuente, que no merece más comentario. También fue frustrado 
el intento de publicar otra de sus novelas, titulada Lagos eternos. Una carta6 enviada por la 
editorial Espasa el 10 de diciembre de 1886 desde Barcelona aludía a los trámites para su 
posible publicación dentro de la serie «Biblioteca moral narrativa».

Una nueva novela vió la luz en 1887. Llevó por título A orillas del Guadarza y estaba 
organizada en veinticinco capítulos. Tres cartas trataron las transacciones editoriales. En 
una de ellas, con membrete del “Ateneo de Madrid”, fechada en 23 de diciembre de 1886 
y dirigida a Daniel Cortezo, Mélida pactó el envío de dibujos que faltaban y el original 
corregido de la novela. Le informaba de que el precio con 50 ilustraciones era de 2250 

6   Conservada en el archivo del Museo Arqueológico Nacional, dentro del expediente de Mélida con el número 
2001/101/4.
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pesetas. Posteriormente, una carta dirigida por el editor Daniel Cortezo a José Ramón 
Mélida (fechada en Barcelona el 1 de febrero de 1887) hablaba del acuse de recibo de 
725 pesetas, saldo de los derechos de propiedad de A orillas del Guadarza. Se conservan 
ambas en el archivo del Museo Arqueológico Nacional y forman parte de la documentación 
personal de Mélida comprada el 18 de septiembre de 1987 a Mariano García Díaz. Entre 
los borradores se adivina la presencia de un tal Señor Domenech, con quien Mélida arregló 
la fecha de los pagos. Otra de las cartas, fechada el 30 de septiembre, fue enviada por 
Mélida al señor Cordero para calibrar las condiciones de la encuadernación, impresión de 
los dibujos, etc. La ilustración de la misma fue realizada por Arturo Mélida, que aprovechaba 
sus entancias en la localidad francesa de San Juan de Luz –habitual residencia de los 
Mélida– para dibujar; y la novela contaba con una dedicatoria personal sobre la persona 
de su amigo Antonio Aguilar y Cuadrado. José Ramón volvió a dar rienda suelta a su 
imaginación en este relato. Preparó un escenario a su medida que le transportaba a la 
España rural, y lo hizo movido por un impulso sincero y natural: 

¿qué encanto hallé en esos rústicos, para hacerme abandonar el idilio de Angelita y Julio, 
idilio cortesano y aristocrático por añadidura, entre personajes de tono y de buen gusto, 
rodeado de perfumes, de galas, de trenes lujosos y de caprichos mundanos, y transportarme 
a orillas del Guadarza, en medio de la extensa campiña donde no se halla sombra (...), 
donde no se ve sino gente zafia, inculta, mal vestida y que ni hablar bien sabe: donde huele 
a establo y a pocilga, las viviendas son incómodas y feas, y las costumbres demasiado 
sencillas? (Mélida Alinari, 1887: V). 

El caso es que el autor conseguía adentrarse en la vida cotidiana de un pueblo imaginario, 
Villembrines, a orillas de un río imaginario, el Guadarza. La pretensión no era meramente 
fantasiosa sino que denotaba en Mélida una reacción contra el idealismo, evidenciada en 
este acercamiento al ambiente rural cotidiano, quizás como una muestra inequívoca de 
situarse en la línea del novelista que pretendía una observación rigurosa de la realidad. 
Utilizaba nombres inventados simplemente como recurso literario, si bien su intención era la 
de convertirse en un escritor que no huyera de la realidad sino que se propusiera retratarla. 
Así lo señalaba: “Ni pretendí copiar el natural estudiándole con pretensiones de maestro, ni 
consentí a mi pobre imaginación que alzase el vuelo por los espacios de la fantasía” (Mélida 
Alinari, 1887: VII). Es deudora esta novela de algunos elementos del Romanticismo, como 
el interés por la naturaleza, lo regional y lo costumbrista. Mélida reconocía la necesidad de 
depurar el lirismo aburguesado para buscar el contacto con lo inmediato, lo real: “Quizá 
desengañado de no encontrar en la corte más que Diamantes Americanos, quise ver si los 
hallaba finos, aunque en bruto” (Mélida Alinari, 1887: VI). En su afán por no ser pretencioso, 
Mélida hizo deslizar comentarios acerca de las intenciones de su relato, al que él mismo 
bautizó como ensayo: “Real, verosímil e ingenuo quise que fuese este idilio; y procuré que 
el fondo, las figuras, los detalles, todo tuviese carácter, verdad y belleza. Un ensayo fue, 
nada más que un ensayo” (Mélida Alinari, 1887: VII-VIII).

Antes del desarrollo argumental de los capítulos avisaba el autor: “disponte á observar 
cuanto yo te muestre”, en alusión a su papel de guía o portavoz literario del lector. Quería 
Mélida convertirse en intermediario entre los personajes de la novela y el lector, un rasgo 
típico de la literatura realista. Lo más importante de esta faceta era la proyección de su 
talante positivista como hombre de ciencia a su cultivación del realismo, un aspecto que 
facilitaba su conocimiento del entorno y su estudio del territorio. Son sintomáticas las 
palabras del crítico literario francés Ferdinand Brunetière, quien en 1883 llegó a decir que 
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“el realismo es en el Arte lo que el Positivismo en Filosofía”. Mélida evidencia también un 
cierto patriotismo y exaltación nacionalista, cuando hacía referencia a las 

comarcas (...), tan ignoradas e insignificantes como parecen, dignas de que te enorgullezcas 
al visitarlas si, como me figuro, eres buen español y amante, por ende de las glorias patrias 
(...) todo esto que te muestro y de que te hablo fue principal teatro de las lides famosas 
mantenidas por los comuneros de Castilla contra aquel invicto emperador Carlos, que tenía 
al mismo Sol contratado a sueldo, para que no dejara de alumbrar sus dilatados dominios 
(Mélida Alinari, 1887: 10). 

Esta vocación patriótica de Mélida estaba desligada del activismo político. Se trataba 
de un patriotismo nostálgico, que se reflejaba en su amor y apego al pasado español, a 
sus antigüedades, sus monumentos y sus glorias. Su apego a la tierra española venía 
acompañado de unas palabras de buen católico, que Mélida no dudó en proferir: “el único 
que no murmura y a su vez está exento de los tiros de la murmuración es el cura: el santo 
varón don Ezequiel, cuya llaneza y chistoso decir encanta” (Mélida Alinari, 1887: 11).

Sobre las gestiones y trámites editoriales llevados a cabo por José Ramón Mélida da 
fe una carta dirigida al editor Francisco Pérez, en la que expresaba su deseo de vender para 
la Biblioteca de Arte y Letras, la primera edición de A orillas del Guadarza. Luis Domenech 
había propuesto a Arturo Mélida un pago de seis mil reales por las ilustraciones, dato 
rescatado de una carta que se encuentra entre la documentación personal de José Ramón 
Mélida, en el archivo del Museo Arqueológico Nacional.

Entre las páginas 265 y 283 de A orillas del Guadarza, hay un capítulo que lleva por 
título Una noche en Pompeya (breve relato publicado que ya había sido publicado en La 
Ilustración Española y Americana el 22 y el 30 de julio de 1881) y que merece un análisis 
por separado. En él un distinguido arqueólogo tuvo la fortuna de asistir a la fiesta con que 
el mundo sabio conmemoró el decimoctavo centenario de la catástrofe pompeyana por 
culpa de la erupción del Vesubio, que Mélida fechó el 23 de septiembre de 1879 cuando 
el consenso actual apunta al mes de agosto como marco cronológico más probable. El 
prólogo sitúa al lector en las tertulias madrileñas del XIX, donde un grupo de eruditos 
habla de las últimas novedades acontecidas en el mundo de la Arqueología. Según Olmos 
Romera (Olmos, 1993b: 53), estas tertulias reflejaban seguramente una experiencia real, 
en la que un privilegiado contaba a sus contertulios de café las peripecias de su reciente 
viaje a tierras italianas. Una vez más, Mélida utilizó el recurso del sueño –procedimiento 
habitual decimonónico que ya empleó Gautier en sus Pie de momia y Arria Marcella– para 
reconstruir aspectos del pasado, en el capítulo titulado Una noche en Pompeya: 

sueño singularísimo que tuve aquella noche (...) hallábame como embriagado: danzaban 
en mi cabeza los monumentos y los objetos del Museo de Nápoles (...) instintivamente 
restauraba ruinas, amueblaba abandonados aposentos y resucitaba a los pompeyanos a su 
feliz existencia (Mélida Alinari, 1887: 268).

Así conseguía el autor de Una noche en Pompeya acercar al lector hacia el esplendor 
perdido de la ciudad. ¿Por qué Pompeya? Mélida sintió la misma fascinación que sus 
contemporáneos por esta ciudad. Al trágico y morboso final de sus días hay que añadir la 
tradición histórica española de las ciudades del Vesubio (Fernández Murga, 1989 & Romero 
Recio, 2010: 223-244), debido a la presencia y actividad de los Borbones en el reino de 
Nápoles, lo que enlazaba con ese sentimiento nacionalista o patriótico que evidencian 
algunas obras de Mélida.
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Minuciosas descripciones y fieles reproducciones de sus templos, calles, termas 
o teatros revelan un conocimiento que bien pudo Mélida adquirir de sus lecturas en la 
biblioteca del Museo Arqueológico Nacional y de sus frecuentes consultas a los diccionarios 
de antigüedades clásicas que veían la luz en esos años, como afirma Olmos Romera 
(Olmos, 1993b: 55). La propiedad con la que describe la arquitectura pompeyana va 
acompañada por un sentido didáctico que confiere a sus explicaciones, aspecto señalado 
ya por Almela Boix, y que debió de venirle de sus contactos con el krausismo de la Institución 
Libre de Enseñanza. No faltaba en Mélida esa intención de fundir realidad y ficción como 
procedimiento para atender al aspecto literario, por un lado, y al histórico, por el otro, 
como corresponde a un hombre de espíritu positivista. Aprovechaba la oportunidad que le 
brindaba el escenario arqueológico pompeyano para referirse a los grafitos publicados en 
el fascículo IV del Corpus Inscriptionum Latinarum, por Carolus Zangmeister. Con estas 
referencias epigráficas, recurría al pasado desde el rigor científico y el prestigio de un 
cuerpo como el Corpus Inscriptionum Latinarum, donde supo localizar un gran número de 
epigramas que aludían al amor. De entre éstos, Mélida se inclinó por los que ofrecían una 
vertiente más ideal. Buscaba la asociación de amor y belleza, alejándose de los grafitos 
soeces y morbosos que poblaban las paredes pompeyanas y tratando de aspirar al modelo 
imperturbable de belleza clasicista (Olmos, 1993b: 56-57). Ricardo Olmos establece un 
acertado paralelismo entre la aspiración descriptiva de la Pompeya de Mélida y los cuadros 
de ambientación antigua que por aquellos años pintaban sus contemporáneos españoles 
en la Academia de Roma.

Pero la visión idílica que Mélida mantenía encendida a lo largo de su novela desembocó 
en la inesperada erupción del Vesubio aquel fatídico 23 de septiembre del año 79. Para 
enlazar con los acontecimientos, recurría al sueño, procedimiento habitual en la literatura 
decimonónica, y convertía la experiencia onírica –en este caso, una pesadilla– en el hilo 
argumental momentáneo:

Escuché desesperados gritos, confusos clamores, ignotas alarmas, angustiosos lamentos 
(...) un gallardo mancebo y una hermosa doncella corrían, las manos unidas, el terror en los 
rostros; su desesperación llegaba a ese momento sublime en que se produce el propósito 
inquebrantable (...) entonces los conocí: eran los amantes; la predicción de Isis se cumplía 
quizá (...) la atmósfera rojiza descompuso sus facciones, doblegó sus cuerpos; y al llegar al 
postrer aliento de aquellas dos existencias (...) sus labios se juntaron en un casto beso, y 
en aquel momento se abrazaron sus almas para no separarse jamás (Mélida Alinari, 1887: 
281-282).

Siguiendo la fórmula empleada en este tipo de narraciones oníricas, Mélida devolvía 
bruscamente al lector a la realidad tras despertarse del sueño a la mañana siguiente: 

cuando desperté a la mañana siguiente vinieron a mi memoria los amantes de la tienda 
inmediata a las thermas, y comprendí cuánto miente la fantasía (...) entonces acabé de 
entender que los oráculos de Isis eran innoble superchería, porque morir de modo tan 
patético como los amantes pompeyanos de mi sueño es un heroísmo que vale más que toda 
una existencia consagrada a las delicias del amor. Finalmente, desde esa noche yo tengo 
envidia de aquellas víctimas del Vesubio (Mélida Alinari, 1887: 282-283).

En febrero de 1889 Mélida escribió una especie de ensayo-borrador en la misma 
línea que sus novelas más intimistas. Titulado Filosofías de Encarnación, se trataba de una 
historia de amor en la que el autor instaba a una mujer a que se casara y no renunciara al 
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amor. No es sino un reflejo de la premonitoria realidad, pues fue Mélida quien finalmente 
contrajo matrimonio el día 1 de junio del año 1889. Filosofías de Encarnación forma parte 
del expediente de José Ramón Mélida en el Museo Arqueológico Nacional, obtenido de 
la documentación personal de Mélida comprada el 18 de septiembre de 1987 a Mariano 
García Díaz.

Siete años transcurrieron hasta la próxima publicación literaria de Mélida. En 1894 
vió la luz la novela Salomón, rey de Israel, posiblemente la obra cumbre de su producción 
novelesca. Contiene en su prólogo Al lector una reflexión de Mélida de alto contenido 
historiográfico, en la que hacía cierta apología del género de la novela histórica, incidiendo 
en lo que él consideraba 

una transformación radical, consecuencia lógica de las transformaciones operadas en la 
Historia y en la novela (...) La Historia, que antes se redactaba como documento literario 
y político, con arreglo a las referencias de los autores antiguos, ha sido renovada por la 
Arqueología, que nos ha puesto en comunicación directa con el mundo antiguo. La novela, 
apartándose de las poéticas ficciones creadas por el pseudo-romanticismo, pide hoy la 
imitación fiel de la realidad de la vida, y el novelista se preocupa por las circunstancias en 
que se desarrollan las pasiones en los hombres contemporáneos, del medio en que se vive 
y del ambiente moral que se respira. En una palabra: la Historia y la novela buscan la verdad 
exacta” (Mélida Alinari, 1894a: I-II). 

Sus palabras evidencian una vez más su confianza en que la novela histórica encontrara 
amparo en la Arqueología y se complementara con ella, con la firme intención de hacer de 
este género literario otra vía más de buscar la reconstrucción del pasado: 

Galvanizar esos restos humanos, hacerlos hablar, pensar y sentir, hacerlos vivir aquella vida 
de su tiempo, bajo sus creencias y sus leyes, con sus costumbres y sus modales, en la lucha 
constante de sus preocupaciones y de sus pasiones, hacerles respirar el ambiente moral 
de su tiempo, y agitarse en el interior de sus moradas, en los templos de sus dioses, en las 
calles y lugares públicos de sus ciudades: he aquí la gran misión de la novela histórica de 
hoy. Con este criterio se ha escrito la presente obra” (Mélida Alinari, 1894a: II-III). 

Pero la intención didáctica de Mélida iba acompañada por una vertiente recreativa, 
literaria, que convertía su novela en algo más que un camino hacia la culturización del lector. 
Sintió una vocación educadora y una necesidad de despertar en el público literario el ansia 
de conocimiento que Mélida consideraba fundamental para la cultivación de las masas por 
el pasado histórico. Mostraba así la herencia que le legó su contacto con los hombres de 
la Institución Libre de Enseñanza: una conciencia integradora que hiciera partícipe a todos.

En su obsesión por ser un fiel narrador de la Historia, Mélida proyectó su rigidez de 
documentado historiador en una novela como ésta, en la que afirmaba que 

si en toda novela cuya acción se desarrolla en una época apartada se exige fidelidad histórica, 
con más razón debe exigirse en las novelas tomadas del Texto Bíblico, pues en ellas debe 
resplandecer una moral en un todo ajustada a la interpretación más ortodoxa y autorizada de 
la Sagrada Escritura. 

Traslucen sus palabras, una vez más, la actitud de un correcto católico que aspiraba 
a un relato histórico, anteponiendo a todo el incontestable valor de la Sagrada Escritura. 
El reino de Israel, bajo el cetro de Salomón, centró la trama de la novela y se erigió en el 
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cuadro histórico geográfico elegido por Mélida para recrear su glorioso pasado a través del 
Libro de los Reyes y de las Crónicas. Se refirió el autor a Salomón como 

aquel hombre extraordinario y superior (...) adorado por su pueblo; monarca bienhechor, 
magnánimo y poderoso; juez intachable, modelo de virtud y poeta de sublime inspiración; 
piadoso constructor del suntuoso templo a Jehová; después poderoso Creso desvanecido 
por su afición al lujo y a la opulencia”, para acabar sentenciando que “toda la lección moral, 
en fin, que se encierra en aquella memorable frase suya: “Vanidad de vanidades  y todo es 
vanidad,” hemos procurado presentarla aquí animada con los vivos colores de la realidad 
histórica (Mélida Alinari, 1894a: IV). 

A pesar del rigor documental que buscaba el autor, Mélida no dudó en recurrir a la 
concesión literaria para favorecer la trama novelesca, y como él mismo reconocía “hemos 
introducido algún personaje de pura invención, sin oponer contradicción alguna al Sagrado 
Texto” (Mélida Alinari, 1894a: IV). 

Por primera vez en toda su producción literaria, Mélida dio cuenta de la bibliografía 
manejada para confeccionar su novela, en el prólogo de Salomón, rey de Israel. Una obra 
de M. Vigouroux, cura de San Sulpicio de París, (Espasa Calpe, 1929:1158-1159), titulada 
La Bible et les découvertes modernes en Palestine, en Egypte et en Assirie (París, 1879, 4 
volúmenes), se convirtió en la obra-guía de la que se sirvió Mélida en esta novela, en la que 

no solamente se hace una concluyente refutación á los ataques dirigidos contra los Libros 
Santos por el racionalismo alemán, sino que se demuestra cómo los descubrimientos 
arqueológicos en la Palestina, en Egipto y en Asiria han venido a ser fehacientes testimonios 
de la veracidad de aquellos Libros (Mélida, 1894a: V). 

Evigoroux era un eclesiástico francés que llegó a desempeñar en Roma el cargo de 
primer secretario de la Comisión Bíblica y dirigió el magno Dictionaire de la Bible (París, 
1891-1912), convirtiéndose en una autoridad en materia de exégesis bíblica. Puso la 
ciencia al servicio del dogma católico, defendiendo la interpretación ortodoxa de aquellos 
pasajes de las Sagradas Escrituras atacados por la crítica racionalista moderna. Mélida 
de ninguna manera ponía en entredicho la doctrina católica, defendida a ultranza por 
Vigoroux frente al racionalismo de la época. Se apoyó y documentó en muchos colegas 
suyos franceses, reconociendo que “Hemos tejido la novela valiéndonos de las noticias 
arqueológicas que nos han suministrado, además de la obra de Vigouroux, los interesantes 
y más recientes trabajos de Perrot y Chipiez, Babelon (VV. AA., 1996: 113), Pierret, 
Lenormant y otros sabios no menos eminentes que sería prolijo citar”. Mélida debió de 
tener muy en cuenta otros trabajos publicados por Vigouroux, como una recensión titulada 
La Bible et la Critique. Réponse aux “Souvenirs d’enfance et de jeunesse, de M. Renan 
(París, 1883) o Le Nouveau Testament et les découvertes archéologiques modernes 
(París, 1889). Ernest Babelon continuó el manual de Histoire ancienne de l’Orient a la 
muerte de Lenormant en 1883. Esta obra, a buen seguro, formó parte de la cantera 
bibliográfica consultada por Mélida para documentar los capítulos de su novela. Otro de 
los citados es Lenormant, cuyo hijo –Charles Lenormant (1802-1859)– llegó a participar 
en una de las expediciones de Napoléon a Egipto en 1828 y será recordado por fundar en 
1844 la “Revue Archéologique”.

Mélida no citaba las obras consultadas, si bien puede intuirse que se estaba refiriendo, 
entre otras, a L’Histoire de l’art dans l’antiquité redactada por Perrot y Chipiez y cuyo primer 
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volumen salió publicado en 1882; Manuel d’histoire ancienne de l’Orient, publicado por 
Lenormant (VV. AA., 1996: 672) en 1869, Lettres assyriologiques (1871-1879), Ettudes 
Accadiennes (1874-1879), Le déluge et l’épopée babylonienne (1873), Les premières 
civilisations (1874), Etudes cunéiformes (1878-1880), y sobre todo Les origines de l’histoire 
d’après la Bible (1880-1884), por el mismo autor. Un hecho demostrativo de la propensión de 
Mélida a leer a sus colegas galos. El madrileño siguió el ejemplo de Flaubert y Gautier, que 
llevaron a cabo sesudas investigaciones para componer sus obras literarias de inspiración 
arqueológica.

Es muy probable que en estos años de su vida Mélida dominara las lenguas francesa 
e inglesa, si bien la alemana no da muestras de que estuviera a su alcance. También 
mostró aptitudes para aprender otros idiomas, como reconoce un oficio7 fechado en 16 de 
enero de 1888. Certificaba que “Mélida ha obtenido la nota de aprobado en los exámenes 
de enseñanza libre, correspondientes al idioma italiano, verificados en la Escuela”. La 
institución mencionada era la Escuela Nacional de Música y Declamación.

Puede considerarse un aspecto llamativo de su estilo de redacción el hecho de que 
Mélida utilizara a menudo el plural mayestático, recurso que puede considerarse más como 
un acto de falso pudor que como un gesto de modestia. A propósito de las notas a pie de 
página, insistía en el empleo de esta fórmula al afirmar: “hemos creído conveniente no poner 
más notas que las indispensables a la comprobación bíblica y arqueológica del cuadro que 
hemos trazado; es decir, que hemos anotado solamente los puntos que pudieran parecer 
dudosos o inexactos” (Mélida Alinari, 1894a: VI). Lo hizo Mélida, según él, para no incurrir 
en un alarde de erudición que podría resultar enojoso al lector. Antes de adentrarse en el 
desarrollo de la novela, se curaba en salud y advertía de que “Quien desconozca tales 
materias esté seguro de que nada hemos inventado ni fantaseado, y que en aquellos puntos 
en que la falta de noticias nos ha obligado a suponer hemos procurado seguir las hipótesis 
admitidas” (Mélida Alinari, 1894a: VI-VII). Procuró de nuevo resaltar el esfuerzo realizado 
en esta novela para escribir en línea con hechos históricos contrastados y apoyados en una 
documentación veraz: “nuestro trabajo se ha reducido a hacer una novela sobre los datos 
bíblicos y con los elementos que suministran la arqueología egipcia y la oriental” (Mélida 
Alinari, 1894a: VII).

También en 1894 publicó Mélida la novela Don Juan decadente (Mélida Alinari, 1894b) 
a un precio de 2,5 pesetas. Seis capítulos conformaban esta tragicomedia en la que Mélida 
narra los devaneos amorosos y posterior decadencia de la figura literaria de Don Juan.

Siete veces feliz (Mélida Alinari, 1901) fue la obra que cerró la producción novelesca 
de Mélida, en 1901. En la misma línea que la anterior, resulta intrascendente desde el punto 
de vista histórico–arqueológico. A modo de balance, puede afirmarse que la faceta novelista 
de José Ramón Mélida enriqueció su formación literaria y mejoró sus aptitudes prosaicas. 
Además, le sirvió para estrechar lazos con el negocio editorial. De hecho, se conserva una 
voluminosa documentación (conservada en el expediente personal de Mélida dentro del 
archivo del Museo Arqueológico Nacional) sobre los contactos que mantuvo con familias de 
editores tan ilustres como Espasa Hermanos. 

En cuanto a la calidad novelista del joven Mélida cabe señalar que se embarcó en esta 
faceta  como actividad paralela a su formación funcionarial. Todos los indicios apuntan a que 
no era por motivos lucrativos ya que las cantidades de las que se habla en las transacciones, 
no eran propias de una persona que tuviera en estos cobros su principal fuente de ingresos. 
Además, apenas tuvo consideración como novelista por la crítica literaria. Su obra debió de 

7   Pertenece a los fondos del Archivo General de la Administración Civil de Alcalá de Henares, con la signatura 
de EC-Ca 19 y la signatura topográfica de 31-49.
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ir dirigida a un público burgués con inquietudes culturales ya que sus novelas apenas tienen 
connotaciones ni reivindicaciones de tipo social. No se le cita en manuales actuales y ni 
siquiera los novelistas de entonces hablan de él como una figura literaria a tener en cuenta. 
Por lo tanto, puede considerarse su obra como un simple complemento o pasatiempo a su 
dedicación humanista. No existen datos acerca de las ventas de sus novelas pero cabe 
suponer que serían discretas. Los precios de sus novelas oscilaban entre 2 y 3 pesetas 
cuando su sueldo rondaba las 2.000 pesetas anuales y la edición de su novela llevaba 
unos gastos de edición e impresión que superaban las 2.000 pesetas. Sobre la herencia 
novelista de los Mélida cabe emparentar esta faceta suya con la vocación creativa de la 
rama florentina de la familia, que tuvo continuidad en su hijo José, médico de profesión, y 
en su sobrina Julia. Si bien ninguno de ellos se dedicó profesionalmente.

Resulta necesario llevar a cabo una síntesis en la que sean analizadas las aportaciones 
mutuas entre José Ramón Mélida y la novela española del XIX. Este género representaba 
en él una primera fase editorial, ligada al ámbito literario y a su faceta creativa. Simboliza 
el cambio experimentado en su talante, desde sus comienzos literarios hasta su posterior 
desempeño de labores científicas, como tránsito hacia la mentalidad positivista. El contexto 
literario en el que Mélida publicó sus novelas, último cuarto del XIX, vino marcado desde 
antes por la reacción contra el idealismo romántico precedente y el desarrollo de las ciencias 
experimentales. En este contexto, la literatura se hizo eco de las doctrinas filosóficas, 
políticas y científicas que dominaban el panorama social europeo, dando como resultado 
una actitud del novelista acorde con la situación. La novela francesa –representada, entre 
otros, por Flaubert y Balzac– influyó considerablemente en la factura de la obra literaria 
de Mélida. Se trataba de una novela de corte realista que concedía importancia a la labor 
de documentación y que era deudora de una orientación científico-experimental. Enlazaba 
este tipo de novela realista con la novela histórica y con el estilo de novela costumbrista que 
se percibe en la producción literaria de Mélida.

A mediados de siglo, la novela  costumbrista se venía cultivando en estos años 
en periódicos como El Álbum Pintoresco, La Iberia, El Museo Universal, La América, El 
Imparcial, La Ilustración Universal, El Globo, etc. Algunas de estas publicaciones intentaron 
emular y continuar las ediciones existentes en la etapa romántica y Mélida llegó a publicar 
en estos diarios a modo de iniciación en la novela. La otra gran línea del XIX fue la novela 
realista española, que se desarrolló con un gran retraso, a partir de 1868, y que entró en 
crisis casi a la par que la europea desde 1890. Todas las novelas de Mélida se enmarcan 
en este estilo realista-costumbrista aunque con ciertas dosis de lirismo y subjetivismo, 
más propios de la precedente etapa posromántica. En definitiva, la aportación de la etapa 
novelesca de Mélida no hay que buscarla en su calidad literaria y en el reconocimiento 
de sus contemporáneos sino más bien en lo que supuso para su etapa de formación. 
Perfeccionó su redacción y aprendió a documentarse recurriendo a archivos, bibliotecas, 
museos y testimonios. Asimismo, se instruyó en el manejo de tecnicismos y vocabulario 
específico que le sería de gran utilidad en la posteridad. 

En conclusión, José Ramón Mélida se valió de su temprana vocación de novelista 
para anticipar su gusto por la Antigüedad. A pesar de los requiebros literarios y la retórica 
empleada por Mélida, sus novelas representan la reconciliación de la literatura con la 
ciencia, de la historia con la novela. La arqueología le proporcionó la coartada perfecta 
para hacer del detallismo un recurso docente. Se trataba de la evolución natural de la 
Historia, concebida anteriormente como un acercamiento político y literario –con arreglo 
a las referencias de los autores antiguos– y renovada ahora por una disciplina emergente 
en Europa a finales del XIX: la Arqueología. En cierto modo, Mélida se sumó a aquella 
corriente de pensadores, literatos, artistas e historiadores que –hastiados ya por los niveles 
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de abstracción y agotamiento alcanzados por el Romanticismo– buscaban nuevos retos. 
Pretendían acercarse a la realidad desde la ciencia, el cotejo de la realidad y el escrutinio de 
evidencias. Mélida, que quería deleitar enseñando, no renunció a las recreaciones y se dejó 
llevar en ocasiones por esa vena de cuño romántico que todavía flotaba en los ambientes 
que él frecuentaba. Pero sus novelas son una prueba inequívoca de que quería acercarse 
a las culturas que describía no tanto desde la recreación como desde la visualización de 
paisajes reales. Ante la imaginación, el control de la ciencia; ante la representación, la 
documentación. Las novelas de Mélida no son solo una recopilación de datos aderezados 
con su estilo novelesco. Revelan la adquisición sistemática de un material documental que 
conforma el armazón científico de la obra literaria. Las descripciones de Mélida responden 
a esa aspiración del autor por  la precisión minuciosa de la vida cotidiana, en sintonía con 
la demanda de un lector sediento de información sobre las culturas lejanas. La “sinceridad” 
proporcionada por los restos arqueológicos encuentra acomodo en la obra de Mélida, en 
perjuicio de esos excesos oníricos, fantasiosos y hasta  delirantes que caracterizaban la 
literatura romántica precedente.  
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RESUMEN
La controvertida sucesión de Alfonso X puso en duda la legitimidad de sus descendientes, 

quienes vieron su posición cuestionada. Los conflictos en torno a la misma se prolongaron durante 
mucho tiempo, hasta el punto de que, en 1386, Juan I justificó sus derechos al trono a través de su 
parentesco con los infantes de la Cerda, al considerar que habían sido injustamente desposeídos 
de la corona un siglo antes.

Un recorrido por los acontecimientos acaecidos en este período permitirá analizar con 
detenimiento la complejidad de la legitimidad regia, al detallar qué elementos la constituían, cómo 
se podía crear o destruir y su valor como arma política.

PALABRAS CLAVE: Castilla, Siglos XIII-XIV, Poder Regio, Legitimidad, Sucesión

ABSTRACT 
Alfonso X´s controversial succession called into question the legitimacy of his offspring, whose 

position was constantly challenged. The conflict over this issue lasted a long time: in 1386, Juan I 
defended his right to the throne through his kinship with the Infantes de la Cerda, considering they 
had been unfairly deprived of the Crown a century earlier.

An analysis through this period´s events will lead to a deeper knowledge of the complex topic 
of Royal Legitimacy. The elements used to build it, how it could be arised or destroyed or its value 
as a political weapon are some of the aspects that will be discussed.
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Introducción

En 1386, Juan de Gante, duque de Lancaster y tío de Ricardo II de Inglaterra, aspiraba 
a ocupar el trono castellano en razón de su matrimonio con Constanza, hija del depuesto y 
asesinado Pedro I1. Frente a esta amenaza, Juan I defendió sus derechos afirmando que él 
procedía del linaje de los de la Cerda, por su madre la reina doña Juana, que era nieta de 
don Alfonso de la Cerda, e visnieta del infante don Ferrando de la Cerda, que con derecho 
avía de heredar los regnos de Castilla, porque fue fijo legítimo primogénito del rey don 
Alfonso2. 

Este alegato suponía un cambio radical en el discurso de los Trastámara, ya que 
implicaba el rechazo de todos los reyes que habían sucedido a Alfonso X, lo que también 
afectaba a Alfonso XI, del que procedían los derechos dinásticos que había heredado 
Enrique II. La legitimidad, por tanto, descendía de la línea materna, al presentarse Juan 
I, a través de su madre, Juana Manuel, como sucesor directo de los infantes de la Cerda, 
que habían sido injustamente apartados del trono. En esta construcción ideológica, don 
Juan Manuel desempeñaba un papel clave, al servir también de eslabón en la continuidad 
dinástica con Fernando III (véase árbol genealógico al final)3.

Dos años después, el Tratado de Bayona puso fin al conflicto, al acordarse el 
matrimonio entre el futuro Enrique III con Catalina de Lancaster, hija del pretendiente 
inglés. Sin embargo, esta disputa volvió a poner de actualidad, más de un siglo después, 
los enfrentamientos sucesorios que caracterizaron el reinado del rey Sabio y revelaba, de 
manera patente, los problemas de legitimidad que tuvieron que afrontar sus sucesores: el 
linaje maldito de Alfonso X.

El problema sucesorio de Alfonso X (1275-1284)

En 1275, Fernando de la Cerda, hijo mayor de Alfonso X, murió en Ciudad Real 
cuando se dirigía a la Frontera para enfrentarse a los benimerines, quienes habían cruzado 
el Estrecho. La Crónica de Alfonso X detalla cómo, desde ese momento, se planteó el 
conflicto sucesorio que su fallecimiento acarreaba. Mientras que Juan Núñez de Lara se 
comprometió ante el agonizante Fernando a criar a su hijo, Alfonso, y defender sus derechos 
al trono como sucesor del rey Sabio, el otro gran magnate del reino, Lope Díaz de Haro, se 
vinculó al infante Sancho, para que fuera este quien heredase la corona4. 

1   Este artículo ha sido posible gracias al proyecto de investigación, financiado por el MEC, Los espacios del 
poder regio, ca. 1050-1385. Procesos políticos y representaciones. Subproyecto 2: Espacios y lugares del 
rey, cuya referencia es HAR2010-21725-C03-03, y a la Ayuda a la Movilidad Posdoctoral concedida por el 
Ministerio de Educación y Ciencia (número de referencia 2010-0038).
2   C. Rosell (ed.), Crónicas de los reyes de Castilla: desde Don Alfonso el Sabio, hasta los Católicos Don 
Fernando y Doña Isabel. Crónica de Juan I, Madrid, Atlas, 1953, vol. II, p. 112. En adelante se citará como 
Crónica de Juan I.
3   El importante papel ideológico que desempeñó don Juan Manuel en la dinastía Trastámara fue analizado 
en F. Gómez Redondo, “Don Juan Manuel, Trastámara”, Cahiers de Linguistique et de Civilisation Hispaniques 
Medievales, 25 (2002), pp. 163-181. Véase también C. Valdaliso Casanova, “La obra cronística de Pedro de 
Ayala y la sucesión monárquica en la Corona de Castilla”, Edad Media, 12 (2011), pp. 194-211.
4   También le recomendó que comenzara a firmar sus cartas como “fijo mayor heredero” M. González Jiménez 
(ed.), Crónica de Alfonso X, Murcia, Real Academia Alfonso X el Sabio, 1998, pp. 184-186. En adelante, se 
citará como Crónica de Alfonso X. En un diploma de noviembre de 1276, el infante ya firma de ese modo J. F. 
O´Callaghan, El rey Sabio: el reinado de Alfonso X de Castilla, Sevilla, Universidad de Sevilla, 1999, p. 287.
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El derecho tradicional castellano favorecía la posición de este último: desde la 
muerte de Sancho II (1072), los hermanos menores habían heredado el reino en caso 
de fallecimiento del primogénito. Sin embargo, las Partidas reconocían a los hijos los 
derechos del padre difunto (Segunda Partida, Título XXV, Ley II). El apoyo de la mayoría 
de la nobleza y de los concejos a Sancho provocó que Alfonso X fallase en su favor y 
lo reconociese como su legítimo sucesor. Esta decisión no estuvo exenta de polémica y 
provocó la desafección de Juan Núñez de Lara, quien se convirtió en vasallo de Felipe 
III, y la enemistad del propio monarca francés, pues rompía el acuerdo nupcial de 12695.

Sin embargo, la relación entre el monarca y su hijo se fue deteriorando en los 
años siguientes, produciéndose varios enfrentamientos entre ellos por diversos motivos, 
singularmente el destino de Alfonso de la Cerda, que se hallaba en poder del rey aragonés, 
Pedro III, tras haber intentado huir de Castilla con su madre y abuela. En 1282, Sancho 
envió mensajes por todo el reino para [tomar] boz contra el rey su padre por ellos e pedir 
merçet que los non matase nin los despechase nin los desaforase como avía fecho fasta 
estonçe. El infante recabó el apoyo de varios ricos hombres, en especial el clan de los 
Haro, y se erigió en defensor de la tierra frente a las injusticias cometidas por Alfonso X. 
En respuesta al levantamiento, el 9 de noviembre de 1282, el Sabio maldijo y desheredó 
públicamente a Sancho, aunque la Crónica de Alfonso X ocultó este hecho6.

Aunque el dominio de Alfonso X quedó circunscrito a Sevilla, la contundente oposición 
papal, que puso en entredicho todos los territorios controlados por el infante, y las disensiones 
que se produjeron en su bando provocaron que Sancho buscase una avenencia con su 
padre para restituirle en el trono a cambio de que le nombrara heredero de nuevo. No 
obstante, y a pesar de la tendenciosa visión de la Crónica, que ocultó el testamento e 
incluso afirmó que el Sabio había perdonado a su hijo, el monarca murió en 1284 sin haber 
revocado su decisión7.

 Durante el conflicto que sostuvo Alfonso X contra Sancho apareció una leyenda sobre 
el monarca, a quien se acusaba de haber afirmado que si él hubiera estado presente cuando 
se creó el mundo, se habrían mejorado muchas cosas que se hicieron indebidamente. Al 
proferir tal blasfemia, fue condenado a morir solo y desheredado en vida. La anécdota, 
que nació con el sentido de criticar la soberbia regia, tuvo una enorme fortuna literaria, 
y fue reproducida en los años siguientes pero con un sentido diferente. En una de las 
nuevas versiones, elaborada durante en el enfrentamiento entre Pedro I y el futuro Enrique 
II,  la blasfemia quedaba minimizada frente al levantamiento de Sancho y la maldición 
no se proyectaba al rey Sabio, de quien se presentaba una visión positiva, sino a sus 
descendientes. Por estos pecados, el reino sufriría enormemente hasta la cuarta generación 
(Pedro I), cuando vendría de Oriente quien restablecería el orden (Enrique II). De esta 
manera, dicha maldición, que afectaba al linaje de Alfonso X, se encabalgaba con la que él 
mismo había proferido contra su hijo8.

5   Crónica de Alfonso X, pp. 190-191 y nota 283 y M. González Jiménez, “La sucesión al trono de Castilla: 
1275-1304”, Anales de la Universidad de Alicante. Historia Medieval, 11 (1997), p. 202. Con el matrimonio 
de Fernando de la Cerda con su hija Blanca, Felipe III renunciaba a su reclamación al trono castellano, que 
sostenía al alegar que Blanca de Castilla, madre de Luis IX, era mayor que Berenguela y tuvo que ser ella 
quien heredase el reino G. Martin, “Alphonse maudit son fils”, Atalaya, 5 (1994), p. 171.
6   Crónica de Alfonso X, pp. 221y 229 y nota 355.
7   Ibid., pp. 238 y 241 y nota 378. A partir de unas misivas enviadas por la cancillería real a Roma, P. Linehan 
plantea que pudo negociarse la reconciliación, pero que no llegaría a completarse P. Linehan, Spain, 1157-
1300. A partible Inheritance, Oxford, Blackwell, 2008, p. 203.
8   L. Funes, “La blasfemia del rey Sabio: itinerario narrativo de una leyenda”, Incipit, 13 (1993), pp. 54-57 y 
14, (1994), pp. 70, 77 y 83-84. De manera similar, durante los primeros Trastámara también se crearía una 
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La maldición (o maldiciones) que pesaba sobre Sancho IV cuando comienza su reinado 
aparece como el pecado original que va a condicionar al monarca y a sus sucesores durante 
un siglo, poniendo en duda su legitimidad.

Sancho IV y la búsqueda de un nuevo modelo regio (1284-1295)

El controvertido acceso de Sancho IV al trono provocó que el monarca buscara 
nuevas fuentes de legitimación para asentar su poder. En primer lugar, decidió coronarse 
en Toledo, con toda la pompa posible, para manifestar que había heredado los reinos con 
derecho9. Hacía más de un siglo desde la última vez que un rey de Castilla (Alfonso VII) 
había participado en una ceremonia similar, por lo que resulta evidente el interés de afianzar 
su cuestionada posición.

Su política propagandística no se limitó a dicho acto, sino que intentó crear una nueva 
imagen regia, asentada en una visión clerical y religiosa en la que el monarca actuaba como 
puente entre Dios y el mundo. Este pensamiento quedó claramente expuesto en la obra que 
encargó realizar una vez concluida la inestabilidad que caracterizó los primeros años de su 
reinado: los Castigos y documentos del rey don Sancho10. Se trata de un texto apologético, 
escrito entre 1292 y 1293, que buscaba justificar su matrimonio con María de Molina, ilícito 
a ojos de la Iglesia, y, sobre todo, la legitimidad de sus derechos sucesorios:

E nos, el rey don Sancho, que fezimos este libro, heredamos los regnos que auie nuestro 
padre el rey don Alfonso por que el infante don Ferrnando era mayor que nos, seyendo el 
casado e auiendo fijos, murio grand tiempo ante que el rey nuestro padre finase. Ca si el un 
dia visquiera mas que nuestro padre, non ouieramos nos ningund derecho en el regno. Mas 
ordenamiento fue de Dios que fuese asi11

En relación con esta imagen, no resulta sorprendente que Sancho IV también fuese el 
único monarca castellano al que se le reconociesen poderes curativos. El debate sobre la 
taumaturgia de los reyes de Castilla es longevo y conocido. Algunos autores, especialmente 
J. M. Nieto Soria, consideran que el origen divino de la monarquía era un rasgo fundamental 
en el discurso ideológico de la Corona castellana, al igual que sus homólogas europeas. 
Dentro de esta imagen sacra, existía una creencia popular en su capacidad taumatúrgica, 
como demuestra una célebre anécdota recogida en las Cantigas de Santa María12. Por 

profecía similar, según la cuál Merlín vaticinó que la maldición de Alfonso X contra su hijo se haría efectiva en 
la cuarta generación G. Martin, “Alphonse maudit son fils”…, p. 176.
9   P. Linehan, History and the historians of Medieval Spain, N. York, Oxford University Press, 1993, pp. 446-
447.
10   Un análisis sobre la motivación y contexto de creación de la obra se puede encontrar en la introducción de 
H. Ó. Bizarri (ed.), Castigos del rey don Sancho IV, Frankfurt, Vervuet, 2001 y en F. Gómez Redondo, Historia 
de la prosa medieval castellana. I La creación del discurso político: el entramado cortesano, Madrid, Cátedra, 
1998, pp. 920 ss.
11   H. Ó. Bizarri (ed.), Castigos del rey don Sancho IV…, Capítulo XV.
12   Según una de las Cantigas de Santa María, una mujer llevó a su hija ante el rey, confiando en que este 
pudiera curarla de la enfermedad que tenía en la garganta (escrófulas). Alfonso X afirmó que era una necedad 
pensar que los reyes tenían capacidades sanadoras: lo que tenía que hacer era llevar a su hija ante la Virgen, 
quien la curó W. Mettmann (ed.), Cantigas de Santa María, Madrid, Castalia, 1986-1989, vol. III, Cántiga 321. 
Pese a las palabras del rey Sabio, J. M. Nieto considera que este también concebía la capacidad milagrosa 
de su figura, no a través de sus manos, sino como intercesor y representante de la divinidad J. M. Nieto 
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el contrario, T. Ruiz, P. Linehan o A. Rucquoi sostienen que la función militar del rey era 
su principal fuente de legitimidad, por lo que la monarquía siempre buscó proyectar una 
imagen eminentemente marcial13.

Si no se tiene en cuenta el caso reflejado en las Cantigas, el cual no atestigua la 
existencia de la taumaturgia, más bien al contrario, el único ejemplo conocido se le atribuía 
a Sancho IV, quien fue capaz de realizar un exorcismo y expulsar un demonio del cuerpo 
de un hombre, según refería Álvaro Pelayo en su Speculum regum14. P. Linehan incide en 
la necesidad del Bravo de legitimarse para que se le confirieran esos poderes, algo insólito 
en la tradición castellana15.

Tras las Cortes de Haro (1288), la conquista de Tarifa (1292) y su heroica defensa 
dos años más tarde, la Crónica de Sancho IV presentaba una situación estable en el reino, 
destacando que el único inconveniente que afrontaba el monarca era la nueva rebelión 
de Juan Núñez de Lara, quien se había marchado a Francia16. No obstante, en 1295, el 
rey enfermó de gravedad y falleció. Su deceso dejaba el trono a un niño de nueve años y 
provocaba un nuevo conflicto sucesorio.

En el Libro de las Armas, escrito 40 años más tarde y en pleno enfrentamiento con 
Alfonso XI, don Juan Manuel ofreció una versión menos edulcorada que la crónica real, al 
afirmar que, en su lecho de muerte, el Bravo reconoció las causas de su mal: non es muerte 
de dolençia mas es muerte que me dan mios pecados et señaladamente por la maldición 
que me dieron mio padre por los muchos merecimientos que les yo mereçi17.

El reino al borde de la escisión: la época de Fernando IV (1295-1312)

Entre 1295 y 1301, el poder real en Castilla afrontó una situación crítica. Además 
de tener que afrontar un período de minoridad hasta que el monarca alcanzase la edad 
suficiente para reinar de manera efectiva, la legitimidad de Fernando IV resultaba dudosa. 
El matrimonio de Sancho IV con su tía-prima María de Molina era rechazado por la Iglesia, 

Soria, “Origen divino, espíritu laico y poder real en la Castilla del siglo XIII”, Anuario de Estudios Medievales, 
27 (1997), pp. 43-102. Sobre el origen divino del poder regio en Castilla véase también J. M. Nieto Soria, 
Fundamentos ideológicos del poder real en Castilla (siglos XIII-XVI), Madrid, Eudema, 1988.
13   T. Ruiz, “Une royauté sans sacré: la monarchie castillane du Bas Moyen Âge”, Annales E. S. C., 39 (1984), 
pp. 429-453, P. Linehan, “Frontier kingship. Castile 1250-1350”, en La royauté sacrée dans le monde chrétien. 
Colloque de Royaumont, mars 1989, París, École des hautes études en sciences sociales, 1992, pp. 71-79 y 
A. Rucquoi, A, “De los reyes que no son taumaturgos: los fundamentos de la realeza en España”, Relaciones. 
Estudios de historia y sociedad, vol. XIII, nº 51 (1992), pp. 55-100.
14   M. Pinto de Meneses (ed.), Spelho dos reis, Lisboa, Instituto de Alta Cultura, 1955-1963, dos vols.
15   P. Linehan, “Frontier kingship…”, p. 87. F. Tang  considera que el ejemplo respondía al deseo del autor 
de no menoscabar la posición de los reyes castellanos frente a los franceses, de ahí que se limitara a poner 
un ejemplo de práctica taumatúrgica que sí estaba avalada por la Iglesia F. Tang, “El “Rex Fidelissimus”: 
rivalidad hispano-francesa en la Castilla de Alfonso XI (1312-1350)”, Studia historica. Historia medieval, 20-21 
(2002‑2003), pp. 202-203.
16   C. Rosell (ed.), Crónicas de los reyes de Castilla: desde Don Alfonso el Sabio, hasta los Católicos Don 
Fernando y Doña Isabel. Crónica de Sancho IV, Madrid, Atlas, 1953, vol. I, pp. 85-86. En adelante se citará 
como Crónica de Sancho IV. En el tratado de Bayona de 1290, Felipe IV había renunciado a sus posibles 
derechos al trono y se había ratificado el acuerdo de Lyon de 1288, en el que se compensaba económicamente 
a Blanca de Francia J. M. Nieto Soria, Sancho IV: 1284-1295, Palencia, La Olmedilla, 1994, p. 104.
17   J. M. Blecua Teijeiro (ed.), Don Juan Manuel. Obras completas, Madrid, Gredos, 1981, vol. I, pp. 137-138. 
Cuestión analizada en F. Gómez Redondo, “Don Juan Manuel, Trastámara”..., p. 171.
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que lo calificó de “incestas nupcias”18, lo que ponía en entredicho la posición del jovencísimo 
rey, por lo que la reclamación al trono de Alfonso de la Cerda volvió a aparecer en escena 
con un nuevo ímpetu. 

María de Molina consiguió que varios ricos hombres reconocieran a Fernando IV 
como legítimo heredero, pero se tuvo que enfrentar a una alianza compuesta por Alfonso 
de la Cerda, que se había proclamado rey de Castilla en Sahagún; el infante Juan, tío del 
monarca, que había hecho lo propio en León; y Jaime II de Aragón, que se anexionó el reino 
de Murcia19.

A pesar de ello, la reina consiguió sostener la causa de su hijo y en 1300 consiguió 
reintegrar al infante Juan a su bando, quien renunció sus derechos sobre León y recibió 
una serie de posesiones a cambio de su reclamación sobre Vizcaya. En noviembre del 
año siguiente, Fernando IV recibió las cartas de legitimación de Roma, lo que supuso un 
espaldarazo definitivo a su posición, pues fincaba el Rey señor é rey de todos los reinos 
de Castilla é de Leon é sin ninguna mala voz20. Para que la sentencia de la Crónica fuese 
completamente cierta tuvieron que pasar tres años, cuando Alfonso de la Cerda cesó en su 
lucha por el trono a cambio de propiedades que valían unos 400.000 maravedíes21. Aunque 
la parte del septentrional del reino de Murcia quedó definitivamente en manos del monarca 
aragonés, la Corona castellana fue capaz de mantener su integridad territorial. 

A partir de ese momento, la legitimidad de Fernando IV dejó de ser puesta en cuestión, 
pero el poder regio no gozaría de un período de estabilidad muy duradero. En 1312, el monarca 
falleció de manera súbita, dejando en el trono a su hijo Alfonso, con apenas un año de edad.

La consolidación de la legitimidad regia: la época de Alfonso XI (1312-1350)

La minoridad de Alfonso XI fue un período convulso, caracterizado por los constantes 
enfrentamientos entre los tutores del rey, y en el que, durante la etapa final (1319-1325), 
se asistió a la práctica descomposición de la autoridad de la Corona. Sin embargo, desde 
que el joven monarca empezó a gobernar de manera efectiva, se produjo un paulatino 
proceso de fortalecimiento del poder regio caracterizado por la exitosa integración de la 
nobleza en su bando. A partir de 1337, se puede afirmar que la monarquía castellana había 
conseguido asentar su posición preeminente en el reino de manera casi incontestada, 
dando por terminada la época de conflictividad que arrancó en 127222.

La legitimidad de Alfonso XI, si bien nunca resultó tan cuestionada como la de sus 
antecesores, se consolidó definitivamente a partir de su ascenso al trono. En 1330, Alfonso 

18   J. M. Nieto Soria, Sancho IV…, pp. 21-24 y 47-48.
19   C. Rosell (ed.), Crónicas de los reyes de Castilla: desde Don Alfonso el Sabio, hasta los Católicos Don 
Fernando y Doña Isabel. Crónica de Fernando IV, Madrid, Atlas, 1953, vol. I, pp. 95-102. En adelante, se 
citará como Crónica de Fernando IV. Según el reparto que habían decidido, el Infante Juan reinaría en León, 
Galicia y Sevilla, Alfonso de la Cerda en Castilla, Toledo, Córdoba y Jaén, quedando Murcia para el monarca 
aragonés M. González Jiménez, “La sucesión al trono de Castilla…”, p. 211.
20   Crónica de Fernando IV, vol. I, pp. 117-119. Fernando IV fue aceptado como rey por el Papa, Bonifacio VIII, 
aunque la Iglesia nunca reconoció el matrimonio de María de Molina P. Linehan, History and the historians…, 
p. 447.
21   Crónica de Fernando IV, vol. I, p. 136.
22   C. Estepa Díez, “The Strengthening of Royal Power in Castile under Alfonso XI”, en Building Legitimacy. 
Political Discourses and Forms of Legitimation in Medieval Societies, Leiden-Boston, Brill, 2004, p. 179. Véase 
también F. Arias Guillén, Entre el fortalecimiento del poder regio y la Reconquista. La política militar castellana 
durante el reinado de Alfonso XI (1312-1350), (Tesis Doctoral inédita), Universidad de Castilla-La Mancha, 
2010.
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de la Cerda se sometía, de una vez por todas, a la autoridad regia. La Crónica de Alfonso 
XI enfatizaba la importancia de este acto, al recordar los males que había padecido la tierra 
por este conflicto y que este personaje fue el mayor contrario que los Reyes su avuelo et su 
padre ovieron en sus vidas23.

La legitimidad regia recibió un nuevo impulso con la fastuosa ceremonia de coronación 
de 1332. El monarca  se dirigió, en primer lugar, a Santiago, donde fue investido caballero 
por el propio apóstol, y luego fue a Burgos, lugar en el que, días después, se produjo la 
coronación en sí, oficiada por el arzobispo de Santiago, Juan de Limia24. El acto estuvo 
cargado de simbolismo, desde el detalle de que Alfonso de la Cerda fuera quien le pusiera 
una de las espuelas (signo inequívoco del triunfo del Onceno sobre el antiguo pretendiente), 
hasta el hecho, nada casual, de que el propio monarca tomase la corona y se la impusiera 
a sí mismo. El mensaje que se pretendía enviar resultaba inequívoco: el poder regio, tras 
varias décadas cuestionado, había vuelto25.

Además de estos acontecimientos, Alfonso XI ordenó elaborar un proyecto 
historiográfico de enorme ambición que sirviera para consagrar su figura. Para ello, encargó 
a Fernán Sánchez de Valladolid que continuase el relato cronístico de los reyes castellanos, 
interrumpido tras la muerte de Fernando III, ya que la Estoria de España del Sabio tenía 
una estructura e intencionalidad distinta. De ese modo, el cronista vallisoletano escribió la 
Crónica de Alfonso X, la Crónica de Sancho IV, la Crónica de Fernando IV y la Crónica de 
Alfonso XI. El propósito del monarca consistía en erigir el soporte ideológico adecuado que 
sirviera de preámbulo a su propio reinado, para así mostrarse como “el colofón de un linaje 
ya memorable”. En dicho discurso, se proyectó una imagen idealizada de Sancho IV, ya que 
su papel resultaba crucial para la legitimación dinástica del Onceno26.

La figura de Sancho despunta en el crítico año de 1275. Mientras que Alfonso X se 
hallaba fuera del reino, en su último intento de proclamarse emperador, los benimerines 
cruzaron el Estrecho. Cuando el desastre militar parecía inevitable, tras las muertes en 
combate de Nuño González de Lara y el arzobispo de Toledo y el fallecimiento de Fernando 
de la Cerda, la resoluta intervención del infante consiguió salvar la situación. A su retorno, 
el Sabio era plenamente consciente de que había sido Sancho quien había amparado al 
reino en tal difícil trance27. 

23   C. Rosell (ed.), Crónicas de los reyes de Castilla: desde Don Alfonso el Sabio, hasta los Católicos Don 
Fernando y Doña Isabel. Crónica de Alfonso XI, Madrid, Atlas, 1953, vol. I, p. 228. En adelante, se citará como 
Crónica de Alfonso XI. P. Martínez, recalca el contraste entre un hombre acabado y la condescendencia y 
actitud benévola de un rey seguro de sí mismo y cómo Fernán Sánchez de Valladolid, cronista regio, omitió el 
origen de la disputa, pues no podía conceder ningún argumento que pudiera socavar la legitimidad de Alfonso 
XI, P. Martínez, “La historia como vehículo político: la figura real en la Crónica de Alfonso XI”, Espacio, tiempo 
y forma. Serie III, 13 (2000), p. 227.
24   Crónica de Alfonso XI, vol. I, pp. 233-235.
25   P. Linehan considera que también la próxima llegada de un heredero y el deseo de acrecentar su prestigio 
externo con la creación de la Orden de la Banda instigaron al monarca a realizar esta ceremonia. Además, 
señala que, al contrario de lo que afirmaron C. Sánchez Albornoz, S. de Moxó y P. Ramos, la coronación no 
siguió el rito escurialense. P. Linehan, “Ideología y liturgia en el reinado de Alfonso XI de Castilla”, en Génesis 
medieval del Estado Moderno: Castilla y Navarra (1252-1370), Valladolid, Ámbito, 1987, pp. 230-231. Sobre la 
coronación véase también P. Ramos Vicent, P., Reafirmación del poder monárquico en Castilla: la coronación 
de Alfonso XI, Madrid, Universidad Autónoma, Departamento de Historia Medieval, 1983.
26   F. Gómez Redondo, Historia de la prosa medieval castellana..., pp. 971 y 977. La expresión fue acuñada 
en P. Martínez, “La historia como vehículo político…”, p. 229.
27   E commo quiera que ante lo amaua commo a su fijo, pero dende adelante óuole mejor voluntat e amólo 
e preçiólo mucho Crónica de Alfonso X, p. 189.
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Desde su nombramiento oficial como heredero, la Crónica mostraba a Sancho 
haciendo las labores propias de un monarca, como ir por la tierra faziendo justicia28. Su 
prefiguración futura como rey tenía incluso un sentido providencialista, hasta el punto de 
que le llego a decir a su padre: Sennor. No me fezistes vos, mas fízome Dios et fizo mucho 
por me fazer, ca mató a vn hermano que era mayor que yo e era vuestro heredero destos 
regnos si él biuiera más que vos. [E] non lo mató por al sy non porque lo heredase yo 
después de vuestros días29.

En el espinoso asunto de la rebelión, la Crónica buscó exculpar a Sancho en todo 
momento. Por un lado, se ensalzaba su nobleza, al recalcar que se negaba a ser llamado rey 
mientras su padre siguiera vivo. Además, no solo obviaba la maldición y desheredamiento 
pronunciado por Alfonso X, sino que se afirmaba que, en su lecho de muerte, el Sabio había 
perdonado a su hijo, al justificar su levantamiento como un pecado de juventud (mançebía)30.

Como no podía ser de otro modo, el cronista también justificó el polémico matrimonio 
de Sancho IV con María de Molina y, por tanto, la legitimidad de su padre, Fernando IV. 
El texto señala cómo el Bravo, a pesar de no recibir dispensación papal, no desistió de 
su  empeño, al alegar que de enlaces así surgieron grandes reyes que ensancharon sus 
dominios contra los enemigos de la fe y fueron provechosos para Castilla31. La propia María 
de Molina, figura fundamental del bando regio durante todo este período, era descrita de 
manera sumamente positiva, defendiendo la herencia que por derecho le correspondía a 
su hijo y negándose a renunciar a ninguna parte del reino ya que Dios y la justicia estaban 
de su lado32.

 De ese modo, el reinado de Alfonso XI supuso un hito fundamental para el poder 
regio, al producirse un impulso decisivo en el asentamiento de su autoridad y afianzar los 
derechos dinásticos del monarca y de sus cuestionados antecesores. Sin embargo, Pedro 
I fracasaría estrepitosamente al subir al trono, desencadenándose un nuevo conflicto en 
torno a la legitimidad regia.

La deposición de Pedro I y el advenimiento de los Trastámara (1350-1388)

Pedro I fue incapaz de mantener el equilibrio con la nobleza que caracterizó el reinado 
de su padre y, en los momentos de disensión, optó por la eliminación física de sus enemigos 
en lugar de abogar por una política conciliatoria que le permitiera reintegrarlos en su bando. 
La situación llegó al extremo de provocar una guerra en la que el Cruel fue derrotado y 
asesinado por Enrique de Trastámara, quien se convirtió en el nuevo rey y recuperó el 
consenso tras la etapa autoritaria que había caracterizado el gobierno de su hermanastro33.

28   Ibid., p. 205.
29   Ibid., p. 219.
30   Ibid., p. 233 y 241.
31   Crónica de Sancho IV, vol. I, p. 73.
32   Crónica de Fernando IV, vol. I, pp. 101-102. Sobre la importancia de la reina y el “molinismo” véase F. 
Gómez Redondo, Historia de la prosa medieval castellana...
33   C. Estepa Díez, “The Strengthening of Royal Power…”, pp. 212-213 y “La monarquía castellana en los 
siglos XIII-XIV. Algunas consideraciones”, Edad Media. Revista de Historia, 8 (2007), p. 80 y F. Foronda, 
“S´emparer du roi. Un rituel d´intégration politique dans la Castille trastamare”, en Coups d´État à la fin du 
Moyen Âge? Aux fondements du pouvoir politique en Europe occidentale. Colloque international (25-27 
novembre 2002), Madrid, Casa de Velázquez, 2005, p. 215.
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La deposición y muerte de un monarca medieval suponía un acontecimiento 
excepcional que necesitaba una profusa justificación, por lo que la figura de Pedro I 
debía ser completamente deslegitimada para que resultara aceptable su derrocamiento y 
eliminación física. Por otra parte, Enrique II tuvo que crear su propia legitimidad para poder 
acceder al trono, ya que, en un principio, su condición de hijo natural de Alfonso XI no le 
daba ningún derecho desde el punto de vista hereditario. En 1350, la grave enfermedad del 
monarca, aún joven y sin descendencia, hizo que en la corte castellana se plantease quién 
debería ser su sucesor en caso de que muriese, si el infante Fernando de Aragón, sobrino 
del Onceno, o Juan Núñez de Lara, hijo de Fernando de la Cerda. Resulta significativo que, 
en ningún momento, se consideró entonces que Enrique pudiera ser un candidato factible34.

C. Estepa analizó el desarrollo de ambos procesos a través de la obra cronística del 
canciller Ayala, quien elaboró una narración de los acontecimientos que justificase la caída 
de Pedro I y su sustitución por Enrique II. En el incidente de Toro (1354), el principal objetivo 
de la crítica no era aún el rey, sino sus validos. Tras este suceso, el monarca desató un baño 
de sangre movido por sus ansias de venganza (saña) que le hizo perder su legitimidad, al 
convertirse en un tirano. La propaganda trastamarista acusaba a Pedro I de haber matado, 
desastrado y hecho pecheros a los fijosdalgo, calificándolo de enemigo de Dios y la Iglesia 
y protector de judíos y moros, como se especificaba en la carta que Enrique escribió en 
1366 al concejo de Covarrubias35.

En 1360, el candidato a sustituir a Pedro I aún era Fernando de Aragón. Sin embargo, 
Enrique ya coqueteaba con la idea de convertirse en monarca, de ahí el enfrentamiento 
con el infante por encabezar el ejército invasor que planeaba entrar en Castilla. Aunque la 
deposición del Cruel, en pleno contexto de guerra con Aragón, no resultaría tan difícil de 
justificar, ganar la legitimidad necesaria para postularse como rey sería un proceso más 
largo. En 1363, tras la muerte de Fernando, los acuerdos de Enrique con Pedro IV revelan 
que ya se empezaba a contemplar que el Trastámara se convirtiera en monarca.

La entrada de Enrique II en Burgos, en 1366, supondría un hito decisivo para 
consagrar su legitimidad. Pedro I abandonó la localidad para huir a Sevilla, por lo que el 
concejo le pidió que los liberase del pleito y homenaje que con él tenían, a lo que accedió. A 
continuación, el municipio envió emisarios al pretendiente para que fuese a la ciudad y así 
jurase sus privilegios y le tomaran como monarca. El reconocimiento de Burgos resultaría 
fundamental, al ser cabeza de Castilla y cámara del rey. La ceremonia de coronación en 
las Huelgas y los reconocimientos de Toledo y Sevilla, las otras grandes ciudades del reino, 
sirvieron para afianzar su posición y las Cortes de Burgos de 1366-1367 supondrían el 
aldabonazo definitivo, al ser aceptado como monarca por los estamentos del reino y su hijo 
Juan como heredero.

Pedro I, auxiliado por el Príncipe Negro, invadió el reino y consiguió recuperar 
temporalmente el poder, pero, en 1369, fue asesinado por su hermanastro en Montiel. Dos 
años más tarde, los últimos focos petristas del reino, en Galicia y Andalucía, se sometieron 
al Trastámara. Es decir, la legitimidad de uno y otro monarca no se resolvió de manera 
definitiva hasta la derrota y muerte del Cruel36.

34   G. Orduña (ed.), Crónica del rey don Pedro y del rey don Enrique, su hermano, hijos del rey don Alfonso 
Onceno, Buenos Aires, Seminario de Edición y Crítica textual. Incipit, 1994, cap. 9. En adelante se citará como 
Crónica del rey don Pedro y del rey don Enrique.
35   C. Estepa Díez, “Rebelión y rey legítimo en las luchas entre Pedro I y Enrique II”, Lucha política. Condena 
y legitimación en la España medieval. Cahiers de Linguistique et de Civilisation hispaniques medievales. 
Annexe 16, Lyon, ENS, 2004, pp. 43-61
36   Ibid., pp. 50-57.
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Los derechos dinásticos de Enrique II procedían de su padre, Alfonso XI, que se 
presentaba como la fuente de legitimidad del nuevo monarca. En el momento de confirmar 
privilegios, se prescindió por completo de las cartas de Pedro I, en una decidida damnatio 
memoriae de su reinado, y se tomaron como referencia las misivas emanadas por el Onceno37. 
En 1371, se ordenó el traslado del cuerpo del vencedor del Salado de Sevilla a la capilla 
de los Reyes en la Iglesia Mayor de Córdoba, junto al de Fernando IV, como había sido el 
deseo (más o menos) del monarca38. Como es sabido, el término de dinastía Trastámara es 
una categoría historiográfica contemporánea, ya que Enrique II y sus sucesores no tuvieron 
nunca conciencia de haber roto la continuidad linajística de los monarcas castellanos ni se 
presentaron a sí mismos como tales, ya que el pasado constituía una fuente de legitimidad 
fundamental en época medieval, lo que M. Weber calificó como “eterno ayer”. Por tanto, no 
se había producido ningún tipo de ruptura con la memoria de Alfonso XI.

Sin embargo, Pedro I había conseguido que, en las Cortes de Sevilla de 1362, se 
legitimasen los cuatro hijos que tuvo con María de Padilla, al considerar que dicho matrimonio 
se habría realizado, supuestamente, antes que su enlace con Blanca de Borbón. Un año 
después, tras la muerte de Alfonso, su único hijo varón, Beatriz, Constanza e Isabel fueron 
juradas por herederas en el Ayuntamiento de Bubierca39. De ese modo, Juan de Gante 
utilizaría su boda con Constanza para, 20 años más tarde, fundamentar su reclamación al 
trono de castellano, por lo que Juan I tendría que recurrir a la línea materna para justificar 
sus derechos dinásticos, presentándose como heredero directo de los infantes de la Cerda 
y repudiando el “linaje maldito” de Alfonso X.

Aunque la memoria del Onceno sería rehabilitada en épocas posteriores, presentándose 
como un modelo positivo para legitimar determinadas decisiones políticas del presente40, 
resulta bastante significativo el cambio que se produjo en la onomástica, ya que los nombres 
“Sancho”, “Fernando” o “Alfonso”, aunque siguieron usándose en la familia real, perdieron 
su primacía en detrimento de “Juan” o “Enrique”41.

Los conflictos de legitimidad y la ausencia de un panteón regio (1252-1390)

En 1312, Fernando IV murió de manera repentina, por lo que se acordó levar á enterrar 
el cuerpo del Rey Don Fernando […] á la ciubdat de Córdoba, que era cerca dende; ca non 
le podian levar á Toledo nin á Sevilla por razon de las muy grandes calenturas que facia42. El 
pasaje cronístico revela, de manera palmaria, la ausencia de un panteón regio en Castilla. 
El Emplazado fue enterrado en Córdoba para evitar la descomposición de su cuerpo, 
pero, en cualquier caso, tampoco se había determinado dónde debían reposar sus restos 
mortales. Esta situación contrasta radicalmente con las prácticas del resto de monarquías 
occidentales, que en esa época ya tenían establecidos unos lugares de enterramiento muy 
concretos.

Los restos mortales de los monarcas ingleses del siglo XII se albergaban en sus 
territorios angevinos, concretamente en Fontévrault, donde fueron enterrados Enrique II 

37   Ibid., p. 56.
38   Crónica del rey don Pedro y del rey don Enrique, vol. II, p. 319.
39   C. Estepa Díez, “Rebelión y rey legítimo…”, pp. 52-53.
40   F. Gómez Redondo, “Don Juan Manuel, Trastámara”…, pp. 175 ss.
41   De manera similar, resulta llamativo que, después de Guillermo II (1087-1100), hijo del Conquistador, 
los reyes de Inglaterra dejaran de utilizar ese nombre, lo que indica que estas decisiones no son, ni mucho 
menos, fortuitas. 
42   Crónica de Alfonso XI, vol. I, p. 173.

EL LINAJE MALDITO DE ALFONSO X. CONFLICTOS EN TORNO...



Vínculos de Historia, núm. 1 (2012) | 157

(1189) y Ricardo I (1199). La pérdida de estas posesiones impidió que se consolidase esa 
práctica, por lo que sus sucesores ya recibieron sepultura en Inglaterra. En la segunda 
mitad del siglo XIII, Westminster se convertiría en el panteón regio43.

Las reformas de Luis IX (1226-1270) en Saint Denis consolidaron dicha basílica como 
la última morada de los reyes franceses, por lo que resultaba del todo inconcebible que no 
fueran enterrados allí. En 1270, el rey Santo murió en Damieta (Túnez), lo que no fue óbice 
para que se decidiese trasladar sus restos mortales a Francia. El cuerpo del monarca fue 
hervido, para así poder transportarlo, y aunque la carne y las entrañas permanecieron en 
Monreale (Sicilia), el corazón y los huesos fueron depositados en Saint Denis44.

De manera similar al rey francés, aunque sin entrar en detalles escatológicos, el 
cadáver de Felipe III de Navarra fue transportado desde Sevilla, donde murió en 1343 tras 
participar en el cerco de Algeciras, hasta Pamplona45. El contraste entre estos ejemplos, 
en los que el deseo de “repatriar” los cuerpos de los monarcas superó cualquier dificultad 
logística, y el caso de Fernando IV resulta, a todas luces, evidente.

La ausencia de un panteón regio castellano considero que responde a los conflictos 
de legitimidad que sufrió la Corona a partir de la segunda mitad del siglo XIII46.

Ninguna ciudad de Castilla desempeñó las funciones de Londres o París47, pero, a lo 
largo de la Edad Media, se observa un mayor afianzamiento y presencia del poder regio 
en unas áreas respecto a otras. En el reinado de Alfonso VIII (1157-1214), Burgos tenía un 
carácter preeminente para el monarca, como reflejan los itinerarios regios y el número de 
diplomas allí expedidos48; posteriormente, el principal centro del poder real parece que se 
desplazó al sur, gozando Sevilla de dicha posición privilegiada49; y, en el siglo XV, se ubicó 
en la Meseta, con el eje Toledo-Burgos como el ámbito más destacado50. Sin duda, esta 
situación condicionó la posibilidad de la Corona de constituir un sitio fijo de enterramiento, 
pero considero que los conflictos en torno a la legitimidad regia que se produjeron a partir de 
la segunda mitad del siglo XIII, momento en el que las demás monarquías occidentales ya 
habían consolidado unos “lugares de la memoria” concretos, fueron decisivos para impedir 
que se consolidara un panteón real.

43   El controvertido Juan I recibiría sepultura en Worcester (1216), pero, a partir de Enrique III (1272), los 
monarcas ingleses serían enterrados en Westminster BROWN, Reginald Allen, COLVIN, Howard Montagu y 
TAYLOR, Arnold Joseph, The History of the King’s Works. The Middle Ages, Londres, Her Majesty’s Stationery 
Office, 1963, p. 478.
44   El relato completo se puede encontrar en J. Richard, Saint Louis, roi d’une France féodale, soutien de la 
Terre sainte, París, Fayard, 1983, p. 575.
45   Crónica de Alfonso XI, vol. I, p. 377.
46   No pienso que su sacralidad estuviese tan garantizada que no lo necesitasen o que los reyes castellanos 
optaran por hacer de estas ceremonias un acto privado, como se ha dicho en algunas ocasiones. En 
cambio, creo que la interpretación de R. Alonso Álvarez, quien señalo la función simbólica que tendrían los 
enterramientos en relación al proceso reconquistador y la idea de mantener la continuidad dinástica desde 
época visigoda, resulta más acertada R. Alonso Álvarez, “Los enterramientos de los reyes de León y Castilla 
hasta Sancho IV”, e-Spania, 3 (2007), http://e-spania.revues.org/109 (Consulta 23-10-2011).
47   P. Linehan sostiene que, hasta que no finalizara la Reconquista, no sería posible que la monarquía 
castellana contase con una capital. P. Linehan, Spain, 1157-1300…, p. 200.
48   Véase ESTEPA DÍEZ, Carlos, ÁLVAREZ BORGE, Ignacio y SANTAMARTA LUENGOS, José María, Poder 
real y sociedad: estudios sobre el reinado de Alfonso VIII (1158-1214), León, Universidad de León, 2011.
49   Esta cuestión la traté brevemente en mi tesis doctoral y espero volver sobre ella en el futuro F. Arias 
Guillén, Entre el fortalecimiento del poder regio y la Reconquista..., p. 74.
50   F. Cañas Gálvez, “La itinerancia de la corte de Castilla durante la primera mitad del siglo XV”, e-Spania, 
8 (2009), http://e-spania.revues.org/18829 (Consulta  05-10-2011).
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El Monasterio de Santa María la Real de las Huelgas, en Burgos, podía haber aspirado 
a convertirse en el mausoleo regio, pero solo Alfonso VIII fue enterrado allí. Fernando III 
recibió sepultura en Sevilla, al igual que Alfonso X51. Resulta lógico que los restos mortales 
del rey Santo descansasen en la ciudad que había conquistado, máxime debido a su 
importancia simbólica. Del mismo modo, se entiende que su hijo quisiera enterrarse junto a 
él, pues era una manera de resaltar la continuidad linajística y de vincular su memoria a la 
de un monarca que se convertiría en el modelo ideal de rey castellano. En estas decisiones 
también hay que tener en cuenta, como se mencionaba anteriormente, el aparente 
desplazamiento hacia el sur del centro de poder regio y que, en el caso del Sabio, sus 
posibilidades de elección estaban muy limitadas, al estar reducido su dominio efectivo a la 
localidad hispalense.

El controvertido acceso de Sancho IV al trono dificultó que Sevilla se consolidara como 
el espacio funerario de los reyes castellanos, pues el Bravo deseó alejarse de la figura de 
su padre. La opción de buscar acomodo en las Huelgas tampoco parecía recomendable, ya 
que su hermano mayor, Fernando, había recibido sepultura allí52, lo que significaría recordar 
sus cuestionados derechos. De esta manera, resulta lógico que decidiera enterrarse en 
Toledo, lugar donde fue coronado, y así vincularse a Alfonso VII53.

La presencia de Fernando de la Cerda en las Huelgas suponía un elemento perturbador 
para el linaje de Sancho IV, por lo que creo que se buscó diluir su carga simbólica al 
convertirlo en un panteón donde se enterraba la familia real pero no los monarcas. En ese 
sentido, se comprende el deseo del infante Pedro, hermano de Fernando IV y regente de 
Alfonso XI, de recibir sepultura en dicho lugar en faz de infante don Fernando myo tio54. 
Resulta difícil no imaginar la mano de María de Molina en esta decisión.

La repentina muerte de Fernando IV y esta compleja situación explicaría su 
enterramiento en Córdoba, lugar donde también deseaba ser sepultado Alfonso XI, aunque 
no lo permitiría su también súbito fallecimiento, por lo que su cuerpo sería llevado a Sevilla, 
a la capilla de los rreyes, do yazian otros rreyes sus anteçesores, como quier que el se 
mandara enterrar en la çibdat de Cordova, en la capilla do yazia el rrey don Ferrando su 
padre, en la iglesia mayor de santa Maria. Como ya se mencionó, en 1371, Enrique II 
ordenó su traslado a dicho lugar55.

En realidad, el propósito del Onceno era hacerse enterrar junto a su padre en Córdoba, 
pero en la iglesia de San Hipólito, pues nació el día de su festividad, que mandó construir 
en 1343 para conmemorar su victoria en el Salado (1340). Sin embargo, el edificio aún 
no estaba terminado cuando el monarca falleció. En 1728, Felipe V obtuvo una bula de 
Benedicto XIII para incorporar la ya colegiata de San Hipólito a la capilla real que había 
fundado Enrique II en 1371. Los cuerpos de Fernando IV y Alfonso XI fueron trasladados a 
dicha iglesia colegial el 8 de agosto de 173656.

51   Crónica de Alfonso X, p. 242.
52   Crónica de Alfonso X, p. 181.
53   Crónica de Sancho IV, vol. I, p. 90.
54   AHN, Nobleza, OSUNA, C. 415, D. 2 (1317-05-09).
55   Crónica del rey don Pedro y del rey don Enrique, su hermano, vol. I, p. 6 y vol. II, p. 319.
56   A. Benavides, Memorias de Don Fernando IV de Castilla, Madrid, Imprenta J. Rodríguez, 1860, vol. II, 
doc. DLXXXVI, M. García Fernández, “Regesto documental andaluz de Alfonso XI (1312-1350), Historia, 
instituciones, documentos, 15 (1988), doc. 376, L. M. Ramírez y de las Casas Deza, Indicador cordobés: 
manual histórico topográfico de la ciudad de Córdoba, Córdoba, Imprenta y Litografía de D. Fausto García 
Tena, 1856, pp. 208-209 y J. R. Vázquez Lesmes, “Monasterio y Colegial de San Hipólito de Córdoba (1343-
1399)”, en Actas del I Coloquio de Historia de Andalucía. T. II. Andalucía Medieval, Córdoba, Monte de Piedad 
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Junto a esta iglesia, en 1340, el Onceno había ordenado la fundación del Monasterio 
de Santa María de Guadalupe, también con ánimo de celebrar su célebre victoria sobre 
benimerines y granadinos57. Se obtiene la impresión de que Alfonso XI deseaba crear una 
nueva serie de espacios para el poder regio que, junto a su producción cronística, sirviera 
para cimentar su memoria. Frente a la conflictiva época anterior, el monarca deseaba 
proyectar una imagen triunfalista de la Corona, apoyándose en su rutilante éxito militar. Sin 
embargo, su temprana muerte impediría consolidar dicha política.

La violenta muerte de Pedro I y su completa deslegitimación provocaron que sus 
restos mortales se quedaran en el castillo de Montiel durante mucho tiempo, siendo 
trasladados a varios lugares hasta que, ya en el siglo XIX, fueron depositados en la catedral 
de Sevilla. Por su parte, Enrique II y Juan I se enterraron en Toledo58. Resulta curioso 
que ambos monarcas optasen por la misma ciudad que Sancho IV, pero, posiblemente, 
Sevilla estaba tan asociada a la figura del Cruel que no parecía una opción acertada. En 
cualquier caso, la variedad de espacios funerarios elegidos vuelve a ser un ejemplo de los 
conflictos de legitimidad que padeció la monarquía castellana en este período, dificultando 
la consolidación de un panteón regio.

Conclusión. La legitimidad regia como arma política y su “maleabilidad”

Más de un siglo de conflictos en torno a la legitimidad de los monarcas castellanos 
parece tiempo suficiente para analizar, de un modo general, qué elementos la constituían 
y su valor como arma política. Aunque el período tiene unas características propias, se 
observan constantes similitudes con épocas anteriores y con otros ámbitos, por lo que 
considero que las conclusiones obtenidas resultan fácilmente extrapolables.

Los reyes y los reinos apenas necesitaban justificación. La práctica común, la Biblia 
y la historia los consideraban las formas naturales de gobierno, por lo que se asumía su 
existencia. En cambio, los monarcas individuales necesitaban legitimarse a través de 
diferentes formas, siendo los lazos sanguíneos el principal elemento esgrimido59.

Durante el período estudiado, todos los reyes pertenecían al mismo tronco familiar 
(véase árbol genealógico al final) y la primogenitura y el sexo constituyeron valores 
fundamentales. Sin embargo, dentro de una misma estirpe, las posibilidades se multiplicaban 
en determinados momentos, pues los criterios de sucesión no estaban, ni mucho menos, 
claramente establecidos. Un ejemplo paradigmático de esta situación fue el enfrentamiento 
entre el derecho tradicional y las Partidas que se produjo en el reinado de Alfonso X, que 
se saldó con el triunfo del primero, encarnado en la figura de Sancho IV. Esta disparidad 
también se observa en 1350. Ante la que parecía previsible muerte del Cruel, se plantearon 
dos candidaturas a sucederle, la de Fernando de Aragón y la de Juan Núñez, apoyadas en 
diferentes argumentos sanguíneos. Resulta llamativo que Enrique II, quien, a la postre, se 

y Caja de Ahorros de Córdoba, 1976, pp. 147-162.
57   E. González Crespo (ed.), Colección documental de Alfonso XI. Diplomas reales conservados en el 
Archivo Histórico Nacional, sección Clero, pergaminos, Madrid, Universidad Complutense, 1985, doc. 278 y 
288.
58   El Panteón Real de las Huelgas de Burgos. Los enterramientos de los reyes de León y de Castilla, 
Valladolid, Junta de Castilla y León, 1990, pp. 63-64.
59   C. Given-Wilson, “Legitimation, Dessignation and Succession to the Throne in Fourteenth Century 
England”, en Building Legitimacy. Political Discourses and Forms of Legitimation in Medieval Societies, 
Leiden-Boston, Brill, 2004, p. 89.
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convertiría en rey, no se contemplase como una opción a considerar y que el matrimonio con 
la reina viuda, María de Portugal, apareciese como algo obligatorio en cualquiera de los dos 
casos60. Por su parte, Enrique II heredó el reino por delante de las hijas de Pedro I a pesar 
de ser hijo ilegítimo de Alfonso XI y haber matado a su propio hermanastro. Posteriormente, 
durante el enfrentamiento con Juan de Gante, Juan I rechazó el presentarse como nieto del 
Onceno y prefirió defender sus derechos a partir de la línea materna, vinculándose a los 
infantes de la Cerda.

En otros reinos también se aprecia la ausencia de unos criterios firmemente 
establecidos. Por ejemplo, si algo caracterizó la designación de sucesores en Inglaterra 
entre el siglo XI y el XIV fue su informalidad. Además, aunque Eduardo III (1327-1377) 
estableció unas pautas de sucesión en las que la línea masculina marcaba el orden, su 
reclamación al trono francés se apoyaba en la femenina61.

Los testamentos también podían condicionar esta cuestión, si bien rara vez resultaban 
un elemento determinante. Los monarcas castellanos, siguiendo la tradición navarra, tenían 
libertad para testar, aunque esta se veía limitada por las reglas tradicionales de sucesión62. 
El ejemplo más evidente es el caso de Alfonso X, quien había desheredado y maldecido a 
Sancho y nombrado heredero a su nieto Alfonso de la Cerda. Aunque el deseo del Sabio 
no se cumplió, se consideraría un elemento de importancia, como prueba que la Crónica de 
Alfonso X, claramente favorable al Bravo, omitiese tal detalle y señalase que el monarca, 
en su lecho de muerte, había perdonado a su díscolo hijo63. El relativo valor de las últimas 
voluntades regias también había quedado demostrado en la primera mitad del XIII, puesto 
que el argumento utilizado para justificar en 1217 la sucesión de Berenguela al trono de 
Castilla, las cartas paternas, no tuvo efecto alguno en el caso de León, en 1230, al ser 
desplazadas Sancha y Dulce por Fernando III64. 

Los lazos sanguíneos no serían el único elemento sobre el que descansaría la 
legitimidad regia, si bien este aparecía como el primer argumento a tener en cuenta. 
Aunque no había un cauce establecido para determinar tal cuestión, parece evidente que 
la aceptación de la nobleza también resultaba necesaria para que el rey fuera tomado 
como tal65.

En 1275, el futuro Sancho IV buscó el apoyo de Lope Díaz de Haro para ser designado 
heredero. El magnate le aconsejó que hablase con todos los nobles que se hallaban 
presentes en ese momento en Ciudad Real, diciéndoles que él se encargaría de defender 
la Frontera. Así, no solo ganaría el amor de su padre, sino también los corazones de todos 
los del reino que ternían por derecho [de los resçebir por heredero] después de días de su 
padre. Al año siguiente, en la reunión de Cortes de Burgos, Alfonso X pidió consejo a los 
ricos hombres sobre la cuestión sucesoria, prueba de la importancia que tenían66.

En 1295, María de Molina intentaba que los ricos hombres reconociesen como rey 
a su hijo, por lo que, además de hacer un discurso en el que se enfatizaba el derecho 

60   Crónica del rey don Pedro y del rey don Enrique, cap. 9.
61   C.  Given-Wilson, “Legitimation, Dessignation and Succession...”, pp. 90 y 102.
62   G. Martin, “Alphonse maudit son fils”..., pp. 161-162.
63   Crónica de Alfonso X, pp. 229 y 241 y nota 355.
64   A. Rodríguez López, “Sucesión regia y legitimidad política en Castilla en los siglos XII y XIII. Algunas 
consideraciones sobre el relato de las crónicas latinas castellano-leonesas”, Cahiers de Linguistique et de 
Civilisation Hispaniques Medievales, 16 (2004), pp. 31-32.
65   Jiménez de Rada incluso llegó a plantear el debate sobre qué elemento debería primar en la sucesión, el 
deseo del anterior monarca o la aceptación de la elite del reino Ibid., p. 33.
66   Crónica de Alfonso X, pp. 186 y 190.
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que asistía a Fernando IV, prometió a los magnates que les haría mercedes67. El ejemplo 
muestra una vez más que, además de los argumentos sanguíneos, el consenso nobiliario 
resultaba un elemento de notable trascendencia.

Otro aspecto estrechamente ligado a la legitimidad regia era la capacitación del 
monarca. El rey también tenía que demostrar su validez a través del ejercicio activo y eficaz 
de su poder, de lo contrario, podía ser considerado inútil para ejercer el gobierno68.

Además de sus derechos dinásticos, evidentes aunque contestados, Sancho IV 
apoyó su sucesión al trono en su habilidad para gobernar el reino, frente a la incapacidad 
que mostraba su enfermo padre. Como señaló P. Linehan, en 1277, Alfonso X no pudo 
enfrentarse a los benimerines en persona debido a la úlcera cancerosa que sufría en su 
pierna, lo que cuestionaba su capacidad de reinar. Con ánimo de apartar al Sabio del poder, 
su hijo incluso llegó a tildarle de loco y leproso69. Esta idea era también claramente mostrada 
en la Crónica. En 1275, el Sabio perseguía su absurdo y caro proyecto imperial (sabido que 
en fecho del Imperio que le trayan en burla que auié gastado en esta yda muy grant aver) y 
dejaba de lado los asuntos del reino, hasta el punto de que, a su vuelta, non tenía guisado 
de fazer guerra nin sabié ninguna cosa de los estados de los sus regnos. Por el contrario, 
Sancho, con su decidida acción, había salvado la crítica situación en la que se encontraba 
la tierra tras la invasión meriní70.

La importancia de la capacidad del monarca se vuelve a hacer patente en la minoridad 
de Fernando IV. De manera paralela a las gestiones de la Corona para que la curia papal 
validara la posición del joven monarca, este crecía. María de Molina, a la hora de buscar 
apoyos para la causa de su hijo, les recordaba a los nobles que el tiempo jugaba a su favor, 
porque, cada día que pasaba, el rey se iba haciendo más mayor, por lo que pronto podría 
gobernar por sí mismo71.

De manera similar, la huida de Pedro I de Burgos, dejando la ciudad desamparada, 
también puede considerarse una muestra de la importancia de la capacidad regia72. Su 
imposibilidad de defender a sus vasallos provocó que el concejo le solicitara liberarse del 
pleito y homenaje que con él tenían, estando dispuestos a tomar por rey a Enrique II, quien 
juraría sus privilegios y se mostraba capaz de cumplir las funciones que correspondían a 
un monarca. 

Aunque resulte paradójico, los derechos sanguíneos aparecían como el primer 
elemento que caracteriza la legitimidad regia, pero, en la práctica, tenían un valor relativo. 
La Crónica de Fernando IV expresa esa idea de manera bastante obvia. En 1301, aunque 
aún no se había recibido la dispensa papal que admitiera el matrimonio de Sancho IV 
con María de Molina y, por tanto, los derechos del Emplazado al trono, se afirmaba que 
el rey iva ya creciendo; é commo quier que avien venido á la su merced el infante don 
Juan é don Juan Nuñez, é lo mas del peligro avian pasado73. Es decir, la capacitación del 

67   Crónica de Fernando IV, vol. I, p. 95.
68   Sobre esta cuestión véase J. M. Nieto Soria, “Rex inutilis y tiranía en el debate político de la Castilla 
bajomedieval”, en Coups d´État à la fin du Moyen Âge? Aux fondements du pouvoir politique en Europe 
occidentale. Colloque international (25-27 novembre 2002), Madrid, Casa de Velázquez, 2005, pp. 73-92.
69   P. Linehan, Spain, 1157-1300..., pp. 173 y 194.
70   Crónica de Alfonso X, pp. 188-189.
71   Que la su condicion mejoraria cada dia de alli adelante é empeoraria la de sus enemigos Crónica de 
Fernando IV, vol. I, p. 112.
72   Ya se señaló la importancia que C. Estepa le confería al acontecimiento C. Estepa Díez, “Rebelión y rey 
legítimo…”, pp. 54-55.
73   Crónica de Fernando IV, vol. I, p. 119.
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propio monarca y su relación con la elite del reino se consideraban los elementos realmente 
primordiales, por lo que ya no había nada que temer.

Esta situación también se observa en las rebeliones que sufrieron Alfonso X y Pedro 
I. Los elementos dinásticos o incluso providencialistas estaban presentes, como el mito de 
que el Cruel en verdad era hijo del judío Pero Gil o la leyenda de la maldición que pendía 
sobre el rey Sabio74. Sin embargo, cobraban una mayor importancia las cuestiones referidas 
a su relación con el resto de la sociedad del reino. El levantamiento contra Alfonso X le 
acusaba de maltratar a los fijosdalgo, a los que había matado, desaforado y obligado a 
pagar impuestos75. Exactamente los mismos argumentos fueron utilizados por Enrique II, 
en su misiva al concejo de Covarrubias, para justificar la deposición de Pedro I en 136676. 
Se puede también trazar un evidente paralelismo con la caída y muerte de Eduardo II de 
Inglaterra, en 1327, pues, entre otros elementos, se le achacó su incapacidad de gobernar 
y el haber asesinado, encarcelado, exiliado y desheredado a los grandes del reino77.

De este modo, considero que los problemas que tuvo que sortear el poder regio en 
este siglo estuvieron provocados por los conflictos nobiliarios que caracterizaron el período, 
no por una quiebra de su legitimidad. La legitimidad regia era tan sumamente variable, dúctil 
y manipulable que constituía un arma política de importancia, pero no puede considerarse 
la causa última que provocara estas luchas. La ausencia de unos criterios dinásticos fijos 
permitía abrir las posibilidades de sucesión en determinados momentos y, cuando este 
elemento no se sostenía, siempre existía la posibilidad de apelar a la capacitación o la 
actuación del monarca para cuestionar o defender su legitimidad.

La conflictividad comenzó en el reinado de Alfonso X, pero quizás habría que situar 
su inicio no en 1275, cuando murió el infante Fernando, sino en 1272, cuando la nobleza 
del reino se levantó contra el monarca. Aunque algunos actores cambiaron de bando, 
muchos de los elementos de dicha revuelta se repitieron en el levantamiento de Sancho. 
De esa manera, la llegada al trono del Bravo incluso se puede interpretar como un triunfo 
de la facción anti-Lara, encabezada por los Haro78. Alfonso XI recompondría la situación 
al conseguir integrar a toda la nobleza de su lado, pero el autoritario gobierno de Pedro I 
volvería a romper el consenso y provocaría un nuevo enfrentamiento79. En este contexto de 
enfrentamiento nobiliario es en el que se debe insertar la cuestión de la legitimidad regia, 
no como el desencadenante de los acontecimientos sino como un recurso que los distintos 
bandos podían utilizar para socavar la posición del enemigo o afianzar la propia.

La legitimidad regia no resultaba una cuestión baladí, como prueba la proliferación 
de ceremonias de coronación que hubo en este período, lo que contrastaba con la 
excepcionalidad de este ritual en la tradición castellana anterior. Sin embargo, en última 
instancia tendría un valor relativo, siempre dentro de unos límites, ya que estaría sujeta 
a múltiples variaciones y manipulaciones en función del contexto. Una prueba fehaciente 
de ello es el argumento con el que Juan I defendía sus derechos frente al pretendiente 
inglés. Su alegato basado en la línea materna de su linaje no solo suponía una completa 
innovación respecto a la tradición anterior, sino que, además, era falso, pues él no era nieto 
de Alfonso de la Cerda, sino de su hermano menor, Fernando.

74   L. Funes, “La blasfemia del rey Sabio…”, pp. 70 y 93.
75   Crónica de Alfonso X, pp. 221.
76   C. Estepa Díez, “Rebelión y rey legítimo…”, p. 56.
77   S. Phillips, Edward II, New Haven y Londres, Yale University Press, 2010, p. 19.
78    Véase J. Escalone Monge, “Los nobles contra su rey. Argumentos y motivaciones de la insubordinación 
nobiliaria de 1272-1273”, Cahiers de Linguistique et de Civilisation Hispaniques Medievales, 25 (2002), p. 139 
y C. Estepa Díez, Las behetrías castellanas, Valladolid, Junta de Castilla y León, 2003, cap. 8.
79   C. Estepa Díez “The Strengthening of Royal Power…”, pp. 212-213.
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RESUMEN
Los concejos castellanos bajomedievales dispusieron de una serie de recursos con los que 

hacer frente a los gastos que les iban surgiendo. Estas fuentes de financiación, que en ocasiones 
resultaron insuficientes, principalmente fueron los bienes de propios y las rentas municipales. En el 
presente trabajo pretendemos ofrecer un análisis de la gestión de la hacienda municipal que realizó 
el concejo de Talavera de la Reina a mediados del siglo XV. Para ello hemos examinado los Libros 
de Actas de 1450-1459, que nos ofrecen una valiosa información  para el estudio de la sociedad 
talaverana bajomedieval.

PALABRAS CLAVE: Corona de Castilla. Ciudades. Siglo XV. Talavera de la Reina. Hacienda 
Municipal. 

ABSTRACT
Medieval Castilian town councils had at their disposal a whole set of economic resources 

from which expenditure was financed. This income chapter was not always sufficient to cover all the 
expenses under the rubric of the expenditure chapter. Nevertheless, the income chapter comprised 
the communal land (and other communal rights) and municipal taxes. The aim of this study is to 
provide an analysis of the management of urban communal resources done by Talavera de la Reina 
town council in the mid-Fifteenth century. Special attention will be given to the Book of minutes of 
1450-1459, which offers invaluable information for the study of Talavera society in the Late Middle 
Ages.

KEY WORDS: Crow of Castile. Towns. Fifteenth century. Talavera de la Reina. Urban  finance. 

1   Este trabajo ha sido realizado en el marco del proyecto “Hombres de negocios: mercaderes y financieros 
en las ciudades castellano-manchegas en la Baja Edad Media” (PEII10-0070-8208), cofinanciado por la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha y el Fondo Social Europeo.
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1. Introducción 

Las presentes páginas tienen por objeto hacer un estudio de los aspectos más 
importantes de la gestión de la hacienda concejil de Talavera de la Reina según los Libros 
de Actas de 1450-1459.

Los estudios sobre el mundo urbano medieval cuentan con una larga tradición en 
la historiografía española, y tuvieron su máxima eclosión entre los años 70 y 80 del siglo 
XX. Estas primeras monografías se centraban en los aspectos más institucionales de las 
ciudades y villas medievales, así como en algunos aspectos de su economía, sobre todo 
en la agricultura y la ganadería. Avanzando en el tiempo, durante la última década del siglo 
XX, los autores comenzaron a analizar aspectos más concretos de las urbes castellanas 
medievales, especialmente élites y grupos de poder. Siguiendo esta línea, a partir del 
cambio de siglo, han aparecido monografías sobre algunos otros aspectos de los concejos 
medievales, tales como el urbanismo o las haciendas urbanas2. Estas páginas, antesala de 
lo que pretendemos que sea nuestra tesis doctoral, se insertan en esta línea de estudio de 
la fiscalidad municipal.

El estudio del concejo talaverano realizado por la profesora M. J. Suárez Álvarez3 se 
inserta dentro de la línea institucionalista que rigió las monografías sobre historia urbana de 
los años setenta y ochenta del siglo pasado. Gracias a su trabajo, hemos obtenido las bases 
sobre las que asentar nuestra investigación, ya que esta autora analizó, aparte del aparato 
institucional del concejo, con el regimiento y sus oficiales a la cabeza, algunos aspectos 
de la economía talaverana, especialmente en el ámbito de la agricultura y la ganadería. El 
estudio de la fiscalidad municipal quedó reducido a la mera descripción de las rentas, sin 
profundizar en la gestión de las mismas. Nuestra intención es analizar tanto los ingresos de 
los que disponía el concejo como el método de explotación que utilizó para ello. 

La fuente principal de la que nos hemos servido para alcanzar tal fin es la serie de  
Libros de Actas de 1450-1459, conservados en el Archivo Municipal de Talavera de la Reina. 
Esta documentación nos ha ofrecido una amplia visión política, económica y social del 
concejo. Se trata de un arco temporal coherente, que ha resultado idóneo para comenzar 
nuestro estudio sobre la hacienda talaverana y sus gestores en la Baja Edad Media. Se trata 
de una fuente documental en la que se recogen las sesiones y acuerdos adoptados por el 
regimiento durante toda la década de 1450. No es frecuente que se hayan conservado para 
la Castilla medieval Acuerdos concejiles tan completos y seriados. A pesar de que algunos 
años, como 1452, 1457 y 1459 están incompletos, para el resto, la información que se 
recoge es muy completa y está bien estructurada.

Hemos dividido este artículo en cuatro apartados. El primero de ellos es esta breve 
introducción. En segundo lugar, hemos contextualizado brevemente la villa de Talavera de la 
Reina a fines del período medieval. Posteriormente, hablaremos sobre la administración de 

2   Para conocer el estado de las investigaciones referentes a los concejos bajomedievales castellanos, 
remitimos a tres trabajos en los que se elaboran unos completos estados de la cuestión: J. C. Martín Cea y J. 
A. Bonachía, “Oligarquías y poderes concejiles en la Castilla Bajomedieval: balance y perspectivas”, Revista 
d’Història Medieval, 9 (1997), pp. 17-40; M. Asenjo González, “Las ciudades medievales castellanas. Balance 
y perspectivas de su desarrollo historiográfico” En la España Medieval, 28 (2005), pp. 415-453; y M. A. López 
Pérez, “La ciudad en la historiografía bajomedieval y altomoderna hispana en los últimos treinta años: líneas 
para el estudio de la cultura e identidad urbana”, Miscelánea Medieval Murciana, XXXI (2007), pp. 111-122. El 
estudio de Asenjo González es algo más completo porque analiza individualmente cada uno de los aspectos 
relacionados con el estudio del concejo medieval, comenzando por las obras colectivas, hasta tratar temas 
tan concretos como el urbanismo, la economía,  la demografía, las instituciones o la Iglesia.
3   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera y su tierra en la Edad Media: 1369-1504, Oviedo, 1982.
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la hacienda talaverana que realizó el concejo en tres aspectos: los bienes pertenecientes al 
concejo, el arriendo de los monopolios, y la gestión de las rentas municipales. Finalmente, 
y a modo de conclusión, hemos sintetizado las ideas más importantes que hemos extraído 
de este análisis.

2. El concejo de Talavera de la Reina en la Edad Media 

Enclavada en el valle del Tajo, la villa de Talavera de la Reina contaba con un alfoz 
de más de 4.000 km2 que se extendía por parte de las actuales provincias de Toledo, 
Cáceres, Badajoz y Ciudad Real. Al frente de este extenso territorio, se encontraba la villa 
talaverana, que ejerció sobre las poblaciones del término funciones gubernativas, ya que 
el regimiento se encargaba de nombrar alcaldes y algunos otros oficiales en los lugares de 
mayor entidad; legislativas, puesto que desde el concejo talaverano se emitían ordenanzas 
para las diversas parroquias que afectaban a múltiples aspectos, tales como ganadería, 
aprovechamiento de dehesas, cultivos de alijares y tierras baldías, o construcciones de 
casas; y judiciales, ya que el corregidor, o el alcalde mayor en su nombre, se constituyó 
como juez en los casos que se presentaban ante el regimiento. No debemos olvidar los 
ámbitos económico  y fiscal. En ambos Talavera se benefició de su posición como cabeza 
jurisdiccional. Las poblaciones del término quedaron subsumidas a las necesidades de la 
villa: tuvieron que abastecer de productos, principalmente cereales, al mercado; en algunos 
lugares, como la comarca de La Jara, quedó prohibido el cultivo de vid, a favor de la venta 
del vino que los vecinos de Talavera producían; el regimiento controló, mediante licencias, 
el comercio de pan y vino de los vecinos de los lugares del término. Pero quizá sea en 
el cobro de la martiniega donde se aprecie con mayor claridad este aspecto. Este pecho 
tuvo en Talavera un carácter especial, puesto que se entendió como un impuesto que las 
parroquias del alfoz pagaban al concejo por permitirles el uso de las tierras de cultivo4. En 
páginas posteriores ahondaremos en el carácter del mismo. 

2.1. El señorío del arzobispo de Toledo

En 1369, dentro de las llamadas “mercedes enriqueñas”, Enrique II donó la villa 
de Talavera de la Reina y su señorío al arzobispo de Toledo don Gómez Manrique en 
agradecimiento al apoyo prestado por el prelado toledano a la causa Trastámara en la 
guerra civil castellana. Dicha donación desvinculó la villa del dominio real. No era la primera 
vez que el poder regio intervenía en la villa. Unos años antes, Alfonso XI había disgregado 
La Puebla de Guadalupe para otorgársela al prior y monjes del monasterio de Santa María 
de Guadalupe. Debido a la reducida extensión del término, los vecinos de La Puebla tuvieron 
que negociar con el concejo talaverano las condiciones para aprovecharse de los recursos 
naturales de la villa. Por ello, es frecuente que en los Libros de Actas de 1450-1459 
encontremos noticias en las que se habla de la restricción o permiso que daba el concejo a 
los vecinos de Guadalupe para entrar en la dehesa de este mismo nombre, bajo jurisdicción 
talaverana. 

El concejo de Talavera negoció unas capitulaciones con su nuevo señor, en las que 
principalmente pidió el respeto de algunos de los usos y costumbres de la villa, especialmente 
en el nombramiento de diversos cargos concejiles como alcaldes, alguaciles o escribanos. 
El  señorío de la mitra toledana ofreció, según la profesora M. J. Suárez Álvarez, un balance 

4   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 232.
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positivo, ya que el hecho de que no tuvieran posesión directa de tierras y heredades facilitó 
que los prelados adoptasen una actitud más recta5.

2.2. Organización del concejo de Talavera en el siglo XV

En cuanto a su organización política, en los Libros de Acuerdos de 1450-1459 
encontramos ya instituido, como en la mayoría de ciudades y villas castellanas de la 
época, un regimiento cerrado, al frente del cual se situaba el corregidor. A mediados del 
Cuatrocientos ejerció su mandato Lope Carrillo, familiar del arzobispo de Toledo don Alonso 
Carrillo. Junto a él se encontraban los regidores, miembros de las familias más prestigiosas 
de la villa y encargados de dirimir, junto con el anterior, los “negoçios” del concejo; aunque 
en la mayoría de las ocasiones primaban sus intereses particulares a los del “bien común”. 

Como en el resto de ciudades castellanas de la Baja Edad Media, para el concejo 
trabajaban otros muchos cargos: el procurador, el mayordomo (que en el caso de Talavera 
era llamado “fiel”), dos escribanos del concejo o el alguacil. A ellos hay que sumarle toda 
una serie de cargos “menores”, tales como alarifes, “fieles de la plaza”, guardas de las 
dehesas, guardas de las viñas, guardas del estanco del vino de Puente del Arzobispo6, 
porteros, verdugos, maestros de gramática, físicos... Todos ellos cumplieron las mismas 
funciones que en otras ciudades coetáneas, por lo que no entraremos en más detalle. 

3. Gestión municipal de los recursos económicos del concejo

Con el establecimiento del poder cristiano, se implantaron en los concejos conquistados 
los fueros. En la mayoría de ellos se hace referencia a los bienes comunales, lo que se podría 
considerar como el inicio de las haciendas municipales7. Así pues, desde los comienzos 
del período medieval, las ciudades y villas leonesas y castellanas contaron con una serie 
de recursos para hacer frente a sus gastos. Entre ellos, podemos destacar las penas y 
caloñas cobrados a los vecinos que infringían las ordenanzas municipales8, los montazgos 
más antiguos, las “facenderas o prestaciones personales, pero especialmente, los bienes 
dependientes del concejo, tanto en las formas de explotación comunal como en las que se 
reservaban algunos grupos sociales o el conejo mismo para sus incipientes propios”9.

5   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 185.
6   Eran los encargados de la vigilancia de la venta de vino en Villafranca del Puente del Arzobispo desde 
febrero a mayo. Normalmente eran designados para dos guardas: uno para febrero y marzo, y otro para abril  
y mayo. M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 217.
7   I. Álvarez Cienfuegos, “Notas para el estudio de la formación de las haciendas municipales” en Homenaje 
a Don Ramón Carande (2 vols.), Madrid, 1963, vol. 2, pp. 3-19.
8   En principio, la cuantía percibida en concepto de multas debió de ser una parte importante de los ingresos 
concejiles, aunque estas percepciones se devaluaron con el paso del tiempo, especialmente por la fosilización 
de la cuantía de las mismas. Siguiendo el modelo que el profesor F. J. Goicolea Julián estableció en su trabajo 
“Finanzas concejiles en la Castilla medieval: el ejemplo de La Rioja Alta (siglo XV-inicios del XVI)”, Brocar, 22 
(1998), pp. 21-50, podemos clasificar estas caloñas en cuatro grupos. En primer lugar estarían las infracciones 
cometidas por los vecinos o los ganados dentro del término. Otro grupo serían las multas relacionadas con 
la realización de actividades artesanales y comerciales. En tercer lugar tendríamos las penas impuestas por 
infracciones contra elementos urbanísticos de la villa. Finalmente están las multas por actividades inmorales, 
principalmente el juego.
9   M. A. Ladero Quesada, “Las haciendas concejiles en la Corona de Castilla”, en Finanzas y Fiscalidad 
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El desarrollo de la burocracia municipal motivó que los concejos buscasen nuevas 
fuentes de financiación.  Por este motivo, comenzaron a reclamar la gestión de la fiscalidad 
regia en sus territorios. En realidad se trataba de un acuerdo beneficioso para ambas partes: 
por un lado, la Corona encontraba en los concejos los resortes necesarios para agilizar la 
nueva fiscalidad que se estaba planteando y hacer frente a su vez a las cada vez mayores 
ambiciones del estamento nobiliario; por su parte, las villas y ciudades conseguían controlar 
los resortes fiscales de sus términos y establecer lazos con la Corona. 

Así pues, a lo largo del siglo XIV, asistimos al cambio en el modelo de explotación 
fiscal. La gestión de los propios dejó paso al gravamen de artículos de consumo10, lo que 
se materializó en la percepción de la alcabala. Este impuesto indirecto, que en principio fue 
concedido de manera excepcional por las Cortes a Alfonso XI, y que se generalizó durante 
el reinado de Enrique III, fue una de las principales fuentes de ingresos de la Corona en el 
siglo XV11. El modelo que encontramos en el siglo XV sigue esta línea: los concejos son los 
encargados tanto de la gestión de los recursos de las haciendas municipales, como de la 
recaudación de las rentas regias dentro de sus territorios.  

En las siguientes líneas, analizaremos a través de los Libros de Acuerdos de 1450-
1459 la gestión que realizó el concejo de Talavera de la Reina de los bienes pertenecientes 
al concejo, de los monopolios sobre la venta de algunos productos básicos, principalmente 
carne y pescado; y de las rentas municipales. 

3.1. Gestión de los bienes propiedad del concejo  

Como hemos explicado en anteriores líneas, el concejo de Talavera de la Reina 
dispuso de una serie de bienes propiedad del concejo, que gestionó, generalmente, 
mediante arrendamientos. Se trataba de los bienes de propios, que debemos diferenciar 
de los bienes comunales. Estos últimos eran susceptibles de ser utilizados por los vecinos 
del concejo sin necesidad de pagar un canon por su uso. Generalmente se gestionaron 
mediante el sistema de arrendamiento, aunque también los podían enajenar y adquirir otros 
nuevos12. Los bienes de propios aportaron una importante cantidad a las arcas municipales. 
En el caso talaverano, la documentación del siglo XV nos muestra la gestión de dehesas y 
bienes inmuebles del concejo, tales como tiendas, casas y solares. 

El recurso al arrendamiento fue una de las fórmulas más recurrentes en la Baja Edad 
Media. Suponía una fuente de ingresos segura para las arcas no solo de los concejos, 
sino también de algunas otras instituciones, tanto nobiliarias como eclesiásticas. Son 
numerosos los ejemplos que encontramos a lo largo de la geografía castellana donde se 
han documentado arrendamientos de bienes concejiles. Algunos de estos ejemplos son 

Municipal. V Congreso de Estudios Medievales, León, 1997, pp. 9-72, p. 10.
10   Y. Guerrero Navarrete y J. M. Sánchez Benito, “Fiscalidad municipal y políticas regias. El caso de Burgos 
y Cuenca” en Fiscalidad de Estado y fiscalidad municipal en los reinos hispánicos medievales, Madrid, 2006, 
pp. 91-112, p. 93.
11   M. A. Ladero Quesada, La Hacienda Real de Castilla. 1369-1504, Madrid, 2010, pp. 58-60.
12   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 223.
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Ávila13, Escalona14, Zamora15, Coruña16, Cuenca17, o Ciudad Real18. Normalmente el proceso 
comenzaba con el pregón en la plaza en el que se fijaba un precio de salida. A partir de 
ese momento, los vecinos se acercaban a los oficiales del consejo designados para ello 
y realizaban sus pujas. Dependiendo de la importancia de la renta, se podía rematar ese 
mismo día al caer la tarde, o se dejaban algunos días más para que se presentasen nuevas 
pujas. Cada nueva oferta suponía el pregón del portero con las condiciones y precios. Con 
el remate de la renta, se daba un plazo, no muy extenso, para que el arrendador presentara 
fiadores.

3.1.1. Dehesas

Dentro de los bienes de propios, las dehesas tuvieron un papel primordial. En primer 
lugar, algunas de las más importantes, tales como la de Guadalupe o la de los Caballeros, 
ofrecieron al concejo suculentos ingresos por su arrendamiento. La importancia que 
adquirieron las dehesas en la vida de la villa también se relaciona con la fuerte vinculación 
de sus habitantes con actividades agropecuarias. En este sentido, encontramos que 
algunas de las principales familias de la zona dedicaron parte de sus actividades al sector 
ganadero19. 

13   La documentación de 1496-1497 deja ver la gestión que el concejo abulense realizó de sus bienes y 
recaudación de sus rentas, generalmente mediante arrendamientos. J. I. Moreno Núñez, Ávila y su tierra en la 
Baja Edad Media (siglos XIII-XV), Ávila, 1992, pp. 179-192.
14   A. Malalana, en su estudio sobre el concejo de Escalona, señala que “a finales de cada año se sacaba a 
subasta pública el precio de los arrendamientos para el siguiente ejercicio económico”. (A. Malalana Ureña, 
La villa de Escalona y su tierra a fines de la Edad Media, Toledo, 2002, p. 261). Según este autor, las más 
codiciadas, como ocurrirá en el caso de Talavera, eran las relacionadas con la ganadería, lo que marca el 
fuerte carácter agropecuario de estas villas.
15   M. F. Ladero Quesada pone de relieve otro aspecto importante en la gestión de los bienes del concejo. 
Nos indica la necesidad de conocer quién se encargaba de la organización y supervisión del arrendamiento 
y remate. Por ello, nos habla de la figura del “Hacedor de rentas”, quien colaboraba junto al mayordomo del 
concejo en la elaboración de las rentas de ese año. A la hora de adoptar algunas decisiones necesitaban la 
autorización de los miembros del regimiento. Esta es una figura muy interesante que, por desgracia, no se 
da en el concejo talaverano. Otro aspecto que nos señala este autor es el cambio en la forma de percepción 
de las rentas que se da a lo largo del siglo XV. Si bien a principios del Cuatrocientos lo habitual era el 
arrendamiento, a finales de esta centuria, se incluye una nueve modalidad: se fijaba la cuantía de una renta 
y se ofrecía unos promedios. La renta era rematada por el que ofrecía un promedio menor. (M. F. Ladero 
Quesada, La ciudad de Zamora en la época de los Reyes Católicos. Economía y gobierno, Zamora, Instituto 
de Estudios Zamoranos, 1991,  pp. 201-203). 
16   D. Barral, en su estudio sobre el concejo coruñés, realiza una breve referencia a la gestión realizada por 
el regimiento de los bienes de propios, señalando el sistema de arrendamiento como el más utilizado para su 
explotación. (D. Barral Rivadulla, La Coruña en los siglos XIII al XV. Historia y configuración urbana de una 
villa de realengo en la Galicia Medieval, A Coruña, Fundación Pedro Barrié de la Maza, 1997, p. 47).
17   Según Y. Guerrero Navarrete y J. M. Sánchez Benito, el regimiento conquense se encargaba de la 
gestión en tres fases. En la primera de ellas “hacía las rentas”, en los aspectos de arrendamiento y cobranza. 
Un segundo aspecto sería su administración, para lo que se valía de la figura del mayordomo. Finalmente, 
decidiría sobre el gasto, y controlaría  las cuentas del encargado. (Y. Guerrero Navarrete y J. M. Sánchez 
Benito, Cuenca en la Baja Edad Media: un sistema de poder, Cuenca, 1994, p. 206).
18   La parquedad de los datos conservados en el caso de Ciudad Real hace que únicamente se pueda hablar 
del arriendo de algunas rentas, tales como la carnicería, la correduría, o del peso y la romana. (L. R. Villegas 
Díaz, Ciudad Real en la Edad Media. La ciudad y sus hombres (1255-1500), Ciudad Real, 1981, p. 169).
19   Un ejemplo lo encontramos en Álvaro de Loaisa, regidor de la villa. En el pleito en el que litiga el concejo 
de Talavera con Fernando Sánchez de Tovar y su esposa doña María de Torres por la dehesa del Castillejo, se 
da noticia de que en varios años (1460, 1461, 1464, 1469) los criados de dicho regidor, con el beneplácito del 
concejo, mandaban sus vacas a pacer a dicha dehesa. Archivo de la Real Chancillería de Valladolid, Pleitos 
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La dehesa de Guadalupe, al suroeste del término, fue la que mayores ingresos ofrecía 
a las arcas municipales. En su estudio, la profesora M. J. Suárez hace una somera referencia 
al arrendamiento de los pastos y agostadero de dicho terreno20. Las actas municipales nos 
reflejan el arrendamiento de esta dehesa en varias ocasiones. El 15 de mayo de 1450 se 
arrendó a fray Diego  por cuatro años, pagando cada año 4.000 mrs21. Probablemente, fray 
Diego perteneciera al monasterio de Santa María de Guadalupe, puesto que las relaciones 
entre la villa y los eclesiásticos fueron constantes y se concentraron especialmente en 
licencias a los monjes y vecinos de dicha villa para aprovechar los recursos naturales del 
término del concejo talaverano. Además, la proximidad de la dehesa de Guadalupe con el 
monasterio y población del mismo nombre hace plausible esta hipótesis, puesto que otros 
monasterios más cercanos a la misma se encuentran dentro del propio alfoz de Talavera, 
y no tendrían necesidad de arrendar pastos pudiendo utilizar los terrenos comunales o las 
dehesas boyales de Alía, Castilblanco o Valdecaballeros, localidades cercanas a la dehesa. 

Cinco años más tarde, el 23 de abril de 1455, la arrendaba Fernán García Caballero, 
procurador del concejo, por 6.000 mrs22. Poco más sabemos de las actividades ganaderas 
del procurador, o si el arriendo lo hizo para aprovechamiento de la dehesa para sus ganados 
o para las reses de alguna otra persona. La siguiente referencia que encontramos es el 3 de 
diciembre de 1456, cuando el concejo manda a Miguel Pérez y Juan Martínez Aceituno que 
den a Pedro González, en nombre del concejo, los maravedíes a los que están obligados 
por el invernadero  y agostadero de la dehesa de Guadalupe23. El 7 de octubre de 1457, 
sabemos que “puso la dehesa de Guadalupe e yerva del ynvernadero della en 18.000 
mrs.”24. Creemos que dicha puja la realizaron Miguel Pérez de Colmenar de la Sierra y 
Pedro Gómez, puesto que recibieron una semana más tarde carta de obligación para pagar 
al concejo 18.000 mrs. por el arriendo del invernadero de la dehesa de Guadalupe. La 
cuantía se debía pagar la mitad por Navidad y la otra mitad a fin de marzo25. La última 
referencia que tenemos sobre esta dehesa es el mandamiento por parte del concejo para 
que se librasen 2.200 mrs. a Symuel Truchas, arrendador de las hierbas de la dehesa de 
Guadalupe26.

En cuanto a la dehesa de los Caballeros, sabemos que en 1453 se arrendó a y 
Martín Yuçaf por 3.500 mrs.27 En noviembre de 1458, la documentación refleja el debate 
que mantuvieron los miembros del regimiento por el arriendo de dicho pastizal a Alonso 
Asentino y Pero López de Traserranos, que ofrecían 6.000 mrs., o si se quedaban con los 
4.000 mrs. y las condiciones que anteriormente se dieron a unos frailes cuya identidad 
la documentación no especifica, que ofrecían Álvaro de Loaisa y Fernando de Talavera, 
regidores. Finalmente, se llegó al acuerdo de arrendar la dehesa a Álvaro de Loaisa y 
Fernando de Talavera por 5.500 mrs., con la condición de que dieran “cuenta y razón de 

Civiles. Alonso Rodríguez (F), Caja 757.1. 
20   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 225.
21   Archivo Municipal de Talavera (AMT), Libros de Actas (LLAA), 1450-1459, fol. 18v. 
22   Este día “mandaron arrendar el agostadero de la dehesa de Guadalupe a condición que quien la arrendare 
de luego 5.000 mrs. al corregidor para la mula que se murió y con las condiciones antiguas y que se remate 
ante ellos. Luego dio por ella Fernán García Caballero 6000 mrs. con las dichas condiciones.” AMT, LLAA, 
1450-1459, fol. 146 r.
23   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 205v.
24   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 216r.
25   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 217r.
26   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 272r.
27   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 100r. 
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las bestias que se echaren en ella”28. En este último caso, primaron los intereses de los 
regidores frente a los beneficios que se podían obtener por el arriendo. Dicho caso no nos 
debe extrañar, puesto que con frecuencia el regimiento supeditaba sus decisiones a los 
intereses de los regidores y otros miembros de las familias más importantes del concejo.

Las referencias que tenemos sobre el arriendo de otras dehesas son menores. Fernando 
García Caballero, procurador del concejo, arrendó en 1450 las hierbas del Pedroso por dos 
años, pagando 6.000 mrs. en cada año29. En agosto de 1456, Pedro González de Zalamea 
arrendó por 2.000 mrs. un alijar del que pocos más datos ofrece la documentación30. En 
estos dos casos, lo más probable es que se tratara de una situación excepcional. Sobre 
las hierbas del Pedroso no contamos con otras referencias acerca de su arriendo, ni en la 
documentación de mediados del Cuatrocientos ni en los Libros de Actas de principios del 
siglo XVI. Por su parte, y a pesar de que las tierras alijariergas se incluyeron generalmente 
dentro de los comunales, llegado un determinado momento el concejo comenzó a gestionar 
algunos de ellos como si se tratasen de bienes de propios31. Finalmente, sabemos que 
la dehesa de Vamuelos se arrendó en 1458 a unos frailes, aunque la documentación no 
especifica a cuáles, por 4.000 mrs32.

3.1.2. Propiedades inmuebles urbanas pertenecientes al concejo

El concejo de Talavera también poseía en la villa y en algunos lugares del término 
ciertas propiedades inmobiliarias urbanas, como tiendas y casas que, al igual que en el caso 
de las dehesas, se solían arrendar. Los Libros de Actas de 1450-1459 contienen numerosas 
referencias sobre arrendamientos de tiendas del concejo, por lo que centraremos esta parte 
de nuestro estudio en esta gestión. 

Las referencias de las tiendas que se arrendaban al concejo, aunque son numerosas, 
no  nos ofrecen datos sustanciales reduciéndose en la mayoría de los casos a los nombres 
de los arrendadores. El primer dato sobre este asunto lo encontramos el 15 de mayo de 
1450. Es una noticia indirecta, puesto que fue un mandato a Juan Fernández, fiel del 
concejo, para que diera a Sancho Fernández 150 mrs. que debió tener de la renta de la 
tienda de Ruy García, “que es agora de Juan de Talavera”33. Este Juan de Talavera debió 
ser una persona influyente en el concejo, puesto que lo encontramos en la documentación 
en algunas otras ocasiones. Otros arrendadores con peso en el regimiento fueron Alonso 
Méndez, bachiller34, y Lope González, regidor. Este último quedó libre del arrendamiento de 
la tienda de la harina, tras el pago de 800 mrs., en diciembre de 145035. El mismo regidor 
tomaba en censo por 50 mrs., en abril de 1457, una tienda del concejo colindante con la de 
Diego Vargas36.  En 1450, algunos hortelanos arrendaron la tienda de la harina37, aunque 
no sabemos sus nombres ni la cuantía ni duración del arriendo. Alonso Fernández Castillejo 

28   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 256v.
29   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 19r.
30   AMT, LLAA, 1450-1459 fol. 95r.
31   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 225.
32   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 253r.
33   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 19r.
34   En 1452 le dieron como libre del tiempo que arrendó la tienda de la harina (AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 
81v.).
35   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 40v.
36   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 225r.
37   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 28r.
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tomó en censo en 1455 una tienda que tenía previamente Francisco Fernández38. Los judíos 
también fueron arrendatarios de tiendas del concejo. En junio de 1450, Noel Subel arrendó 
una tienda por 60 maravedíes que debía pagar por San Juan39. Otro judío, Yuçaf, arrendó 
una tienda en abril de 1457 por 150 maravedíes anuales40. Como vemos, los datos que nos 
aportan los Acuerdos Capitulares del concejo son muy parcos. 

Otro aspecto a destacar que se refleja en la documentación son los traspasos. A 
lo largo de esta década, el regimiento otorgó cuatro licencias permitiendo el traspaso de 
tiendas entre particulares. La primera de ellas fue la concedida a Isaac Aben Rangel en 
1450, para traspasar la tienda que tenía a su hija y su yerno como dote de ella41. Al año 
siguiente se volvió a otorgar una licencia de traspaso esta vez entre Martín González y 
Pedro de Cuéllar que traspasaron la tienda que tenían del concejo a Ximón y su mujer42. Las 
dos últimas licencias las encontramos en 1458. En junio Mahomad Rondi obtuvo permiso 
para traspasar la tienda a su hijo Yuçaf43. Finalmente, en octubre, Álvaro de Loaisa, regidor, 
traspasó la mitad de la tienda que tenía arrendada a Lope González44.

Estos traspasos pueden ser indicativos de alianzas comerciales entre dos o más 
personas. A priori, la más interesante sería la de Álvaro de Loaisa y Lope González. Ambos 
regidores mantuvieron una relación no solo comercial, sino también política. La alianza 
entre ambos regidores y familias quedó patente en la votación para la elección de un nuevo 
regidor, tras la muerte del bachiller y regidor Juan Rodríguez. Lope González votó como 
primera opción entre la terna de candidatos a García Jufre de Loaisa, familiar del regidor 
Álvaro de Loaisa. En esta votación, García Jufre de Loaisa también recibió el apoyo, aparte 
de Lope González y Álvaro de Loaisa, de Fernando de Barrionuevo. Como segunda opción 
lo votaron el corregidor Lope Carrillo, Alonso Méndez, bachiller, Pedro de Cerezuela, Juan 
Arévalo y Fernando García Caballero, procurador. En esta ocasión pesó más la influencia 
del regidor Francisco Ortiz, pues su sobrino, Juan de Ponte, obtuvo los votos, como primera 
opción, de los miembros de todo el regimiento, salvo de los tres que votaron a García Jufre 
de Loaisa45. De esta manera se entremezclan los intereses políticos y económicos de los 
miembros del cabildo.  

 El traspaso que realizan Martín González y Pedro de Cuéllar a Ximón y su mujer, 
también sería un caso interesante, pero la documentación no muestra otro tipo de relación 
entre ellos. Este Ximón será el que arriende, como veremos a continuación, la pescadería 
en 1459. El resto de traspasos se realizó entre familiares, por lo que no es tan relevante a 
corto plazo, siendo necesario su análisis en un arco temporal más amplio, puesto que estos 
traspasos podían responder a algo más que estrategias familiares, y darnos indicios para 
ver la trayectoria seguida por estas familias para proyectar su posición socio-económica, y 
consolidarse en ciertos oficios en la villa. 

A pesar de la fragmentación de los datos, es necesario señalar la importancia que 
tuvieron estos inmuebles para el concejo. No se trata tanto de los ingresos que generaron, 
que no debían ser muy elevados, sino más bien porque se utilizaron como medio de 

38   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 148v. Dos años más tarde, en abril de 1457, Alonso Fernández Castillejo 
recibió una licencia para vender en la tienda de Toribio Censo (AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 224v.).
39   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 22r.
40   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 224v.
41   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 28v.
42   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 43r.
43   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 247r.
44   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 255v. 
45   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 53r. y 53v.
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favorecer a algunas personas influyentes en la villa. Se arrendaron tiendas a miembros 
del regimiento, como el bachiller Alonso Méndez, o afines a él, como Juan de Talavera, 
seguramente hermano del regidor Fernando de Talavera. Probablemente ellos no se 
encargaron personalmente de la venta de la mercancía en dichos inmuebles, sino que se 
las encargarían bien a sus criados, bien a personas asalariadas, para que mercadearan con 
sus productos. 

La documentación nos deja un interrogante sobre la gestión realizada por los 
arrendadores de estas tiendas. Para completar este estudio, sería necesaria la utilización 
de protocolos notariales, fuente en la que se recogían, entre otros, los contratos de compra-
venta. Como sucede para la mayoría de concejos castellanos no se ha conservado esta 
fuente, por lo que tendremos que servirnos únicamente de las actas municipales. El 
rastreo de las actividades de estas personas es muy complicado puesto que en su mayoría 
únicamente aparecen en la documentación en el momento del arrendamiento. Diferente 
es el caso de Alonso Méndez, bachiller, al que el concejo concedió múltiples licencias para 
el comercio con vino y cereales. Pero es un caso excepcional, y lo más común es que 
únicamente se citen sus nombres en el momento del arriendo. ¿Qué nos puede indicar este 
hecho? Probablemente que no fueran productores-vendedores sino que tratasen con otras 
personas, quizás alguno de los productores para los que encontramos licencias de saca y 
de entrada de productos. El problema reside, como hemos indicado, en que desconocemos 
por completo estos vínculos ante la carencia de fuentes como los protocolos notariales, o 
archivos personales de mercaderes. 

3.2. Monopolios

Uno de los principales cometidos del concejo medieval era asegurar el abastecimiento 
de productos y el control del mercado. Una de las armas más eficaces empleadas para 
tal fin fue el arriendo del monopolio de la venta de determinados productos tales como 
carnes, pescado o cera. En los Libros de Actas de 1450-1459 se recoge el arriendo de los 
dos primeros productos, siendo la venta de carne la que más atención recibió por parte del 
concejo. 

3.2.1. Carnicería

El concejo de Talavera de la Reina trató de garantizar el abastecimiento urbano de 
carne. Para ello, utilizó el sistema de arrendamiento de la carnicería, método empleado 
en otras muchas ciudades y villas castellanas de la época. Tal es el caso, por ejemplo, 
de Madrid, donde además el concejo se reservó la fiscalización de los precios y calidad 
de la carne, dejando a las compañías de arrendadores privados lo relativo a la gestión 
del abastecimiento46. En Segovia, el concejo arrendaba cada tabla por 600 mrs., con la 
condición de que los carniceros se hicieran cargo del mantenimiento y reparación de las 
mismas47. 

El sistema era el mismo que el seguido en otros arrendamientos: mediante almoneda 
pública. La documentación concejil refleja que el monopolio estuvo en manos durante toda la 
década de 1450 de Rodrigo Alonso, carnicero, quien en ocasiones quedaba con arrendador 
único, y algunos años formó compañía con Juan García. Esto es algo similar a algunos 
otros casos, como Burgos, donde el abastecimiento de este producto fue monopolizado por 
un titular o una compañía48. 

46   T. Puñal Fernández, “El mercado de los alimentos en Madrid en la Edad Media”, en Alimentar la ciudad 
en la Edad Media, Nájera, 2008, pp. 171-212, p. 200.
47   M. Asenjo González, Segovia y su tierra a fines del Medievo, Segovia, 1986, p. 242.
48   Y. Guerrero Navarrete, “La economía de Burgos en la Edad Media”, en Historia de Burgos, Tomo 2, 
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El arriendo de la carnicería era anual, y llevaba implícitas algunas condiciones. En 
los Libros de Actas se ha conservado el contrato de arriendo de 1455, y en él podemos 
observar que se estipulan muchas condiciones: precio de la carne, número de tablas de 
carnero y ternera/vaca que deben estar disponibles, que no se vendan corazones de 
vaca ni riñones de bueyes ni quijadas, que no pueda vender buey hasta San Miguel, o la 
pena, de 24 maravedíes, que se les cobrarán si venden carne con un peso al alza. A ello 
debemos sumar los mandatos que emitía el regimiento referentes al grupo de carniceros, 
sin especificar nombres. Nos referimos a los permisos que frecuentemente otorgaba el 
concejo para llevar a sus ganados a las dehesas y olivares49,  las ordenanzas que estipulan 
en qué fechas puedan dar ciertas carnes50 y el precio de las mismas51, o a los préstamos 
que se realizaron para este colectivo. Las actas concejiles prestan especial atención a este 
último punto. Sin especificar a qué carnicero, el corregidor, a título personal, les presta 40 
dineros, de los que no tenemos noticia que fueran devueltos. El segundo préstamo que 
hizo el concejo nos acarrea ciertos problemas. El 16 de marzo de 1453, Juan García y 
Rodrigo Alonso, carniceros, piden al regimiento que les conceda un préstamo de 10.000 
maravedíes52. Unos días más tarde, el 27 de marzo, junto al arriendo de la carnicería para 
ese año, ambos se comprometen a devolver el dinero en las Carnestolendas siguientes53. 
En 1454, se les prorroga el tiempo para devolver el préstamo54; pero un año después, el 
regimiento exige el reembolso del dinero. En enero de ese año, el regimiento decide que 
los 10.000 maravedíes se descontarán de los 12.000 maravedíes que el concejo debe a 
Yuda Fartalon55. Suponemos que el judío tuvo que protestar, aunque no tengamos dicha 
reclamación, puesto que en marzo Rodrigo Alonso se compromete por sí y por sus bienes a 
reembolsar el montante total del préstamo56. Dicho pago se efectuó el 7 de mayo de 1455, 
recibiendo Antón Gaitán, fiel, los 10.000 maravedíes del préstamo57. Entre 1455 y principios 
de 1456, en una fecha desconocida, puesto que la documentación no la precisa, se debió 
conceder un tercer adelanto, ya que en enero de 1456, el regimiento ordena al fiel que 
demande a Rodrigo Alonso 2.000 maravedíes que le prestaron58. El carnicero devolvió el 
dinero el 10 de marzo de ese mismo año59. 

Burgos, 1999,  p. 452.
49   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 5r., 33v., 100v. y 141r.
50   El 3 de julio de 1450, el regimiento manda que los carniceros den ternera el  sábado y no antes (AMT, 
LLAA, 1450-1459, fol. 24v.); el 29 de abril de 1451 se decidió que el primer domingo dieran vaca, toros el 
segundo, y ternera el tercero (AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 56v.). Unos días después, el 14 de mayo, se 
permitía a los carniceros que matasen vacas, pero que no matasen bueyes hasta las aradas de San Miguel 
(AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 58r.).
51   En el caso de Oviedo, está documentado en los Libros de Acuerdos de 1498 que los carniceros debían 
solicitar licencia al regimiento para vender el producto a ciertos precios (M. Álvarez Fernández, La ciudad de 
Oviedo  y su alfoz a través de las actas concejiles de 1494, Oviedo, 2008, p. 52).
52   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 87r.
53   En la carta de arrendamiento de la carnicería, se establece que se devuelva el préstamo en las siguientes 
carnestolendas, es decir, que se restituiría el dinero ya en 1454. Este acuerdo está atestiguado por Gonzalo 
García, hijo de Sancho García, Diego Toledano, Facundo Rosillo y Juan Martínez, escribano. (AMT, LLAA, 
1450-1459, fol. 93r.).
54   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 120r.
55   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 137v.
56   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 143v.
57   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 146r.
58   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 174r. 
59   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 175v.
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A raíz de la lectura de estos datos, nos preguntamos por la finalidad de dichos préstamos. 
La documentación no nos da pistas sobre este aspecto, sino que simplemente se dedica a 
indicar que la finalidad del préstamo era para la carnicería. Debemos tener en cuenta que 
son cantidades importantes y muy seguidas en el tiempo. ¿Acaso necesitaban el dinero 
para la compra previa del ganado que luego abastecería las tablas de la carnicería? Cabe 
esta posibilidad. Debemos tener en cuenta que no todos los carniceros serían propietarios 
del ganado que se sacrificaba para abastecer las tablas. Ante la carencia de protocolos 
notariales, donde se recogieran los contratos de compra-venta que nos ayudasen a dilucidar 
este asunto, únicamente podemos aventurar hipótesis, a la espera de encontrar algún tipo 
de documentación que nos ayude a verificar o refutar esta idea. Otra hipótesis, aunque 
menos factible, es que emplearan el dinero para la reparación de la habitación donde 
vendieran la carne. En este caso, serían los carniceros los propietarios de los inmuebles. 
Pero la cantidad de 10.000 maravedíes nos resulta excesiva para el arreglo de la tienda; y, 
además, quedaría algún tipo de reflejo en forma de mandato del regimiento a los alarifes 
para que comprobasen el estado de las obras.  

Fue un hecho frecuente en la Castilla del Cuatrocientos que los judíos contasen con 
carnicerías separadas. En el caso de Talavera, las referencias a las carnicerías hebreas son 
muy escasas, y no nos permiten conocer quiénes ejercieron el oficio. Únicamente contamos 
con dos registros de ganados en 145360 y 145961, y la licencia que les dieron en 1451 para 
llevar sus animales a unas eras del término62. Es obvio que el vacío documental al respecto 
responde, por un lado, a la marginación a la que estaba sometida este grupo, respuesta 
del creciente sentimiento anti-semita que crecía con fuerza en las ciudades castellanas 
bajomedievales. En segundo lugar, y relacionado con lo anterior, sabemos que los judíos 
talaveranos estaban aislados de los cristianos en algunas cuestiones como la panadería, 
carnicería o su jurisdicción propia mediante un juez judío en la aljama63. Es posible que las 
disposiciones acerca de su carnicería las adoptasen en la aljama, sin intervenir el regimiento 
nada más que para algunas cuestiones puntuales, como en los casos anteriores. 

La documentación nos permite conocer la identidad de siete carniceros cristianos. 
Sobre tres de ellos únicamente tenemos una referencia en la documentación. Estas tres 
personas son Diego González, Andrés González y Guillermo. El primero de ellos era el 
encargado de abastecer a Alía, dato que conocemos por la licencia que le concedieron 
en 1458 para sacar corambre de la villa64. En el caso de Andrés González, de Villacastín, 
contamos con el mandato que el concejo le dio en 1459 sobre el precio de la carne65. 
Finalmente, tenemos la referencia de un tal Guillermo, que en 1454 recibió ciertas eras para 
su ganado66. 

La documentación también se refiere al “sevillano”. Puede que sea el apodo de alguno 
de estos carniceros. Por el momento, lo trataremos como un carnicero independiente. 
Estuvo especializado, más que en la venta de carne, en la provisión de la misma a los 
vendedores, puesto que lo encontramos registrando grandes cantidades de ganado para la 
carnicería, y tampoco se encuentra en los contratos de arriendo que se conservan. 

Los contratos los realizaron los ya mencionados Rodrigo Alonso y Juan García. El 
monopolio que tuvieron durante esta época se tradujo también en algunos otros beneficios, 

60   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 100v.
61   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 269v.
62   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 73r.
63   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 119.
64   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 245v.
65   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 274v.
66   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 133r.
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como exenciones de pechos, y algunas licencias relacionadas con el pasto de los animales 
hasta el momento de conducirlos al matadero67, y lugares de paso hasta el mismo68, y 
permisos para pesarlos69.

El arriendo de la carnicería en esta década se produjo de tres maneras: el arriendo 
en solitario de Rodrigo Alonso, remate del dicho Rodrigo y posterior cesión de la mitad a 
Juan García, y arriendo conjunto de ambos desde la licitación. En marzo de 1450, Rodrigo 
Alonso remató la carnicería70, cediendo la mitad de la misma dos meses más tarde a Juan 
García y Juan López, cuñados, a cambio de la mitad de la “carnicería de los moros”, y 
de la mitad de la alcabala del pan71. Es necesario señalar aquí dos reflexiones. Esta es 
la única noticia que tenemos acerca de la “carnicería de los moros”. ¿Significa pues que 
eran musulmanes o moriscos? No lo sabemos. En la documentación únicamente se señala 
que hicieron este trueque, pero en ningún momento se tacha a estas dos personas como 
“moros” o “moriscos”. Por otra parte, es extraño que un cristiano arriende la carnicería de 
los moros, especialmente si tenemos en cuenta algunas premisas de esta religión, en la 
que únicamente musulmanes pueden sacrificar los animales que se vendían para consumo. 
Cabe la posibilidad que Juan García y Juan López arrendaran el monopolio y lo dejaran en 
manos de asalariados musulmanes. La segunda cuestión sobre la que debemos llamar la 
atención es el hecho de que Juan López únicamente aparezca vinculado a la carnicería en 
esta transacción. Son tres las posibilidades: en primer lugar, que abandonase, tras un año 
de arrendamiento, su carrera en el negocio, por diversas razones, desde que comenzase a 
dedicarse a otra cosa hasta que tuviera algún tipo de enfrentamiento con sus socios. También 
debemos tener en cuenta que pudo actuar como intermediario entre Rodrigo Alonso y Juan 
García, tratando de introducir al segundo en el círculo del primero. Finalmente, también 
puede ser que respondiera a una estrategia familiar: en principio ambos cuñados entrarían 
en el negocio, siendo Juan García quien adquirió peso y poder en el mismo. 

A lo largo de toda la década encontramos arrendamientos conjuntos y traspasos de la 
mitad de la renta entre Rodrigo Alonso y Juan García. En 1453 arrendaron “a voz de uno” la 
carnicería y los 10.000 maravedíes prestados por el concejo. En esta ocasión, la asociación 
entre ambos carniceros se pudo deber al interés común por percibir el dinero del anticipo. 
Como ya indicamos más arriba, desconocemos en qué emplearon el dinero y, por lo tanto, 
si lo repartieron entre ambos o lo utilizaron de forma conjunta. El segundo año que se 
asociaron para hacerse con el monopolio fue 145872. Un año antes, en 1457 Rodrigo Alonso 
remató en solitario, aunque más tarde le traspasó la mitad de la renta73. En el contrato 
que se conserva de 1455 únicamente se menciona a Rodrigo Alonso como arrendador74. 
En la documentación no hemos encontrado indicios de que se produjera cualquier tipo de 
traspaso.

Las carreras que siguieron ambos carniceros fueron diferentes. Mientras que las 
referencias sobre Rodrigo Alonso giran en torno a registro de ganados para la carnicería75, 
Juan García se relacionó con cuestiones más políticas, situándose en la órbita del 

67   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 33 v., 161r. y 222v.
68   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 166r., 174r. y 251v.
69   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 167v.
70   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 10v.
71   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 19v. y 21v.
72   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 231v.
73   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 222v.
74   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 143r.-143v.
75   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 33v., 73r., 196v., 215r., 217r., 223v., y 256v.
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regimiento. Lo encontramos como testigo en ciertos asuntos vinculados al regimiento76. 
También recibió ciertos beneficios fiscales, como en el pedido de 1453, pues el concejo 
ordena al fiel que devuelva los maravedíes que le echaron a él, al tornero y a Juan del 
Losar77. En 1454 le dieron un albalá por su pecha de 50 maravedíes78. Finalmente, fue 
comisionado junto a Rodrigo Alonso y Juan Ferrández Moreno, para que fuera a ver si era 
correcto el amojonamiento del soto de Palomarejos. 

A fines de esta década encontramos las primeras apariciones de Diego, hijo de Rodrigo 
Alonso. No nos debe extrañar que el carnicero tratara de introducir a su hijo en el negocio. 
En esta época lo habitual era que los hijos, especialmente los primogénitos, aprendieran el 
oficio del padre y lo sustituyeran cuando este se retirara. Las referencias que tenemos sobre 
Diego, hijo de Rodrigo Alonso, son de finales de esta década, y normalmente relacionadas 
con el registro de ganados. Nos encontramos, pues, ante el inicio de su carrera profesional, 
ocupándose de asuntos menores, conociendo el negocio, para posteriormente, si todo 
seguía su curso normal, hacerse cargo del mismo. 

3.2.2. Pescadería

El consumo de pescado en la villa de Talavera de la Reina lo tenemos documentado 
por el arriendo de la pescadería a finales de la década de 1450. Se trataba de garantizar, al 
igual que ocurría en el caso de la carne, el abastecimiento de pescado en la villa. En este 
punto debemos diferenciar entre el pescado de río que, dada la cercanía de los ríos Tajo y 
Alberche fue el más común, pero también el pescado salado y remojado, procedentes de 
los puertos castellanos. Como señala la profesora M. Asenjo en su estudio sobre Segovia, 
lo más probable es que el pescado de río se comercializase directamente entre el pescador 
y el consumidor, y que el salado y remojado fuera el comercializado de forma permanente 
y objeto de un control más exhaustivo por parte de las autoridades79. 

En el caso de la pescadería, los datos de los que disponemos hacen especial referencia 
al precio del pescado, subiéndolo o bajándolo dependiendo de la época y la demanda. No 
nos debe extrañar la preocupación del concejo por asegurar el abastecimiento de pescado 
en la villa. En otros concejos en los que, a priori, el abastecimiento estaba garantizado, 
como es el caso de Castro Urdiales, en la costa cantábrica, el concejo también adoptó 
medidas para asegurar el mercado del pescado, especialmente en la vigilancia de la venta 
al por mayor de este producto80.

Al igual que la carnicería, el monopolio de la venta de pescado se arrendaba en 
almoneda pública. El concejo también se encargaba de fijar unas condiciones en el momento 
del remate. Éstas no distaban mucho de las enumeradas en el caso anterior: precio del 
pescado, productos y cantidades disponibles para vender. Antes del arriendo que se hizo en 
1459 a una compañía compuesta por cinco personas, las referencias que se recogen sobre 
el pescado se restringen a la fijación del precio del mismo, y al mandamiento para que se 
dieran cantidades variables de sardinas y pescadas (pescado seco y salado) en limosna a 
beatas y algunas congregaciones religiosas de la villa. 

76   En 1456 estuvo presente en la pesquisa que se estaba haciendo sobre las 25 monedas (AMT, LLAA, 
1450-1459, fol. 171v.).  Ejerció también como testigo cuando Yuda Fartalon entregó unas cartas del rey don 
Juan en 1454 (AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 135v.). Junto a este judío, entregó también en 1456 unas cartas al 
regimiento (AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 206v.).
77   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 90v.
78   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 130 r.
79   M. Asenjo González, Segovia y su tierra..., p. 245.
80   J. Añíbalo Rodríguez, “Producción, abastecimiento y consumo de las villas medievales de la costa 
cantábrica: el caso de Castro Urdiales”, en  Alimentar la ciudad en la Edad Media, Nájera, 2008, pp. 369-386.
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El arrendamiento del monopolio de la pescadería efectuado en 1459 por una compañía 
formada por Ximón tendero, Pedro Toledano, Isaac Monjajo, Juan López y un tal Najanjo es 
la única referencia que se contiene en las actas concejiles en este sentido81. No conocemos 
las condiciones del contrato ni la duración del mismo. En los Libros de Actas únicamente se 
enumeran estos nombres. Esta misma compañía arrendó el monopolio de la sal para ese 
año82. 

Debemos llamar la atención sobre Juan López. Lo habíamos encontrado con 
anterioridad traspasando la mitad de la “carnicería de los moros” junto a su cuñado Juan 
García a Rodrigo Alonso. De nuevo lo encontramos arrendando un monopolio concejil. Así 
pues, aunque abandonó el sector de la carne, comenzó sus andanzas en el negocio de la 
pescadería. En este caso arrendó el monopolio junto a otras cuatro personas, algunas de 
ellas con nombres hebreos, lo que nos podría dar pistas, si no del origen, si de la vinculación 
de este personaje con los judíos.

Este arriendo “en compañía” es importante puesto que nos muestra indicios de algunas 
cuestiones muy interesantes. La primera de ellas es la capacidad de estas personas para 
actuar en compañías, lo que sería reflejo, a su vez, de su limitación para actuar de manera 
individual. Esto podría significar que la posición socio-económica que ocupaban estas 
personas no debía de ser muy elevada, ya que carecían de recursos que les permitieran 
arrendar la renta individualmente. El arriendo conjunto de la pescadería también es 
indicativo de la estrategia seguida por estas personas: pactaron arrendar la pescadería en 
común antes que pujar en la subasta unos contra otros y elevar el precio de la renta; es 
decir, muestra la solidaridad económica que se dio entre estos individuos. Si, con el paso 
del tiempo, se seguía repitiendo el arriendo conjunto, los lazos que los unían pasarían a ser, 
además de económicos, sociales. 

3.3. Fiscalidad urbana y rentas municipales 

Ya hemos señalado que los concejos medievales se hicieron cargo de una serie de 
rentas con las que trataron de aumentar los ingresos de las arcas municipales. Nosotros 
analizaremos la renta de las meajas, la renta de la oveja del verde, la martiniega, como 
rentas ordinarias; y el repartimiento extraordinario para la construcción del puente. Esta 
elección viene condicionada por la información que se recoge sobre ellas en los Libros 
de Actas, puesto que sobre otros cánones municipales, como la guarda de las viñas o 
la correduría, apenas tenemos referencias. Obviamos la gestión que hizo el concejo de 
algunas rentas reales, como alcabalas y los Servicios de Cortes, puesto que excederían los 
límites de este estudio. 

3.3.1. Renta de las meajas

La renta de las meajas gravaba el tráfico comercial de algunos productos de 
mercaderes foráneos, por lo general paños y telas. El concejo gestionó esta renta mediante 
arrendamiento. En las actas municipales objeto de nuestro estudio, no se contiene una 
cuantiosa información sobre este impuesto. Únicamente sabemos quiénes fueron los 
arrendadores algunos años y, de forma más excepcional, la cuantía por la que la arrendaron. 

81   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 267v.- 268r. 
82   El monopolio de la sal es arrendado por Ximón, Isaac Monjajo, Juan López, Naranjo y Gonzalo González 
Aljahén. AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 267v.
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En 1450, 1451, 1454, 1455 y 1459 el concejo mandó pregonar el arrendamiento de la 
renta a principios del mes de enero83. No conocemos para todos los años quiénes pujaron o 
remataron la renta. El 14 de abril de 1451, el judío Symuel Pache remató la renta en 6.600 
mrs. 84, a pesar de que las condiciones iniciales impuestas por el concejo eran de 6.000 mrs. 
pagados la mitad en julio y la otra mitad en fin de año85. En agosto de ese mismo año, el 
regimiento permite que Fernando de Barrionuevo, corregidor, tome la renta de las meajas 
del Horcajo86. 

En 1455, Yuda Fartalón e Isaac Aben  Rangel ofrecieron 4.000 maravedíes por la 
renta, cantidad inferior a la de otros años porque no se pagaría el impuesto en el mercado 
y feria franca, que harían que disminuyese la cantidad percibida87. Finalmente Isaac Aben 
Rangel remató la renta por 3.000 maravedíes el 31 de enero de ese año88. En 1456, año 
para el que no se conserva el mandamiento del pregón de la renta, el arrendador del canon 
fue don Çag Aben Rangel, familiar de Isaac Aben Rangel, quien remató en 4.000 mrs. el 
impuesto89. 

Vemos pues, la importancia que tuvieron los judíos en el arriendo de esta renta. La 
cuantía por la que se remató fue decreciendo, fruto de la convicción del regimiento de que 
la Corona concedería a la villa un mercado franco, permiso que no llegó en todo el siglo XV 
a pesar de los constantes intentos por obtenerlo. 

3.3.2. Renta de la oveja del verde

La renta de la oveja del verde era el derecho pagado por los ganados mesteños como 
compensación económica a la villa por los pastos que comían al cruzar la tierra de Talavera 
de camino hacia los pastizales o bien a su regreso90. 

Este impuesto era percibido por el concejo en Alcaudete (parroquia dentro del alfoz), 
y en los puentes de los ríos Alberche y Tajo, lugares de paso obligado para los rebaños. 

La información que sobre este canon se contiene en los Libros de Actas de 1450-1459 
es muy parca y fragmentada, por lo que no se puede ofrecer un estudio completo sobre la 
gestión de la misma.  Únicamente contamos con tres referencias al respecto. La primera de 
ellas es el mandamiento que el concejo dio a Fernando García Caballero, procurador, para 
que del montante que percibiera del canon pagase los salarios de los oficiales del concejo91. 
En este caso no se especifica el total de la cuantía del arriendo de la renta por ese año. En 
1457 Samuel Fromista la remató en 20.000 mrs., junto con la condición que quedase abierta 
de diezmo y medio diezmo92. Finalmente, y aunque no se indique la cuantía, las actas 
municipales nos indican que en 1458 Francisco González, notario, arrendó el impuesto y 
traspasó la mitad a Antón Rodríguez, monedero93.

83   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 3v., 42 v., 108 r., 137 r. y 266 v.
84   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 55r.
85   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 52r.
86   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 68v.
87   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 137v.
88   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 139r.
89   AMT, LLAA, 1450-1459, fol.171v.
90   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., pp. 237-238.
91   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 37v.
92   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 216r.
93   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 257 r.
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3.3.3. Martiniega

La martiniega se entendía en Talavera como un impuesto que el concejo cobraba a los 
lugares del término por el mero hecho de habitar y cultivar las tierras del alfoz94. Se trataba 
de un pecho ordinario que marcaba el señorío ejercido por la villa de Talavera y por el 
arzobispo de Toledo. Su cuantía no era muy significativa: no superó en los años estudiados 
los 3.000 mrs. De la cantidad total, 600 mrs. eran para el prelado toledano, 400 mrs. para los 
derechos de cédulas de corregidor y escribanos, y el resto lo percibía la hacienda concejil. 

 Incluimos aquí una tabla con las parroquias y cantidades que se repartieron en los 
años que tenemos documentados en esta década.

94   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 232.
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Como vemos, durante el período estudiado tenemos documentado el cobro de la 
martiniega en 1450, 1451, 1453, 1456 y 145895. La documentación referente a 1452 es 
parcial, y en los Libros de Actas solo se recoge hasta febrero de dicho año. El mismo caso 
ocurre en 1457 y 1459. En cambio, aunque para 1455 tenemos la documentación del año al 
completo, no contamos con el repartimiento de dicho año. A pesar de ello, el repartimiento 
tuvo que realizarse, puesto que en enero de 1456 el concejo manda que se paguen los 
400 mrs. de derechos por cédulas a los escribanos y corregidor, correspondientes a la 
martiniega del año anterior96.

En cuanto a los lugares, los datos nos dejan ver que Alía y su parroquia es la que más 
contribuyó al pecho durante estos años, con casi un tercio de la cuantía total. Los años que 
esta parroquia no pechaba (por depender también del señorío de la Puebla de Alcocer97), la 
renta sufría un considerable descenso, como ocurrió en los años 1451 y 1453.

Esta renta nunca supuso unos ingresos sustanciales, puesto que, aparte de que la 
cuantía total no era muy elevada, la renta quedó petrificada a lo largo del tiempo. Las actas 
capitulares del siglo XVI nos muestran unas cifras similares, manteniéndose la preeminencia 
de Alía sobre el resto de las parroquias.

3.3.4. Repartimiento para la construcción del puente

Uno de los gastos extraordinarios a los que tuvo que hacer frente el concejo de Talavera 
fue la construcción de un puente sobre el río Tajo. El viejo puente de madera que servía 
para comunicar ambas orillas quedó destrozado por el ataque de los vecinos de Toledo a la 
villa en las revueltas que tuvieron lugar a mediados de siglo. Ante este hecho, el regimiento 
decidió construir un puente más resistente, de piedra. A pesar de que la reconstrucción del 
puente sobre el Tajo se convirtió en una prioridad para el concejo (era uno de los puntos de 
entrada y salida de la villa, donde se controlaban las mercancías y cobraban aranceles), su 
duración se perpetuó en el tiempo. Mientras que no se terminó la obra tuvieron que utilizar 
un sistema de barcas, lo que resultaba lento y costoso, o utilizar otras infraestructuras, 
como el puente construido por las monjas del monasterio de San Clemente de Toledo en 
su señorío de Azután o el propio puente de Villafranca del Puente del Arzobispo, lo que 
suponía importantes pérdidas para el concejo.

En la Castilla del siglo XV, fue frecuente que los concejos tuvieran que hacer frente 
a gastos extraordinarios causados por obras públicas, como la reparación de murallas 
y puertas de la misma, empedramiento de las calles o la construcción de algunas otras 
infraestructuras, como fue el caso de la propia Talavera a principios del siglo XVI con la 
construcción de molinos a lo largo del río Tajo. Para hacer frente a este nuevo gasto, el 
concejo tuvo que autorizar varios repartimientos extraordinarios. En ciudades como Sevilla98, 

95   AMT, LLAA, 1450-1459 fols. 33v.-34r., 77 v., 101 r., 202 v., 258 v. 
96   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 169 v.
97   M. J. Suárez Álvarez, La villa de Talavera..., p. 232.
98   A. Collantes de Terán Sánchez, “Los impuestos indirectos, ordinarios y extraordinarios del concejo de 
Sevilla” en Una gran ciudad. Sevilla, Sevilla, 2008, pp. 143-160, p. 151.
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Cuenca99, Astorga100 o Zamora101, tenemos documentando que los concejos hicieron frente 
a estos gastos mediante repartimientos extraordinarios. 

En la documentación que estamos analizando, se recoge el tercer repartimiento, y se 
hace alusión los dos primeros, aunque no se expresa la cuantía ni quiénes se hicieron cargo 
de su gestión. Pero no sólo se restringen las noticias que tenemos sobre la construcción del 
puente a los repartimientos, sino que también contamos con mandamientos para proveer 
de materiales a los obreros, mandamientos sobre los salarios de carreteros y albañiles, o la 
propuesta para arrendar la construcción de los arcos del puente. 

Centrándonos en los repartimientos, sabemos que en 1450 se efectuó el segundo 
repartimiento, puesto que el 20 de noviembre de ese año

 ... mandaron dar su mandamiento para el dicho Ferrand Garcia como receptor del segundo 
repartimiento de la puente para que de los mrs de su alcançe resçiba en cuenta a Pedro 
Sanchez y Pedro Garcia cogedores de la collaçion de Santa Leocadia de estos que se 
siguen...102

En 1451, el regimiento manda efectuar el tercer repartimiento para la construcción 
del puente. Los regidores Fernando de Talavera y Lope González son comisionados 
para acompañar a los canónigos al repartimiento. Previamente, los eclesiásticos pidieron 
ver las cuentas de los dos repartimientos anteriores para cerciorarse de que todo iba 
correctamente103. El tercer repartimiento, efectuado en diciembre de ese año, se destinó a 
la construcción de los pilares del nuevo puente.

Desconocemos las fechas en las que se efectuaron los dos primeros repartimientos, y 
solo contamos con algunos datos aislados resultado del interés prestado por los canónigos 
antes de autorizar el tercer repartimiento. Juan Álvarez y Pedro Sánchez fueron los 
cogedores del primero, y Gonzalo González de Ávila fue el “gastador por menudo”. Unos 
años después, en agosto de 1455 el regimiento les requirió que dieran al concejo 5.920 
mrs. de los 9.226 que fueron alcançados de su reçepta de los de la puente del primero 
repartimiento104.

En cuanto al segundo repartimiento, conocemos el nombre de los cogedores de 
algunas de las collaciones de la villa y de los receptores del mismo. De la parroquia de 
San Miguel se encargaron Juan Martínez “Peraile” y Toribio del Pino105; de la de Santiago 
Fernando García Vallo y Benito Sánchez Ramos106; de San Salvador, Francisco Fernández 

99   Y. Guerrero Navarrete y J. M. Sánchez Benito, Cuenca en la Baja Edad Media: un sistema de poder, 
Cuenca, 1994, p. 232.
100   J. A. Martín Fuentes, “Los libros de acuerdos del concejo de Astorga (siglo XV)”, en La ciudad hispánica 
durante los siglos XIII al XVI, Madrid, 1982, pp. 597-616, p. 605. En el caso del concejo de Astorga, la reparación 
de la muralla era financiada con la alcabalina, y si era necesario, se hacía un repartimiento extraordinario para 
costear las obras.
101   M. F. Ladero Quesada: La ciudad de Zamora en la época de los Reyes Católicos. Economía y gobierno, 
Zamora, 1991, p. 253. En este caso, el autor nos indica que los gastos por obras públicas no supusieron una 
partida muy cuantiosa dentro de los gastos del concejo, pero que se financiaban mediante repartimientos 
extraordinarios.
102   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 37v.
103   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 78r.
104   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 154r.
105   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 20r. y 66r.
106   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 19v. y 78v.
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Retamoso y Juan de Sigüenza107; y de Santa Leocadia, Pedro Sánchez y Pedro García108. 
Los receptores del montante fueron Fernando García Caballero, procurador, y Alonso 
Álvarez, escribano109.

Como hemos señalado, en diciembre de 1451 se “ayuntaron” para hacer el tercer 
repartimiento para la construcción del puente. En esta ocasión se trataba de distribuir 
un total de 150.000 maravedíes, en siete años, para los pilares de la infraestructura. Al 
igual que ocurría en otras ocasiones en las que las rentas debían ser repartidas, por cada 
collación acudieron ciertos representantes, para velar por los intereses de sus convecinos y 
por los suyos propios. Ellos también decidían quiénes serían empadronadores y cogedores, 
y elegían al recaudador; aunque en este caso las fuentes no nos aportan los nombres de 
aquellos que ocuparon estos cargos.

	 Por parte de la villa acudieron García Jufre de Loaisa, Juan de Vega y Fernando 
González. Santa Eugenia estuvo representada por Miguel Martínez del Villar, Gonzalo 
González de Ávila, y Tello González Barbero. Juan González Alfandari, Juan de Castro y 
Pedro Gracía, procurador, asistieron nombre de los vecino de Santa Leocadia. Por Santiago 
fueron Juan Sánchez Casado, Juan Sánchez Andrada y Martín Sánchez Villegas. Los 
tres representantes de San Miguel fueron Alonso Sánchez Amarillo, Juan Guillén y Diego 
Fernández Carpintero. Finalmente, por San Salvador acudieron Alonso Sánchez Jarandilla 
y Sancho González Hortelano110. 

Al finalizar el repartimiento, se decidió que en futuras sesiones se reunieran dos 
regidores (acordaron que fueran Álvaro de Loaisa y Lope González), dos canónigos, dos 
clérigos, dos hidalgos (en este caso fueron dos escuderos, Gonzalo González de Ávila y 
a Juan Guillén) y cuatro pecheros (Tello González Barbero, Juan Fernández Merino, Juan 
Sánchez Casado, y Alonso González Trapero). 

4. Conclusiones

Podemos observar que la gestión que realizó el concejo de Talavera de la Reina de sus 
recursos municipales no distó mucho de la realizada por otras ciudades  y villas castellanas 
bajomedievales. Los bienes de propios, el arriendo de los monopolios y la gestión de las 
rentas municipales fueron los tres principales pilares de la mayoría de los ingresos de las 
arcas concejiles del período. 

A pesar de su condición de villa de señorío, lo cierto es que el arzobispo de Toledo, 
señor de la villa y su tierra, no ejerció una fuerte influencia sobre el regimiento, que pudo 
tomar las decisiones necesarias en el ámbito fiscal. El prelado toledano estuvo más 
interesado en cuestiones como el nombramiento y confirmación de oficiales del concejo, o 
la revisión de las cartas y mensajes que llegaban a la villa por parte de otras instituciones, 
como la Corona u otros señores comarcanos. En lo referente a la gestión fiscal, el arzobispo 
únicamente se preocupó de percibir las rentas que le correspondían por su condición de 
señor de la villa, sin inmiscuirse en el modo de obtención de las mismas. 

La libertad con la que contó el concejo llevó a que algunos miembros del mismo 
cometieran abusos y realizaran una gestión que beneficiaba más a sus intereses personales 
que al “bien común”. Hemos señalado los casos de Álvaro de Loaisa y Fernando de Talavera, 

107   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 21v.
108   AMT, LLAA, 1450-1459, fol. 37v.
109   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 21v. y 78r.
110   AMT, LLAA, 1450-1459, fols. 78v.-79r.
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regidores, en el arriendo de la dehesa de los Caballeros. La documentación también señala 
la preeminencia que tenían estos y sus ganados a la hora de entrar en las eras y alijares 
de la villa con sus ganados. 

El concejo dispuso de una gran cantidad de bienes de propios, especialmente en lo 
que a dehesas, agostaderos e invernaderos se refiere. Esto vino marcado por el extenso 
término, de más de 4.000 km2, con el que contaba el concejo. Sin duda alguna, tanto por 
extensión como por los beneficios que ofrecieron, las más importantes fueron la dehesa 
de Guadalupe y la dehesa de los Caballeros. Dentro de la villa, el regimiento arrendó  las 
tiendas propiedad de la villa a diferentes particulares. A principios del siglo XVI, cuando la 
población de la villa aumente, comenzaron a gestionar los solares de los arrabales mayor y 
viejo. La documentación de principios del Quinientos nos muestra que en muchas ocasiones 
se concedieron estos terrenos como merced, pero que otras tantas fueron arrendados como 
si de inmuebles se tratasen. 

Los monopolios de la carnicería y la pescadería también resultaron una fuente de 
ingresos loable. En el caso del primero, el regimiento mostró un interés especial, no solo 
imponiendo condiciones a la hora del remate, sino también fijando precios a lo largo de 
todo el año, concediendo licencias a los carniceros para que sus rebaños pastasen en las 
eras cercanas a la villa, o permitiéndoles que pasasen por lugares vedados para llevarlos 
al matadero. La figura de Rodrigo Alonso destaca sobre el resto de los carniceros que la 
documentación menciona. Lo encontramos gestionando el monopolio a lo largo de toda la 
década. Junto a él estuvo Juan García, con el que remató la renta en algunas ocasiones, y 
al que traspasó la mitad del monopolio en otras. Rodrigo Alonso comenzó a introducir en el 
negocio a su hijo Diego, al que en este momento encontramos a cargo de tareas menores, 
como el registro de animales. En cuanto a la pescadería, es de destacar la compañía 
formada para el arriendo de 1459. Esto nos demuestra la capacidad de estos hombres para 
unirse para gestionar el monopolio; aunque también es indicativo de la incapacidad que 
tenían para pujar y arrendar por separado. 

En cuanto a las rentas municipales, debemos destacar la particularidad de la “renta 
de la oveja del verde”, entendida como pago a la villa por la hierba que comían los ganados 
mesteños. De igual modo, la martiniega presenta un carácter especial en Talavera: se 
cobraba como un impuesto por habitar y cultivar la tierra del término. Parte del mismo 
ingresaba en las arcas municipales, 600 mrs. iban al arzobispo, y 400 al corregidor y 
escribanos por la emisión de cédulas. Finalmente, el repartimiento para la construcción del 
puente suscitó la constante atención del regimiento. No sabemos cuándo se efectuaron 
los dos primeros repartimientos, pero los datos que tenemos sobre el tercero son más 
completos. Los desvelos del regimiento por esta obra no fueron únicamente por efectuar 
los repartimientos para su construcción, sino que también fijaron el precio de las carretas de 
piedra, los salarios de los obreros, e incluso arrendaron diferentes partes de la construcción 
del mismo. 
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RESUMEN
Debido a la condición de recurso esencial para la propia existencia, el agua ha sido considerada 

históricamente un bien común. Sin embargo, su valor estratégico ha incentivado el aprovechamiento 
privado agrícola, ganadero, militar o industrial. En este contexto, es interesante analizar los 
mecanismos de acceso y control que monarquía, concejos, entes religiosos o determinados 
individuos ejercen sobre el preciado líquido, pues no hacen sino reflejar las relaciones asimétricas 
que se establecen entre los miembros de una comunidad urbana como Vitoria. Cronológicamente, el 
texto recorre los siglos anteriores a 1500 y el inmediatamente posterior, larga época que presencia 
el auge del gobierno municipal y una forma característica de entender la ciudad. Las acciones en 
torno al agua (al menos las que nos han dejado testimonio) suelen tener como protagonistas a las 
elites dominantes, pero no podemos olvidar al conjunto de la población, siquiera porque son actores 
secundarios necesarios para la aceptación y legitimación de los primeros. Ayer como hoy, el agua 
está presente en todos los ámbitos de la vida, pero no todas las personas lo viven de igual modo.

PALABRAS CLAVE: Agua, Poder, Sociedad, Edad Media, Edad Moderna

ABSTRACT
Due to the condition of essential resources for existence, water has been historically regarded 

a common good. However, its strategic value has encouraged the private exploitation of agriculture, 

1   El presente artículo se enmarca en la tesis doctoral en curso “Agua, poder y sociedad en el mundo urbano 
alavés Bajomedieval y Moderno”, codirigida por los profesores Ernesto García Fernández y Mª Rosario Porres 
Marijuán (Universidad del País Vasco-Euskal Herriko Unibertsitatea). La investigación cuenta con la Beca de 
Investigación ARABARRI, Sociedad Anónima de Gestión del Patrimonio Cultural Edificado de Álava. Asimismo, 
se ubica también dentro de nuestra aportación al Grupo de Investigación “Poder, Sociedad y Fiscalidad en 
las Merindades de Allende Ebro y La Rioja durante el reinado de la dinastía Trastámara” (HAR2008- 05841), 
proyecto enlazado con la red Arca Comunis.
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livestock, industry or army. In this context, it is interesting to analyze the mechanisms of access 
and control that monarchy, councils, religious institutions or certain men exert over the prized liquid, 
thus they only reflect the asymmetric connections between the members of an urban community as 
Vitoria. The text chronologically covers the centuries previous to 1600, a long period that witnesses 
the peak of the municipal government and a characteristic way to understand the city. The actions 
around water (at least which had left testimony) usually have as protagonist to the dominant elites, 
but we can not forget to the whole of the population, because they are needy secondary actors for 
the first ones’ acceptation and legitimization.  In the past, like today, water is present in every field of 
life, but not everybody experiences it in the same way. 

KEY WORDS: Water, Power, Society, Middle Ages, Early Modern Age

1. Introducción: punto de partida y enfoque metodológico

Exponía con acierto hace unos años el profesor García de Cortázar que la historia de 
la relación dialéctica entre una población y la explotación del medio natural correspondiente 
–no podemos olvidar que la apropiación y el aprovechamiento del agua entra dentro de esta 
categoría– debe ser interpretada en base a tres variables, a tres protagonistas principales: 
el conjunto de los grupos sociales dominantes con poder de decisión, los habitantes de ese 
espacio, cuyo acceso a los bienes está reglamentado por los anteriores y, finalmente, los 
propios recursos generados e, incluso, los generables en función del desarrollo técnico de 
la sociedad2. 

En los últimos decenios, la visión histórica sobre la gestión del agua se ha visto reforzada 
con la multiplicación de trabajos desde distintos puntos de vista. Historiadores, geógrafos, 
arqueólogos o etnógrafos han realizado sus aportaciones a la materia bajo enfoques técnicos, 
climáticos, productivos, sociales o mixtos, utilizando marcos espaciales preferentemente locales 
o regionales3. Afortunadamente para los que trabajamos en el ámbito de la cornisa cantábrica, 
las privilegiadas regiones peninsulares del Levante y Andalucía han dejado de ser referente 
exclusivo, y son muchas las investigaciones contextualizadas en los reinos castellano y navarro4, 

2   J. A. García de Cortázar, “Medio natural e Historia Medieval: Miranda de Ebro y su entorno (siglos VIII-
XVI)”, en El medio natural en la España Medieval. Actas del I Congreso sobre Ecohistoria e Historia Medieval, 
Cáceres, Universidad de Extremadura, 2001, pp. 105-140.
3   Es difícil ofrecer una relación, porque siempre se corre el riesgo de olvidar aportaciones de gran valor, pero 
al menos queremos mencionar algunos autores cuyos textos nos han servido de guía en época Medieval y 
Moderna, a pesar de las –a veces notables– diferencias geopolíticas: J. F. Jiménez y su excelente monografía 
sobre agua y poder en Lorca; los trabajos de A. Malpica, E. Guinot (Valencia) o C. Trillo (Granada) para al-
Andalus; Mª I. Falcón para Zaragoza; M. Barceló Crespí y L. Tudela en Mallorca; R. Izquierdo en Toledo; 
M. Asenjo (Segovia); J. P. Cruz y Mª J. Parejo en Úbeda y Baeza; G. Lemeunier y T. Picazo para el área de 
Murcia; A. Rucquoi (Valladolid), B. Arízaga en la cornisa cantábrica, J.C. Martín Cea, H. Rafael Oliva, I. Abad, 
J. Peribáñez y un largo etcétera en el núcleo castellano.
4   De consulta obligada son, entre otros, los estudios de Mª I. del Val (coord.), Usos sociales del agua en las 
ciudades hispánicas a fines de la Edad Media, Universidad de Valladolid, 2002; Mª I. del Val, Agua y poder en 
la Castilla bajomedieval, Junta de Castilla y León, Valladolid, 2003; El agua en la Historia, Valladolid, 1998; 
C. Segura (coord.), Agua y aprovechamientos hidráulicos en Castilla en la Edad Media, Al-Mudayna, Madrid, 
2003; D. Alegría, Agua y ciudad. Aprovechamientos hidráulicos urbanos en Navarra (siglos XII-XIV), Gobierno 
de Navarra, 2005; A. Marcos Martín (coord.), Agua y sociedad en la época moderna, Universidad de Valladolid, 
2009. En lo que se refiere al ámbito andalusí, destacamos entre muchos, T. F. Glick, Regadío y sociedad 
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con algunos grupos de investigación sólidamente establecidos que ofrecen interesantes 
novedades con periodicidad. 

En este artículo pretendemos utilizar el agua como centro de interés y vehículo para 
comprender las relaciones de poder que se establecen entre los diferentes agentes de una 
comunidad urbana como Vitoria en torno a 1500. El poder es un concepto poliédrico y se 
extiende como una pátina a todas las acciones cotidianas, oculto a veces en hechos que 
parecen intrascendentes pero que muestran en todo caso la estructura social imperante. 
Poder que es, en primer lugar, jurídico, entendiéndolo como la facultad de dictar normas de 
convivencia y designar a las personas encargadas de controlarla. Poder político, capaz de 
proyectarse materialmente, organizando el espacio y acomodándolo a sus necesidades. 
Poder económico, puesto que se necesitan recursos para mantener el sistema. Y, no menos 
importante, poder carismático que se proyecta en el pensamiento individual y colectivo 
mediante símbolos que escenifican los vínculos establecidos5. 

Las relaciones que se establecen son asimétricas, pero no unidireccionales.  Dado 
que una de las bases del poder está en la legitimación, no hay sujetos sociales vacuos, 
aunque sí más o menos activos. En definitiva, todos juegan su papel en los mecanismos 
de afianzamiento, reproducción o desintegración de las estructuras sociales. Por poner 
un ejemplo evidente, los cabildos municipales bajomedievales intervienen sobre el agua 
porque es un bien estratégico de primer orden para la población, pero también porque 
necesitan ser percibidos como el órgano tutelar del desarrollo ciudadano; contar con una 
bella fuente en la plaza central de la localidad es signo de prestigio para la ciudad y, por 
extensión, para sus gobernantes6. 

El control del poder local sobre el agua es fuerte, sin duda, pero no total. Si algo 
caracteriza la gestión del agua en la Edad Media y Moderna es una división y superposición 
de dominios que derivan en patrimonialización y pluriestratificación de aprovechamientos7. 
Por ello, los protagonistas de nuestro relato son necesariamente más variados; a su 
identificación y a las redes que se tejen entre ellos hemos dedicado nuestro esfuerzo. 
En primer lugar tenemos la acción política municipal, con al menos dos tendencias 

en la Valencia medieval, Valencia, 1988; Ch. Abderrahman y M. López, El enigma del agua en Al-Andalus, 
Lunwerg, Barcelona, 1994; M. Barceló, H. Kirchner y C. Navarro, El agua que no duerme. Fundamentos de 
la arqueología hidráulica andalusí, Sierra Nevada 95, Granada, 1996. De reciente aparición es el intento de 
síntesis de las dos culturas: Mª I. del Val y O. Villanueva (coords.), Musulmanes y Cristianos frente al Agua 
en las Ciudades Medievales, Universidad de Cantabria, Universidad de Castilla-La Mancha, Santander, 2008. 
No podemos dejar de citar referentes generales como A. Guillerme, Le temps de l’eau. La cité, l´eau et les 
techniques, Champ Vallon, Lyon, 1983; H. Menéglier, Histoire de l´eau: du mythe à la pollution, F. Bourin, 
París, 1991; E. Crouzet-Pavan y J. C. Maire-Vigueur (eds.), Water control in Western Europe twelf-sixteenth 
centuries, Eleventh International Economic History Congress, Milán, 1994; P. Squatriti (ed.), Working with 
Water in Medieval Europe: Technology and Resource-Use, Leiden-Boston-Colonia, Brill, 2000; J. P. Leguay, 
L´eau dans la ville au Moyen Âge, Presses Universitaires de Rennes, 2002.
5   Para la definición del poder han sido claves las aportaciones de diversos autores –muchos de ellos 
reelaborando conceptos ya clásicos de Max Weber o Balandier– enmarcados en J.I. de la Iglesia (coord.), 
Los espacios de poder en la España medieval. XII Semana de Estudios medievales, Nájera, 30 julio al 3 de 
agosto, 2001.
6   Sobre la acción de los cabildos bajomedievales en torno al agua, J. C. Martín Cea, “La política municipal 
sobre el agua en los Concejos de la cuenca del Duero”, en Usos sociales del agua en las ciudades hispánicas…, 
pp.43-87. Como señalaba A. Cohen, las relaciones de poder “son objetivadas, desarrolladas, mantenidas, 
expresadas o camufladas por medio de formas simbólicas” (A. Cohen, “Simbolismo político”, en Antropología 
política, Bellaterra, Barcelona, 1985, p. 113).
7   R. Herin, “Agua, espacio y modos de producción en el Mediterráneo”, en Agua y modos de producción, 
Barcelona, Crítica, 1990.
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significativas y, en ocasiones, divergentes: (a) representación de la res publica y (b) reunión 
de intereses propios de una oligarquía que monopoliza los cargos locales8. En segundo 
lugar, no podemos entender la ciudad como un espacio cerrado sino, por el contrario, como 
un sistema de relaciones hacia abajo (aldeas) y hacia arriba (Corona)9. En tercer lugar, la 
imagen de la ciudad es, en buena medida, la imagen de las elites, pero el común de los 
vecinos tiene, como vamos a ver, mecanismos de identificación y solidaridad y, también, 
capacidad de organización y protesta. Antes de comenzar debemos advertir que el análisis 
se va a centrar, por un lado, en dos corrientes de agua “domesticadas” que circundan 
la ciudad desde el siglo XIII, conformando un circuito hidráulico básico para entender el 
desarrollo de la ciudad y, por otro lado, en los esfuerzos por instalar y mejorar el servicio de 
agua potable a la población.

2. De molinos, fosos y cloacas: los protagonistas del desarrollo urbano y sus 
mecanismos de apropiación. 

Cuando el monarca navarro Sancho VII concedió carta foral a la Nova Victoria –antes 
aldea de Gasteiz– en 1181, la población se disponía en lo alto de un cerro y contaba con una 
primera cerca de piedra que defendía tres calles de orientación norte-sur. A mediados del 
siglo XIII, la pujante villa se encontraba ya en la esfera política castellana y había triplicado 
su trama urbana gracias a una primera ampliación por el oeste hacia 1202 que acomodó 
a la ladera tres nuevas calles (Correría, Pintorería y Herrería) y una segunda en los años 
centrales de la centuria que equilibró morfológicamente el plano con tres nuevos viales en 
el lado oriental de la colina (Cuchillería, Pintorería y Judería, más tarde Calle Nueva).

En esta coyuntura emergente debemos contextualizar la creación de un cinturón de 
agua corriente que rodeará la población de Vitoria. Por el oeste se va a aprovechar la 
cercana presencia del arroyo Zapardiel para, trabajándolo, acomodarlo al perímetro exterior 
de la muralla. Por el otro lado, una impresionante traída artificial va a serpentear siguiendo 
las curvas de nivel a través de unos siete kilómetros hasta acariciar también los recios 
muros. Ambos cauces nacen en los “Montes Altos” del sur de Vitoria por separado pero, tras 
rondar el casco urbano, se unen en el extremo norte de la villa para desembocar juntos en 
el caudaloso río Zadorra. El cordón hídrico se va a mantener activo y visible hasta el siglo 
XIX, para después ir siendo paulatinamente embocinado, oculto con bóvedas bajo nuevas 
calles y paseos. Sin embargo, durante cinco siglos fue motor de la industria harinera, fuente 
para la agricultura y ganadería de la ciudad, el mejor sistema de evacuación de residuos, 
referencia defensiva junto con la muralla y un límite físico-mental tanto o más importante 
que la propia cerca. 

8   A este respecto, J. Mª Monsalvo, “Concejos castellano-leoneses y feudalismo (siglos XI-XIII). Reflexiones 
para un estado de la cuestión”, en Stvdia Histórica, Historia Medieval, X (1992), pp. 203-243; J. A. Bonachía, 
J. C. Martín Cea, “Oligarquías y poderes concejiles en la Castilla bajomedieval. Balance y perspectivas”, en 
Revista d´Història Medieval, 9 (1998), pp. 17-39; E. García Fernández, Gobernar la ciudad en la Edad Media: 
Oligarquías y elites urbanas en el País Vasco, Diputación Foral de Álava, Vitoria-Gasteiz, 2004; F. J. Goicolea, 
La oligarquía de Salvatierra en el tránsito de la Edad Media a la Edad Moderna, Universidad de La Rioja, 
Logroño, 2007.
9   Mª R. Porres, “El proceloso mar de la ambición”. Elites y poder municipal en Vitoria durante el Antiguo 
Régimen, Universidad del País Vasco, Vitoria-Gasteiz, 2004.
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Estas infraestructuras hidráulicas no se pueden entender sin el control municipal sobre 
los cursos de agua. En el texto foral no se especifica el ámbito territorial de la villa, pero el 
concejo impulsará una rápida expansión respaldada por el propio capitulado, que promueve 
la apropiación de recursos incluyendo la compra de tierras10. Para el profesor J.R. Díaz de 
Durana, tres son los factores que concurren a este enorme crecimiento territorial: (a) el 
creciente poderío económico de Vitoria y de sus habitantes; (b) el incondicional apoyo de la 
monarquía mediante privilegios y donaciones; (c) la actitud de una hidalguía rural hostil a la 
villa pero consciente de sus limitaciones, que sabrá adaptarse a las nuevas circunstancias11. 

Los límites jurisdiccionales irán ampliándose en base a compras y donaciones. Entre 
1181 y 1258, año en el que conocemos la nueva extensión municipal gracias a una concordia 
entre la Cofradía de Arriaga –reunión y símbolo del poder nobiliar– y las villas de Salvatierra 
y Vitoria –el contrapunto como creciente empuje urbano–, se obtienen por donación real 
las aldeas de Arriaga, Betoño, Ali, Arechavaleta, Gardélegui, Mendiola, Olárizu, Castillo y 
Adurza. Lo cierto es que, ya antes de esa fecha, los vitorianos tenían múltiples propiedades 
en esas poblaciones. Por ello, la concesión real es más bien la declaración oficial de algo 
ya conseguido de facto12. En 1286 aumenta de nuevo el término con la incorporación de 
Lasarte, por donación de Sancho IV. Finalmente en 1332, coincidiendo con la disolución 
de la Cofradía de Arriaga, Vitoria se anexiona 41 aldeas, hasta conformar prácticamente el 
término actual.

Los ritmos y características espaciales del crecimiento no son aleatorios. Hacia el norte, 
la villa sigue el Camino Real hacia Bilbao, acorde con su identidad de embudo mercantil 
entre el mar Cantábrico y la meseta castellana, logrando además acceso al río Zadorra. 
Hacia el sur también progresa siguiendo una lógica, buscando los “montes altos” donde 
se concentran recursos ganaderos y forestales, canteras, tejeras, pozos de nieve... En lo 
que concierne al agua, toma el control de las cabeceras de las dos traídas de agua. Como 
si de un ser vivo se tratara, la villa planifica su futuro buscando materias primas y bienes 
en el ámbito inmediato (una respuesta instintiva inserta en el propio código genético). La 
malla territorial tejida con paciencia durante cientos de años será el soporte para que el 
cabildo lleve a cabo una política de carácter proteccionista –y en lo posible monopolista 
y exclusivista– respecto a los abastecimientos en general, actuaciones no exentas de 
tensiones con el entorno rural por el control de los recursos materiales y fiscales13.

10   “Omnes etiam hereditates patrimonii vestre quas nunc habetis vel et hinc adquirere potueritis aut 
comparavistis liberas habeatis et ingenuas et numquam pectetis pro eis morturan neque aliquos debitum 
sed facite ex eis totam vestram voluntatem…” (AMV, Secc. 8, Leg. 6, N. 1, año 1181. Citado en J. R. Díaz de 
Durana, Vitoria a fines de la Edad Media. 1428-1476, Azterlanak, Diputación Foral de Álava, Vitoria/Gasteiz, 
p. 35).
11   Ibidem, p. 36.
12   Se conservan dos sentencias arbitrales entre los clérigos de Vitoria y los de las aldeas fechadas en 1226 
que son esclarecedoras: “…saliendo la reja de Vitoria puede sembrar los heredamientos que los vecinos 
moradores parrochianos de Vitoria tienen e an en las dichas aldeas…” (M. Portilla, “La Cofradía de Álava y 
sus Cofrades en la última Junta de Arriaga de 1332”, en Historia del Pueblo Vasco, I, Ereina, Donostia-San 
Sebastián, 1978, p. 215.
13   Los abastecimientos urbanos no se pueden entender sin tomar la ciudad como una compleja red de 
relaciones. Son ilustrativas las palabras de Beatriz Leroy en el contexto de Tudela: “El agua de las montañas 
y de los ríos lejanos son esenciales en los arrabales de Tudela, en el foso, para las tareas cotidianas, en la 
mesa y para sus ingresos. Una villa se desarrolla en el corazón de una red, a veces de gran extensión, de 
localidades secundarias y de cursos de agua naturales o de construcción humana que gravitan en su entorno” 
(B. Leroy, “Una riqueza frágil. El agua en la ciudad a fines de la Edad Media. El ejemplo de Tudela”, en Usos 
sociales del agua en las ciudades hispánicas…, p. 307).
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El concejo medieval es parte activa en las políticas del agua pero no es, desde luego, 
el único protagonista. La canalización artificial que recorre la ciudad por el lado oriental es 
conocida como “el agua de Don Romero”, debido a que su construcción es realizada (al 
menos sufragada) por Romero Martínez de Vitoria en 1281, un personaje sin duda relevante 
cuya biografía nos es desconocida casi por completo. Tan sólo disponemos de dos vagas 
referencias: el autor Carlos Martín lo define como “un rico mercader de la ciudad”14 sin 
especificar fuente alguna y, en el propio documento que hemos manejado, el rey Alfonso X 
se refiere a él como “nuestro omme”15, lo que podría indicar un cargo en el gobierno local 
(civil o militar) sancionado por el monarca.

En realidad, la idea e iniciativa del proyecto parece partir del rey16, con la más que 
probable aquiescencia del gobierno municipal, y la razón aducida en el documento de merced 
es “por que la dicha villa de Bitoria valiese mas e fuese mas fuerte e mas abonada”17. Contar 
con agua corriente al pie de la villa es vital para una infinidad de actividades económicas 
que se van a desarrollar a su abrigo, pero de entre todas sobresale una función que, en 
nuestra opinión, es el objetivo inicial perseguido y explica el importante papel del rey: la 
defensa del lado oriental de la población. En este punto es interesante anotar que, en las 
excavaciones arqueológicas realizadas en la Catedral de Santa María por el equipo dirigido 
por el profesor Agustín Azkarate, se han encontrado restos de un foso que protegía el 
primer encintado y el núcleo original en lo más alto del cerro antes del siglo XIII18. Con la 
ampliación urbana, el primer cinturón defensivo deja de ser operativo y se hace necesario 
uno nuevo, que comprende tanto las murallas como el foso exterior pero, en esta ocasión, 
la cava mandada construir por orden real va a asegurar un cierto caudal con la traída 
artificial; por eso el agua de Don Romero entra “en la mincava que nos mandamos fazer”19.

Hace cierto tiempo Gurevic señaló que no había que tener en cuenta únicamente 
el valor material de los objetos o su potencial de uso. Era más importante el propio 
procedimiento del intercambio, pues generaba lazos entre las dos partes20. Pues bien, en 
“pago” a los servicios prestados, Romero Martínez de Vitoria recibe una merced real para 
construir molinos en el cauce: “… e trayola a su cuesta e a su misión. E nos por el servicio 
que nos fizo e por le fazer bien e merçed e por el trabaio que levo mandamosle que fiziesse 
y ruedas e molinos en quanto pro pudiese fazer en esta agua que fuese todo suyo”. En 
1281 se amojonan dos (portal de Arriaga y puerta de San Ildefonso), aunque la recompensa 
incluye el monopolio de construcción en toda la traída: 

14   C. Martín, Ruedas y molinos en Álava, Ohitura, 10 (2002), Diputación Foral de Álava, Vitoria-Gasteiz, p. 
325.
15   AMV, Secc. 27, Leg. 2, N. 5, año 1281. Tomado de J. R. Díaz de Durana, Álava en la Baja Edad Media a 
través de sus textos, Donostia-San Sebastián, Fuentes documentales del País Vasco nº.54, Eusko Ikaskuntza, 
1994.
16   “Sepan quantos esta carta vieren e oyeren como nos Don Alfonso por la […] mandamos a Romero 
Martinez de Bitoria…”, AMV, secc. 27, leg. 2, N. 5, año 1281.
17   Ibidem.
18   Esta cava no poseía un circuito de agua corriente; se nutría del agua de lluvia y, principalmente, de la 
escorrentía desde la villa. El grupo al que nos referimos es actualmente el GPAC, asociado a la Universidad 
del País Vasco.
19   AMV, Secc. 27, Leg. 2, N. 5, año 1281.
20   En este sentido, la riqueza no sería un fin en sí mismo en el mercado feudal, sino un mecanismo y símbolo 
de afirmación del honor, en A. Rodríguez y R. Pastor, “Générosités nécessaires, Reciprocité et hiérarchie dans 
les communautés de la Galice, XIIe-XIIIe siécles”, en Rev. Histoire&sociétés rurales, 18 (2002), p. 93.
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E estos molinos sobredichos le damos con entradas e salidas e con todos sus derechos e 
con todas sus pertenençias quantas han e deven aber e otorgamosle que las haya libres e 
quitas por iuro de heredat por siempre iamas el e sus fijos e sus nietos e quantos del vinieren 
que lo suyo ovieren de heredar […] Et otrosy que pueda fazer ruedas e molinos quantas 
el y podiere fazer e otro ninguno que non pueda fazer rueda ni molino en esta agua donde 
Romero Martinez la tomo mientras fuere en el termino de Vitoria. E defendemos que ninguno 
sea osado de yr contra esta carta para quebrantarla o para minguarla en ninguna cosa nin 
de embargarle en esta agua nin de quebrantar las presas21.

En el lado occidental del promontorio, el monasterio de Santo Domingo (fundado en el 
primer tercio del siglo XIII en el límite del casco urbano) poseía una “rueda harinera” junto 
al cenobio que tomaba sus aguas del arroyo Zapardiel. Este curso de agua corría parejo 
a la ciudad, y hemos obtenido sobradas pruebas documentales a lo largo de los siglos 
modernos y contemporáneos de la intervención humana para favorecer el curso junto a la 
muralla22. La rueda monasterial fue construida probablemente hacia finales del siglo XIII 
o inicios del XIV, y se mantuvo en uso hasta la década de los 20 del siglo XVI, cuando se 
desmantela a iniciativa del concejo de la ciudad. Prácticamente en la misma ubicación, el 
gobierno municipal construyó en 1526 un batán23 para el servicio de los pañeros de la ciudad, 
industria que, debido a su bajo rendimiento económico, se transformó en molino harinero24 
y en molino de pólvora sucesivamente, siendo el único centro transformador accionado por 
agua de propiedad concejil. Aguas arriba en el mismo arroyo existió otra instalación en las 
cercanías del núcleo (“el molinacho”), de cuya existencia da testimonio el apeo de 1481-
8625, también en manos privadas.

El concejo vitoriano proclama repetidamente que el Zapardiel es río público, pero la 
orden religiosa tiene una situación de fuerza porque, entre otras cosas, el cauce discurre 
directamente por la huerta y por debajo de la propia iglesia del monasterio, que está 
cimentada con columnas sobre la corriente. Históricamente, los frailes se han encargado 
del mantenimiento del cauce en su propiedad, así que existe un tramo que escapa al control 
municipal directo. Por si fuera poco, la titularidad de las ruedas harineras es suficiente 
justificación para acciones unilaterales sin consultar con la ciudad, como el dragado y 
profundización del arroyo en el tramo controlado para dar mayor capacidad operativa al 
molino de su propiedad26. 

21   AMV, Secc. 27, Leg. 2, N. 5, año 1281.
22   El curso de agua se acomodó artificialmente a la muralla, colocando estacas y muretes de piedra para 
contener y reforzar las márgenes (AMV, Libro de Decretos, 1518-1522, año 1522, fol. 748). Durante los siglos 
XVII y XVIII se documentan tareas de limpieza y dragado periódicas que hacen alusión a épocas anteriores 
(en este caso, la guerra de las comunidades): “…limpiar y profundizar el rio hasta llegar al empedrado o 
enlosado de dho rio que se hizo para que sirviese de foso y defensa a la ciudad…” (AMV, Libro de Decretos 
1776-77, 22 mayo 1776, s/f.).
23   AMV, Libro decretos, 1522-29, año 1526, fol.153.
24   AMV, Libro decretos, 1569-73, 16 abril año 1572, s/f.
25   E. Ramos, Vitoria y su jurisdicción a fines del siglo XV. El apeo de 1481-1486 (Traslado de 1526), V.1, 
Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz, p. 94.
26   AMV, Libro de Decretos, 1509-1514, año 1512, fol. 123. La limpieza mencionada dejó inservible un lavadero 
comunal que existía en la puerta de Aldabe y que el ayuntamiento tratará de poner de nuevo corriente sin éxito 
hasta varios años después, pese a las protestas de vecinos de la zona y dueños de huertas cercanas que 
tenían sus propios problemas con el monasterio.
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Los años 1521 y 1522 son claves en este juego de intereses. Los comuneros tienen 
en el Conde de Salvatierra su cara más visible en Álava. Vitoria sufre el conflicto armado 
y debe reforzar el sistema defensivo en las zonas más débiles, entre otras “los muros que 
azercaban al convento”. Se amplía y profundiza el foso a costa de la Hacienda Real (de 
nuevo la estrecha relación entre la defensa de la ciudad y los recursos regios), y monasterio 
y ciudad llegan a un acuerdo: el primero perdía una franja de terreno y el molino harinero pero, 
a cambio, ganaba por permuta abundantes tierras y, además, mantenía sobre el Zapardiel 
su posición privilegiada “como si [el molino] estuviera en pie y fuese del monasterio”27. El 
acuerdo saldrá a relucir cada vez que haya un conflicto en torno a las aguas, hecho por 
cierto muy frecuente. Es por ello que en este artículo manejamos documentación municipal 
perteneciente al siglo XVIII, aunque siempre se trata de textos que hacen referencia a la 
situación de los circuitos hidráulicos en la entrada del siglo XVI. 

Siempre que los labradores asentados en los arrabales quieren derivar agua utilizando 
como pretexto el bien común, el monasterio responde que la titularidad de la corriente es de 
la ciudad28, pero Santo Domingo tiene 

derecho privativo de usar del agua del río que llaman zapardiel, que corre desde el sittio que 
dize el molinacho por detrás de los muros de la herrería asta dicha ciudad atravesando el 
mismo convento sin que persona alguna ni comunidad pueda sacar del agua por canales ni 
aqueductos ni hazer presas que impidan ni disminuian su corriente29. 

Los vecinos están autorizados a utilizar el agua con herradas, pero no a extraerla 
utilizando medios artificiales. Cuando los frailes localizan algún canal o pequeña represa 
protestan de forma oficial. En estas contiendas, es significativa la incómoda posición 
del cabildo, apremiado por los vecinos a hacer valer el interés de todos pero maniatado 
jurídicamente por los acuerdos firmados. La solución más habitual es ponerse de lado: 
hacer constar las protestas del convento con bandos públicos pero no tomar partido en los 
pleitos.

En conjunto, a finales del siglo XV contamos seis industrias harineras (poco más tarde 
se instalará el batán concejil) en los cauces que rodean la ciudad. El silencio documental 
del siglo XIV nos impide conocer cómo va evolucionando el monopolio en el “agua de 
Don Romero”, pero a mediados del siglo XV los Sáez de Maturana se declaran “legítimos 
herederos de Romero”30. Gracias a las alianzas matrimoniales y a las transacciones de 
compraventa, por la propiedad de los molinos pasan los linajes más poderosos de la 
ciudad –Estellas, Iruñas, Esquíveles, Lequeitios o Maturanas–, cuyos miembros están más 
que asentados en los principales cargos municipales y sostenidos por una gran riqueza 
procedente de prácticas comerciales a gran escala y un número amplísimo de bienes 
inmuebles31. 

27   La noticia es más tardía pero se refiere al contexto de comienzos del siglo XVI (AMV, Libro de Actas 1776-
1777, 24 julio 1776, s/f.).
28   El concejo materializa su posición concediendo tomas de agua, por ejemplo, a las nuevas adoberías de 
Aldabe (AMV, Libro de Decretos, 1529-1536, año 1536, fol. 254).
29   Aunque los litigios son frecuentes y un buen número de ellos aparecen en la documentación dieciochesca, 
la situación jurídica que reflejan se gesta a comienzos del siglo XVI, a causa de los acuerdos tomados entre 
el monasterio y el cabildo vitoriano (AMV, Libro de Decretos, 1722-1726, 17 noviembre 1722, s/f.).
30   C. Martín, Ruedas y molinos en Álava… p. 325.
31   El profesor Ernesto García realiza un espléndido estudio de estas elites en su obra Gobernar la ciudad 
en la Edad Media… También es destacable la labor de Carlos Martín en Ruedas y molinos en Álava…, en 
relación a la propiedad de las industrias hidráulicas.
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Llama la atención tanto afán por colocarse en la titularidad de unas ruedas que no 
muelen todo el año, debido a la falta de caudal en épocas de estiaje. Es tan habitual que el 
propio concejo regula las maquilas en función de si se muele en Vitoria o fuera de la ciudad. 
Además, no existe una obligación de moler en estas instalaciones, luego es improbable que 
los rendimientos económicos fueran grandes. Entonces, ¿por qué las principales familias 
de la ciudad están interesadas?. En nuestra opinión, son varias las razones que coadyuvan: 
(a) la propiedad del molino implica un cierto control sobre la producción, desde el trigo 
que llega a la harina que sale hacia los hornos; (b) también incluye la capacidad de moler 
el grano propio sin coste alguno; (c) las familias unen su nombre a una industria básica 
para el bien común de los vecinos, que se vuelve así en un nuevo signo de prestigio; y, 
(d) sobre todo, la titularidad el molino conlleva el derecho de aprovechamiento y, a fin de 
cuentas, el dominio de unas aguas que, como hemos visto, activan buena parte de las 
labores cotidianas de la ciudad, incluida la defensa.

A pesar de las intromisiones de particulares poderosos en los mecanismos de gestión 
y control del agua, el concejo no pierde su papel de mediador en el conflicto y celador del 
buen estado de las cavas de la villa. Dispone limpiezas periódicas realizadas mediante 
veredas en las que participan no sólo los vecinos de Vitoria; también los de las aldeas de la 
jurisdicción, puesto que la defensa de la ciudad es cuestión de todos. Para la organización 
se utilizan las circunscripciones existentes, barrios-vecindades en Vitoria y cuadrillas en las 
aldeas. Los mayorales y los cuadrilleros designan porciones de cava a diferentes vecinos32. 
Esto genera tensiones, como en 1476: los vecinos de la Tierra se negaron a contribuir con 
las prestaciones al considerar que las cavas eran propias de la ciudad y no les incumbía a 
ellos su mantenimiento. Finalmente, el conflicto se resolvió mediante emplazamiento real: 

Que las cavas desta dicha cibdad, las quales diz que casi son en memoria de los ombres que 
oy son no son abiertas e son casi todas cerradas e cegadas e chapadas e mucho buenas 
e que agora poco tiempo ha a cabsa de la Gente francesa e de los movimientos de mis 
Regnos fue acordado limpiar […] que cada e quando que por parte de la dha cibdad fueredes 
requeridos vengais a ayudar a limpiar las dichas cavas juntamente con los otros vecinos de 
la dicha cibdad33. 

La propiedad y, sobre todo, el derecho de uso (el beneficio), son las claves de los 
múltiples pleitos que se registran por la responsabilidad en las limpiezas: el poder público 
y los particulares con intereses en las aguas están condenados a entenderse y repartirse 
los costes. El carácter militar de las cavas hasta el siglo XVI moviliza los recursos reales, 
bien directos, bien en forma de alivio de cargas o sancionando repartos. El problema llega, 
paradójicamente, en tiempos de paz: 

…y que habiendo zesado las guerras y osttilidades y no siendo por esta razon de utilidad 
alguna la cava o foso que antes havia y por donde va ahora el agua, zesó luego estta 
contribuzion y fue preziso que la ciudad tomase otros medios para la limpia de dho Rio34. 

32   AMV, Libro de Actas, 1479-1496, año 1496, fols. 626v-627.
33   AMV, Secc. 17, Leg. 13, N. 4, año 1476.
34   La explicación se da en 24 de julio de 1776, recordando una concordia de 1521 entre la ciudad y el 
convento (AMV, Libro de Actas, 1776-1777, 24 julio 1776, s/f.).
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Paulatinamente, el regimiento irá soportando la mayor parte del peso económico, que 
derivará en buena medida hacia los vecinos de forma no proporcional, es decir, cargando 
más sobre las actividades más dependientes o más nocivas.

3. Las políticas en torno al abastecimiento de agua potable: el difícil equilibrio entre 
el bien común y el mecenazgo.

Ríos, arroyos y regajos han sido utilizados desde siempre para saciar la sed de personas 
y animales. Unas veces porque no queda otro remedio ante la inexistencia de puntos de 
abastecimiento capaces35. La mayoría de las veces, en cambio, el río complementa la función 
de unas fuentes que siempre eran preferidas por la mayor calidad del servicio. No en vano, 
el uso de unos y otras era un potente mensaje simbólico de estatus socio-económico. En 
cualquier caso, las corrientes de agua descritas en el apartado anterior eran poco aptas 
para el consumo humano. El agua de boca debe competir aquí como en cualquier otro 
asentamiento humano con actividades que aprovechan las extraordinarias capacidades del 
agua. Los diversos destinos afectan directa o indirectamente a la reserva doméstica de dos 
formas: (a) cantidad (disminuyendo el caudal reservado a consumo humano) y (b) calidad 
(contaminando). Se puede distinguir así entre usos consuntivos y usos no consuntivos, es 
decir, labores que utilizan agua sin contaminarla o menguar su caudal y las devuelven en el 
mismo estado y aquellas otras en las que se ve afectada en mayor o menor medida, siendo 
el usuario el final de la cadena36.

Un pequeño inciso. Evidentemente, los vecinos de Vitoria no sólo tenían en las 
diversas fuentes sus puntos de abastecimiento. Existían numerosos pozos y aljibes a lo 
largo y ancho de la trama urbana, asociados casi siempre al ámbito privado. Aún así, es el 
ayuntamiento quien tutela cuestiones relacionadas con la seguridad y la salubridad de los 
“muchos pozos particulares que hay en casas de esta ciudad”37. En momentos de especial 
necesidad, el bien común prima sobre los derechos individuales: en los últimos días del año 
1540 una grave sequía pone en serio riesgo el abastecimiento de las fuentes de la ciudad 
de Vitoria, “especialmente la de la plaza donde toma agua la mayoría de los habitantes”38. 
Se anuncia entonces que el pozo que posee Francisco de Salvatierra en su huerta, cerca 
de la antedicha fuente, estará abierto para todo aquel que lo necesite.

En este apartado nos vamos a centrar en las fuentes públicas de Vitoria, infraestructuras 
que reflejan a la perfección la compleja relación entre las necesidades básicas comunales 
y las intromisiones de ciertos intereses particulares que unas veces favorecen y otras 
veces son divergentes a la generalidad. Como el agente legislador es el concejo, parte 

35   Ocurre, por ejemplo, en el núcleo alavés de Berantevilla, población cercana al río Ayuda que a comienzos 
del siglo XVII todavía no contaba con un servicio de agua potable con garantías y sus habitantes acudían a 
diario al río para satisfacer sus necesidades: “…en tanto esta villa no tiene fuente para traer agua para servicio 
de los vecinos, se beve del Rio Ayuda...” (AMB, Secc. Histórica, C. 9, Libro de Actas y Cuentas, años 1595-
1621, año 1601, fol. 225.
36   F. J. Martínez Gil, “El valor integral del agua y su gestión”, en Agua y paisaje. Naturaleza, cultura y 
desarrollo, Multimedia Ambiental, 1996, pp. 19-44.
37   En acuerdo del concejo de 16 de enero de 1545 se ordena a los dueños colocar un brocal alto y cierre 
superior ante el peligro que supone para los transeúntes y para la calidad de las aguas (AMV, Libro de 
Decretos, 1542-1549, año 1545, fol. 336).
38   AMV, Libro de Decretos, 1536-1542, año 1540, fol. 131.
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interesada en la defensa del bien común porque en ello reside su propia supervivencia en 
forma de aceptación y legitimidad39, se puede pensar que la balanza siempre se inclina del 
mismo lado. Sin embargo, esto no ocurre siempre así, entre otras cosas por las limitaciones 
económicas de la bolsa municipal o por la ideología de los miembros del concejo, elitista 
comparada con el pueblo.   

Las fuentes públicas separan intencionadamente el consumo humano del animal y 
de otros quehaceres cotidianos dañinos. Se sobrepasa así el simple aprovechamiento de 
cauces y surgencias naturales; el agua se jerarquiza, se especializa, construyéndose recintos 
de captación y de servicio que suponen un coste nada despreciable para la comunidad. 
Pero, sobre todo, se establece un lugar común, con unas determinadas reglas a respetar 
y con una funcionalidad específica pensada a priori. De alguna manera, estos centros, por 
precarios que sean, reflejan la idea de la res pública por encima de la individualidad. Por 
supuesto, semejante signo material de identidad colectiva está monopolizado por el poder 
gobernante local.

El concejo es el encargado de su construcción y mantenimiento. En Vitoria, el responsable 
directo es el diputado maniobrero, quien visita las fuentes una vez al año. Ya en el siglo 
XVI, se concierta con un maestro cantero que vigila y repone las faltas encontradas en 
fuentes, puentes, calzadas o puertas de la ciudad40. No es menos importante la capacidad de 
sancionar. La mayor parte de los ordenamientos legales municipales se refieren a medidas 
preventivas que tratan garantizar la cantidad y calidad del agua potable41. Los esfuerzos 
coercitivos se centran en corregir prácticas nocivas en torno al punto de servicio, esfuerzos 
que, a juzgar por lo reiterado de las normas y decretos, no logran terminar con ciertas 
prácticas cotidianas muy arraigadas en la población. 

¿Qué actividades son tenidas y temidas por sucias?. Si atendemos a la cantidad de 
referencias, el lavado de ropas es sin duda el agente contaminante más habitual: “e dieron 
poder a los bezinos del rabal para que puedan prendar a las personas que dentro en la 
fuente bieja labaren [...] salbo tan solo sacar agua della”42. Realmente, lo que preocupa es la 
utilización de jabones, lejías y ceniza para blanquear la ropa. También se sanciona el lavado 
de alimentos –vegetales y, sobre todo, animales43– y ciertas actividades transformadoras 
como tintes, curtimientos y enriado de linos y cáñamos44. Las penas se reparten entre 
el concejo (que los destinará a la propia fuente o a otras construcciones públicas) y el 
“prendador” o denunciante.

39   H. Rafael Oliva, “Gestión del agua, economía agraria y relaciones de poder en Tierra de Campos a fines 
del Medievo”, en Noticiario de Historia Agraria, 39 (2003), pp. 11-31. 
40   AMV, Libro de Decretos, 1529-1536, año 1533, fol. 141.
41   Pero no sólo eso, las ordenanzas locales llegan a reglamentar todos los aspectos de la vida cotidiana en 
relación al agua. Por ejemplo, el domingo no se puede realizar trabajo alguno, incluyendo las moliendas o 
transportar agua a los domicilios (AMV, Compilación de las Ordenanzas Nuevas y Viejas, Secc. 17, Leg. 13, 
N. 6, año 1487).
42   Ibidem.
43   “Hordenamos y mandamos que ninguno sea osado de labar tripas ni otros trapos suzios en la fuente 
nueba sopena de dos mrs.”, Ibidem.
44   “Que no se majen lynos ni cañamos en rio ny en agua corriente alguna, salbo en pozos que agan para 
ello”, Ibidem.
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Hemos documentado cuatro fuentes en la ciudad bajomedieval. Dos se ubican en el 
extremo meridional, en el denominado “arrabal” y “fondón del mercado”; la “fuente vieja” 
asociada al portal de la alcabala, también llamado puerta de Castilla o de la fuente vieja45, 
en la salida hacia la meseta, y la “fuente nueva”46 en las inmediaciones del convento de 
San Francisco, en el acceso a la ciudad desde el portal de las Barreras, que enlaza con 
el camino de La Rioja. Las otras dos se reparten por las laderas oriental y occidental del 
cerro; la fuente de Urbina –junto a la puerta que da acceso desde la ruta hacia Salvatierra y 
Guipúzcoa– aparece funcionando en 142547 y en la puerta de Aldabe (que da hacia la zona 
hortícola e industrial de la ciudad) ya se menciona una instalación en 1507.

Observando su ubicación podemos extraer algunas cuestiones importantes: (a) 
los servicios tienen una limitación importante: los manantiales no surgen en lo alto de la 
colina donde se ubica la población, sino en las partes bajas. Por lo tanto, las fuentes no 
pueden ubicarse intramuros y esto supone una inevitable molestia para el vecindario; (b) 
esta inconveniencia se trata de minimizar mediante la dispersión de los servicios en el 
perímetro urbano; (c) a pesar de todo, se observa un área privilegiada que será el centro 
neurálgico del abastecimiento en los siglos venideros: es la plaza del mercado (d) además 
de la relación entre fuente y mercado, existe otra asociación topológica clara: fuente y 
portal. Su ubicación facilita tanto el tránsito de los vecinos como el uso de viajeros.

Las fuentes alimentan una ya de por sí fuerte adscripción identitaria de los habitantes 
a los barrios o vecindades. Lógicamente, se pueden tomar las aguas de cualquiera de los 
servicios y así se refleja en el trabajo de los aguadores profesionales48 pero, qué duda cabe, 
la comodidad de la cercanía acaba primando en las tareas cotidianas realizadas por las 
mujeres de la casa. Cuando en 1532 el cauce del río que corre junto a la fuente de Aldabe 
en Vitoria está tan crecido que contamina el manantial, son los habitantes de las calles 
aledañas (“los aldabes, zapateria y herreria”) quienes elevan la protesta al ayuntamiento, 
argumentando que es un servicio muy importante “para los vecinos comarcanos”49. Los 
arrabales cuentan con sus propias estructuras de abastecimiento habitual. La “fuente vieja”, 
ubicada fuera del portal de Santa Clara, La Magdalena o La Alcabala es el servicio más 
cercano al “rabal del mercado” y el concejo vitoriano considera que a él corresponde, si no 
la propiedad, sí la responsabilidad de su conservación, al citar expresamente que son los 
vecinos del barrio los que deben velar porque nadie lave inmundicias en dicha fuente50.

Esta territorialización de las fuentes y su encaje dentro de las estructuras sociales 
religiosas o laicas intramunicipales se explica por ser lugares comunes y centrales en 
la efervescente sociabilidad urbana51. Como expresaba R. Blanco, “la vida humana sólo 

45   Pago de 350 maravedís a un tal Pasqual “pelepero” y a Pero Pérez de Lanclares “correro”, “por limpiar 
e basiar la fuente nueva”, además de acondicionar las calzadas que conducen a dicha fuente. La mención 
aparece reflejada en el AMV, Libro de Actas, 1428-96).
46   Ese mismo año, los vecinos de Mendiola traen 73 “carradas” de piedra para el Portal de la fuente Vieja. 
En las ordenanzas de 1487 también se distinguen la fuente vieja de la nueva.
47   ACUPV, D-1, 6 enero de 1425 (Traslado de 1601).
48   En 1507, el concejo transmite a los aguadores que deben llenar sus cargas “de las fuentes de la plaza e 
de Urbina e de Aldave” AMV, Libro decretos 1506-1509, octubre 1507, fol. 499.
49   AMV, Libro de Decretos, 1529-1536, fol. 113v., año 1532.
50   AMV, Sig. 17, Leg. 13, N. 6, Compilación de las ordenanzas nuevas y viejas, año 1487. Sin embargo, las 
obras son costeadas desde el cabildo.
51   Resulta interesante comprobar este vínculo en otros trabajos que tratan ámbitos bien distintos. Por 
ejemplo, C. Trillo, “Aljibes y mezquitas en Madina Garnata (siglos XI-XV): significado social y espacial”, en 
Espacios de poder y formas sociales en la Edad Media, Salamanca, 2007, pp. 315-325. En este artículo se 
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alcanza sentido pleno en cuanto a que es vivida, sentida y pensada en sociedad”52. Pero 
los vínculos sociales no son únicamente horizontales, sino que se ordenan también 
verticalmente en subconjuntos distintos (Casa, Parroquia, Vecindad, Gremio…) que, 
a pesar de todo, mantienen una identidad colectiva53. Por otra parte, el desarrollo de 
las actividades domésticas diarias daba lugar a momentos de encuentro entre los dos 
sexos. Las encargadas de ir a por agua a las fuentes eran, por lo general, las mujeres y 
precisamente esta necesidad permitió una comunicación viva entre ellas y una ventana al 
mundo exterior54. Al mismo tiempo, el concejo reglamenta estos espacios de interacción 
social, puesto que son considerados focos de actitudes impropias55.

No nos resistimos a incluir una extensa cita del viajero inglés Frederick Hardman, 
quien relataba de esta forma el paisaje urbano de la Vitoria de 1835 e ilustra con detalle 
todo lo que venimos diciendo: 

La fuente... es punto de cita matinal de innumerables criadas o muchachas de servicio y otras 
mujeres de clase baja que, después de llenar sus vasijas de madera o barro, se permiten unos 
pocos minutos de tertulia y cotilleo en torno al borde de piedra de la fuente. Los aldeanos de 
las provincias vecinas van a Vitoria [...] se sitúan junto a la fuente e intentan hacer alarde de 
galantería, piropeando a las pechugonas aguadoras [...] Algunos soldados de paseo, arrieros 
de paso, artesanos que corren a su trabajo, todo tipo de gente baja concurre allí para decir 
algo bonito a las mozas, las cuales, después de recibir su ración de cumplidos y admiración, 
se alejan a pasitos cortos con sus vasijas llenas de agua fresca en equilibrio sobre la cabeza, 
dejando el sitio a otras que tal56.

A partir de fines de la Edad Media el abastecimiento de agua potable en el medio 
urbano va a sufrir profundas transformaciones, cambios que apuntan siempre a una misma 
dirección: la aparición de servicios que cuentan con una canalización propia y exclusiva desde 
un manantial más o menos lejano a la fuente de recogida. Este fenómeno, generalizado 
en toda Europa, es algo más tardío en Álava respecto a las grandes urbes continentales, 
pero las razones que lo impulsan son similares: a) mejorar las condiciones higiénico-
sanitarias del agua de boca, b) asegurar un volumen de agua suficiente a la población y c) 

documenta la profunda conexión existente entre mezquitas y servicio de agua, actuando ambas como nodos 
de organización social.  
52   R. Blanco, La ciudad ausente. Utopía y utopismo en el pensamiento occidental, Akal, 1999, p. 377.
53   A. Angulo, “A la búsqueda de una sociabilidad ordenada en las ciudades vascas de la Edad Moderna”, en 
VII Jornadas de Historia Local: Espacios de sociabilidad en Euskal Herria, Vasconia. Cuadernos de Historia-
Geografía, 33 (2003), pp. 371-386.
54   Aunque la presencia de mujeres es clave en las actividades alrededor del agua, sigue siendo difícil rastrear 
y ponderar su trabajo, porque está escondido y fuera de los circuitos oficiales (A. Collantes de Terán, “La vida 
cotidiana en el ámbito de las relaciones laborales artesanas”, en Vida cotidiana en la España medieval, Actas 
del VI Curso de Cultura medieval celebrado en Aguilar de Campoo (Palencia). 26-30 septiembre 1994, año 
1998; M. Ortega, “Las mujeres en la España Moderna”, en Historia de las mujeres en España, Madrid, 1997).
55   “Bista la deshonestidad y descortesia que algunas personas onbres azian a las mujeres e mozas que van 
a la fuente […] que cualquier ombre o mozo de cualquier calidad q sea que trabare o le tocare o hiziere algun 
gestto deshonesto a alguna mujer o moza pague 200 mrs. por cada vez e que está nueve dias en el cepo” 
(AMV, Libro de Decretos, 1529-1536, 1533, fol. 152v.); “…que ninguna mujer ni moça de esta cibdad vaya 
después de la campana de qeda tañida a la fuente por agua sopena de perder lo que llevare” (AMV, Libro de 
Decretos, 1536-1542, 1536, fol. 9).
56   J. C. Santoyo, La legión británica en Vitoria, Vitoria-Gasteiz, 1972, pp. 45-46.
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proporcionar la máxima comodidad al vecindario aproximando los puntos de abastecimiento 
de agua a las viviendas. Estas acciones deben ser enmarcadas en una política general de 
mejora urbana, auspiciada y amparada por la mentalidad patricia de las elites municipales, 
tendentes también a procurar prestigio y honor a la ciudad –y a sus mandatarios– dotándola 
de fuentes, a ser posible estéticamente bellas y emplazadas en puntos destacados del 
núcleo57. Las arquitecturas funcionales sobre manantial, encastradas en el suelo y casi 
ocultas, dejan paso a impresionantes torres o árboles decorativos a menudo coronados por 
el escudo de la ciudad, un signo más de distinción y de riqueza, hitos identificativos de la 
res pública y motivo de orgullo de vecinos y gobernantes58. 

El proceso de soterramiento del agua de boca en Vitoria es lento y complejo, pero 
enormemente significativo. La primera noticia acerca de una fuente con canalización data 
de 1499, proveniente del prado de Armentia59. El servicio se instala en la “Plaza Principal” 
de la ciudad junto al mercado, lugar donde ya existían hasta dos puntos de servicio sobre 
manantiales. Sabemos que se valía de una acequia descubierta y que se tomaba el agua 
directamente de un arroyo mediante una pequeña presa60. Tras varias noticias que aluden 
a un mal funcionamiento de la acequia, un acta municipal de 1539 ya trata abiertamente 
de “la necesidad de recobrar la fuente nueva de la plaza […] y de allí provean de agua a 
otras partes de la ciudad y monasterios que padecen mucha falta […] cuyas obras son 
ennoblecimiento de la ciudad”. 

La ciudad está en pleno proceso de transformación urbanística: empedrado de las 
calles; renovación de los antiguos inmuebles en madera por materiales más duraderos y, 
sobre todo, más resistentes al fuego; perfeccionamiento y ocultación bajo el suelo de los 
caños de aguas inmundas y secretas de las casas; dación de solares para edificaciones 
palaciegas de las principales familias (en muchas ocasiones reconvirtiendo antiguas 
casas-torre austeras); construcción de edificios públicos de importancia como el hospital 
de Santiago en la plaza, la nueva alhóndiga de la ciudad, edificio del ayuntamiento, etc. En 
este contexto favorable, las elites dirigentes observan la necesidad de seguir embelleciendo 
la ciudad con nuevas fuentes dentro de los muros. Se trae un maestro de Bilbao y se 
“toma asiento con el monasterio de Santo Domingo y con Santa Clara” en relación a lo que 
habrían de contribuir “a las costas y gastos que se hizieren de la traída y ejecución de la 
fuente nueva por razón del aprovechamiento de agua de la dha fuente que esta ciudad les 
diere”. Es decir, el cabildo busca vías de financiación paralelas a cambio de conceder parte 
del caudal de la nueva traída, aunque desde el principio queda meridianamente claro que 
“la propiedad e señorio de la fuente será de la ciudad”, y los monasterios solo tendrán “el 
aprovechamiento del agua que la ciudad les diere”61. 

57   Mª I. del Val, “La politique hydraulique des municipalités basques au XVéme siécle dans le contexte du 
royaume de Castille”, en L´eau et la ville, Editions du CTHS, París, 1999, pp. 79-89.
58   J. Hinojosa, “La intervención comunal en torno al agua: fuentes, pozos y abrevaderos en el reino de 
Valencia en la Baja Edad Media”, Rev. En la España Medieval, UCM, 23 (2000), pp. 367-387; J. A. Bonachía, 
“’Más honrada que ciudad de mis reinos...’. La nobleza y el honor en el imaginario urbano (Burgos en la Baja 
Edad Media)”, en La Ciudad Medieval (Aspectos de la vida urbana en la Castilla bajomedieval), Estudios de 
Historia Medieval, 4, Universidad de Valladolid, 1996, pp. 169-212.
59   El “maestro de traer agua” Juan de Briones, vecino de Urbina,  tasa “lo q ha de costar traerla fuente a la 
plaça de esta ciudad donde diere que debe estar” (AMV, Libro de Decretos, 1496-1502, 9 agosto 1499, fol. 
113).
60   Muchos años más tarde el concejo ordena limpiar “el corriente de agua que viene a la fuente de la plaza” 
porque se ha caído tierra del talud en un tramo de la traída. (AMV, Libro de Decretos 1542-1549, 1 diciembre 
1546, fol. 376).
61   AMV, Libro de Decretos, 1536-1542, 15 marzo 1539, fol. 85.
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El proyecto no cristalizó hasta pasados unos años y se convirtió en la primera 
conducción capaz de alimentar varias instalaciones dentro del núcleo de Vitoria62, servicios 
de agua de boca que rápidamente se vieron acompañados de abrevaderos y lavaderos. 
Concretamente, dos fueron las fuentes que se colocaron intramuros, una en la denominada 
plazuela de la Herrería y la otra en Santo Domingo. Es significativo que la primera fuente 
construida dentro del espacio amurallado de Vitoria se erige en un solar que dona la 
poderosa familia Álava, y que era parte del espacio ajardinado y huerta del palacio sito en 
la calle de la Herrería. Una de las cabezas visible del linaje era en “señor de Marquiniz” 
Pedro de Álava, residente en Vitoria y diputado municipal, pero la familia contaba con otros 
ilustres miembros. 

Uno de ellos es Diego de Álava y Esquibel, obispo de Avila desde 1548 y en 1558 
recién nombrado de Córdoba, quien envía una carta que se conserva en los Libros de Actas 
y que expresa sin ningún tipo de pudor las aspiraciones de la familia y los fuertes vínculos 
clientelares que se establecen alrededor del poder político: 

Con la voluntad que siempre he tenido de servir a esa República como natural della y a 
v(ues)tras m(e)r(ce)d(e)s en particular como por sobras veran en lo que se ofrezca, me 
atrevo a suplicarles que de esa fuente que han traido, del Remanente den para casa de mis 
padres la cantidad que les parezca por que allende que sera comodidad para las vecindades 
de aquella casa, sera una gratificación a mi voluntad y exemplo para esa ciudad que sabe 
gratificar los bien hechores della y allende de mi pedro de alaba mi sobrino lo sabra servir a 
vras mrds en general y particular...63.

Si los Álava ceden un solar para convertirlo en plaza pública e instalar la fuente, el 
convento de Santo Domingo no se queda atrás en su esfuerzo por contar también con agua 
corriente. La congregación dona una huerta y aporta 200 ducados para que el ayuntamiento 
los ocupe en la canalización que discurre desde el anterior servicio por toda la calle Herrería 
hasta el barrio de Santo Domingo, donde se colocará la segunda fuente intramuros. La 
misma convicción que demuestra el vecindario, dispuestos a prestar “los dineros que 
fueren menester”64 para establecer el punto de servicio en su vecindad, ante la falta de 
medios del ayuntamiento. Por cierto, son las mismas personas que, una vez que los frailes 
consiguen una parte del sobrante por contrato, obstruyen la conducta hacia el monasterio, 
profundamente molestos por sentirse agraviados al ver cómo parte del agua se va hacia 
aprovechamientos privados a pesar de los grandes esfuerzos realizados65. 

Y es que el mecenazgo privado –en nada espontáneo como hemos podido observar 
sino, por el contrario, alimentado desde hacía varias décadas– va a generar que la familia 
Álava y los frailes dominicos consigan agua corriente en el interior de sus inmuebles, 
algo impensable para el resto de vecinos en esas fechas de mediados del siglo XVI. 
Concretamente, obtuvieron un hilo de agua de una doceava parte del total (“un caño de doce 
caños” o “un caño de medio real”). La propiedad del agua, sin embargo, y las arquitecturas 

62   “... porque en los varrios que estan mas lejos de fuentes se les diese alguna por el alibio y provecho 
que los vecinos de los tales barrios recibieran y bien universal y adorno dla dcha ciudad...” (AMV, Libro de 
Decretos, 1557-1561, año 1559, fol. 73v.
63   AMV, Secc. 24, Leg. 1, N. 1, año 1558.
64   AMV, Libro de Decretos, 1557-1561, 21 abril 1559, fol. 85.
65   No olvidemos que los vecinos son parte activa en estas labores, bien por medio de veredas, bien 
colaborando en repartimientos y derramas. 
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de las fuentes serían siempre de propiedad y uso público: “… y este es en todo tiempo 
publica y libremente los vecinos y la ciudad pueden gozar e llebar agua sin que se pueda 
poner ynpedimento por ninguna persona”66.

¿Cómo se materializa esta distribución?. Un arcaduzado de cerámica transporta el 
agua desde el nacimiento hasta el arca de la “fuente Principal de la plaza”, punto central 
y privilegiado de esta conducción. Allí se empleaba un método muy simple y ampliamente 
documentado desde, al menos, los sistemas hidráulicos romanos67: en el arca previa a 
la fuente principal y en las otras dos que anteceden a las recién construidas, bajo llave 
en propiedad del ayuntamiento y depositada el archivo de la colegiata de Santa María, 
existían varias tomas a diferentes niveles, de modo que primero –la toma situada en un 
plano inferior– se alimentaba la fuente principal de la plaza y el sobrante –colocado más 
arriba– iba a parar a la conducción común del servicio de la Herrería y, después, Santo 
Domingo68. El arca se convirtió así en instrumento clave de control sobre el agua, y cada 
toma a diferente nivel suponía el símbolo de las relaciones de poder entre el concejo –
autoproclamado representante de los intereses de la comunidad– y los diferentes entes 
sociales.

En muchas ocasiones en años posteriores podremos comprobar la preeminencia del 
concejo sobre la conducción. Cada vez que se observa una falta de agua en periodo de 
sequía se corta el suministro no sólo a las daciones privadas, también a las fuentes públicas 
de la Herrería y Santo Domingo, centralizando todo el caudal en la fuente de la plaza, a 
pesar de las constantes protestas de los vecinos comarcanos a ellas: 

… la falta de agua de las fuentes era muy grande y que, por benir a la fuente de la plaça el 
agua muy poca, falta del abrevadero y lavatorios de rropa blanca y padecía el común […] 
mandaron cerrar los conductos de agua de la plaça del señor de marquiniz e barrio de santo 
domingo y claostro del monesterio de santo domingo pues siempre que ay semejante falta 
se les quita para que toda ella venga a la fuente principal de la plaza pues con esta condición 
se les dio el agua que tienen los dos señores69.

Consciente de su posición, el concejo utilizó las daciones de agua (que se multiplican 
en los siglos posteriores) en su actividad política, concediendo arbitrariamente hilos de 
agua y manejándolos como instrumentos de presión en momentos delicados70.

A modo de síntesis para este último punto; las “daciones” o donaciones de agua ponen 
en relación a dos entidades. Por un lado, el poder municipal, garante y titular, en nombre del 

66   AMV, Secc. 24, Leg. 1, N. 2, año 1568.
67   Con la torre de distribución de Vitrubio a diferentes niveles que alimentaba jerárquicamente fuentes y 
surtidores, baños públicos y casa privadas (J. M. Barragán (coord.), Agua, ciudad y territorio: aproximación 
geo-histórica al abastecimiento de agua a Cádiz, Publicaciones de la Universidad Cádiz, 1993, p. 116).
68   “… que se hiziese en la puerta de la Arca principal de el agua de la fuente de la plaza y en las otras arcas 
de las fuentes que ay hasta la calle de santo domingo sus puertas e cerraduras de llaves […] y las dhas llaves 
las tengan las personas que la Justicia y Regimiento de la Ciudad acordasen de tal manera que ninguno no 
pueda hazer daño ni perjyzio a ninguna de las dhas fuentes […] y se puedan visitar por la ciudad”. AMV, Secc. 
24, Leg. 1, N. 2, año 1568.
69   AMV, Libro de Decretos, 1569-1573, 28 noviembre 1572, fol. 420v.
70   Durante el siglo XVI concejo y monasterio tienen fuertes desavenencias relacionadas con la representación 
de uno y otro en ciertas liturgias religiosas. El concejo corta varias veces el suministro a los frailes, amparándose 
en justificaciones climatológicas.
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común, del agua. En el otro extremo, ciertas familias y entidades que poseen los recursos 
económicos y el poder social suficientes como para solicitar un abastecimiento privado 
que va a diferenciarlos claramente del resto de vecinos. El disponer de agua en una fuente 
propia situada en la huerta o claustro del solar es una exclusividad que simboliza poder y 
prestigio tanto o más que la piedra armera de la fachada. Así de sencillo. Estas estrategias 
se multiplicarán a lo largo de los siglos XVI, XVII y XVIII, beneficiando sobre todo a conventos 
que, bien es cierto, son de patronazgo municipal, pero también a personajes relevantes de 
la ciudad.

Fig.1; Plano de Vitoria de 1825. En el perímetro exterior puede observarse parte 
del recorrido del arroyo Zapardiel y el “Agua de Don Romero”, con los molinos de 

construcción bajomedieval (cuadros rojos). Respecto a las fuentes, se han marcado en 
círculos huecos los servicios medievales y, totalmente en azul, la primera canalización 

intramuros (obsérvese la posición del convento de Santo Domingo y de la residencia de la 
familia Álava). Fuente: AMV.

Archivos:
AMV: Archivo Municipal de Vitoria.
AMB: Archivo municipal de Berantevilla.
ACUPV: Archivo del Cabildo de la Universidad de Parroquias de Vitoria.
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RESUMEN
La investigación desarrollada en los últimos años y plasmada en este artículo supone una 

radical revisión de nuestras creencias en lo relativo a la expulsión de los moriscos de España a 
partir de 1609. Para el caso del reino de Granada, el autor demuestra que permanecieron en él 
millares de descendientes de musulmanes, que consiguieron burlar de diversas formas los decretos 
regios, ocultando su auténtico origen a partir de entonces. En los siglos XVII y XVIII buena parte 
de este grupo acumuló gran riqueza, controlando el negocio de la seda, ostentando igualmente en 
torno a un centenar de oficios públicos. La endogamia fue su principal característica familiar. La 
mayoría de estas estirpes se fue asimilando por completo con el paso de las generaciones, si bien 
quedó un compacto núcleo criptoislámico, procesado por la Inquisición en 1727. Estos condenados 
mantuvieron vivas sus señas de identidad hasta finales del siglo XVIII.

PALABRAS CLAVE: Moriscos, Reino de Granada, venta de oficios, limpieza de sangre, 
genealogía

ABSTRACT
The research that this paper shows, developed in recent years, represents a radical revision 

of our beliefs regarding the expulsion of spanish moriscos since 1609. In the case of the kingdom 
of Granada, the author proves that thousands of muslim descendants stayed in it and that they 

1   Este trabajo se inscribe en el marco de los proyectos de investigación: En los orígenes de la Andalucía 
multicultural. Integración y rechazo de los moriscos (Reinos de Córdoba y Sevilla, siglos XVI y XVII), (P07-
HUM-2681), Proyecto de Excelencia financiado por la Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa de la 
Junta de Andalucía; y Los últimos moriscos. Pervivencias de la población de origen islámico en la Andalucía 
de los siglos XVII y XVIII (HAR2009-07267), financiado por el Ministerio de Educación y Ciencia.
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managed to evade in various ways the royal decrees, hiding their true origin thereafter. In XVII and 
XVIII centuries much of this group accumulated great wealth by controlling the silk trade and also 
holding about a hundred public offices. Inbreeding was their main family feature. Most of these 
lineages was completely assimilated over generations, although it remained a compact core of 
crypto-muslims, prosecuted by the Inquisition in 1727. These convicts kept alive their identity until 
the late eighteenth century.

KEY WORDS: Moriscos, Kingdom of Granada, sale of offices, limpieza de sangre, genealogy.

La historia de España tiene por uno de sus principales hitos la fecha de 1609; esto es 
algo indiscutible. Durante ese año y a lo largo del siguiente lustro, todos los moriscos que 
habitaban desde hacía siglos las Coronas de Castilla y Aragón fueron conducidos hacia los 
principales puertos de la Península y expulsados del territorio de la Monarquía Católica. Era 
el fin de una etapa histórica que había durado, de una forma u otra, novecientos años. A 
partir de 1614 no quedaban en el suelo patrio más que cristianos, entregados o sometidos 
al catolicismo contrarreformista.

O eso es lo que se nos ha enseñado. Hora es ya, no me cabe duda alguna, de que tal 
creencia cambie. Si ciertas publicaciones aisladas2, editadas en los últimos años, habían 
mostrado que en determinadas localidades los moriscos consiguieron permanecer, al 
menos en un porcentaje relevante, la investigación que llevo realizando a lo largo de los 
últimos tres años demuestra sin género de dudas que, cuando menos en lo que respecta al 
reino de Granada, se cuentan por millares los moriscos que lograron quedarse en su solar 
originario a pesar de todas las órdenes regias. 

Infinidad de hombres y mujeres que no sólo destacan por su número, sino sobre todo 
por el trascendental papel que jugaron entre los siglos XVII y XVIII en la sociedad y economía 
local. No lograron escapar al control de las autoridades por ser pocos, pobres y residuales 
en lo social, sino precisamente por todo lo contrario. Muchos de ellos fueron prósperos 
artesanos y mercaderes, algunos riquísimos, y se puede cifrar en un centenar aproximado 
el número de oficios públicos que lograron poseer a lo largo de ambas centurias. Cargos 
que van desde los escribanos públicos y los procuradores a los capitanes y alcaides, jurados 
de Granada, regidores perpetuos de ciertas villas e incluso algunos caballeros veinticuatro 
del influyente cabildo urbano. Sin olvidarnos de bastantes clérigos, categoría que incluye 
capellanes, beneficiados y aun párrocos.

Y no estoy hablando, eso debe quedar muy claro, de la permanencia de la vieja 
nobleza de origen nazarí, esas familias de todos conocidas de las que fueron un emblema 
apellidos como Zegrí o sobre todo Granada Venegas3. Esos forman parte de otra historia. 

2   Me refiero al conocido e impactante libro de T. J. Dadson, Los moriscos de Villarubia de los Ojos (siglos XV-
XVIII). Historia de una minoría asimilada, expulsada y reintegrada, Madrid, Editorial Iberoamericana, 2007; y a 
los trabajos menos divulgados de G. Westerveld, entre los que destacaría Blanca, “El Ricote” de Don Quijote. 
Expulsión y regreso de los moriscos del último enclave islámico más grande de España. Años 1613-1654, 
Murcia, Búbok, 2001, dos vols.
3   Sobre las que he trabajado bastante: E. Soria Mesa, “De la conquista a la asimilación. La integración de la 
aristocracia nazarí en la oligarquía granadina. Siglos XV-XVII”, Áreas, 14 (1992), pp. 49-64; “Entre reyes moros 
y oscuros labradores cristianos. Un itinerario familiar morisco: los Granada Venegas de Monachil (ss. XVI-
XVIII)”, en M. Titos Martínez (coord.), Monachil. Historia de un pueblo de la sierra, Monachil, Ayuntamiento de 
Monachil, 1995, pp. 159-182; “Don Alonso de Granada Venegas y la rebelión de los moriscos. Correspondencia 
y mercedes de don Juan de Austria”, Chronica Nova, 21 (1993-94), pp. 547-560.
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Los moriscos que vengo a analizar ahora son un grupo muy compacto de nuevas estirpes, 
surgidas prácticamente de la nada, sin antepasados ilustres, enriquecidas poco a poco 
gracias al duro trabajo y a la solidaridad colectiva, las cuales practicaron además una 
fortísima endogamia consanguínea, aparte de la comunitaria.

En efecto, como manifestación más visible de su lucha por no disolverse del todo en la 
masa indiferenciada de los cristianos viejos, el núcleo central de este conjunto de moriscos 
tardíos casó siempre con sus congéneres, siendo rarísimos los matrimonios mixtos. Pero 
si esto puede ser llamativo, sorprende del todo la acusada consanguinidad que presidió 
buena parte de sus enlaces hasta bien entrado el siglo XVIII, llegando en ocasiones hasta 
finales de esa misma centuria.

Parte de este grupo mantuvo, si bien no intacta, su condición criptomusulmana hasta 
muy tarde, como quedó de relieve en la persecución inquisitorial que se desató en 1727, 
la misma que llevó a las cárceles del Santo Oficio, y luego a desfilar en los autos de fe 
posteriores, a unas trescientas personas. Pero no fue éste un acontecimiento mayoritario, 
más bien todo lo contrario. Casi todos los descendientes de musulmanes granadinos se 
fueron integrando de forma paulatina, asimilándose totalmente a las prácticas católicas 
imperantes. Hasta acabar por disolverse del todo.

Lo que definió al conjunto, pues, no fue tanto su condición herética, que creo fue 
minoritaria aunque porcentualmente relevante. Más bien fue la conciencia común de 
pertenecer a un colectivo diferenciado frente a la sociedad dominante, lo que se vio 
retroalimentado por la fortísima endogamia (como les sucediera a los xuetas mallorquines4) 
y por la necesidad de ocultación de sus orígenes genealógicos5.

Sea como fuere, hablamos de una realidad fascinante, sorprendente, muy importante 
para poder entender la evolución histórica del reino de Granada, y por ende la de España, 
durante los siglos XVII y XVIII, que nos ha de obligar a replantearnos lo que teníamos 
establecido por una tradición que, como tantas otras veces, era acrítica. Y a aceptar que 
nuestro pasado colectivo, una vez más, fue mucho más rico y complejo de lo que se nos 
había contado y, por qué no decirlo, de lo que a muchos les gustaría que hubiera sido. 
Veamos con algún detalle las líneas maestras de lo que en esta introducción acabo de 
exponer6.

1. Una breve descripción del grupo

	 Una vez exiliada la gran mayoría de la población morisca que habitaba los distintos 
reinos hispánicos, lo que quedó en Granada fue un conjunto de familias, cientos y cientos 
de ellas, que lograron burlar las órdenes de expulsión por muy diversas vías. Un puñado de 
casos responde a las mercedes concedidas a los antiguos linajes de colaboracionistas; de 

4   Muy interesante, en este sentido, el libro de E. Porqueres i Gené, Lourde alliance. Mariage et identité chez 
les descendants de juifs convertis a Màjorque (1435-1750), París, 1995.
5   Lo que también se puede relacionar con los marranos, pues en muchas ocasiones las solidaridades 
grupales de los conversos de origen portugués tuvieron este sentido. Véase para ello, entre otros trabajos, 
WACHTEL, N., La fe del recuerdo. Laberintos marranos, México, 2007.
6   Por meras razones de espacio, remito el estado de la cuestión, el análisis de las fuentes utilizadas y en 
general una mayor ampliación de lo expuesto al libro que tengo en preparación sobre el tema y que verá la 
luz próximamente, bajo el título Los últimos moriscos. Pervivencias de la población de origen islámico en el 
reino de Granada (siglos XVII-XVIII).
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esos no trata esta historia7. El resto, los que no disfrutaban en principio de este privilegiado 
estatus, se quedaron mediante el fraude y determinados permisos temporales emitidos por 
la Corona.

Los moriscos más acomodados pudieron escapar a las disposiciones del poder regio 
mediante una amplia combinación de estrategias legales e ilegales. Por un lado, el recurso 
a los pleitos. Litigios entablados en todas y cada una de las múltiples jurisdicciones que 
poblaban el territorio. Ante la misma Corona, en sus Consejos; en las Audiencias; ante los 
municipios y en los tribunales señoriales. Así, se dispararon los pleitos de cristiano viejo en 
los que se pretendía demostrar una condición jurídica especial, podemos decir que a caballo 
entre los moriscos y los véterocristianos. Una privilegiada situación, si la comparamos con 
la habitual de la misma minoría, que provendría del hecho de haberse convertido a la fe de 
Cristo uno de sus antepasados antes de la Conversión General de 1499-1502. O sea, un 
catolicismo no forzado ni impuesto, sino deseado y asumido por el convencimiento de ser 
ésta la fe verdadera.

No hay ni que decir que, en realidad, tales conversiones fueron mínimas, y que casi 
ninguno de los que ahora pleiteaban descendían de tales ancestros. Lo que se estaba 
probando era el poder social de los interesados a la hora de aportar testigos favorables, de 
comprar voluntades entre los magistrados, de falsificar documentos si llegaba el caso8. Lo 
mismo que venían haciendo desde tiempo atrás millares de judeoconversos empeñados en 
aparentar una limpieza de sangre de la que carecían9.

El origen social de estos nuevos moriscos, por así llamarlos, era bien bajo, incluso 
dentro de los cánones de un grupo que partía de una condición marginada. Casi ninguno 
tenía sangre ilustre, ni siquiera descendían, salvo excepciones, de los ricos mercaderes del 
Albaicín que tan importantes fueron antes de 1568. Se trata de una clara renovación de la 
élite morisca, en la que grupos ascendentes de humilde cuna comenzaron a llenar el hueco 
que había dejado una comunidad morisca acéfala.

Algunos de ellos provienen de seises, conocedores del territorio a los que se les permitió 
quedarse temporalmente para facilitar la instalación de las nuevas familias castellanas 
venidas a repoblar la zona. Como los Salido, muy ricos y dueños de regimientos urbanos, 
pero que vienen de Melchor Salido, seise de la pequeña aldea de Freila, junto a la ciudad 
de Guadix.

Otros dimanan de profesiones indignas, como tintoreros, algunos de los cuales también 
fueron autorizados a permanecer por lo específico de su oficio. Del resto, en muchas 
ocasiones ni siquiera conocemos su primitiva profesión o sus circunstancias iniciales. Señal 
inequívoca de una procedencia cuando menos modesta. Expulsados de Granada en 1570-
1571, asentados en el interior andaluz y castellano, fueron regresando poco a poco a sus 
tierras originarias. Y aquí consiguieron alcanzar un nuevo estatus, levantando en ocasiones 
auténticas fortunas.

7   Para los listados oficiales de los que obtuvieron permiso regio, véase B. Vincent, “Los moriscos que 
permanecieron en el reino de Granada después de la expulsión de 1570”, en Andalucía en la Edad Moderna. 
Economía y sociedad, Granada, Diputación Provincial de Granada, 1985, pp. 267-286; y R. Pérez García, 
“Moriscos, razones y mercedes ante el poder del Rey en el reino de Granada después de 1570”, Ámbitos, 22 
(2009), pp. 35-50.
8   Sobre la temática, véase M. Lomas Cortés, “El reino de Granada frente a la última deportación morisca 
(1610-1611)”, Chronica Nova, 36 (2010), pp. 115-142; S. Otero Mondéjar, “‘Que siendo yo cristiano viejo la 
justicia procedió contra mí…’. La instrumentalización de la imagen del morisco”, Historia y Genealogía, 1 
(2011), pp. 113-131; E. Soria Mesa, “La asimilación de la elite morisca en la Granada cristiana. El ejemplo de 
la familia Hermes”, en A. Temimi (coord.), Melanges Louis Cardaillac, Túnez, FTERSI, 1995, II, pp. 649-658.
9   E. Soria Mesa, “Genealogía y poder. Invención del pasado y ascenso social en la España Moderna”, 
Estudis, 30 (2004), pp. 21-55.
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A estos moriscos regresados hay que añadirles unos cuantos mudéjares, entiéndase 
miembros de esta comunidad cuyo abolengo arranca de las poblaciones situadas en Castilla, 
no en el antiguo emirato nazarí. Los Almirante, muy importantes en el devenir de la nueva 
colectividad morisca tardía, tenían su solar en Madrid y Segovia; madrileños fueron también 
los Fustero, una gran saga de escribanos y médicos moriscos, de indiscutida condición 
hidalga.
	

2. Estrategias familiares

Supervivientes in extremis de una civilización condenada, reducto casi único de lo que 
antaño supuso un modo de vida mucho más extendido, últimos testigos de la pervivencia 
del Islam en la Península Ibérica, los moriscos granadinos tardíos que optaron por no 
disolverse entre los sectores más bajos de la sociedad dominante tuvieron que desarrollar 
unas estrategias familiares muy concretas que les permitieran mantener intacta, en la 
medida de sus posibilidades, su identidad colectiva.

Las claves que nos permiten explicar lo anterior, a partir de este momento y hasta bien 
entrado el siglo XVIII (hasta su final, incluso, en ciertas ocasiones), se resumen en éstas: 

a) Ausencia casi total de monjas, una opción colectiva que tiene tanto que ver 
con su mínima integración cultural y religiosa como con una voluntad de resistencia que 
rechazaba lo que cualquiera entendería como un signo de asimilación total. Las familias 
que no pertenecían a esta cerrada élite y que se fueron aculturando progresivamente, no 
tenían la fortuna necesaria para pagar una dote conventual; los que sí podían costearse sin 
problema el necesario desembolso, no estaban dispuestos a hacerlo.

b) El destino de las hijas. Inexistente el recurso conventual, algo tenían que 
hacer con las hijas sobrantes, ya que el reparto igualitario de la herencia les conduciría 
inexorablemente a la pauperización. Por un lado, existía la opción por la soltería definitiva. 
Este celibato forzoso fue bastante frecuente en esta élite morisca tardía; sobre todo se 
visualiza en el trance de 1727, pues muchísimos de los procesados son mujeres que no han 
tomado estado. Solteras de diversas edades, unas sin oficio, otras dedicadas a diversas 
tareas laborales, casi todas ellas relacionadas con la seda.

La otra posibilidad que cabe contemplar es la práctica consciente de la hipogamia. El 
recurso a los casamientos descendentes en lo social parece que fue bastante habitual, ya 
que eso permitía situar adecuadamente a las hijas sobrantes, desposándolas con hombres 
de inferior condición social y económica, aunque sin llegar a efectuar matrimonios del todo 
desiguales. Esto, que permitía casar a casi toda la descendencia sin importar que algunas 
dotes fuesen escasas, tenía un valor añadido, y por eso creo que se practicó bastante. Crear 
líneas de parentesco con familias de círculos más modestos, aunque próximos al propio, 
y con ello reforzar los lazos que unían por dentro a la comunidad de moriscos ocultos. 
Se sacrificaba hasta cierto punto la posibilidad de casar bien a cambio de enlazar con 
otras familias de similar corte étnico-religioso, las cuales venían a sumarse como clientes y 
aliados a este grupo de élite.

c) Los varones eclesiásticos. Distinto es el caso de los varones; en ocasiones 
encontramos clérigos entre las familias más poderosas del círculo morisco. Fueron pocos, 
desde luego, pero los suficientes como para no pensar que se trate de una mera excepción 
a la norma. Ya los hubo en tiempos pasados, no se trata de una situación demasiado 
llamativa. Los casos de los jesuitas Albotodo e Ignacio de las Casas se pueden sumar a 
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otros frailes, como fray Leandro de Granada, miembro de los preclaros Granada Venegas, 
y a clérigos seculares de origen mixto como el conocido sacerdote alpujarreño Francisco de 
Torrijos, por sólo citar una breve muestra10.

En el grupo de islamizantes de 1727 encontramos a don Juan Pedro de Aranda 
Sotomayor, don Felipe de Figueroa y Aranda, don Álvaro de Mendoza, don Vicente de 
Mendoza y don Luis Pérez de Gumiel, todos inmediatos parientes y clérigos de menores 
órdenes. Y junto con ellos, a don Melchor de Figueroa, clérigo presbítero. Dentro del grupo 
de los asimilados, los hermanos don Nicolás, don Luis y don Salvador de León y Cisneros, 
el primero presbítero; clérigo de menores y capellán de la que fundó su tía doña Josefa 
María de León Gutiérrez de Liébana, el segundo; el tercero, por último, beneficiado de 
la parroquia de Santiago de la capital. Primo de ellos, don Juan Luis de León y Cisneros, 
clérigo presbítero, teniente de cura de la parroquia de San Juan de los Reyes y poseedor 
de la capellanía que fundó su parienta doña Teodora de León y Liébana.

Las razones que explican esta disimilitud en cuanto al género de los hijos creo que 
son bien sencillas. La dedicación al clero masculino, como creo haber demostrado para el 
ámbito superior de la nobleza hispana11, no fue una cuestión de vocación, sino de inversión. 
Un hijo o pariente clérigo, un párroco o beneficiado en la familia, suponía un peón introducido 
en el estamento privilegiado, una fuente importante de ingresos que podía y debía retornar 
al seno de donde partió, y un plus de respetabilidad. Y en el caso concreto que estudiamos, 
un colchón protector frente a agresiones externas, a críticas, murmuraciones, agresiones, 
rechazos e incluso, por qué no, frente a la curiosidad inquisitorial12.

d) Ausencia de casamientos mixtos. Llama la atención en este grupo la práctica 
inexistencia de casamientos mixtos, algo que se explica por el deseo de reforzar 
sistemáticamente los fuertes pilares que unían al grupo, así como evitar la intromisión 
de extraños en aquellos senos familiares no demasiado ortodoxos en lo religioso y en lo 
cultural. No actuaron de otro modo los marranos portugueses por parecidas fechas.

Hubo excepciones, aunque pocas. Las familias más integradas empezaron antes o 
después a casar con cristianos viejos, como sucedió con los Bazán de Abla, que se separan 
por completo del grupo, o los Mondragón de Zújar, que hacen lo propio. Entre estos últimos, 
destaquemos el caso de Juan Ruiz de Mondragón y de su mujer doña Luisa de Tarifa, 
vecina de Baza, hija de don Pedro de Tarifa y de su parienta doña Catalina de Tarifa y 
Muñoz, ambos de la más preclara oligarquía urbana local bastetana, aunque de origen 
judeoconverso13.

Un paradigma de lo expuesto lo representa la extensa parentela de los Venegas de 
Monachil, incluyendo a los que descienden de ellos por varonía, así como a los Jiménez 
Venegas y a los Beamonte, cuyo parentesco es efectivo, pero cognático. En torno a 1600 
comienzan a casar con cristianos viejos locales, repobladores acomodados venidos tras el 

10   A. Garrido Aranda, Organización de la Iglesia en el reino de Granada y su proyección en Indias. Siglo 
XVI, Sevilla 1979, y F.B. de Medina, “La Compañía de Jesús y la minoría morisca (1545-1614)”, Archivum 
Historicum Societatis Iesu, 57 (1988), pp. 3-136. Para Torrijos interesa J. Castillo Fernández, “El sacerdote 
morisco Francisco de Torrijos. Un testigo de excepción en la rebelión de Las Alpujarras”, Chronica Nova, 
23 (1996), pp.  465-492. Y la condición de monje benito de fray Leandro se justifica, entre otros muchos 
documentos, en AGS, Contaduría de Mercedes, leg. 103, 22.
11   E. Soria Mesa, La nobleza en la España Moderna. Cambio y continuidad, Madrid, 2007.
12   Desarrollo esta temática en E. Soria Mesa, “Clérigos moriscos. La búsqueda de la respetabilidad y el 
prestigio social entre las nuevas élites moriscas granadinas (siglos XVII-XVIII)”, en E. Soria Mesa y A.J. Díaz 
Rodríguez (eds.), Iglesia y movilidad social en la Monarquía Hispánica, Granada, Editoral Comares, 2012 (en 
prensa).
13   ARChG, 58-2.
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reparto de tierras ordenado por Felipe II, con granadinas (don Alonso Venegas con doña 
Baltasara de Villavicencio, en 1611) o incluso con familias procedentes de lugares más 
lejanos (don Luis Belvís y doña María de Oviedo, vecina de Osuna, en 1594). Estrategia 
que alternan con los casamientos endogámicos, que se mantienen en 1628, 1632 y aún 
más tarde14.

e) Buscando parientes fuera del reino. Fue ésta una deliberada estrategia, ya que 
no se trataba de enlazar con deudos de cualquier origen geográfico, interesantes sólo por su 
condición de consanguíneos, sino de volver a matrimoniar con grupos igualmente moriscos 
que, eso parece, habían quedado avecindados, oculta su condición tardoislámica, en 
localidades más o menos cercanas a la frontera. Ciudades y grandes villas como Antequera, 
Osuna o Quesada, entre otras, asistieron al ir y venir de bastantes personas en busca de 
un enlace conveniente, proceso muy importante porque nos revela la obsesión de estos 
moriscos por seguir reforzando sistemáticamente los lazos internos que cohesionaban a 
sus respectivas parentelas.

	 Es el caso de Diego Enríquez, vecino de Zújar, descendiente de uno de los principales 
linajes moriscos del altiplano granadino, quien casó en 1633 con Ana María de la Puerta, 
vecina de Beas, en el reino de Jaén. Luis de Aranda Sotomayor, por su parte, desposó a 
mediados del siglo XVII a doña Teodora de Campos, nacida en Antequera. Y a esta misma 
ciudad nos remite el casamiento de don José Zegrí Pérez Guerrero, decadente jefe de 
la que fue tan ilustre estirpe morisca, con su parienta doña Josefa de León, hija de don 
Juan de León, capitán de caballos corazas del regimiento del Rosellón, con toda seguridad 
descendiente de tan prolífico linaje de la Granada morisca. Se podrían citar muchos más.

f) La omnipresente endogamia. Fue tal la importancia del casamiento consanguíneo 
dentro de este conjunto de personas, que merece que la tratemos con algún detenimiento. 
Lo mismo que sucedió con los judeoconversos en sus primeras generaciones y con los 
marranos portugueses del siglo XVII, los moriscos que se quedaron practicaron con saña el 
casamiento consanguíneo, en muchas ocasiones hasta niveles insospechados. Era lógico, 
ya que era una manera de preservar su identidad colectiva, a la vez que para determinados 
sectores era una garantía vital en el delicado juego de mantener oculta su condición más o 
menos herética.

Por una razón u otra, por las dos generalmente, nuestros protagonistas enlazaron 
entre sí durante más de siglo y medio, buscando parientes para desposar con sus hijos e 
hijas. Así creo haberlo establecido en un artículo hace un par de años, en donde traté de 
forma pionera la temática15. Sin embargo, en él, como un primer acercamiento a la cuestión 
que era, sólo abordé los casamientos endogámicos en una primera fase, hasta mediados 
del Seiscientos. Básicamente, porque aún no conocía hasta qué profundidad llegaba 
esta práctica. En la actualidad, gracias a la consulta de más documentación y con una 
reconstrucción genealógica superior, estoy en condiciones de afirmar que esta estrategia 
endogámica llegó en ocasiones hasta las mismas postrimerías del siglo XVIII. Al menos 
hasta 1797 he detectado este tipo de casamientos, quién sabe si siguieron más allá de las 
fronteras modernas, penetrando en la Contemporaneidad. 

De los enlaces de este tipo en el Setecientos hablaré más adelante. Veamos a 
continuación un par de ejemplos, muy simplificados por razones prácticas, que nos llevan 
desde fines del siglo XVI hasta mediados de la siguiente centuria. El primero muestra las 
interconexiones de tres grandes familias moriscas de esta segunda etapa granadina, los 

14   Todo esto procede del vaciado de diferentes libros parroquiales del Archivo Parroquial de Monachil.
15   E. Soria Mesa, “Una gran familia. Las élites moriscas del reino de Granada”, Estudis, 35 (2009), pp. 9-35.
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Madrid, los Montalvo y los Cuéllar. El segundo hace lo mismo con los Zamora y los Almirante. 
En realidad, todo es una misma y enorme parentela que resulta prácticamente imposible 
de representar gráficamente, y que por mor de la inteligibilidad he dividido en estos dos 
esquemas16.

16   Las fuentes de ambos cuadros son los expedientes matrimoniales conservados en el ACuG. Elaboración 
propia.
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3. Actividades económicas

	 Si difícil resulta la reconstrucción de los niveles de fortuna y las actividades 
económicas de cualquier grupo social en los siglos preestadísticos, no digamos ya en 
lo que se refiere al caso de estos moriscos tardíos, pues a los problemas habituales de 
dispersión y escasez documental se une el ya referido de su propia condición de colectivo 
oculto. No me cabe duda de que algunos, quizá bastantes, de sus intercambios comerciales 
y su actividad industrial se me han escapado, deslizándose de forma subrepticia por los 
legajos que he ido consultando. Añadamos a eso las enormes pérdidas sufridas en el siglo 
XIX por la documentación notarial granadina, sobre todo la de la capital, que imposibilitan 
el conocimiento exhaustivo de su economía.
	 A pesar de todos los problemas, creo haber obtenido los suficientes datos como 
para poder presentar un panorama global de sus actuaciones en este campo, pinceladas 
de corte impresionista que al menos nos han de permitir atisbar los márgenes de lo que fue 
un tapiz mucho más complejo. Una realidad que sorprende, al menos a mí me sorprende, 
ya que observamos como en el transcurso de muy pocos años este castigado grupo 
es capaz no sólo de recuperarse económicamente sino de crecer de forma llamativa, 
impresionante en ocasiones. Más todavía si tenemos en cuenta que su origen social es 
bien bajo por lo general, y que no se trata, salvo excepciones, de recobrar patrimonios 
antiguos, sino de adquirirlos por vez primera en la historia de estos linajes.
	 En efecto, llama la atención la enorme capacidad de recuperación económica 
del grupo, que sobrellevó con entereza y habilidad los distintos traumas de las dos 
expulsiones, confiscaciones de bienes, crisis y épocas de decadencia, consiguiendo en 
general, al menos para la capa superior que más documentos nos ha legado, un nivel de 
fortuna más que considerable. Una enorme riqueza a veces, conseguida con el comercio 
y los tratos de todo tipo que llevó a muchos de ellos a poseer grandes capitales antes de 
la persecución inquisitorial.
	 Y más allá de esta triste coyuntura, pues sorprende la velocidad con la que algunos 
de ellos consiguieron sobreponerse a las condenas del Santo Oficio, la prisión y el 
consiguiente destierro de Granada, rehaciendo en poco tiempo parte de su patrimonio, 
volcándose de nuevo en el duro trabajo y comenzando a adquirir poco a poco nuevas 
propiedades. Algo que sin duda se debe a sus propios méritos pero también a la ayuda 
de una red oculta de solidaridades y de apoyos colectivos. Una lección impresionante.

3.1 El sector agropecuario

	 La dedicación de los cristianos nuevos de origen islámico a la tierra es algo bien 
conocido por la historiografía. La presencia de agricultores, sobre todo de hortelanos, 
entre las filas de los moriscos granadinos no por tópica es menos cierta, y en los 
colectivos expulsados al interior castellano, esta vez en forma de arrendatarios, se repite 
la cuestión. No nos debe extrañar, pues, que entre este grupo de familias de moriscos 
ocultos encontremos cierta relación con el agro, si bien es verdad que, en conjunto, resulta 
menor su presencia frente a lo que supusieron otras actividades de carácter secundario y 
terciario.

Enrique Soria Mesa



214 | Vínculos de Historia, núm. 1 (2012)

	 Si en un pasado, antes de 1568, no era raro observar cortijos en manos moriscas17, 
en esta segunda etapa encontramos algunas grandes propiedades de parecidos dueños, 
pero son muchas menos, y en buena parte relacionadas con los escasos descendientes 
de la vieja élite o del núcleo mercantil preexistente. Así, los Venegas de Monachil poseen 
un destacado patrimonio fundiario, o los Joha (Aranda Sotomayor), a los que les viene por 
una conexión familiar con los Alcalay. Poco más.
	 Como complemento necesario de este apartado, la posesión de ganado fue en 
algunos casos otra excelente inversión. Al dejar mucha menos huella que la propiedad de 
la tierra, sólo he encontrado, por ser muy destacado, un caso verdaderamente llamativo. 
A falta de más datos, valga por el momento como ejemplo de una familia morisca dueña 
de grandes rebaños. El tiempo dirá si es la excepción, o si hubo más casos de este tipo18.
	 Los Salido conformaron una de las más interesantes familias del grupo que vengo 
analizando. Oriundos de Guadix, tuvieron por progenitor a un modesto seise del lugar 
comarcano de Freila, bajísimo origen no sólo en lo social, sino también en lo económico. 
De la manera que sea19, los Salido se enriquecieron notablemente, y en muy pocas 
décadas, ya que a comienzos del siglo XVII los encontramos dueños de varios oficios 
de escribano, jurado y regidor de la mencionada ciudad, y en poco tiempo acabarían 
emparentando con las más ricas estirpes de la nueva élite morisca granadina. En el 
inventario post-mortem de Bartolomé Salido, en 1647, se encuentran casi 4.000 ovejas 
de todo tipo, 1.600 cabras, casi 500 corderos, y otras tantas vacas, más los consabidos 
borricos y algún caballo20. 
	 El resto de las familias parece ajena a este tipo de actividad económica. Los que se 
han ido enriqueciendo durante el siglo XVII no destinan sus beneficios a la adquisición de 
propiedades rústicas, sino que invierten casi todas sus ganancias en los mismos sectores 
industrial y mercantil de donde éstas provienen. Veámoslo

3.2. Artesanía y comercio

Fueron los sectores secundario y terciario los más presentes en el universo 
tardomorisco granadino. Una simple mirada a las profesiones que nos van apareciendo 
en los protocolos granadinos lo deja bien claro. Es lo que se recoge en el cuadro siguiente.

17   J.A. Luna Díaz, “Repoblación y gran propiedad en la región de los Montes de Granada durante el siglo 
XVI. El cortijo”, Chronica Nova, 17 (1989), pp. 171-204.
18   Sabemos que en la etapa morisca clásica sí que poseían importantes rebaños, al menos algunos grupos, 
como muestran B. Vincent, “Les morisques et l’élevage”, Revue d’Histoire Maghrébine, 61-62 (1991), pp. 
155-162 y J.P. Díaz López, “El sureste peninsular: ganaderos trashumantes moriscos, ‘señores de ganado’ 
cristianoviejos”, Actas del Congreso Internacional “Carlos V. Los moriscos y el Islam”, Sociedad Estatal para 
la Conmemoración de los Centenarios de Felipe II y Carlos V-Universidad de Alicante, Madrid, 2001, pp. 113-
126.
19   Resulta de momento casi imposible trabajar, al menos seriamente, la documentación notarial de Guadix, 
al estar depositada en la notaría local y ser muy dificultosa su consulta.
20   APG, G716, f. 69
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Profesiones de moriscos granadinos

Nombre Fecha
(aprox.) Oficio

Melchor de Almirante 1610 Mercader

Pedro de Chaves 1632 Tratante en jabón

Cristóbal de Talavera 1633 Sombrerero “de agua y lana”

Sebastián Pérez de Gumiel 1645 Mercader (en la Tenería)

Juan Álvarez 1645 Maestro tintorero

Jerónimo de Aranda Sotomayor 1646 Mercader

Diego Marín Alférez 1646 Mercader

Pedro de Zamora Benavides 1646 Mercader de seda y otros géneros. 
(1647, mercader de paños)

Agustín Alonso Salido 1646 Mercader

Andrés de Mendoza 1646 Maestro cañero

Isidro de Chaves 1646 Mercader (1648, mercader de paños)

Diego de Rueda y Zúñiga 1646 Mercader

Diego de Benavides 1647 Torcedor de seda

Francisco de Chaves 1647 Merchante

Lope de Benavides 1647 Mercader

Juan Jiménez Venegas 1648 Mercader

Leonardo de Figueroa 1648 Mercader de lino

Diego López de Málaga 1648 Mercader de corambre

Juan de Madrid 1649 Mercader “de ropa hecha”

Don Pedro Felipe Salido 1649 Mercader

Sebastián Fernández de Guevara 1649 Mercader de paños

Fuente: Diversos protocolos notariales de esas fechas. Elaboración propia

Aunque la seda va a ser, como veremos a continuación, la actividad principal del 
colectivo, el comercio tocaba todo tipo de géneros, desde el jabón a los paños, del lino a la 
corambre. Ventas que se realizaban en persona, auxiliados casi siempre por dependientes 
y jóvenes aprendices, en las numerosas y muy disputadas tiendas que poblaban el centro 
de la ciudad, sobre todo la calle Zacatín y, más que ningún otro espacio, la compacta y 
laberíntica red de calles conocida como la Alcaicería
	 Tiendas como la muy caudalosa, así se define en la documentación, que Alonso 
Hermes, cabeza de esta familia que se situó a caballo entre la élite antigua y la nueva, 
dejó a su hijo el jurado Miguel Hernández Hermes, en la cual tenía criados y factores a su 
servicio21. En esa codiciada zona recibe en arrendamiento el mercader de paños Sebastián 
Fernández de Guevara una tienda por seis años de contrato a cambio de 466 reales anuales 

21   AGS, Consejo Real, leg. 363, f. 1
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(1649)22. Y allí mismo no sólo tienen sus negocios, sino que incluso habitan, las hermanas 
doña Beatriz y doña Isabel Salido y Chaves, doncellas que testan en 1711 y dejan claras 
con este y otros documentos las actividades económicas que desempeñaron las mujeres 
del grupo23.
	 La principal de las mercancías, sin duda alguna fue la seda. El antaño pujante sector 
sufrió la crisis derivada de la guerra de las Alpujarras y la posterior expulsión de los moriscos 
en 1570-1571, pero poco a poco logró recuperarse. Y en tal recuperación jugaron un activo 
papel las familias objeto de nuestro estudio. Destacaré sólo algunos de los protagonistas 
de esta nueva fase, de los que nos dice su principal estudioso, Félix García Gámez: 

“Finalmente… los mercaderes consiguieron quedarse con el arrendamiento. 
Comenzaba así una nueva etapa, de unos veinticinco años, en la que la renta de la seda 
será administrada por oriundos del reino de Granada: primero por la Universidad de 
mercaderes entre 1608 y 1617; tras su quiebra, y después de un periodo de casi cinco años 
de administración en enviados reales, por Juan Suárez de Santa Cruz, también mercader, a 
partir de 1622, que la cedió dos años más tarde a Diego de Cuéllar Castillo, Diego González 
de Madrid y Gabriel López de Mendoza”24.
	 De estos tres personajes quizá el más interesante en lo económico fue Diego de 
Cuéllar Castillo, un activo comerciante en seda que vivió a lo largo del Seiscientos, y del 
que contamos con bastantes noticias sobre sus negocios, especialmente durante los años 
centrales de la centuria. Por desgracia, no he encontrado aún su testamento e inventario de 
bienes, si es que se conservan, pero con un puñado de escrituras notariales nos podemos 
hacer una idea del relevante papel que jugó en la Granada de su tiempo.
	 Conviene situarle, antes de nada, en su entorno familiar, entre otras cosas para 
advertir que era yerno del ya mencionado Diego González de Madrid, y en buena medida el 
auténtico continuador de sus negocios, más que los propios hijos de éste. Hijo de Gaspar 
de Cuéllar y de doña Juana del Castillo y Benavides, por su madre participaba además 
de la sangre de los Madrid y los Montalvo, mientras que como cuñados contaba, entre 
otros, con el mercader Isidro de Chaves (esposo de su hermana doña Antonia) y con el 
escribano público Álvaro de Córdoba y Almirante (marido de doña Luisa Sebastiana de 
Madrid, hermana de su mujer). 

Su propio casamiento con su prima segunda doña Juana Matías de Madrid le 
emparentaba no sólo con los de este apellido, deudos del propio Diego de Cuéllar, sino 
con los Castellanos y los Talavera. Todo esto le situaba en el centro de una tupida red de 
contactos familiares y personales, que, sin duda alguna, le debieron favorecer a la hora de 
emprender sus más lucrativas actividades.
	 De su participación en el negocio de la seda con su suegro (y tío, era primo hermano 
de su padre), Diego González de Madrid, nos proporciona algunas noticias sueltas el 
testamento de su viuda doña Isabel Ortiz (1647), en el cual se nos refieren los 10.639 reales 
que Diego de Cuéllar habría prestado a Juan Gabriel de Madrid, a fin de que éste, hijo de 
la mencionada doña Isabel Ortiz, pagase las guardas de la seda25.

22   APG, G724, f. 52.
23   APG, G1019, f. 22.
24   F. García Gámez, “La renta de la seda del reino de Granada durante el siglo XVII. Balance y perspectivas 
de estudio”, en M. Barrios Aguilera y Á. Galán Sánchez (coords.), La historia del reino de Granada a debate. 
Viejos y nuevos temas. Perspectivas de estudio, Málaga, Diputación de Málaga, 2004, pp. 263-280; también 
se les menciona en otros artículos del mismo autor como “Asaltar la renta. Caos y conflicto en la administración 
de la renta de la seda del reino de Granada a inicios del siglo XVII (1600-1608)”, Chronica Nova, 30 (2003-
2004), pp. 103-155.
25   ARChG, 2548-31
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	 En cuanto a la seda se refiere, ya se ha comentado anteriormente su arriesgada 
apuesta junto con su suegro y Gabriel López de Mendoza a la hora de tomar en sus manos 
la renta, destaquemos ahora que en 1646 lo encontramos preso en la cárcel pública por una 
deuda de dos millones de maravedíes de que era acreedor don Álvaro Núñez de Lisboa, 
conocido financiero de origen lusitano que por aquel entonces era tesorero de la renta de la 
seda26.
	 Pero no fue ésta la única renta que tomó en arrendamiento, su ambición le obligaba a 
diversificar, invirtiendo en otros ramos de la administración local y nacional. Como hizo con 
los dos primeros Unos por Ciento de la ciudad de Almuñécar y la villa de Motril, poblaciones 
aún muy prósperas debido a la producción y comercialización del azúcar27.
	 Preocupado por la continuidad familiar, resulta del mayor interés una escritura de 
emancipación de su hijo Julián de Cuéllar, en la que se indica las ganancias que ya había 
ido consiguiendo por su cuenta el joven vástago, “considerando su capacidad e inteligencia 
para tratar y contratar”28.
	 El carácter patriarcal, por así decirlo, que parece desprenderse de su figura se 
confirma con una importante actividad como padrino de muchos de los neófitos de este 
colectivo tardomorisco. Por un lado, sus propios descendientes, como su nieto Luis, hijo de 
su hija doña Teodora y de Juan Agustín de León, bautizado en 166129; y los de sus nietos 
Melchor Alberto (1641), Juliana (1642) y Juan Antonio (1646), hijos los tres de su hija doña 
Isidora Matías y del esposo de ésta, su primo hermano Jerónimo de Cuéllar30.
		
3.3. El arrendamiento de rentas y propiedades

	 Una de las actividades económicas más productivas durante el Antiguo Régimen, 
aunque conllevase lógicamente cierto riesgo, fue el arrendamiento de rentas y de 
propiedades. Rentas reales, municipales, señoriales y eclesiásticas, propiedades de 
particulares, mayorazgos e incluso señoríos fueron objeto de deseo de los grupos sociales 
dedicados masivamente a la gestión de las riquezas ajenas. Entre ellos, es bien conocido, 
los judeoconversos; añadamos a la nómina a los moriscos tardíos.
	 El cuadro siguiente muestra algunos ejemplos de rentas

Arrendador Renta Año Notas

Licenciado Diego 
López de Almirante

Diezmos (¿de 
Granada?)

1646 Le fió doña Mariana de Palomares, viuda 
de Luis Román de Rueda, APG, G701, f. 
1231

Felipe de Zamora y 
Salvador de Cuéllar

Uno por Ciento de 
la Alhóndiga Zaida

1646 APG, G709, f. 356

Diego de Cuéllar 
Castillo

Primer y segundo 
Uno por Ciento del 
Azúcar

1648 De Granada y su partido y del de Vélez 
Málaga. Incluye la costa granadina, APG, 
G724, f. 3

D. Cecilio Enríquez de 
Lara

Renta del solimán, 
azogue y alcanfor

1723 De los reinos de  Córdoba, Murcia, Jaén y 
partido de Antequera, APG, G1076, f. 13

26   APG, G705, f. 211.
27   APG, G724, f. 3
28   APG, G701, f. 1273.
29   ARChG, 302-329-16.
30   Estos tres, bautizados en la parroquia de las Angustias, de cuyo archivo parroquial proceden los datos, 
facilitados amablemente por Agustín Rodríguez Nogueras, a quien agradezco la gentileza.
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Todo esto, aparte de la renta de la seda que ya se comentó, fue arrendada entre 
otros por el mencionado Diego de Cuéllar Castillo. Otra renta que tomaron a su favor, y la 
menciono por ser más extraña, si se me permite la expresión, y tener de ella algunos datos 
de interés, es la denominada Casa de Comedias. Una renta de los propios del municipio, 
que dio ciertos quebraderos de cabeza a los moriscos implicados, y que condujo a un pleito 
en la audiencia entablado entre ellos y la ciudad31.
	 Rentas, pero también propiedades particulares, igualmente atractivas. Mas el 
arrendamiento de bienes a la nobleza y patriciado locales no sólo respondía a razones 
de orden económico, sino que les servía para crearse un colchón protector muy eficaz, 
integrándose en redes clientelares capaces de protegerles. Así, don Lorenzo Felipe de 
Mendoza administraba a comienzos del siglo XVIII el heredamiento de Beas, propiedad 
del marqués de los Trujillos, mientras que en la centuria anterior encontramos a Francisco 
Salido como hombre de confianza de la poderosa familia de Guadix De la Cueva Benavides, 
tanto que incluso les arrendó su señorío de Albuñán. Es solo una muestra.

3.4. Niveles de fortuna

	 Evidentemente, todas estas prácticas, aquí resumidas al extremo, permitieron a las 
familias más afortunadas acumular un importante patrimonio. Al poseer, sobre todo debido 
a las pérdidas documentales, pocos inventarios de bienes, utilizaré como indicador de sus 
niveles de fortuna las mucho más abundantes escrituras de dote y arras, cuya revisión nos 
advierte de inmediato de la gran riqueza adquirida. Los casos más notorios los representan 
los miembros de la extensa parentela que podemos denominar Gumiel-Aranda Sotomayor, 
con el aliciente añadido de que permiten ver la evolución del conjunto a lo largo de tres o 
cuatro generaciones. 

Ejemplos de dotes de la parentela Gumiel-Aranda Sotomayor

Contrayentes Año Dote Arras Notas

Dª Jacinta Pérez de Gumiel y D. 
Jerónimo de Aranda Sotomayor

1646 23.254 2.941 APG, G791, f. 1154

Dª Beatriz de Figueroa y D. Luis de 
Aranda Sotomayor

1667 22.027 5.500 Hijo de los anteriores,

Dª Josefa de Aranda Sotomayor y D. 
Gabriel de Vitoria

1677 50.000 ¿? Hermana del anterior

Dª Isabel de Aranda Sotomayor y D. 
Gabriel Jerónimo de Figueroa

1703 48.505 11.000 Hija de D. Luis y Dª Beatriz. Él 
es su primo hermano

Las cuantías se expresan en reales. Todo lo que no lleve justificación expresa procede de AHN, 
Inquisición, 1449, 4

31   ARChG, 14462-15.
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Ejemplos de capitales (aportación del marido) de 
la parentela Gumiel-Aranda Sotomayor

Contrayentes Año Cuantía

Sebastián Pérez de Gumiel y Dª Leonor Dávila Garnica 1624 17.493

D. Jerónimo de Aranda Sotomayor y Dª Jacinta Pérez de Gumiel 1646 297.000

D. Luis de Aranda Sotomayor y Dª Beatriz de Figueroa 1667 33.000

D. Manuel de Aranda Sotomayor y Dª Isabel Salido c. 1675 33.000

D. Jerónimo de Aranda Sotomayor Dª Josefa de Figueroa 1697 48.000

Las cuantías se expresan en reales. Fuente: AHN, Inquisición, 1449, 4. Elaboración propia

Ambas tablas nos muestran, en primer lugar, una evidente evolución ascendente en 
las cuantías (el capital que aporta en 1646 don Jerónimo de Aranda es excepcionalmente 
alto, debido a que ya habían fallecido sus padres, por lo que suponía toda su herencia). 
Pero sobre todo lo que resaltan es un nivel de fortuna elevadísimo. Si lo comparamos con 
los equivalentes cristiano viejos32, supera con creces lo establecido para la mesocracia 
urbana y se acerca, sobrepasando a veces, a lo que aportaban al matrimonio el patriciado 
granadino e incluso la nobleza de más rancio abolengo.

La documentación inquisitorial nos muestra hasta dónde llegaron los más avezados 
en los negocios. La incautación que realizó el Santo Oficio en 1727 de los bienes de don 
Leonardo de Aranda y sus hermanos ascendió a 1.980.000 reales, añadiendo el expediente 
que la cifra real debía ser muy superior, ya que por “ser una casa muy rica, y no haberse 
encontrado dinero, hay la sospecha de que pudiesen haberlo ocultado”33.

4. Oficios públicos

	 Decía más arriba que lo que sorprende en este grupo es sobre todo que su condición 
oculta para la mayoría de sus coetáneos no se debiera a que pasasen económica o 
políticamente desapercibidos, siendo insignificantes y casi invisibles por su misma 
mediocridad social. Todo lo contrario. A la anterior demostración de su riqueza se une la 
posesión de decenas, de muchas decenas, de oficios públicos, con los que lograron estar 
presentes en las principales instituciones locales del poder. Eso sí, casi siempre haciendo 
gala de una ilusoria pero obligada limpieza de sangre, certificado de pureza sanguínea que 
consiguieron una y otra vez gracias a la colaboración de infinidad de testigos de la mayor 
relevancia, nobles incluidos, señal de que no sólo debió correr el dinero a raudales, sino de 
que poco a poco lo más granado del patriciado granadino los fue considerando parte de su 
mismo universo relacional. Lo cual es más relevante todavía.
	 No puedo, por cuestiones de espacio, desarrollar lo que acabo de plantear; lo he 
hecho, además, con gran detalle en otro sitio34. Bastará, pues, con realizar un planteamiento 
general, especificando los distintos ámbitos de actuación morisca en este sentido, con 
algunos casos concretos a modo de ejemplo.

32   Cosa que realizo en detalle en el mencionado libro que dedico a este colectivo.
33   AHN, Inquisición, 2674, 181.
34   E. Soria Mesa, “No sólo hortelanos o arrieros. Oficios públicos, cargos y dignidades ostentados por 
la nueva élite morisca granadina (siglos XVII y XVIII)”, en E. Soria Mesa y S. Otero Mondéjar (eds.), Los 
moriscos entre dos expulsiones (en prensa).

Enrique Soria Mesa



220 | Vínculos de Historia, núm. 1 (2012)

	 El mundo notarial nos presenta el primer escenario, ya que he podido demostrar 
la existencia de bastantes moriscos al frente de escribanías públicas, así en Granada 
como en otras ciudades y villas de su reino. Algo no tan extraño como pudiera parecer en 
un primer momento, pues los hubo tanto en la Granada de tiempos pretéritos35 como en 
algunas localidades castellanas antes y después de 157036. Muy conectado con la anterior 
ocupación, igualmente hubo bastantes procuradores del número entre estos moriscos 
tardíos. En parecidos términos mesocráticos, hay que mencionar a los abundantes médicos 
y boticarios regios, vinculados al Hospital Real y por ello servidores de la Corona.
	 Añadamos varios cargos en la Real Chancillería de Granada, especialmente 
escribanías de provincia y abogados. Objetivo evidente del grupo, como hicieron también 
los judeoconversos37, no sólo movidos por el beneficio económico del desempeño de sus 
cargos, sino también por el control, al menos parcial, que conseguían de instituciones tan 
importantes como ésta. Conociendo todo esto, no nos debe extrañar que unos y otros 
obtuviesen, los primeros a manos llenas, ejecutorias de hidalguía. No sólo el fraude, el 
soborno y la corrupción estaban a la orden del día, es que dentro del organismo existía una 
quinta columna.
	 Subiendo de nivel, encontramos bastantes regidores perpetuos de las grandes 
villas del reino granadino. Los Mondragón de Zújar establecieron una larguísima dinastía 
que llegó por lo menos a comienzos del siglo XIX, y en las otras pobladas localidades de 
la antigua tierra de Baza (Caniles, Benamaurel…) hubo también representantes de esta 
nación. Añadamos los que encontramos en la Vega de Granada, como los Venegas de 
Monachil o los León y Cisneros en Gabia la Grande. Y no sólo cargos patrimonializados 
como las regidurías, sino también electivos como los de alcalde ordinario.

También regidores de ciudades, pues moriscos tardíos hubo en los cabildos, como 
sucedió un siglo atrás, en Almería, Guadix o Baza, y en Antequera, urbe que técnicamente 
se situaba fuera del reino pero que estaba muy relacionada con él. Más varios jurados de la 
ciudad de Granada e incluso caballeros veinticuatro, éstos ya a comienzos del siglo XVIII.
	 Si lo anterior llama la atención, y debería hacerlo, qué decir de un oidor de Sevilla, 
muerto electo de la Chancillería de Granada, o de numerosos alcaides de torres de la 
Alhambra y capitanes de infantería. Más todavía, incluso clérigos, de menores órdenes y 
presbíteros, beneficiados o curas algunos de las parroquias capitalinas.
	 La relación anterior puede mover a engaño, haciendo pensar al lector que en buena 
medida se trató de compradores o poseedores de oficios que lo fueron a título individual, o 
como mucho lo traspasaron a uno de sus hijos. Células aisladas que tendrían su importancia 
pero que no marcarían tendencia. Nada más lejos de la realidad, ya que en muchos casos 
se trató de auténticas sagas familiares, como los Salido, de los que ya se ha hablado, 
quienes nos pueden servir de paradigma. En el intervalo de sólo dos generaciones, esta 
activa estirpe controló varios cargos en el cabildo accitano, que iban desde los empleos 
de jurado de Luis Salido y de su sobrino Bartolomé, hijo de su hermano, a los regimientos 
que disfrutaron igualmente el primero de ellos y Francisco Salido, hermano de Bartolomé. 

35   A. García Pedraza, “Los escribanos moriscos, punto de anclaje en una sociedad conflictiva. El caso de 
Alonso Fernández Gabano”, en M. Barrios Aguilera y Á. Galán Sánchez (coords.), La historia del reino de 
Granada…, pp. 351-368.
36   Datos al respecto en las citadas obras de Dadson y Westerveld, así como en S. de Tapia Sánchez, La 
comunidad morisca de Ávila, Salamanca, Universidad de Salamanca, 1991.
37   E. Soria Mesa, “Burocracia y conversos. La Real Chancillería de Granada en los siglos XVI y XVII”, en 
F.J. Aranda Pérez (Coord.), Letrados, juristas y burócratas en la España Moderna, Cuenca, Universidad de 
Castilla-La Mancha, 2005, pp. 107-144.
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Añadamos a ello la juradería que ostentó Luis Marín Alférez, esposo de doña Mariana 
Salido, y la escribanía pública de Melchor, ambos hermanos de Francisco y Bartolomé.
	

5. La necesaria invención

	 La imprescindible imagen de eternidad que dimanaba la sociedad española del 
Antiguo Régimen exigía que las nuevas élites moriscas, si querían prosperar en la Granada 
de los siglos XVII y XVIII, se adaptaran a los cánones ideológicos imperantes, lo cual 
requería una buena dosis de fraude.
	 Los triunfantes mercaderes debían hacerse pasar por hidalgos, al menos los más 
ambiciosos; los escribanos, clérigos, capitanes, procuradores, jurados y regidores tenían 
que pasar por las obligadas probanzas de limpieza de sangre para poder ejercer sus oficios 
y honores. Los que querían progresar aún más allá, debían añadir a su falsa condición de 
cristianos viejos una igualmente irreal nobleza de sangre. Todo un ejercicio arriesgado, 
un equilibrio en la cuerda floja que salió adelante gracias al soborno, a las influencias, las 
redes clientelares y el olvido.
	 Unos, negaron ser moriscos. Pese a descender de familias conocidas por su origen 
musulmán, su osadía les llevó a probar en ejecutorias y todo tipo de demostraciones 
genealógicas que provenían nada menos que de castellanos, conquistadores del reino de 
Granada para más señas. Como hizo en 1585 Íñigo de Beamonte Carmeden, morisco nacido 
en Huéscar y avecindado en el pequeño lugar de Monachil. En la ejecutoria resultante, tras 
dos años de litigio, se confirmó la ascendencia del litigante, hijo de Francisco Carmeden y 
de María de Guacil, nieto de Hernando Carmeden y de María Reduán38. No importaba que 
tanto la madre como la abuela, amén de la varonía del pretendiente, portasen apellidos de 
clara oriundez musulmana. Ni que en los protocolos notariales de Huéscar de mediados del 
siglo XVI encontremos a todos éstos y a sus parientes notados en la documentación como 
cristianos nuevos39.

Al contrario. En la ejecutoria se indica no sólo el carácter de valiente soldado 
cristiano de Íñigo, quien “cuando salió de la dicha ciudad de Huéscar para ir a servir al dicho 
duque de Alba, iba en un caballo y con un mozo que lo acompañaba”, sino que se habla del 
bisabuelo del pleiteante, Hernando de Beamonte Carmeden, un burgalés a quien Juan II 
habría convertido en 1457 en caballero por sus servicios, privilegio nobiliario confirmado 
por su hijo y sucesor Enrique IV. Merced regia que, ya puestos, no sólo se extendía a los 
descendientes por línea masculina, sino que se transmitía igualmente por la femenina. Este 
antepasado, ya ennoblecido y es de suponer que ya de edad avanzada, se habría venido a 
Huéscar con su mujer Juana de Aivar (otro apellido morisco) e hijos, y quedado allí.
	 Parecido es el caso de los Fustero. En su ejecutoria, de 1585, litigada por los 
hermanos Lope Fustero Píñar y el doctor Pedro de Píñar Fustero40, se saca el origen familiar 
fuera de Granada, llevándolo a Madrid y a Segovia. Del hermano de su bisabuelo, Lope de 
Segovia, se dice que como noble que era tenía casa reservada de la justicia en Madrid. El 
mismo bisabuelo fue alcalde ordinario de esa villa, y uno de los “seis repartidores mayores que 
hubo en Castilla de los castellanos que se pagaban para la conquista del reino de Granada”.

38   Todo esto, en ARChG, 4571-31.
39   Por ejemplo, en APG, Huéscar, Juan Muñoz Tejeda, 1566-70, f. 955 (Francisco Carmeden el Rico y su hijo 
Hernando Carmeden, éste de 30 años); f. 966, se menciona a Hernando como cristiano nuevo.
40   ARChG, 301-72-1.
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No sólo eran cristianos viejos e hidalgos, sino que se nos explica el origen de su 
escudo de armas, debido a “una serpiente que hacía mucho daño en la dicha villa de 
Madrid, había salido el susodicho con sus armas y caballo… y que la había muerto y que 
desde entonces las habían tomado por blasón, que son sus armas la puerta cerrada y la 
serpiente”.

Podríamos hablar aquí de los Hermes, que alegaron ante el trance de la expulsión su 
origen italiano, milanés concretamente. Aprovecharon, con la complicidad de las autoridades 
locales y centrales, la existencia de una importante comunidad de mercaderes lombardos 
en la villa de Pastrana, donde vivían, para camuflarse entre ellos. No se olvide el papel 
protector que seguro jugaron los duques de Pastrana, interesados en mantener lo más 
intacto posible en sus dominios un núcleo tan rico de artesanos y comerciantes41. Terminaré 
este apartado con la historia de los Jiménez Venegas, otra vuelta de tuerca que demuestra 
hasta qué punto se podía inventar el pasado en la España Moderna, hasta dónde estaban 
dispuestos a mirar para otro lado los jueces y, todo hay que decirlo, cuán bien urdieron su 
trama que nos la hemos creído. El primero, yo mismo, pues di por buenos sus orígenes en 
mis primeras investigaciones.
	 Los Jiménez Venegas de Monachil alegaban ser, y esto es completamente cierto, 
una rama menor de los poderosos Granada Venegas, los futuros marqueses de Campotéjar. 
Y bajo su amparo prosperaron en la Granada del siglo XVII. Pero cuando pretendieron 
demostrar su nobleza de sangre se encontraron con el problema de que por línea masculina 
no eran sino descendientes de unos mercaderes de segunda fila, por supuesto carentes 
de cualquier distinción, aunque sobrados de dinero. Es entonces cuando inventaron un 
origen mucho más ilustre, que no sólo les convirtió en hidalgos sino que, de golpe y porrazo, 
les transformó en cristianos, más aún en conquistadores del emirato nazarí. Caballeros 
asentados en Murcia desde antiguo, repartidos en ella ya en época medieval, y que vinieron 
a combatir a la frontera tras la llamada de los Reyes Católicos.
	 La falsedad se consagró sin discusión, pero lo sorprendente aquí es, una vez más, la 
actitud permisiva de las autoridades y el perjurio sistemático de los testigos, entre los cuales 
encontramos a moriscos ocultos, como es normal en estos casos (Pedro Fernández de 
Aivar, Álvaro Cubillo de Aragón, Íñigo de Beamonte, don Felipe de Beamonte Carmeden), 
pero también a hidalgos cristianos viejos (Antonio de Barrientos Padilla, Martín Ruiz de la 
Puerta, Juan de Gálvez Barrionuevo y don Pedro de Arce Cabeza de Vaca) y sobre todo a 
oligarcas locales como los veinticuatros don Juan Luis de Contreras y Loaísa y Jerónimo 
Guillén de Contreras; el familiar del Santo Oficio don Fernando de Aranda Cuéllar, Antonio 
del Campo (sobrino del regidor Fernando del Campo), don Baltasar de Gadea y Aranda y 
don Martín Pérez de Arriola, contador de Su Majestad42. Y al genealogista Blas de Salazar, 
cuya declaración se transcribe en el apéndice y que es posible, sólo posible, que fuese quien 
urdiese todo a cambio de dinero. De mucho dinero43.
	 Otros, menos ambiciosos, se contentaron con demostrar su supuesta hidalguía, sin 
negar la condición morisca de su abolengo. El cuadro siguiente nos muestra una selección 
de tales pleitos de nobleza, sustanciados en la Sala de los Hijosdalgo de la Real Chancillería 
de Granada. Todos fueron ganados por los litigantes.

	

41   E. Soria Mesa, “La asimilación de la elite morisca…”.
42   ARChG, 301-113-29
43   Sobre este personaje, véase E. Soria Mesa, “Blas de Salazar, un genealogista granadino olvidado”, 
Revista del Centro de Estudios Históricos de Granada y su Reino, 9, 2ª época (1995), pp. 109-120.
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Peticionario Año Notas

Hernando Abdelhaque 1545 Vecino de Cútar, tierra de Málaga, de sangre real (es 
un Fez Muley).

Diego García Abenzalafé 1602 Origen de los León y Cisneros por varonía

Juan Martín Reduán 1625 Vecino de Lucena. Bisnieto de Gil Abén Reduán, a 
quien se dio privilegio en 1491

Luis de León y Cisneros 1780 Vecino de Granada, litiga contra Cogollos

Manuel de León y Cisneros 1786 Vecino de Gabia la Grande

Fuente: ARChG, Sala de los Hijosdalgo. Elaboración propia

6. Una red protectora

Es lícito preguntarse, de hecho es de sentido común, cómo fue posible que todo 
este gran conjunto poblacional, tan rico y próspero, tan ostensiblemente presente en las 
instituciones locales del poder, pudiese no sólo sobrevivir sin problema alguno, sino que su 
misma existencia fuese ignorada por la inmensa mayoría de los granadinos de su tiempo. 
Hay que recordar que no sólo no deberían haber permanecido en el territorio nacional 
tras 1610, al menos muchos de ellos, sino que su misma presencia en los oficios públicos 
arriba mencionados era ilegal, ya que todos ellos requerían, por someras que fueran las 
pruebas, una demostración pública de limpieza de sangre, de la que obviamente carecían. 
Y ni un solo escribano, clérigo, abogado, procurador o jurado, no digamos ya alcaides y 
capitanes, regidores o caballeros veinticuatro de esta minoría tuvo problema alguno para 
tomar posesión de su cargo.
	 Está claro que no sólo consiguieron sortear las probanzas de limpieza de sangre con 
total éxito, sino que lograron incluso tender un manto de silencio alrededor de su propia 
existencia. Algo que sólo se puede explicar mediante la creación de una fuerte red de 
solidaridades no sólo intergrupal, sino que se extendió más allá del núcleo morisco e implicó, 
de muchas maneras, a las élites locales. Buena parte del patriciado urbano, del clero, de la 
nobleza y de la mesocracia regnícolas actuaron como colchón protector. Sólo eso explica 
el olvido al que se entregó durante un siglo un grupo tan compacto, tan endogámico y que, 
por si fuese poco, en cierta medida practicaba la herejía.
	 Poco a poco, dinero de por medio, los moriscos tardíos lograron integrarse en una 
serie de redes sociales, un elemento muy complejo y difícil de averiguar por el historiador 
precisamente debido al carácter etéreo y cambiante de esta forma de relación entre personas. 
El empleo de una documentación muy abundante, relativamente hablando, y el cruzamiento 
sistemático de los nombres que aparecen como testigos, avalistas, padrinos, beneficiarios 
de mandas testamentarias… me ha permitido presentar un primer acercamiento al tema.
	 Comentaré el caso más interesante de todos, protagonizado por los Aranda 
Sotomayor, la principal y más rica de las familias islamizantes, que partiendo de orígenes 
modestos llegó a alcanzar, aunque brevemente, la gloria a nivel local, saliendo de entre 
sus filas un oidor de Sevilla y un caballero veinticuatro de Granada, recibiendo incluso la 
merced de un hábito de Santiago a comienzos del siglo XVIII.
	 Los Aranda, que en los dos primeros tercios del siglo XVII son bastante marginales 
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dentro de su propio grupo, comenzaron a enriquecerse rápidamente gracias al comercio 
de la seda, alcanzando una fortuna que superaba con creces los dos millones de reales 
en 1727. A partir de 1690, deseando acompasar su nivel de riqueza con un prestigio social 
equivalente, iniciaron una ambiciosa serie de estrategias que les habrían de conducir a obtener 
la hidalguía, primero, varios cargos públicos, después, para concluir con el mencionado 
hábito de la orden santiaguista. Lo interesante del caso es que al ser su origen morisco muy 
notorio, no lo escondieron, sino que esgrimieron una serie de privilegios otorgados por la 
Corona a sus ancestros, la mayoría de ellos falsos, con lo que consiguieron, al menos en 
un principio, demostrar su supuesta condición hidalga. Y, ya puestos, se hicieron descender 
de la más alta nobleza nazarí, entroncando incluso con la misma Casa Real.
	 De esta forma, en el mencionado año de 1690 el mercader don Jerónimo de Aranda 
Sotomayor forzó una probanza heráldica, llamémosla así, para trasladar su escudo de armas 
desde sus antiguas casas en el Albaicín a su nuevo domicilio, en la más lucida parroquia de 
San Pedro y San Pablo. No llama tanto la atención lo innecesario de la prueba, efectuada 
ante el promotor fiscal, cuanto la categoría de los testigos, que todavía nos habla de un 
modesto nivel social. Entre ellos, aparte de algunos moriscos, encontramos trabajadores 
del arte de la seda y mercaderes, pero ya aparecen tres clérigos. Un Guevara, de los ya 
mencionados, pero también un religioso y un predicador44.
	 Tan solo quince años después, las cosas han cambiado mucho. En 1705, el mismo 
personaje había comprado de la exangüe hacienda regia la alcaidía de la Torre del Aceituno 
y de la Puerta de Fajalauza, una de las muchas existentes, cargos desprovistos en la 
práctica de valor militar alguno y convertidos ya en algo meramente honorífico. La cuantía 
de lo entregado debió de ser considerable, pues la cédula real no consideró la operación 
como una compra, sino como la restitución, falsamente, de una supuesta alcaidía familiar 
que vendría desde los tiempos nazaríes. Algo mucho más honroso, claro, que una merced 
venal. 

Los testigos que juraron acerca de la veracidad de las pretensiones de los Aranda 
indican a las claras de qué forma tan sustancial había mejorado su estatus en un intervalo 
tan corto de tiempo. Quitando algún morisco, más o menos parientes, encontramos varios 
escribanos públicos, abogados de la Real Chancillería, un párroco y un capellán real, el 
pertiguero mayor de la catedral (de familia noble) y ya nos aparece incluso un caballero 
veinticuatro.
	 Si llamativo parece el cambio, qué decir de los testigos que intervinieron en 1712 
y 1713 a favor de don Felipe de Figueroa, cuñado del anterior, otro riquísimo mercader 
morisco. En la primera de estas probanzas encontramos personajes de la talla de don 
Álvaro de Luna y Ruiz de Alarcón, hijo del señor de la villa de Almodóvar del Pinar; don 
Luis Francisco Gaví Cataneo Lomelín y Granada, alférez mayor de Salobreña, sobrino de 
los marqueses de Campotéjar; el caballero veinticuatro don Baltasar de Oreña Manrique 
de Arana; de don Francisco Hurtado de Mendoza, caballero de Santiago; y de don José 
Altamirano y Carvajal, marqués de Alhendín de la Vega, señor de esta villa y de La Malahá.
	 La siguiente probanza, de 1713, deja más claro si cabe el poder social alcanzado 
por estos riquísimos mercaderes. Ante el juez desfiló una selecta representación de la 
mesocracia, la oligarquía y la nobleza titulada de la ciudad, dejando bien claro, sólo catorce 
años antes de ser apresados por la Inquisición, que para todos ellos los Aranda Sotomayor 
eran parte sustancial de su mundo.

44   Todo esto y lo siguiente, de AHN, Inquisición, 1449, 4.
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	 Entre ellos encontramos unos cuantos miembros de la burocracia urbana, como 
don Pedro Fernández de Ortega, que fue notario mayor del arzobispado; don Esteban de 
Mendía, su sucesor en el cargo; don Manuel de Vargas y don Francisco de Zamora, ambos 
escribanos de Cámara de la Real Chancillería; don Juan de Padilla y don Diego Ramos del 
Águila, escribanos públicos; y don Félix de Herrera, abogado de la citada audiencia.
	 De mayor relevancia, oligarcas como los veinticuatros don Matías de Navarrete, 
caballero de Calatrava, don Salvador de Morales Hondonero, don Fernando Iravedra de 
Paz y don Manuel de Cruellas; y religiosos como los doctores don Juan de Soto, beneficiado 
de la céntrica parroquia de San Justo y Pástor, don José de Luque, canónigo de la Catedral, 
y don José de Vivero, canónigo magistral de la misma institución.
	 Pero sobre todo individuos del mayor nivel, como don Martín de la Cueva y Benavides, 
caballero de Calatrava, señor de la villa de Albuñán y Pariente Mayor de la poderosa 
estirpe de los De la Cueva de Guadix; su cuñado el marqués de los Trujillos; el marqués 
de Algarinejo; el marqués de Caicedo; don José de Sotomayor, sedicente señor de Búcor y 
alférez mayor de Alcalá la Real; don Agustín Beltrán de Caicedo, caballero de Alcántara; de 
nuevo el marqués de Alhendín de la Vega y el genovés don Luis Gaví; don Melchor Mantilla 
y Ahumada, caballero de Santiago; el marqués de Casablanca, caballero de Alcántara y 
veinticuatro de Granada…
	 Creo que queda claro cómo se pudo mantener durante tanto tiempo, a lo largo de 
más de un siglo, esta ficción. La de que la nueva élite morisca no era de origen islámico; la 
de que aquellos que descendían notoriamente de musulmanes eran nobles y descendientes 
de convertidos al cristianismo de forma voluntaria; o de que todos eran fervientes católicos 
cuando cientos de ellos islamizaban más o menos abiertamente. La clave explicativa reside 
en que había muchos, y muy poderosos, personajes interesados en que se quedaran y 
prosperaran. Muchos debieron obtener beneficios de su colaboración, es obvio. Aunque no 
conste en los documentos, tanto perjurio debe interpretarse en este sentido.

Mas a veces sí consta en la documentación. Es lo que le sucedió a don Pedro de 
Marchena, alcalde del Crimen de la Real Chancillería de Granada, a quien el rico mercader 
morisco don Isidro de Chaves le perdonó nada menos que una deuda de 9.000 reales a 
la altura de 170045. Sabemos del caso por la protesta, muchos años después, de su viuda 
doña Hipólita de Santa Cruz, quien alega ante la Inquisición de Granada la nulidad de la 
deuda, preocupada porque al haber confiscado el Santo Oficio los bienes de Chaves no 
constase el perdón. Textualmente, se nos dice que don Isidro de Chaves fue a su casa 
con los vales, “rasgándolos a su presencia, dando a entender los perdonaba, que creyó la 
referida por los beneficios que le había debido a su hijo don Álvaro”46.
	 El mencionado hijo don Álvaro era, por su parte, racionero de la Catedral de Granada, 
y el mercader morisco administraba su prebenda. Lo que nos lleva a una pequeña red de 
relaciones con la audiencia y el cabildo catedralicio, por sentido común interesadísimos en 
proteger a un colectivo que les presta dinero a mansalva, que administra sus bienes y que, 
llegado el caso, les perdona grandes cantidades de dinero. Deuda condonada, ¿a cambio 
de qué?.

45   Don Pedro Marchena Durán fue sucesivamente Asistente de Marchena (1698-1699), abogado de los 
Reales Consejos, Alcalde del Crimen de Granada (1700) y corregidor de Andújar (1705-1706), muriendo en 
1721, F.J. Gutiérrez Núñez, “Marchena y el VII duque de Arcos (1693-1729). Aspectos sobre el control del 
estado señorial”, en F. Andújar Castillo y J.P. Díaz López (eds.), Los señoríos en la Andalucía Moderna. El 
Marquesado de los Vélez, Almería, Instituto de Estudios Almerienses, 2007, pp. 769-793.
46   AHN, Inquisición, 2675, 74.
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7. La represión inquisitorial

Curiosamente, lo único que se conocía de este grupo, y que incluso había sido 
tratado de forma monográfica, es el hecho aislado de que en 1727 se desató, tras una 
delación espontánea, una completa persecución inquisitorial contra el núcleo central de 
estos tardomoriscos. La represión ejercida por el Santo Oficio no fue demasiado brutal, 
pues la mayoría de las condenas fueron bastante leves, al menos de forma relativa47. Desde 
luego, si se comparan con las muchas hogueras que se prendieron para quemar, por los 
mismos años, a otros tantos marranos de origen portugués en las sedes de los tribunales 
meridionales de nuestro país48.
	 En nuestro caso, encontramos penas mucho más bajas; para empezar ninguna 
muerte en la hoguera. Por ejemplo, los dos años de cárcel para el maestro de tintorero 
Nicolás Díaz, el padre del propio delator, tras los cuales quedaría desterrado cuatro años de 
Granada y Madrid, y de ocho leguas de su contorno. O la cárcel perpetua de don Lorenzo 
Felipe de Mendoza, yerno del anterior, que en realidad se conmutó en unos pocos años. 
Y la cárcel de un año de don Isidro Fernández de Guevara, con el consiguiente destierro. 
Todos ellos perdieron sus bienes, claro está, pero salvaron las vidas49.

No es fácil determinar, más allá de lo que pueden ser meras suposiciones, las causas 
que explique tal disimilitud en la punición de la herejía. Un mayor odio, quizá, a lo judaico, 
pero sobre todo la conciencia de ser mucho más temible esta secta en el caso granadino 
que lo que para ellos eran meros residuos de un Islam en decadencia. Que podrían ser 
peligrosos para el orden establecido, sí, pero que por su propia esencia no podían exportarse 
sino a un sector reducido, por numeroso que fuese, de la población total. Y tal vez también, 
acaso esto sea determinante, la evidencia para los inquisidores de que buena parte de 
los encausados se hallaban situados entre la herejía y la mera repetición conductual; las 
costumbres y las prácticas en paralelo al mahometanismo voluntario y consciente.
	 No me es posible desarrollar aquí todo lo concerniente a los hechos específicos de 
la represión inquisitorial de 1727; me remito de momento al trabajo de Lera y al de Flora 
García Ivars, ya mencionados. De los datos ofrecidos por esta autora procede el siguiente 
cuadro, que creo bien representativo del impacto numérico que tuvieron los autos de fe que 
siguieron a la gran redada anti-islamica.

47   Sigo aquí, en esencia, el artículo de R. de Lera García “Criptomusulmanes ante la Inquisición granadina 
en el siglo XVIII”, Hispania Sacra, 36 (1984), pp. 521-575. Si bien he consultado directamente todos los 
legajos que en el Archivo Histórico Nacional se refieren directamente al tema.
48   Véase, para el caso granadino, F. García Ivars, La represión en el tribunal inquisitorial de Granada, 1550-
1819, Madrid, Akal, 1991; y R. de Lera García, “Gran ofensiva antijudía de la Inquisición de Granada, 1715-
1727”, Chronica Nova, 17 (1989), pp. 147-170
49   AHN, Inquisición, 2674, 115.
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Moriscos procesados por la Inquisición de Granada, siglo XVIII

Año Moriscos procesados

1703 1

1715 1

1721 1

1724 1

1727 1

1728 107

1729 119

1730 18

1731 10

1734 1

1741 1

1745 6

1747 1

1759 4

1760 2

Fuente: García Ivars, pp. 189-190. Elaboración propia

8. Tras el desastre. Exilio, olvido y recuperación

	 Diversos fueron los destinos de los moriscos condenados por la Inquisición durante 
el primer tercio del siglo XVIII. Desarrollarlos en detalle, como merece la cuestión, es 
imposible aquí; daré unas leves pinceladas para poner de manifiesto la complejidad del 
tema y para mostrar hasta qué punto se mantuvieron, en este sector del grupo, las señas 
de identidad que los hacían diferentes del resto de los granadinos de su tiempo.
	 Unos pocos de los descendientes de estos condenados optaron por la integración 
social. Fueron los menos. El resto, atrapado entre sus particulares convicciones religiosas, 
su deseo de preservar su identidad cultural, sufriendo además el rechazo de la población 
conocedora de su estigma, optó por el exilio o bien decidió reforzar su idiosincrasia hasta 
donde les fuera posible.
	 De los primeros, dispuestos a disolverse en la masa cristiano vieja, proporcionaré 
dos ejemplos divergentes. Uno, exitoso; otro, fracasado. El triunfo, en efecto, es lo que 
consiguieron los descendientes de doña Bernarda Alférez, condenada por islamizante en 
1727 con nada menos que ochenta años de edad. Su bisnieto, que consiguió limpiar su 
memoria falsificando documentos, llegó a ser nada menos que marqués de Baños, caballero 
de Santiago y de Carlos III, capitán general de Cataluña y yerno de un Grande de España, 
el marqués de Castelldosríus50. 

50   AHN, Inquisición, 2674, 225 (noticia de su encausamiento); AHN, Estado, Carlos III, exp. 828 y OM, 

Enrique Soria Mesa



228 | Vínculos de Historia, núm. 1 (2012)

El fracaso, por su parte, adoptó la forma de vergüenza pública en el caso de doña 
Bernarda Gabriela de Molina, esposa del familiar del Santo Oficio don Pedro de Aguilar, 
cuando su propio suegro, indignado por el desigual casamiento efectuado por su hijo, 
divulgó a los cuatro vientos su auténtica ascendencia. En efecto, entre sus más inmediatos 
parientes se encontraban tres reconciliados por mahometanos en la señalada fecha51.

Un selecto puñado de islamizantes, los Figueroa, con toda seguridad los más 
comprometidos con la herejía, optaron por el exilio, huyendo tras una larga serie de peripecias 
nada menos que a Turquía. Magníficamente acogidos a su llegada al Imperio Otomano, se 
convirtieron públicamente al Islam, protegidos de la Sublime Puerta. Su novelesca aventura 
les llevó más tarde a asentarse en Túnez, conformando una de las principales estirpes de 
los tiempos contemporáneos52.

De forma mucho más prosaica decidieron resistir las presiones aculturadoras la 
mayoría de los islamizantes tras el trance inquisitorial. Desterrados oficialmente de la 
ciudad de Granada, casi todos acabaron por asentarse en Priego (Córdoba), Vélez Málaga 
y Málaga, y en zonas del norte granadino, como las villas de Orce y Galera. Transcurridos 
unos pocos años tras su marcha de la capital, pronto se advierte una creciente prosperidad 
en sus filas, salvo excepciones, lo que nos habla tanto de una sorprendente capacidad de 
recuperación como de una más que posible red de moriscos ocultos que les pudieran haber 
ayudado en tal delicada coyuntura.

Especulaciones aparte, lo cierto es que estaban más que dispuestos a mantenerse 
unidos, si no en lo cultural desde luego familiarmente hablando, pues de inmediato reanudaron 
sus prácticas endogámicas buscando parientes dentro y fuera del reino de Granada con los 
que enlazar matrimonialmente. Hasta muy tarde. Tan tarde, que encontramos numerosas 
dispensas en los aledaños del siglo XIX. Veamos un esquema fragmentario pero muy 
ilustrativo:

Santiago, exp. 826 (ambos de don Jerónimo José de Baños, marqués de Baños).
51   AHN, Inquisición, 3723, 181.
52   R. de Lera García, “Criptomusulmanes…”; y M. De Epalza, “Nuevos documentos sobre descendientes 
de moriscos en Túnez en el siglo XVIII”, Studia Histórica et philologica in honorem M. Batllori, Roma, Instituto 
Español de Cultura, 1984, pp. 213-214. Contextualiza el documento en otro trabajo: “Estructuras de acogida 
de los moriscos emigrantes de España en el Mágreb (siglos XIII al XVIII)”, Alternativas: cuadernos de trabajo 
social, 4 (1996), pp. 35-58.
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	 En cuanto al resto del colectivo, el silencio cada vez mayor de las fuentes creo que 
se puede explicar debido a la asimilación definitiva del grupo más integrado. Los que no 
tuvieron nada que ver con el Santo Oficio, debido a que sus prácticas religiosas eran del todo 
ortodoxas, optaron, es mi opinión, por desaparecer en la masa cristiano vieja. Renunciaron 
para siempre a los casamientos endogámicos y se fusionaron matrimonialmente con la 
sociedad dominante. Era la consecuencia lógica de su trayectoria anterior, pero estoy 
convencido de que mucho tuvo que ver en ello el miedo no tanto a la condena inquisitorial 
como al rechazo social que pudiera derivarse del escándalo derivado de la prisión de tantos 
de sus parientes. A partir de este momento, cayó sobre ellos el compasivo velo del olvido.

9. Conclusiones

	 A pesar de todas las expulsiones decretadas por la Corona, cientos o miles de familias 
moriscas se quedaron en tierras granadinas. A partir de 1614 y hasta 1727 este conjunto 
poblacional pasó prácticamente inadvertido, escapando a cualquier control eclesiástico o 
civil, y desapareciendo de la documentación como por arte de magia. Se ocultaron casi del 
todo.

Pero su aparente invisibilidad no procede precisamente de su condición humilde, 
de su pobreza o de su dedicación a tareas económicas viles o muy secundarias. Todo lo 
contrario. En el terreno económico alcanzaron un enorme éxito, logrando algunos acumular 
inmensas fortunas y disfrutando buena parte de ellos de un nivel de vida acomodado o rico. 
La seda en particular y el comercio en general explican su éxito, pero también lo hace el 
arrendamiento de rentas reales y de propiedades de los sectores privilegiados.
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Paralelamente, muchos de ellos poseyeron otros tantos oficios públicos, llegando 
a controlar bastantes juraderías y regimientos, incluyendo las disputadas veinticuatrías 
de la capital; cargos de escribanos y procuradores del número; siendo abogados de la 
Real Chancillería; ostentando algunos el rango de capitanes y alcaides, clérigos e incluso 
contando entre sus filas con un oidor de Sevilla, muerto electo de Granada.

Riqueza y poder que explican la protección que les debió brindar parte de las 
autoridades locales. Por su propia conveniencia, por corrupción o por convencimiento 
algunos oligarcas urbanos les arroparon y actuaron de colchón frente a la presión externa.

Plenamente conscientes de su identidad y dispuestos a preservarla como fuese, 
durante casi doscientos años muchas de estas familias se dedicaron a casarse entre sí 
con una feroz endogamia que nada tiene que envidiar a la practicada por los Habsburgo. 
Casamientos consanguíneos que buscaban reforzar la solidaridad del grupo y evitar, 
también, el ingreso de extraños en el seno de la comunidad. 

Extraños que podrían haber advertido la pervivencia del Islam entre muchos de 
ellos. Mantenimiento de prácticas culturales pero también de creencias religiosas, por muy 
debilitadas que estuvieran. La redada inquisitorial de 1727 y los autos de fe de los años 
posteriores testimonian la existencia de cientos de islamizantes. Seguidores de la religión 
musulmana que no cierran aquí su historia. Mientras unos huyen a Turquía y otros parecen 
volverse de corazón al catolicismo, bastantes de ellos siguen intentando no disolverse en la 
masa y continúan con sus comportamientos matrimoniales hasta, al menos, 1800.

Es ésta otra historia de Granada, muy distinta de la que se conocía hasta ayer mismo. 
Una visión del pasado de este reino hispánico que rompe por completo con la creencia 
tradicional que nos habla de los siglos XVII y XVIII como la época del triunfo definitivo 
del catolicismo, de la contrarreforma, del disciplinamiento y la confesionalización. Y de un 
territorio donde el Islam ha sido extirpado de raíz entre 1609-1614. No fue así.

Pero también pudo ser la historia de todo un país. Creo que esto que he descubierto 
en los archivos acerca de las tierras granadinas se puede extrapolar en buena medida al 
resto de España. Con mayor o menor intensidad, sin duda con ritmos y formas distintos. De 
eso, casi nada se sabe. Por ahora.

10. Siglas empleadas

ACuG		 Archivo de la Curia de Granada
AGS		  Archivo General de Simancas
AHN		  Archivo Histórico Nacional
APG		  Archivo del Ilustre Colegio Notarial de Granada (protocolos)
ARChG	 Archivo de la Real Chancillería de Granada
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La cuestión religiosa en la ciudad de Toledo (1898-1913). 
Clericales y anticlericales ante el espejo1
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RESUMEN
El objetivo de este artículo es analizar el proceso de formación de dos identidades colectivas, 

la clerical y la anticlerical, como factor clave de la movilización que en torno a la cuestión religiosa 
surgió entre 1898 y 1913. Para ello nos serviremos del caso de la ciudad de Toledo donde, de 
manera análoga a lo ocurrido en el resto de país, ambas identidades entraron en conflicto en este 
periodo. 

El soporte metodológico se basa en la teoría de las identidades colectivas definida por Alberto 
Melucci y Sidney Tarrow. De acuerdo con ésta, el origen de todo movimiento social es la generación 
de una identidad colectiva en la que varios individuos generan definiciones y percepciones del 
mundo que les rodea. Dicha identidad se desarrolla a través de acciones colectivas, cuya forma, 
frecuencia e intensidad viene condicionada tanto por la coyuntura -lo que ellos llaman oportunidades 
políticas- como por la acción de un antagonista, una alteridad con la que interactúan, que bien 
puede ser otro colectivo o un poder político.

PALABRAS CLAVE: Clericalismo, anticlericalismo, identidad colectiva, movimientos 
sociales, Toledo

ABSTRACT
The aim of this article is analyzing the process of formation of the clerical and anti-clerical 

collective identities. Both of them were determining factors of the mobilization in religious conflict in 

1   Este artículo forma parte de la investigación titulada Clericales y anticlericales: dos identidades en conflicto. 
Toledo 1898-1914, que bajo la dirección del doctor Julio de la Cueva Merino se presentó en la Universidad 
de Castilla-La Mancha para la obtención del DEA, en noviembre de 2011. Todos los entrecomillados que 
aparecen a lo largo del artículo proceden de citas textuales extraídas de las cabeceras de prensa toledanas 
utilizadas como fuentes.
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Spain between 1898 and 1913. The city of Toledo has been researched as an example of the clash 
between those identities in the country. 

The methodology is based on the theory of collective identities defined by Alberto Melucci and 
Sidney Tarrow. According to this, social movements base on collective identities in which a number 
of individuals construct shared definitions and perceptions of their environment. Collective identity 
also defines the capacity for autonomous actions within a system of opportunities and constraints. 
Definitions and actions are not linear but produced by the interaction and opposition of another 
identity or political structure.

KEY WORDS: Clericalism, anti-clericalism, collective identity, social movements, Toledo

El estudio del conflicto clerical-anticlerical durante el periodo intersecular en la ciudad 
de Toledo supone un doble desafío. En primer lugar, significa enfrentarse a la tradicional 
imagen que acompaña a Toledo como una ciudad dormida, considerada relicario y 
monumento del catolicismo español. La tradición romántica creó la imagen de una ciudad 
utópica, anacrónica, realidad viva de un pasado histórico idealizado. Estas visiones se vieron 
complementadas por la literatura realista, que transmitió la visión de una urbe decadente, 
atrasada y levítica, lastrada por el peso histórico de la Iglesia y dominada por la pasividad 
política. Es así como Pío Baroja proyectó su percepción de la ciudad a través del teniente 
Arévalo, personaje de su novela Camino de perfección, quien

 
 (…)no veía en Toledo más que una ciudad aburrida, una de las muchas capitales de provincia 
española donde no se puede vivir. El pedagogo la llamaba la ciudad de la muerte: era el título 
que, según él, mejor cuadraba a Toledo2. 

Los cronistas locales decimonónicos como Antonio Martín Gamero o Sixto Ramón 
Parro contribuyeron a la perpetuación y difusión de esta imagen de la ciudad, que interiorizó 
la idealización del tan traído y llevado esplendoroso pasado toledano, produciéndose una 
natural asimilación de los argumentos pesimistas en la interpretación de la situación del 
Toledo finisecular3. 

En segundo lugar, supone abordar un tema inédito en la historiografía local, regional y 
nacional, pues no existen referencias al mismo en ninguna de las obras que han tratado este 
tema. Este vacío historiográfico se manifiesta claramente en la cartografía que del conflicto 
en este periodo hacen José Andrés-Gallego y Antón Pazos, donde se resalta la reducida 
presencia de las ciudades del interior peninsular4. La explicación habría que buscarla en 
la ausencia de estudios locales, lo que contribuye a presentar una imagen parcial de la 
cuestión, por lo que se hace necesario reivindicar la historia local como clave para un mejor 
conocimiento de la historia nacional.

2   P. Baroja, Camino de perfección, Madrid, Caro Raggio, 1993 (original de 1902), p. 175.
3   Un análisis más pormenorizado de las imágenes y visiones sobre la ciudad de Toledo en F. Martínez Gil, 
La invención de Toledo. Identidad e imágenes históricas de una ciudad, Toledo, Antonio Pareja-Editor,  2001. 
Esta imagen ha sido revisada en clave de normalidad en las obras de L. Crespo Jiménez, Trato, diversión y 
rezo. Sociabilidad y ocio en Toledo (1887-1914), Cuenca, Servicio de Publicaciones de la UCLM, 2008, pp. 
27-35; y R. Villena Espinosa, Anselmo Lorenzo (1841-1914). El proletario militante, Ciudad Real, Almud, 2009, 
pp. 9-37. 
4   Cartografía de las “Principales algaradas anticlericales 1899-1906” en J. Andrés-Gallego y A. M. Pazos, La 
Iglesia en la España contemporánea, I. 1800-1936, Madrid, Encuentro, 1999, p. 293.
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En el caso de Toledo, la inexistencia de graves algaradas al estilo de otras ciudades 
españolas quizás haya contribuido al olvido de esta cuestión por la historiografía local. 
Esto, sin embargo, supone una visión del conflicto reducida a sus episodios más violentos, 
con lo que se introduce un matiz sesgado del movimiento anticlerical. En la dialéctica entre 
clericalismo y anticlericalismo, cada uno de los contendientes ha presentado una imagen 
deformada de su adversario con el ánimo de desacreditarlo, por lo que este reduccionismo 
supone adoptar una perspectiva interesada. Además, no puede sin más extrapolarse el 
movimiento anticlerical de una ciudad a otra sin matices contextuales. En este sentido, 
el conflicto que se produjo en la ciudad de Toledo tuvo sus características propias, pero 
también generales, compartidas por las ciudades de su mismo ámbito, y en el marco del 
desarrollo del conflicto en España. 

1. La perspectiva dialéctica en la construcción cultural de las identidades en conflicto

Clericalismo y anticlericalismo son dos fenómenos dialécticamente relacionados, de 
tal manera que no es posible definir uno sin aludir a su contrario. Siguiendo a Julio de la 
Cueva, podemos englobar ambos conceptos en una única definición: el anticlericalismo 
es una actitud, que en determinados momentos deviene en militancia activa, de oposición 
y combate contra el clericalismo; entendido éste, a su vez, como la línea de actuación 
histórica de sectores eclesiásticos y seglares encaminada a implantar o mantener, a través 
de diversos instrumentos -políticos, culturales, económicos o sociales-, y desde una posición 
de privilegio y de intolerancia hacia otras ofertas, su control ideológico sobre una sociedad 
civil secular o en trance de secularización y, por tanto, basada sobre unos presupuestos no 
necesariamente coincidentes con los propugnados por tal iglesia5. En este último punto, el 
anticlericalismo hemos de entenderlo también en sentido positivo como la propuesta de un 
modelo de sociedad secularizada, de carácter plural, concretado en diferentes proyectos. 

A pesar del carácter universal de tal definición, el anticlericalismo se circunscribe 
fundamentalmente al contexto de las sociedades mayoritariamente católicas, pues en ellas 
se ha producido una más perfecta simbiosis entre el poder político y el religioso a lo largo de 
la historia. La existencia de un poder eclesiástico que participa, directa o indirectamente, en 
el gobierno de un país, y que posee importantes instrumentos de control ideológico sobre 
la sociedad -en una palabra, el clericalismo-, es condición necesaria para el surgimiento del 
anticlericalismo como respuesta ante tal situación6. 

El retroceso en la pertinencia social de la religión puede producirse bien por efecto 
de la propia dinámica social, bien por el resultado de un conflicto de carácter político entre 
fuerzas diversas en torno al papel de la religión en un contexto de cambios sociales. En este 
último caso, más que de secularización, hablaríamos de laicización, en tanto que aquélla 
adquiere un carácter conflictivo, tal y como han defendido autores como Jean Baubérot. 
Desde una perspectiva histórica, el proceso de secularización en España se produjo de 
manera conflictiva, pues la reacción de la Iglesia fue la defensa beligerante de su posición 

5   J. de la Cueva Merino, “La cuestión clerical-anticlerical contemporánea en la historiografía española”, en G. 
Rueda (ed.), Doce estudios de historiografía contemporánea, Santander, Universidad de Cantabria, Servicio 
de Publicaciones, 1991, pp. 124-125.
6   J. Lalouette distingue tres variantes de anticlericalismo, que pueden coexistir o sucederse: una se dirige 
contra las instituciones, otra contra las personas, mientras que la tercera, que, a decir verdad, se podría 
denominar con más propiedad antirreligión, ataca a una fe, a un aparato de dogmas y de creencias. J. 
Lalouette, “El anticlericalismo en Francia”, Ayer, 27 (1997), pp. 15-38.  
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de privilegio en el ordenamiento jurídico del Estado y en la vida pública, en el sentido de 
un modelo de sociedad confesional7. Por ello se ha optado por la utilización del binomio 
de clericales y anticlericales, antónimos etimológicamente -además de muy relevantes 
históricamente-, frente a otras alternativas posibles como confesionales y laicistas.

Una dificultad que surge en la investigación de los movimientos sociales es explicar 
los procesos de su formación, es decir, cómo surge la acción colectiva, cómo los individuos 
se llegan a involucrar en ella y cómo la protesta se consolida en un movimiento social. A 
esta cuestión responde, entre otras, la teoría de las identidades colectivas. Según esta, una 
identidad colectiva sería una construcción cultural que liga al individuo con un grupo y con 
un sistema de valores a través de una serie de símbolos y códigos culturales8. 

Este proceso es una tarea fundamental de todo movimiento social que aspire al éxito 
de su acción y a su continuidad como tal movimiento. El resultado es el surgimiento de una 
identidad colectiva que precede, acompaña y sucede a la propia movilización, pues cada 
uno de los participantes de la misma hace propios una serie de ideales, creencias y valores, 
que incorporan a su identidad individual. 

Las identidades colectivas se construyen sobre la simultánea afirmación de la 
igualdad y la diferencia. Un grupo social ha de definirse a sí mismo como tal, entendiendo 
los miembros del mismo el significado de nosotros, pero al mismo tiempo han de entender 
lo que significa ellos, los otros, aquellos a los que se consideran diferentes. Esta identidad 
a través de la diferencia es la que explica el subtítulo del artículo, en paráfrasis de la 
obra de Josep Fontana Europa ante el espejo9. En ella el autor afirma que el proceso 
cultural de construcción de la identidad europea se realizó a través de una sucesión de 
contraimágenes en las que se definía lo europeo por oposición a aquello que se creía ajeno. 
Se considera, pues, que de igual manera que un individuo se define a sí mismo mirándose 
en el espejo del otro, la conciencia colectiva de los europeos se fraguó tejiendo un relato 
basado en las imágenes de una serie de espejos invertidos, que le permitían definirse 
siempre ventajosamente frente a las imágenes negativas del otro. 

En nuestro caso, los dos movimientos sociales en estudio, clericales y anticlericales, 
mantenían una relación dialéctica tan estrecha que ambos se definían mejor por reacción 
ante el enemigo que como afirmación positiva de la propia identidad10. Mientras los 
anticlericales reaccionaban frente a una situación perpetuada a lo largo de los siglos de 
poder clerical, reactivada durante la Restauración mediante los nuevos instrumentos y 

7   Conceptualización en J. Baubérot, “Laïcité, laïcisation, secularisation”, en A. Dierkens (ed.), Pluralisme 
religieux et laïcités dans l’Union eruopéenne, Bruselas, Université de Bruxelles, 1994, pp. 9-17; y J. de la 
Cueva Merino y F. Montero (eds.), La secularización conflictiva. España (1898-1931), Madrid, Biblioteca 
Nueva, 2007, pp. 9-22.
8   A. Melucci, “The Process of Collective Identity,” en H. Johnstn y B. Klandermans (eds.), Social Movements 
and Culture, Minneapolis, University of Minnesota Press, 1995, p. 44. Véase también “Asumir un compromiso: 
identidad y movilización en los movimientos sociales”, Zona Abierta, 69 (1994),  pp. 153-180. Desde hace 
algunos años la cultura ha pasado a un primer plano interpretativo tanto en la historiografía como en otros 
ámbitos de estudio de las ciencias sociales. Es, pues, abundante la bibliografía al respecto, aunque a modo 
de referencia caben citar las obras de R. Cruz y M. Pérez Ledesma (eds.), Cultura y movilización en la 
España contemporánea, Madrid, Alianza Editorial, 1997; J. De la Cueva Merino, “Cultura y movilización en el 
movimiento católico de la Restauración (1899-1913)”, en M. Suárez Cortina (ed.), La cultura española en la 
Restauración, Santander, Sociedad Menéndez Pelayo, 1999, pp. 169-192. D. Meyer, N. Whittie y B. Robnet 
(eds.), Social Movements: Identity, Culture and the State, Oxford, Oxford University Press, 2002. S. Tarrow, El 
poder en movimiento. Los movimientos sociales, la acción colectiva y política, Madrid, Alianza, 2004. 
9   J. Fontana, Europa ante el espejo, Madrid, Crítica, 1994. 
10   J. de la Cueva Merino y F. Montero, “Clericalismo y anticlericalismo entre dos siglos: percepciones 
recíprocas”, en J. de la Cueva Merino y F. Montero (eds.), La secularización conflictiva.., op. cit., pp. 101-119.
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métodos de la sociedad liberal; los clericales trataban de contrarrestar un supuesto proceso 
de descristianización y secularización. Tanto unos como otros construyeron una identidad 
propia a partir de la confrontación recíproca con su antagonista. 

El movimiento católico, entendido como movilización social, surgió en España durante 
el Sexenio Democrático, pero perdió impulso en el contexto de protección y privilegio 
otorgado por la Restauración. La llegada de los liberales al poder durante el gobierno largo 
de Sagasta y la propagación de las ideologías revolucionarias, socialistas y anarquistas, 
en las décadas de 1880 y 1890 relanzaron de nuevo el movimiento católico a través de 
una serie de Congresos Católicos que comenzaron a celebrarse en 1889. Sin embargo, no 
se desarrollaría hasta el año 1899, con las primeras movilizaciones anticlericales, y sobre 
todo, a partir de 1901 con la intensificación de éstas y la adopción del programa anticlerical 
por el liberalismo en el poder expresado por Canalejas en su intervención en el Congreso: 
“dar la batalla al clericalismo”. 

A partir de este momento, los católicos iniciaron una movilización sin precedentes 
recurriendo a fórmulas de protesta laicas, hasta entonces inéditas para ellos. Este movimiento 
se afianzó y adquirió sus características más relevantes bajo la presión anticlerical. De esta 
manera se puede afirmar que el movimiento católico se configuró en contramovimiento 
del movimiento anticlerical y éste, a su vez, no pudo dejar de reaccionar a las diversas 
manifestaciones del movimiento católico11. Así, el conflicto clerical-anticlerical se alimentó 
de su propia dinámica interna de enfrentamiento.

De esta manera, para la eclosión del anticlericalismo en este periodo no bastó la 
creciente presencia de la Iglesia tras la Restauración, sino que ésta fuese percibida y 
definida como amenaza, muchas veces más allá incluso de lo que objetivamente pudiera 
significar. Y lo mismo se puede afirmar en sentido contrario, pues las propuestas e iniciativas 
secularizadoras eran magnificadas con el ánimo de movilizar a los fieles católicos. Esta 
atribución de significado a la realidad se enmarca dentro de ese proceso de construcción 
cultural generado, desarrollado y difundido a través de las distintas redes sociales de 
comunicación puestas en marcha por ambos movimientos sociales: prensa, casino, círculos, 
asociaciones, celebraciones y eventos.

2. Los protagonistas del conflicto en Toledo

Los anticlericales se enfrentaban a un poder clerical que había conocido una gran 
expansión en el último cuarto del siglo XIX. Tras los turbulentos años del Sexenio, el nuevo 
marco jurídico de relaciones Iglesia-Estado establecido por el sistema canovista permitió 
el crecimiento del número de religiosos, constituidos en la punta de lanza del renacimiento 
católico a través de la creación de centros educativos, instituciones de beneficencia, misiones 
y publicaciones. El objetivo que perseguían era reavivar y restaurar la doctrina, la práctica 
y la cultura católica, que consideraban profundamente socavadas por el liberalismo y el 
radicalismo de las décadas precedentes y aún más amenazadas por las nuevas ideologías 
seculares emergentes, socialistas y anarquistas12. 

11   J. de la Cueva Merino, “Clericalismo y movilización católica durante la Restauración”, en J. de la Cueva 
Merino y A. L. López Villaverde (eds.), Clericalismo y asociacionismo católico en España: de la Restauración 
a la Transición. Un siglo entre el palio y el consiliario, Cuenca, Ediciones de la Universidad de Castilla- La 
Mancha, 2005, pp. 27-50; y también “Católicos en la calle. La movilización de los católicos españoles, 1899-
1923”, Historia y política, núm. 3, 2000, pp. 54-79.
12   W. J. Callahan, La Iglesia católica en España (1875-2002), Barcelona, Crítica, 2002; y F. Lannon, Privilegio, 
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La articulación del clericalismo se desarrolló a través de lo que autores como Feliciano 
Montero definirían como movimiento católico, es decir, el conjunto de formas en que se 
manifiesta la acción de los católicos en una sociedad contemporánea inmersa en pleno 
proceso de secularización. Destacaron en este movimiento dos aspectos importantes para 
el objeto de nuestro trabajo: el creciente protagonismo adquirido por la mujer, que ha sido 
conceptualizado por diferentes autores como feminización de la religión; y la aparición 
de nuevos cultos como el del Corazón de Jesús, de marcado carácter de beligerancia 
antiliberal13. 

Durante este periodo se produce un salto cualitativo configurándose el movimiento 
católico como un movimiento social moderno. En Toledo, bajo el episcopado del cardenal 
Ciriaco María Sancha, el catolicismo se dotó desde 1904 de un órgano de prensa propio El 
Castellano, de un nuevo espacio de sociabilidad al estilo de los que estaban surgiendo de 
carácter laico, con la creación en 1907 del Círculo Católico de Toledo, y, finalmente, como 
hito de este nuevo catolicismo social, se fundó el Sindicato de obreros católicos San José, 
en 1908.

No obstante, no se trata de un movimiento homogéneo, sino que existían divisiones 
políticas internas. Por un lado, entre los católicos liberales -los llamados “mestizos”-, 
dispuestos a actuar dentro del sistema político, y los carlistas, opuestos a cualquier 
connivencia con el liberalismo. Y por otro, dentro de estos últimos se escindirían los 
integristas, que rechazaban el giro que se iría paulatinamente produciendo en el carlismo 
de apuesta por una moderada revisión del ideario y el abandono del retraimiento político. 
La reorganización interna de este nuevo carlismo le llevaría a convertirse a mediados de los 
años noventa en el más moderno, en sentido estructural, del arco político español14. 

Los carlistas toledanos mantuvieron, en un primer momento, un discurso y una acción 
política manifiestamente diferenciada del movimiento católico, traduciéndose durante 
ciertos periodos en enfrentamiento dialéctico abierto a través de las cabeceras de prensa 
El Castellano, como órgano del catolicismo oficial, y el carlista El Porvenir. No sería hasta 
el año 1909 cuando los tradicionalistas cambiaron de estrategia y se fueron incorporando 
paulatinamente a un movimiento católico cada vez más cohesionado, organizado y 
estructurado en la ciudad, aunque preservando, eso sí, su identidad propia.

Si bien resultaría ya significativa historiográficamente la propia existencia de episodios, 
acciones y manifestaciones anticlericales en la ciudad primada, más importante es la 
constatación de que durante la primera década del siglo XX se desarrolló un movimiento 
anticlerical de carácter moderado aglutinado en torno al republicanismo. La explicación 
radica en su carácter preponderante como movimiento político en la ciudad, contando con 
un órgano de prensa, La Idea, un casino y apoyo social suficiente como para, cohesionados 

persecución y profecía. La Iglesia Católica en España, 1875-1975, Madrid, Alianza, 1990. Un análisis en clave 
regional en A. L. López Villaverde (coord.), Historia de la Iglesia en Castilla-La Mancha, Ciudad Real, Almud 
Ediciones de Castilla-La Mancha, 2010.  
13   Las obras pioneras sobre el movimiento católico en España son F. Montero, El movimiento católico en 
España, Madrid, Eudema, 1993; y P. Fullana, El moviment catòlic a Mallorca (1875-1912), Barcelona, Abadía 
de Montserrat, 1994. Un análisis del papel de la mujer en el movimiento católico en I. Blasco Herranz, “Género 
y religión: de la feminización de la religión a la movilización católica femenina. Una revisión crítica”, Historia 
Social, 53 (2005), pp. 119-136. Un estudio de la conflictividad motivada por el culto al Corazón de Jesús en 
I. Sánchez Sánchez y R. Villena Espinosa, “Sociabilidad católica y masonería: conflictos en torno al Corazón 
de Jesús en el umbral del siglo XX”, en J. A. Ferrer Benimeli, La masonería en la España del siglo XX, Centro 
de Estudios Históricos de la Masonería Española, Universidad de Castilla-La Mancha, Cortes de Castilla-La 
Mancha, 1996, vol. 1, pp. 59-74. 
14   J. Canal, El carlismo. Dos siglos de contrarrevolución en España, Madrid, Alianza, 2000, p. 243.
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en torno a la Unión Republicana, vencer en las elecciones locales de 1903 y formar un 
nutrido grupo en el ayuntamiento toledano a lo largo de esta década. 

Los republicanos unionistas mantuvieron un anticlericalismo de carácter moderado 
en su lenguaje verbal y gestual, doctrinalmente partidario de la separación Iglesia-Estado 
y de la libertad de creencias religiosas. La división del republicanismo toledano en el año 
1911 con la formación del Partido Radical tuvo su repercusión en el movimiento anticlerical. 
Los radicales optaron por una mayor beligerancia y un discurso más agresivo y populista 
contra el clero, que si bien consiguió atraer a los socialistas, especialmente a partir de 1914, 
hizo perder parte del apoyo social ganado por los republicanos moderados a lo largo de la 
década de 1899-1909. 

Al margen de los republicanos, liberales y socialistas también compartieron identidad 
anticlerical, aunque desde posiciones muy distintas. Los liberales toledanos, salvo la 
facción canalejista, no podían considerarse anticlericales. Los republicanos consideraban 
que aquéllos no eran sino “liberales vergonzantes”, “monárquicos de liberalismo híbrido”15. 
La defensa de los intereses católicos en los plenos municipales frente a los republicanos 
o el apoyo electoral recíproco, más o menos formalizado, entre católicos y liberales así 
lo ponía de manifiesto. Por su parte, los socialistas consideraron la cuestión anticlerical 
como un objetivo no prioritario en su lucha por la emancipación social. No obstante, en 
tanto que el nuevo catolicismo social supuso una competencia directa con ellos -en un 
primer momento con el proyecto de protectorado católico del cardenal Sancha en 1904 y, 
posteriormente, con la creación del sindicato católico- se incorporaron más decididamente 
a la acción anticlerical vinculados a los radicales.

Por todo ello, sería más preciso hablar de anticlericalismos que de anticlericalismo, sin 
que este plural nos impida afirmar que, como manifestación tanto sociopolítica como cultural 
e ideológica, el anticlericalismo constituyó un fenómeno unitario en el que se concentró toda 
la tensión que emergía del enfrentamiento entre tradición y modernidad16.

3. La identidad clerical

La base de la identidad clerical se situaba en la visión que los clericales tenían del 
mundo que les rodeaba. Éstos percibían que la religión y los católicos estaban seriamente 
amenazados en la España del cambio de siglo:

Hace mucho tiempo que todos los españoles, y más que otros los católicos, somos víctimas 
de las vociferaciones de cuatro locos y otros tantos desalmados que, poniendo por lema 
de su vida el librepensamiento y por consigna de sus acciones la persecución de cuanto 
haya justo, sano y estable en la sociedad, nos persiguen, se burlan de nosotros, desprecian 
nuestras santas leyes, hacen alarde público de ateísmo y, caminando por todas partes sin 
ley, sin Dios y sin conciencia, fomentan la anarquía, la agitación y el desorden17.

15   La Idea, núm. 298, 22/04/1905, pp. 2-3.
16   M. Suárez Cortina, “Anticlericalismo, religión y política durante la Restauración”, en E. La Parra López y 
M. Suárez Cortina (eds.), El anticlericalismo español contemporáneo, Madrid, Biblioteca Nueva, 1998, p. 129. 
Un análisis en profundidad de la ideología anticlerical en M. P. Salomón Chéliz, Anticlericalismo en Aragón: 
protesta popular y movilización política, (1900-1939), Zaragoza, Universidad de Zaragoza, 2002, pp. 81-168.
17   El Castellano, núm. 12, 16/04/1904, p. 1.
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Esta percepción generaría uno de los rasgos más importantes de la identidad católica 
de este periodo: la cultura de resistencia. Los católicos percibían al otro anticlerical como 
un enemigo muy peligroso que había transformado la amenaza potencial que para la 
Iglesia significaban las tendencias secularizadoras propias del mundo moderno, en una 
amenaza real con la agitación social desarrollada en la primera década del siglo XX. Así, 
se creían en el punto de mira tanto de la acción gubernamental, con la aprobación de 
medidas secularizadoras, como de la acción social y popular, con la irrupción del movimiento 
anticlerical. Esta imagen de persecución introducía una dimensión martirial en la cultura 
del movimiento católico español, en la medida en que habrían de sentirse dispuestos al 
sacrificio personal en beneficio de la fe18. 

Otro rasgo característico de esta identidad católica de principios de siglo sería la 
cultura de la movilización, pues, según consideraban, “la fe sin obras es fe muerta”19. Desde 
la prensa se animaba a salir de la inacción, dando muestras de valor al hacer pública 
demostración de catolicismo. En este contexto identitario, adquirirían renovada importancia 
las asociaciones confesionales, que actuaban simbólicamente como refugio para los 
católicos, donde generaban sus propios espacios de comunicación y sociabilidad. Así, los 
católicos irían teniendo su propia prensa, sus escuelas, sus sindicatos, sus partidos, sus 
organizaciones caritativas o sus entidades de recreo, frente a las de los otros. 

El tercer y último rasgo era la concepción del mundo bajo una ideología de cristiandad, 
en términos de Daniele Menozzi, o un modelo de confesionalidad, utilizando la expresión 
de Julio de la Cueva20. Ambos marcos ideológicos propugnaban un modelo de sociedad 
confesional regida por un poder político dócil a las enseñanzas de la Iglesia, o más bien 
plenamente identificado con ellas, puesto que “Cristo en cuanto rey, no lo es sólo de las 
colectividades, lo es igualmente y con antelación de los individuos”. De manera que todo 
individuo está obligado a anteponer las obligaciones religiosas a la legislación política, 
“siendo esta obligación tan grande, que, para cumplirla, ha de desobedecer, si es preciso, 
las leyes impuestas por la autoridad social”21.

De este modelo de sociedad se derivaban dos importantes componentes: el 
antiliberalismo y el nacionalcatolicismo. El discurso antiliberal de la Iglesia española perdió 
fuerza tras la polémica al comienzo de la Restauración en torno al artículo 11 de la Constitución. 
En las décadas de 1880 y 1890, en un ambiente de paz religiosa, recuperación eclesiástica 
y con la política de ralliement lanzada por León XIII desde el Vaticano, el antiliberalismo 
quedó reducido al ámbito del integrismo carlista. No obstante, tras el Desastre de 1898 el 
antiliberalismo recobraría de nuevo actualidad en la interpretación católica de la derrota.

Este antiliberalismo enlazaría con el nacionalcatolicismo. A lo largo del siglo XIX, el 
clero español miraba con suspicacia al Estado liberal como representante de los valores 
patrióticos. Estas reservas del papel de los militares y el concepto de patriotismo del 
régimen se desvanecieron al estallar la rebelión cubana, pues la Iglesia apoyó sin reservas 
el esfuerzo bélico22. Desde la Iglesia se preconizaría un patriotismo católico que identificaba 
las pasadas glorias imperiales de la nación española con la religión; un patriotismo de 

18   J. de la Cueva Merino, “Cultura y movilización…”, op. cit., pp. 178-183. Posteriormente, ampliaría esta 
definición incluyendo la expresión martirio, en “Clericalismo y movilización católica…”, op. cit., p. 47.
19   Ibidem. La cita en El Castellano, núm. 36, 24/09/1904, p. 1.
20   D. Menozzi, La Chiesa cattolica e la secolarizzazione, Turín, 1993; y J. de la Cueva Merino, Clericales 
y anticlericales: el conflicto entre confesionalidad y secularización en Cantabria (1875-1923), Santander, 
Universidad de Cantabria, Servicio de Publicaciones, Asamblea Regional de Cantabria, 1991, pp. 18-22.
21   Citas tomadas de R. Fernández Valbuena, “El reino de Cristo”, El Castellano, núm. 117, 12/04/1906, p. 1.
22   W. J. Callahan, La Iglesia católica…, op. cit., p. 49.
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inspiración religiosa que formaba parte de la tradición contemporánea de la Iglesia desde la 
guerra de resistencia contra Napoleón a comienzos de siglo. Por otro lado, el Desastre de 
1898, si bien dio lugar a una exigencia generalizada de reforma o regeneración nacional, 
también fue interpretado desde una perspectiva teológica, con una marcada nota de 
profetismo23. 

Esta nueva lectura confesional de la historia de España sería uno de los pilares de la 
nueva identidad nacional, que exaltaba la unidad de la nación española construida sobre 
una base religiosa. Para el clericalismo, todos los males sociales como “la emigración, 
la miseria, el pauperismo, la desmoralización y el aumento de la criminalidad, siguen al 
liberalismo como la sombra al cuerpo”24. Y entre todos los males destacaba, por supuesto, 
el anticlericalismo: 

(…) el liberalismo, en cualquiera de sus manifestaciones, es altamente opuesto a la fe 
católica, y por consiguiente, herético; y siendo una de sus manifestaciones más principales 
el anticlericalismo, salta a los ojos que no sólo envuelve nota heretical, sino que es una 
verdadera herejía, el resumen de las herejías más radicales contra los dogmas de nuestra 
religión25. 

Desde esta perspectiva, el conflicto clerical-anticlerical era considerado como un 
conflicto religioso, de tal manera que se afirmaba que “el clericalismo y el catolicismo son 
sinónimos, son iguales; el que combate el clericalismo, combate al catolicismo”, de tal modo 
que “no se puede ser a la vez anticlerical y buen católico”, puesto que son términos que “se 
repelen y no pueden vivir asociados”26.

Así pues, para el clericalismo los dos bandos quedaban estrictamente delimitados. 
De un lado “los perseguidores, más o menos encubiertos”, para los que la causa católica 
es una pesadilla y la combaten sin paz ni reposo; y de otro estaban “los hombres de bien, 
honrados, cumplidores de sus deberes, buenos ciudadanos, integérrimos defensores del 
Altar y de la Patria”, para los que la religión “lo es todo, aliento, vida, esperanza; y en 
ayudarla y defenderla están a la vez su empeño y su galardón”27.

Se daba, pues, un paso más allá en el modelo de buen católico que había sido definido 
en 1897 por el boletín de la diócesis de Toledo de la siguiente manera: aquél que se descubre 
al pasar por delante de una iglesia, que saluda y acompaña a un sacerdote, hace la señal de 
la cruz al emprender un viaje, reza antes de comer, corrige al que blasfema, reparte hojas 
de propaganda religiosa y viste modestamente28. No bastaba, con ser católicos de creencia 
o de fe, era necesario adoptar un papel activo en la sociedad, pasar a la acción. Así, esta 
cultura católica serviría a la movilización pero, a la vez, saldría reforzada de la experiencia 

23   Para profundizar en esta idea véase J. Álvarez Junco, Mater dolorosa. La idea de España en el siglo XIX, 
Madrid, Taurus, 2001.
24   El Castellano, núm. 160, 31/01/1907, p. 1.
25   Artículo firmado por El cura de Albavila, en El Castellano, núm. 14, 30/04/1904, p. 1. La idea del liberalismo 
como herejía quedó plasmada en la obra del penitenciario de Toledo R. Fernández Valbuena, La herejía 
liberal, Toledo, Imprenta, Librería y Encuadernación de Menor Hermanos, 1894.
26   Sermón del predicador Pérez Gómez en la novena de la Virgen de los Dolores en San Nicolás de Toledo, 
en La Idea, núm. 90, 30/03/1901, p. 2; y El Castellano, núm. 7, 12/03/1904, p. 1.
27   El Castellano, núm. 374, 23/08/1910, p. 1.
28   Tomado de L. Higueruela del Pino, La Iglesia en Castilla-La Mancha: la diócesis de Toledo en la Edad 
Contemporánea (1776-1995), Toledo, Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, 2003, p. 805.
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movilizadora, pues a través de ella los militantes católicos pudieron autoidentificarse, 
conocer la fuerza que les diera el movimiento y estrechar los lazos de solidaridad que los 
unían29.

4. La identidad anticlerical

El anticlericalismo entronca con una tradición cultural bastante más antigua que la 
liberal. La literatura nos ha transmitido esta corriente crítica con el clero según la cual la 
gula, avaricia o lujuria, entre otros pecados, aparecen ligados a la actitud y comportamientos 
de los eclesiásticos. Este anticlericalismo primitivo de carácter clerófobo, integrado en la 
cultura popular y perfectamente perceptible en canciones, cuentecillos y refranes, pervivió 
durante siglos hasta solaparse con el anticlericalismo contemporáneo a lo largo de los 
siglos XIX y XX y prestarle muchos de sus argumentos, o al menos los más populares.

Este largo proceso histórico contó con una recíproca influencia entre posiciones 
de rechazo y censura salidas de entre el común de las gentes y críticas articuladas por 
intelectuales. De esta manera se fraguó y extendió una hostilidad hacia el estamento clerical 
y las personas que de él formaban parte, materializada en una nítida distinción entre ellos y 
nosotros como dos categorías morales, diferenciadas e inconciliables30.

Las resonancias culturales del anticlericalismo popular, centrado en la crítica moral 
a los comportamientos de los miembros de la Iglesia, perduraría como una de las fuentes 
esenciales de la movilización anticlerical aún en la primera década del siglo XX. Así, los 
anticlericales de principios de siglo denunciarían “la ociosidad, la lascivia y el desenfrenado 
amor a las riquezas” de los clérigos31. 

La prensa republicana y liberal se hizo eco de todo tipo de escándalos sexuales en los 
que estaban involucrados religiosos. En sus páginas encontramos referencias a los casos 
más comentados en la ciudad y en la provincia. Así, en 1899 justificaría la agresión sufrida 
en la plaza de Zocodover por el sacerdote Elías Rey, quien habría abusado sexualmente de 
una niña, diciendo que “encontró condigno castigo en la indignación de un padre ofendido 
y en la hostilidad de un pueblo en masa”32. Otro sacerdote de La Mancha toledana sería 
criticado por la maternidad de una sirviente muy allegada a él: “¡Pero hombre, qué buenos 
servidores tiene Dios, y cómo cumplen el crescite et multiplicamini!”33.

Más abundantes eran las críticas al clero regular, y dentro de éste a la Compañía de 
Jesús. Las raíces del antijesuitismo se remontan a la época ilustrada, aunque adquiriría una 
renovada motivación al ser considerada puntal fundamental del proyecto de reconquista 
cristiana de la sociedad, a través de sus numerosas obras de enseñanza, propaganda 
católica y acciones piadosas. Era también conocida la vinculación y adhesión política de 
la mayor parte de los jesuitas españoles al integrismo; y, además, la devoción al Corazón 
de Jesús era la que mejor representaba el proyecto católico de restauración del reinado 
social de Jesucristo34. En este sentido, el articulista “La Galinda” afirmaría que el cura de 

29   J. de la Cueva Merino, “Cultura y movilización…”, op. cit., p. 192.
30   D. Castro Alfín, “Cultura, política y cultura política en la violencia anticlerical”, en R. Cruz y M. Pérez 
Ledesma (eds.), Cultura y movilización…, op. cit., p. 81.
31   La Idea, núm. 14, 14/10/1899, pp. 1-2.
32   La Idea, núm. 8, 02/09/1899, p. 3.
33   La Idea, núm. 140, 22/03/1902, p. 4.
34   J. de la Cueva Merino, “Clericalismo y anticlericalismo…”, op. cit., p. 62.
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Navahermosa “es más jesuita que los jesuitas”35. Esta última frase denotaba la connotación 
negativa que el calificativo de jesuita tenía en este periodo, donde 

 (…) el mote de jesuita y de jesuitismo como símbolo de lo más odiado por la gente non 
santa, que no encuentra otra calificación, a su juicio, más aborrecible, que la de jesuita, 
y cuando pretende dirigir a un hombre un insulto de mayor cuantía, le apellida de jesuita, 
creyendo que es lo peor que se puede decir de un nacido de mujer36.

Sin duda, el más sonado caso fue el del hermano marista Eugenio, publicado por el 
periódico La Justicia en primera página bajo el título de “Escándalo monumental”. En él se 
denunciaron los abusos sexuales cometidos por el hermano en el colegio de maristas de 
Toledo. En un artículo firmado por “Fray Gerundio” en el mismo periódico se calificaba el 
celibato como un voto contra natura que explicaría comportamientos inmorales como los 
acontecidos37. 

Además, se publicaron noticias de varias jóvenes ingresadas en conventos contra su 
voluntad, argumento compartido por la obra de teatro Electra, de Benito Pérez Galdós, que 
originaría una campaña anticlerical a nivel nacional38. 

Para los anticlericales más radicales, como el articulista “Juan Proletario”, era entre los 
clérigos donde había que buscar “los pederastas y concubinarios, los asesinos, los ladrones, 
los ahorcados por repugnantes delitos comunes, los licenciados… y no de Universidad”. La 
gula era un pecado recurrente en “esos clérigos y esos frailes, místicos holgazanes, toscos, 
rollizos, gordinflones”39. 

Al margen de este anticlericalismo clerófobo, existió un anticlericalismo de carácter más 
intelectual, que desde el racionalismo culparía a la Iglesia de la obstrucción al desarrollo de 
la razón y el progreso del conocimiento mediante un instrumento tan terrible y cruel como la 
Inquisición. La censura inquisitorial a través de los índices de libros prohibidos y la estricta 
aplicación de sus tribunales eran argumentos recurrentes en las acusaciones de fanatismo 
y dogmatismo hacia la Iglesia y sus ministros40.

Al clero regular se le acusaba de oponerse al progreso de la ciencia: “dueños los 
monjes de la cultura antigua, la estancan en los conventos; la ciencia no adelanta y la 
hermosa obra del progreso se retrasa”. Para los anticlericales, los clérigos eran “apagaluces” 
y suponían un fracaso cuantos intentos hacía la Iglesia por adaptarse a las condiciones de 

35   Carta al director firmada por “La Galinda” en el núm. 44, 07/08/1909, p. 3. El cura de Navahermosa sería 
acusado de organizar una campaña para que un grupo de jóvenes ingresaran en un convento según se 
recoge en La Justicia, núm. 43, 31/07/1909, p. 4.
36   El Castellano, núm. 93, 26/10/1905, p. 1.
37   La Justicia, núm. 38, 26/06/1909, pp. 1-2; y La Justicia, núm. 41, 17/07/1909, p. 2.
38   “En Toledo, por lo visto, parece que no faltan Pantojas. Háblase bastante estos días de una señorita, 
casi violentamente arrancada del lado de su madre, por un sacerdote muy conocido, la que según dicen, ha 
sido conducida por aquél a una dehesa, en la que ha permanecido siete días, transcurridos los cuales se 
ha perdido la pista de la joven, ignorándose si ha desaparecido o ingresado en algún convento. También es 
objeto de conversación otra señorita que, con sorpresa por parte de su familia, ha ingresado de la noche a la 
mañana como religiosa en uno de los conventos de esta ciudad”, La Idea, núm. 164, 06/09/1902, p. 3. 
39   La Idea, núm. 280, 23/12/1904, p. 1.
40   “[…] la aparición en el campo de las partidas carlistas se debe en gran parte a los trabajos del clericalismo, 
y si por desgracia los partidarios de D. Carlos consiguieran el triunfo de su causa, los curas no quedarían 
satisfechos completamente sino que seguirían luchando hasta conseguir el restablecimiento de la Inquisición”, 
cita de Le Temps recogida en La Idea, núm. 70, 10/11/1900, p. 1.
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la vida intelectual moderna, “por no poder aquella ofrecer el ambiente de libertad que exigen 
la producción literaria y científica”41.

De carácter diferente, el anticlericalismo contemporáneo cuestionaría el papel de 
la Iglesia -en algunos casos se cuestiona también la religión- en un Estado y sociedad 
liberales. Uno de los argumentos más recurrentes era la acusación de vivir a costa del 
presupuesto nacional: “En nuestra nación se puede ultimar, arreglar y negociar todo, pero 
tocando a los manteos… ni una perra chica”42. Consideraban especialmente censurable 
que, de la partida presupuestaria eclesiástica, sólo la mínima parte se destinase a aquéllos 
que verdaderamente trabajaban en continuo contacto con las almas, las ayudaban, 
socorrían, asistía y enseñaban la moral y la religión, mientras que la jerarquía eclesiástica, 
“cuyas funciones no son de ninguna utilidad para el pasto de las almas”, recibía la mayor 
parte del presupuesto: “¡Si voto de pobreza, para qué las pesetas!”43. También en el orden 
económico, se acusaba a las órdenes religiosas de establecer una competencia desleal por 
la elaboración y venta de productos artesanales44.

Por otro lado, se acusaba a la jerarquía eclesiástica de injerencia política incumpliendo 
la doctrina de Jesucristo de separar la esfera política y religiosa consignada en la máxima 
evangélica “mi reino no es de este mundo”. La voz del “sacerdote cristiano” estaba silenciada 
por la del “sacerdote político”, aquél que maldecía del siglo, abominaba de lo presente; que 
cada palabra suya era una protesta, cada ademán un anatema, que si nombraba a Dios, 
era para ponderar lo inexorable de su justicia; si invocaba el cielo, para demandar el rayo 
vengador que había de aniquilar y reducir a polvo a los enemigos; o que atribuía todas las 
desgracias públicas y privadas a sanciones providenciales merecidas por la impiedad y el 
liberalismo horrendo45. Los anticlericales denunciaban que bajo el pretexto de la religión se 
escondían intereses políticos, siendo, pues, frecuente el argumento de la connivencia de la 
jerarquía eclesiástica con los carlistas. 

Para los anticlericales, España en el año 1899 se encontraba bajo un control clerical 
facilitado por los gobiernos conservadores, que habían permitido concesiones tales como: 
la fundación de periódicos católicos bajo la dirección de los obispos; que en las escuelas, 
institutos y universidades se inculcara el Evangelio bajo su inmediata inspección; que la 
agricultura la dirigieran los ecónomos; que los párrocos no pagaran derechos de consumos; 
que los clérigos no pudieran ser juzgados por la jurisdicción común; que los eclesiásticos 
estuvieran exentos del servicio militar; que tuvieran amparo contra los ataques de los impíos 
a la religión; que se persiguiera de muerte al liberalismo y la masonería; que las autoridades 
se abstuvieran de prohibir la colocación de escudos del Corazón de Jesús y se castigara 
con rigor a los que hicieran escarnio de esta imagen; que la Iglesia pudiera poseer bienes; y 
que recomendara a todos los fieles que en sus testamentos legaran mandas para el dinero 
de San Pedro46. 

41   Citas en La Idea, núm. 14, 14/10/1899, pp. 1-2; y El Castellano, núm. 19, 28/05/1904, pp. 1-2. Ésta 
última recoge las palabras de Julián Besteiro, catedrático de Psicología, Lógica y Ética del Instituto General y 
Técnico de Toledo y concejal republicano, durante una de sus clases. 
42   La Idea, núm. 15, 21/10/1899, p. 4.
43   La Idea, núm. 20, 25/11/1899, p. 1.
44   “[…] los conventos y asilos religiosos, como nada les cuesta la mano de obra y además no pagan 
contribución, hacen terrible competencia a las infelices que trabajan, competencia incontrastable, por cuanto 
la careta mística facilita la entrada en todas partes a pedir labor”, La Idea, núm. 3, 29/07/1899, p. 2.
45   La Idea, núm. 90, 30/03/1901, p. 2.
46   La Idea, núm. 9, 09/09/1899, p. 1.
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A su juicio, la Iglesia pretendía constituir un contrapoder del Estado, tratando de 
invadir con sus influencias e imponer su pensamiento a los tribunales, a la administración, 
a la enseñanza, a la prensa y hasta la casa particular de cada ciudadano; “aspiran, en fin, 
a constituir una sociedad para ellos solos, esclavizando a los demás y sujetándolos a sus 
caprichos y veleidades”47. 

Si su influencia en el Estado era considerada omnímoda, la verdadera amenaza, el 
auténtico bastión del clericalismo para los anticlericales lo constituía la familia, más allá de “los 
representantes oficiales y oficiosos de la teocracia”. Es en este punto donde entra en juego 
la consideración de la mujer y el anticlericalismo en su vertiente de masculinidad, de envidia 
hacia la figura del director espiritual o confesor. A su juicio, el sacerdote usurpaba aquellas 
competencias que debían ser exclusivas del marido, que era “el único director espiritual 
dentro de la familia”48. Se servía para ello de la mujer, cuya consideración era la de “beatas 
que se dedican a llenar los cepillos de los conventos con el dinero que sus maridos llevan al 
hogar”. Frente a esta situación, habría de erigirse “la familia democrática”, separando a los 
hijos del peligro del confesionario y sustrayéndoles a la influencia y enseñanzas de tantas 
asociaciones religiosas, “diabólicos dédalos, donde sucumben tantos inocentes e incautos, 
asilo de las maquinaciones y trapisondas del jesuitismo”49.

Era preciso, pues, imponer la autoridad paterna en la familia. El concepto de autoridad 
masculina estaba muy presente en el argumentario anticlerical, que recurría en ocasiones a 
la descalificación de los miembros del clero por su falta de masculinidad. Así, en respuesta 
a un artículo de El Castellano en el que se llamaba mandilones -en referencia al mandil 
que visten los masones- a los republicanos, se afirmaría en La Idea que lo que restaba 
virilidad era el hábito de vestirse por la cabeza como las mujeres, llevar pantalones debajo 
de las faldas o vegetar entre chismes de sacristía y locutorio, para concluir afirmando: 
“¡Qué habéis, vosotros de ser hombres, manjagranzas ensotanados, chusma perniciosa, 
chupalámparas indecentes!”50.

La cuestión religiosa no era tal para los anticlericales, sino más bien una cuestión 
clerical, pues “el liberalismo no va contra la religión, como predican para engañar a la 
masa ignorante y seducir a las débiles mujeres”. Mientras que los clericales “combaten 
el liberalismo porque ven a ojos cerrados que con la libertad del pensamiento se les va 
escapando de entre las manos su antiguo poder y privilegios”51. 

La solución al conflicto para los anticlericales pasaba por limitar el desarrollo de 
las órdenes religiosas ajustándolas al estricto cumplimiento del Concordato, reducir el 
presupuesto y moderar la conducta de algunos prelados, “que en lugar de enaltecer su 
misión de paz, caridad y amor al prójimo, enardecen las pasiones y provocan el odio entre 
hermanos”. En definitiva, “que se dé a Dios lo que es de Dios, que la casa del Señor casa 
de oración sea”; sólo de esta manera se lograría calmar la agitación anticlerical52.

47   La Idea, núm. 15, 21/10/1899, pp. 2-3. 
48   La Idea, núm. 24, 23/12/1899, pp. 1-2. Para profundizar en esta línea interpretativa del anticlericalismo 
véase M. Delgado, Las palabras de otro hombre: anticlericalismo y misoginia, Barcelona, Muchnik, 1993; y J. 
Álvarez Junco, El Emperador del Paralelo. Lerroux y la demagogia populista, Madrid, Alianza, 1990.
49   El Castellano, núm. 18, 21/05/1904, p. 2. Un reciente análisis de la imagen de la mujer en el discurso 
anticlerical republicano en M. P. Salomón Chéliz, “Devotas mojigatas, fanáticas y libidinosas. Anticlericalismo 
y antifeminismo en el discurso republicano a fines del siglo XIX”, en A. Aguado y T. M. Ortega López (coords.), 
Feminismos y antifeminismos: culturas políticas e identidades de género en la España del siglo XX, Valencia, 
Universidad de Valencia, 2011, pp. 71-98.
50   La Idea, núm. 325, 21/10/1905, p. 2.
51   La Idea, núm. 15, 21/10/1899, pp. 2-3.
52   La Idea, núm. 91, 06/03/1901, p. 1.
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Así pues, el cimiento ideológico del movimiento anticlerical español contemporáneo 
respondía, principalmente, a una apuesta por la modernización de España, entendida 
esta en términos de secularización. Sin secularización, es decir, sin reducción del poder 
eclesiástico a la esfera exclusiva de su competencia, no podía haber auténtica soberanía 
ni libertades efectivas53. Este modelo entraba en conflicto directo con el sostenido por la 
Iglesia católica, la cual abogaba por un modelo de confesionalidad católica de la sociedad 
española, garantizado por las autoridades políticas. Ambos modelos eran excluyentes uno 
de otro y, por tanto, estaban destinados a colisionar. 

5. De la identidad a la acción colectiva

El desarrollo de toda acción colectiva consta de dos fases. Una primera de formación 
del consenso, que consiste en la generación de definiciones y significados compartidos de 
la realidad. Estas definiciones, difundidas a través de los discursos políticos, intelectuales 
o la prensa, encontrarán eco en los diferentes grupos sociales a través de la utilización 
de símbolos culturales que resulten familiares. La segunda fase es la movilización de ese 
consenso utilizando las redes sociales y políticas a su disposición. Estas dos serían las 
condiciones estructurales necesarias para el surgimiento de toda acción colectiva. Pero no 
son suficientes; para su eclosión es necesaria la presencia de las oportunidades políticas, 
es decir, de la coyuntura propicia para usar dichos recursos y su percepción como tales 
oportunidades. Una vez desarrollada la acción colectiva, ésta se convierte, a su vez, en 
generadora de oportunidades, tanto para el propio movimiento como para su antagonista o 
antagonistas54.  

El periodo estudiado tiene en la crisis de fin de siglo a su elemento definidor. La 
crisis había otorgado a la Iglesia una relevancia pública, tanto por su condición de agente 
movilizador para la contienda como por la presunta responsabilidad de las órdenes religiosas 
en la insurrección filipina. Además, buena parte de la intelectualidad la situaba como uno 
de los factores del atraso y decadencia nacional. Estos hechos colocaron a la Iglesia en el 
centro de la polémica e hicieron que se adquiriera mayor visibilidad en la opinión pública 
la recuperación eclesiástica emprendida tras la Restauración; una visibilidad alentada, 
fundamentalmente, a través de la prensa liberal y republicana. 

A este panorama se sumarían una serie de acontecimientos encadenados que 
canalizaron la protesta anticlerical. Así, coincidirían en el mismo año el regreso de los 
frailes de Filipinas, que dio argumentos a las denuncias anticlericales de “invasión 
frailuna”55; la formación del gobierno Silvela en marzo de 1899, con Polavieja y Pidal, de 
clara inspiración confesional; o el enlace de la princesa de Asturias con el hijo de un líder 

53   J. de la Cueva Merino, “Movilización política e identidad anticlerical, 1898-1910”, Ayer, 27 (1997), p. 120.
54   B. Klandermans, “The Formation and Mobilization of Consensus”, en B. Klandermans, H. Kriesi y  S. Tarrow 
(eds.), International Social Movement Research, Greenwich, Jai Press, 1988, pp. 173-196. A. Melucci, “The 
Process of Collective Identity”, op. cit. S. Tarrow, El poder en movimiento…, op. cit., pp. 147-178. McAdam, 
“Cultura y movimientos sociales”, en E. Laraña y J. Gusfield (eds.), Los nuevos movimientos sociales. De la 
ideología a la identidad, Madrid, CIS, 1994, pp. 43-67.  
55   “Miles de frailes teníamos antes en España. Centenares de jesuitas vinieron hace tiempo de Francia. 
Nueva invasión hemos tenido recientemente de las colonias. Y se prepara otra, que no será la última”, de tal 
manera que “del clero no hablemos, pues en vez de reformar el Concordato en sentido de hacer economías, 
han faltado a él aumentando las diócesis, y en cuanto a las comunidades religiosas es tal la invasión y el 
número que ya empiezan a preocupar, no sólo a los que toleraron su instalación en el país, sino a los mismos 
que las protegen”, en La Idea, núm. 82, 02/02/1901, p. 2, y La Idea, núm. 83, 09/02/1901, p. 1.
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carlista. Todo ello, unido a las noticias sobre actividad carlista, alimentaba la sensación de 
amenaza facciosa y la percepción de un peligro real proveniente de la Iglesia, frente al que 
era preciso movilizarse. Junto a estos factores nacionales concurrieron otros de carácter 
internacional, particularmente en los países fronterizos de Portugal y, sobre todo, Francia, 
con las disposiciones restrictivas a las congregaciones religiosas de Waldeck-Rousseau 
(1901). En este contexto se produciría a finales de 1900 la causa judicial de Adelaida Ubao, 
una joven ingresada en un convento sin el consentimiento de su familia, que sería llevada al 
teatro por Benito Pérez Galdós en su obra Electra. Su estreno en Madrid, en enero de 1901, 
se convirtió en la causa desencadenante de manifestaciones y acciones de protesta contra 
el clero en todo el país, en el que sería denominado “año anticlerical”56.

En Toledo, la protesta anticlerical de fin de siglo se plasmó en el desarrollo de algunos 
episodios violentos, tanto contra miembros del clero como durante algunas celebraciones 
religiosas. Estos hechos resultarían de una trascendencia significativa en la ciudad, pues 
marcarían el inicio del ciclo de conflicto que se extendería a lo largo de la primera década 
del siglo XX. En opinión del cronista de un altercado producido durante el culto de las 
Cuarenta Horas en 1898: “impresión dolorosa causa este hecho, del que no había ejemplo 
en esta población”57.

Esta agitación recogía los ecos de la protesta a nivel nacional y contribuyó tanto a la 
formación del movimiento anticlerical en la ciudad como a la generación de oportunidades 
políticas para el desarrollo de su antagonista clerical. La sucesión de episodios anticlericales 
en diversas ciudades de España como Valencia, Begoña, Santander o Zaragoza, además 
de los ocurridos en la propia ciudad, permitirían a El Castellano describir la imagen de una 
religión perseguida y acosada. 

Los católicos se movilizaron fundamentalmente a través de los actos religiosos, algunos 
de los cuales se cargaron de significado político en su lucha contra la secularización, siendo 
el caso más significativo, los actos de desagravio. Estas respuestas constituyeron la base 
de la movilización de la opinión católica. Pero no sólo así se concretó su movilización; 
desde 1909 los católicos ocuparían la calle adoptando el repertorio de protesta laico con 
manifestaciones y mítines.

La doble convocatoria de elecciones municipales celebradas ese año supuso la 
confrontación política de los dos bloques en conflicto; “reacción o libertad, clericalismo o 
anticlericalismo”, tales eran los términos “de la batalla que ha de librarse el domingo que se 
avecina”. En ella estaba en juego la propia identidad de la ciudad: 

Muchos que no conocen tal y como realmente es Toledo, o sólo le conocen por las referencias 
que les hicieron personas retrógradas, se creen que este es un pueblo esencialmente levítico 
que vive bajo la férula del clericalismo, y sienten y piensan, influenciados por los mismo 
retrógrados, ideales que caracterizan a estas clases de gentes. Los que esto crean, son 
víctimas de un crasísimo error; en Toledo, la mayoría de sus habitantes, son esencialmente 
liberales, amigos de la libertad y el progreso58.

56   Véase J. Andrés-Gallego, La política religiosa en España 1889-1913, Madrid, Editora Nacional, 1975, pp. 
143-228; E. La Parra López y M. Suárez Cortina, El anticlericalismo…, op. cit., pp. 153-156; J. de la Cueva 
Merino, Clericales y anticlericales…, op. cit., pp. 35-38; o M. P. Salomón Chéliz, Anticlericalismo en Aragón…, 
op. cit., pp. 229-302. 
57   La Aurora, núm. 35, 22/10/1898, p. 3.
58   La Justicia, núm. 28, 19/04/1909, p. 1. Cabe citar en este punto los trabajos de R. A. Gutiérrez sobre 
las elecciones de 1907 en España y la movilización de los católicos en las mismas. Así, “Las elecciones 
de 1907 en Salamanca: un ejemplo de la movilización y confrontación electoral católica en la España de la 
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La llegada de Canalejas al poder en el año 1910 supondría el desarrollo del programa 
legislativo anticlerical, resultando unos años de intensa conflictividad con protestas católicas 
contra la reapertura de las escuelas laicas, las disposiciones relativas a la libertad de 
cultos o la famosa “ley del candado”. El punto álgido del conflicto se alcanzó con las dos 
convocatorias nacionales de manifestaciones en 1910. En Toledo, el 3 de julio se celebró 
“con el mayor entusiasmo” la manifestación de adhesión a la política del gobierno a la que 
asistieron comisiones del partido liberal, republicano, demócrata y socialista, y en la que 
concurrieron más de dos mil personas. Esta manifestación tendría continuidad en el mitin 
del Partido Radical en el teatro de Rojas de Toledo celebrado una semana después, que 
contaría con la presencia de Alejandro Lerroux y de centenares de republicanos procedentes 
de Madrid59. 

En esta ocasión, la reacción católica recurriría a la convocatoria de una manifestación 
el día 2 de octubre, de modo que por primera vez las ciudades españolas fueron ocupadas 
por masas de católicos. En Toledo, la convocatoria se revistió de actos religiosos como la 
celebración de una misa con comunión general y procesión de traslado de la imagen de la 
Virgen del Sagrario al entrecoro de la catedral. Posteriormente, tras el rezo del rosario y las 
homilías, tuvo lugar la bendición del cardenal Aguirre desde el balcón del palacio arzobispal 
y la lectura de un manifiesto presenciado por unas seis mil personas, de acuerdo con El 
Castellano60. 

El acceso al poder de Romanones al poder supondría una nueva oportunidad para el 
conflicto, con motivo del proyecto de excusar del aprendizaje del catecismo a los hijos de 
padres no católicos. El proyecto suponía un tímido intento de secularización de la educación, 
aunque no sería así interpretado por los clericales, que lo tacharon de laicista. La protesta 
católica contra este proyecto educativo marcaría el final cronológico de un periodo marcado 
políticamente por el enfrentamiento en torno a la cuestión religiosa. 

Como hemos visto, se trata de un conflicto en el que juegan un papel importante los 
aspectos culturales, expresados a través de los discursos políticos, artículos de prensa, 
homilías y sermones. Estas expresiones de tipo cultural mediatizan y enmarcan los factores 
sociales, económicos y políticos, adquiriendo de esta manera un papel esencial en el inicio 
y desarrollo de la movilización. 

A lo largo de estos años la dicotomía clericalismo-anticlericalismo vino a constituir el 
nuevo elemento de identidad social que sustituyó, o complementó, los discursos sociales 
del siglo XIX: ricos-pobres, oligarquía-pueblo o explotadores-explotados61. El alcance de 
esta dicotomía fue tal, que la llamada cuestión religiosa se convirtió en el eje sobre el que 
giraron en España los inicios de la política de masas en la primera década del siglo XX. 
Toledo, como una más entre las capitales de provincia del interior peninsular, participó de 
esta efervescencia socio-política articulada en torno al conflicto clerical-anticlerical, de tal 
manera que el tópico de la ciudad dormida correspondía más a una proyección subjetiva 
que a apreciaciones objetivas. 

Restauración”, Studia historica. Historia contemporánea, 22 (2004), pp. 319-341; o “¡A las urnas, en defensa 
de la Fe! La movilización política católica en la España de comienzos del siglo XX”, Pasado y memoria. 
Revista de historia contemporánea, 7 (2008), pp. 239-262.
59   El Imparcial, núm. 15562, 04/07/1910, p. 3; y El Imparcial, núm. 15569, 11/07/1910, p. 1.
60   El Castellano, núm. 386, 03/10/1910, pp. 1-2.
61   M. Pérez Ledesma, “Ricos y pobres, pueblo y oligarquía, explotadores y explotados. Las imágenes 
dicotómicas en el siglo XIX español”, Revista del Centro de Estudios Constitucionales, 10 (1991), pp. 59-88. 
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RESUMEN
Las Cortes Españolas fueron la principal institución en la que se materializó el régimen 

representativo de la “democracia orgánica” puesto en marcha por la dictadura de Franco. La nueva 
Cámara dispuso de una composición muy alejada del parlamentarismo liberal y se le encomendaron 
amplias funciones legislativas y fiscalizadoras. Sin embargo, el contexto autoritario en el que se 
desarrollaron impidió que estas competencias se pusieran en práctica y vació a la institución de la 
menor sombra de representatividad. Las Cortes Españolas quedaron convertidas así en una dócil 
claque, donde las facultades que se le reconocían brillaron siempre por su ausencia.

El autor propone en este artículo un recorrido por la naturaleza, composición y funciones de las 
primeras Cortes del franquismo, trazando una panorámica completa de la vida de la Cámara desde 
su aparición, en 1942, y durante sus primeras ocho legislaturas, hasta 1967, año de la promulgación 
de la Ley Orgánica del Estado (LOE), que supuso profundos cambios en su organización y 
transformó el esquema de funcionamiento para el que fue puesta en marcha. Para ello, se apoya 
en la bibliografía científica existente sobre la materia y en las fuentes primarias disponibles en el 
Archivo del Congreso de los Diputados.

PALABRAS CLAVE: Cortes españolas,  dictadura franquista, democracia orgánica, 
representación política, instituciones parlamentarias.

ABSTRACT
The Spanish Cortes were the main institution of the representative regime called “organic 

democracy” and were launched by Franco’s dictatorship. The new Chamber had an original 
composition far from the liberal parliamentarism and was entrusted with large legislative and 
supervisory functions. The authoritarian context in which they developed, however, prevented these 
competencies from being implemented and emptied the institution of any kind of representation. 
Thus, the Spanish Cortes were turned into a docile claque, where its recognized powers always 
shone by their absence.
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The author proposes in this article a path through the nature, composition and functions of the 
Franco’s Cortes, drawing a complete picture of Chamber’s life since its appearance in 1942, and 
during its first eight legislatures, until 1967, the year of the enactment of the Organic Law of the State 
(LOE), which brought profound changes in its organization and changed the operating scheme for 
which it was launched. To do this, the author bases this work on existing scientific literature on the 
subject and primary sources available in the Archive of the Spanish Congress of Deputies.

KEY WORDS: Spanish Cortes, Franco’s dictatorship, organic democracy, political 
representation, parliamentary institutions.

Las fuerzas políticas que apoyaron la sublevación triunfante en julio de 1936 llevaban 
en su interior toda una tradición ideológica ligada al organicismo y la representación por 
clases. El pensamiento de raigambre tradicionalista desarrolló a lo largo del siglo XIX y el 
primer tercio del siglo XX un sistema conducente al encauzamiento de la representación del 
pueblo a través de los estratos naturales de encuadramiento social. El régimen sintetizó el 
pensamiento de autores tales como Antonio Aparisi y Guijarro, Enrique Gil Robles, Manuel 
Vázquez de Mella o Víctor Pradera1 para crear la denominada “democracia orgánica”, 
concepto de la terminología franquista cuya esencia no era más que la decantación de 
las teorías representativas tradicionales amoldadas a la particular realidad de la dictadura. 
La democracia orgánica fue sólo un producto de consumo interno, una democracia “a la 
española” que vivió en permanente lucha contra un entorno de auténticas democracias 
demoliberales a las que, sin éxito, trataba de “superar” doctrinalmente. 

La apuesta más fuerte de la dictadura por la democracia orgánica se encarnó en 
la institución de las Cortes Españolas. Pasado el momento más atrayente de seducción 
fascista, el pensamiento de veta católica y tradicional pasó a primera línea política e 
ideológica del régimen, que intentó poner en práctica las enseñanzas, doctrinas y teorías 
que durante mucho tiempo se habían ido constituyendo como alternativa a la democracia 
inorgánica, individualista y liberal. Con el paso del tiempo, la evidencia demostró que el 
redivivo sistema de gobierno tradicional se hallaba mutilado por la realidad autoritaria 
consustancial al “caudillaje” de Franco, lo que le impedía crecer hasta siquiera convertirse 
en una sombra de las democracias occidentales.

En la “democracia franquista”, jamás hubo “identidad de dominadores y dominados, 
de gobernantes y gobernados, de los que mandan y los que obedecen”2, porque el régimen 
representativo que patrocinaba la dictadura nunca afectó decisivamente a la remoción en el 
cargo de los que ostentaban el poder. Por más elecciones y referendos, incluso amañados, 
que se convocaran, por más que se intentara dar cabida a un mayor número de electores y 
elegibles, era imposible llegar al fondo de la cuestión, a la razón de ser de toda verdadera 
democracia: el gobierno del pueblo a través de sus representantes3. El fracaso político de las 
Cortes orgánicas no fue otro que el del franquismo en su intento de disfrazar de democracia 
a una dictadura en la cual el sujeto de soberanía no era el pueblo, sino el Estado.

Así pues, el monopolio partidario del Movimiento Nacional, el riguroso control por parte 
del Estado sobre los procesos pseudoelectorales y el poder personal ejercido por Franco 
vaciaron a la Cámara de la menor sombra de representatividad. Las Cortes Españolas 

1   Santiago Galindo Herrero, “Pensadores Tradicionalistas”, en Temas Españoles, nº 191, Madrid, 
Publicaciones Españolas, 1955.
2   Carl Schmitt, Teoría de la Constitución (1928), Madrid, Alianza Universidad, 1992, p. 230.
3   Norberto Bobbio y Nicola Mateucci (dirs.), Diccionario de política, vol. I, Madrid, Siglo XXI, 1983, p. 499.
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quedaron así convertidas en una institución dócil, donde las facultades formalmente 
reconocidas de legislar y fiscalizar al Gobierno brillaron siempre por su ausencia. Trazaremos 
en estas páginas una panorámica completa de la vida de la Cámara desde su aparición, 
en 1942, y durante sus primeras ocho legislaturas, hasta 1967, año de la promulgación de 
la Ley Orgánica del Estado (LOE), que supuso profundos cambios en su organización y 
cambió el esquema de funcionamiento para el que fue puesta en marcha.

 
1. El camino hacia la creación de las Cortes

Poco tiempo después de iniciada la guerra civil comenzó a despertarse en el 
seno de la coalición reaccionaria, y especialmente en el sector carlista, la necesidad de 
convocar una cámara representativa. Era evidente que no se recuperarían las instituciones 
legislativas demoliberales de la II República, que quedaron abolidas desde el mismo día del 
levantamiento militar. Durante el conflicto, las fuerzas sublevadas aparcaron sus diversos 
proyectos para el futuro en aras de una unidad imperativa para la victoria militar. Desde la 
primavera de 1937, “la fuerza tradicional viene a integrarse ahora a la fuerza nueva”4, lo que 
significaba que tradicionalistas y falangistas tendrían que convivir bajo el mismo régimen 
que, si triunfaba, sería comandado por un militar dotado de unos poderes ejecutivos y 
legislativos casi absolutos.

El propio Franco hizo referencia a las instituciones representativas en su primera 
alocución de la guerra civil, el 18 de julio de 1936, afirmando de manera imprecisa que 
el régimen que saliera de aquel golpe de Estado sabría “salvar” del “forzoso naufragio 
que sufrirán algunos ensayos legislativos”, cuanto “sea compatible con la paz interior de 
España y su anhelada grandeza”, lo que permitiría, paradójicamente, garantizar el muy 
liberal trinomio “fraternidad, libertad e igualdad”5.

En la mente de Franco, suscriptor de Acción Española desde años atrás, estaba 
claramente formado el rechazo a la democracia y a cualquier suerte de parlamentarismo 
liberal, así como la admiración por el modelo tradicional-autoritario6. Sin embargo, no 
concebía nada más allá de su propio poder personal y el equilibrio entre los distintos grupos 
que le prestaban su apoyo, por lo que no se planteó como una prioridad la creación a corto 
plazo de un foro de carácter consultivo o legislativo.

Por otro lado, el cada vez más evidente predominio de los agentes abiertamente 
fascistas de Falange, capitaneados por Ramón Serrano Súñer, constituía un serio obstáculo 
en los planes tradicionalistas por construir unas Cortes “a la vieja usanza”. El primer intento 
en este sentido hay que atribuirlo a una de las cabezas más visibles y levantiscas del 
carlismo, Manuel Fal Conde, que envió a Franco un escrito poco antes de finalizar la 
guerra civil en el que, entre otras cuestiones, se solicitaban unas Cortes, “integradas por 
procuradores elegidos por sufragio orgánico, con mandato imperativo y sujetos a juicio 
de residencia, los que corresponderían a las diversas sociedades infrasoberanas y a las 
diversas clases del país”7. Franco hizo oídos sordos a la sugerencia, y Fal Conde, que vivía 
exiliado en Portugal por su oposición a “unificarse” con los falangistas, permanecería desde 
entonces al margen de los cuadros de poder del régimen.

4   Preámbulo del Decreto de Unificación, de 19 de abril de 1937.
5   José Emilio Díez, Colección de proclamas y arengas del excelentísimo señor general don Francisco Franco, 
jefe del Estado y Generalísimo del Ejército salvador de España, Sevilla, Carmona, 1937, p. 30.
6   Miguel Platón, Alfonso XIII: de Primo de Rivera a Franco. La tentación autoritaria de la Monarquía, 
Barcelona, Plaza y Janés, 1998, pp. 531-532.
7   Manuel Fal Conde, “Bosquejo de la futura organización política española inspirada en los Principios 
Tradicionales. Representación elevada a su excelencia el Jefe del Estado en Burgos el 10 de marzo de 1939”, 
en El Pensamiento Carlista sobre cuestiones de actualidad, Buenos Aires, Artes Gráficas, 1939, pp. 72-73.
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La dictadura de Franco comenzó a andar en abril de 1939, una vez derrotadas las 
fuerzas de la II República, bajo la fuerte influencia ideológica y política de la Italia fascista. 
No es extraño que, en el plano representativo, la Cámara que desde el mismo momento 
de la Unificación venía funcionando, el Consejo Nacional de Falange Española y de las 
Juntas de Ofensiva Nacional-Sindicalista (FET y de las JONS), tratara de ser convertida 
en institución representativa única del Nuevo Estado. La maniobra, concebida por Serrano 
Súñer, pretendía, en definitiva, hacer del Consejo Nacional y de su Junta Política, que él 
mismo presidía, algo más que meras “cámaras de ideas”. Para ello, el cuñado de Franco 
redactó un proyecto de Ley de Organización del Estado, cuyo objetivo fundamental consistía 
en convertir la Cámara del Partido en un trasunto del Gran Consejo Fascista mussoliniano8. 
El proyecto hablaba también de crear unas Cortes corporativas, pero relegadas a un papel 
secundario, lo que suscitó las protestas de los militares, los carlistas y todos aquellos 
miembros del régimen que desde posiciones tradicionalistas se oponían a que España 
cayera en esa “tentación fascista”9 en que vivía la dictadura por su estrecha alianza con las 
entonces victoriosas Alemania e Italia.

Mientras brillara la estrella política de Serrano Súñer parecía claro que nunca podría 
consumarse la creación de unas Cortes orgánicas al estilo que había venido propugnando 
la ideología tradicionalista. Sin embargo, fueron precisamente las ambiciones y maniobras 
políticas del ministro-secretario general de FET y de las JONS las que terminaron 
provocándole la enemistad de otros miembros del Partido y del propio Franco, que le cesaría 
de su puesto en mayo de 1941. Para sustituirle, el dictador escogió a José Luis Arrese, un 
hombre cercano a los “camisas viejas”, emparentado con José Antonio Primo de Rivera y, 
a la vez, hombre dócil que podía llevar a cabo la labor de “burocratización y domesticación 
de Falange”10 que Franco tenía prevista. Serrano Súñer quedó como ministro de Asuntos 
Exteriores y presidente de la Junta Política.

Ante el nuevo contexto ministerial, las fuerzas tradicionalistas fueron reorganizándose 
y vislumbraron la posibilidad de introducir en el proceso de institucionalización de la 
dictadura unas Cortes de naturaleza orgánica. Esteban Bilbao Eguía, ministro de Justicia y 
por aquel entonces representante más destacado del carlismo junto al conde de Rodezno, 
presionó a Franco en este sentido, apoyándose en la animadversión creciente que entre los 
monárquicos y los católicos se estaba formando hacia la Falange “serranista”. No deja de 
ser llamativo que, en esta pugna por la configuración de los cauces representativos de la 
dictadura, Bilbao terminase contando también con la protección de José Luis Arrese y, por 
tanto, con la aquiescencia de la Secretaría General de FET y de las JONS. 

En el otoño de 1941, Bilbao y Arrese comenzaron a trabajar en un proyecto de Ley 
de Cortes, que respondía en lo fundamental a un ideario tradicionalista, aunque retocado 
desde la óptica falangista mediante “la inclusión entre sus miembros del Consejo Nacional 
en pleno”11. Serrano fue completamente marginado en la gestación del proyecto, si bien 
consiguió introducir algunos cambios cuando el articulado se encontraba ya casi cerrado: 
redactó un preámbulo del que la ley carecía y sustituyó el término “miembros de las Cortes” 

8   José Luis Rodríguez Jiménez, Historia de Falange Española de las JONS, Madrid, Alianza Editorial, 2000, 
pp. 335-338.
9   Javier Tusell, La España de Franco. El poder, la oposición y la política exterior durante el franquismo, 
Madrid, Albor Libros, 2005, pp. 53-54.
10   Stanley G. Payne, Franco y José Antonio. El extraño caso del fascismo español, Barcelona, Editorial 
Planeta, 1997, p. 552.
11   José Luis Arrese, Una etapa constituyente, Madrid, Editorial Planeta, 1982, p. 228.
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por el de “procuradores en Cortes”, lo que fue visto con buenos ojos por Arrese y por Bilbao, 
así como por el propio Franco. Serrano, sin embargo, consideró siempre la Cámara como 
“un acto de autenticidad aparencial” y una institución muy alejada de sus anhelos fascistas12.

Por supuesto, el “cuñadísimo” movió sus piezas en el tablero del ajedrez político 
de comienzos de la dictadura y empujó con sigilo a los suyos a manifestar reticencias y 
reservas sobre la oportunidad de la creación de unas Cortes orgánicas al estilo tradicional, 
argumentando que el Consejo Nacional de FET y de las JONS debía ser el único cauce 
de participación del pueblo en las tareas del Estado. Se afirmaba, además, que la mera 
existencia de las Cortes suponía una contravención de los Estatutos del Partido, que era 
“la disciplina por la que el pueblo unido y en orden asciende al Estado, y el Estado infunde 
al pueblo las virtudes de Servicio, Hermandad y Jerarquía”13. Dentro de la interpretación 
de este párrafo, era Falange a través de su Consejo Nacional y no las Cortes quien debía 
ser, en toda su plenitud, el órgano exclusivo de representación. Aunque estas críticas no 
impidieron la definitiva promulgación de la Ley Constitutiva de las Cortes (LC) el 17 de julio 
de 1942 como “primera disposición de rango constitucional del régimen”14, sí consiguieron 
congelar su constitución casi un año. Sin embargo, la cambiante correlación de fuerzas 
políticas en el interior y la cada vez más evidente derrota del Eje nazi-fascista en la Segunda 
Guerra Mundial jugaron en contra de las maniobras “serranistas”.

Los “sucesos de Begoña” marcaron el primer portazo de la dictadura a los proyectos 
de institucionalización de tipo fascista en los ámbitos representativos. Seis falangistas 
lanzaron una bomba sobre un grupo de carlistas que salían de una misa celebrada en 
el santuario de Nuestra Señora de Begoña de Bilbao en memoria de los tradicionalistas 
muertos durante la guerra civil. Aunque no hubo muertos, el general Varela, ministro del 
Ejército, que se encontraba en dicho acto, consideró lo sucedido como un atentado a 
su persona y una agresión de Falange contra el Ejército15. Varela informó a Franco de lo 
sucedido y le exigió la depuración de responsabilidades políticas, mientras que el ministro 
de Justicia, Esteban Bilbao, cuyo nombre ya se barajaba para la Presidencia de las nuevas 
Cortes, decidió presentar la dimisión. Otros carlistas prominentes, como medida de presión, 
decidieron renunciar también a sus cargos, entre ellos Antonio Iturmendi Bañales, por 
aquel entonces director general de Administración Local, que en 1965 sucedería a Esteban 
Bilbao en la dirección de la Cámara legislativa. Serrano Súñer fue consciente de que 
todas las miradas le responsabilizaban de esta provocación y que sus enemigos militares, 
monárquicos, tradicionalistas y católicos lo aprovecharían para destrozarle políticamente. 
En carta a Dionisio Ridruejo, Serrano Súñer afirmó, desengañado, que la “falangización 
total del régimen” no podría producirse “jamás”16. Mientras en Falange –en clara referencia a 
Arrese– mandaran “ineptos notorios”, con Franco gobernarían siempre “las eternas fuerzas 
de la reacción”17.

12   Heleno Saña, El franquismo sin mitos. Conversaciones con Ramón Serrano Súñer, Barcelona, Editorial 
Grijalbo, 1981, pp. 262-263.
13   Art. 1, párrafo 2, del Decreto sobre los Estatutos de FET y de las JONS, de 31 de julio de 1939.
14   Javier Tusell, La España de Franco…, p. 71.
15   Adriano Gómez Molina y Joan Maria Thomàs, Ramón Serrano Súñer, Barcelona, Cara & Cruz, 2003, pp. 
258-261.
16   Dionisio Ridruejo, Con fuego y con raíces. Casi unas memorias, Barcelona, Editorial Planeta, 1976, p. 
243.
17   Ramón Serrano Súñer, Entre el silencio y la propaganda. La historia como fue. Memorias, Barcelona, 
Editorial Planeta, 1977, pp. 367-370.
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Finalmente, el “Caudillo” terminó cesando a Serrano Súñer el 2 de septiembre de 
1942 de todos sus cargos18. Si bien le mantuvo como consejero nacional nato y procurador 
en Cortes hasta 196719, desde su salida del Gobierno careció de control alguno sobre la 
maquinaria política falangista, perdió su ascendiente sobre su concuñado y el camino quedó 
libre para los que pretendían una institucionalización del régimen desde planteamientos 
tradicionalistas. A partir de la crisis de Gobierno de 1942, el antifalangismo sería una fuerza 
con gran poder en el régimen, encarnada en el entorno inmediato de Franco por el almirante 
Luis Carrero Blanco, que siempre consideraría a Falange como “el principal problema de 
carácter político del régimen”20.

Así las cosas, el proceso de regulación interna de la Cámara siguió adelante bajo 
la dirección del tándem Arrese-Bilbao. El Consejo Nacional de FET y de las JONS quedó 
relegado a un plano secundario, sin capacidad para interferir directamente en la legislación 
del Estado. Su reglamento le reservaba el papel de “cámara de las ideas” de la dictadura, 
organismo “a través del cual se ha de promover la reforma del Estado para que corresponda 
en todos sus aspectos a la ambición histórica del Movimiento Nacional”21. Lo cierto es que el 
Consejo Nacional se encontró desde entonces completamente eclipsado por las Cortes en 
su labor de salvaguarda de las esencias ideológicas fundacionales del régimen y se convirtió 
en una institución fundamentalmente “decorativa” y desprovista de funciones concretas en 
el entramado político-administrativo franquista.

El desarrollo normativo de las Cortes prosiguió con la redacción de su reglamento. 
A pesar de que la LC preveía que la Cámara, “de acuerdo con el Gobierno”22, elaborara 
el mismo, Franco se saltó tal disposición y encomendó a una comisión gubernamental la 
redacción de una versión provisional antes de que se celebrase la primera sesión. En la 
misma se encontraban el anteriormente citado Esteban Bilbao, nombrado in pectore por 
Franco presidente de las Cortes, José Luis Arrese, ministro-secretario general de FET y de 
las JONS, Blas Pérez González, ministro de Gobernación, y José Ibáñez Martín, ministro de 
Educación Nacional. Su trabajo se desarrolló, bajo la presidencia de Bilbao, en un despacho 
de la madrileña calle de San Bernardo, número 45, sede del Ministerio de Justicia que éste 
último comandaba. El grupo recibió el auxilio esporádico del Instituto de Estudios Políticos 
(IEP), auténtico Brain Trust de la dictadura23, a través de sus intelectuales más lúcidos: 
Alfonso García Valdecasas, Antón Riestra, Manuel Torres López, Luis Jordana de Pozas, 
Francisco Javier Conde, Carlos Ollero, Segismundo Royo Villanova, Antonio Morón Perea 
y Luis Díez del Corral.

A instancias de los colaboradores del IEP, se pensó en desarrollar la LC, que a todas 
luces resultaba demasiado escueta y confusa, para posibilitar que la nueva institución fuera 
un foro de debate efectivo y no sólo una sala de modificaciones técnicas a los proyectos 
de ley del Gobierno. La idea fue rotundamente rechazada por Esteban Bilbao, que temía la 
reaparición de las “prácticas parlamentarias”, las “extralimitaciones” de las Cortes de la II 
República o las discusiones “en forma edulcorada” que se produjeron durante la Asamblea 

18   Laureano López Rodó, La larga marcha hacia la Monarquía, Barcelona, Editorial Noguer, 1977, pp. 29 y 
30.
19   Boletín Oficial de las Cortes Españolas (BOCE), nº 973, de 8 de julio de 1967, pp. 20.831 y 20.832. 
20   Javier Tusell, Carrero. La eminencia gris del Régimen de Franco, Madrid, Temas de Hoy, 1993, p. 73.
21   Art. 7 del Reglamento del Consejo Nacional, de 20 de diciembre de 1942.
22   Disposición Adicional de la LC de 17 de julio de 1942. 
23   Elías Díaz, Pensamiento español en la era de Franco (1939-1975), Madrid, Editorial Tecnos, 1983, p. 29.
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Nacional primorriverista, de la que él mismo había sido miembro24. En consecuencia, el 
Reglamento (RC) resultante representó un retroceso respecto a la Ley Constitutiva de 
las Cortes. No aparecían desarrollados ciertos artículos de la Ley25 y contenía, incluso, 
algunas contradicciones con ella, como atribuir a las comisiones y no al pleno la iniciativa 
colegiada en lo relativo a las materias no legislativas26. Dicho Reglamento, que se concibió 
con carácter provisional, sirvió para encauzar, con algunos retoques, el funcionamiento de 
cinco legislaturas de las Cortes, entre 1943 y 1957.

Establecido el marco legal bajo el que tenía que funcionar la nueva institución, sólo 
faltaba ubicar físicamente el lugar de sus reuniones. Aunque se llegó a considerar la 
posibilidad de elegir una sede distinta de la que había sido utilizada por el Congreso de los 
Diputados en la Carrera de San Jerónimo de Madrid, finalmente se decidió mantener dicha 
ubicación, que desde 1939 albergaba la sede principal del IEP, realizando las reformas 
necesarias en el hemiciclo para la adaptación de su capacidad a la nueva composición 
de la Cámara. Durante los dos primeros meses de 1943 y bajo la dirección del arquitecto 
Pedro Muguruza se ejecutaron algunas obras de manera incompleta, siendo las de mayor 
importancia las efectuadas en el Salón de Sesiones: las tribunas Presidencial y Alta quedaron 
remodeladas, se mejoró la iluminación y se cambió el terciopelo de los escaños, que pasó 
a ser de color verde. Con el propósito de aumentar el número de escaños y para colocar 
al Gobierno en un sitio preferente, se instalaron sendas filas de asientos de color azul a 
ambos lados de la Presidencia. Durante el verano de 1944 se completaron estas obras con 
otras encaminadas a la seguridad del edificio, y a su ornato y decoración27.

2. Naturaleza y composición

Tanto la LC de 1942 como el RC provisional de 1943 respondieron a los más viejos 
principios tradicionales de negación del Parlamento liberal, del sufragio universal y de los 
partidos políticos. Las elecciones libres, “simple vocerío”28, no tenían cabida en el régimen 
representativo de la dictadura, y la democracia liberal se repudiaba por no poder considerarse 
“la voluntad popular inorgánicamente expresada” como “fuente de autoridad”29. Cualquier 
vestigio de los partidos políticos quedaba eliminado completamente, postura que respondía 
no sólo a la tradicional ideología de la derecha antiliberal, sino a la propia obsesión 
personal del dictador en contra de unas organizaciones que consideraba “disgregantes y 
envilecedoras”30.

Se argumentaba, sin embargo, que la naturaleza de las nuevas Cortes respondía a 
una “autentica democracia” o “democracia orgánica”, que pretendía ser yuxtaposición de 

24   Carlos Iglesias Selgas, Las Cortes Españolas. Pasado, Presente y Futuro, Madrid, Cabal Editor, 1973, p. 
68.
25   Art. 15 de la LC de 17 de julio de 1942.
26   Arts. 10 de la LC de 17 de julio de 1942 y 47 del RC de 5 de enero de 1943. 
27   Pablo Cantó Iniesta, Memoria descriptiva de las obras de restauración realizadas en el Palacio de las 
Cortes Españolas, Madrid, Cortes Españolas, 1945.
28   José Corts Grau, “Sentido español de la democracia”, en Revista de Estudios Políticos (REP), nº 25, 
enero-abril de 1946, p. 32.
29   Michele Federico Sciacca, “Reflexiones sobre la democracia y la democracia cristiana”, en REP, nº 44, 
marzo-abril de 1949, p. 57.
30   Juan Ferrando Badía, El régimen de Franco. Un enfoque político-jurídico, Madrid, Editorial Tecnos, 1984, 
p. 75.
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“una idea de legitimidad democrática” sobre “un pensamiento de lo que en cierto modo 
podríamos llamar legitimidad aristocrática”31. Para Franco y sus adláteres, la democracia 
era sinónimo “del más crudo relativismo” y de la “dictadura de las mayorías”32, garantía de la 
“irresponsabilidad más absoluta, porque cuando son las masas anónimas las que deciden, 
resulta imposible exigirles responsabilidades por sus caprichos”33.

La “democracia orgánica”, sin embargo, despojada de los prejuicios ideológicos 
franquistas, sólo puede ser encuadrada en la categoría de los regímenes autocráticos, 
si por tales entendemos aquellos en los que existe “un único detentador del poder cuya 
competencia abarca la función de tomar la decisión política fundamental, así como su 
ejecución, y que además está libre de cualquier control eficaz”34. El argumento “superador” 
de la representación orgánica frente a la demoliberal resulta de todo punto falaz, pues 
intentando evitar la oposición al sistema y a los principios fundamentales del régimen, lo 
que la dictadura hacía era eliminar cualquier oposición al equipo ministerial y a las políticas 
del mismo35. La supresión de la democracia “de los partidos” eliminaba, de hecho, cualquier 
tipo de democracia “real”: si la dictadura no institucionalizó una verdadera oposición es 
porque el sistema no la toleraba en manera alguna y era incapaz de aceptar que un sector 
de la sociedad, políticamente organizado, controlara y fiscalizara el comportamiento del 
Gobierno, ni siquiera desde la lealtad y en el marco de las instituciones.

La naturaleza de la Cámara quedó claramente definida por su vocación orgánica y 
su composición, extraída de los “elementos constitutivos de la comunidad nacional”36. En 
cuanto a sus funciones, puede afirmarse que las Cortes se encontraban a medio camino 
entre una asamblea legislativa y una deliberante37, pues a sus competencias específicas 
siempre se le opusieron las llamadas Leyes de Prerrogativa38 que el general Franco se 
reservó hasta su muerte, según las cuales podía “dictar normas jurídicas de carácter 
general” cuando lo creyera conveniente. El elevado grado de arbitrariedad en que siempre 
vivió la dictadura jugó en contra de la posición jerárquica de las Cortes con respecto al 
Gobierno y la Jefatura del Estado, instancias del poder a las que aquéllas se encontraron 
en todo momento subordinadas. Durante la dictadura franquista, España fue un Estado 
con Derecho, y no un Estado de Derecho, por lo que cualquier explicación exclusivamente 
legalista choca con la realidad de un régimen en el que la interdicción entre los poderes 
públicos no estaba garantizada. Las Cortes orgánicas vivieron, así pues, en una permanente 
contradicción entre lo que las leyes les encomendaban y lo que la dictadura les permitió ser 
efectivamente39.

Las Cortes franquistas no tenían un número fijo de miembros y la causa de investidura 
de los mismos era dispar, es decir, los procuradores representaban grupos distintos pero 

31   José Zafra Valverde, Régimen Político de España, Pamplona, Ediciones de la Universidad de Navarra, 
1973, pp. 163 y 164.
32   Francisco Murillo Ferrol, “Consideraciones sobre la democracia”, en REP, nº 66, noviembre-diciembre de 
1952, p. 69.
33   Eugenio Vegas Latapié, Romanticismo y democracia, Santander, Cultura Española, 1938, p. 110.
34   Karl Loewenstein, Teoría de la Constitución (1959), Barcelona, Editorial Ariel, 1964, p. 73.
35   Juan Ferrando Badía, Democracia frente a autocracia. Los tres grandes sistemas políticos. El democrático, 
el socialmarxista y el autoritario, Madrid, Editorial Tecnos, 1980, pp. 292 y ss.
36   Preámbulo de la LC, de 17 de julio de 1942.
37   Luis Sánchez Agesta, Derecho Constitucional Comparado, 2ª ed., Madrid, Editora Nacional, 1965, pp. 
500 y ss.
38   Decretos de 30 de enero de 1938 y 8 de agosto de 1939.
39   Miguel Ángel Giménez Martínez, Las Cortes Españolas en el régimen de Franco. Nacimiento, desarrollo 
y extinción de una Cámara Orgánica, Madrid, Congreso de los Diputados, 2012, pp. 86-95.
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actuaban con idénticos derechos en la misma Cámara. La LC definió siete “grupos”, término 
que quedó consagrado con la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado (LSJE)40: el “grupo 
político”, formado por los miembros del Consejo Nacional de FET y de las JONS (desde 1958 
“del Movimiento”); el “grupo sindical”, compuesto por los representantes de la Organización 
Sindical Española (OSE); el “grupo local”, que reunía a los altos cargos enviados por 
los municipios y las provincias; el “grupo cultural”, constituido por rectores, directores de 
Reales Academias y demás instituciones científicas e intelectuales; el “grupo profesional”, 
en el que se daban cita los delegados de los colegios de licenciados e ingenieros y de 
las Cámaras Oficiales de Comercio; el “grupo de altos cargos” de la Administración y el 
“grupo de nombramiento directo” reservado al Jefe del Estado. La ausencia de una cantidad 
máxima de procuradores y la indefinición en el número dentro de cada uno de los grupos 
de las Cortes generó un aumento constante de sus miembros durante las primeras ocho 
legislaturas41.

El “grupo político”42 es tal vez el que menos se acomoda a la filosofía tradicional de unas 
Cortes orgánicas, pues introduce en su seno un “órgano de órganos”43 que no representa a 
ninguna entidad natural de la sociedad, sino a un partido único. Este grupo es, sin duda, el 
precio que las Cortes tradicionales tuvieron que pagar para poder funcionar en el seno de 
una dictadura autoritaria. El III Consejo Nacional fue el primero que estuvo representado en 
las Cortes, el cual se componía del jefe nacional (Franco), el secretario general, los ministros 
del Gobierno, el presidente de las Cortes, el vicesecretario general, los vicesecretarios 
del Movimiento, el jefe directo de las Milicias, los militantes del Movimiento que hubieran 
ocupado los cargos de presidente y vicepresidente de la Junta Política, secretario general 
y vicesecretario de FET y de las JONS, el presidente del IEP, los delegados nacionales de 
FET y de las JONS, los jefes provinciales del Movimiento en Madrid, Barcelona, Valencia, 
Sevilla, Málaga, Bilbao, Zaragoza y Valladolid, y los militantes que el “Caudillo” designaba 
por sus méritos y servicios en un número no superior a cien. Desde la segunda Legislatura de 
las Cortes (1946), se redujo a cincuenta el número de consejeros-procuradores designados 
directamente por Franco y desde la quinta (1955) se incorporaron cincuenta representantes 
más, uno por cada provincia44.

El control del aparato del régimen sobre este grupo era total, no sólo entre los natos, 
es decir, aquellos que ostentaban su puesto representativo en virtud de su cargo –provisto, 
naturalmente, por el Gobierno de Franco–, sino también entre los miembros presuntamente 
electivos, es decir, los consejeros nacionales por las provincias. Así, sólo eran electores 
los miembros de los Consejos Provinciales y Locales del Movimiento y para ser candidato 
se requerían unas duras condiciones establecidas para impedir que cualquier miembro 
desafecto al régimen pudiera ni tan siquiera presentarse a las elecciones: ser o haber sido 

40   Art. 4, I de la LSJE, de 26 de julio de 1947. El art. 10 enumeraba por primera vez las Leyes Fundamentales 
y les otorgaba rango de norma “constitucional” del Estado: Fuero del Trabajo (1938), Ley Constitutiva de las 
Cortes (1942), Fuero de los Españoles (1945), Ley de Referéndum Nacional (1945) y Ley de Sucesión en la 
Jefatura del Estado (1947). Posteriormente, se añadirían a éstas la Ley de Principios del Movimiento Nacional 
(1958), la Ley Orgánica del Estado (1967) y la Ley para la Reforma Política (1977).
41   Hubo un total de 424 procuradores en la primera Legislatura, 468 en la segunda, 477 en la tercera, 491 en 
la cuarta, 539 en la quinta, 570 en la sexta, 595 en la séptima y 602 en la octava. Vid. BOCE, de las Sesiones 
de Juramento y Constitución, nos 1, 150, 298, 393, 497, 588, 699 y 847.
42   Art. 2, I, b de la LC, de 17 de julio de 1942.
43   Carlos Iglesias Selgas, Las Cortes Españolas…, p. 99.
44   Aram Monfort i Coll, “Las Cortes franquistas”, en Actas del 53º Congreso de la Comisión Internacional 
para el Estudio de la Historia de las Instituciones, vol. II, Barcelona, Ediciones del Parlamento de Cataluña, 
2005, p. 1.054.
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consejero nacional, ser propuesto por cinco consejeros nacionales, por diez consejeros 
provinciales o locales o por la décima parte de los miembros de los últimos. En buena lógica 
puede decirse que no se hacía necesario recurrir al falseamiento del proceso electoral, 
pues las condiciones de elegibilidad eran tan rígidas que toda representatividad de este 
grupo quedaba viciada de antemano.

El “grupo sindical”45 tenía un tamaño desproporcionado en la Cámara franquista, al 
estársele reservados un tercio del total de los asientos. Es evidente que sus miembros 
no representaban al mundo laboral, pues los sindicatos habían sido prohibidos y en su 
lugar se había creado otro controlado por el Gobierno, único, organizado verticalmente y de 
afiliación obligatoria. Sus procuradores se dividían también entre natos y electivos, aunque 
esta distinción no es especialmente importante porque en realidad todos eran directa o 
indirectamente designados por el Gobierno. Así, eran natos los altos mandos de la OSE, 
los presidentes de los Sindicatos Nacionales y de la Hermandad Nacional de Labradores 
y Ganaderos, mientras eran elegibles aquellos trabajadores, técnicos o empresarios 
aceptados por la línea política del Sindicato Vertical que se presentaban por cada uno de 
los Sindicatos Nacionales (cuatro procuradores por cada rama), la Hermandad Nacional 
de Labradores y Ganaderos (cuatro propietarios, cuatro aparceros y cuatro jornaleros), la 
Federación Sindical de Comercio (tres procuradores), las Cooperativas (dos procuradores), 
las Cofradías Sindicales de Pescadores, las Entidades representativas de los artesanos y 
de la pequeña y mediana empresa, y la Federación Nacional de Asociaciones de la Prensa 
(un procurador cada una de ellas). 

En este punto conviene recordar que la OSE contaba con dos “líneas” que impedían 
que desde la base pudiera llegar a las Cortes ningún candidato desafecto. La línea social-
económica sí permitía cierta representatividad “desde abajo” en las elecciones a vocales, 
enlaces y jurados de empresa, a pesar de que las elecciones que se celebraban a tal 
fin, al menos hasta 1966, adolecían siempre de una escasísima participación y una nada 
disimulada presión hacia los electores por parte de las instancias oficiales del Sindicato 
para que apoyaran a su candidato preferido. La línea política o de mando estaba totalmente 
dirigida “desde arriba”, es decir, desde la propia Delegación Nacional de Sindicatos, que 
controlaba cualquier tipo de elección, no sólo al tercio sindical de las Cortes, sino a todos 
los puestos representativos orgánicos que la OSE tenía reservados en la Administración46.

El “grupo local”47 de las Cortes estaba compuesto en un principio por los alcaldes de 
las cincuenta capitales, los de Ceuta y Melilla y los representantes de los demás municipios 
de cada provincia designados a través de la Diputación respectiva. Desde 1946 se reformó 
este precepto, en el sentido de que fueran los ayuntamientos los que eligieran, entre 
sus miembros, los representantes de los demás municipios de las provincias y que las 
Diputaciones y Mancomunidades Insulares canarias eligieran aparte sus representantes 
por y entre los diputados. De esta manera, el número de procuradores por el tercio sindical 
aumentó de 102 a 152. La ausencia de proporcionalidad con el número de habitantes de los 
distintos municipios y provincias es palmaria, pues territorios tan disparmente poblados como 
Albacete o Barcelona contaban con idéntica cantidad de procuradores. Dicho desequilibrio 
era, por otro lado, una constante en el régimen representativo franquista, pues similar 
desprecio por la base cuantitativa se daba entre los consejeros nacionales elegibles, para 
cuya elección no se tenía en cuenta la población de cada una de las provincias, y entre los 

45   Art. 2, I, d de la LC, de 17 de julio de 1942.
46   Efrén Borrajo Dacruz, Política social, Madrid, Editorial Doncel, 1959, pp. 85-86.
47   Art. 2, I, e de la LC, de 17 de julio de 1942.
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sindicalistas, donde se obviaba el número real de trabajadores en una determinada rama 
laboral. Si se tiene en cuenta que, desde la promulgación de la Ley de Bases de Régimen 
Local de 1945, tanto los alcaldes como los presidentes de las Diputaciones Provinciales 
eran elegidos directamente por el Gobierno, no hay que colegir excesivas argumentaciones 
para entender que los procuradores locales estaban en realidad designados por el 
Gobierno. En palabras del ministro de Gobernación, Blas Pérez González, se trataba de 
“una representación basada en la confianza”48.

El “grupo cultural”49 se componía en un principio de los rectores de las 12 Universidades 
existentes en 1942 (Madrid, Barcelona, Granada, La Laguna, Murcia, Oviedo, Salamanca, 
Santiago, Sevilla, Valencia, Valladolid y Zaragoza), el presidente del Instituto de España, 
los presidentes de las Reales Academias que lo componían y el canciller de la Hispanidad, 
todos ellos nombrados por el Gobierno. Desde 1946 se retocó la composición de este tercio, 
lo cual no redundó en una mayor autonomía respecto del Gobierno. Los rectores siguieron 
siendo procuradores natos, al igual que el presidente del Instituto de España, mientras que 
los demás representantes fueron dos personas elegidas entre los miembros de las Reales 
Academias, el presidente del Consejo Superior de Investigaciones Científicas y otros dos 
miembros del mismo elegidos entre sus consejeros de número.

Un control similar por parte del aparato gubernamental se daba en el “grupo 
profesional”50, compuesto originalmente por los representantes del Instituto de Ingenieros 
Civiles, y los de los Colegios de Abogados, Médicos, Farmacéuticos, Veterinarios y 
Arquitectos, en elecciones en las que sólo concurrían sus decanos y presidentes, todos ellos 
nombrados por Decreto. En 1946 este grupo se amplió, al aumentar su representación a dos 
procuradores los Colegios de Médicos y el Instituto de Ingenieros Civiles, y al incorporarse 
a las Cortes los representantes de los Colegios de Licenciados y Doctores en Ciencias y 
Letras, Notariales, de Registradores de la Propiedad, de Procuradores de Tribunales y de 
las Cámaras Oficiales de Comercio.

El “grupo de altos cargos”51 sumaba los ministros del Gobierno de turno y una serie de 
personalidades políticas, judiciales y militares nombradas, como siempre, por el Gobierno: 
los presidentes del Consejo de Estado, del Tribunal Supremo de Justicia, del Consejo 
Supremo de Justicia militar y del Tribunal de Cuentas del Reino. La presencia de ministros-
procuradores en la Cámara suponía un serio condicionante a los trabajos de la misma, 
especialmente si se tienen en cuenta las consecuencias políticas que durante la dictadura 
de Franco podía conllevar contradecir la voluntad de un ministro del Gobierno.

Las Cortes franquistas cerraban su composición con el “grupo de nombramiento 
directo”, núcleo de cincuenta personas nombradas con entera libertad por el dictador en 
virtud de su “jerarquía eclesiástica, militar, administrativa o social, o por sus relevantes 
servicios a España”. Este tercio era empleado por Franco como “premio” o destino final 
para aquellos colaboradores suyos que por razones políticas o de edad se habían retirado 
de la primera línea política. El régimen podía, a través de este grupo, dada su capacidad 
nada despreciable sobre el total, introducir en la Cámara a aquellas personalidades afectas 
que no habían podido ingresar a través de los demás grupos.

La complejidad en la composición de las Cortes de 1942-1967 es más aparente que 
real. A pesar de los múltiples vericuetos y las variadas causas de investidura, en primera 

48   BOCE, nº 112, de 14 de julio de 1945, p. 2.343.
49   Art. 2, I, f y g de la LC, de 17 de julio de 1942.
50   Art. 2, I, h de la LC, de 17 de julio de 1942.
51   Art. 2, I, a y c de la LC, de 17 de julio de 1942.
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o última instancia la calidad de procurador se conseguía por gracia del Gobierno y, más 
específicamente, de Franco. La Cámara estaba hecha “desde arriba” y no había posibilidad 
alguna de que la base social accediera a ella, pues el aparato del Movimiento, la OSE y la 
Administración del Estado disponían cuáles eran los elegibles y, dentro de ellos, los candidatos 
predilectos del régimen. Es cierto que el franquismo no necesitó recurrir sistemáticamente 
al falseamiento electoral, porque el fraude durante la dictadura era notablemente más sutil 
y se basaba, bien en la anulación de la voluntad de los electores, bien en la eliminación de 
raíz de cualquier candidato elegible hostil o indiferente al poder. Las Cortes nacidas con esta 
composición no podían ser más dóciles y revelaban las limitaciones de la representación 
orgánica, puesta ahora al servicio del poder personal de un dictador.

3. Organización, facultades y funcionamiento

La organización y funcionamiento de la Cámara ahondaban aún más en su situación 
de desvalimiento y subordinación en la constelación de los Altos Órganos del Estado 
franquista. La Presidencia y la Mesa constituyen el caso más completo de injerencia de 
un organismo sobre otro. La LC preveía el nombramiento directo del presidente, los dos 
vicepresidentes y los cuatro secretarios de las Cortes por parte del Gobierno52. La existencia 
de la Mesa era puramente nominal, pues no existía una dirección colegiada en las Cortes, 
dada “la posición primacial del presidente”, que no es, respecto a aquella, “un primus inter 
pares, sino un auténtico jefe”53.

En múltiples ocasiones, la toma de decisión del presidente de las Cortes sobre muy 
distintos aspectos referidos al funcionamiento de las mismas precisaba del acuerdo del 
Gobierno, y otras muchas funciones que durante todo el siglo XIX y el primer tercio del XX 
incumbían exclusivamente a la propia Cámara se dejaron al libre criterio de su presidente54. 
El caso más evidente de este predominio del Gobierno y el presidente de las Cortes sobre la 
institución como órgano colegiado lo encontramos en la existencia de un orden del día que 
debía cumplirse rígidamente tanto en el pleno como en las comisiones, y que se elaboraba 
por la Presidencia de la Asamblea en colaboración con el Gobierno. En las Cortes, en 
definitiva, se tocaban y se obviaban sólo los temas que el ejecutivo y Franco querían.

Las competencias exclusivas de la Presidencia le permitían un formidable influjo 
sobre el curso de los trabajos de la Cámara: dirigía las sesiones plenarias, las de la 
Comisión Permanente y las de las demás comisiones que tuviese a bien, organizaba los 
“debates”, distribuía a los procuradores en las distintas comisiones y coordinaba la labor 
de las ponencias. Sus tentáculos no se extendían, por tanto, sólo a los plenos, sino a 
las propias comisiones, donde podía elegir libremente a sus presidentes, de acuerdo con 
el Gobierno en el Reglamento de 1943 y con entera autonomía desde 1957, hasta tal 
punto que podría decirse que los presidentes de las comisiones sólo eran “delegados del 
presidente de las Cortes”55. No hay que olvidar, por último, que el presidente estaba también 

52   Art. 7 de la LC, de 17 de julio de 1942.
53   Juan Gascón Hernández, “Caracteres y funciones de la Presidencia de las Cortes Españolas”, en REP, 
nº 19, enero-abril de 1945, p. 144.
54   Estefanía Jerónimo Sánchez-Beato y Miguel Ángel Morales Payán, De las Cortes Españolas al Congreso 
de los Diputados: el devenir de su Presidencia (1942-1978), Almería, Servicio de Publicaciones de la 
Universidad, 1997, p. 23.
55   Manuel María Fraile Clivillés, Comentario al Reglamento de las Cortes, Madrid, Instituto de Estudios 
Políticos, 1973, p. 232.
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al frente del Consejo del Reino y del Consejo de Regencia desde 1947, piezas de indudable 
importancia en el engranaje institucional de la dictadura: el primero de ellos tenía funciones 
de asesoramiento sobre la figura del Jefe del Estado y el segundo debía actuar para salvar 
un hipotético vacío de poder entre la muerte de Franco y la proclamación de su sucesor. El 
poder del presidente oscurecía, naturalmente, al resto de órganos directivos de la Cámara: 
vicepresidentes, secretarios y letrado mayor.

Las funciones omnímodas de la Presidencia se vieron potenciadas por la figura del 
que durante veintidós años consecutivos la ocupó: Esteban Bilbao Eguía56. Entre 1943 y 
1965, es decir entre la I y VII Legislaturas y el inicio de la VIII, Bilbao dio al trabajo de 
la Cámara un perfil de “permanencia y continuismo”, de modo que podía afirmarse que 
mientras él ocupó la Presidencia, las Cortes “no dijeron otra cosa que lo que el Gobierno 
quería”57. En efecto, todo su trabajo se centró en la protección de los intereses ministeriales 
más que en los de su propia Cámara lo que, como veremos más adelante, fue en perjuicio 
de la independencia de la labor de la institución.

Profundizando en la organización de las Cortes de 1942 hemos de hacer referencia 
al sistema de comisiones, “grupos de reducido número de miembros de la Cámara que 
por especial encargo suyo estudian en detalle los asuntos para preparar los trabajos del 
Pleno”58. La particularidad de las comisiones de la Asamblea franquista estriba en que se 
constituyeron en el medio habitual de trabajo y eclipsaron completamente a los plenos, 
mero “ápice de la función representativa”59. La primera de ellas, y la más importante, era la 
Comisión Permanente, comandada a su vez por el presidente de la Cámara, cuyas labores 
fueron decisivas tanto para el régimen interno de las Cortes como para sus relaciones 
exteriores, lo mismo con el Gobierno que con la Justicia, que podía promover recursos 
de contrafuero ante los Tribunales sobre disposiciones ministeriales de carácter general o 
solicitar al ejecutivo y a sus componentes información acerca de su gestión60.

Las demás comisiones eran las legislativas, una por cada uno de los departamentos 
del Gobierno, cuya función primordial consistía en dictaminar los textos que debían ser 
sometidos al pleno. Por otro lado se encontraban las comisiones generales: la de Régimen 
Interior, la de Competencia Legislativa, la de Corrección de Estilo y la del Reglamento, todas 
ellas con funciones auxiliares destinadas a determinar qué materias debían revestir forma 
de ley o mantener a punto la normativa interna de la Cámara. El sistema de comisiones 
se cerraba con las especiales, cuya formulación respondía a la existencia de proyectos de 
especial importancia o investigaciones sobre asuntos no legislativos.

Las nutridas competencias de las comisiones relegaron a los plenos a un trabajo 
de registro y reconocimiento de sus decisiones, perdiendo la Asamblea de este modo 
su condición deliberante. Las sesiones plenarias, que en los regímenes parlamentarios 
demoliberales revisten supremo interés por cuanto favorecen los contactos de la clase 

56   Nacido en Bilbao en 1879, su formación como jurista le condujo a los más diversos puestos de 
responsabilidad política: concejal y teniente de alcalde de su ciudad natal, diputado y senador durante la 
Restauración, presidente de la Diputación de Vizcaya y miembro de la Asamblea Consultiva en la dictadura 
de Primo de Rivera y ministro de Justicia en el segundo gobierno de Franco. Vid. Los 90 ministros de Franco, 
3ª ed. corregida y aumentada, Barcelona, Dopesa, 1971, pp. 82-83.
57   Francisco Franco Salgado-Araujo, Mis conversaciones privadas con Franco, Barcelona, Editorial Planeta, 
1976, p. 99.
58   José Antonio Maravall, Los Reglamentos de las Cámaras legislativas y el sistema de Comisiones, Madrid, 
Instituto de Estudios Políticos, 1947, p. 66.
59   Manuel Fraga Iribarne, El Reglamento de las Cortes Españolas, Madrid, Servicio de Información y 
Publicaciones de la Organización Sindical, 1959, p. 149.
60   Carlos Iglesias Selgas, Las Cortes Españolas…, pp. 197-200.
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política, fueron en las Cortes franquistas un lugar donde “no se habla: se oye”61. Esa 
situación destruía la unidad de las Cortes como cuerpo legislativo, ya que todo el trabajo 
se realizaba separadamente en las comisiones y de ellas venía acordado el dictamen que, 
necesariamente, iba a prosperar.

No había debates en los plenos de las Cortes franquistas. Los procuradores, de 
hecho, ni siquiera podían intervenir en las sesiones plenarias desde su propio escaño y 
debían hacerlo obligatoriamente desde la tribuna. Tampoco había posibilidad de que un 
representante solicitara la palabra si en el orden del día no estaba prevista su intervención, 
limitación que impedía cualquier intercambio de argumentos. No existían períodos de 
sesiones y los plenos se convocaban a entera discreción de la Presidencia, que al año 
reunía los imprescindibles para despachar los dictámenes y asuntos pendientes.

El Reglamento provisional trataba con un criterio muy restrictivo todo lo relativo al 
desarrollo de las sesiones plenarias. Abierta la sesión, se daba lectura, en este orden, al 
acta del pleno anterior, a las comunicaciones que el Gobierno dirigía a las Cortes para su 
conocimiento, a los obituarios de procuradores y a los dictámenes de los proyectos de ley 
que se hubieran de someter a la aprobación del pleno. La práctica estableció que dentro del 
orden del día se leyeran los dictámenes antes de su respectivo debate. El presidente, sin 
embargo, podía someter a la decisión de las Cortes que se prescindiera de la lectura total 
o parcial de los dictámenes que se hubieran de votar cuando por su extensión originaran 
retraso en el despacho del orden del día. Los decretos-leyes, de los que sólo “se daba 
cuenta” al pleno eran objeto de una sumaria lectura de sus títulos al final de la sesión.

Normalmente no había turnos en contra, aunque estaba previsto que los primeros 
firmantes de enmiendas o votos particulares rechazados pudieran intervenir en el pleno 
previa obtención de un el número de votos preciso en comisión (diez o más). Lo habitual, 
sin embargo, era que un miembro de la comisión legislativa, nombrado por el presidente, 
diera cuenta de los fundamentos del dictamen, así como de las razones justificativas de no 
haberse admitido enmiendas o votos particulares. La costumbre introdujo que los proyectos 
importantes se vieran precedidos por la intervención de los ministros, en virtud de su derecho 
a tomar la palabra en cualquier momento de la sesión.

Las sesiones plenarias, con esta estructura, resultaban “soporíferas”62. Los 
representantes de las comisiones y los ministros se habituaron de tal modo a esta manera 
de funcionar que, en general, los plenos despertaban un nulo interés en la prensa y en la 
opinión pública. Los propios procuradores se ausentaban durante esas largas y reiterativas 
intervenciones y sólo regresaban a la sala cuando finalizaban y se había de proceder a las 
votaciones.

Éstas podían ser ordinarias o nominales, no habiendo para su validez un quórum 
establecido. Las ordinarias se efectuaban por el sistema de alzados y sentados: quedaban 
sentados los que aprobaban y se levantaban, sucesivamente, los que no aprobaban y los 
que se abstenían, salvo que el presidente, a la vista de la votación, estimara oportuno 
que se levantaran, sucesivamente, los que aprobasen, los que no aprobasen y los que se 
abstuviesen. La votación nominal sólo podía desarrollarse bajo permiso de la Presidencia, a 
petición del Gobierno o solicitada por veinticinco procuradores, tras lo cual los miembros de 
la Cámara iban siendo llamados por un secretario y respondían “sí”, “no” o declaraban que 
se abstenían de votar. El Gobierno, la Mesa y el presidente votaban siempre en último lugar.

61   Emilio Romero, Tragicomedia de España. Unas memorias sin contemplaciones, Barcelona, Editorial 
Planeta, 1985, p. 69.
62   Francisco Franco Salgado-Araujo, Mis conversaciones privadas…, p. 98.
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Esteban Bilbao, sin embargo, tomó por costumbre desarrollar durante las votaciones 
un procedimiento antirreglamentario: “el asentimiento”. Se cuentan por centenares las leyes 
que, a lo largo de todas las legislaturas durante su mandato, se aprobaron sin consignación 
alguna de votos o proclamando una falsa unanimidad. En no pocas ocasiones, desde la 
bancada se escuchaba un anónimo “con mi voto en contra” después de que la Presidencia 
renunciara a desarrollar una votación ordinaria63.

Esto molestaba sobremanera a muchos procuradores, que se sentían violentados por 
el exceso de celo de Esteban Bilbao para ahorrar las menores disensiones al Gobierno. 
Algunos sentían que su adhesión a Franco no requería de corruptelas de este tipo y llegaron 
a rebelarse abiertamente en el curso de una sesión plenaria. En la historia de los plenos de 
las Cortes franquistas durante sus primeras legislaturas, llenas de quietud en las sesiones 
ordinarias y de frenéticas muestras de adhesión a Franco en las extraordinarias, sólo se 
registra un altercado de cierta gravedad, precisamente relacionado con la costumbre de 
Esteban Bilbao de hurtar a los procuradores los medios reglamentarios de voto. 

Con motivo del proyecto de ley de Regulación de los Arrendamientos Rústicos, un 
grupo de procuradores pidió una votación nominal a gritos desde los escaños, mientras que 
el resto de la Cámara solicitaba, también a voces, la ordinaria. Este pequeño escándalo 
respondía al temor de que no se consignaran los votos negativos, los cuales, aunque no 
fueran mayoritarios (nunca lo fueron, ni remotamente, en las decenas de sesiones celebradas 
bajo la Presidencia de Esteban Bilbao), sí pesaban cualitativamente y “empañaban” la 
unidad inquebrantable que a todas horas lucía la dictadura de Franco. Un procurador de 
cierta ascendencia en el régimen, Luis Nieto Antúnez, hermano de Pedro, almirante y amigo 
personal de Franco, llegó a recriminar en el referido pleno la actitud de la Presidencia, a lo 
que Bilbao le respondió, con su oratoria característica, que no “tenía derecho a hacer uso 
de la palabra desde el escaño, sino desde la tribuna”64.

La función primordial de la Cámara era legislativa. El pleno de las Cortes tenía que 
conocer de todos los actos y leyes que comprendieran los presupuestos ordinarios y 
extraordinarios del Estado; las grandes operaciones de carácter económico o financiero; 
el establecimiento o reforma del régimen tributario; la ordenación bancaria y monetaria; 
la intervención económica de los Sindicatos Verticales y cuantas medidas legislativas 
afectaran, en grado trascendental, a la economía nacional; las leyes básicas de regulación 
de la adquisición y pérdida de la nacionalidad española y de los deberes y derechos de 
los españoles; la ordenación jurídica y política de las instituciones del Estado; las bases 
del régimen local, de la organización judicial y de la Administración pública; las reformas 
del derecho civil, mercantil, social, penal y procesal; la ordenación agraria, mercantil e 
industrial; los planes nacionales de enseñanza y las demás leyes que el Gobierno, por sí o 
a propuesta de la comisión correspondiente, decidieran someter a la Cámara65.

El articulado de la LC dotaba de competencias legislativas a las Cortes, lo que no 
se correspondió con la realidad práctica. De hecho, los “procedimientos de legiferación 
[sic] extraordinarios”66 fueron empleados muy habitualmente por Franco gracias a las ya 
citadas Leyes de Prerrogativa, que le permitían dictar disposiciones normativas sin el 
concurso de la Cámara y aún sin previa deliberación del Consejo de Ministros cuando 
las razones de urgencia así lo aconsejaran. El dictador marginó a las Cortes en múltiples 

63   Un ejemplo en BOCE, nº 846, de 7 de julio de 1964, p. 18.036.
64   BOCE, nº 471, de 14 de julio de 1954, p. 9.141.
65   Art. 10 de la LC, de 17 de julio de 1942.
66   Rodrigo Fernández-Carvajal, La Constitución Española, Madrid, Editora Nacional, 1969, p. 12.
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ocasiones, haciendo uso de sus poderes tanto para la legislación fundamental como para la 
ordinaria. Sin participación parlamentaria, por ejemplo, salieron adelante dos de las Leyes 
Fundamentales: la modificación de la LC de 1946 y la Ley de Referéndum Nacional (LRN) 
de 194567.

Otro límite a la capacidad real legislativa de la Cámara franquista era la potestad que 
el Gobierno tenía para aprobar decretos-leyes, “por razones de urgencia” apreciadas por 
el Jefe del Estado, que no podían ser debatidos, aprobados o rechazados por las Cortes. 
Sólo “se daba cuenta” a la Asamblea previa su promulgación. El número de decretos-leyes 
fue muy nutrido –553, en total– durante la primera etapa de las Cortes, hasta su reforma 
por la LOE en 196768. Algunos autores han señalado que tal hecho se debía a la necesidad 
de actuación enérgica del Estado en momentos de crisis y a que en esas circunstancias 
de “estado de necesidad” el “principio de legalidad” puede conducir a la “impotencia”69. 
Lo cierto es que el instrumento de los decretos-leyes se empleó la mayor parte de las 
veces para asuntos que no tenían urgencia alguna, por lo que cada año la Cámara sufría 
una variable pero constante dosis de ninguneo que desprestigiaba su labor legislativa y la 
subyugaba a la voluntad del Gobierno. Muchos procuradores, conscientes de la anormalidad 
de esta situación, se sintieron molestos, hasta tal punto que un grupo formado por treinta 
y un representantes, encabezado por Juan Massó Llorens, formuló un ruego al ministro 
de Industria y Comercio, Juan Antonio Suanzes, en el que se le solicitaba que las Cortes 
no fueran ignoradas por su departamento tan frecuentemente mediante el procedimiento 
de los decretos-leyes. Aunque el ruego fue respondido, la propuesta no fue secundada en 
absoluto por el Gobierno70.

Es complicado realizar un seguimiento de los decretos-leyes a partir de la creación 
de las Cortes de 1942, puesto que el anteriormente mencionado margen de arbitrariedad 
de la dictadura ocultaba su número mediante procedimientos irregulares de los que no 
queda constancia alguna. Así sucedía, por ejemplo, con el torticero empleo de la Comisión 
Permanente por parte del Gobierno, que aprobaba en secreto decretos-leyes y proyectos 
de ley sin dar cuenta al pleno, sobre todo en materia de créditos extraordinarios. En 
1945, por ejemplo, el pleno no conoció un decreto-ley “reservado e inaplazable” relativo 
a un importante suplemento de crédito al Ministerio del Ejército; y en 1955 la Comisión 
Permanente ocultó igualmente al plenario un decreto-ley sobre determinados problemas 
derivados de la ayuda norteamericana71.

Las Cortes tampoco vieron respetada su competencia exclusiva sobre “ratificación de 
tratados o convenios internacionales”72 pues, a pesar de que eran informadas para ciertos 
actos protocolarios, en muchos temas importantes como la independencia de Marruecos no 
hubo debate parlamentario alguno, más allá de las declaraciones institucionales ad hoc del 

67   Ley de modificación de la LC de 9 de marzo de 1946 y LRN de 22 de octubre de 1945.
68   BOCE, de Sesiones Plenarias, nos 149, 163, 179, 204, 213, 234, 251, 265, 283, 296, 307, 319, 329, 338, 
349, 356, 370, 383, 391, 402, 414, 420, 434, 440, 447, 452, 462, 470, 486, 496, 505, 517, 529, 538, 546, 
558, 563, 569, 579, 586, 614, 623, 638, 652, 661, 672, 687, 697, 707, 719, 732, 743, 763, 772, 789, 794, 813, 
823, 838, 845, 863, 865, 878, 887, 903, 906, 915, 922, 929, 939, 945, 959, 971, 976 y 982. No se incluyen los 
decretos-leyes de 1943, 44 y 45 pues en esos años se dictaminaban en las comisiones sin ser diferenciados 
de los proyectos y las proposiciones.
69   Carlos Iglesias Selgas, Las Cortes Españolas…, p. 271.
70   Ricardo Gómez Acebo, “El ejercicio de la función legislativa por el Gobierno: Leyes delegadas y Decretos-
leyes”, en REP, nº 60, noviembre-diciembre de 1951, pp. 67 y ss.
71   Manuel Fraga Iribarne, El Reglamento de las Cortes…, pp. 170-173 y 178.
72   Art. 14 de la LC, de 17 de julio de 1942.
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procurador José Fernández Villaverde en nombre de la Subsecretaría de la Presidencia73. 
Sólo en un caso las Cortes mantuvieron un papel conforme a su situación en el panorama 
institucional de la dictadura: la elaboración, discusión y adopción del Plan de Desarrollo 
Económico y Social 1964-1967. Buena muestra de esta participación fue la necesidad de 
incrementar el plazo de enmiendas, que ascendieron finalmente a 110 (una de ellas a la 
totalidad), de las cuales fueron aprobadas 47. En la votación final, que extraordinariamente 
fue nominal, hubo dieciséis votos en contra, cifra que cuantitativamente es reducida pero 
que en la ya comentada mentalidad franquista de unanimidad generaba no pocas zozobras, 
mucho más cuando el Plan fue presentado por dos de los políticos más destacados de la 
dictadura en aquel momento: Laureano López Rodó y Luis Carrero Blanco74.

4. Trabajo parlamentario

El análisis de la labor desarrollada por la Cámara orgánica ha de abordarse desde 
dos ámbitos: legislación y fiscalización del poder ejecutivo. Tanto en la primera como en 
la segunda tarea, las Cortes conocieron un notable atraso, pues sus atribuciones legales, 
insertas en un régimen autoritario que desconocía por naturaleza propia límite alguno 
para el dictador y su Gobierno, se vieron seriamente mermadas en la práctica. El gran 
fracaso de las Cortes se vio demostrado cuando comenzaron a desarrollar su quehacer en 
tales circunstancias, lo que a la larga provocó su descrédito ante la opinión pública y una 
sensación de impotencia entre los propios procuradores, muchos de los cuales se sentían, 
con razón, en poca estima social.

Al estudiar la legislación que vio la luz durante las primeras ocho legislaturas que 
se estudian en este artículo es necesario tener especial cuidado de “no dejarse llevar” 
por las fuentes. La lectura con poco juicio crítico de las mismas puede empujarnos por la 
pendiente de la “leyenda rosa” de la Cámara, cuidadosamente cultivada por Esteban Bilbao 
durante tantos años de Presidencia gracias a sus “innumerables y siempre encomiásticos 
discursos”75. Poco antes del término de su mandato al frente de la Asamblea, Bilbao 
afirmaba que las Cortes habían aprobado unas cuatro mil leyes76, cuando la información 
oficial sólo reconocía “cerca de 2.900”77. Su afán por ensalzar la labor de la institución se 
desarrolló también en la prensa, donde “se censuraba a sí mismo” e impedía la publicación 
de cualquier artículo crítico mediante la corrección de las galeradas que todos los periódicos 
estaban obligados a enviarle78. En realidad, las Cortes fueron frecuentemente preteridas en 
sus facultades y, por mucho que su Presidencia hiciera denodados esfuerzos retóricos y 
censores para evitar que la opinión pública fuera consciente de esta situación, la publicidad 
del Boletín Oficial de las Cortes no permitía que nadie se dejara engañar sobre la nula 
independencia y efectividad de la Cámara. 

De las seis Leyes Fundamentales que se crearon o modificaron desde 1943 y hasta 
1967, las Cortes sólo conocieron “plenamente” dos (el Fuero de los Españoles y la Ley 

73   BOCE, nº 546, de 20 de diciembre de 1956, pp. 11.055-11.067.
74   BOCE, nº 823, de 27 de diciembre de 1963, pp. 17.448-17.463.
75   Rodrigo Fernández-Carvajal, “Las Cortes Españolas en la Ley Orgánica del Estado”, en REP, nº 152, 
marzo-abril de 1967, p. 82.
76   BOCE, nº 838, de 23 de abril de 1964, p. 17.767.
77   España, Estado de Derecho, Madrid, Servicio Informativo Español, 1964, p. 52.
78   Justino Sinova, La censura de prensa durante el franquismo (1989), Madrid, Ediciones Debolsillo, 2006, 
p. 172.
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de Sucesión en la Jefatura del Estado), en otras dos lo hicieron “hasta cierto punto” (la 
Ley de Principios del Movimiento Nacional y la LOE), mientras que en las restantes (Ley 
modificativa de la LC y Ley de Referéndum Nacional) no intervinieron en absoluto, como ya 
se explicó en páginas anteriores.

La participación de la Cámara en la elaboración del Fuero de los Españoles de 1945, 
especie de declaración de derechos y deberes de los ciudadanos durante el franquismo, 
es el arquetípico ejemplo de la actuación de las Cortes durante sus primeros lustros de 
funcionamiento, marcado por el trinomio apariencia, docilidad y adhesión. Fue enviado 
como proyecto de ley a la Cámara y se estudió en una Comisión Especial creada al efecto, 
con el objeto declarado de darle mayor relevancia pública79. En un tiempo récord de mes y 
medio, la Comisión dictaminó el proyecto80 (tras retocar la redacción del texto, sin enmendar 
el contenido del articulado), y lo envió al pleno. En él, Esteban Bilbao, que presidía también 
la mencionada Comisión Especial, defendió el dictamen desde la tribuna y lo aprobó “por 
aclamación”, es decir, sin consignación alguna de votos81.

Un procedimiento de tramitación idéntico se siguió, dos años después, con la Ley de 
Sucesión, instrumento legal que pretendía asegurar la continuidad de la dictadura en la 
forma de una Monarquía “católica, social y representativa”82. En este caso, las Cortes sí 
realizaron algunas enmiendas, curiosamente, en sentido restrictivo y conservador respecto 
a lo proyectado por el Gobierno. Así, por ejemplo, se suprimió el texto que remitía a “la 
persona de sangre real con mejor derecho” en caso de ausencia de sucesor, para cerrar 
el paso a una posible restauración en la persona de Juan de Borbón, hijo del rey Alfonso 
XIII. Al heredero de Franco, además, no sólo se le pediría juramento y fidelidad a las Leyes 
Fundamentales, que precisamente tomaban carta de naturaleza con esa norma, sino 
también a “los principios que informan el Movimiento Nacional”83. Bilbao presentó esta ley en 
el pleno que, tras ciertas advertencias al conde de Barcelona (“Si la Monarquía ha de volver, 
ha de venir con Franco o no volverá”), aprobaría la Ley sin votos pero con “estruendosos 
gritos y afirmaciones unánimes”84.

Por el contrario, los Principios del Movimiento Nacional de 1958 y la LOE de 1967 no 
fueron aprobados “en las Cortes”, sino “ante las Cortes”, pues la Cámara no realizó trámites 
algunos en comisión o en pleno para su enmienda o modificación, sino que el dictador la 
reunió “en función puramente resonadora”85, es decir, presentó ante ella sendos articulados 
a la espera de todas las muestras posibles de adhesión para revestirse ante la opinión 
pública de una mayor legitimidad86.

El trabajo habitual de las Cortes se centraba en la legislación ordinaria, campo en el que 
tenía una iniciativa, en principio, compartida con el Gobierno. Sin embargo, la capacidad de 
los procuradores para redactar proposiciones de ley, si bien estaba reconocida, contaba con 
una serie de trabas que impedían, de facto, que los miembros de las Cortes se animaran a 
redactar textos legales. Así, era necesario que se unieran cincuenta firmantes de la Cámara 
o quince de una misma comisión para que una proposición fuera tenida en cuenta por la 

79   BOCE, nº 94, de 14 de mayo de 1945, pp. 2.045-2.048.
80   BOCE, nº 107, de 3 de julio de 1945, pp. 2.223-2.225.
81   BOCE, nº 111, de 11 de julio de 1945, pp. 2.300-2.307.
82   Art. 1, de la LSJE de 26 de julio de 1947.
83   BOCE, nº 201, de 31 de mayo de 1947, pp. 3.995-3.996.
84   BOCE, nº 204, de 7 de junio de 1947, pp. 4.018-4.026.
85   Javier Tusell, La España de Franco…, p. 171.
86   BOCE nº 589, de 17 de mayo de 1958, pp. 12.229-12.244 y nº 939, de 22 de noviembre de 1966, pp. 
20.153-20.180.
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Presidencia y, aún así, ésta última o el propio Gobierno podían desestimar la iniciativa con 
el simple procedimiento de no incluirla en el orden del día. En consecuencia, las comisiones 
sólo dictaminaron favorablemente cuatro proposiciones de ley durante las ocho primeras 
legislaturas de las Cortes: en 1946 para la Difusión del Libro Español87, en 1959 sobre la 
Protección de los Colegios Mayores Universitarios”88, en 1962 referente a la modificación de 
un artículo del Estatuto de Clases Pasivas89 y en 1967 sobre reforma parcial del Reglamento 
para adaptarlo a las exigencias de la LOE90.

Lógicamente, esta falta de iniciativa legislativa se vio paliada por la acción del 
Gobierno y del propio Franco, “cuya voluntad”, más allá de las apariencias institucionales, 
constituía el auténtico “órgano legislativo”91, razón por la cual los proyectos de ley, y no las 
proposiciones, ocuparon predominantemente los trabajos de la Cámara. A su paso por las 
comisiones, los textos eran dictaminados con muy pocas modificaciones, bajo amenaza por 
parte del Gobierno de retirar el proyecto. La mayoría de las enmiendas afectaban solamente 
a la redacción del articulado, no a su fondo, por lo que los proyectos y los dictámenes 
guardaban una casi idéntica relación entre sí.

El estudio de los dictámenes aprobados en comisión permite rastrear la evolución 
política interna de la dictadura, sus etapas y sus necesidades políticas. Es significativo que 
las comisiones que durante las primeras ocho legislaturas soportaron una mayor carga 
de trabajo fueron las comisiones de Hacienda, Presupuestos y Defensa Nacional. Sobre 
todo durante los años inmediatamente posteriores a la guerra civil, esta última Comisión se 
ocupó de establecer indemnizaciones y pensiones a los huérfanos y viudas de la contienda 
(por el bando rebelde), y recompensar con los más diferentes grados y empleos a los ex 
combatientes que estuvieron del lado sublevado. Con el paso de los años, su función se fue 
reduciendo, y quedó circunscrita a la permuta de solares, la ampliación de bases militares 
y la regulación de sueldos en el Ejército.

Las Comisiones de Hacienda y Presupuestos fueron las más activas de las Cortes, 
especialmente la segunda. En cuestiones hacendísticas, el régimen se comportó siempre 
con una mentalidad inmovilista e intervencionista que se dejaba notar en la existencia de 
una enorme cantidad de figuras impositivas que, si bien no suponían una elevada presión 
fiscal sobre el contribuyente, sí generaron una maraña difícilmente inteligible de tributos e 
impuestos, en muchas ocasiones contradictorios entre sí. La consecuencia de esta política 
tributaria desestructurada fue una Hacienda en permanente estado de penuria y unos 
Presupuestos del Estado que siempre se quedaban cortos y necesitaban de múltiples 
créditos, suplementos e inyecciones de todo tipo para poder cerrar el año. Es por ello que la 
Comisión de Presupuestos, la que más carga de trabajo soportó en la Cámara, ocupaba la casi 
exclusividad de su tiempo en aprobar decenas de créditos extraordinarios que desechaban 
las cuentas públicas previstas por el Ministerio de Hacienda unos pocos meses antes.

La Comisión de Presupuestos, de hecho, dictaminó más del sesenta por ciento 
–2.654– del total de proyectos de ley que fueron remitidos a las Cortes entre 1943 y 
1967, lo que revela no sólo la poca previsión presupuestaria de la época, sino la completa 
despreocupación de las autoridades por incrementar el endeudamiento público. Sólo en los 
últimos años de la primera etapa de la Cámara que venimos analizando en este capítulo 
se observó una remisión en estas prácticas, debido a las exigencias de contención del 

87   BOCE, nº 171, de 18 de noviembre de 1946, pp. 3.315 y 3.316.
88   BOCE, nº 621, de 25 de abril de 1959, p. 12.911.
89   BOCE, nº 750, de 7 de noviembre de 1962, p. 15.817.
90   BOCE, nº 961, de 5 de mayo de 1967, pp. 20.619-20.626.
91   Xavier Tusell, La oposición democrática al franquismo, 1939-1962, Barcelona, Editorial Planeta, 1977, p. 
342.
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gasto impuestas por la planificación económica y a un mayor espíritu de austeridad por 
parte de los nuevos responsables económicos. El poder de esta Comisión de Presupuestos 
era, por tanto, sobresaliente, pues sus competencias invadían a veces las de las demás 
comisiones, dado que cualquier tipo de incremento en el pecunio de todos los ministerios 
pasaba directamente a esta Comisión y no a la respectiva de cada uno de ellos.

El resto de comisiones sufrieron una evolución variable ligada a la titularidad del 
ministro de la cartera correspondiente o la coyuntura nacional o internacional en que la 
materia se encontrase. Un caso paradigmático es el de la Comisión de Tratados, desde 1958 
llamada de Asuntos Exteriores, que en los años cuarenta prácticamente no conoció ningún 
acuerdo internacional de España con otra potencia, lo cual debe enmarcarse en la lógica 
del aislamiento de la dictadura, considerada por Naciones Unidas una reliquia filofascista 
que se debía marginar. Con la guerra fría todo cambió y la España de Franco se convirtió 
en seductor aliado para unos Estados Unidos necesitados de apoyo en el Mediterráneo: 
la Comisión de Tratados comenzó entonces a conocer una reactivación que se iniciaría 
con los Acuerdos de cooperación firmados con las autoridades norteamericanas92 y  se 
consolidaría durante los años cincuenta y sesenta, en que España ingresaría en la mayor 
parte de los organismos económicos y políticos occidentales.

La Comisión de Trabajo funcionó a impulsos del ministro de turno. Durante la era 
de José Antonio Girón de Velasco (1941-1957), promotor de una legislación social con 
marcado acento falangista, el número de dictámenes fue bastante notable –28 de 1943 
a 1950–, entre los que destacan por su impacto sobre la estructura laboral los realizados 
sobre seguro de enfermedad, de invalidez y de accidentes93. Tras su cese, sin embargo, 
la Comisión cayó en un letargo de varios años sin casi trabajo, que no cesaría hasta la 
recuperación de su actividad en el marco de la nueva política de la “era desarrollista”.

Cabe destacar cómo otras comisiones languidecieron igualmente ante la ausencia 
de proyectos de ley enviados por el Gobierno. Es el caso de la de Industria y Comercio, 
desdoblada en dos desde la separación de ambos ministerios. Sólo en la de Comercio, 
durante los primeros años sesenta y con motivo de la equiparación aduanera de España 
con sus nuevos socios comerciales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), conoció cierto resurgimiento. De igual modo, la Comisión de Agricultura 
no recibió gran cantidad de proyectos que solucionaran la lamentable situación del campo 
español y, más allá de los faraónicos planes de regadío en Jaén94 y Badajoz95, se limitó a 
dictaminar sobre textos que constituían medidas epidérmicas sobre el agro que no incidían 
en la estructura de propiedad, mecanización, fertilización o mejora de salarios. Sobre las 
Comisiones de Educación Nacional (Educación y Ciencia a partir de 1966) y Gobernación, 
puede decirse algo similar respecto de su relativamente reducido trabajo dictaminador, en 
especial de la segunda, pues sus competencias se extendían a una materia, la Sanidad, 
que requería de una amplia cobertura legal, insuficientemente desarrollada, necesaria para 
su correcto funcionamiento. 

Desde la puesta en marcha del Reglamento de 1957, que venía a sustituir al provisional 
de 1943, se crearon tres Comisiones nuevas. Alguna de ellas quedó prácticamente inédita 
(Vivienda), pero otras adquirieron alguna (Información y Turismo) o mucha importancia 
(Leyes Fundamentales y Presidencia del Gobierno). La de Información y Turismo, aunque 

92   BOCE, nº 437, de 5 de octubre de 1953, pp. 8.303-8.319.
93   BOCE, nº 71, de 22 de noviembre de 1944, pp. 1.473-1.499.
94   BOCE, nº 434, de 13 de julio de 1953, p. 8144.
95   BOCE, nº 391, de 5 de abril de 1952, pp. 7.229-7.238.
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cuantitativamente se mantuvo siempre muy poco activa, conoció la Ley de Prensa e Imprenta96, 
que levantaba la censura previa, aunque no el secuestro posterior de publicaciones, y 
permitió un más libre juego de la opinión pública. La Comisión de Leyes Fundamentales, sin 
embargo, se convirtió desde el primer momento en una de las más prestigiosas, pues en su 
seno se discutían los proyectos de mayor trascendencia política, económica y social. Sus 
trabajos eran pocos, pues dictaminaban leyes que podrían denominarse extraordinarias, 
como el I Plan de Desarrollo Económico y Social97.

No todos los dictámenes pasaban al debate del pleno. Sólo aquellos más relevantes 
a juicio de la Presidencia y, sobre todo, del Gobierno eran defendidos por el presidente de 
la comisión en cuestión o por algún miembro de la ponencia encargada de la redacción del 
dictamen. Normalmente, los proyectos de ley que se incluían en el orden del día con turnos 
de palabra eran los que habían recibido en comisión un número significativo de enmiendas, 
que no estaba fijado reglamentariamente. La inmensa mayoría de los dictámenes eran 
“vistos” al final de las sesiones plenarias de la Cámara, a la que no se le pedían votaciones 
o conformidades de ninguna clase. La mayoría de las leyes relevantes, sin embargo, sí 
eran “explicadas” por un procurador comisionado –que en no pocas ocasiones resultaba 
ser también subsecretario– y “refrendadas”, opcionalmente, por algún ministro. No existía, 
por tanto, debate de ninguna clase, y se pasaba directamente a la emisión de votos. El 
resultado siempre era afirmativo: nunca en la historia de las Cortes franquistas entre 1943 
y 1967 se produjo una sola votación adversa a un dictamen sobre un proyecto de ley del 
Gobierno.

La unanimidad, de todos modos, no siempre estaba asegurada, a pesar de que la 
Presidencia tratara por todos los medios de garantizarla. En las Cortes de la dictadura 
interesan las “calidades” además de las “cantidades” de los votos, es decir, saber exactamente 
quiénes eran las personas que negaban o se abstenían ante los deseos del Gobierno y, 
claro está, de Franco. Llamaba la atención entre los ambientes políticos del régimen que 
a ciertas leyes se opusieran personalidades relevantes, como sucedió cuando Francisco 
Javier Conde y Rafael Cavestany se situaron frente a la Ley de Ordenación Universitaria98, o 
cuando Tomás Allende García-Báxter, Rafael García Valiño, Vicente Mortes y Alfonso Peña 
Boeuf hicieron lo propio contra la Ley de Ordenación de Enseñanzas Técnicas99. En otras 
ocasiones, la cantidad, dentro de los niveles propios del franquismo, no era desdeñable. En 
1944, con motivo de la aprobación de la Ley de Monopolio de Tabacos, existió un elevado 
número de votos negativos (cuarenta y cuatro), en gran medida provenientes de los “sectores 
corporativos”, cultivadores y distribuidores, cuyos intereses en las Cortes chocaron con los 
del Estado100. Algo similar sucedió con la Ley de Ordenación de la Industria Resinera, que 
tuvo muchos años el récord de votos negativos (setenta y dos) en la Cámara, dado que los 
industriales se sentían perjudicados en el reparto de los beneficios del negocio frente a los 
leñadores101.

De los 4.415 dictámenes emitidos por las comisiones en el período 1943-1967, el 
pleno de las Cortes votó sólo 340 de ellos, de modo que los restantes eran simplemente 
leídos y se tenían por aprobados con ese sólo procedimiento. De los dictámenes pasados 
a votación, 139 (40,9%) salieron adelante sin consignación alguna de resultados o “por 

96   BOCE, nº 915, de 15 de marzo de 1966, pp. 19.601-19.618.
97   BOCE, nº 821, de 21 de diciembre de 1963, p. 17.373.
98   BOCE, nº 16, de 15 de julio de 1943, pp. 172-173.
99   BOCE, nº 563, de 15 de julio de 1957, p. 11.482.
100   BOCE, nº 42, de 16 de marzo de 1944, p. 720.
101   BOCE, nº 85, de 15 de marzo de 1945, p. 1.803-1.811.
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asentimiento”, fórmula especialmente animada por la Presidencia de Esteban Bilbao para 
reafirmar la adhesión de la Cámara a los proyectos de la dictadura y evitar que el recuento 
de sufragios arrojara un resultado que “manchara” dicho apoyo. En otros casos, 97 (28,5%), 
sí se procedió al recuento, y el resultado fue unánime a favor del dictamen. Las oposiciones 
eran algo excepcional en la Cámara: en 60 (17,6%) ocasiones se consignaron menos 
de 5 votos contrarios, en 25 (7,3%) se contaron entre 5 y 15 y sólo en 19 dictámenes 
(5,6%) se pudieron encontrar más de 15 procuradores opuestos a una ley proyectada por 
el Gobierno. A la vista de los datos puede deducirse que la Cámara no fue nunca eficaz en 
su tarea legislativa, que en circunstancias verdaderamente democráticas debía haber ido 
acompañada de algún grado de crítica o censura a los articulados. Esta actitud no sólo no 
se produjo, sino que los miembros de las Cortes terminaron habituándose a una inveterada 
costumbre de votar en masa favorablemente a todo lo que el Gobierno les ponía delante, lo 
que terminó por hundir su ya de por sí mermada credibilidad.

Si en el plano legislativo las Cortes contaron con serias rémoras, en lo referido al 
control y fiscalización del poder ejecutivo el fracaso de su labor fue mayor aún si cabe. Las 
dificultades de la Cámara por controlar al Gobierno de Franco tenían un origen insalvable: 
en un régimen dictatorial, las Cortes no hacen al Gobierno, sino al revés, por lo que es 
de todo punto imposible que éste se someta al efectivo control de aquellas.  La Asamblea 
franquista jamás tuvo capacidad de otorgar o retirar confianzas al Gobierno, razón por la 
cual todo trabajo fiscalizador en ese sentido no pasaba de ser un recurso sin mayores 
consecuencias prácticas.

En un primer momento, la Cámara no tenía competencias de ninguna clase en materia 
de control del poder. Sólo desde 1946 se abrió la posibilidad de que se pudieran formular 
ruegos y preguntas a los miembros del Consejo de Ministros, aunque nunca al propio 
Franco, que era, además de Jefe del Estado, presidente del Gobierno. La Presidencia 
de la Cámara, en su habitual línea de trabajo, evitó que muchas preguntas quedaran 
siquiera registradas. De este modo, se garantizaba que la técnica fuera “bien entendida 
y practicada”, no hubiera oportunidad de desplegar “aviesas intenciones”102 y, de paso, el 
Gobierno se ahorrara tener que dar muchas explicaciones sobre su gestión. Las preguntas, 
además, trataban sobre temas inmediatos (abastos, obras públicas, racionamiento), 
intereses corporativos y atenciones materiales “nada politizables y de cómodo encaje en 
las promesas y proyectos de esa hora”103. El Gobierno presentó una actitud obstruccionista 
ante estas técnicas, mostrándose siempre esquivo a responder adecuadamente. En la 
mayoría de las ocasiones, la réplica a sus cuestiones se les enviaba a los procuradores 
por correo sin ninguna constancia de registro, y en otras sencillamente se les dejaba sin 
contestación. Entre 1946 y 1951, los plenos conocieron sólo catorce ruegos respondidos 
por el Gobierno. Lo que no deja de ser una cifra pequeña se torna en muy relevante si se 
la compara con la situación posterior: entre 1951 y 1965 no hubo constancia en sesión 
plenaria de ningún ruego o pregunta. Con el nuevo espíritu que animó las reformas previas 
a la LOE, las técnicas fiscalizadoras se reanimaron tímidamente y alcanzaron cifras más 
elevadas, aunque aún modestas: entre 1966 y 1967 se conocieron quince preguntas en las 
sesiones del pleno.

Desde la aprobación del Reglamento de 1957 se introdujo también la figura de las 
interpelaciones, que no fueron más que ruegos formulados directamente en el pleno 
con respuesta inmediata del ministro de turno. De este modo, las interpelaciones de la 
época franquista, sin debate ni votación posterior, estaban “privadas de sus sustantivas 

102   BOCE, nº 558, de 28 de mayo de 1957, p. 11.360.
103   Ángel Garrorena Morales, Autoritarismo y control parlamentario en las Cortes de Franco, Murcia, 
Publicaciones del Departamento de Derecho Político, 1977, p. 56.
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consecuencias procedimentales”104 y se convirtieron en instrumento inútil y poco empleado, 
un mero “recurso semántico”, una “interpelación sin interpelación”105. Sólo se depositaron 
dos en las primeras ocho legislaturas: la formulada por José María Navarro Martín al 
ministro de Obras Públicas sobre la situación de las carreteras españolas106, y la de Tomás 
Allende García-Báxter al ministro de Agricultura sobre la política del departamento de su 
competencia107. La mayor utilidad de las interpelaciones, así como de los ruegos y preguntas, 
era mucho más sutil y se relacionaba con la mejora de la carrera política personal del 
rogante. Las Cortes, en definitiva, eran tenidas por Franco como una cantera de futuros 
subsecretarios o ministros: el propio Tomás Allende terminaría estando años después al 
frente del Ministerio de Agricultura gracias, en parte, a dicha intervención108.

Más allá de sus funciones estrictamente parlamentarias, las Cortes carecieron de 
una significación política ulterior que superara su vocación de “Cámara de resonancia” 
anteriormente referida, y sus labores colegiadas no iban más allá de las paredes del Palacio 
de la Carrera de San Jerónimo. Sólo su Presidencia tenía un papel autónomo e influyente, 
lo que se explicaba por su elevado poder en otros ámbitos: el presidente de las Cortes lo era 
también, como ya apuntamos, del Consejo del Reino (máximo órgano asesor de Franco) 
y del Consejo de Regencia (previsto para evitar un vacío de poder en el momento de la 
sucesión). Esteban Bilbao se mostró siempre muy celoso de conservar para sí ese poder, 
por lo que atacó furibundamente cualquier proyecto que, proveniente de otras instancias de 
la dictadura y especialmente de la Secretaría General del Movimiento, pretendiesen reducir 
el papel de la Cámara frente a otras instancias del Estado. En 1956, con motivo de la 
presentación a Franco por parte de José Luis Arrese de un proyecto “constitucionalizador” 
que potenciaba claramente al Consejo Nacional frente a las Cortes, Esteban Bilbao envió 
una incendiaria carta al Jefe del Estado en la que dejaba ver su frontal oposición al plan 
y amenazaba veladamente con su dimisión y la irritación del sector tradicionalista109. La 
reacción del presidente de las Cortes tuvo efectos inmediatos en la “reclusión” de Arrese en 
el ministerio de Vivienda al año siguiente, y su definitiva salida del Gobierno en 1960.

A nivel colegiado, los procuradores carecieron de ningún tipo de organización 
extraparlamentaria, habida cuenta de que cualquier partido, asociación o estructura de 
carácter político no integrada en el Movimiento estaban prohibidos. Los miembros de las 
Cortes conducían su trabajo, dentro y fuera de la Cámara, individualmente, con apoyos 
puntuales y circunstanciales pero sin alianzas estables que hubieran podido dotar de 
cierta relevancia a su labor de cara a la opinión pública. El único intento significativo de los 
procuradores por alcanzar un papel político autónomo tuvo lugar en los primeros meses 
de la constitución de las Cortes, cuando en el verano de 1943 un grupo de veintisiete 
miembros de la Cámara solicitaron en un escrito dirigido a Franco, que terminó haciéndose 
de dominio público, la restauración de la monarquía en España y su salida del poder. La 
reacción del régimen fue durísima: multas, confinamientos y destituciones de sus puestos 
para todos los implicados110. No es de extrañar que, desde entonces, los procuradores no 
volvieran a tomar ninguna iniciativa colectiva pública, mucho menos en sentido crítico hacia 
Franco, y se encerraran en su acendrada docilidad.

104   Manuel María Fraile Clivillés, Comentario al Reglamento…, p. 1.014.
105   Ángel Garrorena Morales, Autoritarismo y control parlamentario…, pp. 247-248.
106   BOCE, nº 672, de 20 de julio de 1960, pp. 14.075-14.077.
107   BOCE, nº 878, de 27 de abril de 1965, pp. 18.754-18.759.
108   Laureano López Rodó, Memorias, Barcelona, Plaza y Janés, 1990, pp. 535-536.
109   Ibídem, pp. 641-651.
110   Pedro Sáinz Rodríguez, Un reinado en la sombra, Barcelona, Editorial Planeta, 1981, pp. 123-126.
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La significación histórica de aquellas Cortes residió, así pues, en ser lugar de encuentro 
de los poderosos del régimen111. Los grupos representados integraban a personas de 
diferentes sectores de la organización del entramado político, favoreciendo el intercambio 
de información entre ellos y mostrando un “mosaico” de gran valor para comprender la 
variedad de “familias” que habitaban en el seno de la dictadura. Los procuradores que se 
dieron cita en la Cámara, falangistas, católicos, tradicionalistas, monárquicos y tecnócratas, 
se repartieron los escaños representando fielmente el esquema de poder del régimen. En 
conclusión, las Cortes franquistas representaron al propio Estado y formaron un foro en el 
que se reunían, confrontaban y entendían, bajo la vigilancia del Gobierno, las corrientes 
estructurantes del sistema, lo que permite medir la temperatura política y social del país 
y analizar la cuidadosa gestación de los equilibrios que viabilizaron la durabilidad de la 
dictadura.

En definitiva, y sintetizando nuestro juicio sobre la naturaleza de las primeras Cortes 
franquistas, puede concluirse que fueron lo siguiente: por sus funciones, un órgano 
colegiado de carácter nominalmente legislativo, que se movía en realidad casi siempre 
respondiendo a las iniciativas del Gobierno, pero al que le estaban asignadas también 
atribuciones de fiscalización sobre el Gobierno y la Administración que tampoco cumplió. Por 
su estructura, un órgano representativo no democrático, en el que predominaba el criterio 
de la representación orgánica indirecta, si bien con algunas concesiones a la representación 
directa, cuyos miembros estaban concebidos como mandatarios de instrucciones. Por su 
funcionamiento, un órgano de deliberación pública, muy condicionada por la naturaleza del 
propio régimen dictatorial y por las formas estrictas, en que el centro de gravedad siempre 
estuvo en las comisiones. Habría que esperar a 1967 para que, con ocasión de la Ley 
Orgánica del Estado, se diera a la Cámara una más intensa propulsión hacia la autonomía 
organizativa y una independencia funcional digna de consideración.

111   Mariano Baena del Alcázar, Élites y conjuntos de poder en España (1939-1992). Un estudio cuantitativo 
sobre Parlamento, Gobierno y Administración y gran empresa, Madrid, Tecnos, 1999, p. 286.
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BALANCE. De puños, violencias y holocaustos. Una crítica de 
las novedades historiográficas sobre la España republicana y la 
Guerra civil.

Es un lugar común manifestar que la historiografía sobre la España actual está 
politizada. Esta afirmación nos remite a cuestiones clásicas: ¿el historiador puede ser 
aséptico en sus juicios y un observador neutral de los procesos históricos?; ¿consiste en 
esto la objetividad?

Recordemos la teoría. El historiador es “producto de la historia y de la sociedad” 
(Carr, 1983: 92). Subrayar esta deuda con su presente obliga a limitar, en lo posible, el 
“presentismo”, si éste conduce a tergiversar y desenfocar el discurso historiográfico partiendo 
de posiciones y valores compartidos en la actualidad pero extraños a la etapa analizada. 
Evidentemente, la imparcialidad total no existe, aunque se disfrace de objetividad. Que 
desestimemos una historiografía neutral no significa negar los “criterios objetivables de la 
cientificidad (Pérez Garzón, 2000: 7). Reconocer un cierto grado de subjetividad y descartar 
la neutralidad no implica desechar la objetividad como horizonte del quehacer histórico, pues 
el método, las fuentes y las técnicas de investigación vienen a nuestra ayuda (Aróstegui, 
2001). En consecuencia, la historia se reescribe y está en proceso de construcción porque 
los historiadores se plantean nuevos interrogantes, en paralelo con las realidades vividas.

Viene al caso repasar lo obvio porque hay historiadores que contraponen su mirada 
esencialmente científica con la de otros colegas que, a su juicio, tienden a rehabilitar la 
memoria de la República bajo criterios más políticos que historiográficos. Estos últimos 
suelen acusar a aquéllos de “revisionistas”, una especie de cajón de sastre donde todo 
cabe, desde publicistas a prestigiosos catedráticos. Y, a tenor de la introducción, resulta un 
ejercicio estéril pretender proclamarse historiador libre de adherencias ideológicas a base 
de repetir las enormes dificultades que se deben sortear para elaborar trabajos científicos 
actuando desde posiciones alejadas de la pugna política.

Dejemos aparte el revisionismo “neofranquista”, de polemistas de gran éxito, que han 
recuperado viejos mitos convenientemente acicalados, cuyo rigor científico o académico 
es inversamente proporcional a sus ventas. Sus tesis se caen por su propio peso, no han 
aportado nada nuevo, más allá de dar visibilidad a un público ávido de mantener encendida 
la llama de la memoria de “confrontación o de identificación”. No elaboran relatos, sino 
propaganda. Abordemos mejor la creciente polarización de historiadores que, desde el rigor 
intelectual, se sitúan en la órbita –conscientemente o no– de memorias incompatibles entre 
sí, de “reconciliación”, en  unos casos, y de “reparación o restitución”, en otros (Aróstegui, 
2006b: 57-94). Los primeros –que presumen de independencia y rigor científico– no consiguen 
desprenderse de un relato sobrevalorado de la Transición, cuyo consenso contrastan con 
las políticas de exclusión de la experiencia republicana. Los segundos siguen ponderando 
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el programa reformista iniciado en 1931, mientras critican los olvidos y peajes que tuvo que 
aceptar el proceso democratizador de los años setenta. No serían graves las discrepancias 
si se confrontaran verdaderamente sus tesis; sin embargo, lejos del diálogo, se detecta 
una tendencia creciente a ignorarse mutuamente, incluso a descalificarse. No parece muy 
rigurosa tal actitud y menos aún si se llegan a perder las formas o se incurre en un flagrante 
“presentismo”. 

Obviamente, el horizonte de la objetividad está mejor cubierto si se pueden contrastar 
perspectivas de análisis divergentes. Debemos concebir nuestro oficio como el de un 
artesano que construye su obra utilizando piezas complejas, que no siempre encajan y 
obligan a rehacer parte del trabajo hecho hasta entonces con el fin de que el resultado final 
sea óptimo. Sobran, por consiguiente, listas blancas y negras de colegas.

Pues bien, las principales novedades historiográficas aparecidas en 2011, coincidiendo 
con el octagésimo aniversario del 14 de abril y el septuagésimo quinto del 18 de julio, son 
verdaderamente obras innovadoras y de referencia obligada, pero excluyentes en algunos 
de sus planteamientos. Sobre ellas se han publicado algunas reseñas que contradicen las 
reglas básicas para una crítica equilibrada: “ni golpear, ni babear, una opinión ponderada 
y una fundamentación mesurada son más convincentes que un exabrupto” (Manríquez 
Sabogal). 

El objetivo de estas páginas es destacar tanto las aportaciones como las lagunas 
de memorias divididas, intentando poner sosiego en un debate bronco. Si se practica una 
historiografía de trincheras no deben extrañar advertencias como ésta: “Cuidado con los 
historiadores” (Flórez).

Las dos primeras obras analizadas tienen buen encaje en la memoria de “reparación”, 
mientras la tercera tiene adherencias de la de “reconciliación”. Terminaremos con unos 
apuntes sobre dos novedades sobre la conspiración militar, que coinciden tanto en la editorial 
como en el análisis de fuentes novedosas, aunque se sitúan en tradiciones historiográficas 
distintas.

1.	LA VIOLENCIA Y SUS VÍCTIMAS

A) Espinosa Maestre, F. (2010)

El tema de la represión empezó a cobrar importancia, superando viejos recuentos 
interesados, a partir de la década de los noventa, con aportaciones tan novedosas como 
aisladas (Casanova, 1992; Ortiz, 1996), teniendo como referente el libro de un discípulo 
de Tuñón de Lara (Reig Tapia, 1984). La obra colectiva Víctimas de la guerra civil (Juliá, 
1999) efectuó un primer balance, aún incompleto, de los estudios locales realizados hasta 
entonces. En torno al cambio de siglo hizo su aparición en la sociedad civil un movimiento 
de tanto impacto como el memorialista, que cuenta con dos asociaciones potentes, la ARMH 
y el Foro por la Memoria. A partir de este momento, se incrementó notablemente el número 
de trabajos de investigación, en paralelo a las exhumaciones y reivindicación de la memoria 
de los represaliados franquistas. Y el auge de la memoria de “reparación” fue un acicate 
para sus contrarias (López Villaverde, 2008: 19-62).

Francisco Espinosa, uno de los historiadores más comprometidos en la investigación 
de la represión franquista, coautor del libro Morir, matar y sobrevivir (Casanova, 2002) y 
coordinador del proyecto “Todos los nombres” (base de datos andaluza sobre las víctimas 
de la misma), ha sido muy crítico con el abandono que, a su juicio, han venido mostrando 
los departamentos universitarios a la hora de fomentar investigaciones sobre la misma. Su 
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postura militante ha chocado con las posiciones de otros historiadores (Juliá, 2006), con 
quienes ha sostenido una polémica historiográfica en torno a la investigación de la represión 
y la memoria de la experiencia republicana, suscitando críticas y pasiones encontradas. 
Si para algunos es “uno de los primeros historiadores que levantó las densas capas de 
ofuscación y mentiras que ocultaron la sangrienta represión” (Viñas, 2010), para otros es 
un “iluminado” (González Cuevas) o un “peón del fontanismo” (Canal). 

Bien es cierto que Espinosa favorece el trabajo de sus críticos, pues su aversión a 
los  matices y sus prejuicios hacia los departamentos universitarios le ha hecho reivindicar 
sus diferencias con la mayoría de los historiadores por no compartir sus tesis del genocidio. 
Su descalificación de autoridades en la materia como Santos Juliá, Enrique Moradiellos o 
Javier Rodrigo sólo puede entenderse desde una apuesta obsesiva por la dialéctica amigos 
versus enemigos. 

Pues bien, el libro coordinado por este historiador extremeño (y andaluz de adopción) 
viene a ser la culminación de sus trabajos anteriores, en particular sobre la represión en 
Huelva y en Extremadura. Su objetivo es poner al día las investigaciones sobre la violencia 
en ambas retaguardias, la “roja” y la “azul” huyendo, a su juicio, de viejos mitos y nuevos 
tópicos. En su opinión, el “gran proyecto antidemocrático de los sectores antirrepublicanos 
de la derecha española” pretendía que España no volviera a ser republicana. Y las políticas 
de silencio y olvido desde la Transición hicieron el resto.

La primera parte, firmada por el propio Espinosa (“La represión franquista: un combate 
por la historia y por la memoria”), es un estado de la cuestión sobre la misma, tanto en 
su evolución historiográfica como en su vertiente territorial, y una interpretación, la suya, 
de la relación entre memoria e historia, en la que apuesta no tanto por los abusos de 
la primera sino por las carencias de la segunda. La siguiente parte, elaborada por José 
María García Márquez (“El triunfo del golpe militar: el terror en la zona ocupada”), trata 
en realidad de los mecanismos de represión en Andalucía, a partir de la investigación en 
el Archivo del Tribunal Militar Territorial Segundo, en donde repasa, con toda su crudeza, 
desde la maquinaria del terror y la represión de las mujeres a la arbitrariedad de la justicia 
militar, así como los cómplices y verdugos con que contó. José Luis Ledesma estudia en 
el capítulo siguiente (“Una retaguardia al rojo. Las violencias en la zona republicana”) la 
otra vertiente,  los mecanismos de represión en la retaguardia republicana, la “limpieza” 
del verano revolucionario y los intentos del gobierno para controlar la violencia pasando del 
“orden revolucionario” al “orden republicano”. En la última parte, Pablo Gil Vico (“Derecho y 
ficción: la represión judicial militar”) se ocupa de las cuestiones judiciales y el papel jugado 
por los consejos de guerra para afrontar con aires de legalidad lo que era incompatible con 
un  Estado de Derecho, pues los veredictos estaban decididos de antemano.

La obra, que cifra (provisionalmente) las víctimas mortales de la represión “azul” por 
encima de las ciento treinta mil, frente a las casi cincuenta mil de la “roja”, apenas ha 
merecido reseñas destacables. Los más críticos, cuestionan por restringida su definición de 
“violencia” y le acusan de anclarse en “la camisa de fuerza conceptual del terror franquista 
programado” (Ruiz, 2011a). Pero para sus panegiristas, estos “cuatro modélicos estudios” 
se rigen por su “rigor académico”:

“Los capítulos de esta obra van mucho más allá del distorsionador debate sobre quién mató 
más (los sublevados y en una relación de casi 3 a 1) y estudian la esencial diferencia entre las 
mecánicas, finalidades y filosofías aplicadas en los territorios donde no hubo guerra, porque 
quedaron desde el principio en manos sublevadas, en las zonas que fueron conquistando y 
en las áreas en que no triunfaron (…) En resumen, se trata de un libro que pone al lector de 
hoy frente a hechos que repugnan a una sociedad civilizada. ¿Cuándo los aceptará un sector 
de la española?” (Viñas, 2010). 
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B) Preston, P. (2011)

Huelga presentar el currículum de este conocido catedrático e hispanista británico. 
Su libro, que participa en la tesis del exterminio programado, ha tenido mayor impacto 
mediático que el de Espinosa y ha merecido una crítica muy divergente. Desde el “fuego 
amigo”, se han vertido halagos del siguiente jaez:

“Está especialmente calificado para analizar el enfrentamiento social que se inició con los 
programas de reforma de los dos años de gobierno republicano-socialista, y para mostrarnos 
la reacción que llevó a los ‘teóricos del exterminio’ a preparar desde entonces una represión 
sistemática, encaminada a destruir hasta sus raíces la trama social en que se había asentado 
el proyecto republicano” (Fontana).

“Una obra (…) que ratifica la reputación del autor y que debiera ser de lectura obligada no 
solo para los interesados en nuestro pasado sino, y sobre todo, para los educadores de las 
generaciones futuras” –argumento similar, por cierto, al que había utilizado en la reseña 
de la obra de Espinosa–. De paso, reparte estopa contra el “fuego enemigo”: “La obra 
disgustará a numerosos descendientes del pacto de sangre que militares felones cerraron 
con sus bases sociales (…) Menos aún a quienes crecieron en los loores de una cohorte 
de guerreros sanguinarios contra su propio pueblo y que constituyeron la espina dorsal del 
Ejército y de la Guardia Civil de Franco. Tampoco a la jerarquía católica neointegrista (…) 
Crispará a historiadores neofranquistas y a algún que otro reputado autor norteamericano. 
Inevitablemente desagradará a los residuos de ensueños revolucionarios ya sean 
anarcosindicalistas, poumistas o comunistas (…)” (Viñas, 2011).

	
En ayuda de Preston han acudido voces insospechadas. Un veterano periodista ha 

aprovechado la ocasión para pasar factura al fallecido Javier Tusell –al que descalifica 
como “historiador menor y picajoso”– y confiesa que “los ataques de Tusell contra Paul 
Preston me hicieron comprender la importancia del historiador británico”, del que alaba 
su “musculatura intelectual”, que “afila su bisturí de investigador para exponer ante el 
lector las cifras reales y la significación profunda del odio y el exterminio durante la guerra 
incivil española y la terrible posguerra”. A su juicio, ha construido “el más objetivo, el más 
incitante, el más definitivo estudio que se ha hecho sobre la represión y el extremismo que 
ensangrentó a España durante la guerra incivil y la posguerra atroz” (Ansón).

En un sentido muy diferente gira la crítica de otro periodista, cuyas novelas sobre las 
estrategias militares de la Guerra Civil han tenido notable éxito (Reverte. Éste despacha 
el libro de Preston como “catálogo de historias de horror, una hiperbólica y desequilibrada 
narración de lo que sucedió en ambos bandos durante la Guerra Civil”. 

La solvencia historiográfica de Ansón o de Martínez Reverte no es relevante. Pero sí lo 
debiera ser la de un especialista en la historia del pensamiento derechista español (González 
Cuevas), cuya reseña se sitúa en las  antípodas de Fontana o Viñas. Este profesor de historia 
de las ideas políticas de la UNED parece haber leído otro libro. La ilustración que acompaña 
a su recensión en El catoblepas muestra su profundo desprecio hacia Preston, representado 
como un tragaldabas, dispuesto a engullir una mariscada. De manera pretenciosa, sitúa a 
su autor en su “ocaso” y lo descalifica como “ignorante”. En su enmienda a la totalidad, el 
reseñador incurre en formas nada académicas, faltonas, tergiversadoras, incluso, y hace 
acusaciones tan subjetivas como gruesas –que los premios en España se conceden de 
antemano o que el autor se contagia de un “racismo antiespañol” propio del nacionalismo 
catalán–. Su desdén de la trayectoria historiográfica de eminentes historiadores –Julián 
Casanova, Conxita Mir, Ricardo Miralles, Ángel Viñas o Glicerio Sánchez Recio, entre otros 
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muchos–, que le han servido de cabecera al hispanista británico, es buena muestra de 
sus apriorismos. No es extraño que su reseña, replicada por un colega de la universidad 
de Valencia, con quien ha mantenido un interesante debate historiográfico (en Historia del 
presente, números 17 y 18), haya sido encuadrada por éste dentro de un revisionismo 
banalizador de la brutal represión franquista, rayana con el negacionismo (Saz).

No menos dura, aunque más elegante y fundamentada, es la reseña de otro hispanista 
(Ruiz, 2011b), que ha rechazado en sus investigaciones que la represión franquista fuera 
un genocidio o un holocausto. Acusa a Preston de escaso rigor conceptual y de pasar 
por alto los debates historiográficos del siglo XX en torno a este tema. Su conclusión es 
completamente distinta a la de Viñas. Para él, su libro es un buen ejemplo de “historia 
militante”, que, lejos de promover, como pretende, la reconciliación de los españoles, parece 
repetir “las  trasnochadas versiones republicanas sobre el terror”.

En un tono diferente se enmarca la reseña del secretario de redacción de la revista 
que ha asistido al debate entre González Cuevas y Saz, que valora el acierto del libro 
de Preston a la hora de compatibilizar narración y explicación histórica, una fórmula tan 
compleja como necesaria para  llegar al gran público, aunque cuestiona la reducción de la 
dimensión de  la represión franquista a términos meramente de limpieza o genocidio político 
(Gómez Bravo).

Más allá de “babas y golpes”, el voluminoso libro de Preston resulta, a mi juicio, muy útil 
para conocer el pulso social de la España republicana desde una perspectiva demandada 
largamente por algunos historiadores: hacer una síntesis de historia nacional desde el 
contraste de las investigaciones regionales (Forcadell, 1996). A lo largo de sus 859 páginas, 
y manejando un abundante aparato crítico y bibliográfico, analiza el enfrentamiento social y 
las causas últimas de la violencia en la España de los años treinta, reconstruyéndolo en sus 
dimensiones cualitativas y cuantitativas, a partir de un completo manejo de estudios locales 
y monografías de historiadores de todo signo.

La primera parte, centrada en “Los orígenes del odio y de la violencia”,  es una 
reivindicación de la historia social; dividida en cuatro capítulos, repasa, respectivamente, 
los “comienzos de la guerra social (1931-1933)”, “los teóricos del exterminio” (desde Juan 
Tusquets a Enrique Herrera Oria, pasando por Onésimo Redondo, Emilio Mola, Julián M. 
Carlavilla, la prensa carlista y otros teóricos del contubernio judeo-masónico y bolchevique), 
“la ofensiva de la derecha (1933-1934)” y “la inminencia de la guerra”. Las consecuencias 
del golpe de estado ocupan la segunda y la tercera parte, dedicadas, respectivamente, a 
la “violencia institucionalizada en la zona rebelde”, estudiada en dos capítulos (“El terror 
de Queipo: las purgas de Andalucía” y “el terror de Mola: las purgas de Navarra, Galicia, 
Castilla-La Vieja y León”) y a “la violencia espontánea en la zona republicana”, a la que 
dedica también sendos capítulos (“Lejos del frente: la represión tras las líneas republicanas” 
y “terror revolucionario en Madrid”). La cuarta, sobre “Madrid sitiado: la amenaza dentro y 
fuera”, analiza en dos capítulos “el avance de la Columna de la Muerte” y “la respuesta de 
una ciudad aterrada: las matanzas de Paracuellos”. La quinta se centra en “dos conceptos 
de la guerra”: “la lucha de la República contra el enemigo interior” y “la larga guerra de 
aniquilación de Franco”. La última parte, “la inversión en terror”, incluye el capítulo “sin 
perdón: juicios, ejecuciones y cárceles”. Termina con un epílogo, notas y apéndices gráfico 
(con mapas de la represión por regiones) y alfabético.

Acostumbrados últimamente a una mirada de la etapa republicana desde la óptica 
de las elites políticas, se agradece volver a situar en el centro del relato las esperanzas, 
sufrimientos y decepciones de los “de abajo”. Pese a que son fáciles de descubrir las 
afinidades de Preston, no es cierta la acusación de que se deja llevar básicamente por 
las aportaciones de los historiadores más escorados a la izquierda. Basta consultar las 
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abundantes notas de cada capítulo y la bibliografía final para comprobarlo. Evidentemente, 
es imposible abarcar toda la literatura al respecto. Su exhaustivo manejo de la historiografía 
local ha dejado, empero, descuidada una provincia como la de Cuenca. Hay ciertos errores 
–señalados por González Cuevas en relación a Acción Española o al Pacto del Escorial– 
y erratas en algunas fechas, pero resultan inevitables –y se supone corregirán en futuras 
ediciones– en una obra tan extensa. Se le puede reprochar también la escasa atención que 
presta a la vertiente movilizadora o cultural del anticlericalismo, reducido en sus páginas 
a sus manifestaciones más inconoclastas o clerófobas. Sobra, a mi juicio, la extremada 
minuciosidad con que describe, por ejemplo, el terror sembrado por los “teóricos del 
exterminio”, Queipo y Mola; con menos descripción hubiera conseguido el mismo propósito, 
demostrar su violencia fría y programada. Y podría haber sido más convincente si, en vez 
de calificar como “espontánea”, “indiscriminada” o “descontrolada” la represión republicana, 
hubiera empleado el calificativo de “inorgánica” (Cervera, 1998: 59). Pero nada de esto es 
óbice para ponderar la relevancia de esta obra.

2.	Las políticas de exclusión: Rey Reguillo (2011)

Fernando del Rey, especialista en la patronal, el parlamentarismo y la violencia en 
la España del siglo XX, hizo su primera gran aportación sobre la Segunda República en 
Paisanos en lucha (2008), que obtuvo un gran éxito de crítica. En él, partiendo de un estudio 
detallado de la violencia para dirimir conflictos sociales en su pueblo natal (La Solana, un 
municipio manchego de la provincia de Ciudad Real), expuso cómo los jornaleros del campo 
se transformaron en obreros de la tierra así como la réplica que, frente a la politización de 
aquéllos, obtuvieron del mundo católico, que se agrupó en defensa de la propiedad, el 
orden y la religión, con la CEDA como referente programático (Juliá, 2009). Un caso “micro” 
ejemplificaba las culturas políticas de exclusión que, más que enfrentar a democracia 
contra fascismo, contraponían socialismo frente a catolicismo. Claro que las alabanzas 
de la obra no implican unanimidad. Las dudas epistemológicas, metodológicas y el sesgo 
teleológico de la guerra civil y la “equiviolencia” –neologismo para referirse al reparto de 
culpabilidades– que ha planteado algún reseñador (Robledo) no le han sentado nada bien 
al autor, que ha replicado en su propia defensa contra la primera crítica ácida –aunque, a 
mi juicio, razonable– de este profesor de la universidad de Salamanca.

El éxito innegable de Paisanos ha sido el revulsivo para que decidiera coordinar 
este otro libro, ambicioso y voluminoso (casi setecientas páginas), sobre las políticas de 
exclusión de la Segunda República. Sus autores representan una “generación de jóvenes 
historiadores que (…) pueden considerarse a la vanguardia de la renovación de nuestra 
historia política más reciente”; y la obra no es una mera yuxtaposición de capítulos, sino que 
“responde a una verdadera unidad de criterio” (Ruiz Manjón).

En esa línea halagadora, Fernando del Rey ha sido considerado  “uno de los 
contemporaneístas más prolíficos y solventes de los últimos tiempos” (Moradiellos. Pero 
este juicio no es unánime. Otros historiadores solventes consideran que su reparto de 
responsabilidades a diestra y siniestra, en un afán de remarcar que todos fueron igual de 
intolerantes, conspiraran o no, lo sitúan en una suerte de  “revisionismo a lo De Felice, Furet 
o Nolte” (Saz).

Como reconoce el propio director, el uso de las palabras como si fueran puños no fue 
una excepcionalidad española. En su primer capítulo (“La democracia y la ‘brutalización de 
la política en la Europa de entreguerras’”), en el que del Rey Reguillo contextualiza la crisis 
española en el contexto europeo, resume de manera muy clarificadora tanto la evolución 
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política europea del período de entreguerras –marcada por la debilidad del sistema 
parlamentario tradicional y el atractivo de las formas corporativas de representación– 
como las disonancias entre la configuración político-institucional y el funcionamiento real 
de la democracia republicana. La tesis más novedosa que plantea es que el verdadero 
enfrentamiento en la Europa del siglo XX no fue entre derechas e izquierdas o entre 
fascismo y antifascismo, sino entre demócratas y antidemócratas. Claro que este esquema 
supone una equiparación de las prácticas políticas y un cuestionamiento de las diferencias 
ideológicas que viene muy bien al esquema de partida pero abre nuevos debates.

La primera parte, centrada en la izquierda obrera, (“Libertarios y marxistas”) se 
estructura en tres capítulos, firmados, respectivamente, por Gonzalo Álvarez Chillida 
(“Negras tormentas sobre la República. La intransigencia libertaria”), Hugo García (“De los 
sóviets a las Cortes. Los comunistas ante la República”) y el propio Fernando del Rey Reguillo 
(“La República de los socialistas”). La segunda parte tiene como protagonista una parte de 
la izquierda republicana: “Jacobinos y nacional-populistas”: “la democracia de los radical-
socialistas” (Manuel Álvarez Tardío) y “entre el seny y la ranxa. Los límites democráticos 
de la Esquerra” (Eduardo González Calleja). La tercera parte otorga el protagonismo a las 
fuerzas derechistas excluyentes (“Conservadores y fascistas”), dividida también en tres 
capítulos: uno escrito por M. Álvarez Tardío (“La CEDA y la democracia republicana”)  y los 
otros dos por Pedro González Cuevas (“El sable y la flor de lis. Los monárquicos contra la 
República” y “la trayectoria de un recién llegado. El fracaso del fascismo español”). La última 
parte deja de centrarse en los partidos para hacerlo en “otras voces”: Javier Zamora Bonilla 
analiza “discursos irresponsables y retóricas intransigentes” y Diego Palacios Cerezales, 
las “ansias de normalidad. La policía y la República”.

Los objetivos de la obra –analizar el impacto de las retóricas de intransigencia y de la 
violencia en el escenario público y descubrir la falta de coherencia entre los discursos y la 
práctica política– están plenamente conseguidos. Lo cuestionable es que se decida apartar 
del análisis a los partidos y líderes más inequívocamente demócratas (desde Alcalá Zamora 
a Azaña, pasando por Lerroux o Casares Quiroga), pues su inclusión hubiera aportado un 
resultado diferente. También que, junto a la cara más problemática de aquella experiencia 
democrática, no se busque el equilibrio aludiendo a sus significativos avances electorales –
soberanía popular y elecciones más limpias y competitivas– y a las iniciativas verdaderamente 
inclusivas, tendentes a conceder la ciudadanía política a las mujeres y extender el derecho 
a la educación a una sociedad con niveles de analfabetismo intolerables. El énfasis en su 
vertiente más negativa explica que algún reseñador pueda afirmar que aquella experiencia 
democrática “solamente de modo matizado, puede presentarse como directo antecedente 
de la democracia establecida en España después del proceso de transición política” (Blas 
Guerrero). Aquí está la clave, el tópico de la llamada “República imposible” y la inevitable 
comparación con el modelo político actual. Claro que también sería “presentista” la postura 
contraria, sublimar las listas abiertas y la ausencia del Senado en los años treinta para 
satisfacer algunas demandas de nuestros días en este sentido.

Fernando del Rey insiste en su aproximación “distanciada y estrictamente científica”. 
Sus apologistas lo sitúan entre dos polos antagónicos, dos “metanarrativas míticas generadas 
por dos «memorias» contrastadas” durante la República y la guerra, la del “buen pueblo 
republicano” y la “nación católica amenazada” (Moradiellos). Ahora bien, su pretendido 
desmarque de las trifulcas “sectarias” relacionadas con la llamada memoria histórica que, a 
su juicio, ha supuesto una “involución intelectual”, parece una aseveración tan gratuita como 
la contraria. Y, por cierto, no exenta de carga ideológica, aunque no se quiera reconocer. 
Como tampoco es cuestión baladí renunciar expresamente a responder otras grandes 
cuestiones del período para atender básicamente a las retóricas de la intransigencia. 
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Que diferentes fuerzas políticas y sindicales querían imponer su modelo de República, 
parece poco discutible. Sin embargo, la pureza dogmática no impedía que, en el seno 
de cada una de ellas, hubiera voces discrepantes. Buena muestra es el capítulo sobre 
el anarcosindicalismo, en el que Álvarez Chillida remarca las diferencias entre los faístas 
y quienes alentaron las insurrecciones o los actos terroristas, por un lado, y el Partido 
Sindicalista, por el otro, que aceptó la legalidad republicana. Un poco forzada resulta la 
comparación entre la intransigencia de los radical socialistas con el resto de fuerzas aquí 
analizadas, por el hecho de utilizar argumentos que parecían estar justificando el uso de la 
violencia que decían repudiar (Álvarez Tardío). Y si contrastamos la imagen trazada en los 
capítulos dedicados a los socialistas (del Rey Reguillo) y la CEDA (Álvarez Tardío), resulta 
más meliflua la “ambigüedad calculada” de Gil Robles que el compromiso “instrumental” 
de Largo Caballero con la República. Acusar a los socialistas, en general, de tener un 
concepto patrimonial de la República, pese a reconocer que el compromiso con el régimen 
era diferente entre los sectores besteirista, prietista y caballerista, genera una cierta 
contradicción; y para que su puzle encaje sin estridencias, Fernando del Rey desdeña las 
iniciativas reformistas y modernizadoras del socialismo español (Gutiérrez Lázaro, 2010). 
En este esquema, ni las conspiraciones monárquicas ni el “fracasado” fascismo español 
(González Cuevas) desentonan con el resto de retóricas de la intransigencia. 

Por tanto, se pueden reiterar las bondades de la obra analizada –cumple de manera 
solvente los objetivos, revisa algunas de las principales culturas políticas de los años treinta 
y su lectura resulta ágil– sin dejar de señalar sus silencios o lagunas, pues tiende a descuidar 
las largas raíces (socioeconómicas, religiosas, políticas y militares) de la violencia y la 
intolerancia en España o a obviar el debate entre cambio y continuidad (Requena Gallego, 
1991), más perceptible en el mundo rural. El lamento del profesor del Rey porque las 
élites políticas de los años treinta renunciaran a la estrategia de la “transacción” de antaño 
parece entenderse más a la luz del presente –deslumbrado por un espíritu de reconciliación 
proyectado hacia el pasado– que desde la perspectiva de exclusión política que sufrieron, 
en la práctica, los partidos que no participaban en el turnismo canovista, basado en un 
bipartidismo de espaldas al cuerpo electoral y no menos patrimonialista, en este caso, de 
la Monarquía constitucional.

En definitiva, compartimos, con José Álvarez Junco –uno de los historiadores a los 
que va dedicado el libro y que intervino en su presentación– que esta obra evita “el error de 
entender la República a la luz de la guerra” (Rodríguez Marcos). Sin embargo, no esquiva, a 
mi juicio, interpretarla a la luz de la Transición. Suscribimos también con Santos Juliá –otro 
de los protagonistas de la dedicatoria–, que “suprimir de la República la visión de conflicto 
es devolver una visión falsa de los años treinta”. De la misma manera que cebarse en las 
manifestaciones del conflicto más que en sus raíces, la adultera, pues ni la República creó 
los problemas que tuvo que resolver (Aróstegui, 2006), ni la violencia destruyó por si sola a 
aquélla (Cruz, 2006).

3.	Novedades sobre la conspiración militar

C) Viñas (2011)

El último libro de Ángel Viñas –uno de los historiadores más comprometidos con la  
memoria de “reparación”– viene a completar su trilogía sobre la República en guerra. En 
su primer capítulo (“16 de julio de 1936: Franco se subleva”), el autor  impugna la versión 
oficial de la muerte accidental del general Amado Balmes, comandante militar de Gran 
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Canaria, y analiza el papel activo que jugó el general Franco en la conspiración (ligada 
al famoso vuelo del Dragon Rapide), que no se inició, a su juicio, en Marruecos, pues le 
precedió una maniobra encubierta promovida por quien era entonces comandante militar 
de Canarias. En el segundo (“Inglaterra contra la República: el éxito jamás”) analiza, 
como consecuencia de la reapertura del caso Balmes, la actuación de los servicios de 
inteligencia británicos y la trama de los conspiradores civiles –entre los que no salen bien 
parados el entorno de Ángel Herrera y de Gil Robles– para que el gobierno del Reino Unido 
abandonara a una “república calumniada” en manos de sus enemigos. En el tercer capítulo 
(“La batalla por la verdad: historiar la guerra civil en su contexto”) y el epílogo (“Reflexiones 
para aficionados a la desmitificación y conclusiones”) cambia el registro, para centrarse 
en la crítica historiográfica y el papel no sólo intelectual, sino también ético y cívico del 
historiador; en ellos aborda desde las mistificaciones de la historiografía franquista sobre 
el alzamiento del 18 de julio hasta la singularidad que representan los intelectuales que 
defienden las “tesis de la equiparación”, que el autor achaca a la “vía específica de España 
a la actual democracia parlamentaria” y con los que se niega a establecer cualquier diálogo. 

Paradójicamente, uno de los “reputados autores norteamericanos” a los que suponía 
Viñas iba a contrariar la obra de Preston (Payne), ha comentado de manera ponderada 
su libro. Este hispanista destaca “los nuevos datos sobre las negociaciones entabladas 
en Inglaterra para enviar un avión a las Canarias que pudiera trasladar a Franco a Tetuán 
tan pronto como comenzara la revuelta” y señala como su principal logro “una nueva y 
exacta cronología del papel del Franco y los vuelos del Dragon Rapide” (Payne). Por lo 
demás, coincide con otros reseñadores en que su uso de fuentes secundarias  –a falta de 
otras primarias– y pruebas circunstanciales, le permiten formular un relato posible y creíble, 
aunque no consigue demostrar que Franco ordenara el asesinato del general Balmes 
(García Bernal).

b) Alía miranda (2011)

Esta obra sobre las raíces de la conspiración y la geografía del alzamiento ha merecido 
una crítica positiva del citado hispanista norteamericano (Payne), que no duda en  calificar 
su tratamiento como “objetivo” –es mejor que lo digan los demás colegas de uno mismo a 
que se proclame unilateralmente– y en recalcar tanto su buen apoyo documental como la 
elaboración de un relato más completo que otros libros sobre el tema.

Alía Miranda se ha propuesto un objetivo ambicioso: reconstruir unos meses claves 
de nuestra historia reciente recurriendo a una bibliografía exhaustiva e inclusiva (sin 
apriorismos maniqueos) y a todo tipo de fuentes documentales (archivísticas, sobre todo 
judiciales y militares, y hemerográficas), jugando con la dimensión territorial y temporal, y 
aportando sugerentes interpretaciones. Como aperitivo, es recomendable el repaso que, en 
su introducción, perfila sobre los debates historiográficos en torno a las causas de la guerra. 
Una de sus principales conclusiones es tan novedosa como controvertida (Payne): frente 
a la idea habitual de la improvisación con la que actuó el general Mola, este profesor de la 
Universidad de Castilla-La Mancha considera que sus planes estuvieron bien meditados y 
trabajados y que, un hombre tan meticuloso como él, no dejó cabos sueltos.

Polémicas aparte, esta obra viene a cumplir sobradamente el objetivo de desmitificar 
el proceso conspirativo que, entre marzo y julio de 1936, tuvo, como primera consecuencia, 
un golpe de estado y, como última, la Guerra Civil.
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4.	Epílogo

La elaboración de un relato sobre un modelo de transición a la democracia consensuada, 
exitosa y libre de exclusiones –divulgado por los medios de comunicación, pontificado por 
analistas políticos y ratificado por numerosos historiadores–, vino a impugnar la idealizada 
imagen anterior del quinquenio republicano, que había superado, a su vez, la demonización 
fijada por los vencedores. La consolidación del mito de la guerra “fratricida” tras la muerte 
del dictador –aunque se forjara tiempo atrás– fue el caldo de cultivo para incidir en el fracaso 
de una experiencia democrática basada en la polarización y la exclusión del adversario. Se 
reivindicaba así una especie de tercera vía, más académica, que se apartaba de los dos 
polos opuestos, y se presentaba como libre de adherencias políticas.

En este guión interpretativo, el papel de las víctimas de la represión franquista no terminaba 
de encajar bien. Con la aparición de las asociaciones memorialistas, la eclosión de los 
estudios locales sobre el tema y el debate político suscitado al inicio del nuevo siglo, otro 
sector de la historiografía, más minoritario, que había iniciado las primeras investigaciones 
relevantes en los años noventa, tomó la bandera de la necesaria reparación de aquéllas y 
denunció el olvido a que habían sido sometidas con la excusa de forjar una convivencia en 
paz, que no revisara un pasado traumático. 

Resulta incompleto el esquema dual que enfrenta el “polo piomoísta”, a la derecha, con 
el “fontanista”, a la izquierda, y deja al margen la historiografía aparentemente distanciada 
de cuestiones banderizas que reivindica su rigor académico y objetividad. Por otra parte, 
poner a la misma altura los curricula de Pío Moa y Josep Fontana, demasiadas veces 
repetido, representa un insulto a la inteligencia. Más apropiado parece distinguir una triple 
confrontación de memorias. Los dos frentes señalados alimentan, respectivamente, las 
memorias de “confrontación” y de “reparación”. Pero en medio queda un amplio espacio en 
que tiene cabida también la llamada memoria de “reconciliación”, que algunos identifican 
con la historiografía “revisionista”. 

Esto no significa un encuadramiento obligatorio de los historiadores, ni mucho menos, 
pero no es menos cierto que los polos de atracción son más fuertes de lo que se suele 
reconocer. Quienes defienden que su quehacer historiográfico es compatible con su 
compromiso cívico y la reivindicación de la memoria democrática, reúnen, en muchos casos, 
un alto reconocimiento universitario y una larga trayectoria investigadora; por eso resulta 
incomprensible que se refute su labor bajo la acusación de que ponen la historiografía al 
servicio de la pugna política. Pretender quedar libre de adherencias ideológicas es una 
quimera. Y algunos de sus contradictores, que acusan a los anteriores de incurrir en una 
versión “irenista” de la izquierda, caen justamente en la contraria. La visibilidad de estas 
posturas encontradas se ha hecho más patente en torno al debate de la “memoria histórica”, 
trasladado de la vida política a la académica. Los libros comentados y las reseñas generadas 
son buena muestra de esta polarización, con acusaciones mutuas de falsa equidistancia, 
por un lado, y de historia militante, por otro.

Presumiblemente, tendrán que venir nuevas generaciones de historiadores –quizás en 
vísperas del centenario de aquel 14 de abril, cuando se halla difuminado tanto la fascinación 
por las conquistas republicanas como por la “modélica” Transición–, para que se orillen 
ciertos convencionalismos que parecen casi insuperables en la actualidad. Esta crítica no 
implica una devaluación del nivel académico de los libros citados. Antes al contrario. Se 
equivocaría quien rebajara el rigor de los historiadores por su compromiso con las políticas 
públicas de memoria o por su impugnación. La buena y la mala historiografía no dependen 
de estar a un lado u otro de la raya. 
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Ese historiador del futuro, al que me refería, podrá comprender los mecanismos de 
exclusión política y las retóricas intransigentes de esos años leyendo el libro coordinado por 
Fernando del Rey, conocer mejor los orígenes de los preparativos golpistas a través de las 
obras de Viñas y Alía y descubrir las raíces sociales y dimensiones de la violencia a partir 
de los textos de Preston y Espinosa. Si el protagonismo recae en el análisis del discurso o 
en las élites políticas, en lugar de las penosas condiciones de vida de los jornaleros, o se 
priorizan las manifestaciones de violencia sobre las causas de las extremas desigualdades 
sociales existentes en la España del primer tercio del siglo XX, el resultado puede ser 
completamente divergente. Como también lo será si atendemos más a la diversidad 
territorial que a las altas instancias del poder. En la elección de uno u otro punto de vista no 
se puede apelar a criterios de asepsia. Pero todas estas dimensiones son compatibles con 
una ciencia como la historiográfica y sus resultados no debieran resultar tan excluyentes 
como sus más fieles seguidores pretenden. 

Aunque, para entonces, otro presente y condicionantes, diferentes a los actuales, 
influirán en ese historiador en ciernes, éste contará con referencias bibliográficas, como las 
aquí reseñadas, que, pese a sus inevitables carencias y sesgos ideológicos, suponen un 
avance muy significativo y servirán para construir nuevos relatos, cada vez más completos 
y complejos, pero nunca definitivos. Esa es la grandeza –también la limitación–de nuestro 
oficio.
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Margaret MACMILLAN, Juegos peligrosos. Usos y abusos de la 
historia, Barcelona, Ariel, 2010. 222 pp. ISBN: 978-84-344-6935-8 
Traducción de Ana Herrera Ferrer.

Este libro enseña a los historiadores y a los no historiadores que el pasado siempre 
interesa y, por tanto, no sólo hay que conocerlo sino que también debemos estar alertas 
contra las manipulaciones que de ese pasado se hacen constantemente en cada sociedad.  
Sobre todo ahora, cuando a través de los poderosos medios de comunicación la historia 
se ha convertido en materia de entretenimiento, sea en forma de novelas históricas (en 
su inmensa mayoría de nula fiabilidad histórica) o en las series televisivas que también se 
apoyan en personajes o momentos históricos. La gran divulgación no está en manos de 
los historiadores profesionales y mandan sobre todo los relatos escritos por quienes usan y 
abusan del pasado para rescatar personajes o hechos históricos fabricados a conveniencia 
del negocio audiovisual y también de las ideologías del presente. Por eso, la historiadora 
canadiense Margaret MacMillan da el subtítulo de “Usos y abusos de la historia” a su libro 
Juegos peligrosos, un título que directamente es una denuncia de las múltiples formas en 
que puede ser distorsionado el pasado desde el presente.  

No cabe duda de que la memoria es una necesidad política en toda sociedad. Es 
una construcción propia de la polis y, por tanto, ensamblada con los diferentes poderes 
que existen en cada sociedad. Por eso siempre hay varias memorias en cada sociedad: la 
institucional u oficial, la silenciada, la memoria sumisa, la memoria de otros poderes rivales 
o alternativos, etc. Lógicamente toda memoria tiene características que la diferencian de 
la historia. La memoria es selectiva, selecciona los hechos del pasado que se ajustan a su 
necesidad, omite, por tanto, lo que no se ajusta a su lógica de recuerdo, incluso inventa 
o exagera. En consecuencia, toda memoria es política, responde a unas necesidades 
de recuerdo de un grupo social, cultural, ideológico, religioso, etc. Existe la memoria con 
independencia del saber histórico, porque la historia como ciencia social en gran medida 
está reñida con la memoria. Cada memoria santifica un determinado pasado y lo fosiliza 
con liturgias de recuerdo y conmemoración. 

Por el contrario, la historia, al ser una ciencia social, tiene como tarea desmontar y 
desvelar mitos y mixtificaciones. En consecuencia, las memorias en plural no coinciden con 
la historia que se pretende en singular como única ciencia por antonomasia del pasado. 
Ahora bien, las memorias y la historia tienen en común el pasado como materia compartida 
y unos poderes sociales que se solapan en torno a las memorias y a la historia para usar 
y abusar de los diferentes pasados. Esto significa que las memorias, por un lado, y la 
historia como construcción científica comparten unos mismos usos sociales y de ahí que se 
produzcan ensamblajes y solapamientos entre memorias e historia.
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Esto es lo que analiza Margaret MacMillan en doscientas páginas de muy ágil lectura, 
fruto de sus reflexiones sobre el oficio de historiadora, sembradas de múltiples ejemplos 
que testimonian su argumentación de modo didáctico, lo que hacen de este libro un modelo 
a seguir por los historiadores para explicar cuestiones complejas con sencillez y claridad, 
sin pedantería de pretendidas abstracciones ni con barroquismos estilísticos que confunden 
en lugar de iluminar. La autora escribe el libro porque defiende que debemos usar la historia 
“para comprendernos a nosotros mismos, y debemos usarla para comprender a los demás”. 
La historia no trata “artefactos polvorientos” sino realidades que nos conciernen, bajo el 
pasado laten nuestras identidades de grupo, nuestras justificaciones del presente y por eso 
tenemos tendencia a usar y abusar del pasado para elegir el ejemplo que nos interesa, la 
perspectiva que nos justifica.

La autora analiza en primer lugar “la locura por la historia”, el creciente interés por el 
pasado en el que los poderes públicos desempeñan un papel determinante y, por supuesto, 
los medios de comunicación. Las televisiones tienen canales dedicados en exclusiva a la 
historia, los gobiernos levantan monumentos al pasado pues no hay país que no se precie 
de conservar la memoria de sus héroes, se celebran fiestas y días para recordar hechos 
históricos, se promulgan leyes de conservación de los patrimonios históricos, y también hay 
múltiples iniciativas de fascinación por el pasado, como el programa African American Lives 
(Vidas afroamericanas), emitido en una televisión norteamericana que buscó el ADN de 
afroamericanos famosos con sorpresas como la del profesor de Florida que descubrió ser 
descendiente de Genghis Khan. Más aún, incluso en los momentos de revolución, siempre 
se han justificado los cambios más radicales con el argumento de rescatar modelos del 
pasado. Esto ocurrió en la revolución francesa, también cuando Stalin rescató el ejemplo de 
Iván el Terrible y Pedro el Grande como predecesores suyos o el comunismo chino cuando 
recupera a Confucio.

Detrás de este uso constante del pasado, la autora piensa que se recurre a “la historia 
como consuelo”, porque “enfrentarse a la incertidumbre no es fácil” y por eso nos aferramos 
a explicaciones históricas. Para las religiones la historia es el cumplimiento de los designios 
divinos, para los filósofos la historia marca el rumbo de la sociedad, para culturas como la 
china la historia no es lineal sino cíclica. En todo caso, el pasado respalda los valores del 
presente y en un mundo secularizado como el actual incluso la historia adquiere mayor 
protagonismo pues trata de mostrarnos ejemplos de virtud, de bondad o de maldad y de 
vicio ya que las religiones no tienen la preponderancia de otras épocas y, en su lugar, 
los modelos del pasado sirven para establecer normas en el presente. También se usa la 
historia para tratar de corregir errores de nuestros antepasados, y ahí se destapa otro tipo 
de abusos de la historia, cuando se enreda en las disculpas sobre los errores de nuestros 
antepasados, una cadena de las que tenemos múltiples ejemplos en todos los países. Es 
un asunto conflictivo, sin duda, el que aborda la autora y que desarrolla en un capítulo 
cuyas páginas deberían ser doblemente obligatorias para los españoles cuando pensamos 
que los asuntos de la memoria y las exigencias de disculpas por el pasado sólo nos afectan 
a nosotros porque sólo nosotros hemos tenido una historia traumática, sobre todo con la 
guerra civil. No es así, no hay país que no tenga similares conflictos de memoria e idénticos 
debates sobre el control del pasado. La autora, desde la atalaya de ser profesora en Canadá, 
nos ofrece los múltiples ejemplos que hay en todo el planeta, y esto puede servir a un lector 
español para salir del ensimismamiento que produce el conflicto de la guerra civil.

En este sentido plantea un capítulo cuyo enunciado es bien revelador: “¿A quién 
pertenece el pasado?”. Aquí la autora lanza una tesis bastante polémica, que los 
historiadores “no son científicos” y si no divulgan al gran público, otros lo harán por ellos. 
Es el aspecto más frágil de su libro, porque deja entrever que la historia es un saber sin 
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anclajes científicos sólidos y, por tanto, el salto entre el historiador profesional y el divulgador 
de historia es muy elástico y fácil, sólo es cuestión de contar bien la historia. No son estas 
páginas el lugar para plantearle alternativas a la autora, bastaría con citar algunas obras, 
desde los clásicos de Marc Bloch - Apología de la Historia o el oficio de historiador- y de 
E. H. Carr -¿Qué es la historia?- hasta la más reciente de  John Lewis Gaddis -El paisaje 
de la historia. Cómo los historiadores representan el pasado-, para refutar con argumentos 
bastante consensuados historiográficamente las características del conocimiento histórico 
tanto por los presupuestos epistemológicos y metodológicos que lo hacen científico, como 
por los límites que sin duda le atañen como a toda ciencia social.

Por lo demás, la autora aborda cuestiones de un interés indudable como las relaciones 
entre historia e identidad, asunto tan vivo en el presente porque no hay sociedad en la 
que no haya reclamaciones de asuntos del pasado (de tierras, de heridas, de muertos, de 
fronteras...). Por eso, tal y como escribe Margaret MacMillan, “a todos, a poderosos o débiles 
por igual, la historia nos ayuda a definirnos y reivindicarnos”. Todos obtienen su identidad 
de la comunidad en la que han nacido o a la que han decidido pertenecer, sea una etnia, 
un género, una clase social, una religión, una orientación sexual, una familia, un equipo de 
fútbol, una ciudad, un pueblo...Nos vemos como individuos pero siempre como parte de un 
grupo más o menos extenso, o como parte incluso de varios grupos, se puede tener sentido 
de pertenencia a una nación, a una clase, a una religión y a un sexo simultáneamente. En 
todos los países existen mitos de identidad y en todos los países hay mitos alternativos. Las 
páginas que la autora dedica a los mitos de identidad en los Estados Unidos no sólo son 
amenas sino imprescindibles para aprender que también en una nación joven, no sólo en 
las viejas naciones europeas, la historia sirve de referencia constante para echar cimientos 
a las opciones ideológicas o sociales y culturales del presente. El repaso que ofrece de 
países como Australia, Canadá, Gran Bretaña, Italia, Alemania, Francia, Japón, Irlanda y la 
India es ilustrativo de estos usos identitarios del pasado.

Obviamente, tras abordar las relaciones entre historia e identidades, no podía faltar 
el tratamiento de las relaciones entre nacionalismo e historia, porque la nación constituye, 
según definición ya canónica de Benedict Anderson, “una comunidad imaginada” y, por 
tanto, la construcción de toda nación se ha servido del combustible de la historia para crear 
el imaginario y la  memoria colectiva anudada en torno a la sangre, la geografía, la lengua o 
la religión de cada nación. En definitiva, toda nación se basa en la solidaridad producida por 
el sentimiento de “los sacrificios que se han hecho y los que uno está dispuesto a hacer en el 
futuro”, según E. Renan, autor que estableció la definición más citada de que “la existencia 
de una nación es un plebiscito de cada día, igual que la existencia de un individuo es una 
perpetua afirmación de la vida”. Lo sabemos, las naciones no son eternas ni creaciones 
divinas sino creaciones históricas y, por eso mismo, los historiadores han desempeñado un 
papel decisivo en estudiarlas, explicarlas y justificarlas.

Por otra parte, la historia no sólo consiste en recuerdos del pasado, también se puede 
tomar la decisión de olvidar y esto desencadena lo que la autora califica como “las guerras 
de la historia”. En todos los países, relata la autora y esto es necesario saberlo en España, 
se producen constantes debates sobre la historia que deben aprender los escolares: ¿Debe 
explicarse para formar ciudadanos demócratas? ¿Hay que darle prioridad a los oprimidos 
sobre cuyos hombros se construyó la riqueza en cada momento? ¿Historia desde arriba o 
historia desde abajo? ¿Mitos nacionales o desmitificación de héroes y hazañas?  A esto se 
suma ahora el debate sobre el tipo de historia que deben incluso aprender los inmigrantes 
para integrarse en una sociedad. El debate desarrollado en los Estados Unidos es muy 
clarificador. La mecha se encendió en 1990 con el presidente Bush padre que propuso 
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unos objetivos federales de educación para que los escolares fuesen buenos ciudadanos y 
la siguiente administración Clinton centró el debate no sólo en matemáticas y ciencias sino 
en historia de modo que fue el Consejo Nacional para los Estándares Históricos precisó las 
líneas básicas de la historia americana y mundial que debían enseñarse en todos los estados 
de la Unión. La propuesta, con contenidos multiculturales y de rescate de la población 
afroamericana, fue atacada directamente por la esposa del siguiente vicepresidente, la 
conservadora republicana Lynne Cheney, que deploró la imagen “sombría y negativa” 
del pasado americano. Al final, tras largos debates, en 1996 se aprobaron esas líneas 
básicas que debían enseñarse en todos los centros con un apartado referido a los debates 
y controversias existentes sobre los puntos más conflictivos. 

Pero esto mismo ha ocurrido, por ejemplo, en la China comunista con un largo 
debate sobre cómo enseñar tan enorme pasado, con la etapa de Mao incluida pues no hay 
unanimidad en el propio seno del partido comunista. Putin se ha tomado un especial interés 
en supervisar personalmente los contenidos de los manuales de historia para escolares, 
preocupado por el fin “patriótico” de dichos textos y por eso ahora la figura de Stalin se ha 
recolocado como etapa “problemática” pero imprescindible para entender el presente. En 
Australia el campo de batalla se ha situado en los contenidos del nuevo Museo Nacional 
y el lugar que debía otorgarse a los exploradores blancos y a los aborígenes previamente 
instalados, si hubo o no genocidio y si había que hacerse preguntas sobre el pasado o más 
bien dar respuestas claras y precisas. En este contexto se inserta la ley española de 2007 
que trató de reparar el olvido de los vencidos en la guerra civil de 1936-1939.

En todos los casos queda evidente que la historia sirve de guía para el presente. La 
autora, a pesar de los casos de abusos en el uso del pasado, defiende que la historia es útil 
para entender a los demás y también a nosotros mismos y concluye que “el conocimiento del 
pasado nos ayuda a enfrentarnos a afirmaciones dogmáticas y a evitar generalizaciones”, 
nos sirve para “pensar con mayor claridad”. Nos suministra contextos y ejemplos, nos 
formula interrogantes, nos enseña a desentrañar un mundo complejo y nos advierte contra 
cualquier perspectiva simplificadora y unidimensional. Citando al hombre de letras británico 
John Carey, piensa que “una de las tareas más útiles de la historia es hacernos comprender 
lo ardua, honrada y dificultosamente que las generaciones pasadas persiguieron objetivos 
que ahora nos parecen erróneos o vergonzosos”. Además, añade Margaret MacMillan, 
aunque el estudio de la historia sólo consiga enseñarnos “humildad, escepticismo y 
conciencia de nosotros mismos”, ya habrá logrado un objetivo provechoso socialmente. Sin 
duda, la autora se mueve en compromisos éticos de búsqueda de verdad, aunque éstos 
no los desarrolle con un aparato teórico al que nos acostumbran a ofrecer los filósofos 
de la historia. No es pretenciosa, sólo nos ofrece en este libro las reflexiones fruto de su 
experiencia como investigadora y docente durante largos años. Si en sus investigaciones 
destaca su obra sobre el París de 1919, sobre el fin de la primera guerra mundial, sin duda 
su trayectoria docente en un país como el Canadá, trufado de poblaciones de distintas 
culturas y con querencias identitarias siempre vivas, constituye un excelente aval para 
darnos estas lecciones tan sugerentes sobre los usos y abusos de la historia.

						   
				    		  Juan Sisinio PÉREZ GARZÓN
					         Universidad de Castilla-La Mancha
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BURBANK, Jane y COOPER, Frederick, Imperios. Una nueva 
visión de la Historia universal, Barcelona, Crítica, 2011. ISBN: 
978-84-9892-234-9. 701 pp. Traducción de Juan Rabasseda y 
Teófilo de Lozoya. 

Este libro tiene tres cualidades. En primer lugar, se ha escrito pensando en los 
estudiantes y en potenciales lectores de nivel universitario en sentido amplio, no sólo para 
especialistas en historia. En segundo lugar, ofrece una perspectiva que no está marcada ni 
por el eurocentrismo ni por el nacionalismo al abarcar prácticamente todo el planeta, si bien 
centrándose en el conjunto de las sociedades que han existido en ese amplio continente 
que es Eurasia durante los últimos dos mil años sin olvidar los impactos que produjo Eurasia 
en los continentes africano y americano. Y en tercer lugar lanza dos tesis claras y bien 
argumentadas, aunque preñadas de polémica; por un lado, que el imperio ha sido la forma 
más extendida y duradera de organización de las relaciones entre poder político y territorio 
y, por otro y en consecuencia, que “el mundo de las naciones-estado que  hoy conocemos 
apenas tiene sesenta años de edad”. 

Se puede adelantar, por tanto, la conclusión a la que llegan los autores, que por más 
que en Europa hayamos convertido desde el siglo XIX la fórmula del Estado-nación en el eje 
de la imaginación social y de las relaciones políticas, la realidad de los estudios comparados 
rompe ese relato convencional y desde hace más de veinte siglos nuestras sociedades han 
estado marcadas por prácticas imperiales. En definitiva, han sido las culturas imperiales las 
que “han modelado el mundo en el que vivimos”, a pesar de que hoy tengamos en el planeta 
doscientos estados. Los autores son dos destacados especialistas en lo que llamamos en 
España “Historia universal”. Ambos son profesores en Nueva York, Jane Burbank destaca 
por su especialización en el mundo eslavo y Frederick Cooper ha investigado los procesos 
de la descolonización en África. Organizan el libro de modo diacrónico, desde los imperios 
de Roma y China en los primeros siglos de nuestra era hasta el presente. Pero en cada 
forma de imperio, en cada etapa de sucesivos imperios, analizan las formas en que se 
crearon, sus estrategias de poder, sus ideologías y las rivalidades con otros imperios.

El imperio como forma de dominación estatal

	 Los autores contraponen el imperio a la nación-estado. Ésta busca la homogeneidad 
cultural y política  para darle soporte a la unidad de poder en un territorio ocupado por un 
único pueblo. Por el contrario, el imperio abarca varias unidades políticas y varios pueblos, 
mantiene diferencias y jerarquías internas según agrega nuevos pueblos y se basa sobre 
todo en los métodos coercitivos para imponer el poder a pueblos muy diferentes entre sí, 
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porque los distintos pueblos que lo integran son gobernados de modo distinto. Tanto la 
nación-estado como el imperio son inclusivos pero el primero busca la homogeneidad y 
puede incluso lograr el consenso al excluir a los no nacionales, mientras que el imperio 
alberga la paradoja de conjugar inclusión y diferencia, tensión que produce derivas hacia la 
desintegración.

	 El origen de las formas de imperio como principales formas de poder procede, 
según los autores, de la “lógica política del enriquecimiento mediante la expansión”. Así 
ha sido desde los faraones egipcios y los reyes Gupta del Sureste asiático o la dinastía 
Han de China hasta los imperios occidentales fraguados en el siglo XIX, pasando por los 
mandinkas y los songhay de África occidental, los zulúes del África meridional, los mayas, 
los incas o los califatos musulmanes. Subrayan los autores que, por más que desde el siglo 
XVIII las naciones se hayan constituido en el eje de la vida política en Occidente e incluso 
el derecho a la autodeterminación se haya considerado un derecho de los pueblos en el 
siglo XX, persiste la forma de imperio bien que con fórmulas de federación y confederación 
como lo atestiguan hoy, ya entrado el siglo XXI, las distintas formas de uniones que se han 
constituido por encima de las actuales naciones-estado y que están en la mente de todos. 

	 Por lo demás, los autores refutan que la idea de que el imperio sea menos propicio 
para establecer la democracia como principio rector pues su contraria, la tiranía, se ha 
producido y produce tanto en estados nacionales homogéneos como en imperios, y, en 
consecuencia, las formas de organización democrática no están reñidas con estructuras 
políticas de inclusión de pueblos diferentes. Es cierto que la violencia y la coerción ejercidas 
de forma continuada han sido los soportes clásicos de los imperios para hacer frente a la 
diversidad de personas y pueblos, pero también cabe destacar la variedad de repertorios 
imperiales con estrategias de poder cambiantes para resolver los conflictos. Es revelador a 
este respecto el análisis que realiza de los distintos imperios, desde la Roma y la China del 
siglo III antes de nuestra era  hasta los repertorios de dominación del imperio de la Rusia 
zarista y luego soviética hasta los casos de Estados Unidos y Japón en el siglo XX.

	 Evidentemente, los autores se distancian de la historiografía tradicional que sitúa  la 
aparición del Estado a comienzos de la Edad Moderna y hace del Tratado de Westfalia el eje 
de tal proceso. Frente a tal análisis eurocéntrico y occidental proponen la tesis de que los 
imperios han institucionalizado el poder desde hace más de dos mil años, desde los citados 
casos de Roma y China, pues fueron los imperios los que ante todo crearon instituciones 
propiamente estatales para cumplir la tarea de organizar los recursos humanos, concentrar 
los ingresos económicos y desplegar la fuerza militar necesaria para ejercer el poder. 
Centrarse exclusivamente, como se hace en nuestros planes de estudios y en nuestros 
manuales al uso, en el desarrollo del Estado europeo, con sus innovaciones políticas desde 
el siglo XVIII y con las revoluciones norteamericana y francesa como hitos incuestionables, 
supone una grave miopía pues tergiversa las dinámicas a largo plazo del poder estatal de 
los imperios tanto en Europa como en el resto del planeta. 

No se entendería la historia de Europa sin analizar las guerras entre imperios que 
marcaron sucesivamente los siglos XVIII, XIX y XX, pues tales guerras fueron “el caldo de 
cultivo de movimientos revolucionarios que desafiaron a los imperios-estado de Europa”, tal 
y como subrayan los autores. Rompen, por tanto, con la historiografía eurocéntrica al uso 
que explica el curso de la historia de la humanidad a partir de las teorías sobre la nación, la 
modernidad y Europa. Abren el escenario de análisis histórico a todo el espacio euroasiático 
y también a los continentes africano y americano para desentrañar cómo el poder imperial 
y los conflictos surgidos en su seno han creado estados, han marcado sociedades y han 
configurado las formas de relación política, las identidades y los imaginarios colectivos por 
más que nos aferremos a ciertos anclajes nacionalistas. 
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	 En este sentido, los autores destacan los repertorios de poder que definen al imperio 
como un Estado en el que la flexibilidad política permite una larga vida a este tipo de 
organización política pues conjuga diferencias y modos distintos de control con tal de lograr 
no la igualdad sino la lealtad de las partes que integran el imperio. Así, la historia de los 
imperios, tal y como mantienen los autores, permite “concebir la soberanía como un poder 
que se distribuye, se estratifica y se superpone”. Esta cualidad implica otra característica, 
el pragmatismo para adaptarse a los cambios y crear dinámicas de compromisos nunca 
estáticos. Todo esto obliga a replantearse las cronologías y las categorías usadas por 
nuestra historiografía para abrirse a un análisis basado en las redes desarrolladas por los 
imperios a lo largo de la historia, siempre con la advertencia metodológica de que nunca 
podremos extraer del pasado el canon que nos conduzca a un futuro predeterminado.

Diversidad de imperios y conflictos interimperiales

Lógicamente no todas las formas de imperio han sido iguales y el análisis de las 
diferencias constituye no tanto un ejercicio de historia comparada sino de profundización 
en los modos en que la diferencia interna de cada imperio se conjugó  como norma de 
organización. La diferencia fue lo que marcó el orden imperial y a lo largo de la historia se 
encuentran desde los imperios que intentaron la homogeneización hasta los que hicieron 
de la segregación su estrategia. Por ejemplo, el imperio romano integró a las élites de 
diversos pueblos, incluyó en su panteón a los dioses más dispares mientras trataba de 
homogeneizar su espacio político, cultural y artístico. A esto se añadió que desde el siglo IV 
de nuestra era el imperio romano hizo del cristianismo la religión del estado y este modelo se 
convirtió en referencia para imperios posteriores como el bizantino, el carolingio, el español 
y el portugués, y también para los imperios islámicos que basaron en el culto a un solo dios 
la unificación de la comunidad política. 

Por el contrario, los mongoles desarrollaron una estrategia distinta, sin capital fija, sin 
cultura común, sólo anclada en un individuo considerado superior, el gran kan. Consideraban 
la diversidad como algo natural y útil y sus repertorios de poder también ejercieron una 
notable influencia por toda Eurasia, en concreto en los imperios ruso y británico que pactaron 
con los líderes locales, mantuvieron las diferencias entre pueblos y fueron muy parcos en 
imponer su propia cultura. Es más, los estados coloniales de los siglos XIX y XX regularon 
los espacios y las formas de relación entre los habitantes de sus metrópolis y los pueblos 
dominados amalgamando pueblos y religiones, todos ellos subordinados al poder imperial 
pero separando los “míos” de los “otros”, los colonizadores de los colonizados.

En general, cabe destacar que en todos los imperios se desarrolló un grupo de 
intermediarios encargado de la administración que, aunque originariamente fuesen 
individuos del pueblo dominante, con el tiempo tuvieron que echar mano de la autoridad 
de los individuos de las sociedades conquistadas, de las élites que estaban dispuestas 
a cooperar para prosperar ellas también con el imperio. Surgieron dos fenómenos, el de 
la asimilación de las élites indígenas, por un lado, y, por otro, el envío de colonos para 
garantizar la colaboración en los nuevos territorios. También se recurrió a la táctica de 
situar a esclavos o a individuos apartados de su comunidad de origen como autoridades 
en los pueblos sometidos. Usaron este recurso los otomanos con niños cristianos que 
arrancaban de sus familias y los convertían en personas dependientes totalmente de sus 
amos imperiales. Ahora bien, los propios imperios creaban condiciones para la subversión 
de estos intermediarios que podían crear redes de fidelidades alternativas y esto ocurrió 
tanto en el imperio otomano como en las rebeliones de los colonos europeos y criollos en 
las Américas de los siglos XVIII y XIX. 
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En todo caso, nunca hubo un imperio solo. Las relaciones entre imperios constituyen 
un factor crucial para entender la historia de nuestro planeta y esta aportación es decisiva 
en este libro. Tal y como plantean sus autores, “la intersección de imperios dio lugar a la 
competición, la imitación y la innovación, así como a épocas de guerra y épocas de paz”. Sería 
prolijo detallar esta tesis que es el eje básico de los contenidos que los autores desarrollan 
a lo largo de casi 700 páginas. Lanzan propuestas de interpretación novedosas, motivo más 
que suficiente para hacer imprescindible la lectura del libro para cualquier persona que se 
interese por el devenir de las sociedades humanas y para sacudirse viejos esquemas. Así, 
esas interacciones densas y duraderas entre imperios constituyen el tema que se desgrana 
en sucesivos capítulos. Después de la Roma y China de hace dos mil años, se analizan 
las prolongaciones del imperio romano y el caso del islam, para detallar el caso de los 
imperios mongoles en un capítulo totalmente nuevo para los lectores españoles. Sorprende 
el buen conocimiento que demuestran de los casos del imperio español y otomano a los 
que dedican un importante capítulo muy recomendable en sí mismo. También los demás 
capítulos son especialmente jugosos como pequeños ensayo de interpretación que se 
pueden leer por separado, sea el de la construcción de las sociedades coloniales, el de los 
imperios sucesivos en China, el caso de Rusia, las formas que el imperio se ensambló con 
la nación y con la ciudadanía en la época de las revoluciones liberales o el de los imperios 
transoceánicos de Rusia y Estados Unidos. 

Este recorrido alcanza su máximo interés en los últimos cuatro capítulos que analizan 
los siglos XIX y XX, tanto los repertorios y mitos del colonialismo como las formas de 
organización imperial, las guerras mundiales y las nuevas sendas de imperio por las que se 
transita en la actualidad. Los autores aportan nuevas luces sobre este presente que es el 
resultado, sin duda, de la fragmentación de imperios producida tras la primera y la segunda 
guerra mundial del siglo XX. Además, estas dos guerras mundiales son analizadas como 
la pugna entre un reducido número de imperios, con más recursos que cualquier nación, 
y cuyos resultados significaron la transformación de la política, de los conocimientos y, en 
general, de las sociedades que hoy consideramos marcadas por el factor nacional. Por otra 
parte, tras la segunda guerra mundial se reorganizó el mapa mundial al pasar al primer plano 
dos potencias con precedentes rotundos de expansión imperialista, la Unión Soviética y los 
Estados Unidos de Norteamérica. 

Hoy, en los inicios del siglo XXI, aunque no se consideren a sí mismos imperios, se 
puede afirmar que China, Rusia y Estados Unidos siguen horizontes imperialistas con una 
pugna evidente por controlar recursos vitales para todo el mundo. En este punto se echa 
en falta un análisis más rico y complejo si hubieran incluido los autores en el capítulo final 
un estudio más detallado de la Unión Europea y sus afanes de situarse entre las citadas 
potencias, así como las nuevas realidades emergentes con el protagonismo de Brasil en 
América del Sur y el de las organizaciones supranacionales, por más que éstas adolezcan 
de evidente fragilidad política. 

Por último, los autores concluyen que el pasado no ofrece modelos claros, no nos 
permite saber si las formas de poder nacionales o las imperiales son las más idóneas para 
organizar estados con mejores resultados para sus integrantes. Argumentan que el pasado 
sólo proporciona el conocimiento de la diversidad de formas de soberanía que se han 
desarrollado a lo largo de la historia. Por eso es importante  la desmitificación de la forma 
del Estado-nación y lanza el reto de un futuro en el que nos corresponde “imaginar nuevos 
estados que reconozcan deseos compartidos mayoritariamente de pertenencia política, de 
igualdad de oportunidades y de respeto mutuo”. 
					   
				    Juan Sisinio PÉREZ GARZÓN
				    Universidad de Castilla-La Mancha
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REMY, Bernard y FAURE, Patrice, Les médecins dans 
l’Occident romain: Péninsule Ibérique, Bretagne, Gaules, 
Germanies, Paris-Bordeaux, De Boccard, 2010. 222 pp. ISBN: 
978-2-35613-026-6. 

La obra que reseñamos constituye no una novedad en sí misma, ni en la temática ni 
en la documentación utilizada, pero sí una buena puesta a punto de la profesión sanitaria en 
el Occidente romano. Es cierto que en la antigüedad no existió un estricto criterio legal que 
decidiera la competencia médica, y sin embargo, las responsabilidades profesionales de los 
sanitarios estaban reflejadas desde los primeros códigos legales (Ur-Namu, Hammurabi), 
estuvieron vigentes en la legislación romana, y en Hispania llegarán incluso hasta los pocos 
capítulos dedicados a la medicina en la Lex Wisigothorum (el Fuero Juzgo medieval). 

Pese a la ausencia reflejada,  en el Imperio Romano la medicina como profesión era 
una realidad. Las fuentes literarias en general, y la literatura en particular, muestra que la 
gente sabía distinguir entre los que realmente eran médicos y aquellos impostores que 
eran unos simples charlatanes. Estos conocimientos, y su incidencia en la sociedad, serán 
los que llevarían a una fuerte promoción social de los médicos profesionales, que por el 
contrario habían comenzado estando bajo sospecha, significativo al respecto es la actitud de 
Catón y su acusación a los médicos griegos en Roma de querer acabar con sus pacientes. 
De la situación de suspicacia, y del desprecio a la condición normal de libertos pasaron a la 
valoración de la elevación de status, a partir de las reformas sociales acometidas por César 
(sólo en la capital), y del Principado (influjo de la elevación al orden ecuestre del médico 
Antonio Musa). Los médicos recibieron privilegios fiscales bajo Vespasiano, y con Adriano 
(como vemos en el Digesto) fueron exceptuados del pago de impuestos locales. Si en el 
siglo II a. C. eran despreciados, y la presión disminuyó en el I a. C., en el siglo I su estatus 
se elevó progresivamente, y en el siglo II ocupaban ya la cúspide de la valoración social.

Sin embargo, más allá del seguimiento de esta situación en las fuentes literarias, como 
señalan los autores de la obra en la introducción, la ausencia de una mínima documentación 
adecuada sobre el conjunto de los profesionales de la salud, que sabemos que existían al 
menos en determinadas zonas, la atención de los investigadores se ha centrado de forma 
exclusiva en los médicos que aparecen en las inscripciones latinas. Las mismas tienen una 
problemática selectiva que no es del caso ahora reseñar, pero hace que los hallazgos de 
médicos se deban al puro azar. 

	 La obra que comentamos consta de dos partes. La segunda de ellas recoge la 
documentación que se ha utilizado previamente para el desarrollo del estudio, por lo que 
podríamos considerar que es el apéndice documental. Los autores realizan un análisis de la 
recopilación de posibles casos que fue realizada en su día por Gummerus en Der Ärztestand 
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in Römischen Reiche nach den Inschriften (1932), eliminando los textos que consideran 
equívocos, por el contrario suman a aquellos las principales novedades producidas en las 
últimas décadas. Si la primera actuación era necesaria, justo es indicar que los añadidos 
de nueva documentación son muy escasos. Este hecho hace que el conjunto diste de 
impresionar en relación con el trabajo de Gummerus, si bien la calidad del análisis es 
infinitamente mayor por el avance en los conocimientos epigráficos. 

Remy y Faure realizan su En este corpus epigráfico a partir de la descripción del 
soporte de la inscripción, transcripción del texto de acuerdo con las normas usuales, un 
aparato crítico que es bastante exhaustivo, traducción al francés del texto, un comentario 
concreto del documento, así como al menos en una buena parte de los casos, la reproducción 
fotográfica o en dibujo de las piezas (todas las hispanas menos una están reproducidas). 
Como destacan Remy y Faure, un espacio importante en cada uno de las fechas de los 
epígrafes se dedica a las denominaciones y fórmulas con el fin de apreciar el grado de 
latinización de los médicos de Occidente, que a la luz de lo visto en esta documentación fue 
bastante elevado. Ello matiza la importancia del componente helénico, si bien debe tenerse 
en cuenta que muchos de estos documentos son ya del siglo II. 

El orden geográfico de las provincias del Occidente romano es el que marca la 
exposición de las distintas piezas. Los autores comienzan  por la Península Ibérica, en la que 
se reseñan médicos en las siguientes poblaciones: Mirobriga (Santiago do Caçem), varios 
profesionales en Emerita, Metellinum (Don Benito), Villafranca de los Barros, Astigi, Chiclana 
de la Frontera, varios médicos en  Corduba, Mellaria (Fuente Obejuna), Ipagrum (Aguilar 
de la Frontera), Segobriga (Saélices, Cuenca), Ebusus, Dianium y Tarraco. El primero de 
ellos, de la Lusitania, de forma excepcional hace una dedicatoria al dios Esculapio, y entre 
ellos hay algunos nombres de origen helénico como Symphorus de Emerita, Artemidorus 
en Chiclana, o Philumeno en Segobriga.  En cualquier caso, la totalidad de los médicos 
documentados en Hispania ya estaban recogidos en un artículo previo de Rémy publicado 
en 1991, lo que significa que en las dos últimas décadas no se han producido avances en 
el corpus.

	 Así pues, si las novedades generales son mínimas, y las concretas de Hispania 
prácticamente nulas, nos interesa mucho más el estudio y análisis comparado del material, 
que constituye la primera parte de la obra que comentamos (pp. 23-79), y donde consideramos 
que se concentra su mayor valor. En esta primera parte de la monografía, Rémy y Faure 
plantean cuestiones que son particularmente relevantes, como son el estatuto jurídico 
documentado de los profesionales, el origen geográfico y social, las creencias religiosas 
y participación en la vida pública, así como otros aspectos derivados de la presencia de 
los médicos en la epigrafía latina. Los autores acompañan su estudio con unas ajustadas 
notas, así como con un elenco bibliográfico, sobre el que luego haremos alguna indicación 
en relación a las ausencias.

En lo que se refiere a la cronología de la documentación epigráfica, los autores 
señalan la dificultad de conseguir un conocimiento adecuado, al carecer de fechaciones 
concretas en las propias placas o epitafios, por lo que tan sólo puede realizarse una mera 
aproximación a partir de los criterios paleográficos, así como por el propio formulario. 
Se trata de una aproximación discutible, en la medida en la que naturalmente no existen 
criterios fijos y aceptados de forma unánime por parte de los investigadores. Por ejemplo, 
la consideración de que las referencias a médicos libertos son indicios de epígrafes más 
antiguos, mientras las que tienen duo nomina son muy posteriores, es una aproximación 
simplemente voluntarista; más discutible es la búsqueda de datación en la tópica fórmula 
de los epitafios, suponiendo el nombre del difunto como cabecera del siglo I, y la referencia 
a los dioses Manes como producida a partir del siglo II, cuestión de valor relativo y que 
cambia mucho según los territorios. 
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	 En cualquier caso, esta aproximación en su conjunto sí tiene algunos contenidos 
de cierta verosimilitud, siempre que no se considere cerrada. De acuerdo con la misma los 
autores creen documentar dos momentos de máximo en la presencia de los médicos, en el 
siglo I (al que pertenecería el 32% de la documentación) y sobre todo en el siglo II (entre el 
32 y el 40% de la documentación datada por los autores según los criterios señalados). No 
hay novedades al respecto si tenemos en cuenta que justamente esta es la norma general 
seguida por las inscripciones latinas, que tienen su máximo en los siglos I (segunda mitad) 
y II, mientras en el siglo III la práctica del epitafio se rarifica y se traslada a centros rurales. 
Por propia definición, el médico constituye en la época romana un fenómenos estrictamente 
urbano o de campamento militar.

	 La repartición geográfica que Remy y Faure consideran debe matizarse desde la 
constatación de que nos hallamos ante una simple relación de casos, que dota de valor 
discutible a toda estadística. En esa relación de casos por lo general el mayor número 
suele coincidir con los territorios en los que se conoce una mayor colección epigráfica, y 
los resultados del estudio que comentamos no son ajenos a esta regla, que además suele 
relacionarse con el grado de transformación romanizadora y de desarrollo económico. Si 
la fuerte presencia relativa de documentación epigráfica de médicos en la Narbonense (“la 
provincia”) entra perfectamente en este terreno, no obstante el que también suceda con 
la provincia de la Germania Superior indica, en este caso, la importancia de la medicina 
militar. 

En Hispania, por el contrario, no parece existir una correspondencia más allá 
de la siemple casualidad, si bien probablemente también influye el que el 100% de los 
documentos son epitafios en el caso de la Bética y la Hispania Citerior, mientras en la 
Lusitania los epitafios se completan con un 25% de documentos de inscripciones votivas a 
las divinidades. Podemos, por tanto, detectar una bajísima participación de los médicos en 
los cultos y en la vida civil, al menos que no se identifican como tales, si bien es difícil saber 
el significado real de este hecho.

En varias páginas los autores se extienden sobre el tipo de soporte y formas de 
las mismas, para pasar a continuación a un análisis concreto acerca de la figura de los 
médicos tal y como aaprece documentada. En el conjunto, los médicos son en su inmensa 
mayoría hombres, pues tan sólo aparecen reflejadas un 5´8% de mujeres. Los autores 
aceptan que, como es evidente, había muchísimos más hombres que mujeres dedicados 
a la medicina, pero consideran como muy probable que realmente las mujeres fueran 
bastante más numerosas en la medicina puesto que, como es bien sabido, las mujeres 
están infra-representadas en los textos epigráficos romanos. Entre estos casos de mujeres 
se encontraba Iulia Saturnina de Emerita. 

Los autores prosiguen con un análisis del estatuto jurídico, para lo que recurren a las 
fuentes literarias y a la observación de la onomástica. A partir del estudio de cada uno de 
los médicos documentados, Rémy y Faure establecen, si bien señalando que es debida 
cierta cautela al respecto, una tabla en la que la inmensa mayoría de los médicos sobre los 
que puede avanzarse una conclusión eran ciudadanos romanos, ingenuos y libertos (en 
torno al 85%), habiendo algunos peregrinos, pero que eran escasísimos los esclavos (un 
3%). Y finalmente indican que en la Bética y en la Germania Superior todos los médicos 
documentados eran ciudadanos romanos. 

Prosiguen los autores estableciendo estadísticas, que son obviamente siempre 
tendenciales, acerca de la documentación. Así tratan de la designación de la profesión, 
(llama la atención en Tarraco como Tiberio Claudio Apollinaris es considerado artis medicine 
doctiss(imus), el que la mayoría de los médicos mencionados aparecen como “gereralistas”, 
también la mayoría ejercían la medicina de forma privada, aunque existe alguno público 
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como en Corduba donde P. Frontinius Scicola es mencionado como medicus colonarum 
coloniae Patriciae. En lo que respecta a las especialidades, la única bien identificada es 
la oftalmología (medicus ocularius), donde existen bastantes casos documentados en la 
Bética, estudiados desde antiguo. 

En lo que respecta a los médicos militares, curiosamente no aparece reflejado ni uno 
sólo en las provincias hispanas, aunque sí está documentado en Binchester un medicus 
alae Vettonum, es decir, el sanitario del ala de caballería del ejército auxiliar, formado por 
reclutas entre los vettones (norte de Extremadura, sudoeste de Castilla-León y zona de 
Talavera de la Reina).Los médicos aparecen adscritos a ls distintas unidades, que pueden 
ser cohortes de infanteria del ejército auxiliar, alas o bien legiones destinadas en Germania.

En cuanto a la bibliografía utilizada, la misma aparece reflejada en ajustadas y muy 
concretas notas, así como en un elenco general (pp. 14-18). Al contrario de lo que suele ser 
corriente en estos casos, la bibliografía española está bien representada, como corresponde 
a un trabajo que ha requerido la presencia algún tiempo en nuestro país, y como se ve 
también en el prólogo en el apartado de agradecimientos, aunque la misma se relaciona 
sobre todo con la faceta puramente epigráfica. En cualquier caso, sí detectamos una 
ausencia importante, por constituir un trabajo de referencia en nuestro país, el de Santos 
Crespo y Luís Sagredo, “Las profesiones en la sociedad de la Hispania romana” (Hispania 
Antiqva, 6, 1976, pp. 53-78), en el que se recogían la mayor parte de las inscripciones 
hispanas objeto de estudio. También existen algunas ausencias importantes en la bibliografía 
francesa, en especial una obra imprescindible sobre la medicina romana, la de Jean-Marie 
André, La Médecine à Rome (Paris, 2006), reseñada por uno de nosotros (E. Gozalbes, en 
Asclepio, 59 (2), 2007, pp. 274-278). En buena parte la monografía de Rémy y Faure, que 
se fundamenta en la epigrafía, es un magnífico complemento de la síntesis de André. 

Una larga serie de índices dan final a la obra que reseñamos. Los mismos son de 
nombres griegos y romanos, de la vida sagrada y religiosa, de nombres geográficos, de los 
emperadores y su familia, de los poderes públicos y administración romana, del ejército, de 
la administración provincial, municipal y local, de los oficios y comercio, así como de otras 
particulariedades. Finalmente una tabla de concordancias entre las siglas identificativas de 
las inscripciones latinas, desde el Corpvs Inscriptonvm Latinarvm. 

En suma, la obra de Remy y Faure no constituye una importante novedad en lo que se 
refiere a la documentación, toda ella ya conocida, sino por la puesta a punto de la misma. 
En este sentido consideramos que se trata de un referente imprescindible sobre la medicina 
romana en Occidente, que complementa la magnífica aportación de André publicada hace 
pocos años. 

				    Inmaculada García García
Universidad de Granada

Enrique Gozalbes Cravioto
Universidad de Castilla-La Mancha
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JARA FUENTE, José A.; MARTIN, Georges y ALFONSO ANTÓN, 
Isabel, Construir la identidad en la Edad Media, Cuenca, 
Ediciones de la Universidad de Castilla-La Mancha, 2010. 317pp. 
ISBN 978-84-84277-78-1.

El origen de las investigaciones sobre identidad política se encuentra en el 
interés mostrado por los especialistas en teoría política, sociología histórica e historia 
contemporánea, de la década de 1970, por el análisis de unas sociedades en crisis y la 
búsqueda de valores básicos compartidos por el conjunto de cada sociedad, que explicaran 
y ayudaran a dotar de una mayor cohesión al cuerpo social. En la década de 1990, 
paralelamente a la reconfiguración de los grandes ejes políticos mundiales (disolución de 
las estructuras políticas del eje soviético e incorporación a la primera fila de la escena 
política mundial del Islam) y al fenómeno de la globalización, estos estudios despegan, 
insertándose decididamente en el ámbito de la investigación en el espacio de las relaciones 
internacionales. 

Poco afectaron estos nuevos enfoques a la Historia más allá, primero, del ámbito de la 
Contemporánea y, segundo, de los estudios que (sobre todo en las disciplinas de medieval 
y moderna) se dedicaron a dos objetos tradicionales de análisis histórico: la monarquía y 
la nobleza, y aún en el caso de éstos, su enfoque analítico se construyó inicialmente más 
sobre criterios de naturaleza biográfica o de historia política, que identitaria. Efectivamente, 
en el ámbito de la Historia Medieval, este interés por las cuestiones de identidad tuvo como 
primeros sujetos de análisis a las monarquías y la génesis de un sentimiento de identidad 
nacional, de un lado y, de otro y quizás más secundariamente, a la emergencia de una 
identidad nobiliaria. Estas investigaciones han ido paulatinamente permeando a otros 
sujetos del análisis histórico como la Iglesia, las comunidades campesinas y, de un modo 
relativamente limitado, la ciudad.

Sin embargo, en los últimos años se ha producido un “despertar” en el ámbito de la 
Historia Medieval (de la historia en general, también) a esta nueva aproximación teórica a 
la conformación (política) de las sociedades. Una buena prueba de ello es la obra que nos 
ocupa. En ella se recogen las ponencias presentadas al Coloquio Internacional Construir 
la identidad en la Edad Media: poder y memoria en la Castilla de los siglos VII al XV, 
celebrado en Cuenca los días 5 a 7 de noviembre de 2007 y concebido, en palabras de 
uno de sus organizadores, José Antonio Jara Fuente,  como un “debate ‘cara a cara’” 
(p.13), acción final de la colaboración entre varios grupos de investigación internacional, el 
SIREM (Séminaire Interdisciplinaire de Recherches sur l’Espagne Médiévale, GDRS 2378 
CNRS, dirigido por el profesor Georges Martin), y el CIDE (Identidad política urbana. La 
construcción de modelos de identidad en las ciudades de Aragón, Castilla y Navarra (1350-
1480), Ministerio de Ciencia e Innovación  HUM2006-01371, dirigido por el profesor José 
Antonio Jara Fuente). 
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A pesar de la aparente heterogeneidad de las diferentes aportaciones, la obra presenta 
un hilo conductor claro. Como su mismo coordinador afirma en el prólogo, el libro conserva la 
estructura inicial pensada  para el coloquio, “tres espacios de debate…..tres construcciones 
políticas abordadas en su interacción: el territorio, la naturaleza (política) y la comunidad…” 
(p.13). Ello se traduce en la aplicación de nociones de identidad a los siguientes aspectos: 
en primer lugar,  el análisis del territorio y de la frontera y, por extensión, de las relaciones 
locales e “internacionales”. A través de las procesiones realizadas en Zamora en torno a 
las imágenes de la Virgen del Viso y de la de Hiniesta, Charles García (“Territorialidad y 
construcción política de la identidad concejil en la Zamora medieval”) nos sitúa frente a una 
práctica ritual repleta de códigos simbólicos y representativos que se servía del recorrido 
físico como forma principal de determinar el territorio de la jurisdicción del concejo y al tiempo 
hacer partícipes a ciudadanos y aldeanos de una “identidad colectiva compartida” (p.95).  
Identidad colectiva local que, como afirma Julio Escalona (“Territorialidad e identidades 
locales en la Castilla condal”), “depende de la transmisión cultural de esa afiliación, basada 
en el predominio de las relaciones cara a cara, el contacto cotidiano y la concentración 
de actividades en un espacio común” (p. 59). Identidad territorial que conscientemente 
fomentan y construyen unos monarcas que desde el siglo XII hacen del intenso proceso de 
urbanización, común por lo demás al resto de Occidente, el eje fundamental de su política 
de reordenación y definición identitaria del espacio (Pascual Martínez Sopena, “Las villas 
del rey y las fronteras del reino”)

 En segundo lugar, el análisis identitario se centra en la construcción política de la 
monarquía a través de aproximaciones vinculadas a los conceptos de naturaleza política, 
ordenamiento político y mito-leyenda políticos (Georges Martin, “Le concept de ‘naturalite’ 
(naturaleza) dans le Sept parties d’Alphonse X le Sage”, Carlos Estepa Diez, “Naturaleza y 
poder real en Castilla”, José Manuel Nieto Soria, “Corona e identidad política en Castilla”, 
Aengus Ward, “Sancho el Mayor, la reina calumniada y los orígenes del reino de Castilla” 
y Hèléne Sirantoine “Memoria construida, memoria destruida: la identidad monárquica a 
través del recuerdo de los emperadores de  Hispania en los diplomas de los soberanos 
castellanos y leoneses (1065-1230)”. Como afirma Carlos Estepa, no es posible pensar 
los términos “natural”, “naturaleza”, “señor  natural” sin aludir a un territorio determinado, a 
las personas que “han nacido, proceden o viven allí y en quién tiene el poder sobre esos 
hombres” (p. 163), en definitiva, sin acudir al concepto de “identidad política y, dentro de 
ella, el de los nudos de identificación política territorio-institución-individuo” (Aengus Ward, 
p. 209).

Finalmente, el tercero y último de  los ámbitos de análisis identitario de esta obra se 
interesa por el estudio del individuo en comunidad, organizado en torno a  tres ejes de análisis: 
en primer lugar, las comunidades campesinas y el recurso a la justicia como instrumento de 
resolución de disputas (internas a la comunidad y con otros actores). Como afirma Isabel 
Alfonso Antón (“Memoria e identidad en las pesquisas judiciales en el área castellano-
leonesa medieval”), “las pesquisas funcionan como movilizador de memoria pero también 
como vía de fijación de recuerdos” (p.274), al tiempo que singularizan individualmente a 
testigos e inquisidores en el conjunto de la sociedad en función de patrones compartidos 
de identificación (p. 259). En segundo lugar, las comunidades urbanas y la construcción 
de un modelo identitario alrededor de la noción de servicio (José Antonio Jara Fuente, 
“Consciencia, alteridad y percepción: la construcción de la identidad en la Castilla urbana del 
siglo XV”); y, por último,  los presupuestos históricos, jurídicos y filosóficos que encuandran 
teóricamente y definen la identidad en la Edad Media (Francisco Ruiz Gómez, “Identidad en 
la Edad Media: la culpa y la pena”).
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En definitiva, la lectura de la presente obra hace válida la siguiente conclusión de 
Leonor Arfuch: la identidad no es algo que se “tiene” o se “pierde” sino una arena móvil de 
permanente confrontación y pugna hegemónica, teórica, cultural, ética y política 1.

                                 Yolanda Guerrero Navarrete
                                  Universidad Autónoma de Madrid    

1   Cit. Alicia Inés Montero Málaga, Alta Nobleza y Élite Regimental en Burgos: El linaje de los Velasco en los 
siglos XIV-XVI.  Estudio Introductorio (trabajo de fin de master presentado en la UAM, inédito)
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MARTÍN GUTIÉRREZ, Emilio (ed.), El paisaje rural en Andalucía 
Occidental durante los siglos bajomedievales. Actas de las 
I Jornadas Internacionales sobre Paisajes Rurales en Época 
Medieval. Cádiz, 1 y 2 de abril de 2009, Cádiz, Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Cádiz, 2011. 225 pp. ISBN 
978-84-9828-327-3. 

El análisis del paisaje rural ha sido una de las líneas de investigación de la 
historiografía europea que más ha avanzado en las últimas décadas. Buena prueba es la 
multitud de congresos y jornadas, nacionales e internacionales, que se han celebrado, de 
lo que dan buena cuenta la publicación de las actas correspondientes. El caso concreto 
de la historiografía española resulta paradigmático, con una verdadera explosión a partir 
de la década de 1990. Se trata de una temática de absoluta vigencia, como demuestran 
estas actas de las I Jornadas Internacionales sobre Paisajes Rurales en Época Medieval, 
celebradas en Cádiz en abril de 2009.

El objetivo de la reunión científica, recordado en la introducción por su máximo 
responsable y editor del volumen, el profesor Martín Gutiérrez, era debatir en torno a diversos 
aspectos vinculados al paisaje rural a partir de una óptica decididamente interdisciplinar, en la 
que se abordaba la problemática desde supuestos históricos, arqueológicos, patrimoniales, 
medioambientales, iconográficos, geográficos y filológicos. A partir de ellos el análisis se ha 
centrado en el paisaje rural de Andalucía Occidental, espacio que coincide con el antiguo 
Reino de Sevilla, si bien hay dos intervenciones sobre la Toscana italiana.

Todo estudio del paisaje rural debe partir del análisis geográfico, precisamente lo que 
realiza el geógrafo Adolfo Chica Ruiz (“Aproximación a los paisajes de la Bahía de Cádiz”), 
que revela la extremada complejidad de los paisajes que componen la Bahía de Cádiz, 
estableciendo los límites entre la bahía marítima (subdividida a su vez en la bahía marítima 
exterior y la interior), la bahía anfibia (en la que se distinguen las marismas naturales de 
la marisma salinera) y la bahía terrestre construida. El profesor Chica denuncia la pérdida 
del componente productivo de estos paisajes a raíz de la crisis del sector salinero desde 
la década de 1940, lo que a su vez ha provocado la pérdida del patrimonio etnológico 
asociado a las salinas tradicionales y al uso de flujos mareales. No menos graves son 
las agresiones derivadas del uso turístico-recreativo que ha comportado el desarrollo de 
la industria del ocio. Como diagnóstico, en el mismo espacio conviven características 
de elevado valor ecológico y paisajístico con una marginalidad derivada de la tradicional 
condición de espacio inhóspito.

El profesor Martín Gutiérrez (“Reflexiones en torno a los paisajes rurales bajomedievales. 
Algunos ejemplos andaluces”) propone el estudio del paisaje rural bajomedieval a partir de 
tres variables: la datación de las características esenciales, la implicación de los agentes 
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de poder en su creación, y el objetivo perseguido con las actuaciones detectadas. Se trata 
de un planteamiento más importante aún desde el momento en que el historiador gaditano 
revela que en la tradición historiográfica española reciente no hay un consenso en torno al 
marco conceptual de estudio. Así, algunos estudios han analizado un espacio geográfico 
a partir de colecciones documentales emitidas por centros de poder en la zona, mientras 
que otros habrían optado por reconstruir el paisaje a partir de un solo agente de poder 
(como el cabildo de la Catedral de Sevilla). Como ejemplos cita los estudios centrados 
en las comarcas sevillanas (Montes Romero-Camacho), las áreas de mayor producción 
vinícola (Borrero), Jerez de la Frontera (el propio autor) o el Estrecho de Gibraltar (Pascual 
Barea en las propias actas). Desde ese estado de la cuestión Martín Gutiérrez presenta 
una propuesta de trabajo sobre los paisajes rurales bajomedievales en tierras gaditanas 
que parte de la recopilación de todo tipo de informaciones (cartográfica, geográfica, 
bibliográfica, documental, arqueológica y filológica) para individualizarlos mejor, conociendo 
su evolución, la incidencia de los agentes de poder o el peso del mercado. Para ello presenta 
cinco grandes líneas argumentales en las que profundizar: la documentación de archivo 
(con especial atención a los protocolos notariales); la evolución del clima; la necesidad de 
cartografiar los paisajes objeto de estudio; establecer un planteamiento cuyo objetivo último 
sea la elaboración de una síntesis y, por último, fomentar un enfoque comparativo con otras 
regiones, peninsulares o europeas.

Con el estudio de Luis Iglesias García (“La villa medieval de Zahara de la Sierra entre 
los siglos XIV y XVII”) entramos en el campo de la arqueología. En el caso concreto de la villa 
de Zahara el problema principal es la debilidad de los datos sobre los que se sustentan las 
interpretaciones sobre la transformación del territorio, como reconoce en todo momento el 
autor, pues es muy poco lo que se sabe del poblamiento rural de la zona en época islámica, 
y no mejora el conocimiento de manera sustancial para la época cristiana. La ausencia 
asimismo de actuaciones arqueológicas lleva a un planteamiento en la que se intentan 
verificar hipótesis formuladas por otros autores (Martínez Enamorado, Malpica Cuello) 
en otros espacios fronterizos, no siempre de cronología equivalente, con el consiguiente 
inconveniente.

Las reflexiones del arqueólogo Luis M. Cobos Rodríguez (“Patrimonio y paisaje 
rural en la Sierra de Cádiz a fines de la Edad Media”) son más amplias, partiendo de la 
definición de conceptos consustanciales a las nuevas líneas de investigación como son 
el territorio (entendido como recurso patrimonial, no sólo como simple escenario pasivo, 
soporte colectivo del patrimonio cultural) y el patrimonio medieval. El principal escollo es 
la ausencia de relación entre los estudios económicos y sociales y el territorio en el que se 
desarrollan, distancia que se salvaría ligando las intervenciones arqueológicas al estudio de 
fuentes documentales y al apoyo de las ciencias auxiliares (geología, botánica, palinología, 
edafología, etc.). A modo de conclusión se proponen estrategias que posibiliten proyectos 
de futuro en los espacios patrimoniales de la Sierra de Cádiz, apostando por la intervención 
y gestión del patrimonio medieval desde la intervención, protección, conservación y difusión 
dentro de un proyecto general que incluyera prospecciones superficiales y la redacción de 
cartas arqueológicas.

No cabe duda de que no se pueden delinear las características generales de un 
paisaje rural sin el estudio concreto y profundo de sus elementos individuales. Es la base 
que sustenta la aportación de José Antonio Ruiz Gil, “El paisaje rural en torno a la alquería 
de Grañina: Pocito Chico (El Puerto de Santa María. Cádiz)”, siempre desde la arqueología. 
Tomando como referencia la obra de Andrea Carandini Archaeologia Classica, Ruiz Gil 
parte del Repartimiento de El Puerto de Santa María para trascender posteriormente los 
datos que aporta al desarrollar un estudio arqueológico en toda regla, ampliando muchísimo 
los datos escritos, con consideraciones inéditas sobre el paisaje agrario y las actividades 
del poblamiento.
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En el estudio del poblamiento islámico es muy frecuente el recurso a la toponimia 
para afinar los rasgos característicos de la ocupación del territorio y la explotación de 
sus recursos. La formación lingüística de los arabistas les proporciona una herramienta 
preciosa de trabajo. Menos frecuente es encontrar el desarrollo de una metodología similar 
en el área cristiana realizada por un filólogo. Con mayor razón la aportación de Joaquín 
Pascual Barea sobre “El paisaje histórico en los términos de Tarifa y Algeciras según la 
toponimia del Libro de la Montería en el siglo XIV” resulta fundamental para profundizar 
en el conocimiento del área del Estrecho de Gibraltar, de menor presencia en las fuentes 
escritas que otras zonas de Andalucía Occidental. El autor es capaz de desarrollar un estudio 
complejo sobre la etimología, la formación y el significado de los topónimos, teniendo en 
cuenta propuestas anteriores, realizando otras nuevas y descartando de manera razonada 
algunas más inverosímiles por distintos motivos. Sin embargo, no deja de tener en cuenta 
las limitaciones que impone el carácter cinegético de la obra, así como las precauciones 
forzosas debido a las dificultades que suponen la ausencia de una edición crítica que tenga 
en cuenta las variantes de los distintos manuscritos, fijando de forma precisa los topónimos 
y arcaísmos léxicos.

No cabe duda de que las fuentes iconográficas pueden ser una fuente riquísima de 
información para el estudio de los paisajes rurales. Así lo han puesto de manifiesto, por 
ejemplo, diversos códices miniados, como algunos libros de horas. Los frescos son otra 
fuente de información preciosa aunque, a diferencia de otras regiones peninsulares, el sur 
no sea pródigo en ellos durante los siglos bajomedievales. De ahí la originalidad de la 
aportación de la medievalista italiana Gabriella Piccinni (“El paisaje rural en los efectos del 
buen y del mal gobierno de Ambrogio Lorenzetti en el palacio público de Siena”) en forma 
de sucinta lección-comentario de las imágenes. La riqueza de una obra tan excepcional 
permite ofrecer una gran variedad de apuntes y reflexiones, aunque la estructura política 
castellana, centralizada, no permita contrapartidas similares a las de la iniciativa del gobierno 
de la ciudad-Estado toscana.

No así la contribución del también medievalista Mario Marrocchi (“La historiografía 
italiana y los paisajes rurales en Toscana en la Baja Edad Media”), que parte de un análisis 
de la historia rural de la península vecina en el siglo XX. El planteamiento de análisis, 
a partir de unidades jurídico-administrativas, independientemente de que estén unidas 
políticamente –como era el caso del Reino de Sevilla, integrado en la Corona de Castilla– 
o no –como ocurría con la Toscana medieval– permitirá establecer importantes puntos de 
comparación en el futuro. Marrocchi deja clara las vías, comenzando por la valoración de 
las aportaciones de otras historiografías nacionales, que sugieren líneas de investigación; 
asimismo, tiene presente los trabajos de historiadores extranjeros sobre un territorio, hasta 
el punto de integrarse en la propia historiografía nacional –como ocurre con los hispanistas 
franceses y británicos en otros campos ibéricos–.

Se trata de cuestiones que enlazan con naturalidad con el trabajo del profesor 
Clemente Ramos (“Pautas de estructuración y fosilización de los paisajes agrarios 
medievales. Reflexiones e hipótesis”), aunque la historia rural sea más amplia que la 
historia agraria. El medievalista extremeño ofrece un ensayo extremadamente crítico con 
la historiografía española, que llega con retraso a la temática agraria en comparación con 
la producción europea y cuyo conocimiento no duda en definir de genérico. El principal 
problema residiría en una metodología limitada a las fuentes escritas coetáneas, sin que 
haya habido intentos de elaborar cartografías precisas. Entre las fuentes y los métodos 
imprescindibles para el salto cualitativo necesario señala las fuentes cartográficas, los 
parcelarios y la fotografía aérea. Se impone por tanto una explotación de fuentes escritas 
modernas y contemporáneas, así como un acercamiento con amplitud de miras, que no se 
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vea restringido por los convencionalismos académicos que limitan las áreas de conocimiento 
histórico. En consecuencia, el autor ve necesaria la colaboración con otros especialistas; 
además, las vías de estudio propuestas requieren la elección de contextos microhistóricos 
muy precisos que dispongan de información abundante.

Con el estudio de la profesora Carmona Ruiz (“El aprovechamiento de los espacios 
incultos en la Andalucía medieval: el caso de la Sierra Norte de Sevilla”) el volumen regresa 
a los estudios históricos propiamente dichos, dentro de un marco espacial, temporal y 
documental concreto. En este caso se analiza en primer lugar el aprovechamiento de los 
grandes recursos forestales de la Sierra de Constantina para la obtención de caza, frutos 
silvestres, madera y pasto. Pero también se presta atención a la organización jurídica del 
concejo hispalense y los acuerdos que alcanzó con otras comarcas vecinas y hermandades, 
de manera que se produjo un notable desarrollo ganadero –tema en el que la autora es 
una reputada especialista– y se permitió que grandes ganados de Andalucía Occidental 
aprovecharan amplios pastizales.

Por último, Juan Luis Carriazo Rubio cierra el volumen con “Una descripción de Doñana 
por Juan Pedro Velázquez Gaztelu”. El recurso a la documentación judicial de época moderna 
no es nuevo, sobre todo porque, como es ampliamente sabido, con frecuencia recoge 
textos más antiguos. De otra parte, la “fosilización” del paisaje rural permite su empleo con 
garantías y las debidas precauciones. De esta manera, el medievalista de la universidad 
onubense recurre a un texto de 1767 de uno de los grandes historiadores gaditanos del 
siglo XVIII y, tras el perfil biográfico de rigor, se centra en el documento, elaborado para 
zanjar cualquier asombro de duda sobre el derecho de la Casa Ducal de Medina Sidonia 
sobre el Coto de Doñana. Interesa fundamentalmente el intento del autor dieciochesco por 
llenar de contenido los siglos bajomedievales de Doñana, para lo que recurre a fuentes de 
época medieval y moderna, que Carriazo analiza y contrasta aportando otros documentos, 
en un estudio que no se impone más límites temporales que los que conciernen al objeto 
de estudio.

Se trata por tanto de un volumen en el que tienen cabida estudios concretos junto 
con ensayos más amplios, con una perspectiva integradora que aborda un tema de gran 
complejidad y amplitud desde supuestos diferentes y complementarios. Sin duda, una 
aportación relevante a la historiografía del mundo rural, un punto de partida con propuestas 
de investigación y nuevos procedimientos metodológicos que indudablemente se convertirán 
en referencia y deberán ser tomados en consideración para el desarrollo futuro de las 
temáticas tratadas.

Raúl González Arévalo
Universidad de Granada
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PASSINI, Jean e IZQUIERDO BENITO, Ricardo (coords.), La 
ciudad medieval: de la casa principal al palacio urbano. Actas 
del III Curso de Historia y Urbanismo Medieval organizado por 
la Universidad de Castilla-La Mancha, Toledo, Consejería de 
Educación, Ciencia y Cultura, 2011. 444 pp. ISBN: 978-84-7788-
620-4.  

El libro La ciudad medieval: de la casa principal al palacio urbano, recoge las 
conferencias pronunciadas en Toledo entre el 16 y el 18 de septiembre de 2009, con 
motivo del curso de verano de igual nombre dirigido por los profesores Ricardo Izquierdo 
Benito (UCLM) y Jean Passini (CNRS). Se trata del tercer y último curso de una trilogía 
que bajo el tema de la historia y el urbanismo medieval, y el paraguas metodológico de 
la arqueología, se han venido desarrollando en dicha ciudad desde el año 1999 hasta el 
presente. El primer curso, “La ciudad medieval: de la casa al tejido urbano” (Cuenca, 2001) 
se propuso profundizar en el pasado de la ciudad de Toledo, comparando su trayectoria con 
otras ciudades emblemáticas del ámbito mediterráneo. El segundo, “La ciudad medieval 
de Toledo: historia, arqueología y rehabilitación de la casa” (Cuenca, 2007), ofreció un 
panorama integrador sobre la historia de la casa medieval, con nuevos datos aportados por 
las recientes intervenciones arqueológicas en dichos inmuebles. Finalmente, el libro que nos 
ocupa, estudia el origen y desarrollo del palacio medieval, entendiendo como tal las casas 
de las familias de posición social elevada que vivían en las ciudades hispanas, aunque 
con especial referencia al caso de Toledo. En realidad el término “palacio” que aparece en 
los textos medievales no se corresponde con la idea que tenemos hoy del mismo. En la 
documentación medieval el “palacio” es el salón principal o conjunto de salones que rodean 
al patio. Esta habitación tenía planta rectangular y solía estar rematada con una o dos salas 
pequeñas en sus extremos llamadas “alcobas” o “alhanías”.

El libro se enmarca en una línea de investigación ya clásica en el panorama 
historiográfico occidental: la llamada arqueología o arquitectura del poder, bien es cierto 
que se ha desarrollado más en el ámbito rural que el urbano, fundamentalmente en relación 
con los castillos y fortalezas. Por el contrario escasean los títulos sobre palacios y edificios 
nobles en ciudades medievales, entre otras cosas porque las fuentes documentales 
aportan poca información al respecto, siendo la arqueología la única vía que puede aportar 
nueva luz sobre el tema. En este sentido, es necesario traer a colación el manido y no 
menos real tema del retraso de los estudios de arqueología medieval en España. Baste 
un solo ejemplo: en 1994 la profesora y arqueóloga francesa Annie Renoux (Université du 
Maine) coordinaba una obra retrospectiva cuyo título evidencia por sí sólo dicho desfase: 
Palais médiévaux (France-Belgique). 25 ans d’archéologie. El libro que reseñamos y las 
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dos monografías que le preceden tratan de subsanar dicho desfase, aportando datos 
novedosos y exponiendo sugerentes interpretaciones que no hacen sino situar los estudios 
sobre arqueología medieval en España a la altura que se merecen.

Estamos pues ante una obra de arqueología urbana, y aunque aborda también de 
soslayo el problema de la configuración y evolución urbanística de las ciudades medievales 
(callejero, organización espacial, puertas y murallas, aguada y saneamiento, etc), se centra 
básicamente en el estudio de los edificios palaciegos. El concepto de palacio se entiende 
aquí desde una perspectiva amplia, ya sean alcázares reales, casas principales de la 
aristocracia laica (nobles e incipiente burguesía) y de la eclesiástica (palacios episcopales, 
conventos). Aunque la mayoría de los inmuebles estudiados se sitúan ya al ámbito cristiano 
(siglos XIII-XVI), no faltan los ejemplos referidos a épocas anteriores (villas tardorromanas, 
palatia visigodos, arquitectura civil de época califal y taifa). Además, se percibe en toda la 
obra la impronta del urbanismo y arquitectura islámicos, y no sólo por el frecuente mestizaje 
mudéjar, sino también por los restos que se han conservado de dicho período ocultos bajo 
las obras y reformas posteriores. Ésta es quizás una de las aportaciones más relevantes del 
libro: el estudio y difusión de un patrimonio edilicio desconocido que en muchos casos se 
creía perdido y que ha visto la luz a partir de intervenciones arqueológicas recientes. Es una 
de las consecuencias más sobresalientes de la puesta en práctica de la Ley de Patrimonio 
Histórico Español (1985) y los proyectos de rehabilitación desarrollados tanto por iniciativa 
pública como privada, fundamentalmente en aquellas ciudades declaradas como Conjuntos 
Históricos.

Los antecedentes más remotos de los palacios bajomedievales son estudiados por los 
arqueólogos Rafael Barroso, Jesús Carrobles y Jorge Morín, en un extenso trabajo sobre 
la arquitectura de poder en Toledo y su entorno en la Antigüedad tardía y época visigoda. 
Su tesis parte de la base de que el origen de las casas principales toledanas de los siglos 
XIII-XV hay que buscarlo en la unión de diferentes corrientes y tradiciones: la islámica, al 
ser Toledo capital de una importante Taifa, la experiencia cristiana del norte, y sobre todo 
“la observación directa de un buen número de edificaciones áulicas de época romana y 
visigoda, que seguían siendo perfectamente visibles y que destacaban como referencias 
de prestigio vinculadas a un pasado mítico al que se miraba con interés y nostalgia” (p. 
31). Como puede verse se trata de una interpretación arriesgada y novedosa que toma 
como fuentes principales los resultados de recientes excavaciones en yacimientos de 
época tardorromana-visigoda de la zona toledana: Vega Baja (Toledo), Saucedo (Talavera 
la Nueva), El Solao (Rielves), Carranque, Los Hitos (Arisgotas) o Melque (San Martín de 
Montalbán), entre otros.

Las influencias andalusíes en los palacios castellanos son analizadas por el profesor 
Juan Carlos Ruiz Souza (UCM) en el capítulo titulado El palacio especializado y la génesis 
del Estado Moderno. Castilla y Al-Andalus en la Baja Edad Media. Desde su perspectiva, las 
construcciones palatinas castellano-leonesas ofrecen una clara singularidad con respecto 
al resto de Europa, fruto sin duda de la influencia de la arquitectura áulico-civil procedente 
de al-Andalus. Frente a la europeización que caracterizó a la cultura y a las formas artísticas 
de los siglos XI, XII y XIII (románico, gótico), se asiste ahora a una “reinteriorización de la 
Corona de Castilla” (p. 99), con una mayor asimilación y presencia del arte andalusí en las 
realizaciones palatinas de la monarquía y por emulación, de la nobleza castellana. Se toman 
elementos decorativos, espacios o incluso mensajes ideológicos del vecino reino nazarí, 
necesarios para cimentar el proyecto de reconstrucción del poder político monárquico, tal y 
como puede observarse en las obras de Pedro I en el Alcázar de Sevilla o en Santa Clara 
de Tordesillas, por ejemplo. Entre ellos destaca el uso de planta centralizada, con salones 
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principales de planta cuadrada (“quadra” o “qubba”) con altas bóvedas “labradas de obra 
morisca” dentro de torres, o el típico salón de planta rectangular y acceso central rematado 
por alhanías.

En la misma línea que el anterior, aunque con una mayor reivindicación del arte mudéjar, 
la profesora Teresa Pérez Higuera (UCM) ofrece una breve síntesis sobre los palacios 
mudéjares castellanos, rastreando sus orígenes en la arquitectura hispanomusulmana y 
las transformaciones derivadas de la influencia gótica. Advierte los cambios que afectan 
por ejemplo a la organización de la planta. En los palacios andalusíes domina la tendencia 
longitudinal, con un gran salón de ceremonias y un patio rectangular que le precede. En 
los palacios mudéjares, por el contrario, se prefiere el patio central de planta cuadrada, con 
galerías que distribuyen las habitaciones. Otros cambios/continuidades estudiados por la 
autora se refieren a los accesos al edificio, los vanos, las alhanías y las polémicas “qubbas”,  
con ejemplos de palacios residenciales de la ciudad de Toledo y su entorno (palacio de 
Fuensalida, palacio del Infantado en Guadalajara, Ocaña, Tordesillas, etc).

La mayor parte de los trabajos reunidos en el presente volumen aluden al ámbito 
toledano, cosa lógica si tenemos en cuenta el lugar de celebración del Curso, pero también 
el gran número de palacios urbanos bajomedievales que se han conservado, más o menos 
completos, en diferentes zonas de su casco urbano. Junto a los ejemplos anteriores, cabe 
citar el capítulo firmado por uno de los coordinadores de la obra, Jean Passini, y su estudio 
pormenorizado de seis palacios urbanos vinculados a otras tantas familias principales: María 
Meléndez, Juan Manuel, Fernando Niño, Suer Téllez de Meneses, Fuensalida y Malpica 
(ss. XIII-XV). Cada uno de ellos se estudia desde el punto de vista histórico y arquitectónico, 
terminando con una interpretación global del edificio en la que se intenta reconstruir su 
fisonomía en época medieval. Entre sus conclusiones destacan la evidencia arqueológica 
de “la continuidad tipológica de la arquitectura del poder entre las culturas [musulmana-
cristiana] que ocuparon la ciudad” (p. 235), a pesar de que no se hayan encontrado palacios 
musulmanes propiamente dichos en el casco urbano de Toledo.

Otros trabajos sobre la ciudad de Toledo recogen los resultados de intervenciones 
arqueológicas llevadas a cabo en obras de rehabilitación de edificios públicos o privados, 
rescatando estructuras y elementos arquitectónicos que nos remiten al pasado medieval. 
Es el caso de la arqueóloga Fabiola Monzón y su estudio sobre el convento de Santa Fe. 
En la intervención pudo documentar una residencia palaciega andalusí del siglo X integrada 
dentro del recinto de la alcazaba que fue reformada y ampliada en época taifa. Los restos 
de este palacio se concretan en varias habitaciones articuladas en torno a un patio, pinturas 
murales en el zócalo, una arquería de tres huecos decorada con yeso y vidrios (motivo 
elegido para la portada del libro), y una “qubba”. La conquista de la ciudad por Alfonso VI 
supuso la paulatina disgregación de este espacio transformándose en un convento.

Cristina Mencía estudia la antigua casa de Suer Téllez de Meneses, alguacil mayor de 
Toledo en el siglo XIV, inmueble que en la actualidad se encuentra dentro del Seminario Menor 
de la localidad. Del primitivo palacio mudéjar se conserva un zaguán y dos salas principales 
de planta rectangular con habitaciones cuadradas (alcobas o alhanías) en los extremos. 
La comunicación entre el palacio y las alhanías se realiza mediante arcos decorados con 
paneles de yeserías policromadas con caligrafía gótica. La casa perteneció también a 
Fernán Álvarez de Toledo, secretario de los Reyes Católicos, y a sus descendientes, los 
condes de Cedillo, quienes realizaron una gran reforma en el edificio, convirtiéndolo en un 
palacio renacentista (s. XVI).

El Taller del Moro es uno de los edificios más populares de la ciudad de Toledo. Se 
trata seguramente del salón noble de la casa principal de los señores de Villaverde (el 
matrimonio formado por Lope González Palomeque y Mayor Téllez de Meneses), construido 
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en el segundo cuarto del siglo XIV en la colación de San Salvador. Los restos conservados 
están formados por el citado salón, más dos alcobas en sus extremos comunicadas con 
el anterior por arcos angrelados y decorados de sebka, un patio central ajardinado de 
tradición nazarí y bellos artesonados de madera por cubrición. La intervención arqueológica 
realizada en el inmueble en 2006-2007, dirigida por Evaristo Pérez y J. Ramón Villa, ha 
documentado el proceso de edificación del palacio mudéjar, confirmando la datación 
propuesta y recuperando entre el relleno gran cantidad de materiales arqueológicos.

El monasterio cisterciense de San Clemente (Toledo) tiene su origen en el siglo XII 
y ocupó en un primer momento ciertas casas particulares, ampliándose paulatinamente 
mediante adquisiciones y donaciones de solares en inmuebles vecinos. La intervención 
arqueológica realizada en el edificio, bajo la dirección de Santiago Rodríguez y Jacobo 
Fernández, ha documentado algunas de esas transformaciones bajomedievales, 
identificando estructuras de carácter residencial previas al convento. La excavación 
propiamente dicha se completa con el análisis de las fuentes escritas (incluidos los famosos 
documentos mozárabes toledanos del siglo XIII) y la lectura de paramentos, identificando 
las distintas fases constructivas. 

El arqueólogo Raúl Maqueda aporta el resultado de la excavación arqueológica 
realizada en la calle Pozo Amargo 1 y 3, en el centro del casco histórico de Toledo, junto a 
la fachada meridional de la catedral. Se trata del lugar donde estuvo la casa del arcediano 
Juan Cabrera, entre los siglos XV y XVI, aunque conserva restos de estructuras anteriores 
(siglos XII-XIII). 

Los elementos decorativos, ya sean en revestimientos de muros, maderas, zócalos 
pintados, yeserías, etc. son especialmente valiosos para el arqueólogo, porque nos remiten 
a casas singulares dentro de cualquier núcleo urbano y permiten datar de manera relativa 
muros y estructuras, aunque evidentemente existen pervivencias y falsos históricos que 
dificultan dicha labor. En este sentido Rafael Caballero y Elena I. Sánchez presentan 
varios ejemplos de elementos decorativos medievales aparecidos en determinadas casas 
toledanas, proponiendo una clasificación cronológica atendiendo a pautas estrictamente 
formales. De esta forma distinguen elementos decorativos de tradición islámica (ss. X-XI), 
islámico-mudéjar (ss. XII-XIV), gótico-renacentista (ss. XIV-XV) y mudéjar-renacentista 
(XV-XVI).

El último de los trabajos del área toledana se refiere al estudio evolutivo del castillo 
de Escalona, en origen una fortaleza cristiana plenomedieval transformada posteriormente 
en palacio. Antonio Malalana expone los avatares históricos de la fortaleza, señalando sus 
diferentes momentos constructivos: primera fase (siglo XII) con el levantamiento de las 
principales defensas (albacar, torres albarranas, etc); época de don Juan Manuel (finales 
del siglo XIII-XIV), con la construcción de una residencia palatina de la que nada queda y 
el refuerzo de algunas estructuras defensivas; y finalmente, la fase de don Álvaro de Luna, 
condestable de Castilla, que ejecutaría una reforma integral en el castillo, construyendo un 
nuevo palacio ricamente decorado con influencias góticas y mudéjares (siglo XV).

El libro se completa con tres trabajos referidos a otros tantos edificios del área andaluza 
y murciana, cuyas cronologías nos remiten a época andalusí, aunque con reutilizaciones y 
reformas posteriores. Los profesores Fernando Daza y Miguel Ángel Tabales (Universidad 
de Sevilla), presentan los resultados de sus últimas investigaciones en el Real Alcázar de 
Sevilla. Las intervenciones arqueológicas de los años 2007 y 2009 han permitido documentar 
un arrabal islámico previo, con calles dotadas de infraestructuras de saneamiento en torno 
a las cuales se disponen ámbitos domésticos e industriales (alfares, almacenes, talleres). 
Este “barrio espontáneo”, situado extramuros en la primera mitad del siglo XII, sería 
eliminado gradualmente en época almohade, a medida que avanzaban las obras de la 
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mezquita aljama, el nuevo alcázar y la muralla que lo cierra. Los autores explican con 
detalle las estructuras urbanas exhumadas y muestran cómo era la vivienda sevillana “tipo” 
en esta época: patios deprimidos y espacios ajardinados interiores que organizan el resto 
de dependencias a su alrededor. Según los autores, este esquema no sería exclusivo de 
la cultura andalusí pues hay constancia de su continuidad en época cristiana, como ocurre 
con el llamado Palacio de don Fadrique, en el convento de Santa Clara (Sevilla).

Julio Navarro y Pedro Jiménez estudian el llamado Alcázar Menor de Murcia, en el 
arrabal de Arrixaca, un complejo palatino de carácter oficial vinculado en época islámica a 
los emires y gobernadores de la ciudad. Su denominación se explica en oposición al que se 
le daba a la alcazaba (Alcázar Mayor) debido a su envergadura y mayor importancia política 
y militar. A pesar de eso se trata de un conjunto verdaderamente extenso, pues “con sólo 
los restos conocidos rebasa en extensión a todos los de la Alhambra salvo el mayor, el de 
Comares, que lo superaría por muy poco” (p. 181). En efecto, el conjunto palatino estaba 
formado por un gran patio o plaza central, casas principales, baños, huertos, una mezquita y 
otras residencias menores, aunque sólo se ha conservado el edificio principal gracias a que 
en él se instalaron las monjas clarisas en el siglo XIV. Este edificio debió ser levantado por 
el emir Ibn Hûd al-Mutawakkil (1228-1238), aunque se han encontrado también estructuras 
anteriores. Tras la conquista cristiana el palacio fue fraccionado y repartido a diferentes 
personas de la familia real y órdenes religiosas.

Finalmente Antonio Orihuela (CSIC, Granada) toma como modelo el mismo Alcázar 
Menor de la ciudad de Murcia para compararlo con el Palacio del Partal Alto de la Alhambra 
(Granada), atribuido al sultán Muhammad II (1273-1302). Las conclusiones del autor se 
refieren a las similitudes en cuanto a la composición arquitectónica y decoración de ambos 
edificios (patio con alberca central alargada en el eje longitudinal, zonas ajardinadas a 
sus lados, acceso a las salas principales mediante arcos de medio punto peraltados y 
angrelados, decoración en yeserías). Considera entonces que el palacio murciano es un 
antecedente claro de las posteriores composiciones nazaríes que alcanzarían su mayor 
esplendor en el siglo XIV. 

En definitiva, el libro coordinado por R. Izquierdo y J. Passini ofrece un panorama 
actualizado y clarificador sobre el tema del urbanismo medieval en territorio hispano, y en 
particular, sobre la estructura y evolución de los edificios palaciegos. La mayor parte de los 
trabajos están realizados desde la perspectiva de la materialidad de los inmuebles y aportan 
informaciones inéditas extraídas de recientes intervenciones arqueológicas llevadas a cabo 
en ciudades como Sevilla, Murcia, Granada y Toledo. Los estudios se completan con un 
amplio y valioso aparato gráfico, con planimetrías, dibujos y reconstrucciones en 3D que 
resultan enormemente atractivas a la vez que provechosas desde el punto de vista didáctico y 
científico. La profesionalidad y dilatada experiencia de los autores en el trabajo arqueológico 
se manifiesta en el uso de términos técnicos precisos, descripciones pormenorizadas y un 
detallismo que en ocasiones juzgamos excesivo. No obstante, no olvidan la función principal 
del arqueólogo que no es otra que la de ejercer de historiadores, intentado interpretar 
los materiales exhumados y contextualizarlos desde el punto de vista histórico. En este 
sentido resultan especialmente valiosos los análisis que se hacen de la transición de la 
casa principal islámica a la bajomedieval cristiana, con pervivencias y adaptaciones que 
van más allá del mero mimetismo estético. Como la mayoría de los ejemplos aportados se 
refieren a la ciudad de Toledo, juzgamos necesario acometer estudios similares en otras 
ciudades del ámbito hispano, con el fin de ampliar el marco de referencia y entender mejor 
la configuración y evolución de los palacios urbanos en época medieval.

Jesus M. Molero García
Universidad de Castilla-La Mancha
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GARCÍA DE CORTÁZAR. José A. y TEJA, Ramón (coords.), El 
monacato espontáneo: eremitas y eremitorios en el mundo 
medieval. Aguilar de Campoo, Fundación Santa María La Real-
Centro de Estudios del Románico, 2011. 231 pp. ISBN: 978-84-
89483-73-6. 

Los Seminarios de Historia del Monacato que, cada verano, se celebran en la localidad 
palentina de Aguilar de Campoo desde hace ya 24 años, se han convertido en un referente 
clásico e imprescindible para un mejor conocimiento de las realidades monásticas de 
nuestra Edad Media.

Es evidente que la labor de los profesores Teja y García de Cortázar, así como de la 
propia Fundación Santa María la Real, es clave en la consolidación, variedad temática y 
repercusión que tiene este seminario con la continua y puntual publicación de sus actas.

La XXIV edición se centró en el interesante y, a la vez, complejo mundo del eremitismo 
y anacoretismo. El empleo de estos dos términos, tantas veces tenidos por sinónimos, no 
es, en absoluto, producto de la acumulación fácil de palabras sino que tiene que ver con 
una distinción de partida que casi todos los autores que han participado en el volumen han 
intentado dilucidar.

De entrada, podría sorprender la elección del tema para unas jornadas dedicadas a 
la historia del monacato. Y es que ermitaños y anacoretas han sido vistos, históricamente, 
como elementos antagónicos con el ideal monástico. Sin embargo, y así queda patente en 
buena parte de los trabajos aquí reunidos, el eremitismo estuvo siempre muy relacionado 
con lo cenobítico. Ya fuera por rechazo, por proximidad sin confusión o por constituir, 
determinados modos de vida comunitaria, el primer escalón de un cursus honorum espiritual 
que culminaría, precisamente, en el aislamiento, casi nunca total, de estos “monjes 
espontáneos” Por no hablar de aquellos monasterios que nacen a partir de una empresa de 
naturaleza más o menos anacorética.

Como el resultado de unas jornadas que se quieren interdisciplinares, el volumen 
resultante presenta siete trabajos enfocados desde prismas diferentes. Dos de los artículos se 
abordan desde el punto de vista del historiador, uno opta por el planteamiento arqueológico, 
otro está centrado en el estudio de algunos testimonios literarios hispanos, quedando los 
tres restantes a cargo de sendos historiadores del arte. Los trabajos elaborados desde la 
perspectiva histórico-arqueológica se centran en la Antigüedad tardía o Alta Edad Media, 
mientras que la mayoría de los que se abordan desde el ámbito artístico-literario se ocupan 
del período bajomedieval. Un mayor equilibrio entre enfoques y períodos cronológicos quizá 
podría haber redundado en un volumen aún más logrado.
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La obra se abre con el trabajo que Ramón Teja y Silvia Acerbi dedican a los orígenes 
del fenómeno eremítico. Se valen, para ello, del trabajo directo con las fuentes hagiográficas, 
todas ellas orientales, que pueden considerarse como fundacionales de este fenómeno. La 
fusión con la naturaleza y la fascinación por el desierto devienen en tópico común de los 
ejemplos estudiados. En línea con lo anterior, los Padres del Desierto optan por la desnudez 
física y la desnudez alimentaria. La huída de la civilización, objetivo claramente presente 
en lo ya comentado, lleva a muchos a moverse permanentemente en busca del lugar más 
conveniente para el desarrollo pleno de sus ideales. Pese a ello, los autores señalan que, 
aún en estos ejemplos, es muy difícil encontrarse con casos de anacoretismo absoluto, 
predominando lo que podría denominarse semianacoretismo.

La vida de San Antonio, modelo a seguir por los primeros eremitas, es también un 
ejemplo de la continua movilidad a la que nos referimos más arriba. El trabajo de Miguel 
Cortés estudia estos cambios de residencia antonianos. Su movilidad se acompaña de 
una continua adaptación o creación de espacios de habitación, alrededor de los que van 
surgiendo nuevas vocaciones anacoréticas, más bien semianacoréticas, o ya cenobíticas. 
Cortés traza una tipología de los diferentes estilos de vida eremíticos, más enjundiosa y rica 
de lo que pudiera previamente pensarse, así como una serie de datos y reflexiones sobre 
las peregrinaciones que surgen al compás de este fenómeno.

Pablo C. Díaz es uno de los autores que más ha trabajado, en los últimos años, a 
propósito de la Hispania visigótica o, más recientemente, de la Gallaecia sueva, prestándole, 
como no podía ser de otro modo, atención especial a los fenómenos eclesiales y religiosos. 
Su aportación se centra en el análisis de Valerio del Bierzo, uno de los casos más conocidos 
de eremitismo hispano. Ayudado por la insólita autobiografía de Valerio, Díaz traza el 
recorrido vital y religioso-institucional de este, sin duda, hombre de vida exagerada. Otra 
vez, vemos una combinación de eremitismo más o menos puro, con el que Valerio comienza 
su experiencia religiosa, lo que es señalado por el autor como caso atípico, pasando por 
acercamientos al mundo de las iglesias propias, para acabar viviendo como eremita pero en 
la proximidad física, y quizá no sólo ello, de un cenobio a cuyo estilo de vida y protagonistas 
dedica páginas que oscilan entre la indiferencia y la más ácida de las críticas.

El cuarto texto es de la autoría de Francisco Moreno Martín. Es el único de los trabajos 
que tiene el registro arqueológico como principal referencia. Es ésta una cuestión de 
singular valor ya que hay unanimidad al señalar que  las fuentes escritas que han llegado 
hasta nosotros desde el mundo del eremitismo, son  escasas y complejas, en especial para 
el período altomedieval, que es el que estudia este autor. Esto convierte la información 
arqueológica en una de las claves esenciales para proceder a nuevos planteamientos e 
informaciones acerca del monacato espontáneo.

Se trata de un trabajo interesante, bien planteado y con una metodología coherente. 
Una de las principales tesis del mismo es la negación a la, tantas veces planteada, relación 
inevitable del eremitismo y el trogloditismo. No siempre se puede constatar dicha relación y, 
además,  cuando se acredita suele ocurrir que, de nuevo, nos topemos más con la variante 
cenobítica del ascetismo que con cualquier otra realidad.

Siendo un trabajo de evidente interés hay una serie de cuestiones que sorprenden 
un tanto. La bibliografía empleada es casi únicamente de perfil arqueológico. Si bien, como 
se acaba de comentar, ésta es imprescindible, en modo alguno puede convertirse en ámbito de perspectiva 
única. Lo cierto es que Moreno le presta muy escasa atención a las aportaciones que, desde el 
campo de la historia o desde la filología, se han dado a este tema. Resulta llamativo que no 
se haga eco, por ejemplo, de los trabajos del propio Pablo C. Díaz, por no hablar del olvido 
de algunos textos de Díaz y Díaz, básicos para el estudio de la religiosidad anacorética del 
período por él estudiado.
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Algo semejante ocurre cuando trata, si bien de pasada y sin dedicarle mucha 
atención, a la famosa capilla de San Miguel perteneciente al monasterio de Celanova. El 
autor desconoce, o no cita, la amplísima bibliografía publicada sobre este monumento y su 
posible función. De haberla conocido es posible que matizase un tanto su propuesta de ver 
dicha capilla como espacio de puntuales retiros ascéticos de San Rosendo de los que, por 
otra parte, nada sabemos.

Fernando Baños analiza la figura del ermitaño en la literatura medieval española. 
Divide su estudio en siete variantes, no todas detectables fuera del campo literario: es 
el caso de la mujer que se traviste de hombre para llevar vida religiosa solitaria o el del 
ermitaño como instructor de caballeros. Se detiene, también, en el caso de las emparedadas 
a las que, quizás, convendría haberles dedicado una mayor atención en un volumen como 
éste. El texto de Baños es prolijo en citas literarias sobre el tema, algo siempre útil para el 
investigador.

Fernando Gutiérrez hace algo semejante pero centrado en el arte medieval hispano. 
Su atención se fija, preferentemente, en las representaciones pictóricas de los siglos XIV y 
XV, reflejo del rebrote eremítico de la última Edad Media, por otra parte, apenas tratado en 
este libro.

Gutiérrez distingue cuatro rasgos característicos en la imagen plástica del ermitaño: 
desprendimiento del mundo, comunión con la naturaleza (como ocurría con los pioneros 
Padres del Desierto), intensidad de su experiencia religiosa y, por último, presencia 
perturbadora de otros individuos. Para acabar se detiene, demoradamente, en el análisis, 
a medias textual a medias iconográfico, de los cuatro santos ermitaños que él considera 
como más populares en el medioevo hispano: San Antonio (con comentarios de gran 
interés sobre la evolución de la figura y consideración de este santo), San Onofre, María 
Magdalena y Santa María Egipciaca.

Cierra el volumen Isidoro Bango con un sólido trabajo en el que analiza la evolución 
de San Millán, desde el eremitorio inicial al monasterio benedictino. Bango trabaja con 
textos hagiográficos, en especial la Vita Emiliani de Braulio de Zaragoza, con poemas 
de Gonzalo de Berceo, maneja documentación del cenobio emilianense, echa mano de 
análisis arqueológicos tanto de tiempos pasados como de épocas más recientes y, por 
descontado, lo hace también con los restos arquitectónicos y de arte mueble de los varios 
Susos que él logra distinguir hasta llegar al Yuso en donde los monjes ya han adoptado la 
regla benedictina y visten según era preceptivo en las casas nursianas de aquella época, 
hasta el punto de que Bango considera  que la imagen del abad Pedro del arca de San 
Millán, de la que el propio autor ha escrito una monografía, es la primera representación 
hispana del escapulario benedictino.

No cabe duda de que estamos ante una importante contribución para un mejor 
conocimiento de un tema complejo y que todavía plantea serias dificultades para su estudio. 
Entre los temas que no han sido tratados, o lo han sido escasamente y que, quizá, hubiesen 
contribuido a ofrecer una perspectiva más global del mismo, podrían señalarse, entre otros: la 
relación de los eremitas con los movimientos de renovación eclesiástica a partir del siglo XI, 
su vínculo con corrientes de protesta social, la epigrafía supuestamente relacionada con el 
mundo de los religiosos solitarios o una cartografía de los territorios en los que documental 
y realmente podemos hablar de fenómenos anacoréticos.

 José Miguel Andrade Cernadas
Universidad de Santiago de Compostela
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VÁZQUEZ GARCÍA, Francisco, La invención del racismo. Na-
cimiento de la biopolítica en España, 1600-1940, Madrid, Akal, 
2009. 256 pp. ISBN 978-84-460-2734-8.

Francisco Vázquez García es catedrático de Filosofía y Letras en la Universidad de 
Cádiz. Ha realizado numerosas trabajos científicos y colaborado en diversas revistas de 
historia, filosofía y ciencias sociales, tanto españolas como extranjeras. En su investigación 
destaca el ámbito del pensamiento francés y español contemporáneo, así como la historia de 
la sexualidad en España. En éste área del pensamiento y las conductas, y muy relacionado 
e influenciado por la obra de Michel Foucault, es donde se sitúa La invención del racismo.

La obra se divide en nueve partes: prólogo, introducción (“Biopolítica, gobierno y 
gubernamentalidad. Una perspectiva histórica y pluralista”), seis capítulos (“I El gobierno de 
las poblaciones y el nacimiento de la biopolítica absolutista”; “II Población útil. Gobernando a 
los pobres”; “III Entre la biopolítica y la ‘política del cielo’”; “IV Ciencia de la policía y políticas 
de salud”; “V Un gobierno que se limita a sí mismo. La biopolítica liberal clásica”; y “VI Entre 
los seguros y la eugenesia. La biopolítica interventora”) y una completa bibliografía.

En primer lugar, el autor define el poder y el gobierno. Citando a Foucault afirma que el 
poder consiste en conducir las conductas de los demás. Esta concepción es diferente de la 
clásica, de la que ve al poder como el gobierno (político) o las clases dominantes, que dirigen 
al resto por medio de la coacción gracias a su posición e influencia. Foucault introduce la 
idea de que el poder no es ejercido directamente por un gobierno, grupo, etcétera, si no que 
se trata de un proceso, una dinámica continua que moldea a las personas, que las inserta 
en patrones, que las “normaliza”, y Vázquez sigue un planteamiento similar al del autor 
francés.

Hay un segundo concepto fundamental en la obra de Francisco Vázquez García: el 
de biopolítica. Éste queda definido de la siguiente manera: “conducción de las conductas 
relacionadas con el ser humano en tanto organismo viviente, implicando por ello una serie 
de procesos vitales de alcance colectivo”. A partir de esta definición podemos deducir que se 
trata del gobierno y el poder sobre los aspectos biológicos del hombre, tratando al hombre 
como una serie de procesos físicos que se pueden moldear y dirigir. 

Sin embargo, el libro no nos ofrece una indicación clara sobre quién dirige o quién 
controla ese biopoder. Parece como si se quisiera dejar la biopolítica como algo inerme, 
como una herramienta que puede ser usada por cualquiera, pero sin identificar a quién 
la usa. Por lo tanto será algo que se puede utilizar para explicar cualquier proceso. Para 
Foucault el actor principal era la sociedad, de la que el gobierno era la parte activa que 
llevaba a cabo la acción concreta. Sin embargo, Francisco Vázquez no define quién ejerce 
ese poder y gobierno, la biopolítica. Sí que hace referencia al poder e influencia de la 
Iglesia en la biopolítica española como un fenómeno que se remonta en el tiempo, aunque, 
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de nuevo, sin especificar hasta cuando. La religión parece ser la única constante en el 
ejercicio de la biopolítica. El poder político muestra muchas más variaciones y supeditación 
o confrontación con ella, pero, finalmente, es el que se nos muestra como principal actor.

El autor afirma que “[...] prácticas de matriz biopolítica como el control de la inmigración, 
la intensificación de la xenofobia, el culto narcisista a la salud o el terrorismo de ETA... 
pueden encontrar elementos de aclaración en el análisis [...] que se propone.” Así, Vázquez 
parece pretender que por medio del concepto de biopolítica se pueden explicar procesos 
tan diferentes y complejos como los expuestos. Esto hace que sea un término tan amplio 
que corre el peligro de no significar nada. No se le puede poner límite ni acotación, por lo 
que es imposible comprenderlo por completo, y por tanto no puede explicar las cosas por 
si mismo. No puede ser la explicación para todos los procesos de la Historia (aunque su 
amplitud hace que tenga cabida en cualquier explicación). El autor ya nos señala en la 
introducción el error que supone la amplitud y escasa delimitación del concepto.

Francisco Vázquez inicia su análisis con la Edad Moderna como punto de partida. 
Sin embargo, esto deja fuera gran parte de la Historia, donde podríamos ver usos de esa 
biopolítica que define el autor. ¿Qué es la posesión de esclavos sino una manifestación de 
biopolítica?, ¿o qué ocurre con el feudalismo y la “propiedad” del señor sobre sus vasallos? 
Incluso cuando el hombre empieza a cultivar su alimento está demostrando que va a 
“cambiar la conducta del ser humano en tanto organismo viviente”. Por tanto, no podemos 
estar de acuerdo con los motivos de la acotación temporal que hace el autor. Diferente 
es que a partir de esa época se vea el concepto más claramente reflejado en la Historia 
y, sobre todo, en las fuentes, pero eso no implica que ese sea el punto de partida ni de 
nacimiento de la biopolítica.

Como ya hemos señalado, el propio autor reconoce que se ha hecho un uso demasiado 
laxo y ambiguo del término biopolítica, por lo que debemos remitirnos a Foucault, quien le 
dio la forma que según Vázquez debería tener. El uso que le da Foucault es para definir 
el ejercicio del poder, especialmente del Estado en defensa de la sociedad, y, en segundo 
lugar, para definir una “racionalidad política”, que no deja de ser esa defensa de la sociedad 
establecida. Se trata de encajar, reducir, o aumentar procesos como la criminalidad, la 
salud, etcétera, de forma que no supongan un riesgo para el conjunto de la sociedad. Se 
busca “normalizar” a todos los individuos. Sin embargo, es importante recordar, y el propio 
Vázquez así lo hace, que Foucault forja el concepto en los últimos años de su vida, por 
lo que resulta incompleto y disperso, no quedó bien definido. Por esta razón, los autores 
posteriores lo han aplicado a su manera, cambiándolo y trasformándolo para que se adapte 
a sus teorías.

Francisco Vázquez señala como componente “peculiar de la biopolítica: construir 
una sociedad saludable y eliminar a los inadaptados”. Es la eugenesia. Posteriormente 
afirma que el Estado ya no actúa en esta línea, que no toma a los ciudadanos como algo 
de su propiedad. Ya nos indica quién ejerce la biopolítica, a pesar de querer alejarse de 
la concepción clásica de la política que ponía el énfasis en las clases gobernantes. La 
biopolítica actual no “elimina”, sino que reduce las instancias de riesgo. Sin embargo, 
debemos señalar que en muchos casos esto supone aislar dichas instancias (lo que de 
hecho es una eliminación de cara a la sociedad), y no debemos olvidar que por lo general 
no hablamos de instancias, sino de personas.

Vázquez explica en la introducción que quiere aplicar los conceptos de Foucault al 
diagnóstico del orden político neoliberal, como hacen los anglófonos de “History of the 
Present Network”. Sin embargo, el libro abarca sólo hasta 1940, por lo que no analiza 
realmente la etapa de la biopolítica neoliberal, sino sus antecedentes.
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El autor establece una serie de etapas de la biopolítica en España y analiza 
pormenorizadamente las tres primeras:

1ª.- Absolutista, 1600-1820: la población es riqueza del reino.
2ª.- Liberal clásica, 1820-1870: disminuye la coacción estatal.
3ª.- Interventora, 1870-1939: etapa de los seguros sociales. La conservación de la 
vida es cosa del Estado y del individuo.
4ª.- Totalitaria, 1939-1975: Estado disciplinario y regulador.
5ª.- Social, 1975-1985: vida y salud son un derecho que el Estado debe atender. Es 
el Estado de Bienestar. (Seguridad social, etcétera)
6ª.- Neoliberal, desde 1985: lógica del mercado. La sociedad se ve como una energía 
que hay que conducir hacia los fines marcados por el mercado.

El análisis de Francisco Vázquez se inicia con la primera de estas etapas: el 
absolutismo. En primer término, fue en los siglos XVII y XVIII cuando la población se empezó 
a considerar como una riqueza que el soberano debía administrar. Junto a esta idea se 
inició toda una corriente de pensamiento que relacionaba la pérdida de importancia del país 
respecto a otras potencias con la escasez de población que sufría. Al mismo tiempo que se 
tuvo conciencia del problema, se presentaron toda una serie de soluciones bajo la forma de 
memoriales y arbitrios. El autor recurre a numerosos ensayos de autores del siglo XVII para 
demostrar la existencia de una intención clara de influir en el desarrollo vital de la población. 
Se propusieron dos caminos fundamentales: el predominante, de aumento de la población, 
y otro minoritario, el de su limitación en función de los recursos.

Francisco Vázquez demuestra en su obra cómo el absolutismo elaboró una forma de 
ver y tratar a la población del reino derivada del mercantilismo. La población era un bien 
que el monarca debía aumentar y mejorar, y además protegerlo (evitando la emigración 
e incentivando la inmigración). El límite y medida debía ser el de los recursos del reino, 
especialmente los agrícolas, para asegurar el sostenimiento y evitar la ociosidad que llevaba 
al delito y al desorden.

El acertado ejemplo que toma el autor es el de las colonias de nueva creación de 
Sierra Morena. Éstas se idearon como un modelo de experimento biopolítico en el que se 
controlaba todo lo relacionado con la vida de los colonos, desde su asentamiento, hasta las 
normas de conducta. Todo quedaba controlado por el representante del Rey.

Sin embargo, no bastaría con aumentar el número de pobladores de un país para que 
éste tuviera una posición de fuerza y prestigio frente a otros. Era necesario que los vasallos 
fueran útiles, además de numerosos.

Según el autor, el primer problema para conseguir esa utilidad de la población era 
la sacralidad de los pobres. La interpretación que la religión hacía del pobre era la de 
que representaba una oportunidad para ejercer la caridad al considerarse una encarnación 
simbólica de Cristo. La nueva política mercantilista buscaría fundamentalmente aislar a los 
mendigos y vagabundos en asilos y locales concretos donde se les enseñaría un trabajo por 
la fuerza. Sin embargo, la arraigada costumbre de la limosna pondría graves impedimentos 
a estas ideas, dando lugar en el mejor de los casos a una postura intermedia de separación 
del “pobre bueno” y el “pobre malo”, de manera que sería legítimo dar limosna al primero y 
encerrar al segundo (el ocioso) para hacerlo útil.

De nuevo, Francisco Vázquez nos ofrece una selección de autores y sus posiciones 
a favor o en contra de la caridad con los pobres, así como las soluciones que proponen al 
problema de la ociosidad y el vicio derivado de ella. Las diferentes propuestas muestran 
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diversos grados de control sobre las personas y sus procesos vitales, ofreciendo una nueva 
faceta de la biopolítica. Por otra parte, el autor nos expone el problema suscitado por los 
gitanos y las ideas que se ofrecieron para solucionar su falta de integración en el sistema 
que se estaba elaborando, analizando especialmente la posibilidad de la expulsión.

El análisis del modo de afrontar la pobreza lleva al autor a plantearse el problema 
de la compatibilidad y coexistencia de la biopolítica estatal con las creencias e intereses 
religiosos. Se trataba de compaginar la ley civil con la ley natural (representada en este caso 
por la religión católica). Se buscaba la forma de elaborar una “razón de estado” cristiana, 
desligada de la de Maquiavelo. De esta idea surgieron dos escuelas de pensamiento: la 
eticista (el Príncipe debe actuar conforme a las reglas de la moral cristiana, pero al mismo 
tiempo ser eficaz) y la realista (basada en el cálculo e inducción de patrones generales 
a partir de ejemplos históricos). La diferencia estriba en que en el primer caso la política 
regia debía someterse en todo momento a lo dictado por el Pontífice, mientras que para 
los realistas la política mundana ocuparía un lugar diferente y complementario a la religiosa 
(pero no supeditado a ella).

Francisco Vázquez nos ofrece un caso concreto para ilustrar el problema: el del 
excesivo número de religiosos. Analiza las diferentes posturas en función de los escritos 
que dejaron tanto a favor de limitar el número de religiosos, como en contra. El trasfondo 
final radica en la escasa utilidad de los religiosos para el engrandecimiento material del 
reino. Existieron además otros conflictos en los que chocaron las diferentes visiones de la 
relación Iglesia-Rey, como fueron la limitación de la inmigración extranjera a los católicos, 
la expulsión de los moriscos, el cierre de las mancebías o la polémica del lujo. Son, en 
definitiva, problemas surgidos en torno al modo de vida de diferentes colectivos y su utilidad 
o no para el Estado.

Durante el siglo XVII se desarrollo la “ciencia de la policía”, que trataba de preservar la 
fuerza del Estado situado en un escenario de competencia y rivalidad con otros Estados. Se 
creaba así una relación de dependencia entre la política exterior y el potencial de riquezas 
del reino. La policía estaba estrechamente relacionada con la racionalidad mercantilista en 
cuanto al número de habitantes útiles, el nivel de producción y exportación de manufacturas, 
el mantenimiento de salarios bajos, etcétera. Estos factores permitían a un Estado mantener 
su posición frente a los demás y están directamente relacionados con la idea de biopolítica 
que defiende el autor.

Francisco Vázquez agrupa los asuntos tratados por el género de la ciencia de la policía 
en cinco grandes grupos: el problema de la población, el de los víveres, el de la salud, el del 
trabajo y el ocio, y el de la circulación y tráfico de personas y mercancías. Se buscaba crear 
un disciplinamiento a partir de medidas que llevasen a mejorar el estado de las ciudades, 
que las acercasen a la idea de la “ciudad perfecta” que tenía cada autor.

El ejemplo concreto que nos ofrece Francisco Vázquez es el de las políticas 
relacionadas con la salud de la población. El Estado debía procurar tener una población 
sana, capaz de trabajar y rendir unos beneficios, así como brazos para el ejército, sin 
olvidar la capacidad para engendrar una progenie fuerte y numerosa. A finales del siglo 
XVII se instalaron en España toda una serie de instituciones que buscarían velar por la 
salud pública. La vacunación de la población contra la viruela es considerado por el autor 
(siguiendo a Foucault) como una de las mayores muestras de intervención biopolítica en 
España.

Con la llegada del régimen liberal, gobernar consistiría en compatibilizar la 
democratización de la soberanía con la autorregulación de los procesos que caracterizan 
la economía y la población. El liberalismo no consiste en limitar la autoridad y el poder 
del Estado, sino en difuminar el ejercicio de ese poder. Se pasó de unos mecanismos 
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impuestos desde arriba a los procesos “naturales” que rigen al hombre, desde el mercado 
a la sociedad civil. Son elementos que el autor considera propios de la sociedad, lo que 
explicaría la resistencia, adaptabilidad y cambio del liberalismo a lo largo del tiempo. Sin 
embargo, debemos discrepar con Francisco Vázquez, pues ¿hasta qué punto se pueden 
considerar “naturales” unos conceptos que surgen en el siglo XIX?

Se puede observar un tránsito del súbdito como sujeto de obediencia al ciudadano 
como sujeto de derechos, por lo que se criticó la acción del Antiguo Régimen en materia de 
encierros (calabozos, hospitales, casas de galeras, etcétera), haciendo especial hincapié 
en los establecimientos para enfermos, frente a los que se promocionó la visita médica 
a domicilio. Sin embargo, a pesar de las críticas, se mantuvo sistema de caridad, sólo 
cambiaron los gestores: de la Iglesia a la Administración. A lo largo de este proceso llegó 
a España el modelo del panóptico de Bentham, para sustituir las oscuras prisiones por 
lugares transparentes, y perfectamente controlados, donde se pudiera estudiar la conducta 
humana.

Francisco Vázquez señala con gran acierto dos nuevas instituciones donde podemos 
observar el uso de concepciones biopolíticas: el sanatorio mental y el burdel. En ambos se 
controlan y clasifican los cuerpos, a la vez que se reglamentan sus conductas.

A pesar de que el autor explica los procesos fundamentales de la evolución de la 
historia en el siglo XIX, no aparece en ningún momento la biopolítica de forma evidente. 
Queda como algo que se “ve”, y Francisco Vázquez consigue mostrarnos, detrás de los 
hechos que va narrando.

En el siglo XIX cobró gran importancia la medicina, y con ella la medición y estadística, 
procesos que venían de los últimos años del Antiguo Régimen. El hombre se estaba 
convirtiendo en algo que se podía medir y ponderar mediante cifras, y, por lo tanto, en algo 
que se podía conocer concretamente, estudiar y analizar de forma científica tomando como 
ejemplo las ciencias naturales.

La biopolítica quedaría realizada más concretamente en la “Higiene”, que moralizaba 
a los pobres y organizaba el espacio vital, pero lo abarcaría todo en cuanto se trata de un 
concepto moral. Sin embargo, en nuestra opinión, en el siglo XIX se podría hablar claramente 
de unos procesos disciplinarios dirigidos por el Estado, pero no de algo como la biopolítica, 
en tanto que ésta no se sabe muy bien qué es, ni cómo se materializa en la práctica.

Las medidas “liberalizadoras” de la sociedad dieron lugar a grandes desigualdades, a la 
vez que fomentaron la idea de igualdad. Esto trajo consigo el crecimiento de la conflictividad 
social, por lo que el Estado se vio impelido a intervenir más directamente para reencauzar 
la sociedad y evitar la Revolución. Según Francisco Vázquez, a principios del siglo XX 
hubo una degeneración en los procesos biológicos de la sociedad y las condiciones de vida 
empeoraron, lo que iba en contra de la caracterización del biopoder como un elemento de 
mejora las mismas. Sin embargo, nos preguntamos ¿por qué el biopoder tiene que consistir 
en mejorar las condiciones de vida? La búsqueda de una sociedad ideal por parte del 
Estado (único agente que hemos podido identificar claramente como capaz de llevar a cabo 
una biopolítica efectiva) no tiene que coincidir con la mejora de las condiciones de vida de 
la sociedad.

La sociedad se veía como un cuerpo social, de forma biológica, de modo que la 
pobreza, el pauperismo fruto del libre mercado, ya no se consideraba como un mal inevitable 
que había que paliar lo mejor posible, sino como un riesgo que habría que evitar y prevenir. 
Se establecía así la Medicina Social como medio de análisis, principalmente estadístico, 
de los problemas de la sociedad, que se tratarían como enfermedades. La Medicina Social 
resultaba muy similar a la Higiene de que se habló antes, pero en lugar de tener un sentido 
moral, tendría un sentido biológico (patológico).
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En función de esta medicalización de la sociedad, entró en juego el concepto de 
eugenesia, consistente en realizar lo que la naturaleza dejaba de hacer en las sociedades 
industriales: la selección natural (aunque no podemos dejar de señalar que se convertía así 
en una selección artificial). La eugenesia consistiría por tanto en eliminar lo que provocaba 
la degeneración de la sociedad. La eliminación podría ser física o por medio del aislamiento. 
Hubo muchos escritos sobre esa necesidad de regeneración en términos biológicos, pero 
¿qué se hizo realmente? Lo más concreto lo encontramos en los escritos de Sabino Arana, 
que sí han tenido posteriormente importancia y cuyos efectos llegan hasta el día de hoy, 
pero el resto de proyectos eugenésicos de principios de siglo quedaron, afortunadamente, 
en esbozos teóricos.

Como ejemplos concretos, el autor habla de proyectos higiénicos. Fueron cobrando 
importancia las nociones de raza y degeneración. Se forjaron los ideales de los años 30 de 
eliminar lo débil y hacer una sociedad fuerte y sana, sin elementos nocivos. En estos años sí 
se puede empezar a ver una noción consciente del biopoder entre quienes lo ejercen porque 
aparecen instituciones como ministerios de salud, proyectos urbanísticos, de ordenación y 
regulación, etcétera, con un sentido biológico.

El relato termina antes de la Guerra Civil, auténtico escenario en el que se puede ver 
el trato de las personas como si fueran simples cuerpos o procesos biológicos. Un tiempo 
de ejercicio de un biopoder temible y tangible, y seguido del periodo franquista, cuando las 
nociones de raza, pueblo, pureza, etcétera, cobraron mayor intensidad en nuestro país. 

Un apartado realmente remarcable de la obra de Francisco Vázquez es el completo 
apéndice bibliográfico. El propio autor lo divide en dos apartados: uno más general sobre 
biopolítica y genealogía, y otro más específico y amplio sobre biopolítica en España. Las 
obras que utiliza abarcan un enorme espacio temporal, desde las fuentes directas de los 
siglos XVI al XX, hasta las obras más recientes anteriores a la publicación de la obra (2009).

A lo largo de su obra, el autor utiliza muy acertadamente toda la producción ensayística 
española para demostrar sus tesis. Sin embargo, no podemos dejar de señalar que el uso 
excesivo de esta documentación de carácter teórico le ha llevado a un menor desarrollado 
del análisis de los efectos reales (en términos de instituciones creadas y políticas puestas 
en funcionamiento a lo largo de los siglos analizados). Sin embargo, esto puede atribuirse a 
que el vago concepto de biopolítica no encontró un desarrollo real en nuestro país (y mucho 
menos consciente). Sí que es cierto, y el autor lo demuestra, que en muchas iniciativas y 
propuestas se puede entrever cierto carácter biopolítico, pero no hay un desarrollo concreto 
y consciente del mismo. Al menos en el periodo analizado. Por esta razón hubiera sido 
realmente interesante que Francisco Vázquez hubiera ampliado su análisis al menos 
hasta los primeros años del franquismo y la posguerra, de manera que se pudiera ver más 
claramente el desarrollo práctico de la biopolítica española.

Luis Gargallo Vaamonde
Universidad de Castilla-La Mancha
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RIEGO AMÉZAGA, Bernardo (ed.), España en la tarjeta pos-
tal. Un siglo de imágenes, Barcelona, Lunwerg, 2010, 296 
pp. ISBN: 978-84- 9785-673-7.

 
En los últimos años, han proliferado en nuestro país los estudios históricos sobre 

fotografía. Sin embargo, a pesar de la fertilidad de esta línea de trabajo, son ciertamente 
escasas las publicaciones con que contamos acerca de uno de sus soportes más populares: 
la tarjeta postal. Las pocas monografías existentes, además, tienden a plantear su análisis 
desde una perspectiva local –con alguna salvedad, como el trabajo de Carlos Teixidor 
publicado por Espasa Calpe en 1999. Por ambas razones, la presente obra adquiere un 
valor añadido, que radica tanto en el tema que aborda como en el marco espacio-temporal 
elegido: la evolución de la tarjeta postal española desde su nacimiento hasta nuestros días. 
El objetivo declarado por sus propios autores, que son también los principales impulsores 
de esta clase de estudios en nuestro país actualmente, es mostrar la fortaleza de este bien 
cultural, subrayar su utilidad para el estudio de la historia de España en la última centuria. 
Asimismo, este trabajo se reivindica por su carácter integrador, fruto de la elaboración 
conjunta por parte de especialistas de la historia y el arte. 

Esa interdisciplinariedad se refleja en la estructura de la obra, en la cual podemos 
distinguir tres grandes bloques de contenido. El primero de ellos aborda el análisis histórico, 
al que sigue una recopilación de postales articulada cronológicamente; finaliza el trabajo 
con una aportación técnica, consistente en un glosario de términos histórico-artísticos 
vinculados al estudio de la fotografía y una bibliografía actualizada, que se complementa 
con un listado de recursos en línea disponibles para esta clase de investigaciones. 

El primer capítulo corresponde al estudio realizado por Isidro Sánchez y Rafael Villena 
sobre “La tarjeta postal en la historia de España”. A lo largo de sus páginas, los autores 
realizan un recorrido desde el nacimiento de este medio de comunicación hasta los años 
de la guerra civil española, atendiendo a las circunstancias históricas y a las características 
que definen su evolución en este periodo de tiempo. En pocas palabras nos explican con 
gran claridad cómo su aparición en España coincide, y no casualmente, con los años de 
apertura del Sexenio Democrático y el cambio de valores que éste supuso en la sociedad 
española del último tercio del siglo XIX. Comienzan entonces un itinerario histórico a 
través de la evolución formal de la tarjeta (su tipología, los temas retratados, las técnicas 
empleadas), pero también de su significado sociológico y cultural. Nos explican cómo la 
aparición de la ilustración fue fundamental para su definitiva popularización, para vencer 
las reticencias que supusieron inicialmente la exposición del texto y el temor a la falta de 
privacidad. Queda clara también la influencia de los adelantos técnicos en este proceso, 
pues agilizaron su producción y abarataron los precios finales de la tarjeta postal, que 
vivió su edad dorada entre los primeros años del siglo XX y el comienzo de la Primera 
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Guerra Mundial. Demuestran su afirmación con un riguroso análisis del sector industrial y 
empresarial vinculado a la tarjeta postal, así como de otros fenómenos como la creación de 
revistas especializadas, el coleccionismo o su uso propagandístico, aportando para ello una 
gran cantidad de datos estadísticos. 

Llegados los años veinte, la postal se había convertido ya en un medio de comunicación 
generalizado, presente en la vida cotidiana de los españoles y en cuyas cartulinas se 
reflejaban los principales acontecimientos de su época –como la guerra de Marruecos– o 
el ascenso de las nuevas modas o diversiones, como el cine o el consumo sicalíptico. La 
postal fue transformándose conforme lo hacían las circunstancias históricas y esto es un 
hecho que se comprueba muy bien en los últimos años del periodo estudiado: la libertad de 
la Segunda República y la ruptura de España en dos mitades durante la guerra civil, cuando  
la postal se convirtió en un instrumento más de la guerra propagandística entablada entre 
los dos bandos, una “guerra de postales”, en palabras de los autores.  

El segundo capítulo es obra de Bernardo Riego y en él aborda las “Transformaciones 
de la tarjeta postal” desde la posguerra hasta nuestros días. Siguiendo la línea del epígrafe 
anterior, se nos explica la evolución formal y sociológica del fenómeno postal, atendiendo 
a las circunstancias particulares de este periodo histórico. Vemos, entonces, cómo durante 
los años cuarenta se produce una disminución notoria del tráfico postal, fruto de las notables 
insuficiencias derivadas de la autarquía y los efectos del bloqueo internacional que vivió el 
país hasta 1955. Nos llama la atención Riego sobre algunos fenómenos particularmente 
destacados de esta etapa, como la destrucción del patrimonio fotográfico español y la falta 
de visión cultural sobre el valor de la fotografía. Los años cincuenta, dice el autor, son una 
época de transición en la recuperación del negocio postal, marcados por la aparición de 
la tarjeta “institucional”, con la que el régimen franquista trató de ofrecer una imagen más 
moderna del país en el exterior. El mayor estímulo para el desarrollo de la tarjeta durante el 
franquismo llegó de manos del turismo en los años sesenta, con el famoso lema “España 
es diferente”, tramado y difundido por las propias instituciones franquistas. 

Todo este recorrido por el pasado reciente de la postal deriva en una reflexión sobre el 
papel actual de este medio de comunicación que, según Riego, ha quedado relegado como 
una práctica cultural del pasado debido al nuevo uso de la imagen y a la nueva gestión de 
las relaciones sociales que ofrecen la telefonía móvil e Internet. El fenómeno persistiría en 
nuestros días únicamente en su faceta comercial y su fortaleza comunicativa se localiza 
principalmente en los territorios del arte. 

Al capítulo de Riego sigue una compilación de postales cuidadosamente seleccionadas 
y de gran belleza, que cuentan además con el aditivo de su carácter inédito. Ordenadas 
cronológicamente en cuatro grandes etapas que corresponden a la periodización marcada 
en los capítulos precedentes, esta selección permite comprobar la evolución formal de la 
postal española (desde los años en que el texto había de escribirse sobre la ilustración 
a la aparición de un lugar determinado para ello, el cambio de temas, los experimentos 
compositivos, etcétera), pero también cómo los avances técnicos permitieron esos cambios 
y favorecieron su popularización, cómo se diversificó la oferta empresarial y se multiplicaron 
los autores que dedicaban su obra a este fin. Incluso podemos visualizar cómo cambia el 
uso de la postal, desde su primitivo carácter comercial a la paulatina introducción de temas 
relacionados con la vida cotidiana (aficiones deportivas, curiosidades sicalípticas o meras 
labores domésticas y agropecuarias) o su utilización para propagar ideas políticas. 

En el capítulo que sucede a la selección de imágenes, Martín Carrasco Marqués dedica 
algunas reflexiones al fenómeno del coleccionismo, bajo el título “Tiempo de postales, 
tiempo de colecciones”. Distingue este autor dos etapas en la evolución del fenómeno, una 
primera en la época más temprana del siglo XX, protagonizada por los miembros de la alta 
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sociedad, a veces reunidos en asociaciones cartófilas y una segunda etapa, que arranca 
en los años sesenta del siglo XX en Europa y algo más tarde en nuestro país, centrada en 
el coleccionismo de tarjetas postales antiguas. Son los años en que aparecen los primeros 
libros y catálogos dedicados a las postales y se organizan las primeras exhibiciones dentro y 
fuera de nuestro país. A partir de su experiencia personal, como investigador y coleccionista, 
Carrasco Marqués reivindica el valor documental de este bien cultural.

Como decía al comenzar esta reseña, el libro termina con una extensa y bien cuidada 
relación de términos empleados en el coleccionismo postal y una bibliografía actualizada y 
complementada con una relación de recursos digitales sobre fotografía, a cargo de Esther 
Almarcha, que es la responsable también de los comentarios que acompañan las postales 
que se incluyen en el trabajo y que apoyan al texto principal. Se completa el apartado con 
una enumeración de las abundantes fuentes empleadas en la elaboración de esta obra. 

A modo de valoración final, puede decirse que además de resultar un libro de gran 
belleza por las imágenes que reúne, esta obra se reivindica más allá de lo puramente 
estético. Sus autores han sabido rescatar el valor cultural y documental de la tarjeta postal 
y hacerlo evidente, al mismo tiempo que se subraya su valía artística. Por eso es importante 
señalar que este libro no es sólo un catálogo, ni una recopilación de postales, sino que 
subyace en toda la obra un afán explicativo del fenómeno difícil de encontrar en esta clase de 
producciones: a través de las postales hemos deambulado por todo un siglo de la historia de 
España. Hay que valorar, en este sentido, la pertinencia de la selección que se nos presenta, 
así como el atractivo que supone lo inédito de las imágenes contenidas en la obra. Hay que 
destacar, igualmente, la amplitud cronológica del estudio, aunque se agradecería también 
una reflexión final que recogiera las conclusiones generales del trabajo, una valoración 
global de la evolución de la tarjeta postal como bien cultural. En cualquier caso, la extensión 
y articulación del trabajo permite establecer una conexión entre los hechos del pasado, su 
forma presente y un hipotético futuro, abierto a la reflexión personal del lector. 

Lucía Crespo Jiménez
Universidad de Castilla-La Mancha
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MAZA ZORRILLA, Elena, Asociacionismo en la España 
Franquista. Valladolid, Universidad de Valladolid, Instituto 
Universitario de Historia Simancas, 2011. 228 pp. ISBN: 978-84-
8448-659-6. 

Los estudios sobre sociabilidad constituyen hoy en día un vigoroso campo de trabajo 
en la historiografía contemporánea occidental a partir de la señera figura de Maurice 
Agulhon, discípulo de Labrousse. En 1981, el historiador francés, introductor del concepto 
de sociabilidad en la historiografía y su principal difusor, lo definía como el conjunto de 
“sistemas de relaciones que confrontan a los individuos entre ellos, o que les reúnen en 
grupos más o menos naturales, más o menos coactivos, más o menos estables, más o 
menos numerosos”. Algunos años más tarde, en 1988, concretaba su sentido, al señalar 
que “se entiende por sociabilidad la aptitud especial para vivir en grupos y consolidarlos 
mediante la constitución de asociaciones voluntarias”.

Esta definición de Agulhon puede ser válida, como otras muchas que podrían ofrecerse, 
pero, en todo caso, parece claro que el término “sociabilidad” remite a dos categorías 
relacionadas, aunque diferentes. Por un lado, se refiere a la opción voluntaria, surgida entre 
un grupo de individuos, por constituir una asociación con la finalidad que sea (económica, 
política, lúdico-recreativa, etc.). Este sentido de sociabilidad, la que más ha interesado a los 
historiadores hasta la fecha, es, pues, restrictivo y hablamos entonces de “asociacionismo” 
o “sociabilidad formal”. Por otra parte, también se habla de “sociabilidad informal”, es decir, 
de los vínculos de toda índole que se generan entre individuos, en espacios y contextos de 
relación que no existen a priori para este fin. Ello nos remite a un campo de estudio mucho 
más vasto, que pasa por intentar desentrañar las singulares relaciones que se forjan en 
lugares y situaciones como plazas públicas, paseos, fiestas populares, lavaderos, bares 
y tabernas, etc..; o también, ¿por qué no?, en el mundo laboral: la fábrica, la oficina, la 
cosecha agrícola... Este campo ha sido el menos abonado, aun a pesar de las mayores 
posibilidades que ofrece no sólo por su laxitud temática, sino también por sus nexos con 
otros enfoques historiográficos y ciencias sociales. La dificultad a la hora de encontrar 
fuentes para su análisis no ha sido, desde luego, un impedimento menor a este respecto. 

	 Además de esta distinción entre sociabilidad formal e informal, entre sociabilidad 
organizada y espontánea, se ha ido configurando también una segunda distinción que 
atendería a un criterio social. Así, se puede hablar de una sociabilidad propia de las elites 
(una sociabilidad burguesa en la época contemporánea), con sus casinos, ligas de intereses 
o teatros de ópera, por ejemplo; y de una sociabilidad popular o de las clases populares en 
sentido amplio, formalizada en los ateneos obreros, o informal en las tabernas o bailes, por 
citar algún espacio singularmente significativo. Este corte horizontal nos conduciría, además, 
a un complejo y extenso debate teórico en el seno de la historiografía y las ciencias sociales. 
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La sociabilidad como categoría histórica ha evolucionado desde una acepción limitada 
hacia otra abierta, en la que se pueden integrar tanto los aspectos más formalizados de la 
misma (las asociaciones), como los menos estructurados que se desarrollan en el ámbito 
de lo que se entiende por vida cotidiana. Una evolución que, por lo demás, también puede 
seguirse en la propia obra de Maurice Agulhon.

Desde Francia, y con deudas más que evidentes con Annales, se ha extendido este 
tipo de trabajos a otros países como España e Italia, también a Iberoamérica, aunque 
quizás en menor medida. En nuestro país, los estudios de sociabilidad venían realizándose 
de forma esporádica y dispersa desde la antropología y la sociología, principalmente. A 
los historiadores les comenzó a interesar, sobre todo, a partir de la publicación del número 
monográfico de la revista de Estudios de Historia Social publicado en 1991, aunque con pie 
de imprenta de 1989, dedicado a la sociabilidad en España, coordinado por el discípulo de 
Agulhon y uno de los principales introductores de la temática en nuestro país J.L. Guereña, 
que contaba con unas interesantes “Propuestas para una historia de la sociabilidad en la 
España contemporánea” realizadas por J. Maurice.

A partir de esos momentos fueron muchos los historiadores que comenzaron a hacer 
de la sociabilidad y el asociacionismo un objeto principal de sus estudios, destacando la 
profesora Maza Zorrilla, que dedicó gran parte de sus primeros trabajos a estimular el 
estudio de esta temática y reflexionar sobre su objeto y posibles líneas de desarrollo, como 
por ejemplo en su trabajo “Sociabilidad e historiografía en la España contemporánea”, 
publicado en Ayer en 2001. También a formar en nuestro país los primeros grupos de 
investigación sobre la materia. 

El Equipo Sociabilidad Castilla–León, coordinado por la profesora Maza, integraba a 
especialistas de las universidades de Valladolid, Burgos y León. El primer impulso del grupo 
vino procedente de un proyecto de investigación de la Junta de Castilla y León: “Sociabilidad 
en Castilla-León: los casos de Burgos, Palencia y Valladolid (siglo XIX)”. Posteriormente, el 
grupo fue ampliando tanto sus miembros como su ámbito espacial y su período de estudio 
para inmiscuirse en tiempos más recientes, a partir de otros  proyectos de investigación, 
también financiados por la Junta de Castilla y León, como “Asociacionismo y acción colectiva 
en Castilla y León: 1931-1975”, “El franquismo. Análisis comparativo e interdisciplinar de la 
sociabilidad”, “Asociacionismo y acción colectiva, 1931-1975” y “Sociabilidad y Dictaduras 
en Europa: formas, espacios y acción colectiva”.

Entre las actuaciones del grupo de investigación de Castilla y León hay que destacar 
su interés por la reflexión teórica sobre la sociabilidad, reflejado a través de la organización 
de distintos encuentros entre especialistas franceses y españoles, y dentro de éstos, de 
distintos ámbitos territoriales y de estudio. La colaboración del Instituto Universitario de 
Historia Simancas ha sido fundamental, tanto en la organización como en la financiación y 
publicación de las ponencias. El primer seminario se celebró en Valladolid durante los días 
17 y 18 de noviembre de 1999 bajo el título de “Sociabilidad en la España contemporánea. 
Historiografía y problemas metodológicos”. Coordinado por la profesora Elena Maza, contó 
con las intervenciones de algunos de los principales especialistas en la materia, como Marie 
Claude Lecuyer, Jorge Uría, Manuel Morales, Jordi Canal y los equipos de investigación 
de sociabilidad de Castilla-La Mancha (GEAS) y de Castilla-León. El objetivo fundamental 
del encuentro era el de establecer un balance historiográfico regional de la sociabilidad, 
apuntando problemas metodológicos y nuevas fuentes para su estudio. En aquel momento 
significó un punto de encuentro tan necesario como fructífero, porque muchos proyectos 
todavía no habían comenzado su difusión pública, permitiendo además reconocer los 
primeros avances y las más significativas dificultades en un campo que se empezaba a 
percibir tan amplio como sugerente.
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La profesora Maza Zorrilla no sólo no ha abandonado desde entonces su interés 
por la sociabilidad y el asociacionismo, sino que se ha convertido en una de las autoras 
más cualificadas y prolíficas sobre la materia en nuestro país, participando en abundantes 
publicaciones tanto individuales como colectivas. El último de sus trabajos es este dedicado 
al asociacionismo en la España franquista, en el que refleja un dominio absoluto tanto de 
la temática como del período histórico. El franquismo, como bien dice la autora, constituye 
todavía para los historiadores un régimen “confuso”, nada fácil de comprender en todas sus 
dimensiones, por sus múltiples caras, etapas y protagonistas. 

La autora intenta desentrañar el desarrollo del asociacionismo en un régimen 
dictatorial que no sólo debía su nacimiento a la guerra civil, sino que también buscó en ella 
su justificación y legitimación. Metodológicamente, aborda con bastante acierto el estudio 
desde una doble perspectiva de análisis: la legalidad y la realidad. Por un lado, analiza las 
reglas del juego, la normativa legal al efecto desde la guerra hasta la transición democrática. 
Por otro, estudia la realidad asociativa, a partir de una abundante documentación, desde 
una doble vertiente. 

La primera está dedicada a la sociabilidad formal, analizando el discurrir sin sobresaltos 
de las asociaciones del Movimiento y de la Iglesia, auspiciadas y favorecidas por el régimen. 
La falta de libertad y la coacción institucional marcaron su general implantación pero su débil 
desarrollo popular. La autora centra su objetivo en el estudio de los esfuerzos emprendidos 
desde las principales organizaciones e instituciones del régimen, como Falange Española, 
la Delegación Nacional de Asociaciones, la Obra Sindical de Educación y Descanso, el 
Frente de Juventudes o la Sección Femenina, por citar algunos casos, por fomentar el 
asociacionismo oficialista. Entre 1958 y 1977, basándose en fuentes del Archivo General 
de la Administración de Alcalá de Henares, consiguió implantar 4.879 asociaciones. Pero 
el 82% eran asociaciones familiares y de padres de alumnos. También se incluye en este 
análisis el asociacionismo promovido desde la Iglesia, pues los sindicatos católicos van a 
verse engullidos, sin posibilidad de réplica, en el organigrama del sindicalismo vertical.

La segunda vertiente se centra en la sociabilidad informal, más espontánea y fresca, 
y los apuros del maniatado asociacionismo voluntario, hasta ahora apenas investigado. 
El exceso de oficialidad y la falta de originalidad y atractivo de las asociaciones formales 
para muchos españoles hizo que tuviera más trascendencia, aunque no lo fuera 
cuantitativamente, la sociabilidad informal. Más escurridiza y con bastante más capacidad 
de ilusionar en la calificada por la autora como “sociedad anestesiada y rancia”, el régimen 
intentó reconducirla constantemente, algo que no consiguieron del todo las autoridades a 
pesar de los férreos mecanismos de control social. El régimen pensaba que bastaba con 
“pan y circo”. Pero muchos españoles no se conformaban con tener el estómago lleno y 
estar entretenidos con la “programación” oficial.

Para la profesora Maza, como principal conclusión, las cuatro décadas de franquismo 
supusieron un corte traumático en la evolución del asociacionismo en España, que hizo 
que nuestro país cada vez estuviera más alejado de sus vecinos europeos. A partir de 
1975 resurge con vigor, como si la sociedad española quisiera recuperar el tiempo perdido 
mediante la vía transaccional del consenso, la negociación y la recuperación de las libertades 
y derechos individuales y colectivos.

En suma, la obra cumple de sobra con el objetivo principal que se plantea la autora, 
de realizar una aproximación al estudio del asociacionismo en la España franquista. Y lo 
hace gracias a un buen planeamiento, que lleva a unas sólidas conclusiones tras un arduo 
trabajo de búsqueda y observación documental. Además, también hay que subrayarlo, 
se enmarca en una magnífica edición, que cuenta con un amplio número de buenas y 
oportunas ilustraciones.   
	

Francisco Alía Miranda
Universidad de Castilla-La Mancha
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RADCLIFF, Pamela B., Making democratic citizens in 
Spain. Civil Society and the Popular Origins of the 
Transition, 1960-78, Nueva York, Palgrave McMillan, 
2011. 415 pp. ISBN 978-0-230-24105-3.  

La transición a la democracia en España ha sido analizada desde una pluralidad de 
puntos de vista que en cada caso ponen de relieve factores explicativos diversos, ya sea la 
modernización económica, la negociación política, o la presión de los movimientos sociales. 
El reciente libro de Pamela B. Radcliff se centra en lo que para la autora constituye uno 
de los elementos peor conocidos de la transición: la contribución al proceso de la gente 
corriente. Frente a quienes minusvaloran la participación popular en el proceso democrático 
español, Radcliff fija su objeto de análisis en la sociedad civil, que concibe, a grandes 
rasgos, como el espacio intermedio entre las esferas de lo privado y lo estatal que los 
individuos pueden ocupar en competencia con las autoridades para perseguir objetivos 
de forma solidaria. Cualquier Estado, y con más intensidad uno dictatorial, fija los límites 
por los que discurren todas las facetas de la convivencia, pero esos límites pueden ser 
desafiados por los ciudadanos, estableciéndose en ese espacio relaciones dinámicas entre 
el Estado y la sociedad que acaban por facilitar el cambio político y social. Por tanto, y para 
la autora, una sociedad civil dinámica es capaz de socavar la legitimidad y la estabilidad de 
un régimen autoritario, y crear una cultura democrática alternativa que sirva de cimiento, en 
este caso, a un proceso transicional formal.

Con respecto a la literatura más conocida sobre transiciones y ciudadanía, el enfoque 
propuesto por la profesora de la Universidad de California resulta interesante porque 
rechaza que tanto una cosa como la otra puedan explicarse satisfactoriamente apelando al 
comportamiento y la evolución de las instituciones del Estado. De esta forma sostiene que 
para comprender el proyecto democrático español debemos situar al Estado dentro de un 
espacio interpretativo más amplio que comprenda la sociedad civil, y de la misma forma 
entender que la creación de ciudadanía no se circunscribe a un estatus otorgado por un 
nuevo contexto legal que se recibe desde la pasividad. Nos propone así un concepto de 
ciudadanía entendida como algo dinámico, fluido, forjado en multiplicidad de interacciones, 
y muy vinculado a la práctica cotidiana; que no solo tiene en cuenta derechos legalmente 
reconocidos, sino especialmente las prácticas democráticas que es capaz de desarrollar la 
población en su cotidianeidad. En este caso participando de asociaciones y movilizaciones. 

	 Al tomar como punto de referencia la reconstrucción de la sociedad civil en España, 
las cronologías habituales pierden parte de su sentido. Para la profesora Radcliff, los 
orígenes sociales de la transición habría que buscarlos, siempre al margen de la voluntad 
del régimen, en la lenta configuración desde mediados de los sesenta de espacios 
diferenciados, alternativos, e incluso independientes, de la asfixiante oficialidad. Este libro 
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defiende que el punto de inflexión en esta evolución fue la emergencia de toda una nueva 
generación de asociaciones cívicas a partir de la nueva legislación promulgada desde 
1963. Desde finales de los cincuenta, algunos sectores de la dictadura consideraban que 
la estabilidad y la perdurabilidad del régimen quedarían aseguradas sólo si se arbitraban 
fórmulas capaces de integrar y canalizar las expresiones dinámicas de la sociedad. En esa 
dirección se elaboraron proyectos que no solo preveían nuevas formulas de participación 
popular en el proyecto estatal, sino también la creación de proyectos colectivos que podrían 
discurrir por canales más o menos independientes. No se olvida Radcliff de que en el 
fondo de estas ideas pretendidamente aperturistas, el pluralismo y la participación que 
se proponían continuaban ceñidos a la idea de democracia orgánica del Movimiento. O 
mejor dicho, la diversidad sólo era aceptable dentro de la lealtad ideológica al régimen. 
Paradójicamente y mientras el franquismo se afanaba en integrar pasivamente a las masas 
a través del crecimiento económico, activamente mediante la creación de asociaciones 
bajo el paraguas estatal, y coercitivamente manteniendo altos los costes de la participación 
en la oposición, la interacción de estos proyectos abrió espacios en la sociedad civil a la 
participación y la movilización, capaces de transgredir los objetivos oficiales de fortalecer la 
autoridad del Estado. 

	 Asociaciones como las familiares (Cabezas de Familia, Amas de Casa, y Padres de 
Familia, legalizadas en 1963) y las vecinales (Ley de Asociaciones de 1964), aunque surgidas 
bajo la protección del Movimiento y Presidencia respectivamente, no representaron la mera 
integración jerárquica en las estructuras oficiales tal y como deseaban las autoridades, sino 
muy al contrario la gradual emergencia de una sociedad civil un poco más plural y dinámica. 
En este sentido la autora defiende que tanto las asociaciones familiares del Movimiento, 
como las vecinales, a pesar de sus diferencias, compartieron un interés común que no era 
otro que legitimar la participación de la gente corriente en los asuntos públicos. 

	 Las asociaciones familiares por lo general fueron montadas ‘desde arriba’ por jerifaltes 
de los estratos intermedios de la estructura política y burocrática del Movimiento, lo que las 
convertía, teóricamente, en dependientes de su línea jerárquica y en elementos de difusión 
de los objetivos oficiales. Circunstancia a la que habría que añadir su declive a principios de 
los 70 desplazadas por las más eficaces asociaciones de vecinos. A pesar de ello Radcliff 
rechaza que se pueda generalizar a la hora de negarles contribución alguna al resurgimiento 
de la sociedad civil. Y seguramente no le falta acierto en el juicio. Su propuesta radica en 
huir de visiones monolíticas que presuponen que este tipo de asociaciones no fueron más 
que apéndices del Estado y carentes de toda representatividad, y asumir, por el contrario, 
que ese universo asociativo era mucho más complejo y diverso, de forma que la vitalidad y 
la independencia de cada asociación dependieron de múltiples factores locales. Con mucha 
probabilidad de las familiares no brotaron un número relevante de opositores al régimen, 
pero eso no significa que su actividad tenga que ser considerada como irrelevante a la hora 
de explicar la configuración de una sociedad civil más plural. Su teórica falta de autonomía 
tampoco resultaría una explicación convincente de su irrelevancia, pues el hecho de que las 
vecinales surgiesen de la propia iniciativa de los vecinos, no significa que se desarrollasen 
al margen de interferencias estatales (vigilancia y represión), y tanto las de un tipo como 
las del otro mantuvieron relaciones complicadas con un Estado empeñado en erosionar la 
autonomía de la sociedad civil. 

	 El amplio repertorio de prácticas participativas desarrolladas por las asociaciones 
vecinales, sirvieron de base para la creación de una ciudadanía y una cultura política plural 
sobre las cuales las futuras instituciones democráticas hallarían un terreno fértil donde brotar 
con más facilidad. En este punto se refiere, fundamentalmente, a dos tipos de actividades, 
cívicas y políticas (Iris Marion Young). Las cívicas comprenderían el funcionamiento 
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interno basado en la auto-organización, que necesitó de prácticas democráticas como 
la asamblea, la votación o la elección. Mientras que las políticas comprenderían todas 
aquellas dirigidas a plantear los problemas de los barrios a las autoridades; no en vano 
las asociaciones de vecinos se presentaban, incluso en sus propios estatutos, como 
representantes legítimos de los vecinos ante el poder político local. El resultado fue que 
estas asociaciones cumplieron una función preformativa de primera magnitud, es decir, 
se convirtieron en escuelas de ciudadanía en las que muchos españoles aprendieron a 
comportarse y a relacionarse como ciudadanos democráticos. La auto-organización, 
reforzó el eje horizontal de la ciudadanía (Birte Siim), y les permitió experimentar con 
prácticas y lenguajes de autogobierno y participación en un marco autoritario. Mientras que 
su voluntad de influir sobre las políticas públicas a través del diálogo o la presión sobre las 
autoridades, ayudó a redefinir las relaciones entre el estado y la ciudadanía. Esa apuesta 
por la comunicación entre gobernantes y gobernados contribuyó al desarrollo de habilidades 
para la reclamación democrática frente a un modelo que primaba la recepción pasiva de 
las políticas públicas, fomentó prácticas de participación política a través de la negociación 
y el diálogo, y obligó al régimen a exponerse cotidianamente a duros exámenes sobre su 
legitimidad y fortaleza. Unas pruebas de las que terminaría por salir no muy bien parado, 
pues hasta las asociaciones más dóciles, una vez confirmada la proclividad de la dictadura 
a satisfacer intereses diferentes de los comunitarios, acabaron compartiendo el imaginario 
colectivo que representaba al Estado franquista como el origen, y no como la solución, de 
los problemas sociales. Las demandas que constantemente presentaron las asociaciones 
ante las autoridades agotaron la capacidad de respuesta de la administración local, y en 
algunos ámbitos la hicieron entrar en crisis desde el convencimiento interno de la necesidad 
de cambiar. 

	 Todo este proceso de construcción de una ciudadanía democrática participativa, 
generosamente documentado por la autora con fuentes inéditas y bien interrogadas, se 
detuvo sin embargo al tiempo que la libertad se abría paso finalmente en España con la 
promulgación de la Constitución. El origen de este debilitamiento habría que buscarlo al poco 
de la muerte del dictador y coincidiendo con un notable auge del movimiento asociativo que 
Manuel Castells llegó a calificar como el mayor movimiento ciudadano europeo desde el 
final de la Segunda Guerra Mundial. Fue a partir de ese momento cuando las asociaciones, 
que a pesar de su protagonismo en la reconstrucción de la sociedad civil habían tenido 
un discreto impacto político, iniciaron su particular proceso de transformación para, sin 
abandonar sus tradicionales objetivos como grupos de interés, ofrecer además un proyecto 
alternativo de democracia que debía reconocer la participación de los colectivos en los 
procesos de toma de decisiones, fundamentalmente en aquellos asuntos que comprometían 
la cotidianeidad de los vecinos en los ámbitos locales. No sería ese sin embargo el modelo 
de democracia que acabaría triunfando, sino otro menos participativo. A pesar que desde 
las asociaciones, con sus teóricos a la cabeza, se lanzaron diferentes propuestas, acabó 
por imponerse un “consenso dominante” por el cual el modelo de ciudadanía se limitaría a 
un amplio reconocimiento legal de los derechos demandados por el movimiento ciudadano, 
pero en ausencia de cauces concretos de participación alternativos a la representatividad 
que cada cual y con su voto decidiese otorgar a la clase dirigente en las instituciones. 
Concibe por tanto la transición, en lo que a ciudadanía se refiere, como una pugna en la que 
se dirimía el papel (activo/pasivo) de la ciudadanía en el nuevo proyecto político. 

¿Qué causó una desmovilización tan profunda después de la Constitución? 
Lógicamente no es posible elaborar una respuesta sencilla capaz de contener todos los 
matices de un contexto que se antoja favorable al modelo estatista, es decir al que define 
al Estado como gran fuente de ciudadanía democrática. Sin perder de vista las dificultades 
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para institucionalizar eficazmente una movilización popular cuando la dictadura ya ha 
desaparecido, así como el reconocimiento explícito y generoso de los derechos sociales 
y civiles en la Constitución, la autora considera que las razones que subyacen en ese 
proceso de desmovilización tuvieron una doble procedencia. En primer lugar habría que 
considerar la presión para la desmovilización ejercida desde arriba, desde los partidos de 
izquierda, que pasaron de confundirse con los movimientos sociales e instrumentalizar las 
movilizaciones, a dedicar no pocas energías a sacar la presión popular del núcleo del proceso 
de negociaciones. Una vez incorporada al proceso de diálogo entre las elites, la izquierda se 
habría aproximado a quienes, desde otros puntos del espectro ideológico, consideraban los 
riesgos de desestabilización por un exceso de presión popular. La izquierda abrazaba esa 
parte de la cultura democrática de las clase dirigente que rechazaba las interferencias de 
la calle en los procesos políticos, y asumía una concepción más limitada de la participación 
democrática en la que los partidos eran más representativos que cualquier otra expresión 
ciudadana. Un proceso de encapsulamiento de las movilizaciones para preservar la primacía 
de las negociaciones políticas formales que, según Radcliff se produjo bajo el síndrome del 
recuerdo de la guerra civil.

En un segundo orden de cosas la desmovilización ciudadana no se explica 
únicamente por la desactivación desde ‘arriba’, sino que fue paralela a procesos complejos 
de disolución interna desde ‘abajo’ que no ignora la autora. Entre ellos podría resaltarse el 
estatismo exacerbado existente en amplios sectores de la sociedad, incluidos los propios 
movimientos ciudadanos, cuyos orígenes remotos podrían remontarse a la construcción del 
Estado liberal contemporáneo. En función de ese pensamiento, el Estado debía erigirse en 
protector de los intereses comunitarios, de tal forma que el movimentismo tendría sentido 
únicamente mientras que el Estado se negase a encabezar la defensa de los valores que 
la sociedad considera como propios. Una fortaleza más aparente que real del movimiento 
ciudadano, los efectos de la crisis y el famoso “desencanto”, estarían también en el origen 
de tan temprana desmovilización. 

	 Frente a los transitólogos que consideraron que la reducción del conflicto social era, en 
medio de aquel modelo de tercera ola democratizadora, una necesidad para la consolidación 
democrática, Radcliff defiende que la desmovilización inducida ni era necesaria, ni era 
inevitable para garantizar el buen funcionamiento de aquel proceso de modernización de 
política, y la interpreta como el resultado de una desigual lucha por el poder. A su modo 
de ver, si hay algo que no favorece la consolidación y el correcto funcionamiento de las 
instituciones democráticas en un país, es posiblemente la debilidad de la sociedad civil. No 
sería ese el problema de la España contemporánea, sino más bien el empeño de las elites 
para limitar o reprimir la movilización popular en vez de tratar de incorporarla y potenciarla 
como un activo del propio sistema. El último ejemplo de ese afán limitador habría acontecido 
durante la transición, lo que explicaría que en los últimos años se haya cuestionado de 
forma más o menos explícita la relación entre el Estado y la sociedad civil fraguada durante 
la transición, y demandado nuevas fórmulas de participación ciudadana para mejorar la 
calidad de la democracia y sus instituciones. 

El trabajo de Radcliff es un sobresaliente ejercicio de buena y renovada praxis 
historiográfica que combina casi a la perfección un asombroso dominio sobre un aparato 
teórico sólido e interdisciplinar, con una demostración empírica de una envergadura poco 
corriente, lo que convierte a este libro en punto de referencia ineludible en los estudios sobre 
transición, ciudadanía y movimientos sociales. Nos deja además un par de enseñanzas 
importantes. Al adoptar ese enfoque que codifica la transición como un proceso dialéctico 
por imponer diferentes modelos de democracia, indirectamente nos invita a intentar conocer 
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y profundizar sobre otras alternativas que estuvieron presentes pero quedaron en el camino, 
para caer finalmente en el olvido engullidas por el discurso triunfalista sobre el cambio. 
Por otro lado habría que considerar la modificación definitiva del estatus analítico de la 
construcción de la ciudadanía, que supera su condición de resultado inevitable del proceso 
transicional para convertirse en protagonista del cambio político y en objeto de estudio por 
sí misma.

Damián Alberto González Madrid
Universidad de Castilla-La Mancha


